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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Agricultura subrogante, señor Álvaro Cruzat Ochagavía, y de Energía, señor Jorge Bunster Betteley, y Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Loreto Seguel King.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 27ª y 28ª, ordinarias, en 4 y 5 de junio del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (boletín Nº 8.085-29).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, acerca del proyecto que incorpora un título nuevo, sobre navegación fluvial, en el decreto ley N° 2.222, de 1978, Ley de Navegación (boletín Nº 8.913-02).



Con el último hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, al proyecto de ley que modifica normas sobre depósito legal de creaciones audiovisuales (boletín N° 6.274-19).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Del señor Ministro de Salud:


Responde solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre el estado actual del proyecto industrial del Valle del Huasco.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios:


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre de la Senadora señora Allende, sobre resultados de mediciones de la calidad del agua potable, entre los años 2011 y 2013, suministrada en la Región de Atacama por Aguas Chañar S.A. 



Del señor Superintendente (s) de Pensiones:


Da respuesta a solicitud de reconsideración, remitida en nombre de la Senadora señora Rincón, relativa a pensión de invalidez pedida por el señor Víctor Salas Vega, domiciliado en la comuna de Pelluhue.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (boletín Nº 8.813-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Queda para tabla.

Moción



De los Senadores señor García, señora Rincón y señores Bianchi, Muñoz Aburto y Pérez Varela, con la que dan inicio a un proyecto de ley que regula el recurso de reclamación contra las resoluciones, decisiones o instrucciones de la Superintendencia de Seguridad Social (boletín N° 8.988-13) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Andrés Zaldívar, para ausentarse del territorio nacional a contar del 14 del mes en curso.



--Se accede a lo solicitado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- La Comisión de Minería y Energía solicita recabar el acuerdo de la Sala a los efectos de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas: hasta las 17 de hoy. 
El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- El señor Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social solicita recabar el asentimiento de la Sala a los efectos de establecer un nuevo término para la formulación de indicaciones al proyecto de ley que amplía el plazo del derecho de la madre a ausentarse del trabajo en caso de que un hijo padezca de cáncer: hasta las 17 de hoy.

El señor BIANCHI.- Conforme.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.

ELECCIONES PRIMARIAS PRESIDENCIALES: SESIÓN PARALELA DE COMISIÓN DE GOBIERNO PARA ANÁLISIS DE PROYECTO SOBRE PROPAGANDA TELEVISIVA GRATUITA
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, quiero plantear la posibilidad de que la Comisión de Gobierno funcione simultáneamente con la Sala a los efectos de debatir la iniciativa que establece la obligación de transmitir propaganda electoral gratuita para las elecciones primarias presidenciales, que ha despertado gran interés.



La idea era reunirnos a partir de las 16:15 o de las 16:30 de esta tarde. 



Gracias.

La señora ALLENDE.- ¡La UDI no quiere...!

El señor TUMA.- ¡No quiere Longueira...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el acuerdo pertinente de la Sala.

El señor COLOMA.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor COLOMA.- El proyecto en comento ingresó al Senado ayer. Y, desde mi perspectiva -voy a ser muy breve-, se trata de una normativa injusta, en el sentido de que cambia las reglas del juego de las primarias con respecto a quienes son candidatos presidenciales.

La señora ALLENDE.- ¡No es cierto!

El señor COLOMA.- Sí: las altera.



Lo que le he pedido a la Comisión de Gobierno es recibir y escuchar, como sucede en cualquier proyecto, a todas las personas interesadas en la materia, pero no hacer esta especie de trámite exprés, que, desde mi óptica -no hay por qué compartirla-, altera el sentido de la institución de las primarias presidenciales.



A tal fin, he solicitado una sesión de dicho órgano técnico para escuchar a los interesados y evitar que se despache la iniciativa como aquí se pretende hacerlo.



Por eso no doy la unanimidad, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- El colega entró al fondo de la cuestión, señor Presidente. Yo solo quiero decir que este proyecto fue enviado por el Gobierno -el Gobierno del Senador Coloma- porque mediaba su compromiso en el sentido de que, una vez vetada la norma que aprobamos aquí en cuanto a la existencia de franja televisiva para las primarias, iba a remitir una iniciativa acerca de la referida materia.



Ya no tenemos más tiempo. Así que la negativa expresada simplemente significa poner obstáculos a un proyecto cuyo propósito es que la gente se informe; impedir que haya debate; evitar la participación, e imposibilitar que la democracia se profundice.



--(Aplausos en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Por favor, les pido a los presentes en las tribunas no hacer manifestaciones de ningún tipo.



Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, por su intermedio, insto a la bancada de la UDI a permitir la aprobación de este proyecto, que establece la transmisión televisiva de propaganda para las elecciones primarias. 



Es impresentable el nivel a que estamos llegando. Y lo que más lamento es que el Ejecutivo no se haga cargo de la situación.



Realmente, es triste. 



Aquí apoyamos proyectos de diversa naturaleza para reformar la política, levantar el nivel del debate; empero, no se hace lo mismo cuando se trata de informar a la gente.



Hay en materia de primarias debates televisivos que alcanzan 20 puntos de rating. ¿Y nosotros no vamos a aprobar una franja electoral de seis días?

El señor COLOMA.- ¿Por qué no la aprobó al principio?



Nosotros la votamos a favor.

El señor LAGOS.- ¡No han aprobado nada!
El señor COLOMA.- No se legisló.

El señor LAGOS.- ¡Se han negado a todo!
El señor COLOMA.- Hemos aprobado todo.

El señor LAGOS.- Se han negado a todo, y eso es lo que queda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Evitemos los diálogos.



Diríjase a la Mesa, Senador señor Lagos.



Senador señor Coloma, por favor, no interrumpa.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, yo solo deseo que conste en la Versión Oficial que esto me parece de una incongruencia -y lo digo con una palabra, de manera muy responsable; y ojalá que no me equivoque con el diccionario- que, literalmente, provoca casi asco.



Dimos una tremenda pelea para que hubiera primarias. Se plantean ¡seis días de franja! Y no existe ninguna razón para oponerse. Creo que hacerlo constituye una inconsistencia.


La opinión acerca de esta materia refleja de cuerpo entero a cada uno de nosotros.

El señor COLOMA.- ¿Debatimos o no, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Se ha pedido que la Comisión de Gobierno funcione en paralelo con la Sala.


Reglamentariamente, varios señores Senadores han manifestado que no están disponibles para eso. Y si no existe unanimidad, no se puede acceder a tal solicitud.


Se están inscribiendo de manera muy entusiasta varios señores Senadores. No quiero que se produzca debate.


La Honorable señora Lily Pérez está pidiendo la palabra, y se la concedo para que quede consignada su opinión.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Se lo agradezco mucho, Su Señoría.



Señor Presidente, estimo tremendamente contradictorio haber empujado un proyecto de primarias y ahora no entregarle a la ciudadanía un instrumento básico: el que le permite informarse.


Considero importante que la televisión sea una herramienta para explicar de qué se tratan las primarias, señalar quiénes son los candidatos, en fin.


Recordemos que no solo existen postulantes a la Presidencia de la República, sino también al Congreso. Habrá primarias en una gran cantidad de distritos, etcétera.



Entonces, les pido a los Senadores de la UDI, de parte de sus colegas de Renovación Nacional -y lo hago como única representante de este Partido en la Cámara Alta-, que tengamos coherencia en lo que hemos realizado.


Empujamos el proyecto que dio origen a la ley que establece el sistema de elecciones primarias, el cual nació de nuestro Gobierno: entreguemos, entonces, los instrumentos necesarios para profundizar el proceso y abrir el debate en torno a aquellas.



Por lo tanto, me parece muy relevante que apoyemos esta iniciativa.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LAGOS.- ¡Tenemos nueva mayoría…!

El señor COLOMA.- ¡Durará poco…!

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, no quiero que se abra debate sobre la materia.


Aparte quienes hablaron, hay varios oradores inscritos.


Le daré la palabra al Senador señor Coloma; después, al Senador señor Frei, y por último, al señor Presidente de la Comisión de Gobierno. En seguida cerraré la discusión.


A mi entender, es la única manera de que intervengan todos los Comités.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, a petición del Senador señor Gómez, yo voté a favor de la franja televisiva en las elecciones primarias cuando esta Sala trató el proyecto respectivo.



Siempre he procurado -uno puede equivocarse- ser serio institucionalmente.



En aquel momento operó un veto sobre la materia, el que fue aprobado por todos.



Las reglas del juego para todos los candidatos en primarias establecían que existía -¡ojo!- financiamiento; porque se puede pedir aporte individual o a las empresas. O sea, hay un beneficio del Estado. Pero no se aprobó la existencia de una franja.


Esas fueron las reglas conforme a las cuales diversos ciudadanos decidieron ser candidatos en las primarias presidenciales.


Insisto: yo voté en un sentido distinto.


Los candidatos conocen las reglas una vez que se inscriben. Y quienes optan por no participar en las primarias saben que no va a haber franja.


Ahora, el lenguaje de algunos Senadores me sorprende. Yo tengo una opinión. No considero justo, no considero propio de un Congreso que cambie las reglas del juego en la mitad de una elección. No lo estimo adecuado, ni en este caso ni en otro, pues creo que hay que cuidar la institucionalidad.



Por eso, este arreglo de última hora, el de los seis días, me parece -lo digo con todo respeto- como de maestro chasquilla que soluciona el problema a último minuto con un alambrito.



Yo creía, en su momento, en una franja que pudo haberse aprobado; sin embargo, se rechazó.

El señor ROSSI.- No se rechazó.

El señor COLOMA.- Y perdónenme si les hablo por personas que no piensan como yo: en la Comisión, según señaló su Presidente, se recibieron llamados de candidatos presidenciales que con toda razón formulaban una pregunta: “¿Cómo es posible que, si las reglas del juego son A, el Parlamento rápidamente las cambie,…

El señor ROSSI.- El Gobierno vetó el proyecto.

El señor COLOMA.-… sea quien fuere el que las haya planteado?”.



Entonces, independiente de que comparta o no los planteamientos de esas personas, yo tengo que velar por el interés común.



Mi opinión trata de ser lo más seria y justa posible. Entonces, no descalifiquemos ni inventemos explicaciones distintas. Eso, en lo personal, no me parece justo, no lo considero serio.



Por eso he pedido que se escuche a distinta gente en la Comisión. Y ese es el origen de nuestra decisión.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, desde hace muchos años venimos planteando la idea de perfeccionar y prestigiar la política.



La primera primaria la realizamos en 1993; han pasado veinte años. Finalmente, ahora se logró una mayoría. Porque, como todas estas leyes son de quórum especial, para alcanzar un acuerdo de modificación política se necesitan los votos de las distintas bancadas.



Y seguimos desprestigiando la política.



¿Qué pasa con la ley de financiamiento? ¿Por qué se está pidiendo franja?


Ahora hemos visto campañas millonarias, de decenas de millones de dólares o más.


¿Cómo se costea públicamente eso?


Los candidatos con menos financiamiento piden la franja. Y seguramente acá también están solicitándola, porque no tienen los recursos necesarios para llevar adelante su campaña.



Entonces, lo mínimo que se pide es que la gente esté informada.



El Gobierno se comprometió, una vez que se aprobó su veto en el Senado, a mandar un proyecto sobre la materia.


Hoy día se lo planteamos al Ministro Larroulet. ¿Y? No dijo nada. Le pregunté: “Entonces, ¿van a vetar para que se cumplan los plazos y no exista franja?”.



Hubo un debate televisivo el lunes: se alcanzaron 25 a 30 puntos de sintonía. Y habrá otro mañana. Esa teleaudiencia emana de que la gente quiere votar de manera informada.


Por eso estamos desprestigiados los partidos y la política: porque los ciudadanos no participan. Y siempre se les ha impedido hacerlo. La negativa no es de ahora: se ha manifestado en los últimos veinte años. Porque nunca hemos contado con los quórums indispensables para modificar el binominal y elaborar una buena ley de primarias.



La ley actual fracasó. Porque en todos los lugares donde se han desarrollado se efectúan el mismo día, todos votan, participan todos los partidos, se emplea cédula única y existe un solo padrón.


No sé qué espectáculo vamos a dar con varios padrones. Y, como prácticamente nadie hará primarias en el caso de las elecciones parlamentarias, ello se registrará en la presidencial.



Siempre nos negamos a aquello.



Y el financiamiento sigue siendo un escándalo. En los últimos meses se han gastado millones de dólares, y nadie dice nada.



Entonces, el punto estriba en que nunca hay tiempo. Siempre se actúa a última hora. Pero en veinte años no hemos prestigiado a la política. No permitimos que a los candidatos los escoja la gente -es lo mínimo que pide- y que esta sea informada. 



Le pregunté al Ministro hoy día -se comprometió hace dos años con el voto de los chilenos en el extranjero, y tampoco se ha materializado- cuál era su posición sobre la materia en análisis. Porque él les pone “discusión inmediata” prácticamente a todos los proyectos. Ayer estuvimos dos horas en reunión para ver el tema de los muertos incluidos en el padrón electoral en la última elección. Quería que ayer se aprobara todo. Y le manifestamos que había que escuchar al Servicio Electoral, al Registro Civil, porque estamos hablando de 200 mil personas fallecidas. Y también deben expresar su opinión las agrupaciones de derechos humanos, para ver cómo se van a tratar esos casos. Después de toda esa conversación, quedamos en que el martes nos íbamos a reunir para debatir todos esos temas: a las 3 de la tarde, “discusión inmediata”.


¡Que no venga nadie!


Por lo tanto, no hay ánimo de conversar, de discutir, sino de imponer una idea.



Y todos sabemos que la postura que representa el Ministro es la de un partido. Porque el otro quiere las primarias, pues seguramente no posee los recursos requeridos para llevar adelante las campañas millonarias que se han desarrollado en el sector oriente de la Capital y en la Región de Los Lagos.



Al final, ¿qué va a pasar? Se cumplirán los plazos. Y, por último, el Gobierno -se lo pregunté al Ministro- va a vetar el lunes o el martes y, en consecuencia, no habrá franja.


¡Ese será el resultado!


Seguimos desprestigiando a la política, al Parlamento, y no materializamos las reformas mínimas que nuestro país necesita en aquel ámbito.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tras la intervención del Senador señor Bianchi, Presidente de la Comisión de Gobierno, cerraré el debate.


Tiene la palabra Su Señoría. 
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la Comisión que presido no ha sido obstáculo para este debate. Y por allí se pensó que habría impedimento por tener yo la calidad de independiente.


Es posible que el proceso que se solicita discrimine. De hecho, lo hace absolutamente entre quienes participan en una primaria dentro de los dos más importantes bloques políticos y el mundo independiente.


Yo he tomado la resolución de avanzar en algo que implica, más que una mirada individual, una mirada de país: tal como se ha mencionado acá, la necesidad urgente de que nuestra ciudadanía esté informada y, por ende, los distintos candidatos puedan hacerle llegar sus propuestas.



Por eso, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Gobierno, sesionamos lo antes posible. No a la rápida.


Además, este proyecto es muy simple, y ha sido ya largamente considerado. En efecto, llegó ayer, sin duda, pero no podemos dejarle al país la sensación de que lo hemos tratado en segundos, sin haberlo analizado ni debatido, porque no es así.



Ahora, usted también estuvo presente, señor Presidente, y la situación le preocupaba, habiendo sido testigo de que el propio Ministro señor Larroulet no tuvo ninguna intención de que la iniciativa se viera.



Y es verdad lo que expresa mi Honorable colega Frei. Es probable que el Gobierno incluso pueda vetar.



Mi sugerencia es citar a la Comisión de Gobierno para las 20 de hoy a fin de continuar con el proceso, sin parar la discusión para ver si se coincide con los plazos. Así, Chile podrá estar informado de lo que necesita: cuáles son las propuestas de los candidatos de los dos bloques más importantes. Pero también es preciso dejar en claro que se requiere una situación de igualdad -lo establece el artículo 18 de la Constitución- entre independientes y partidos políticos, lo que, desgraciadamente, una vez más no se da. Por lo tanto, la Mesa decidirá después si la Sala votará mañana o pasado mañana.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez, en la medida en que todos los Comités tienen el mismo derecho de expresar su punto de vista.



Insisto en que no estamos en el debate de fondo del proyecto. Ya tendremos que citar especialmente a la Corporación para discutirlo. Pero no quiero ser injusto.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quisiera hacer un poco de historia en torno a lo que ha sucedido con la iniciativa.



En la Sala presenté una indicación que ya había formulado con anterioridad en la Comisión y que fue aprobada por una amplia mayoría. Votaron a favor, diría, casi todos los parlamentarios. Y posteriormente ANATEL le pidió una entrevista al Presidente de la República, la que se otorgó -cosa curiosa- en menos de una hora. Luego vino el veto. Entonces, la situación resulta muy peculiar. Creo que a ningún sindicato le es posible obtener una conversación y una observación tan rápidas.



Los Honorables señores Hernán Larraín y Pérez Varela formularon una petición en el sentido de que se iba a votar favorablemente la observación siempre y cuando el Ministro señor Larroulet, en nombre del Gobierno, se comprometiera aquí a la presentación del proyecto, el cual saldría antes de las primarias presidenciales, porque parecía ser un buen camino para conocer las propuestas de los candidatos.



Lo anterior es al margen de que el titular de una Secretaría de Estado mienta en el Hemiciclo y no cumpla su palabra, sin existir ninguna manera de que esta Corporación lo sancione por ser algo inaceptable. Porque, en definitiva, si hubiera explicado que hoy puede enfrentar alguna circunstancia distinta, no habría habido ninguna dificultad en debatir la cuestión. Mas la promesa se formuló en los términos expuestos. Y ni siquiera fue pedida por nosotros ni particularmente por el Senador que habla, sino por los Honorables colegas que he mencionado.



Pero esta no es la primera vez, señor Presidente. El señor Ministro anunció, una vez registrado un rechazo, la presentación de un proyecto sobre educación cívica. Lo hizo aquí, en la Sala. Tampoco lo ha cumplido.



Y sucedió otro tanto en el caso de una iniciativa sobre el voto de los chilenos en el extranjero cuando aprobamos la inscripción automática y el voto voluntario.



Entonces, no hay explicación para que el Senado de la República no cuente con ninguna facultad ni posibilidad de hacer cumplir la palabra de un Ministro de Estado y de que el hecho resulte completamente gratuito. Ello, señor Presidente, me parece increíble.



Al escuchar a mi Honorable colega Frei, reflexioné que en este país lo importante es que la capacidad de dar a conocer ideas y propuestas en diversas campañas se vincula directamente con el dinero de que disponga cada candidato. Lo anterior, en circunstancias de plantearse posiciones que se nota que despiertan interés, porque el lunes recién pasado se registró un peak de 24 puntos en el debate presidencial en un canal de televisión. Es decir, el programa fue visto por una cantidad enorme de chilenos. Imagino que el de mañana va a suscitar el mismo interés. La negativa fundada en que la fuerza del dinero es más significativa -si se recorre Chile, como lo he hecho, cabe darse cuenta de una cantidad gigantesca de carteles y propaganda radial, sin ninguna forma de control- configura una desigualdad.



Por eso es importante el cumplimiento de la palabra empeñada ante esta Corporación por el titular de una Secretaría de Estado. Porque no estoy haciendo referencia a algo que no haya ocurrido en el Hemiciclo: el Ministro señor Cristián Larroulet prometió al Senado la presentación del proyecto. Y hoy día nos encontramos con que ni siquiera lo defiende en la Comisión.



Si a ello se suma el planteamiento de que eventualmente puede ser vetada una iniciativa que emana del propio Gobierno, la situación resulta incomprensible, en realidad.



De una u otra manera, debiéramos cambiar nuestro Reglamento y establecer sanciones para quien no cumple su palabra, manifestada en forma pública y a petición de parlamentarios de su propio sector.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les agradezco su comprensión a los Honorables señor Tuma, señoras Allende y Rincón, y señor Carlos Larraín por dejar sin efecto su inscripción.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, deseo hacer una consulta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede formularla, Su Señoría.

La señora ALLENDE.- El señor Presidente de la Comisión de Gobierno ha consignado que va a citar a sesión a las 20. Ejerce plenamente su derecho al hacerlo con más de cuatro horas de anticipación. Eso es completamente reglamentario.



La pregunta es qué sigue después. ¿Cuándo la Sala vería el asunto? Porque ello obviamente significaría una sesión especial o extraordinaria, y me gustaría que fuera algo claro para la Sala y para quienes tenemos que ver qué compromisos vamos a asumir.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Comisión primero resolverá y emitirá su informe, y a partir de ahí la Mesa citará a la Sala para el día y las horas que reglamentariamente corresponda.



De todas maneras, espero convocar en un rato más a una reunión de Comités a fin de ver si logramos un acuerdo entre todos para el despacho del proyecto. Si no, haré uso de las facultades de la Mesa para este último efecto.

V. FÁCIL DESPACHO
EXENCIÓN A MUJERES EN ESTADO DE EMBARAZO O DE PUERPERIO DE OBLIGACIÓN DE SER VOCAL DE MESA
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de establecer la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa para las mujeres en estado de embarazo o de puerperio, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. La urgencia ha sido calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8644-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 61ª, en 19 de noviembre de 2012.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 87ª, en 18 de diciembre de 2012.


Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.


Discusión:



Sesión 91ª, en 2 de enero de 2013 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia, para efectos reglamentarios, de que se retiró la única indicación formulada, por lo que propone aprobar en particular la iniciativa en los mismos términos en que fue sancionada en general.



Cabe hacer presente que, por tratarse de disposiciones de rango orgánico constitucional, se requieren 21 votos a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular.



Puede intervenir la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, este es un proyecto que ya habíamos visto en la Sala y que es muy importante que termine su trámite parlamentario y sea acogido.



Tal vez es muy sencillo. Iniciado en moción, apunta a que las embarazadas o las mujeres en estado de puerperio puedan eximirse de la obligación de ser vocales de mesa cuando sean convocadas para ello. Creo que el texto, no obstante, es de una naturaleza muy fuerte y trascendental: dar una señal de protección a la maternidad, a la mujer que se encuentra en una etapa indiscutiblemente relevante de su vida.



Por eso, estimo que sería significativa una aprobación unánime de la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay más inscritos.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 30 votos a favor y un pareo, se aprueba en particular el proyecto, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido, y queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).


No votó, por estar pareado, el señor Tuma.
El señor PIZARRO (Presidente).- El Honorable señor Zaldívar deja constancia de su intención de voto a favor.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora SEGUEL (Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer).- Señor Presidente, agradezco a parlamentarias y parlamentarios de las distintas bancadas por aprobar un proyecto de ley que favorece y fortalece la protección de la mujer y de la maternidad, haciendo de ello también una prioridad legislativa.



La iniciativa permite excusarse de ser vocal de mesa a todas las embarazadas o a mujeres en estado de puerperio, se encuentren trabajando o no, dentro de las seis semanas previas al parto y hasta las 24 semanas siguientes a este, y, finalmente, recoge un sentido anhelo de madres embarazadas o con hijos recién nacidos que, pese a hallarse con pre o posnatal, igualmente deben realizar esa labor cívica.



No cabe duda de que las largas jornadas de votación o la situación de encierro, calor o frío, de acuerdo con la época del año en que se efectúen las elecciones, no son apropiadas para un avanzado estado de embarazo, o bien, representan un serio problema para la adecuada alimentación de recién nacidos.



Por eso, el Gobierno del Presidente Piñera, en su firme compromiso con la mujer y la protección a la maternidad, le puso urgencia al proyecto de ley, cuya tramitación se inició, en octubre de 2012, por moción de los Diputados señor Issa Kort, señoras Hoffmann, Pascal, Saa y Sepúlveda y señores Araya, Cardemil, Godoy, Melero y Saffirio.



La normativa fue enriquecida mediante el trabajo conjunto de parlamentarias y parlamentarios y del Gobierno, con el objeto de proteger a embarazadas o a mujeres con hijos recién nacidos, ya que los requerimientos que implica la labor de un vocal de mesa son, muchas veces, incompatibles con su salud o con el bienestar de los pequeños.



De esta forma, se establece que el delegado del local de votación, al momento de completar los vocales que falten para instalar la mesa, no podrá designar a mujeres en las condiciones antes expuestas, lo que se deberá acreditar en forma muy simple: con un certificado médico o la documentación que acredite estar recibiendo el subsidio a que se refiere el artículo 198 del Código del Trabajo.



También se dispone que la multa por no concurrir a desempeñar la función de vocal de mesa no será aplicable a quienes no hubieran podido presentar oportunamente una excusa válida contemplada en la ley.



El proyecto resulta significativo, porque en este último caso se encuentra una discapacidad física o mental que impida ejercer la labor. Sin embargo, el embarazo o el período de lactancia no necesariamente implica una inhabilidad.



La reforma hará historia en Chile, gracias al trabajo de parlamentarias y parlamentarios y del Gobierno en el perfeccionamiento de la ley en una materia trascendental para nuestras mujeres, como la protección de la maternidad.



Muchas gracias.

VI. ORDEN DEL DÍA
EXTENSIÓN Y MODIFICACIÓN DE INCENTIVOS A
FORESTACION ESTABLECIDOS EN DECRETO LEY N° 701
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701, con informe de la Comisión de Agricultura y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8603-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 8ª, en 3 de abril de 2013.

Informe de Comisión:


Agricultura: sesión 26ª, en 22 de mayo de 2013.


Discusión:



Sesiones 28ª, en 5 de junio de 2013 (se aprueba en general); 28ª, en 5 de junio de 2013 (queda para segunda discusión); 29ª, en 11 de junio de 2013 (se aplaza la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- En la sesión de ayer se solicitó aplazamiento de la votación, por lo que ahora corresponde pronunciarse sobre la idea de legislar.



Cabe recordar que el proyecto contiene disposiciones de rango orgánico constitucional, de modo que se requiere un mínimo de 21 votos para que sea aprobado.



En votación.



--(Durante la votación)

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, ayer presenciamos un debate no exento de mucha polémica respecto de la iniciativa.



No integro la Comisión de Agricultura, pero revisé los distintos antecedentes e informes. Si bien algunos aspectos no me gustan, estimo perfectamente posible modificar y perfeccionar el texto durante la discusión particular, sobre todo porque su objetivo central es justamente incentivar la forestación de suelos degradados, o bien, sin bosques, para evitar su degradación.



Ahora, el incentivo ha permitido, en el pasado, mantener superficies boscosas, e incluso, aumentarlas, como aquí se ha señalado. La tendencia a la deforestación se ha mitigado, de alguna manera, por la aplicación del decreto ley.



Aquí se dieron muchos antecedentes científicos respecto a la cubierta vegetal. Por mi parte, solo quiero remarcar su importancia, desde el punto de vista de la preservación de los recursos naturales y la sustentabilidad.



Uno de los argumentos más enfáticos que escuché fue que el proyecto beneficia a los grandes empresarios. Sin embargo, cuando se lee en detalle, se observa que, en este caso, va a favorecer fundamentalmente a pequeños propietarios, lo cual también contribuye a superar la pobreza rural.



Si se analizan los datos objetivos -porque se sostuvo que los pequeños propietarios o los grupos indígenas no utilizan el beneficio para forestar-, estos indican que en el período 2004-2012, esto es, durante ocho años, del total de usuarios bonificados a través del decreto ley N° 701, 12 mil 522 eran propietarios indígenas. El argumento expuesto, entonces, no se concilia con la práctica.



En el mismo lapso se bonificó una superficie de 420 mil hectáreas, lo que es bastante importante si se considera que quedan por forestar 2,3 millones, de las cuales 800 mil, aun cuando no tienen las características de aptitud forestal necesarias para sostener un bosque productivo, pueden proveer una cubierta vegetal que combate la desertificación, entre otras externalidades positivas que fueron descritas in extenso durante la sesión de ayer.



Ahora, el gran problema del proyecto radica en la legitimidad de la consulta indígena que llevó a cabo la CONAF. En este punto difiero del argumento de que dicha Corporación prácticamente no estaría habilitada para hacer este tipo de consulta por no ser una institución pública. La verdad es que la CONAF ha trabajado durante décadas en los más diversos ámbitos y ha hecho mucho por este país. Ciertamente debemos avanzar hacia una institucionalidad completamente pública, pero yo no desvirtuaría el rol que aquella ha cumplido, como tampoco el esfuerzo que hacen cada uno de sus trabajadores y trabajadoras, funcionarios y funcionarias.



La falla de legitimidad en la consulta indígena se debe a que carecemos -y este Gobierno tiene responsabilidad en ello- de un procedimiento reglado de acuerdo al Derecho Internacional para hacer efectivo lo dispuesto en el Convenio N° 169. 



Quisiera que este asunto se abordara durante la discusión particular.



Otro aspecto debatible: ¿es mejor la bonificación automática o los fondos concursables? Yo prefiero la primera. El Senador Patricio Walker daba el ejemplo del subsidio a la contratación de mano de obra, establecido en el decreto ley Nº 889, que ha sido tremendamente exitoso como una forma de evitar el desempleo en zonas extremas. Ahí basta cumplir los requisitos pertinentes para que el empleador reciba un subsidio por contratar a un trabajador.



Ahora, sí comparto del proyecto el que se entregue el beneficio por zonas. Quienes representamos zonas extremas, particularmente del norte -en esas regiones la iniciativa podría tener un impacto importante en plantaciones de tamarugo y queñua-, sabemos que no hay ninguna posibilidad de acceder a estos subsidios si no se distribuyen de acuerdo a una zonificación como la que aquí se establece.



Por lo expuesto, voy a votar a favor de la idea de legislar, y espero que podamos perfeccionar el articulado del proyecto durante la discusión particular.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Quiero saludar a los alumnos del colegio The Wessex School de Concepción que nos acompañan en las tribunas.



¡Bienvenidos! 



--(Aplausos en tribunas).

)----------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, estimo que la iniciativa que propone modificar el decreto ley Nº 701 es del mayor interés general. 



El éxito de ese cuerpo legal en su forma actual está a la vista: ha aumentado la superficie plantada de bosques con especies nativas y exógenas.



Fundamentalmente, se trata de bosques de pino radiata. Pero hay evidencia de que también se ha logrado forestar con especies nativas. Es más; naturalmente, al plantarse pinos exógenos se deja de cortar bosque nativo. Por lo tanto, el referido decreto ha tenido un efecto lateral no despreciable.



Con el proyecto actual se concentra el subsidio en los pequeños y medianos propietarios, quedando excluidos todos los productores forestales  cuyas ventas excedan los 2 millones y medio de dólares; es decir, aproximadamente, 1.200 a 1.300 millones de pesos.



Por su parte, también se ha considerado el efecto ambiental: el subsidio se incrementa cuando hay un impacto positivo medible sobre el medio ambiente.



La situación de los suelos degradados, especialmente en las zonas costeras, es alarmante. Hay muchos terrenos altamente erosionados. Ante ello, la iniciativa prevé un subsidio que se extiende en el tiempo, que no se restringe solo al período de la plantación.



Como se ve, la propuesta legislativa está llena de ventajas.



Ahora, la objeción sobre la consulta que establece el Convenio N° 169, junto con varias otras que se manifestaron durante la discusión y que han resultado ser completamente infundadas, francamente creo que tiene que ser rechazada. De otro modo, la acción del Estado va a ser imposible. Esta actividad productiva debe ser fomentada. El Convenio N° 169, mal entendido, puede llevar a la paralización del Estado chileno. Este es un muy buen ejemplo de cómo la apuesta excesiva por dicho instrumento internacional, debido a -triste es decirlo- razones en general demagógicas, puede provocar una verdadera parálisis de la actividad económica y, por ende, de la mejora social.



En el caso que nos ocupa, del fomento a los bosques, se ven los resultados: en 20 años de vigencia se plantaron en Chile un millón 700 mil hectáreas de pinus radiata y eucalyptus. De esa superficie, 800 mil -es decir, poquito menos de la mitad- se hicieron con bonificación de forestación. Por lo tanto, ahí se refleja una manera de inducir una actividad de beneficio general, que no habría podido llevarse adelante si se hubiera tomado el Convenio N° 169 con el rigor con que algunos quisieran verlo aplicado.



En consecuencia, por todas estas razones y otras que podría agregar, estimo que este proyecto es del más alto interés nacional y anuncio que votaré favorablemente la idea de legislar.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero complementar mi intervención del día de ayer respecto a los beneficios que conlleva la forestación. 



De hecho, vamos a compartir con ustedes una imagen que muestra cómo ha sido la historia del decreto ley Nº 701, gestado a comienzos de los años setenta y materializado el año 74.
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Al revisar la cantidad de hectáreas forestadas versus el gasto asociado, se aprecia bastante bien por qué hay que reenfocar el proyecto hacia el objetivo de frenar la erosión y la desertificación y recuperar, en la medida de lo posible y lo antes que se pueda, los suelos.



Si uno compara superficie forestada con gasto, advierte una correlación bastante clara y consistente hasta el año 1992, aproximadamente. Sin embargo, a partir de ese momento se empieza a gastar mucho y a forestar cada vez menos. Hay años (el 2003 y el 2004) en que se gasta 3 veces más de lo que se foresta, en circunstancias de que la relación que se daba antes era de 1,2.



Desde luego, la iniciativa en debate busca corregir eso. De lo contrario, este buen instrumento terminará desnaturalizándose.
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La imagen siguiente muestra una comparación entre hectáreas forestadas (línea verde) y hectáreas incendiadas (línea roja). Como se observa, a partir de los años 85, 86 empezamos a ver un alarmante aumento de bosques incendiados. En este punto hay que dar un salto desde la óptica cualitativa, por cuanto la forestación involucra en general especies exóticas y los incendios afectan a bosques nativos, tema del cual también tenemos que hacernos cargo.



En seguida, cabe señalar la necesidad de buscar el estímulo de las líneas de crédito. Los pequeños y medianos propietarios forestales requieren un incentivo económico aparte del subsidio, sobre todo en la etapa que va desde que se inicia el estudio de suelo para determinar la aptitud forestal hasta la plantación y el prendimiento, periodo en el que se produce un desfase de siete meses a un año. La idea es que en ese lapso la persona no se meta la mano al bolsillo y que haya una línea de crédito disponible vía INDAP o BancoEstado.



Esto también se desnaturalizó en un minuto dado, porque los bancos privilegiaron el rendimiento económico por sobre el objetivo de forestar y empezaron a pedir los predios en garantía. Desde luego, ello desincentiva totalmente la forestación.



Finalmente, deseo destacar un instrumento que resulta altamente atractivo -veremos si podemos hacer algo con el Ejecutivo al respecto en esta iniciativa o en una paralela-: asociar los bonos de carbono a la forestación. Sabemos que los estímulos ambientales son uno de los objetivos de este proyecto, pero los bonos referidos tienen la ventaja de ser transables a nivel internacional. Eso sí, hay que adoptar algunas medidas precautorias para no mantener el modelo contaminante existente hoy. Con todo, es posible adelantar los beneficios relacionados con las hectáreas forestadas.



Ese es un procedimiento de securitización. 


Nosotros hemos realizado algunos cálculos con pioneros en la materia, como don Pablo Riesz, y con gente de la CONAF, del INFOR y de la Agencia de Cooperación Japonesa. Según nuestras estimaciones, los propietarios de cien hectáreas forestadas, por la vía de la securitización con cargo a los bonos de carbono, podrían recibir un salario mínimo mensual asegurado, lo que pasa a ser vital para los habitantes de las zonas rurales.



Por las razones expuestas, damos nuestra aprobación a la idea de legislar. Además, por la vía de un acuerdo, esperamos perfeccionar el proyecto en la discusión particular.



Gracias. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este es un proyecto controvertido, que tal vez puede ser mejorado. 



¡Como siempre, aquí se pone la carreta delante de los bueyes!


Es bien inaceptable que todavía no contemos con una CONAF pública y que estemos construyendo instrumentos legales para delegarle facultades a una corporación de derecho privado, en circunstancias de que distintas resoluciones del Tribunal Constitucional han hecho presente la inconveniencia de seguir entregando más atribuciones a una entidad que no tiene el chasis institucional, el poder, la potestad ni las prerrogativas legales para cumplir determinadas funciones.



Creo que tal decisión ya no puede seguir esperando.


Cuando las cosas suceden así, se evidencia que no hay ninguna voluntad real de crear una CONAF pública. Se prefiere mantener una institución sin dientes ni muelas, totalmente alejada de la capacidad de administrar un poder real para fiscalizar, controlar, sancionar.



Y es la propia CONAF -una corporación de derecho privado- la que reclama que carece de herramientas de fiscalización y control. ¡Aquí cada uno hace lo que quiere! Es el libre mercado llevado al extremo, pues esa entidad reguladora es, en el fondo, una institucionalidad virtual, de mentira, prácticamente inexistente.



Hace ya décadas que existe un proyecto de ley cuyo objetivo es poner en funcionamiento una CONAF pública. Solo se requiere derogar la actual legislación para que ello se concrete. Pero no ha habido voluntad política alguna para que eso suceda.



Por lo tanto, a mi juicio, una condición para viabilizar la iniciativa que nos ocupa es dar vigencia a una CONAF estatal. Entiendo que parte de lo que aquí hemos estado discutiendo apunta en ese sentido. De lo contrario, lo propuesto resulta totalmente irrelevante.



En segundo lugar, con relación a los aspectos ambientales, en mi opinión, debiera operar una sanción muy clara -la ley ha de ser expresa en ese sentido, aunque signifique castigar con la pérdida de la bonificación, entre otras medidas- cuando la forestación implique la sustitución de ecosistemas nativos. Esto nunca debe ocurrir. Y hablo de “ecosistemas” porque muchas veces los bosques esclerófilos son remplazados por especies exóticas, lo cual altera los ecosistemas.



Ese aspecto no está planteado con la claridad que se requiere si efectivamente queremos defender los pocos bosques nativos que quedan en el país y sus ecosistemas; más aún, a sabiendas de que estos conllevan un conjunto integral de flora y fauna nativas.



En tercer término, soy partidario de hacer extensivas las garantías para plantar especies exóticas a la forestación de bosque nativo, por cuanto puede existir interés en el país para realizar esa tarea. Y esta debe tener el mismo estatus que aquella. Sin embargo, la Ley de Bosque Nativo presenta en este punto una asimetría total: hay una importante cantidad de recursos para reforestar con especies exóticas; en cambio, los fondos destinados a las plantaciones de bosque nativo son absolutamente insuficientes.



En definitiva, debiera haber un mismo estándar, una misma prioridad en cuanto a la reforestación para las especies exógenas y para las de nuestro ecosistema natural y de bosque nativo. En mi concepto, este debiera ser también un elemento digno de incorporar en la iniciativa.



Otro aspecto que considero muy relevante dice relación con el serio problema de erosión que hay en Chile, especialmente en los secanos costeros de varias regiones. Este proceso se irá acrecentando no solo con el calentamiento global y los cambios climáticos que ello implica, sino también con la existencia de una pequeña agricultura que no es sustentable ni económicamente rentable. Estoy hablando de la actividad agrícola que hoy desarrollan los muy pequeños poseedores de tierras, lo cual profundiza la erosión y la degradación de suelos.

 

Por ese motivo, agregaría a este proyecto la posibilidad de que esos pequeños propietarios accedan a las bonificaciones para forestar y,  al mismo tiempo, a un subsidio que les permita mantenerse hasta que las plantaciones estén maduras y les den la oportunidad de vivir de sus planes de manejo, a fin de hacer rentable tal actividad. Además, ello aseguraría un importante impacto ambiental: la protección de ecosistemas, la recuperación de cobertura vegetal para enfrentar los procesos de erosión que estamos viviendo, especialmente, como dije, en los secanos costeros.



El proyecto que nos ocupa no está hecho para los muy pequeños propietarios, sino para los medianos. Pienso que es factible perfeccionarlo en esa línea para que los productores que tienen diez, veinte, cinco hectáreas y carecen de opciones para desarrollar una agricultura económicamente rentable puedan vivir a futuro de una economía...

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto más.

El señor GIRARDI.- Gracias, señor Presidente.



Decía que ojalá esos propietarios pudieran vivir de la actividad de la madera, la que haría más rentables sus suelos y les proporcionaría una calidad de vida más digna, agregando a ello el componente del beneficio ambiental, que es muy relevante. 



Además, tal quehacer permitiría recuperar el agua. Cabe señalar que estamos perdiendo una parte de esta debido a la erosión, pues, al no haber cubiertas vegetales, el agua no se infiltra y los acuíferos no se llenan. Por tanto, una medida de esa naturaleza nos ayudaría a recuperar este elemento tan importante.



Quiero recordar que en la era Pinochet nuestro país sufrió, lamentablemente, el principal zarpazo y atentado contra la soberanía: la privatización de los derechos de agua. Somos la única nación del planeta donde tales derechos son propiedad privada. Bien valdría la pena nacionalizar este vital elemento para devolvérselo a los chilenos y transformarlo nuevamente en un bien nacional de uso público.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín, para fundamentar su voto.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ya hice uso de la palabra durante el debate, así que solo voy a remarcar ciertos aspectos que me parecen claves, más aún  considerando que resulta bastante difícil de entender que se rechace una iniciativa de esta naturaleza.



En primer lugar, votar en contra del proyecto significa negarse a la forestación en Chile. En efecto, si esa opción triunfase, estaríamos congelando indefinidamente esa actividad. De hecho, este año ya está perdido para esos fines, lo cual es un daño objetivo que se hace al país.



En seguida, votar en contra del proyecto es pronunciarse de manera desfavorable a los intereses de los pequeños propietarios, porque estos son los únicos que resultarán beneficiados con esta propuesta legislativa, lo que modifica la situación antes legislada. Sería una lástima que así ocurriera, dado que estaríamos perjudicando los intereses económicos, legítimos y convenientes, de los pequeños propietarios agrícolas y forestales.



En tercer lugar, votar en contra de la iniciativa es simplemente perjudicar la posibilidad de forestar los bosques nativos, por cuanto por primera vez se incorpora un subsidio razonable y adecuado para proceder en esa dirección. Se contemplan fondos que permitirán lograr ese objetivo. Por tanto, desde un punto de vista ambiental, también estaríamos haciendo un daño si se rechazara el proyecto.



En cuarto término, señalar que la CONAF es un obstáculo para la forestación por no ser un órgano público refleja un completo desconocimiento de la historia del país, porque la forestación que se ha desarrollado en nuestro territorio se ha hecho con una CONAF privada, que es una fundación, una corporación sin fines de lucro. Y eso no ha sido impedimento para lograr la forestación de dos millones de hectáreas.



Además, si la CONAF es todavía una entidad privada se debe a que este Senado rechazó el proyecto que la convertía en un organismo público. Por tanto, si el argumento de que no es posible aprobar la idea de legislar porque la CONAF no es una institución del Estado lo esgrimen los mismos que votaron en contra de dicha iniciativa, no parece una consideración viable.



Finalmente, deseo referirme a una información que recibí hace pocos instantes de parte -entiendo- de algunas organizaciones sindicales de la CONAF. Piden que algunos integrantes del Senado se inhabiliten en esta votación, entre los cuales he sido “invitado”. Y el fundamento sería que mi señora tendría parentesco con integrantes del grupo Matte, propietario de la CMPC.



Al respecto, quiero señalar que, efectivamente, ella tiene tal parentesco, pero en el octavo grado de consanguinidad, de manera que, si ella tuviera que votar, no estaría impedida de hacerlo, porque la Ley Orgánica del Congreso Nacional dispone que corresponde la inhabilidad de los parlamentarios en un “asunto que interese directa y personalmente a ellos o a sus cónyuges, ascendientes, descendientes o colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad”.



Por lo tanto, la norma no le empece. 



Y en el caso de la afinidad, que sería mi situación, se declara inhabilidad cuando hay segundo grado de afinidad. Vale decir, cuando se trate de un cuñado.



En consecuencia, la inhabilidad está lejos de cumplirse en mi caso. Y, desde un punto de vista estrictamente económico, no tengo vinculación cercana con esa familia ni tampoco poseo acciones de esa compañía.



Por lo tanto, voto con entusiasmo a favor del proyecto, declarando que lo mencionado con respecto a la inhabilidad no es sino un pretexto para encender voladores de luces, a fin de inhabilitar la representación democrática.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, coincido plenamente con la intervención del Honorable señor Rossi, quien ha puntualizado que el nuevo decreto ley N° 701 es muy distinto del original, del año 1974.



El actual se refiere fundamentalmente a los pequeños propietarios y a los grupos indígenas. En él está claramente señalado que no es en beneficio ni de los medianos ni de los grandes, sino solamente de los pequeños y, fundamentalmente, para apoyar los terrenos erosionados que hay a lo largo del borde costero del país. He expresado que en mi Región más de un millón de hectáreas de suelos se encuentran absolutamente erosionadas, con grandes barrancas y concavidades que, si no se intervienen con apoyo del Estado, incrementarán una desertificación cada vez mayor en toda la zona.



Por eso, siendo esto altamente necesario y de interés nacional, evidentemente no puedo estar en contra.



Aquí se ha hablado de que hay incompatibilidades cuando hay gusto por las plantaciones forestales. Pero eso es distinto de hacer uso de los beneficios de que trata el proyecto, el cual apunta a los pequeños y a los medianos propietarios. ¡Sin duda alguna!



Nosotros también tenemos el INDAP. Este destina gran cantidad de recursos solo a los pequeños agricultores que posean hasta 12 hectáreas de riego básico. Puede haber algunos con mil o 2 mil hectáreas, mas no son usuarios de aquel.



En cuanto a la CONAF, sus beneficiarios no serán los grandes propietarios, sino solamente los pequeños y, fundamentalmente, los grupos indígenas.



También debo expresar que, gracias a la participación de los trabajadores de la CONAF, por quienes sentimos enorme consideración, se ha desarrollado un gran plan forestal en el país. Hoy día hay casi dos millones y medio de hectáreas forestadas. Ellos las han controlado y han permitido que esa Corporación tenga incidencia en el desarrollo productivo de Chile. 



Evidentemente hay que convertir a la CONAF en un ente público. Siempre hemos tenido la mejor disposición para ello y le hemos brindado nuestro apoyo. Una vez que el proyecto que crea la CONAF pública se tramite nuevamente -espero-, sin duda que contará con nuestro respaldo.



Por consiguiente, en el entendido de que el proyecto es solo para los pequeños agricultores y para los grupos indígenas, quienes lo apoyamos nunca vamos a hacer mal uso de los beneficios que concede.



Voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Pérez Varela, para fundamentar el voto.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, ayer expresé mi opinión sobre esta iniciativa; y hoy día quiero hacer especial énfasis en que estamos frente a una muy buena iniciativa y que valoramos  la acción tanto de la CONAF como del Ministerio de Agricultura en esta materia.



En una zona que es preferentemente forestal y que ha experimentado un desarrollo forestal significativo, una norma de esta naturaleza viene a perfeccionar y a dar otro ímpetu y un nuevo énfasis a una tarea que, sin duda, resulta absolutamente necesaria para el país.



Si incorporamos  con mucha mayor fuerza al pequeño y al mediano productor forestal, daremos un paso importante. Además, con la incorporación de medidas de carácter ambiental, que se hacen absolutamente indispensables en el progreso de la industria maderera y en su proceso, se va a obtener, en conjunto, un muy buen resultado.



Quiero hacerme cargo de algunas apreciaciones que esbocé ayer en algún momento.



Me llama profundamente la atención que algunos señores Senadores planteen acá que la razón por la cual van a rechazar esta iniciativa radica en que no hay una CONAF pública. No obstante, debo recordar que esos mismos colegas rechazaron hace menos de un año el proyecto sobre el particular y que gobernaron durante veinte años con una Corporación en las condiciones que hoy tiene.



Además, la CONAF fue creada a través de un decreto supremo de abril de 1973. Por lo tanto, nadie puede decir que su institucionalidad estuviera inspirada en el neoliberalismo, en el capitalismo o en cualquier cosa que siempre escuchamos decir, particularmente por un Senador de las bancadas de enfrente.



Me parece que al respecto se observa claramente una inconsecuencia, una búsqueda de excusas sin fundamento. La Corporación Nacional Forestal ha permitido avanzar en esta materia (todos lo compartimos, y por eso el Gobierno del Presidente Piñera presentó un proyecto de CONAF pública) y que Chile sea hoy día un país líder en Latinoamérica en lo relativo a forestación.



Es cierto que los desafíos del mañana requieren la existencia de una institucionalidad más fuerte. Pero no digamos que con la que se ha trabajado en los últimos 40 años no es capaz de llevar adelante una política pública de esa naturaleza. Rechazo tal argumento, por ser falaz y porque demuestra una inconsecuencia que debemos dejar absolutamente en claro.



En consecuencia, a mi juicio, el Senado hace bien en aprobar este proyecto, pues tenemos más de 2 millones de hectáreas que se deben forestar para la actividad productiva. Algunos técnicos y especialistas hablan de alrededor de un millón y medio de hectáreas, y otros de 800 mil, que necesitan absolutamente una recuperación vegetal, en particular en las zonas de secano de nuestra Región y del país.



Este es un camino que, sin duda, nos va a permitir desarrollarnos adecuadamente.



Pienso que los objetivos de esta iniciativa de ley, sus características  y la manera con que se establecen las políticas de fomento van en la línea de lo  que Chile requiere en materia de desarrollo forestal.



Me gustaría -también lo mencioné ayer- que la precisión y la fuerza de esta política pública se dieran en la otra cara de nuestras Regiones: las políticas que deben implementarse para el sector agrícola, a fin de permitir una convivencia balanceada que impulse su desarrollo.



No obstante, indudablemente, de aprobarse esta iniciativa, los pequeños y los medianos productores de nuestra Región van a tener una gran oportunidad, lo que debemos refrendar con nuestro voto positivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente llegó un e-mail en el cual se menciona a Senadores que podrían tener algún conflicto de interés, dentro de los cuales se me incluye.



Realmente, eso me parece muy extraño, porque no tengo ninguna plantación forestal como tampoco la posee algún pariente mío, salvo un terreno con árboles ornamentales, donde normalmente voy a descansar en el verano.



Entonces, no sé de dónde viene el afirmar que tengo inversiones forestales. Creo que se trata de una muy mala información.



Voy a votar a favor del proyecto de ley en general, porque beneficia a un sector de mi circunscripción que me lo ha solicitado: los pequeños campesinos que poseen hectáreas de secano, quienes hasta el momento no tienen otra forma de realizar una plantación.



Con respecto a lo que planteó el Senador señor Girardi, quiero señalar que lo que me parece bien en esta iniciativa es que entrega un subsidio de subsistencia que favorece a los pequeños propietarios  y a muchos campesinos que tienen 20 o 30 hectáreas de secano, quienes no pueden hacer una plantación forestal, aun cuando ello les sea financiado, por no disponer de un mecanismo de subsistencia durante el período anterior a la maduración de la plantación que les pueda significar un ingreso.



El artículo 12 del proyecto establece el referido subsidio, que es del orden de 55 mil pesos anuales por hectárea durante todo el período que dure el proceso.



Por esa razón, voy a votar favorablemente, sin perjuicio de pensar que el Gobierno está en deuda. No éramos contrarios al proyecto de la CONAF por negarnos a su aprobación. Ello se debió a que los funcionarios de tal Corporación efectivamente nos demostraron que la forma como venía planteado el texto para transformar esa institución en un ente público no constituía garantía para el personal que labora en ella.



Esa fue la razón por la cual nosotros insistimos en la necesidad de enviar una iniciativa de ley que realmente regularice esta situación bastante extraña, en que un organismo que no es ni público ni privado -es un poco híbrido- aparece con la capacidad de administrar políticas y recursos públicos en la forma como lo hace la Corporación Nacional Forestal. Sus empleados tratan de hacer su tarea de la mejor manera. Tengo el mejor concepto de ellos. Pero debe establecerse una institucionalización de ese organismo como corresponde.



De modo que estamos esperando de parte del Gobierno el envío de una iniciativa que, al menos, recoja las críticas hechas al texto propuesto anteriormente.



Con respecto al proyecto que ahora nos ocupa, me parece que durante la discusión particular deberemos corregirlo -yo por lo menos estudiaré el punto- en el sentido de que el acceso a los beneficios no sea concursable, sino que se proceda como siempre se ha hecho, en que el pequeño propietario postula al fondo para ser titular de un posible subsidio. Porque normalmente muchos pequeños propietarios que no tienen capacidad para desarrollar un proyecto concursable quedan fuera.



Entonces, debemos lograr que la persona acceda al fondo, con cargo por supuesto a un proyecto de forestación. Y espero que el organismo público -en este caso, CONAF- apoye a los pequeños propietarios para obtener el subsidio.



Por todas las razones expuestas, votaré a favor de esta iniciativa, dejando constancia de que la información dada con respecto a mi posible conflicto de interés en esta materia no es correcta, por cuanto no tengo ninguno.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer término, considero muy importante valorar el trabajo realizado por los funcionarios de la CONAF a lo largo de su historia, pues, sin ser un organismo estatal, ha llevado adelante una política pública muy importante.



Me hago la siguiente pregunta: sin el decreto ley N° 701, ¿cuál sería la situación forestal del país? Los funcionarios fueron quienes articularon lo relativo a esta materia, por lo cual me parece importante escucharlos. 



Fue lamentable el que se haya votado en contra de la idea de legislar sobre la creación de la CONAF pública, porque con ello se cerró la puerta a mejorar el proyecto en la Comisión respectiva. Eso es grave, señor Presidente. Porque los mismos que hoy critican la iniciativa que ahora discutimos no dieron la posibilidad de perfeccionar la que creaba la CONAF pública.



Por lo tanto, antes que nada quiero hacer un llamado a ser consecuentes. Si querían una CONAF pública, había que mejorar el proyecto presentado sobre la materia. Y estábamos disponibles para ello, al igual que el Gobierno.



Ahora se intenta obstaculizar el despacho de esta iniciativa. Y me da la impresión de que el asunto va un poquito más allá de la CONAF pública.



En segundo lugar, ¿qué pretendíamos cuando discutimos el proyecto de ley sobre medio ambiente? Que la CONAF se ocupara de dos aspectos muy importantes: primero, la preservación de áreas silvestres protegidas (en esa oportunidad se pensó que ello debía ir al Ministerio del Medio Ambiente); y luego, el fomento.



Eso se planteó originalmente.



Hoy día seguimos con un organismo del siglo pasado, pero con trabajadores que realmente han hecho una labor excepcional.



Por otra parte, creo que rechazar ahora la idea de legislar en esta materia es atentar contra los pequeños propietarios, quienes no han tenido acceso a los beneficios provenientes del decreto ley N° 701.



Ayer conversé con dirigentes que visitaron el Senado. Y uno me dijo: “Yo puse tres hectáreas de eucalipto hace varios años, y eso me ha dado la posibilidad de que mis hijos vayan a la universidad, sin tener subsidio del Estado”.



Hoy día, ellos quieren ir más allá: que otros pequeños propietarios, en forma escalonada, puedan acceder a tales beneficios, y quedarse en el mundo rural, sin verse obligados a vender sus tierras a las grandes empresas que buscan plantar y sacar a la gente de ese sector.



Con este proyecto, queremos apoyarlos, para que les vaya mejor y tengan posibilidades de desarrollarse. Me refiero a los pequeños propietarios de mi circunscripción, de todo Colchagua y en especial de Cardenal Caro.



Señor Presidente, no me calza votar en contra de la idea de legislar y menos pensando en el tema ambiental, porque esta iniciativa precisamente es para que se acabe la desertificación en esos sectores, se ataje y se potencien inclusive los requerimientos ambientales, a los que por mucho tiempo no se les ha dado importancia sobre todo en los sectores más pobres del mundo rural.



Por eso hago un llamado a mejorar este proyecto, a lo que muchos no nos hemos cerrado. Firmamos un acuerdo -liderado por el Senador señor Horvath- en relación con ciertos puntos pendientes.



Creo que debemos avanzar en ese camino.



Ojalá, a la brevedad, se reintente trabajar en lo relativo a la CONAF pública. Necesitamos un organismo en sintonía también con el trabajo realizado por los dirigentes de la Corporación Nacional Forestal.



En mi opinión, llegó el momento de que el Senado avance en esta materia y no sigamos postergando por años el desarrollo no solo económico (aspecto muy relevante para todos), sino también ambiental y social del país.



Por lo tanto, votaré  a favor del proyecto. Y hago un llamado a quienes se han declarado en contra para que recapaciten sobre la importancia de esta materia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, quiero ratificar mi voto negativo.



Se nos dice que no es lógico votar en contra la idea de legislar.



Yo formulé tres propuestas muy concretas al Gobierno y a los parlamentarios de la Alianza.



Primero, señalé que no se podía tratar esta materia con la “suma urgencia” puesta por el Gobierno. Por lo tanto, propuse que dispusiéramos de un tiempo más extenso para poder trabajar sobre el particular.



Segundo, no podemos quedarnos sin ley. De modo que planteé aprobar rápidamente la prórroga del actual decreto ley N° 701, y darnos 6 a 8 meses para analizar como corresponde una iniciativa que tiene sus dificultades.



Y, tercero, que si el Gobierno establecía una urgencia razonable para discutir un proyecto complejo, yo me comprometía, junto con el Senador señor Quintana, a hacer un esfuerzo con los parlamentarios de la Concertación para despacharlo antes de que finalice el Gobierno del Presidente Piñera. Es su interés y se había planteado el punto de vista oficial. Nosotros estábamos dispuestos a ello.



Ninguno de esos planteamientos fue aceptado.



Cuando se vota un proyecto de ley en general en que hay diferencias importantes con la mayoría del Senado, uno queda preso muchas veces de esa mayoría. Y hay materias que, si no son resueltas a priori, yo no las puedo votar favorablemente.



De otro lado, quiero precisar lo siguiente.



Primero: se ha dicho aquí que la aprobación del Convenio 169 de la OIT no hay que tomarla mucho en consideración, porque en definitiva significa la paralización del país. ¡Cuidado! Porque ese es un convenio internacional. Nos comprometimos a darle cumplimiento. Y venir a desestimar su valor resulta bastante peligroso. 



Pero además de lo anterior, paralelamente en las Comisiones de Derechos Humanos, que preside el Senador Orpis, y la Bicameral relativa a la aplicación de dicho instrumento internacional, que preside el Senador Letelier, no hemos aceptado ni decidido todavía cómo debe hacerse la consulta a los pueblos originarios, que en este caso fue realizada de mala forma. 



Dije ayer y reitero -estoy autorizado para manifestarlo- que el lonco mayor de Arauco me indicó que le habían llevado un documento, que se había escuchado la presentación y que ahí había terminado la discusión. Y de repente se hace aparecer esto como que fue aprobado por los loncos. 



Segundo: el tema de la CONAF ha sido varias veces señalado. Sin embargo, debemos tener claro, cualquiera que sea el argumento, que no se le pueden dar 18 mil millones de pesos a una institución privada. 



El argumento típico de decir “por qué no lo hicieron ustedes” lo recojo. ¡Por favor! ¡Si no hicimos muchas cosas! ¡Si no, habríamos ganado la elección presidencial! ¡Por algo triunfó la Alianza! Y por lo mismo, por no haber realizado las cosas que prometió, ahora va a perder. Entonces, no vengan a decirnos: “Es que ustedes no lo hicieron”. ¡Claro que no lo hicimos! Pero también la Alianza hizo promesas que no ha cumplido. 



Tercero: no se puede llegar y dar por válidas las ventajas del mecanismo en cuestión, porque claramente recién ahora la Subsecretaría del ramo ha pedido uno para conocer los resultados del decreto ley 701. ¿Por qué no esperar uno, dos o tres meses para tener esa información y luego aplicarla a la discusión? ¡No! ¡Estamos en una máquina contra el tiempo! Yo no sé cuál es la razón para proceder de esa manera. 



Cuarto: señores Senadores, tenemos que estudiar bien el tema, porque resulta que en la Comisión ingenieros forestales y una serie de personeros que trabajan en el ámbito forestal presentaron estudios que demuestran que donde se ha plantado pinos y especies exóticas externas se acaba el agua, situación que se presenta en la zona precordillerana de nuestro país. Por eso, debemos analizar con más cuidado este asunto. 



Finalmente, debo agregar que le he hecho otra propuesta al Ejecutivo. 



El Gobierno dice que pondrá 18 mil millones de pesos. Yo le sugerí que analizáramos bien la posibilidad de colocar una cantidad similar para cubrir las necesidades de la pequeña agricultura. Pero el Gobierno ha sido sordo en esta materia, porque señaló que ya ha hecho esfuerzos importantes y que no le destinará un peso más a ese sector. 



El Senador Girardi planteó una idea que me parece importante, y también la esbozó, aunque de otra manera, el colega Zaldívar. 



No obstante, aquí estamos llegando a la misma situación de hace muchos años, cuando los agricultores reclamaban porque sus animales se estaban muriendo al escasear el pasto para alimentarlos. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo siento, señor Senador. Se acabó su tiempo y ya le dimos minutos adicionales. 



Corresponde usar de la palabra a continuación a la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, yo fui una de las que solicitaron segunda discusión respecto de la iniciativa, para darnos más tiempo.



Ahora, cuando con el Comité Demócrata Cristiano y el Senador Ruiz-Esquide pensamos en más tiempo, la idea no era postergar su análisis de un día para otro, sino contar con un lapso razonable, prudente, sensato. Por eso cuesta entender esta premura. Cuando uno piensa en un tiempo razonable y sensato es porque de verdad necesita conocer a fondo el tema.



En primer lugar, se requiere una evaluación de lo que ha significado el 701 actual, pues lo único que aquí he escuchado son grandes loas y voces que se felicitan entre sí por la cantidad de millones de dólares invertidos y lo que ha implicado dicha normativa. Y a uno le gustaría tener una evaluación más rigurosa y más científica. 



Tengo la impresión -que no es solo una impresión- de que aquí claramente algunos se beneficiaron. Este es un país en que en todo suele haber, o tres familias, o seis familias. Así como hay tres cadenas de farmacias, hay tres de otra cosa. Ocurre bastante. En este caso, creo que hubo un tremendo beneficio para aquellos que se acogieron al 701, que usufructuaron. Y estamos hablando no de medianos, sino de grandes propietarios, de grandes plantaciones forestales. Ellos se enriquecieron: plantaron y plantaron, con grandes dividendos, que no necesariamente se tradujeron en ayuda para los trabajadores, para pequeñas comunidades locales o para pequeños propietarios. 



Por eso, me habría gustado tener un tiempo prudente para poder haber hecho una evaluación más rigurosa. 



Además, hay otros temas. 



Cuando se recurrió al decreto ley 701, se efectuaron plantaciones de las que algunos de nuestros colegas se enorgullecen y se jactan. Pero creo que hace falta profundizar más sobre los efectos que han tenido en nuestro país las plantaciones de especies exóticas. A algunos les parece irrelevante. Yo creo que no lo es. Pienso que las plantaciones exóticas y la suplantación de especies vegetales han contribuido, efectivamente, a que en muchos casos tengamos menos recursos hídricos y a impedir la reproducción de los ecosistemas como corresponde. 



Claramente, ha hecho falta mayor estudio. Ni siquiera se hizo un esfuerzo por haber combinado plantaciones, por haber reforzado nuestro bosque nativo o nuestras especies autóctonas con plantaciones exóticas. Tampoco se hizo ese esfuerzo y creo que eso no es menor, cuando hoy vemos que en muchas partes ello ha afectado y, lejos de ayudar, ha provocado otro tipo de problemas. 



Por eso, comparto también lo señalado por el Senador Ruiz-Esquide y otros colegas que han manifestado su rechazo al proyecto. Porque deberíamos haber tenido más tiempo. 



Ahora se nos dice que esto va a beneficiar solo a los pequeños y medianos propietarios. La verdad es que, si fuera así, no entiendo por qué no podría haber una bonificación inmediata y por qué se debería exigir la concursabilidad. Me parece que existe una contradicción muy fuerte al respecto. 



Otro de los fenómenos que se presentaron con la aplicación del 701 durante todos estos años fue que muchos pequeños agricultores y pequeños propietarios tuvieron que vender sus terrenos. O sea, prácticamente tuvieron que salirse de la actividad al no ser capaces de subsistir en esas condiciones. 



Se ha dicho -el Gobierno lo señaló- que la consulta a los pueblos originarios fue realizada. Yo creo que hay confusión. De acuerdo a lo que establece el artículo 6° del Convenio 169 de la OIT, cuando se habla de consulta, se trata de una consulta efectuada de buena manera, informada y libre. Y yo no sé si las reuniones que se realizan a veces, donde se hace una presentación general del tema, pueden ser consideradas propiamente como  una consulta. 



Me parece que ahí ha habido cierto abuso, y creo que las cifras entregadas no necesariamente corresponden. En mi opinión, es una materia pendiente, que nos acompañará en este proyecto y a lo mejor en otros más. Y eso, porque de una vez por todas tenemos que decidir qué entendemos por consulta; el método que se va a emplear; qué significa que sea libremente informada, en las mejores condiciones y realizada de buena manera. 



El tema de la concursabilidad para los pequeños propietarios es, obviamente, una tremenda piedra de tope. Es inexcusable que no haya bonificación directa si tanto se señala que se quiere beneficiar a los pequeños y no a los grandes propietarios, como hasta ahora ha ocurrido con el 701. ¡No se entiende! Es una contradicción. 



Finalmente, deseo agregar que me hubiese gustado contar -es algo que está pendiente- con una CONAF pública. Aquí se nos replica que por qué entonces rechazamos el proyecto, pero ¿cómo no lo íbamos a rechazar, si no era un buen proyecto, no estaba suficientemente consensuado? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, señora Senadora.



Le daremos un minuto adicional. 

La señora ALLENDE.- Muchas veces dijimos que había que mejorarlo; que además había que trabajar en conjunto con las organizaciones de los trabajadores; que no era posible actuar de espaldas a ellos y con su oposición; que esa iniciativa se cruzaba con el proyecto relativo a la biodiversidad; que no estaba entregando todas las herramientas que debía tener la CONAF, la cual entendemos que debe jugar un rol acorde con el siglo XXI; es decir, debe ser moderna, contar con suficientes elementos, infraestructura, recursos tanto económicos como humanos y materiales, para que pueda responder a los tremendos desafíos que hoy día enfrenta. Cada vez abarca más funciones, que van desde los incendios forestales hasta planes de manejo y fiscalización, y no hay una correspondencia con su actual institucionalidad.



Entonces, hoy día tenemos pendiente el siguiente reto: hacer una buena legislación, entregarle a la CONAF los elementos necesarios, y tener una mirada más propia del siglo XXI, dejando atrás lo que ahora se está haciendo.



Por tales razones, señor Presidente,...

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo adicional, señora Senadora.



Le concederemos los últimos 30 segundos, para que redondee su idea.

La señora ALLENDE.- Muchas gracias. 



Decía que por tales razones me ha costado mucho decidirme. Entiendo que el ánimo es mejorar el proyecto. Y la única manera de hacerlo es aprobarlo antes en general, para después, en el debate particular, poder introducirle las indicaciones necesarias, porque tal como está no debiera ser aprobado. 



A mi juicio, hay que cambiar su texto. Hay varios elementos que se deben considerar. Y a mí francamente me hubiese gustado disponer de más tiempo. Por desgracia, el Gobierno no ha querido escuchar. Insiste en la premura pasando por encima de todos los razonamientos, en circunstancias de que la prudencia hubiese aconsejado más plazo, más reflexión, más profundidad, más antecedentes, más rigor a la hora de tratar un asunto como el que estamos analizando.



Por eso, me cuesta mucho acompañar -digámoslo así- la aprobación de un proyecto que debería reunir otras características y que, tal como está planteado, no resulta sencillo acoger, porque uno siente que presenta demasiados peros que no sé si se podrán subsanar durante la discusión particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en la fundamentación del voto -porque ya intervine en la discusión anterior-, quiero referirme a dos elementos esenciales que en parte han surgido por el actual debate y respecto de los cuales deseo plantear mi punto de vista.



El primero es la forma de tramitación.



Aquí se reclama -y pueden tener razón- que seis meses es poco tiempo. Al inicio de esta sesión vimos que 24 horas era demasiado tiempo. Seis meses me parecen un plazo superrazonable para estudiar una iniciativa, sobre todo si se trata de su aprobación general. 



También quiero dejarle en claro a la Sala que el Presidente de la Comisión de Agricultura, Senador señor Hernán Larraín, citó a no menos de cuatro sesiones públicas, a las que concurrieron -acabo de corroborarlo con la secretaria- 19 organizaciones y universidades de la más variada locación geográfica, y se recibieron 5 documentos de personas que no asistieron pero que creyeron importante entregar su opinión.



Yo no sé en qué otros proyectos de ley haya habido audiencias públicas de esa naturaleza, con tanta participación, y disímil, no igual. Yo acepto que se trate de buscar la perfección, pero ojalá esto se hiciera en todos los proyectos y no solamente en algunos. Y si hay uno que yo considero que ha tenido una tramitación muy razonable ha sido precisamente este.



Se argumenta que debería haber más tiempo para discutirlo, pero yo de verdad no sé cuánto más se podría discutir en una perspectiva general, considerando todas las intervenciones que ha habido y todas las propuestas y planteamientos que se han formulado.



En mi opinión, estamos frente a una iniciativa a la cual el Ministerio de Agricultura le ha dado tiempo y espacio. Hemos contado con la presencia del Ministro; hemos tenido al Subsecretario full time, dedicado enteramente a esta tarea; lo mismo el Director de la CONAF. Por lo tanto, cualquier consulta que pudiera haberse generado se halla, a mi juicio, debidamente resuelta.



El segundo elemento se refiere a las ideas matrices del proyecto. No veo dónde pueda haber una objeción, sobre todo si se considera que nos encontramos en el análisis en general.



La primera idea matriz es mantener una buena política pública que lleva muchas décadas. Lo han dicho varios colegas; lo dijo el Senador Rossi, al inicio de su intervención. Uno lo podrá discutir o no, pero que un país pueda desarrollar zonas de alta pobreza en áreas forestales sin disminuir la masa arbórea, sino aumentándola, generando espacios de bienestar en numerosas localidades, en especial del secano costero del Maule, es una política pública que han continuado muchos Gobiernos, desde el año 74, y yo no veo ninguna razón para no seguir prolongándola. Además, de todas las tasas internas de retorno en materia de inversión pública que se puedan medir, esta es la más eficiente desde la perspectiva de generación de crecimiento y buen resultado final.



La segunda idea matriz potente es mejorar la situación del pequeño propietario forestal, el que claramente obtiene un beneficio muy relevante. Será materia de discusión y resulta interesante lo que se ha planteado acerca de por qué la bonificación se otorga por concurso. Bueno, yo pregunté lo mismo en su momento, y ocurre que hay una cuestión de número de personas que hay que cuantificar, a menos que se establezca una norma que disponga que el financiamiento será ilimitado. Es una opción, claro, pero es imposible. 



Sin embargo, hablamos de una cosa que obviamente es susceptible de perfeccionamiento en la discusión particular. Será parte del debate que habrá que acometer. Pero creo que no hay nadie que esté en contra de mejorar la situación de los pequeños propietarios forestales, que en la zona que represento suman una cantidad relevante. No son un número menor, por lo menos en la Séptima Región. Tal vez en otros lugares geográficos no lo sea, pero allí es muy importante.



Y la tercera idea matriz es generar un subsidio ambiental -ese es su nombre-, mediante el cual se pueda colaborar realmente en un tema que aquí se ha planteado muchas veces como una preocupación de largo plazo: cómo enfrentar cuestiones comunes a la actual y a la siguiente generación vinculadas al calentamiento global, ámbito donde pareciera que este tipo de políticas públicas ayudan, más aún si se asigna un énfasis especial no solo a la forestación destinada a un fin comercial, sino también a aquella orientada a evitar la desertificación y a crear espacios de crecimiento donde hoy día no los hay. 



Se me terminan los segundos, señor Presidente.



Voy a esperar que se me conceda más tiempo para continuar.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Deberé aplicar más rigurosamente el Reglamento...! 

El señor COLOMA.- ¡Aplíquelo como a Su Señoría le parezca, porque para eso es Presidente...!



Y me parece que también en esa tercera idea matriz estamos todos sintonizados. Porque es un aporte. Y esa es la gracia.



De ahí que la fórmula, al parecer inspirada simplemente en la prórroga del plazo de funcionamiento, a mí no me convence, pues esto no es una prórroga, sino un mejoramiento, una nueva institucionalidad. Esa es la razón por la cual me gusta este proyecto.



Lo hemos seguido atentamente; hemos sido requeridos respecto a su tramitación, como en pocas otras iniciativas, por la comunidad que represento, y por eso lo voy a votar a favor, esperando que muchas de las legítimas inquietudes planteadas se resuelvan en la discusión particular, con un espíritu de buena fe. Obviamente, es imposible que todos quedemos contentos, pero creo que existe un espacio muy amplio para llegar a buenos acuerdos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García, para fundamentar su voto.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, voy a insistir en la necesidad de aprobar la idea de legislar del presente proyecto, de manera de ayudar a nuestra actividad forestal, tan importante para nuestro país. Tengo entendido que es la segunda actividad exportadora de Chile y, por lo tanto, generadora de riqueza, de empleo y de bienestar.



Por lo tanto, pienso que no nos podemos dar el lujo de terminar con un instrumento legal eficiente y no bonificar más las plantaciones forestales, particularmente las de los pequeños y medianos propietarios, tal como lo propone la iniciativa.



Varias señoras y señores Senadores han fundado su voto en contra. 



En un caso se explicó que ello obedecía a que se tenía conocimiento de que tanto las plantaciones de pino como de eucalipto acababan con el agua en aquellos lugares donde se trabajaba con tales especies. Pues bien, debemos tener presente que donde más se agota el agua es en los suelos erosionados. Y por una razón muy sencilla: porque las aguas lluvia, en lugar de penetrar la tierra, escurren y, dado que nuestro país es tan angosto, rápidamente llegan al mar. Entonces, en lugar de aprovecharlas para que puedan penetrar la tierra y alimentar las napas subterráneas, nos damos el lujo de perderlas. 



Las plantaciones forestales, independiente del tipo de árbol con que se hagan, poseen la enorme ventaja de alimentar un círculo virtuoso, de dar un mucho mejor uso a las aguas lluvia, permitiendo así que continúe el ciclo reproductivo de la vida.



También creo que no es dable sostener que se vota en contra porque no existe una CONAF pública. ¡Por favor! Si el Gobierno del Presidente Piñera envió el proyecto pertinente. Y fue este Senado el que hace aproximadamente un año no entregó los votos necesarios para que esa iniciativa se aprobara. Entonces, no puede ser que porque no aprobamos un proyecto anterior tampoco aprobemos este. Y seguimos, en consecuencia, limitándonos en los instrumentos que generan desarrollo, bienestar, empleo.



Finalmente, deseo recordar que la presente iniciativa focaliza la bonificación forestal en los pequeños y medianos propietarios. Pero en pequeños y medianos propietarios de terrenos erosionados, desérticos, para que se conviertan en suelos productivos. Por lo tanto, cuando hablamos de respeto al medioambiente, de crear mejores condiciones para que nuestro país sea más verde, más productivo, aquí estamos frente a un instrumento concreto.



Hago un llamado para que votemos a favor, más allá de las diferencias políticas o ideológicas que podamos tener.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana, para fundamentar su voto.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, durante la discusión me referí a algunos aspectos económicos relacionados con esta actividad forestal, como se decía, la segunda de mayor exportación.



En definitiva, lo que hacen quienes pretenden aprobar esta iniciativa es seguir manteniendo un sistema económico como el que hemos tenido durante los últimos cuarenta años, con la silvicultura, la minería, la pesca. Como mencioné ayer, esto se parece mucho al debate sostenido con ocasión del proyecto que modificaba la Ley General de Pesca y Acuicultura. El crecimiento se basa simplemente en la explotación indiscriminada de los recursos naturales. Y este es el caso.



Efectivamente, hay que ser preciso. No es que los grandes grupos, las tres grandes empresas forestales en Chile se vean beneficiadas directamente con esta iniciativa, porque el subsidio no va a los grandes productores. Y eso hay que decirlo. Pero, de manera indirecta, se les garantiza materia prima durante las próximas dos décadas, porque este es un proyecto, como se ha señalado aquí, que prorroga por veinte años el beneficio.


También me refería al tema demográfico, que entiendo que le preocupa hasta al Gobierno (por eso el Presidente mandó el bono de los cien mil pesos). Hemos demostrado que en todas las comunas donde existe mayor plantación la población se está reduciendo, y hay muy pocos habitantes. Varias de ellas son de la Región de La Araucanía. Y esto sucede en la Región del Biobío con mucha fuerza también.



De igual forma, hice mención al Convenio 169 de la OIT. Sostuve que la que se realizó no es una consulta de buena fe. Ayer, sin ir más lejos, el encargado del Ministerio de Desarrollo Social señalaba que en un mes más estaría listo el modo de consultar, que seguramente se traducirá en una ley. Entonces, es muy válido el planteamiento que hace la Senadora Allende. ¿Por qué apurarnos tanto en algo que tendrá efectos, a mi juicio, perjudiciales para los próximos veinte años?



No hice alusión al tema de la infraestructura, que queda devastada, destruida completamente por esta actividad forestal, especialmente en las comunidades más pobres, sobre todo en los tiempos de cosecha. Lástima que ello no se haya dado a conocer en este debate.



Tomo la palabra principalmente porque el que algunos Senadores sostengan aquí que poco menos que este es un proyecto que posee algunas bondades medioambientales francamente me parece algo insólito.



Hablan de la desertificación.



Efectivamente, en los terrenos de secano que ya están erosionados, suelos rojos, arcillosos -esto pasa en el sur, en el norte del país- se puede plantar. Pero cuando tenemos el eucalipto, el pino radiata, que absorben 80 litros diarios de agua en tiempos normales, ¡y 200 en verano!, ¿de qué estamos hablando? ¿Qué desertificación estamos combatiendo con este proyecto? Algunos se referían a la captura de carbono. Justamente, se produce una captura de carbono, de CO2, y se libera oxígeno. Pero mientras no se corte el bosque. Cuando esto sucede, se acabaron los beneficios, y solo se libera carbono a la atmósfera.



Tampoco se preocupa de los cursos de agua. En la presente iniciativa, a diferencia de la del bosque nativo, no hay protección de los acuíferos, de los bordes de río, no se propone un manejo de cuencas.



O sea, los aspectos ambientales claramente no están señalados en este proyecto.



No sé si todos los señores Senadores conocen los bosques de este tipo, los exóticos, los de rápido crecimiento, los que se verán alentados con esta iniciativa por los próximos veinte años. Estamos hablando de bosques sin vida. Porque los árboles siguen creciendo, y rápidamente, porque hay una actividad económica que garantizar. Pero los plaguicidas, los pesticidas que les echan no permiten que crezca nada. Ahí no hay vida, no hay herbívoros, no hay aves, no hay vertebrados, no hay mamíferos pequeños. Son bosques en silencio, a diferencia de los bosques nativos.



Entonces, simplemente quise hacer uso de la palabra en esta discusión porque este proyecto en absoluto tiene alguna bondad medioambiental.



Yo estoy seguro de que en poco tiempo más nos arrepentiremos de lo que estamos haciendo hoy. Creo que esto significa garantizar una actividad económica -exitosa, por cierto- que no da empleo de manera considerable, porque es altamente mecanizada y tecnificada, por lo que requiere mano de obra muy especializada. Esto sí va a permitir que la producción de celulosa y sus derivados y las exportaciones de madera aglomerada, de tableros, sigan teniendo lugar y generando riqueza a un grupo reducido de chilenos, y continuará favoreciendo la desigualdad. Este es un proyecto prodesigualdad. A veces nos llenamos la boca hablando de la desigualdad y de su combate. Reitero: ¡esta es una iniciativa prodesigualdad!


Voto en contra.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor, 7 en contra, una abstención y 2 pareos), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Quintana y Ruiz-Esquide.



Se abstuvo el señor Sabag.



No votaron, por estar pareados, los señores Chahuán y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CRUZAT (Ministro de Agricultura subrogante).- Muchas gracias, señor Presidente.



Como Ministro de Agricultura subrogante, agradezco al Senado la posibilidad de discutir este proyecto, que, sin lugar a dudas, creemos que constituye un beneficio para el país por sus efectos sociales, económicos y ambientales.



Además, invito a quienes votaron en contra a participar activamente en la discusión particular. Porque estamos convencidos de que existen argumentos de peso para que Chile pueda contar con una legislación forestal moderna, actual, que se haga cargo de los desafíos del siglo XXI. Y para eso necesitamos tener la posibilidad de discutir la iniciativa. Y eso es lo que hemos conseguido hoy gracias a la voluntad mayoritaria de los Senadores.



Insisto en la importancia de que este proyecto cuente con el más amplio debate en el Senado, ya que existen antecedentes científicos, prácticos y de experiencia en la propia Corporación que, sin lugar a dudas, podremos profundizar en la discusión en particular. Y ojalá se puedan materializar como mejoras en la iniciativa y en la ley futura que pretendemos para el país.



A la vez, deseo comentar brevemente algunos planteamientos formulados durante la fundamentación del voto.



El sentido de urgencia no nace de la obsesión del Ejecutivo, sino de la necesidad actual, dado que no se encuentra vigente este beneficio que ha regido en el país, con distintas características, desde 1974. Por lo tanto, más que un mandato político, es un mandato práctico de los usuarios y beneficiarios de la ley, que esperan que las instituciones públicas -Ejecutivo y Legislativo- se hagan cargo de sus necesidades, y a tiempo.



No nos parece una buena solución la prórroga. Porque estamos convencidos de que la ley en proyecto es mejor y soluciona justamente los problemas que no resuelve la normativa anterior. Esta iniciativa prioriza mejor hacia los pequeños propietarios; incorpora elementos ambientales nuevos; regionaliza los beneficios, y contempla casi todos los otros argumentos que se han dado en la discusión. 



Prorrogar el actual mecanismo no resuelve el problema. Creemos que discutir y tener una nueva ley para el futuro es la solución. No es porfía, sino nuestra visión del desarrollo que necesita el sector agroforestal del país.



Se encuentran en conocimiento y a disposición de los señores Senadores, para su análisis, más de cinco estudios que evalúan los impactos del decreto ley N° 701. Se trata de antecedentes académicos -no encargados por el Ministerio- de distintas perspectivas, para ser considerados en la discusión.



En seguida, quiero formular algunos comentarios con relación al proceso de consulta indígena.



Como ya señalamos, dicho proceso se ha extendido más allá de lo que consigna el reglamento de consulta a los pueblos originarios, contenido en el decreto N° 124, de MIDEPLAN, promulgado, no durante nuestro Gobierno, sino en el anterior.



Todos estamos conscientes de que ello debe ser mejorado. Y de buena fe. No de mala fe, como se ha dicho acá. Y de buena fe, la CONAF ha destinado a más de 200 funcionarios para cumplir esa tarea, quienes han consultado a alrededor de 1.400 comunidades indígenas y líderes de distintas localidades.



Es cierto que falta por mejorar. ¡Obvio! Pero no por ello vamos a detener el desarrollo de ese proceso de consulta y el perfeccionamiento de la ley.



Por último, señor Presidente, quiero insistir en los antecedentes técnicos de este proyecto de ley.



Espero que los requerimientos y discusiones políticas, que son importantes para el país, no empañen una iniciativa de ley que debe ser discutida sobre bases científicas, con estudios aportados por gente de las universidades. Y así, con el concurso de los técnicos y la posibilidad que nos ha dado el Senado de discutirla en las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente unidas, ojalá en el futuro tengamos en Chile un cuerpo legal que beneficie a todo el sector.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- A usted, señor Ministro.



Corresponde establecer plazo para formular indicaciones. El Presidente de la Comisión de Agricultura sugiere el lunes 8 de julio, a las 12.

El señor PROKURICA.- Propongo el 1° de julio, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Es preferible el lunes 8, porque el proyecto ha generado mucho debate y seguramente se recibirán numerosas indicaciones.



Demos el tiempo necesario.

El señor BIANCHI.- Conforme.



--Se fija plazo para presentar indicaciones hasta el mediodía del lunes 8 de julio. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, antes de pasar al segundo punto del Orden del Día, voy a suspender la sesión por algunos minutos para realizar una reunión de Comités.



Se suspende la sesión.

)----------(



--Se suspendió a las 18:8.



--Se reanudó a las 18:30.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.

ENMIENDA A LEY ORGÁNICA DE TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS EN MATERIA DE PLANTAS
El señor PIZARRO (Presidente).- Prosiguiendo el Orden del Día, corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas, con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8662-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 57ª, en 30 de octubre de 2012.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 26ª, en 22 de mayo de 2013.


Hacienda: sesión 26ª, en 22 de mayo de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- No sé si se va a solicitar el ingreso de algún funcionario del Ejecutivo.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Sí, señor Presidente.



Pido recabar la anuencia de la Sala para que ingresen el Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn, y su asesor, el señor Andrés Schiappacasse.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto que individualizó el señor Presidente es reducir el tamaño de las plantas de los tribunales tributarios y aduaneros que indica; remplazar las salas de Corte de Apelaciones de dedicación exclusiva para el conocimiento de las causas tributarias, creadas por la ley N° 20.322, por salas de conocimiento preferente; corregir algunos errores contenidos en el mencionado cuerpo legal, y establecer un derecho de opción de cambio de jurisdicción para los litigantes de los procesos que actualmente estén siendo conocidos por la antigua judicatura tributaria o aduanera.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió esta iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por 3 votos contra 2. Se pronunciaron a favor los Senadores señores Espina, Hernán Larraín y Carlos Larraín, y en contra, los Senadores señora Alvear y señor Patricio Walker.


Por su parte, la Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo que adoptó la Sala el 7 de mayo último. Aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar), y en la discusión particular introdujo al articulado, por unanimidad, diversas modificaciones.



Cabe tener presente que esta iniciativa es de rango orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 21 votos favorables.



Debo informar que si en su momento no se pidiera fijar plazo para presentar indicaciones, habiéndolo visto ya en general y en particular la Comisión de Hacienda, el proyecto podría aprobarse en su totalidad, siempre que se reuniera el quórum constitucional exigido.



El texto que se propone acordar se consigna en el informe de la Comisión de Hacienda y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Está inscrito el Senador señor Rossi, quien tiene el uso de la palabra.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solicito segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Como se pidió segunda discusión, me reservo para cuando ella tenga lugar.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--La iniciativa queda para segunda discusión.
AMPLIACIÓN DE GIRO DE EMPRESA TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile, para ampliar el giro de la empresa, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8273-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 39ª, en 7 de agosto de 2012.


Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 102ª, en 6 de marzo de 2013.


Discusión:


Sesiones 44ª, en 29 de agosto de 2012 (queda para segunda discusión); 48ª, en 11 de septiembre de 2012 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión del 11 de septiembre de 2012. Cuenta con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, la que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no existen artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Dicho órgano técnico efectuó tres enmiendas al proyecto aprobado en general, todas las cuales fueron aprobadas unánimemente, por lo que deben votarse sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la sugerencia de la Comisión respecto a una de ellas o que existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe las modificaciones introducidas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y en la cuarta consigna el texto que quedaría si ellas se aprobaran.



De consiguiente, como señalé precedentemente, corresponde votar sin debate las enmiendas acordadas por unanimidad.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el Comité Demócrata Cristiano pide segunda discusión para esta iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.

FIN DE EXISTENCIA LEGAL DE EMPRESA DE ABASTECIMIENTO DE ZONAS AISLADAS
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA), con informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8786-27) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 17ª, en 17 de abril de 2013.


Informe de Comisión:


Economía: sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de esta iniciativa es poner término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA) y disponer su liquidación.



La Comisión de Economía discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.



El texto que se propone aprobar se transcribe en el primer informe.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, aparte que nuestra bancada está en contra de esta iniciativa, pedimos segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador señor Lagos, tiene la palabra.

El señor LAGOS.- Era para solicitar segunda discusión. Pero ya se pidió.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.
CREACIÓN DE SISTEMA DE APORTES A ESPACIO PÚBLICO APLICABLE A PROYECTOS DE CONSTRUCCIÓN
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8493-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013.


Informe de Comisión:


Vivienda y Urbanismo: sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de esta iniciativa es lograr ciudades equilibradas entre proyectos privados y espacios públicos, de modo que estos sean proporcionales al número de personas que habitan en un lugar.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Pérez San Martín y señores Muñoz Aburto, Pérez Varela, Sabag y Tuma.



Cabe tener presente que los artículos 1°, numerales 1), 3), 4), 5) y 10); 2°, numerales 1), 2), 3) y 4); 4°, numeral 3), y 5°, permanentes, y el artículo primero transitorio son de rango orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 21 votos favorables.



El texto que se propone acordar se transcribe en el informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, con acuerdo de la Presidenta de la Comisión de Vivienda y Urbanismo y de los demás integrantes de ese órgano técnico, pido segunda discusión, porque este proyecto es muy importante y no tenemos seguridad de que en este momento exista quórum para aprobarlo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Gracias, señor Presidente, pero ¡ya está realizada la gestión…!

El señor PIZARRO (Presidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.


--La iniciativa queda para segunda discusión.
MAYOR PLAZO A CONCESIONARIAS DE RADIODIFUSIÓN DE MÍNIMA COBERTURA PARA ACOGERSE A LEY N° 20.433
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite ampliar el plazo de las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura para acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8817-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 3 de abril de 2013.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de esta iniciativa es ampliar el plazo de las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura vigentes al momento de entrar a regir la ley que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana para acogerse a ella al objeto de evitar la extinción de casi un tercio de tales concesionarias que no presentaron dentro de plazo su solicitud, con el consiguiente perjuicio para sus titulares y para la audiencia por el cese de transmisiones.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de fecha 14 de mayo de 2013. Aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Cantero, Chahuán y Girardi. En la discusión particular introdujo diversas enmiendas al articulado, las que aprobó por idéntica unanimidad.



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado que en la tercera columna consigna el texto propuesto por la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el Comité Demócrata Cristiano pide segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.


--El proyecto queda para segunda discusión.

)---------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente -no sé si corresponde plantearlo en este minuto-, hoy día en la Comisión de Constitución aprobamos el proyecto denominado “Ley Emilia” y acordamos pedirle a la Mesa que recabara el acuerdo de la Sala para ponerlo en el primer lugar de la tabla de la sesión del próximo martes.



Es lo que hago en este instante.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- De acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala…

El señor WALKER (don Patricio).- La iniciativa viene aprobada por unanimidad.

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, yo no tengo inconveniente. Pero también quisiera formular una solicitud.



Hemos llegado a un buen acuerdo energético. Se despachó el proyecto de ley de concesiones eléctricas. Lo más probable es que se le coloque “discusión inmediata” para que sea abordado en conjunto con la iniciativa denominada “Ley 20/25” en la Cámara de Diputados, en el marco del acuerdo global.



Por lo tanto, para la elaboración de la tabla del próximo martes hay que tener presentes esos dos proyectos de ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- No tengo el privilegio de conocer ningún acuerdo energético, señor Presidente.



En consecuencia, considero que no se puede dar como elemento de juicio algo que no existe: no hay ningún antecedente público que hable de acuerdo alguno que sea conocido por los Senadores que formamos parte de esta Sala.



Por tanto, expresamente, dejo establecido aquello en la Versión Oficial, para que no se cree la ficción de que existe un acuerdo en tal sentido.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo con respecto a la segunda petición.



Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, ¿podemos resolver la solicitud del Senador Patricio Walker?

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Está de acuerdo con ella, Su Señoría?

La señora RINCÓN.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, si le parece a la Sala, colocaremos en el primer lugar de la tabla del próximo martes el proyecto denominado “Ley Emilia”, que, según entiendo, aumenta las penas para quienes ocasionan lesiones graves o muerte al conducir en estado de ebriedad.



--Así se acuerda.
NUEVA FÓRMULA DE CÁLCULO PARA INTERÉS MÁXIMO CONVENCIONAL
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo al interés máximo convencional, con informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre los proyectos (7786-03, 7890-03 y 7932-03, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


1) Proyecto, boletín N° 7786-03 (moción de los Senadores señores Tuma, Bianchi, Escalona, Letelier y Zaldívar (don Andrés)):


En primer trámite, sesión 34ª, en 13 de julio de 2011.


Informes de Comisión:


Economía: sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.


Economía (segundo): sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.


Discusión:



Sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011 (se aprueba en general); 64ª, en 19 de octubre de 2011 (se fija plazo para presentar indicaciones).

2) Proyecto, boletín N° 7890-03 (moción de los Senadores señores Chahuán y Prokurica):


En primer trámite, sesión 48ª, en 31 de agosto de 2011.


Informes de Comisión:


Economía: sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.


Economía (segundo): sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.


Discusión:



Sesión 44ª, en 29 de agosto de 2012 (se aprueba en general).


3) Proyecto, boletín N° 7932-03:


En primer trámite, sesión 52ª, en 13 de septiembre de 2011.


En tercer trámite, sesión 7ª, en 2 de abril de 2013.


Informes de Comisión:


Economía: sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.


Economía (segundo): sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.


Economía (tercer trámite): sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.


Discusión:



Sesiones 64ª, en 19 de octubre de 2011 (se aprueba en general); 52ª, en 3 de octubre de 2012 (se aprueba en particular).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto inició su tramitación en el Senado, y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados le introdujo diversas enmiendas al texto despachado en el primer trámite.



La Comisión de Economía aprobó unánimemente varias de las modificaciones efectuadas por la Cámara Baja, con excepción de las recaídas en el artículo 1°, número 1; en las letras a) -en cuanto remplaza la frase “por los bancos establecidos en Chile”-, b), c) y e) del número 3; en el número 4, tocante a los incisos tercero, cuarto y final, nuevos, que agrega al artículo 6° bis; en el número 5; en el número 7, y en el número 8, en lo relativo a la sustitución de su encabezamiento y a los artículos 34 y 35, nuevos, que incorpora; y de las recaídas en los artículos transitorios de la iniciativa, enmiendas que rechazó también por unanimidad, salvo la referente al numeral 7 del artículo 1°, que desechó por mayoría de votos.



En caso de que la Sala acordara aprobar el artículo 34, nuevo, propuesto para la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, que introdujo la Cámara de Diputados -enmienda que la Comisión propone rechazar-, se requerirían 21 votos favorables, por tratarse de una norma orgánica constitucional.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcriben el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas en el segundo trámite constitucional.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados. 



Está inscrito el Senador señor Rossi, quien no se halla en la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, pido segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Ratifico la solicitud que formuló el colega Muñoz Aburto, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--La iniciativa queda para segunda discusión. 

REGULACIÓN DE VENTA Y ARRIENDO DE VIDEOJUEGOS EXCESIVAMENTE VIOLENTOS
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental para uso de consolas, con segundo informe de la Comisión de Economía y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5579-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 90ª, en 1 de marzo de 2011.


Informes de Comisión:


Economía: sesión 90ª, en 17 de enero de 2012.


Economía (segundo): sesión 4ª, en 19 de marzo de 2013.


Discusión:



Sesión 1ª, en 13 de marzo de 2012 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 13 de marzo de 2012.



La Comisión dejó constancia en su segundo informe, para los efectos reglamentarios, de que no existen artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



En seguida realizó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las que acordó por unanimidad. En consecuencia, deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o que existan indicaciones renovadas.



De esas enmiendas unánimes, la recaída en el inciso tercero del artículo 49 bis, contenido en el artículo 1°, debe ser aprobada con 21 votos favorables, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe las modificaciones introducidas por la Comisión de Economía, y en la cuarta, el texto que quedaría si ellas fueran aprobadas.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Ofrezco la palabra.

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Va a pedir segunda discusión, Su Señoría?

El señor NOVOA.- Ello no es posible, porque primero tendría que mediar una discusión, y el Reglamento dispone que se votarán sin debate las modificaciones aprobadas por unanimidad en la Comisión, salvo que algún Senador quiera impugnar alguna de ellas.



Entonces, es preciso ofrecer la palabra a quien desee discutir una proposición. Si no, tenemos que pronunciarnos.

El señor COLOMA.- ¡Ahora se pedirá aplazamiento de la votación…!

El señor LAGOS.- Ante el exceso de violencia a que hace referencia la iniciativa, solicitaremos segunda discusión con el objeto de profundizar en ese aspecto...

El señor LABBÉ (Secretario General).- No cabe un debate, porque las enmiendas registraron unanimidad.

El señor PIZARRO (Presidente).- La cuestión es muy sencilla: en votación.

El señor LAGOS.- Pido aplazamiento de la votación.



--Queda aplazada la votación del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se suspende la sesión por diez minutos para una reunión de Comités.

)---------------(



--Se suspendió a las 18:51.



--Se reanudó a las 19.

)---------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.



El señor Secretario dará cuenta de un acuerdo de Comités.

ACUERDO DE COMITÉS
El señor LABBÉ (Secretario General).- En reunión celebrada hace unos instantes, los Comités determinaron, unánimemente, que se cite a sesión especial para el próximo lunes 17 de junio, de 16 a 18, a fin de tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la obligación de los canales de televisión de libre recepción de transmitir propaganda electoral para las elecciones primarias presidenciales. Ello será hasta su total despacho, esto es, de presentarse una indicación, será analizada directamente en la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se entiende que el informe de la Comisión de Gobierno se emitirá en el día de hoy, lo que formó parte del acuerdo.



Continúa el Orden del Día.

MODIFICACIÓN A LEGISLACIÓN SOBRE EXPENDIO,
COMERCIALIZACIÓN Y PRODUCCIÓN
DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, con informe y nuevo primer informe de la Comisión de Salud.


--Los antecedentes sobre el proyecto (2973-11, 4181-11, 4192-11 y 4379-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:

En segundo trámite, sesión 26ª, en 11 de junio de 2008.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 9ª, en 13 de abril de 2011.


Salud (nuevo): sesión 21ª, en 8 de mayo de 2013.


Discusión:



Sesión 11ª, en 20 de abril de 2011 (se aplaza su discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo de la iniciativa es regular la publicidad que incentiva el consumo de alcohol; revertir el consumo en menores de edad; incorporar a envases y publicidad leyendas de advertencia sobre los efectos del producto en la salud; estimular el cumplimiento de las normas de la ley N° 19.925, y facilitar su fiscalización.



En su primer informe, la Comisión deja constancia de que discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de un acuerdo adoptado por la Sala el 5 de mayo de 2009, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi y Ruiz-Esquide. Asimismo, el texto fue sancionado en particular, con una enmienda, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.



Por acuerdo de Comités de fecha 14 de junio de 2011, la iniciativa volvió al órgano técnico para un nuevo primer informe, en el cual se le introdujeron dos modificaciones adicionales.



Cabe hacer presente que el N° 5 del artículo 3° es de rango orgánico constitucional, por lo que requiere 21 votos para ser acogido.



A su vez, la aprobación del artículo 6°, que la Comisión propone suprimir, exige también 21 votos a favor, por incidir en normas orgánicas constitucionales.



Es preciso consignar que, en virtud de un acuerdo adoptado por la Sala con fecha 6 de abril de 2011, el proyecto debe ser considerado en el segundo informe por las Comisiones de Agricultura y de Salud, unidas.



El texto que se propone aprobar se incluye en el nuevo primer informe.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Es para una cuestión de Reglamento, señor Presidente.



En nombre del Comité Renovación Nacional, pido segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la primera discusión, puede intervenir el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en este caso se fusionan cuatro mociones -soy autor de dos de ellas- y se establece un nuevo marco jurídico para el etiquetado de bebidas alcohólicas, a fin de incorporar advertencias.



La iniciativa fue despachada hace cinco años -¡cinco años!- por la Cámara de Diputados. Habiendo sido incluida en la tabla del Senado hace dos años, salió de ella y nunca más volvió a verse, hasta que logramos rastrearla y pedir que la Comisión de Salud emitiera su informe.



Coincidimos en que el texto es perfectible. Aún más, asesores del Ministerio de Agricultura han sometido a la consideración del órgano técnico algunas indicaciones.



Reglamentariamente, el proyecto debiera pasar ahora, por acuerdo de la Sala, a las Comisiones de Salud y de Agricultura, unidas, donde sería posible corregirlo.



Pido que sencillamente se cumpla con el trámite de aprobar la idea de legislar y se someta también el articulado a la Comisión de Agricultura, donde se pueden hacer los ajustes necesarios a fin de darle viabilidad, y que, finalmente, se lleve a cabo la discusión en general y en particular en la Sala.



A mi juicio, esta es una materia respecto de la cual necesitamos generar acuerdos sustantivos.



¿Qué establece la iniciativa, en términos globales? No solo dispone el etiquetado de advertencia en las bebidas alcohólicas, sino también la regulación por ley de las limitaciones de su publicidad en medios de comunicación social, particularmente la televisión, determinando un horario entre las 23 y las 6 para poder difundirla. Hasta ahora existe una autorregulación de la industria, que lo hace a partir de las 22. La idea es dar un paso adicional y señalar ese aspecto -repito- por ley.



Adicionalmente, se aborda, entre otras materias, la regulación de la publicidad en la vía pública, en términos de inhibir la exacerbación del consumo. Se podría hacer publicidad de marcas, pero no de aspectos que induzcan a ingerir.



Se contemplan también normas más restrictivas en cuanto a la obtención de patentes para el expendio de bebidas alcohólicas, entre otros aspectos relevantes, como también sanciones más duras para la venta a menores.



Pido que no despachemos de inmediato el proyecto, porque ello no corresponde reglamentariamente, sino que simplemente cumplamos con el trámite respectivo, para efectos de sacarlo, de una vez por todas, de la tabla de la Sala y de llevarlo a las Comisiones de Agricultura y de Salud, como se acordó, con el objeto de que sea mejorado. De lo contrario, existirá una traba permanente para su avance.



Por lo tanto, señor Presidente, solicito la reconsideración de la petición de segunda discusión formulada por mi propio Comité y hacer posible que la iniciativa sea vista por las Comisiones de Salud y de Agricultura, unidas.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, el planteamiento del Senador que me precedió en el uso de la palabra es lógico. Podemos realizar aquí una larga discusión, pero, en definitiva, me parece que no habrá votos suficientes para aprobar este proyecto.



Por lo tanto, si nos mantenemos en la tesis que él señala, esta iniciativa será rechazada o tendrá que votarse en otro momento.



De no ser así -y lo consulto a la Mesa-, lo obvio sería…

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, ya se pidió segunda discusión para el proyecto que nos ocupa. Pero seguimos en el debate general. 



Una cosa es la solicitud de segunda discusión, que impide votar en esta sesión, y otra distinta es llevar a cabo la primera, en la que cada Senador…

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Estamos de acuerdo en eso, señor Presidente. 



Yo solo quise respaldar -¡sin ninguna intención de generar divisiones en la centroderecha…!- lo señalado por el Senador Chahuán, quien es el disidente en esta materia con relación al jefe de su bancada.



Si les parece, entonces no discutamos más. Hagamos el debate después.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, le estoy diciendo que usted tiene todo el derecho a intervenir ahora. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muchas gracias, pero no haré uso de la palabra todavía.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, pensé que esta materia no se vería hoy día. Pedir segunda discusión de otros proyectos genera al menos esta externalidad positiva.



La iniciativa que ahora nos ocupa es muy importante, como expresó el Senador señor Chahuán. Comparto prácticamente todo lo que él señaló, salvo lo relativo a que el Ministerio de Agricultura estaría muy interesado en que esta propuesta salga a la luz. A Su Señoría le consta -es mi visión personal- que esa Cartera ha querido más bien boicotear este proyecto.



Durante la tramitación del proyecto que modifica la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, hemos tenido dos miradas distintas del Gobierno.



Una es la del Ministerio de Salud, que ha puesto sobre la mesa, como corresponde hacerlo a cualquier gobierno, una orientación sanitaria para avalar la iniciativa: para un país como el nuestro es positivo promover la reducción de consumo de alcohol.



No hablamos de prohibiciones. Estas son más criminógenas y, en general, aumentan el consumo que se pretende reducir.



Aquí se busca regular y, básicamente, proteger a los menores.



Por eso, pusimos el énfasis -y con mucha fuerza- en lo concerniente a la publicidad. Porque los niños son vulnerables y muy permeables a ella. Así sucede con la propaganda de comida chatarra, de tabaco, de bebidas alcohólicas.



Nos ha costado mucho avanzar en materia de restricciones a la publicidad dirigida hacia los menores de edad.



Logramos eliminar los avisos publicitarios de bebidas alcohólicas en calles y carreteras. 



Estamos regulando para este mismo producto la publicidad en televisión a cierto horario: se reproducirá un aviso de advertencia por un lapso de tres segundos después de que termine el spot publicitario.



Yo hago harto hincapié en la publicidad -indudablemente, el proyecto presenta otros aspectos relevantes- porque es un elemento central que debemos abordar si queremos bajar el consumo de alcohol, particularmente, en los menores.



Al respecto, varios estudios demuestran que un porcentaje muy significativo de alumnos de octavo básico (13 años) reconoce beber varias veces a la semana. Y en segundo medio, manifiestan consumir 5 a 7 combinados en una noche. En este caso, hablamos de jóvenes de 14 a 15 años.



Desde ese punto de vista, me parece que la iniciativa constituye un avance. Indudablemente puede haber aspectos susceptibles de ser mejorados en materia de publicidad.



En cuanto al etiquetado, lo propuesto me parece bastante razonable. 



Mucha gente -aprovecho de señalarlo- ha preguntado a los miembros de la Comisión de Salud por qué legislamos sobre el consumo del tabaco y nada decimos de la ingesta de alcohol, que presenta muchas externalidades negativas, y no solo respecto de la salud individual: produce daño hepático crónico, insuficiencias cardíacas, atrofia cerebral; provoca accidentes de tránsito, y genera costos económicos por ausentismo laboral.



Ante ello, los avisos en el etiquetado se convierten en un elemento importante. Diversas propuestas en ese sentido se hallan contempladas en la iniciativa en estudio.



Al respecto, hubo una gran discusión sobre si había problemas de constitucionalidad o no en tales planteamientos. Finalmente, se estableció que no.



Asimismo, se proponen normas que dicen relación con el ámbito educativo. No basta con restringir la publicidad ni con que haya información y advertencias en las etiquetas; también es fundamental promover una cultura distinta, especialmente dirigida a los menores. Por ello, esta iniciativa introduce modificaciones en la malla curricular a fin de educar a los niños en cuanto a los efectos nocivos del alcohol.



Además, se abordan aspectos importantes relacionados con productos que se venden a menores: camisetas de equipos de fútbol que llevan el logo de la bebida alcohólica que los financia; auspicios de estas marcas a las referidas instituciones deportivas.



Hemos discutido mucho esta materia en la Comisión de Salud. No se ha inventado nada nuevo sobre el particular. 



Cuando un niño está viendo determinado partido y se da cuenta de que la camiseta de un futbolista tiene el logo de una bebida alcohólica, indudablemente hace la asociación entre éxito, logros deportivos y consumo de alcohol.



Eso se ha debatido, y hay avances en legislación comparada.



Con todo, señor Presidente, espero que aprobemos este proyecto en general, aunque insisto en que hay que hacerle modificaciones en particular. 



En esa instancia difiero del colega Chahuán. Era preferible que en el segundo informe la iniciativa fuera estudiada solo por la Comisión de Salud…

El señor LARRAÍN.- ¡Ya hay un acuerdo para que también la vea la de Agricultura!

El señor ROSSI.- Lo sé, señor Senador. Tuvimos una larga discusión al respecto. 



Trataremos de hacer un buen trabajo con la Comisión de Agricultura para seguir perfeccionando este proyecto de ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, esta es una iniciativa importante, interesante, que pone a prueba ciertas convicciones. 



Como expresó el Senador señor Chahuán, aquí se refunden proyectos, originados en mociones que varios parlamentarios hemos presentado a lo largo del tiempo, que nunca se han podido aprobar.



 ¿Qué plantea esta propuesta legislativa? ¿Qué vamos a establecer como valor fundamental? 



¿Tendremos una mirada centrada en la visión productivista del país -es decir, en cómo podemos desarrollar de mejor manera el mercado del alcohol, la promoción del vino, la cerveza y el pisco, independiente de sus consecuencias- o estableceremos cierto nivel de equilibrio entre el necesario desarrollo económico de los sectores que están detrás -algunos aducirán problemas en el empleo- y la preservación de un bien común como es la salud?



A diferencia de lo que pasa con la ley que regula el consumo del tabaco, aquí no se plantea fijar una restricción o prohibición a la venta de alcohol. Todo lo relativo al etiquetado apunta en el sentido contrario: a estimular su consumo. ¡Es una paradoja! El etiquetado propuesto no va contra el consumo ni contra el desarrollo de la industria del alcohol. Solo advierte que hay que beber en forma moderada.



Es una señal a la sociedad muy relevante, considerando que tenemos cerca de mil 500 fallecidos al año por accidentes de tránsito producidos en su mayoría por personas que estaban bajo el efecto del alcohol (por eso aprobamos la llamada “Ley de Tolerancia Cero”); que tenemos madres cuyos hijos han nacido con problemas graves -y quedarán con secuelas para toda la vida-, porque consumieron alcohol durante la gestación de estos, y que tenemos a una parte de la población adicta al alcohol, que requiere rehabilitación, apoyo y ayuda. 



En definitiva, la iniciativa no apunta en contra del consumo de bebidas alcohólicas. Se busca -espero que todos respalden la idea- que el consumo y la promoción del alcohol se den en un marco de advertencia: que se diga que se puede beber alcohol, pero, a continuación, que se recomiende hacerlo moderadamente. 



Chile no se distingue de otros países en el consumo temprano de alcohol. Aquí los niños empiezan a beber bebidas alcohólicas a partir de los 11 años. La mayoría de los jóvenes de primero a cuarto medio -este es un tema particularmente interesante, porque atraviesa todos los estratos socioeconómicos- ya son consumidores de alcohol en forma excesiva. 



La sociedad chilena debe dar una señal en el sentido de reconocer que está permitido beber alcohol -nadie está en contra de ello- para los mayores de 18 años -no para menores de edad-, pero advirtiendo hacerlo con moderación. ¿Por qué? Porque las consecuencias del consumo excesivo evidentemente se traducen en la ocurrencia de muertes por riñas, violencia o accidentes de tránsito y, también, en el riesgo de que las personas se vuelvan adictas muy jóvenes. 



Hay muchos Senadores interesados en regular lo relativo a las drogas. Bueno, el alcohol representa el primer paso en lo que se llama la “escalada de la droga”, que termina con la adicción a las drogas duras. 



Entonces, el objetivo de esta iniciativa sobre etiquetado de bebidas alcohólicas y restricción a su publicidad es justamente velar por un bien común.



Ahora, lamento mucho, Senador Chahuán, que su propia bancada haya solicitado la segunda discusión. Creo que usted se halla mal ubicado en este debate. Debería estar más cerca de nuestro lado en esta materia, que aborda un problema valórico. Su “gran mentor” el Senador Carlos Larraín seguramente no va a estar muy de acuerdo con usted en esta oportunidad. 



Hay que discutir este proyecto, y en serio. Aquí no hay una segunda intención.



Aprovecho de hacer la diferencia respecto del tabaco. Este es tóxico y dañino cualquiera sea la dosis consumida. Por ello, las tabacaleras son empresas criminales, que tienen patente para matar gente con tal de recibir utilidades millonarias. 



Sin embargo, no pienso lo mismo de la industria del vino o de las bebidas alcohólicas, en general. Esta es una actividad interesante, que genera un espacio cultural de desarrollo, de expansión de conciencia, de sociabilidad, siempre y cuando el consumo se haga de forma moderada. 



En toda la política seguida en esta materia nunca nos hemos planteado en contra del consumo; siempre en favor de beber con moderación. Creo que a nadie le afectará lo propuesto. Al revés, creo que será bueno. 



Las empresas de cervezas, por ejemplo, no han dejado de vender por decir: “Entrega la llave si vas a conducir” o “No consuma en forma excesiva”. En mi opinión, es un prejuicio o un error pensar que entregar información sobre las consecuencias de beber de modo excesivo atentará contra la venta de alcohol. 



Esta es una señal necesaria de sociedad. 



Eso sí, lamento mucho que la iniciativa sea vista por la Comisión de Agricultura, porque sé que ahí será mutilada brutalmente para darle, como siempre lo ha hecho, un enfoque productivista. 



Así ocurrió con lo concerniente a los aditivos en el tabaco. En el proyecto sobre la materia pasó algo dramático. Las tabacaleras -esas empresas criminales, las pedófilas del siglo XXI- le agregan sustancias adictivas al tabaco para que los menores empiecen a fumar tempranamente. Por eso tenemos la prevalencia más alta del mundo de consumo de tabaco en niños. Y fue la Comisión de Agricultura -ahí había un interés muy importante al respecto- la que permitió en su momento el uso de todo tipo de aditivos, que hacen que los niños sean adictos al tabaco. 



Aunque finalmente pudimos construir un acuerdo en ese caso, no considero bueno que la Comisión de Agricultura analice los proyectos que buscan cautelar el bien común de la salud. 



En consecuencia, como la iniciativa en debate aborda un tema sanitario, debiera ser examinada solo por la Comisión de Salud, a fin de que prime el bien común por sobre el necesario desarrollo de una importante actividad. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, parece que hay mucho interés por intervenir en esta materia.



Desde luego, ha existido desde hace mucho tiempo inquietud en el Parlamento por legislar sobre el particular. Así se aprecia en las distintas iniciativas, que tuvieron su origen en mociones de varios Diputados. De ellos, quiero señalar a los que ya no se encuentran en esa rama del Parlamento: Juan Lobos -lamentablemente fallecido-, Laura Soto, Francisco Chahuán -ahora está aquí como Senador-, Eduardo Díaz del Río, Marco Enríquez-Ominami, Guido Girardi, Juan Masferrer, Jaime Mulet, Carlos Olivares, Osvaldo Palma, Leopoldo Sánchez e Ignacio Urrutia. Los demás patrocinantes, que no individualizaré, son Diputados en ejercicio.



Ello demuestra que desde hace muchos años se ha estado tratando de sacar adelante este proyecto. Prueba de ello es que fue aprobado en la Cámara de Diputados el 31 de julio de 2007. 



Desde entonces, la iniciativa se encuentra aquí, en el Senado.



Los propósitos principales de ella son regular la publicidad que incentiva el consumo de alcohol; revertir el consumo entre los menores de edad, e incorporar en los envases y en la publicidad advertencias sobre los efectos del alcohol en la salud.



Para ello, se propone que cada etiqueta lleve una leyenda que prevenga sobre los efectos del consumo excesivo, estableciéndose detalladamente las características de dicho aviso, que fueron consensuadas con los sectores vinculados al tema.



La principal novedad en el nuevo primer informe de la Comisión de Salud es que se elimina un artículo referente a la facultad de Carabineros para ingresar a ciertos establecimientos, incluso por la fuerza, cuando se denuncie una violación a la norma que dispone que los lugares de expendio de alcohol deben estar separados de las viviendas, a excepción de hoteles o pensiones, que es una norma que debería ser repuesta.



Se agrega en su lugar una disposición que obliga a los fabricantes, productores, distribuidores e importadores de alcohol a informar en las etiquetas de los envases los elementos que contienen, para lo cual se faculta adicionalmente al Ministerio de Salud para reglamentar la forma de hacer esta publicación. 



La Sala del Senado acordó que este proyecto lo conozca también la Comisión de Agricultura en el siguiente trámite legislativo. 



La actividad económica que se regula es lícita. La producción de vinos se ha incrementado fuertemente en nuestro país debido a la plantación de miles de hectáreas de viñas, lo cual constituye hoy día una fuente de exportación y de trabajo para miles de chilenos.



Por lo tanto, el paso de la iniciativa por la Comisión de Agricultura me parece muy pertinente. Espero que se invite a los sectores productivos involucrados a dar su opinión sobre la materia. 



En algunas comunas de la zona que represento, como Quillón, Florida, Santa Juana, existen muchos pequeños viñedos, que producen muy buenos mostos. Y nunca ha habido mayor problema respecto a ellos. 



Por otra parte, es efectivo que los accidentes de tránsito se producen generalmente por el exceso de alcohol. Sin embargo, ya están en tabla varios proyectos que castigan severamente al conductor que cause daño o la muerte por manejar bajo el efecto del alcohol. 



En consecuencia, la iniciativa que nos ocupa es absolutamente pertinente. 



A mi juicio, su análisis por las Comisiones de Salud y de Agricultura, unidas -ya está acordado-, debiera ser lo más rápido posible, cosa de contar pronto con el informe respectivo para poder pronunciarnos fundadamente en particular. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín. 

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, no pensaba intervenir sobre el proyecto hasta su segunda discusión. Pero he sido referido por un Senador que me antecedió en el uso de la palabra, quien ha pretendido dejarme mal con uno de mis colegas, el señor Francisco Chahuán, a quien aprecio mucho. 



Aclaro que este no es mi discípulo. Él es un ser independiente, autónomo. Se manda solo. ¡Creo que ello resulta evidente...!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡No lo manda nadie…!

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Pero no puedo negar que de repente le viene una “tendencia rigorista”, en la cual coincide con el Senador Girardi. 



Ahora, lo que más me choca de todo esto es que el colega Girardi es muy laxo con el tratamiento de algunas sustancias y de un rigor loco con el de otras. Eso me parece francamente extraño. Es un non sequitur, como decían los lógicos formales. 



Entonces, antes de decirme que “se me arrancan los pollos” -es lo que entendí-, cabe tener en cuenta que estos crecen y se mandan solos. Yo puedo discrepar de Francisco Chahuán, pues en nuestras bancadas se fomenta la discrepancia. Somos de esa hechura mental. 



Así que, por favor, no crean que el Honorable señor Chahuán no es capaz de pensar por su cuenta. 



¡Por eso a veces piensa mal...!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡El problema, entonces, es cuando el Senador señor Chahuán piensa; ahí empiezan las dificultades...!

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra, porque he sido aludido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor CHAHUÁN.- Simplemente quiero decir que el que nos ocupa es un buen proyecto. Fue bien pensado. A veces, algunos siguen a las manadas. Yo prefiero liderar ciertos temas. Y estimo que en esta materia no solo estamos pensando bien, sino que nos estamos proyectando a futuro. Y eso es muy bueno.  

El señor GIRARDI.- Yo también fui aludido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor LARRAÍN.- Los aludidos deben hablar al final del debate.

El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a matizar la sesión, porque Su Señoría seguramente hará una intervención de fondo.

El señor LARRAÍN.- Ha sido mencionada una Comisión en forma muy intolerante; y no hemos tenido oportunidad de hablar.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, deseo referirme a la coherencia del debate. 



Respeto mucho el derecho a decidir de las personas y la libertad individual. 



Efectivamente, cuando hemos intentado regular, por ejemplo la comida chatarra, lo que hemos pretendido es generar instrumentos para la libertad. Lo que pasa es que hoy día hay engaño, mentira y fraude: se dice a la gente que hay alimentos saludables; pero en realidad son basura: van a generar diabetes, cánceres, infartos, escondiéndose la realidad de la sal, de las grasas y del azúcar. Por eso el problema es mundial.



Con el tabaco pasa exactamente lo mismo: no existe prohibición para fumar sino una limitación, porque las personas no fumadoras se contaminan con humo ajeno y tienen casi el mismo riesgo para la salud que aquellos que sí lo hacen. Y con la medida se trata, además, de proteger a los niños.



En el caso del alcohol, se quiere explicar que es una droga y que se tome conciencia de ello. Y lo único que se pide es que se use con moderación. 



Por la misma razón, soy partidario de la descriminalización de las drogas en general, porque me parece un profundo error, como lo fue en los tiempos de la Inquisición, la ley que prohibió a tabla rasa el consumo de alcohol.



En mi opinión, las campañas contra la droga han fracasado en todas partes del mundo. He sostenido que debe descriminalizarse (no que no pueda haber sanción) y que no se puede tratar a un consumidor de drogas o a un adicto, quien más encima es un enfermo, como si fuera un antisocial y aplicarle el mismo estándar que al delincuente verdadero que es el traficante. Toda la fuerza de la ley debe recaer sobre el traficante y no sobre el adicto.



Por lo tanto, hablo de la coherencia y de que las personas decidan.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero manifestar mi sorpresa y molestia por las expresiones del Senador que me ha antecedido en el uso de la palabra con referencia a la Comisión de Agricultura. 



A mi juicio, aquí nadie es dueño de la verdad. Ni en la Comisión de Agricultura ni en ninguna otra. Y creo que a nadie le asiste el derecho a expresarse de esta forma de sus pares. Es un acto que no quiero calificar.



Tampoco voy a calificar lo que pienso, o lo que alguna persona pueda pensar de las opiniones o de las actuaciones de la Comisión de Salud, porque no corresponde. 



Tenemos que aprender a respetarnos. 



Estimo que ni en broma se deben hacer ciertas afirmaciones respecto de los pares.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay más señores Senadores inscritos.



--El proyecto queda para segunda discusión.
El señor PIZARRO (Presidente).- En estricto rigor, debiéramos seguir con el Orden del Día, pero quedan alrededor de ocho o nueve minutos para su finalización. 



Si le parece a la Sala, podríamos entrar inmediatamente a Incidentes.



Acordado.

VII. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor KUSCHEL:



A la señora Ministra de Obras Públicas, pidiéndole considerar COORDINACIÓN CON ADMINISTRACIONES PORTUARIAS PARA DISEÑOS Y PAVIMENTACIÓN DE ACCESOS MÁS APROPIADOS Y RÁPIDOS; al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, a fin de que considere conveniencia de CONSTRUCCIÓN DE PASARELA PEATONAL SOBRE AVENIDA ANÍBAL PINTO EN PUDETO BAJO, CIUDAD DE ANCUD, CHILOÉ, y al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el fin de que considere la conveniencia de constituir una MESA DE TRABAJO PARA REDUCIR O ELIMINAR TIEMPOS DE ESPERA EN PUERTOS, AEROPUERTOS Y PASOS FRONTERIZOS EN TRÁFICO DE CAMIONES.


Del señor WALKER (don Ignacio):



A los señores Ministro del Interior y Seguridad Pública y Tesorero General de la República, solicitándoles adoptar medidas de urgencia ante IMPOSIBILIDAD DE PAGO DE IMPUESTO TERRITORIAL POR PARTE DE PEQUEÑOS MINEROS Y MINEROS ARTESANALES DE QUINTA REGIÓN INTERIOR.
)----------(



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata, Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional, Independientes, Partido MAS, Partido Socialista y Partido Demócrata Cristiano, ningún señor Senador interviene.
El señor PIZARRO (Presidente).- Por haber cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:36.






Manuel Ocaña Vergara,






Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 27ª, ORDINARIA, EN MARTES 4 DE JUNIO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Economía, Fomento y Turismo; de Educación, y de Transportes y Telecomunicaciones, señor Félix de Vicente, señora Carolina Schmidt y señor Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente. Asisten, también, la Superintendenta de Quiebras, señora Josefina Montenegro; el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 22ª, especial, y 23ª, ordinaria, de 14 de mayo; 24ª, ordinaria, de 15 de mayo, y 25ª, especial, y 26ª, ordinaria, de 22 de mayo, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Seis de S. E. el Vicepresidente de la República:


Con el primero, da inicio a la tramitación de un proyecto de ley que regula la actualización de los padrones electorales (Boletín N° 8.972-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (Boletín Nº 8.085-29).


2.- Proyecto de ley que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (Boletín             Nº 8.936-13).


Con el cuarto, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que regula la actualización de los padrones electorales (Boletín N° 8.972-06).


Con el quinto, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (Boletín N° 8.603-01).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450, con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento (Boletín Nº 8.771-01).


3.- Proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletines N°s 8.324-03 y 8.492-13, refundidos).


4.- Proyecto de ley que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (Emaza) (Boletín Nº 8.786-27).


5.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


6.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (Boletín            Nº 7.966-05).


7.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


8.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


9.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines N°s 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).


10.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


11.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Alvear y señores Espina y Larraín Fernández, respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


12.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


13.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


14.- Proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte (Boletín N° 8.809-07).


15.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


16.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08).


17.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


18.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14).


19.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19). 


20.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


21.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 8.813-15).


22.- Proyecto de ley que permite ampliar plazo para que las concesionarias de radiodifusión de mínima cobertura puedan acogerse a la ley N° 20.433, que crea los servicios de radiodifusión comunitaria ciudadana (Boletín N° 8.817-15).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (Boletín N° 6.355-01).


2.- Proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


3.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


4.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


5.- Proyecto de ley que modifica el Código Civil y otras leyes, regulando el régimen patrimonial de la sociedad conyugal (Boletines N°s 7.567-07, 5.970-18 y 7.727-18, refundidos).


6.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Tres de S. E. el Presidente de la República:


Con los dos primeros, comunica su ausencia del territorio nacional, durante el período y por los motivos que, en cada caso, se especifican:


Entre los días 22 y 24 del mes de mayo, para participar en la ciudad de Cali, República de Colombia, en la “Cumbre Alianza del Pacífico” y asistir en la ciudad de Quito, República del Ecuador, a las actividades de la ceremonia de asunción del Presidente de esa Nación, señor Rafael Correa.


Respecto del lapso que va del día 29 de mayo al 6 de junio, para dar cumplimiento a un programa que consulta las siguientes actividades: visita de Estado a Canadá, los días 30 y 31 de mayo; visita oficial de trabajo a Estados Unidos de América, del 1 al 4 del presente mes; visita oficial a El Salvador, los días 4 y 5 de junio, y visita oficial a la República de Panamá, el mismo día 5.

Informa, además, con los documentos aludidos, su subrogación durante las mencionadas ausencias, con el título de Vicepresidente de la República, por parte del señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Andrés Chadwick Piñera.


- Se toma conocimiento.


Con el tercero, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Gloria Ana Chevesich Ruiz (Boletín Nº S 1.581-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012 (Boletín N° 8.951-10).


- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el segundo, comunica que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo esta Corporación, el proyecto de ley, iniciado en moción de las Honorables Senadoras señoras Rincón, Allende, Alvear y Pérez San Martín, que permite al padre y a la madre, indistintamente, abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos (Boletín N° 7.519-05).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que modifica el Estatuto Orgánico de las Mutualidades de Empleadores (Boletín  N° 8.573-13).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que establece elección directa de los Consejeros Regionales (Boletín N° 7.923-06).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Envía copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los artículos 225 y 226 del Código Civil; 5° transitorio de la ley N° 19.585, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación, y artículo 1° de la ley N° 18.413, que sustituye, por el año 1985, el sistema de reajuste de pensiones, modifica el sistema de subsidio de cesantía y las normas tributarias y presupuestarias que indica. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Remite copia de las resoluciones recaídas en acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los siguientes preceptos:


1.- Artículos 15 y 16 del decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.


2.- Artículo 32 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior. 


3.- Artículo 202, numeral 2°, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1968, del Ministerio de Defensa, que establece el estatuto del personal de las Fuerzas Armadas.


4.- Artículo 8° de la ley N° 17.322, que establece normas sobre cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las Instituciones de Seguridad Social.


5.- Artículo 3°, literal c), de la ley N° 12.522, que concede a los imponentes de la Caja de Retiro y de Previsión Social de los Ferrocarriles del Estado y a los jubilados de dicha institución y de la empresa de los Ferrocarriles del Estado, el derecho a causar montepío en favor de las personas que señala.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
Del señor Ministro de Hacienda


Responde sendas peticiones, cursadas en nombre de los Honorables Senadores señores Frei y Larraín Peña, relativas al impulso de programas de empleo y capacitación para trabajadores, así como de créditos Corfo en favor de las pequeñas y medianas empresas y de las microempresas, afectadas por el incendio ocurrido en Valdivia el día 28 de septiembre de 2012.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Da respuesta a petición, hecha en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre aplazamiento en el pago del impuesto al valor agregado devengado en febrero de 2012, en la Región de Magallanes y Antártica Chilena, con ocasión de la inundación que afectó a la ciudad de Punta Arenas.


Contesta petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, ante la desvinculación de 28 trabajadores calificados del Instituto de Fomento Pesquero, para que se revise la situación financiera de esa institución en función del fortalecimiento de la investigación que requiere la nueva Ley de Pesca.


Responde solicitudes de antecedentes, cursadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las materias que se enuncian a continuación:


1.- Resultados del estudio sobre situación de las farmacias en Chile, realizado por esa Secretaría de Estado.


2.- Informe respecto de los costos a que dio lugar la paralización de trabajadores portuarios durante el mes de marzo pasado.


3.- Participación del señor Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño, en la inauguración del Año de la Innovación, en Silicon Valley, en el lanzamiento del Programa Prácticas para Chile y en una visita a la Bay Area, en California, con ocasión de un viaje organizado por la Universidad del Desarrollo.

De la señora Ministra de Educación


Remite, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2012 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.


Adjunta documentos emanados de servicios dependientes de esa Secretaría de Estado a solicitudes de antecedentes sobre las siguientes materias:


1.- Del señor Jefe de la División Jurídica, sobre cierre de cuatro establecimientos educacionales de La Florida, por decisión del señor Alcalde de esa comuna; requerida en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear. 


2.- Del señor Jefe de la División de Planificación y Presupuestos, referente a la falta de habilitación de la sala de clases para el segundo año de educación media del Liceo de La Junta, que conforme a la programación debe ser implementada este año; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Horvath.

De la señora Ministra de Justicia


Remite informe del Director Nacional (S) del Servicio Médico Legal, relativo a solicitud de antecedentes enviada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre desempeño de las funciones de perito en la Región de La Araucanía, nivelación de sueldos de profesionales de la ley N° 15.076 y dotación actual. 

De la señora Ministra de Obras Públicas


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre avance de proyectos de pavimentación asfáltica en las islas de las provincias de Chiloé y Llanquihue y sobre construcción de rampas para vehículos en las islas Guar, Tranqui, Maillen, Mechuque y Quenac.


Da contestación a sendas peticiones de información, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los siguientes asuntos:


1.- Nómina de comunas de la Región del Bío Bío que cuentan con plan maestro de aguas lluvias y de su fecha de aprobación, con especificación de la existencia de estudios o de proyectos en ejecución.


2.- Disponibilidad de estudios relativos al cambio climático u otros aspectos meteorológicos que puedan estar influyendo en la escasez hídrica. 


3.- Obras realizadas y monto de inversión programada para el mejoramiento del canal Papen, en la comuna de Chiguayante.


4.- Estado actual de los canales Ifarle y Gaete, en la comuna de Talcahuano.


5.- Estudios contratados, debido a los desbordes del año 2006, para fijar los deslindes del Río Andalién y del Estero Nonguén, en la Región del Bío Bío.

Del señor Ministro de Salud


Contesta solicitud, cursada en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativa a factibilidad de adoptar medidas que permitan al municipio de San Juan de la Costa hacer frente a la anunciada rebaja del aporte per cápita entregado por esa Secretaría de Estado.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Envía ejemplares de los Balances de Gestión Integral 2012 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, en cumplimiento de lo establecido por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Remite, con arreglo a lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral 2012 correspondientes a las Subsecretarías y al servicio dependientes de esa Secretaría de Estado.

Del señor Ministro de Energía


Da respuesta a consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre evaluación de la conveniencia técnica y financiera de las licitaciones de bloques de explotación de hidrocarburos realizadas por el Estado, por intermedio de la Empresa Nacional del Petróleo, en los últimos años.

Del señor Ministro Presidente del

Consejo Nacional de la Cultura y las Artes


Contesta petición de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Escalona, respecto de la posibilidad de introducir modificaciones al Fondo de Apoyo a las Artes de la Educación (FAE), en beneficio de la continuidad de las Escuelas de Cultura y Difusión Artística de la Región de Los Lagos.

Del señor Ministro Presidente (S) del

Consejo Nacional de la  Cultura y las Artes


Comunica que tomó conocimiento del homenaje rendido por el Honorable Senador señor Cantero al poeta don Andrés Sabella, con ocasión de haberse conmemorado el centenario de su natalicio; intervención que le fue remitida en nombre de Su Señoría.

Del señor Director del Servicio Electoral


Envía, en formato digital, nómina de locales de votación, con indicación del número de mesas receptoras de sufragio que funcionarán en cada uno de ellos, para el efecto de las elecciones primarias que se realizarán el domingo 30 del presente mes.

Del señor Director Nacional de Fronteras y Límites del Estado (S)


Remite, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley           N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2012 del mentado servicio público.

Del señor Director General de Relaciones Económicas Internacionales


Comunica, en virtud de lo establecido en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2012 de la mentada institución.

Del señor Director Ejecutivo (S) de la

Agencia de Cooperación Internacional de Chile


Comunica, en virtud de lo establecido en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2012 de la señalada institución.

De la señora Directora Nacional (S) del Instituto Antártico Chileno


Da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, mediante la remisión del Balance de Gestión Integral 2012 de dicho organismo.

Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante


Da contestación a una solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la captura y disposición de los crustáceos hallados en las termoeléctricas que operan en la comuna de Coronel.

De la señora Directora de Presupuestos


Contesta solicitud de información, hecha en nombre de los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín Fernández, respecto de la glosa 14 del programa 01 del presupuesto de la Subsecretaría de Educación, relacionada con la deuda histórica de los profesores de establecimientos municipales de educación.

Del señor Director Nacional (TP) del Instituto Nacional de Estadísticas


Expone la necesidad de un estudio exhaustivo al efecto de emitir opinión institucional sobre posibilidad de que el Sistema Integrado de Información para Emergencias pueda subrogar la realización de censos; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales


Da respuesta una consulta, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Pizarro, sobre estado del proyecto de monumento, en la ciudad de Valparaíso, al ex Presidente de la República, señor Salvador Allende, autorizado por la ley N° 19.311.

Del señor Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación


Responde petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor Escalona, sobre posibilidad de habilitar una unidad de atención permanente de dicho servicio a la población de la localidad de Pargua, en la comuna de Calbuco.

De la señora Directora del Trabajo


Atiende consulta, hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa al plazo legal para que el empleador pague la remuneración convenida con un trabajador.


Responde petición de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a fiscalizaciones de las condiciones laborales de los empleados de la Dirección General de Aeronáutica Civil que se desempeñan en aeropuertos.

Del señor Jefe de la División Atención y Servicios al Usuario,

Superintendencia de Pensiones


Contesta solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre situación que afecta a la señora Silvia Muñoz Avilés por la interrupción en el mes de abril de 2013 de un aporte previsional solidario.

Del señor Director Ejecutivo (S) de la Corporación Nacional Forestal


Envía, en cumplimiento a lo prescrito por el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ejemplar del Balance de Gestión Integral 2012 de aquella institución.

Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles


Da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, mediante la remisión del Balance de Gestión Integral 2012 de dicha entidad de control.

Del señor Superintendente del Medio Ambiente (S)


Atiende solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre las siguientes materias: 


1.- Estado del proyecto agroindustrial Valle del Huasco, actividades de fiscalización preventiva en la comuna de Freirina con ocasión del sellado y clausura de las fosas de mortalidad de cerdos, operación de la planta de tratamiento de lodos de Maitencillo y control de vectores.


2.- Investigación por faltas reiteradas de la compañía minera Nevada S.A. o Barrick Gold en la ejecución del proyecto Pascua Lama, en relación con el “plan de monitoreo de glaciares” y el “sistema que permite el manejo de drenajes ácidos del depósito de estériles de Nevada Norte”.


Da respuesta a solicitudes de antecedentes, cursadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativas a las situaciones siguientes:


1.- Daño ambiental supuestamente causado por las termoeléctricas Bocamina II y Santa María en la Caleta Lo Rojas y en Playa Negra, comuna de Coronel.


2.- Dotación de funcionarios con la que cuenta en el país y número mensual de denuncias y de fiscalizaciones que realiza, en agregados nacional y regionales.

Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental


Entrega información, recabada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre el convenio entre las empresas AES Gener y Aguas Andinas, en materia de sus impactos en el abastecimiento de agua potable en la Región Metropolitana, y sobre medidas de mitigación consideradas en el estudio de impacto ambiental del proyecto hidroeléctrico Alto Maipo.


Adjunta copia de la resolución exenta N° 183/2004, de la Comisión Regional del Medio Ambiente del Bío Bío, solicitada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, que calificó favorablemente el estudio de impacto ambiental del proyecto “Centro de Manejo de Residuos de Concepción”.

Del señor Contralor Regional de Valparaíso


Remite cuenta pública correspondiente al año 2012, de esa Entidad Regional de fiscalización.

Del señor General de Carabineros Jefe de la IX Zona Araucanía,

Carabineros de Chile


Da contestación a petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor García, sobre adopción de medidas que permitan brindar más protección y seguridad a los vecinos del sector Los Volcanes, Villa Andina, de Temuco.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo,

Región de La Araucanía


Responde petición de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre medidas para resolver la grave situación que afecta a la Junta de Vecinos Los Volcanes, Villa Andina, de Temuco, debido a la falta de pavimentación de calle Colchane, entre Pasaje Codpa y Avenida Pedro de Valdivia.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud (S),

Región de Magallanes y Antártica Chilena


Comunica, en lo referente a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, que el señor Subsecretario de Salud Pública informó, en su oportunidad, sobre sanción aplicada al cementerio Parque Cruz de Froward.

Del señor Alcalde de la Municipalidad de Temuco


Atiende petición, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, respecto de la incorporación al patrullaje preventivo que realiza la unidad de Seguridad Ciudadana del sector Los Volcanes, de esa comuna.

Del señor Director (S) del Servicio de Vivienda y Urbanización,

Región de La Araucanía


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre estado actual del proyecto de ensanche y prolongación de la calle Las Gaviotas, Queule, en la comuna de Toltén.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (Boletín N° 7.130-07).


- Queda para Tabla.

Mociones


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que sustituye el inciso primero del artículo 4° de la ley           N° 18.700, con el objetivo de autorizar a los partidos políticos o pactos electorales, en sus declaraciones de candidaturas a Senadores y Diputados, la inscripción de hasta cuatro candidatos por circunscripción o distrito, según correspondiere (Boletín N° 8.965-06). 


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que faculta a una rama del Congreso Nacional para hacer presente la urgencia en la tramitación de un proyecto de ley, a petición de un número no inferior al tercio de sus miembros en ejercicio y con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros que estén en idéntica condición (Boletín N° 8.966-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Walker, don Patricio, con la que se da inicio a un proyecto de ley que incorpora en el artículo 456 bis del Código Penal la circunstancia agravante que consiste en perpetrar los delitos de robo o hurto en un establecimiento público de educación o salud (Boletín N° 8.967-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que establece la conmemoración en Chile, el 20 de junio de cada año, del Día Mundial de los Refugiados (Boletín N° 8.968-10).


- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Declaraciones de inadmisibilidad


Moción de los Honorable Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, con la que proponen un proyecto de ley que modifica el Código Sanitario, a fin de establecer la obligación de los recintos de alta concentración de público de contar con un desfibrilador externo portátil.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Moción del Honorable Senador señor Chahuán, con la que propone un proyecto de ley que modifica la ley Nº 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, a fin de contemplar beneficio laboral que indica, en favor de los miembros de organizaciones del voluntariado.

- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo disponen los incisos tercero y cuarto, numeral 4°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos y Muñoz Aburto, con el que piden a S. E. el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que reconozca a los soldados conscriptos que realizaron su servicio militar obligatorio en el transcurso del período entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990 la condición de víctimas de actos ilegales y arbitrarios del Estado de Chile y establezca el órgano calificador y el procedimiento correspondiente (Boletín  Nº S 1.578-12).


De los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, con el que piden a S. E. el Presidente de la República se instruya la suspensión de la denominada “consulta sobre la consulta indígena” y se adopten las medidas de corrección que propone el Relator de Naciones Unidas en relación con el reglamento; y, al Senado, que comunique el presente acuerdo a las entidades que se enuncian (Boletín Nº S 1.579-12).

De los Honorables Senadores señores Navarro, Escalona, Lagos y Muñoz Aburto, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República que tenga a bien instruir al señor Ministro de Agricultura para que, en virtud del principio precautorio y del rechazo por el mercado alemán de exportaciones de miel chilena con trazas de organismos genéticamente modificados, adopte medidas eficaces de protección de la vida de las abejas y de la apicultura nacional, amenazadas por la acción de ciertos plaguicidas (Boletín Nº S 1.580-12). 


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Navarro, para ausentarse del territorio nacional, a contar del día 30 del mes pasado.


- Se accede a lo solicitado.

Comunicaciones


Dos de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Valparaíso


Con la primera, recibida el día 23 de mayo pasado, comunica, mediante oficio, que se ha decretado en recurso de protección interpuesto a favor del señor Harald Beyer Burgos que esta Corporación informe, dentro del término de ocho días, al tenor del mencionado recurso cuya copia adjunta, debiendo acompañar todos los antecedentes que obren en su poder, bajo el apercibimiento de prescindir del informe de esta Corporación. 


- Se dio cumplimiento al requerimiento del Tribunal dentro de plazo.


Con la segunda, recibida el día 31 de mayo pasado, comunica, mediante oficio, que ha acogido a trámite una ampliación del mentado recurso y requiere, a esta Corporación, que informe, dentro del término de ocho días, al tenor de la referida ampliación, debiendo acompañar todos los antecedentes que obren en su poder, bajo el apercibimiento de prescindir del informe de esta Corporación.


- Se toma conocimiento y se reiterará lo informado al Tribunal.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Escalona, solicita recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley en materia de inhabilidades para integrar el directorio de una sociedad deportiva profesional (Boletín N° 7.505-07), sea conocido por la Comisión de Hacienda en lugar de la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Se accede.

- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Chahuán solicita obtener el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran para modificar el Código Sanitario, a fin de establecer la obligación de los recintos de alta concentración de público de contar con un desfibrilador externo portátil, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.


Así se acuerda.

- - -


Luego, el mismo Honorable Senador solicita recabar igual asentimiento para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara para modificar la ley Nº 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, a fin de contemplar el beneficio laboral que indica, en favor de los miembros de organizaciones del voluntariado, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.


Se accede.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Larraín Fernández se refiere a las comunicaciones de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Valparaíso, de las que se ha dado cuenta, en el marco de un recurso de protección que está conociendo, y solicita que se envíe copia de ellas y de los oficios de respuesta de la Corporación a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Así se acuerda.


Al respecto, intervienen los Honorables Senadores señores Zaldívar y Walker (don Patricio).

- - -


Finalmente, el señor Presidente saluda a los estudiantes de tercer año de la carrera de pedagogía en Educación Básica de la Universidad UCINF, invitados por la Honorable Senadora señora Alvear, y al señor Alcalde de Mulchén, don Jorge Rivas, con una delegación de vecinos y dirigentes de la comuna, invitados por el Honorable Senador señor Sabag, quienes se encuentran en las tribunas.
- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite la introducción de la televisión digital terrestre, con segundo y nuevo segundo informe de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, e informe de la

Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia y solicita el acuerdo de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, y el asesor de esa Subsecretaría, señor Andrés Rodríguez. Se accede.


El señor Secretario General expresa que este proyecto tiene el Boletín N° 6.190-19 y urgencia calificada de “suma”.

Destaca que la única materia pendiente es la relativa a la propuesta de las Comisiones unidas para los incisos séptimo y octavo del artículo 15, contenido en el número 12 -que pasaría a ser 14- del artículo 1° del proyecto -cuyo debate se reabrió en su momento-, y para la cual se pidió segunda discusión.

- - -

Luego, el Honorable Senador señor Gómez, a nombre del Comité Partido Radical Social Demócrata, solicita aplazamiento de la votación, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento del Senado, petición que posteriormente retira.

- - -


Enseguida, la Sala acuerda considerar una propuesta del Ejecutivo que reemplaza el texto de los incisos séptimo y octavo del artículo 15 de que se trata, que es del siguiente tenor:


“En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que fuere su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido condenado de manera reiterada por infracción a las leyes N° 17.336, N° 19.889 y N° 20.243, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o que hubiese sido sancionado, durante la vigencia de su concesión, con más de dos suspensiones de transmisiones por la causal establecida en el artículo 33 N° 3 de esta ley.

Dentro del primer mes de los últimos doce meses de vigencia de la concesión, el Consejo comunicará a la concesionaria que no tendrá derecho preferente conforme con el inciso anterior, cuando fuere el caso, la que podrá reclamar de la determinación por no ajustarse a derecho, de acuerdo a procedimiento establecido en el inciso segundo y siguientes del artículo 27. Si la concesionaria no reclamare o su reclamación fuere rechazada en definitiva, se procederá a la asignación de la concesión conforme con los incisos siguientes. Si la reclamación no estuviere resuelta al concluir la duración de la concesión, ésta se prorrogará hasta que la reclamación quede resuelta. En caso de ser acogida, se entenderá que la concesionaria tendrá derecho preferente desde el vencimiento original del plazo de duración de su concesión.”.


A este respecto, intervienen el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y los Honorables Senadores señores Letelier, Chahuán Novoa y Sabag.

En el debate se propone efectuar la siguiente modificación al texto propuesto: reemplazar la oración “que hubiese sido condenado de manera reiterada por infracción a las leyes N° 17.336, N° 19.889 y N° 20.243” por “que hubiese sido condenado dos o más veces por infracción a las leyes         Nº 17.336, Nº 19.889 o Nº 20.243”.


Cerrado el debate, el señor Presidente somete a votación la propuesta del Ejecutivo, con la enmienda reseñada, que es aprobada por 24 votos a favor y 3 en contra, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Novoa y Rossi. 
- - -


Concluida la votación, interviene el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión:


1. En el artículo 1°:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 1º.- El Consejo Nacional de Televisión, en adelante “el Consejo”, es la institución autónoma de rango constitucional creada por el inciso sexto del numeral 12 del artículo 19 de la Constitución Política de la Republica, cuya misión es velar por el correcto funcionamiento de todos los servicios de televisión que operan, u operen a futuro, en el territorio nacional. Estará dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, y se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“Al Consejo Nacional de Televisión no le serán aplicables las normas generales o especiales, dictadas o que se dicten para regular a la Administración del Estado, tanto centralizada como descentralizada, salvo lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, y en la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, aprobada por el artículo primero de la ley N° 20.285, y en el Título VI de la presente ley.”.


c) Reemplázase, el actual inciso segundo, por el siguiente


“Para los efectos de velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión, tendrá su supervigilancia y fiscalización, en cuanto al contenido de las emisiones que a través de ellos se efectúen, salvo en las materias técnicas normadas y supervisadas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones.”.


d) Reemplázase el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, por los siguientes:


“Se entenderá por correcto funcionamiento de estos servicios el permanente respeto, a través de su programación, de la democracia, la paz, el pluralismo, el desarrollo regional, el medio ambiente, la familia, la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud, la dignidad humana y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre hombres y mujeres, así como el de todos los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Para efectos de esta ley, se entenderá por pluralismo el respeto a la diversidad social, cultural, étnica, política, religiosa, de género, de orientación sexual e identidad de género, siendo deber de los concesionarios y permisionarios de servicios de televisión, regulados por esta ley, promover en los contenidos entregados la observancia de estos principios, excluyendo aquellos que atenten contra estos mismos.


Asimismo, se entenderá que el correcto funcionamiento de esos servicios comprende el acceso público a su propuesta programática y que en la difusión de ella, en la forma y de la manera que cada concesionario determine, se cautelen los derechos y principios a que hacen referencia los incisos anteriores.


De igual manera el correcto funcionamiento de estos servicios comprende el cabal cumplimiento, por parte de los concesionarios y permisionarios, de las leyes N°s 17.336, 19.889 y 20.243.


También se podrá considerar la satisfacción del correcto funcionamiento, entre otras cosas, la incorporación de facilidades de acceso a las transmisiones para personas con necesidades físicas especiales, la transmisión de campañas de utilidad pública a que hace referencia la letra m) del artículo 12, y la difusión de programación de carácter educativo, cultural o de interés nacional.


Asimismo, se entenderá el correcto funcionamiento como el respeto y promoción, a través de su programación, de los derechos, culturas, lenguas y dignidad de los pueblos originarios, la no discriminación y su expresión en la igualdad de derechos y trato entre los pueblos.”.


2. En el artículo 2°:


“a) Reemplázanse los literales a) y b) del inciso primero por los que se indican a continuación:


“a) Un Consejero de libre designación del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo y adecuado funcionamiento del Consejo, que se desempeñará como Presidente del mismo.


b) Diez Consejeros designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cautelando que en la integración del Consejo se respete el pluralismo y la paridad de género.”.


b) Elimínase en su inciso segundo la palabra “secreta”.


c) Sustitúyese en el inciso cuarto, la última oración, que dice “En toda nueva proposición el Presidente deberá mantener el pluralismo de la integración.”, por la siguiente: “En toda nueva proposición el Presidente deberá cautelar el pluralismo y la paridad de género en su integración.”. 


d) Intercálase, en el inciso quinto, a continuación de la expresión “proposición,”, la frase “pudiendo repetir nombres o insistir con los mismos nombres,”.


e) Reemplázase, el inciso octavo, por el siguiente:


“Los Consejeros deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, tales como: ser una persona que cuente con una reconocida trayectoria en el ámbito social, de la cultura, de las artes o de las comunicaciones; haber sido agraciado como Premio Nacional en cualquiera de sus menciones; ser miembro de alguna de las Academias del Instituto de Chile; haber sido Parlamentario; ser o haber sido Profesor Universitario; ser o haber sido Director o Rector de Establecimientos de Educación Media o Superior de reconocido prestigio nacional, o ser una persona representativa de los pueblos originarios. El nombramiento se hará mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.


3. Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Consejo tendrá un Secretario General, que será elegido o removido, en su caso, con el voto conforme de siete Consejeros en ejercicio. Este profesional será ministro de fe respecto de las actuaciones del Consejo, y tendrá las demás facultades y atribuciones que el Consejo le designe, siempre que no sean de carácter administrativo.


Asimismo, el Consejo tendrá un Secretario Ejecutivo, que será elegido o removido, en su caso, con el voto conforme de siete Consejeros en ejercicio, y que tendrá las facultades y atribuciones a que hace referencia el artículo 14 ter de esta ley.”.


4. En el artículo 5°:


a) Sustitúyese el número 1 del inciso primero por el siguiente:


“1.- Voto conforme de siete de sus miembros en ejercicio para: designar y remover al Vicepresidente del Consejo; designar y remover al Secretario Ejecutivo del mismo; designar y remover al Secretario General del Consejo; declarar la caducidad de una concesión o decretar una suspensión de transmisiones; recabar de la Corte Suprema la declaración de existencia de alguna de las causales c), d) y e) contempladas en el artículo 10 de esta ley.”.


b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “El Consejo no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes” por “El Consejo determinará el número de sesiones ordinarias mensuales que requiera, no pudiendo ser inferior a dos”.


5. En el artículo 8º:


a) Sustitúyese el número 3 del inciso primero, por el siguiente:


“3.- Las personas que, a cualquier título, desempeñen funciones remuneradas en la Administración del Estado o en empresas en que el Estado tenga participación en su propiedad, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.”.


b) Agréganse, los siguientes incisos finales:


“Durante su mandato y hasta seis meses después del cese de sus funciones, los consejeros estarán inhabilitados para ejercer un empleo en cualquier concesionaria de servicios de radiodifusión televisiva que pudiese verse beneficiada directamente por las resoluciones del Consejo.


Los miembros del Consejo y su planta directiva no podrán tener intereses económicos en empresas u otras entidades dedicadas a la fabricación o venta de equipos de telecomunicaciones o al negocio de la comunicación por cable, radio o que use del espectro electromagnético; o que de algún otro modo estén relacionados con éstas a través de acciones, bonos u otro. No obstante, si al momento de su nombramiento un miembro posee intereses en una de estas empresas o entidades, tendrá un plazo de treinta días para regularizar su situación ante la ley.”.


6. Reemplázase el inciso segundo del artículo 10, por el siguiente:


“La existencia de las causales establecidas en las letras c), d) y e) precedentes, serán conocidas y declaradas por el Pleno de la Corte Suprema a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de diez de sus miembros, del propio Consejo, o de cualquier persona, tratándose de la causal de la letra d).”.


7. Sustitúyense, en el artículo 11, las expresiones “tres” y “nueve”, por “seis” y “veinticuatro”, respectivamente.


8. En el artículo 12:


a) Sustitúyense los párrafos primero y segundo de su letra b), por los siguientes:


“b) Promover, financiar o subsidiar la producción, los costos de transmisión o la difusión de programas de alto nivel cultural, de interés nacional, regional, local o comunitario; de contenido educativo; que propendan a la difusión de los valores cívicos y democráticos; o, que promuevan la diversidad en los contenidos televisivos y reflejen la conformación plural de la sociedad, así calificados por el mismo Consejo, sin perjuicio que para el financiamiento o subsidio de la programación cultural, deberá ser escuchado, en forma previa, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Anualmente, la Ley de Presupuestos del Sector Público contemplará los recursos necesarios, de acuerdo con lo establecido en la letra a) del artículo 32 de esta ley.


Estos recursos deberán ser asignados por el Consejo, previo concurso público en el que podrán participar concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y productores independientes. En el caso de asignaciones a productores independientes, antes de la entrega de los recursos, el productor beneficiado deberá, dentro de los 60 días siguientes a la resolución del concurso, acreditar que la transmisión del respectivo programa en las condiciones de horario y niveles de audiencia preceptuados en las bases está garantizada por una concesionaria de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción o permisionario de servicios limitados de televisión en los casos y formas previstos en dichas bases. Vencido dicho plazo sin que se acredite esta circunstancia, la asignación beneficiará al programa que haya obtenido el segundo lugar en el concurso público respectivo. Para estos efectos, el Consejo, al resolver el concurso, deberá dejar establecido el orden de preferencia.


El Consejo Nacional de Televisión deberá establecer un sistema escalonado de beneficios, de manera de favorecer especialmente la difusión de la programación de concesionarios regionales, locales, y locales de carácter comunitario.


El Consejo Nacional de Televisión deberá siempre velar por el cumplimiento de la ley Nº 20.422 y su reglamento.  En el caso que se emitan programas de acuerdo con el párrafo primero de esta letra b) los concesionarios y permisionarios deberán siempre incluir el correspondiente subtitulado oculto para ser visualizado especialmente por personas con discapacidad auditiva.


Las bases del concurso deberán contemplar las garantías que aseguren el cumplimiento de las obligaciones asumidas por el adjudicatario definitivo.”.


b) Sustitúyese la letra c), por la siguiente:


“c) Realizar, fomentar y encargar estudios en todos los ámbitos relativos a sus funciones y atribuciones. Especialmente, el Consejo deberá considerar estudios sobre la programación transmitida, tanto a nivel nacional como regional, en ámbitos vinculados a la cultura, educación, medioambiente y demás materias de interés general y sus efectos sobre la formación de los niños, jóvenes y adultos. Asimismo, el Consejo podrá solicitar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones estudios relativos a la cobertura en una o más zonas de servicio. Los estudios que se encarguen serán públicos y deberán ser objeto de licitación pública o concurso público, según corresponda. Los estudios que se encarguen a terceros deberán ser objeto de licitación pública.”.


c) Agrégase en la letra d), el siguiente párrafo nuevo:


“Cuando dicha información se refiera a materias societarias y financieras las entidades concesionarias de servicios de televisión, cualquiera sea su estatuto jurídico, deberán proporcionar al Consejo las mismas informaciones, que una sociedad anónima abierta debe proporcionar a la Superintendencia de Valores y Seguros, debiendo el Consejo observar las mismas obligaciones y limitaciones en relación a la difusión pública de las informaciones recibidas.”.


d) Sustitúyese la letra j), por la siguiente:


“j) Establecer su reglamento interno de funcionamiento.


En este reglamento el Consejo deberá contemplar la organización y funcionamiento de comités asesores en materia de televisión, en los cuales podrá dar participación a representantes de los Ministerios de Educación, de Transportes y Telecomunicaciones y del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes; de los concesionarios u operadores de televisión; de organizaciones de padres de familia; de organizaciones de educadores y de organizaciones de salud y entidades dedicadas a la actividad cultural en todas o cualesquiera de sus manifestaciones. Igualmente, el Consejo podrá llamar a integrar los comités aquí señalados a aquellas personas o entidades que considere conveniente, por los aportes que puedan proporcionar al desarrollo y correcto funcionamiento de la televisión como medio de comunicación social. Ningún miembro del Consejo podrá formar parte de comités asesores de televisión.


Los comités asesores tendrán por objeto evacuar los informes que el Consejo Nacional de Televisión les solicite sobre las materias que les indique o aquellas que considere convenientes para el mejor cumplimiento de los objetivos de esta ley. Con todo, dichos informes no podrán referirse a materias relacionadas con el ejercicio de las facultades sancionadoras del Consejo ni al otorgamiento o término de concesiones excepto en el caso de que se trate de concesiones de carácter comunitario, en que el Consejo deberá formar comités asesores que escucharán, mediante audiencias públicas, a las organizaciones sociales que así lo requieran para la elaboración del correspondiente informe.”.


e) Agrégase, a continuación del punto aparte (.) con que termina su letra k), el que pasará a ser punto seguido (.), lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo deberá concurrir al Senado de la República una vez al año, con el objeto de informar sobre el cumplimiento de sus funciones.”.


f) Reemplázase la letra l) por la siguiente:


“l) Establecer que los concesionarios deberán transmitir a lo menos cuatro horas de programas culturales a la semana, entendiéndose por tales aquellos que se refieren al sentido simbólico y a la dimensión artística, los dedicados a las artes o a las ciencias y los valores que emanen de las identidades multiculturales existentes en el país, así como los relativos a la formación cívica de las personas, los destinados al fortalecimiento de las identidades nacionales, regionales o locales, como fiestas o celebraciones costumbristas y aquellos destinados a promover el patrimonio universal y, en particular, el patrimonio nacional. Dos de estas cuatro horas deberán transmitirse en horarios de alta audiencia fijados por el Consejo, quedando a criterio de cada concesionaria determinar el día y la hora dentro de dichos horarios. El equivalente en tiempo de las otras dos horas, determinado también por el Consejo, podrá transmitirse en otros horarios. Cuando en una misma zona de servicio se opere, controle o administre más de una señal de televisión, la obligación deberá cumplirse en cada una de las señales. En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, esta exigencia se cumplirá considerando el total de señales que conformen su oferta básica.


El Consejo dictará las normas generales para sancionar la transmisión de programas que contengan violencia excesiva, truculencia, pornografía o participación de niños o adolescentes en actos reñidos con la moral o las buenas costumbres. Asimismo, el Consejo deberá dictar las normas generales destinadas a impedir que los menores se vean expuestos a programación y publicidad que pueda dañar seriamente su salud y su desarrollo físico y mental.


Se considerará como circunstancia agravante el hecho que la infracción se cometa en horas de transmisión a las que normalmente tenga acceso la población infantil.


Tales normas podrán incluir la designación de horarios sólo dentro de los cuales se podrá exhibir programación no apta para menores de edad la que estará, en todo caso, precedida de una advertencia visual y acústica o identificada mediante la presencia de un símbolo visual durante toda su duración.


El incumplimiento de lo dispuesto en los incisos precedentes será sancionado de acuerdo a lo establecido en el número 2 del artículo 33 de esta ley.


Las normas que dicte el Consejo y sus modificaciones deberán publicarse en el Diario Oficial y regirán desde la fecha de su publicación.”.


g) Agrégase la siguiente letra m):


“m) Dictar normas generales y obligatorias para los concesionarios y los permisionarios de servicios limitados de televisión, relativas a la obligación de transmitir campañas de utilidad o interés público. 


Se entenderá por campaña de interés público a aquellas transmisiones diseñadas por las autoridades competentes, para estos efectos el Ministerio Secretaría General de Gobierno, que se han de emitir con el objeto de proteger a la población y difundir el respeto y promoción de los derechos de las personas. Las campañas de interés público podrán tener carácter nacional o regional y deberán ser transmitidas con subtitulado y lenguaje de señas de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 de la ley Nº 20.422.


El Ministerio Secretaría General de Gobierno determinará cuáles serán las campañas de utilidad o interés público, enviando la estructura, diseño y contenidos fundamentales de la o las campañas al Consejo, el que deberá aprobarlas, en un plazo no superior de 15 días corridos, con el voto conforme de al menos siete de sus miembros en ejercicio. Producida su aprobación, el Consejo remitirá a los concesionarios y permisionarios de servicios limitados de televisión la resolución respectiva con todos sus antecedentes, junto a las instrucciones adicionales que fueren necesarias para la transmisión de la campaña con vistas en el cumplimiento de los objetivos de la misma.


Estas campañas no podrán durar en total más de cinco semanas al año, ni más de sesenta segundos por cada emisión, y hasta completar veintiún minutos a la semana. Los permisionarios de servicios limitados de televisión cumplirán esta obligación en aquellas señales que cuenten con los mecanismos para exhibir publicidad nacional.


La limitación de cinco semanas al año podrá renovarse siempre que sea necesario bajo consideraciones de especial relevancia e interés público. Para ello se requerirá el acuerdo de siete de sus miembros en ejercicio. Sobre esta extensión los concesionarios de servicios de televisión y los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán cobrar al Estado la exhibición de estas campañas a las tarifas no mayores y descuentos no menores que los que ofrezcan a cualquier cliente de publicidad comercial.”.


9. Sustitúyese el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13.- El Consejo no podrá intervenir en la programación de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción ni en la de los servicios limitados de televisión. Sin embargo, podrá: a) adoptar las medidas tendientes a evitar la difusión de películas que no corresponda calificar al Consejo de Calificación Cinematográfica de programas o publicidad que atenten contra la moral, las buenas costumbres o el orden público; b) determinar la hora a partir de la cual podrá transmitirse material fílmico calificado para mayores de dieciocho años de edad por el Consejo de Calificación Cinematográfica. La publicidad, autopromociones, resúmenes y extractos de este tipo de programación que sea catalogada por el Consejo como inapropiada para menores de edad, sólo podrán emitirse en esos mismos horarios, c) establecer restricciones y limitaciones a la exhibición de productos cuya publicidad se encuentre prohibida o limitada en virtud de la normativa vigente, ya sea respecto de sus horarios de exhibición o en aspectos cualitativos de sus contenidos, y d) fijar, de manera general, un porcentaje de hasta un 40% de producción chilena en los programas que transmitan los canales de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción. Este porcentaje deberá incluir la exhibición de películas, documentales y cortometrajes de producción nacional independiente. 


Los concesionarios de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y permisionarios de servicios limitados de televisión serán exclusiva y directamente responsables de todo y cualquier programa, nacional o extranjero, que transmitan, aun cuando se trate de transmisiones o retransmisiones vía satélite. 


Se prohíbe la transmisión o exhibición de películas calificadas con contenido pornográfico o excesivamente violento, por el Consejo de Calificación Cinematográfica, en los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.


Los prestadores de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción y de servicios limitados de televisión, sólo podrán solicitar o generar información de medición de audiencia, a contar de las 3:00 horas del día siguiente de haberse emitido el programa del cual se trate. A lo dispuesto en el presente inciso, se aplicará lo señalado en el artículo 33 en caso de incumplimiento.


El Consejo no tendrá atribuciones para intervenir en los otros servicios de telecomunicaciones que sea factible prestar a través de las redes de los concesionarios, sin perjuicio de las atribuciones que le competen para velar por el correcto funcionamiento de los servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.”.


10. Derógase el artículo 13 bis.


11. Sustitúyese el artículo 14, por el siguiente:


“Artículo 14.- El Consejo deberá adoptar medidas y procedimientos a fin de asegurar que en los programas de noticias, de opinión y de debate político que se emitan por cualquier señal de televisión de libre recepción y de permisionarios de servicios limitados de televisión, se respete debidamente el principio del pluralismo, cualquiera sea la plataforma tecnológica por la que ésta se transmita.”.


12. Sustitúyese, el artículo 14 bis por el siguiente:


“Artículo 14 bis.- El Presidente del Consejo Nacional de Televisión dirigirá la Institución y, como tal, tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


a) Presidir las sesiones del Consejo.


b) Disponer las citaciones a sesiones ordinarias o extraordinarias del Consejo y conformar la tabla de asuntos a tratar, con la colaboración del Secretario General y oyendo al Secretario Ejecutivo.


c) Hacer cumplir los acuerdos del Consejo en la forma señalada en el Reglamento, como asimismo, las sanciones que aquél determine aplicar.


d) Representar personalmente al Consejo ante las autoridades, personas y entidades en los actos públicos, reuniones o eventos que lo ameriten.


e) Delegar, en todo o en parte, sus funciones administrativas en el Secretario Ejecutivo.


f) Concurrir a la celebración de todos los actos y contratos de acuerdo con las instrucciones que le imparta el Consejo.


g) Planificar, dirigir, organizar, coordinar y supervigilar el funcionamiento administrativo del Servicio, pudiendo delegar, en todo o en parte, estas funciones en el Secretario Ejecutivo.


h) Representar judicial y extrajudicialmente al Consejo Nacional de Televisión, pudiendo delegar, en todo o en casos específicos, esta función en el Secretario Ejecutivo.


i) Efectuar el nombramiento y la remoción de los funcionarios que se desempeñen en los cargos de planta y a contrata del Consejo, en conformidad a las disposiciones legales que sean aplicables a su personal, y pronunciarse respecto de las causales de expiración de funciones que puedan afectar a dicho personal, de acuerdo con esas mismas disposiciones.”.


13. Agrégase el siguiente artículo 14 ter:


“Artículo 14 ter.- El Secretario Ejecutivo asistirá a las sesiones del Consejo con derecho a voz.


Le corresponderá especialmente:


a) Concurrir a la celebración de todos los actos y contratos de acuerdo a la delegación de funciones y atribuciones que le hubiese otorgado el Presidente del Consejo.


b) Las demás facultades y atribuciones que el Presidente le delegue para la mejor dirección de la Institución.


c) Representar personalmente al Consejo ante las autoridades, personas y entidades en los actos públicos, reuniones o eventos que lo ameriten, de acuerdo a la delegación de funciones que al efecto hubiese realizado el Presidente.”.


14. Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15.- Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción a que hace referencia el artículo 17 sólo se otorgarán a personas jurídicas cuyo plazo de vigencia no podrá ser inferior al de la concesión. Las concesiones de radiodifusión televisiva con medios propios durarán veinte años, y las concesiones de radiodifusión televisiva con medios de terceros durarán cinco años.


Para el caso de las concesiones con medios propios, el Consejo, con ciento ochenta días de anticipación al vencimiento del plazo de vigencia de dichas concesiones, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declara caducada una concesión, o dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que sea requerido para ello por cualquier particular interesado en obtener una concesión no otorgada, llamará a concurso público. El llamado se hará para una o varias localidades y para otorgar frecuencias específicas en una zona geográfica determinada. El llamado a concurso deberá publicarse en el Diario Oficial por tres veces, mediando no menos de tres ni más de cinco días hábiles entre cada publicación. El Consejo aprobará las bases del respectivo concurso, las que deberán incorporar los aspectos técnicos que informe la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Dichas bases deberán señalar con claridad y precisión la naturaleza y la extensión de la concesión que se concursa y sólo podrán exigir requisitos estrictamente objetivos.


El Consejo deberá cuidar en cada llamado que, considerando la disponibilidad total de frecuencias de la banda que se asigne para el servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción digital, se cumpla con la reserva de concesiones establecida en el artículo 50.


La concesión con medios propios será asignada al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del respectivo concurso, y cumpliendo estrictamente con las exigencias relativas a su proyecto financiero y a las condiciones personales que la ley exige para ser titular o administrar una concesión, o representar o actuar en nombre de la concesionaria, ofrezca las mejores condiciones técnicas para garantizar una óptima transmisión.


En el caso de concesiones locales de carácter comunitario, el Consejo deberá atenerse siempre al procedimiento definido en la letra j) del artículo 12 de esta ley. 


Se entenderá, sin necesidad de mención expresa, que toda postulación tiene la obligación irrestricta de atenerse y mantener permanentemente el “correcto funcionamiento” del servicio, en los términos establecidos en el artículo 1º de esta ley.


En toda renovación de una concesión con medios propios, la concesionaria que fuere su titular tendrá derecho preferente para su adjudicación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que garantice una óptima transmisión. Sin perjuicio de lo anterior, no gozará de derecho preferente aquel concesionario que hubiese sido condenado dos o más veces por infracción a las leyes Nº 17.336, Nº 19.889 o Nº 20.243, durante el año calendario inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, o que hubiese sido sancionado, durante la vigencia de su concesión, con más de dos suspensiones de transmisiones por la causal establecida en el artículo 33, Nº 3, de esta ley.


Dentro del primer mes de los últimos doce meses de vigencia de la concesión, el Consejo comunicará a la concesionaria que no tendrá derecho preferente conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando fuere el caso, la que podrá reclamar de la determinación por no ajustarse a derecho, de acuerdo al procedimiento establecido en los incisos segundo y siguientes del artículo 27. Si la concesionaria no reclamare o su reclamación fuere rechazada en definitiva, se procederá a la asignación de la concesión conforme a los incisos siguientes. Si la reclamación no estuviere resuelta al concluir la duración de la concesión, ésta se prorrogará hasta que la reclamación quede resuelta. En caso de ser acogida, se entenderá que la concesionaria tendrá derecho preferente desde el vencimiento original del plazo de duración de su concesión.


No obstante lo señalado en este artículo, el Consejo otorgará concesiones con medios de terceros en cualquier tiempo y sin concurso, en el caso que en la solicitud respectiva se declare expresamente que el interesado utilizará medios de terceros que cuenten con capacidad para efectuar la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital. Las solicitudes a que se refiere este inciso deberán cumplir con todos los requisitos legales y los que el Consejo establezca para asegurar su correcto funcionamiento. Sin perjuicio de los demás antecedentes que determine el Consejo, en conformidad a la ley, las solicitudes deberán acompañar la declaración sobre la naturaleza del servicio a que se refiere el artículo 22.


El procedimiento establecido en el inciso precedente se aplicará también al caso del concesionario que sea titular de una concesión de radiodifusión televisiva con medios propios otorgada por concurso público de conformidad con este artículo y que desee emitir señales de televisión adicional, empleando para ello los medios radioeléctricos contemplados en su concesión de radiodifusión televisiva.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrán otorgarse nuevas concesiones con medios propios a aquellas personas jurídicas que ya sean titulares de una concesión de la misma naturaleza, o bien controlen o administren a otras concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, que hayan sido otorgadas por concurso público, en la misma zona de servicio, salvo que:


a) Se trate de una segunda concesión con medios propios a que puede optar Televisión Nacional de Chile, y que tenga por objeto la transmisión de señales de la propia concesionaria de carácter regional o de otros concesionarios que no cuenten con medios propios, en cuyo caso se entenderá que la capacidad de trasmisión de esta nueva concesión constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17.


b) Se trate de concesionarios de servicios intermedios de infraestructura que únicamente provean medios de transmisión a otros concesionarios. La capacidad de transmisión de estas nuevas concesiones constituirá un remanente para todos los efectos contemplados en el artículo 17.


Las limitaciones que establecen los incisos precedentes afectarán también al grupo empresarial respectivo, conforme al artículo 96 de la ley Nº 18.045.


Tampoco podrán otorgarse nuevas concesiones de radiodifusión televisiva, por un plazo de 10 años, a aquellas concesionarias que hubiesen sido sancionadas de conformidad al número 4 del inciso primero del artículo 33 de esta ley.


15. Agréganse los siguientes artículos 15 ter y 15 quáter:


“Artículo 15 ter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ser de cobertura nacional, regional, local o local de carácter comunitario, conforme con las siguientes características:


a) Nacionales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen cualquier nivel de presencia, en más del 50% de las regiones del país.


b) Regionales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen cualquier nivel de presencia en una o más regiones, pero en no más del 50% de las regiones del país. En caso de presencia en sólo una región, dichas concesiones deberán comprender un alcance efectivo igual o superior al 25% de la población o una cobertura igual o superior al 50% de las comunas de dicha región.


c) Locales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen presencia en sólo una región, comprendiendo dentro de ella un alcance efectivo inferior al 25% de su población o con una cobertura inferior al 50% de las comunas de dicha región.


d) Locales de carácter comunitario: aquellas personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, que sean titulares de una sola concesión dentro de los márgenes de presencia establecidos para los concesionarios de cobertura local y que no podrán formar cadenas ni redes de manera permanente. Dichos concesionarios deberán velar por la promoción del desarrollo social y local, debiendo dar cabida a aquella producción realizada por grupos sociales o personas que residan en la zona de cobertura de su concesión. Podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias constituidas en conformidad a la ley N° 19.418, las comunidades agrícolas y las comunidades y asociaciones indígenas, entre otros.


No podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las organizaciones político partidistas ni las entidades religiosas regidas por la ley N° 19.638.


Las concesiones locales de carácter comunitario serán indelegables y se prohíbe su transferencia, venta o cualquier forma de cesión directa o indirecta.


Para efectos de la conformación de un concesionario de servicio de radiodifusión televisiva, se considerará como tal al titular de las concesiones respectivas o a los que se encuentren comprendidos en un mismo grupo empresarial, conforme lo define el artículo 96 de la ley N° 18.045.


Un concesionario será considerado de cobertura nacional o regional si es que en la primera solicitud de concesión que efectúe declara que ella conformará, dentro de un plazo que no excederá de los cinco años, un proyecto nacional o regional, según sea el caso, aunque las condiciones de presencia, cobertura o alcance efectivo que se establecen en este artículo no se satisfagan con la primera concesión solicitada. En caso que un concesionario no cumpla con las coberturas declaradas en su primera solicitud dentro del plazo antes señalado, perderá su carácter de nacional o regional, según sea el caso, ante lo cual deberá adecuar su concesión a alguna de las categorías señaladas en este artículo.”.


Artículo 15 quáter.- Los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ejercer, en forma no discriminatoria, el derecho de retransmisión consentida de sus emisiones, consagrado en el inciso tercero del artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual, respecto de todas sus señales, siempre y cuando, en la zona de servicio respecto de la cual quieran ejercer este derecho, emitan sus señales en tecnología digital y cumplan además con las condiciones de cobertura digital establecida en esta ley. En todo caso, dichos concesionarios, en las zonas donde quieran ejercer este derecho, deberán lograr una cobertura digital de al menos el 85% de la población en la zona de servicio de la concesión de que se trate.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, los permisionarios de servicios limitados de televisión deberán difundir en la región o localidad en que operen, y siempre que sea técnicamente factible, a lo menos cuatro canales regionales, locales o locales de carácter comunitario en sus respectivas grillas o parrillas programáticas. Esta difusión a través de los servicios limitados de televisión no podrá modificar la zona de servicio del concesionario respectivo. Los costos de las interconexiones para la difusión de las señales a que hace referencia este artículo serán siempre de cargo del concesionario. El ejercicio del derecho comprendido en este inciso será excluyente e incompatible con el ejercicio del derecho establecido en el inciso primero del artículo 69 de la ley Nº 17.336 exclusivamente respecto de la retransmisión.


Corresponderá al Consejo Nacional de Televisión decidir, mediante concurso público, qué canales deberán ser difundidos por dichos permisionarios, por un período máximo de cinco años, debiendo mantener una representativa diversidad entre éstos y dando preferencia a las señales de los canales educativos y culturales.


En ningún caso los permisionarios de servicios limitados de televisión podrán intervenir la señal de televisión que difundan de los concesionarios de radiodifusión televisiva.”.


16.- Sustitúyese el artículo 16, por el siguiente:


“Artículo 16.- En caso de transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva de libre recepción, cuando se trate de concesionarios con medios propios, se requerirá la autorización del Consejo, previo informe favorable de la Fiscalía Nacional Económica. En ambas circunstancias, el Consejo podrá denegar dicha autorización solamente en aquellos casos en que no se cumplan los requisitos que se establecen en el artículo 18. El adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que el concesionario entendiéndose subsistentes los compromisos contenidos en el proyecto técnico y debiendo aprobarse un nuevo proyecto financiero presentado por el adquirente, con las exigencias establecidas en el inciso primero del artículo 22. El Consejo podrá requerir la información a que se refiere el inciso segundo del señalado artículo.


Ninguna concesionaria podrá celebrar acto o contrato alguno que implique, legalmente o de hecho, facultar a un tercero para que administre en todo o parte los espacios televisivos que posea la concesionaria o se haga uso de su derecho de transmisión con programas y publicidad propios. Esta prohibición no obsta a acuerdos puntuales esencialmente transitorios destinados a permitir la transmisión de determinados eventos en conjunto, siempre que cada concesionaria mantenga su individualidad y responsabilidad por la transmisión que se efectúa.


En todo caso, lo previsto en el inciso precedente no se aplicará a aquellos concesionarios con medios propios que presten servicios de radiodifusión televisiva a concesionarios con medios de terceros.


En el caso de las concesiones otorgadas por concurso público, además, la autorización previa no podrá solicitarse antes que las obras e instalaciones necesarias para que la transmisión haya sido autorizada de conformidad con el artículo 24 A de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, y que hubiesen transcurrido a lo menos dos años desde la fecha en que se hayan iniciado legalmente las transmisiones. 


La autorización a que se refiere el inciso precedente, la dará el Consejo previo informe de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. Llevada a cabo la transferencia o cesión, el Consejo lo pondrá en conocimiento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, a fin de que ésta realice las actuaciones administrativas que correspondan. 


Salvo autorización fundada del Consejo, la transferencia, cesión, arrendamiento u otorgamiento del derecho de uso a cualquier título del derecho de transmisión televisiva de libre recepción no podrá producir variación de la naturaleza de las señales, conforme con las categorías establecidas en el artículo 15 ter.”.


17. Agrégase el siguiente artículo 17:


“Artículo 17.- La radiodifusión de señales televisivas digitales podrá llevarse a cabo a través de medios radioeléctricos de transmisión pertenecientes al propio concesionario o a través de medios radioeléctricos pertenecientes a terceros, debidamente autorizados.


Para estos efectos, se entenderá como medios de terceros aquella infraestructura, instalaciones y redes destinadas a satisfacer las necesidades de transmisión de los concesionarios de radiodifusión televisiva digital, que no sean de propiedad de estos últimos ni del grupo empresarial del cual formen parte conforme al artículo 96 de la ley Nº 18.045.


El titular de una concesión de radiodifusión televisiva digital que ejerza su derecho a transmitir utilizando medios radioeléctricos propios, otorgados en virtud de su concesión, independientemente de las otras actividades que pueda desarrollar en razón de la misma, deberá destinar la totalidad de su capacidad de transmisión para la emisión de una a varias señales de televisión de libre recepción, de una calidad consistente con las condiciones tecnológicas y competitivas del mercado televisivo, y según las condiciones que fije el Plan de Radiodifusión Televisiva, por lo cual no podrán imponer a los usuarios ningún tipo de cobro.


Será requisito esencial para aquellos concesionarios de carácter nacional, el que transmitan su señal principal con una calidad de alta definición, la que deberá cumplir con los estándares definidos por el Plan de Radiodifusión Televisiva y su normativa complementaria.


En todo caso, los nuevos usos a que se refiere el inciso tercero, no podrán afectar la naturaleza del servicio principal de radiodifusión televisiva de libre recepción. Asimismo, para estos efectos, el proyecto técnico especificará las condiciones de prestación de estos servicios.


Los partidos de la selección nacional de fútbol profesional, que tengan el carácter de oficiales, en el evento de ser transmitidos, deberán serlo a través de señales de televisión de libre recepción, sin perjuicio de las transmisiones que puedan hacer los permisionarios de servicios limitados de televisión.


Asimismo, aquellas señales aptas para ser recibidas por equipos o dispositivos móviles, técnicamente denominada “one seg”, deberán ser siempre de libre recepción.


Los concesionarios de radiodifusión televisiva digital que cuenten con medios radioeléctricos propios para transmitir sus señales televisivas deberán cumplir con las reglas especiales que se señalan en los siguientes literales:


a) Los concesionarios que cuenten con los medios radioeléctricos necesarios para la transmisión de señales de radiodifusión televisiva digital deberán ofrecer el remanente no utilizado de su capacidad de transmisión, mediante ofertas públicas y no discriminatorias, a cualquier concesionario de radiodifusión televisiva de libre recepción.


b) Para estos efectos se debe adjuntar un proyecto técnico a la solicitud de concesión, que deberá contener un estudio especial que dé cuenta de cómo se garantizará el uso efectivo del espectro radioeléctrico asignado por la concesión. Para cumplir con esta obligación, el concesionario se sujetará a la obligación de la letra a) de este artículo, en relación con el excedente de capacidad de transmisión que se destine a ser otorgada a concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción. El Plan de Radiodifusión Televisiva establecerá los parámetros fundamentales de eficiencia espectral para estos servicios.”.


18. Intercálanse en el artículo 18, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando su actual inciso segundo a ser inciso cuarto.


“Las concesiones de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción solicitadas por personas jurídicas con participación de capital extranjero superior al diez por ciento sólo podrán otorgarse si se acredita previamente que en su país de origen se otorgan a los chilenos derechos y obligaciones en similares condiciones a las que estarían sujetos los solicitantes, de obtener la concesión. La infracción a lo dispuesto significará la caducidad de la concesión.


No podrán ser titulares de una concesión las municipalidades, las corporaciones y las fundaciones municipales.”.


19. Agréganse en el artículo 19, los siguientes  incisos finales: 


“La obligación de informar del inciso anterior se extiende a los adquirentes del derecho de uso, a cualquier título, del derecho de transmisión televisiva a que se refiere el artículo 16.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, previo al perfeccionamiento de cualquier modificación o cambio en la propiedad de los concesionarios de radiodifusión televisiva, se deberá contar con el informe de la Fiscalía Nacional Económica referido a su efecto sobre la competencia, la que deberá emitirlo dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los antecedentes. En caso que el informe sea desfavorable, el Fiscal Nacional Económico deberá comunicarlo al Tribunal para efectos de lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. De no evacuarse el informe dentro del referido plazo, se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía, todo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley       N° 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.”.


20. Sustitúyese el artículo 22, por el siguiente:


Artículo 22.- Para participar en los concursos públicos a que se refiere el artículo 15, los postulantes deberán presentar al Consejo Nacional de Televisión una solicitud que contendrá los antecedentes establecidos en las bases del llamado a concurso, los definidos en el inciso primero del artículo 18, y los siguientes:


a) Individualización completa de la concesión a que se postula, indicando su carácter de generalista, educativa-cultural y si se trata de una concesión nacional, regional, local o local de carácter comunitario, de conformidad con las características establecidas en el artículo 15 ter, especificando si se trata de una concesión con medios propios o con medios de terceros. 


b) Un proyecto financiero destinado exclusivamente a la operación de la concesión que se solicita.


c) Un proyecto técnico, debidamente respaldado por un ingeniero o técnico especializado en telecomunicaciones en que se especifiquen las modalidades de transmisión a emplear, propias o contratadas a terceros, además del detalle pormenorizado de las instalaciones y operación de la concesión a que se postula; el tipo de emisión, la zona de cobertura y zona de servicio y demás antecedentes exigidos por esta ley.


d) Una declaración relativa a la orientación de los contenidos programáticos que los postulantes estén interesados en difundir en sus señales.


e) Un certificado que dé cuenta del cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 183-C de la ley N° 20.123. 


f) Declaración jurada en que se indique que se cumple fielmente con la normativa laboral o previsional contendida en la ley N° 19.889, la de propiedad intelectual contenida en la ley N° 17.336 y la de los artistas intérpretes o ejecutantes de prestaciones audiovisuales contenida en la ley      N° 20.243.


La información y antecedentes que proporcionen los postulantes a un concurso público, relativos a la identidad de los solicitantes y a los aspectos más relevantes de su postulación, se mantendrán disponibles en el sitio web del Consejo.”


21. En el artículo 23:


a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 23.- En caso de tratarse de concesionarios con medios propios, el Consejo remitirá a la Subsecretaría de Telecomunicaciones copia de la solicitud o solicitudes que se hayan presentado y del proyecto técnico acompañado en cada caso, a objeto de que este organismo emita un informe respecto de cada solicitud, considerando el cumplimiento de los requisitos formales y técnicos de carácter legal y reglamentario. En caso de existir dos o más solicitudes, deberá establecer, en forma separada y fundamentada, si alguna de ellas garantiza las mejores condiciones técnicas de transmisión o, de ser el caso, si más de una solicitud, conforme con los rangos establecidos en las bases del concurso, garantizan de manera equivalente tales condiciones, en cuyo caso el concurso se resolverá por sorteo público, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente. El o los informes tendrán el valor de prueba pericial. La Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá informar en el plazo de treinta días contado desde la fecha de recepción del oficio por el cual se le solicita informe. El concurso sólo podrá declarase desierto si ninguna de las postulaciones cumple sus requisitos formales y técnicos.”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando su actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Asimismo, en su informe, la Subsecretaría de Telecomunicaciones indicará si existen o no frecuencias radioeléctricas disponibles para operar las concesiones solicitadas. Sin perjuicio de lo señalado, la Subsecretaría mantendrá permanentemente informado al público, mediante un sistema de consulta electrónica, acerca de las frecuencias que se han asignado para prestar el servicio.”.


c) Reemplázase  en el inciso final, la expresión “sobre la base del” por la expresión “considerando si procede el”.


22. Agrégase el siguiente artículo 23 bis:


“Artículo 23 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 15, 22 y 23, en el caso de que exista más de un postulante en el concurso público, ante una situación de igualdad en las condiciones técnicas de los diferentes proyectos y previa verificación del cumplimiento por los postulantes de las exigencias relativas a los proyectos financieros y a las calidades necesarias para ser concesionario, podrá otorgarse más de una frecuencia disponible dentro de la localidad concursada, si ello fuese técnicamente factible. La frecuencia especifica en que operará cada uno de los asignatarios, se resolverá por sorteo público.”.


23. En el artículo 27:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 27.- El Consejo, cumplidos los trámites que se establecen en los artículos 22 y 23, adjudicará la concesión o declarará desierto el concurso. La resolución respectiva se publicará en extracto redactado por el Secretario General del Consejo, por una sola vez, en el Diario Oficial correspondiente a los días 1 ó 15 del mes o al día siguiente si éste fuere inhábil.”.


b) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto por los siguientes:


“Si la reclamación es de oposición a la asignación, el Presidente del Consejo dará traslado de ella al asignatario por el plazo de 10 días hábiles. Simultáneamente, solicitará de la Subsecretaría de Telecomunicaciones un informe acerca de los hechos y opiniones de carácter técnico en que se funda el reclamo. La Subsecretaría deberá evacuar el informe dentro de los 30 días siguientes a la recepción del oficio en que se le haya solicitado, el que tendrá valor de prueba pericial.


Vencido el plazo para el traslado, con o sin la respuesta del asignatario, el Presidente del Consejo, de haber hechos substanciales, pertinentes y controvertidos, recibirá la reclamación a prueba, la que se regirá por las reglas establecidas en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil. Vencido el término de prueba, háyanla o no rendido las partes, el Presidente del Consejo citará a sesión especial para que éste se pronuncie sobre la reclamación. Igual procedimiento se aplicará si la reclamación no se hubiese recibido a prueba. El Consejo deberá resolver dentro de los 15 días hábiles siguientes de vencido el término probatorio.”.


c) En su inciso quinto, sustitúyese la expresión “desierta la licitación pública” por la expresión “desierto el concurso público”.


d) Elimínase en su inciso séptimo, la expresión “Presidente del” y la frase “en Santiago”.


e) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:


“Vencido el plazo para reclamar o ejecutoriada la resolución del Consejo y, en su caso, publicado además en el Diario Oficial el decreto que otorga la concesión de radiodifusión televisiva terrestre, se procederá a dictar la resolución definitiva respectiva, y desde la fecha en que ésta esté, totalmente tramitada y se notifique al interesado, comenzarán a correr los plazos para el inicio de los servicios.”.


24. En el artículo 30:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 30.- Toda solicitud de modificación a una concesión de radiodifusión televisiva de libre recepción con medios propios será dirigida al Consejo Nacional de Televisión, el que remitirá copia de ella, con sus antecedentes, a la Subsecretaría de Telecomunicaciones si la solicitud contempla cuestiones de carácter técnico que requieran de un informe. Ésta la examinará e informará al Consejo Nacional de Televisión, dentro del plazo de treinta días, acerca de los aspectos técnicos involucrados. Si la Subsecretaría de Telecomunicaciones o el Consejo Nacional de Televisión formularen reparos a dicha solicitud, éste los pondrá en conocimiento del interesado a fin de que los subsane dentro del plazo de quince días hábiles. Si así no lo hiciere, la solicitud se tendrá por no presentada para todos los efectos legales, por el solo ministerio de la ley. Si no hubiera reparos o subsanados éstos, el Consejo Nacional de Televisión resolverá sobre la modificación solicitada.”.


b) Intercálase un inciso segundo, del siguiente tenor, pasando el actual a ser tercero:


“Para los efectos del inciso precedente, el Consejo podrá requerir, en lo que corresponda, la información a que se refiere el inciso segundo del artículo 22.”.


25. En el artículo 33:


a) Sustitúyese el Nº 2 del inciso primero, por el siguiente:


“2.- Multa no inferior a 20 ni superior a 200 unidades tributarias mensuales, en caso de tratarse de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva regionales, locales o locales de carácter comunitario. Para el caso de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de carácter nacional, las multas podrán ascender hasta un máximo de 1.000 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en una misma infracción, se podrá duplicar el máximo de la multa.”


b) Intercálase, en el Nº 4, en su letra a), la expresión “y con la cobertura” entre los términos “plazo” y “señalado” de su actual texto, pasando este último a expresarse en su forma plural “señalados”.


c) Reemplázase, en la letra b) del Nº 4 del inciso primero, la referencia “incisos primero y segundo” por “incisos primero y final”, y en el  Nº 3 de la letra d) del mismo Nº 4, suprímese la expresión “inciso final del”. 


d) Agrégase, en el Nº 4, la siguiente letra e), sustituyendo el punto aparte (.) con que éste termina, por un punto y coma (;):


“e) Transferir, ceder, arrendar u otorgar el derecho de uso a cualquier título de una concesión de radiodifusión televisiva otorgada por concurso público, sin la previa autorización del Consejo, autorización que deberá ser otorgada una vez recibido el informe correspondiente por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. La referida autorización no podrá ser denegada sin causa justificada.”.


e) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“Las permisionarias de servicios limitados de televisión sólo podrán ser sancionadas en virtud de infracción a lo dispuesto en el artículo 1° de esta ley, la letra l) de su artículo 12, en el artículo 14 y en el inciso segundo del artículo 15 quáter.”.


26. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 40 bis, la frase “en el inciso final del artículo 1º y en los incisos segundo y tercero del artículo 12” por “en el artículo 1º y en la letra l) del artículo 12”.


27.-En el artículo 43: 


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 43.- Los concesionarios de servicios de televisión que utilicen medios radioeléctricos propios tendrán derecho a las servidumbres que sean necesarias para operar y mantener sus estaciones.”.


b) Agrégase, en su inciso segundo, la siguiente frase final: “, General de Telecomunicaciones, que fue modificada por la ley Nº 20.599, que regula la instalación de antenas y transmisoras de servicios de telecomunicaciones.”.


28. Reemplázase el artículo 46 por el siguiente:


“Artículo 46.- La responsabilidad de los concesionarios de servicios de televisión por las transmisiones que por intermedio de ellos se efectúen, es indelegable. Toda disposición contractual en contrario se tendrá por no escrita. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de contratos de transmisión de contenidos pertenecientes a concesionarios con medios de terceros, se entenderá que la responsabilidad por la transmisión corresponderá al concesionario que los emite y no al titular de la concesión que las transporta.”.


29. En el artículo 47, que modifica la ley N° 18.168:


a) Agrégase el siguiente número 1, nuevo, pasando sus actuales números 1, 2 y 3, a ser 2, 3 y 4, respectivamente:


“1.- Intercálase, en el artículo 2º, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando su inciso segundo a ser inciso tercero:


“El espectro radioeléctrico es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda. En consecuencia: a) su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad, b) ninguna persona natural o jurídica puede atribuirse o pretender el dominio de todo o una parte del espectro radioeléctrico, c) las concesiones que se otorguen a personas naturales o jurídicas son, por esencia, temporales y d) los beneficiados con una concesión podrán pagar al Estado el justiprecio por el uso y goce de la misma en conformidad a esta ley.”.”.


b) Incorpórase, como número 5, el siguiente:


“5. En el artículo 28 D:


a) Agréganse, en la letra c) del inciso primero, los siguientes párrafos segundo y tercero:


“Podrán subsidiarse las inversiones en sistemas de transmisión e infraestructura para promover el aumento de cobertura de radiodifusión televisiva digital de libre recepción y servicios de acceso a Internet, de preferencia en forma simultánea en lugares rurales, insulares o aislados.


Dichos subsidios deberán emplearse preferentemente a financiar las inversiones de concesionarios que deben ofrecer capacidad de transmisión a otros concesionarios, que provean servicios de acceso a Internet y servicios de radiodifusión televisiva digital de libre recepción, en particular, concesionarios con medios de terceros de carácter regional, local y local comunitario.”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Todo subsidio o financiamiento previsto en el presente artículo deberá considerar, además, la convergencia tecnológica de los medios respecto de los cuales se asignan.”.”.


30. Agrégase el siguiente artículo 50:


“Artículo 50.- El Plan de Radiodifusión Televisiva deberá asignar las frecuencias necesarias para la transición de las concesiones de radiodifusión televisiva analógicas a la tecnología digital. Asimismo, deberá reservar frecuencias necesarias para las futuras concesiones de radiodifusión televisiva.


El 40% del total de las concesiones asignables para la televisión digital, entendiéndose por tales aquellas que queden disponibles luego de que se haya llevado a cabo la transición a que hace referencia el artículo primero transitorio de la ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre, serán destinadas a señales de radiodifusión televisiva digital de libre recepción regionales, locales y locales comunitarias, o para aquellas de carácter nacionales o regionales que el Consejo, por resolución, califique como culturales o educativas. Mediante resolución fundada y acordada por no menos de siete de sus miembros, el Consejo podrá aumentar o disminuir este porcentaje, pero, en este último caso, no podrá hacerlo a menos de un 30%. En este porcentaje deberán considerarse dos frecuencias nacionales, destinadas solamente a señales culturales o educativas, así calificadas por el Consejo por resolución. El Consejo por resolución fundada y acordada por no menos de siete de sus miembros, definirá el procedimiento para la asignación de las concesiones respectivas. Dicho procedimiento deberá asegurar que el total del espectro de estas dos frecuencias se destinará para que se realicen ofertas no discriminatorias a concesionarios con medios de terceros.”. 

Artículo 2º.- Intercálase, en el artículo 69 de la ley Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual, el siguiente inciso tercero, pasando su actual inciso tercero a ser cuarto:


“En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, éstos no podrán emitir ni retransmitir, por cualquier medio, en su oferta programática, señales pertenecientes a los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción, sin la expresa autorización de éstos. La emisión y retransmisión de tales señales dará al concesionario el derecho a una retribución, que deberá ser acordada previamente por las partes.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Los concesionarios que fuesen titulares de concesiones de radiodifusión televisiva de libre recepción en la banda VHF al momento de la entrada en vigencia de esta ley, podrán mantener dichas concesiones en la referida banda, quedando en tal caso habilitados para transmitir una sola señal en tecnología analógica, en los términos y condiciones establecidos en el decreto de otorgamiento respectivo.


Artículo Segundo.- Los concesionarios que fueren titulares de concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF y que no se acojan a lo establecido en el artículo transitorio anterior podrán solicitar una nueva concesión con medios propios en la banda UHF, definida para radiodifusión televisiva digital, la que se regirá íntegramente por lo dispuesto en la presente ley, con excepción de lo señalado en el artículo tercero transitorio. Para hacer efectivo el otorgamiento de estas nuevas concesiones, deberán reservarse las frecuencias y seguirse el procedimiento a que hace referencia el inciso primero del artículo tercero transitorio cuando correspondiere.


Aquellos concesionarios que hubiesen optado por solicitar nuevas concesiones de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior, y que consideradas en su conjunto contemplen cualquier nivel de presencia en más del 50% de las regiones del país al momento de entrada en vigencia de la presente ley, o que las obtengan en virtud de concursos llamados con anterioridad al momento de entrada en vigencia de esta ley, tendrán un plazo máximo de cinco años, a contar de tal fecha, para lograr una cobertura digital de al menos un 100% de las concesiones que posean.


Por su parte, las concesionarias de carácter regional, local y local de carácter comunitario deberán alcanzar una cobertura digital de un 100% de las concesiones que detenten en el plazo de cinco años desde la entrada en vigencia de la presente ley.


Durante este período de cinco años o tres años, según corresponda, y su eventual ampliación, los concesionarios que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda VHF y optaren por solicitar nuevas concesiones para radiodifusión televisiva digital en la banda UHF, deberán replicar en la señal principal del nuevo medio radioeléctrico asignado, íntegramente la programación transmitida a través de la señal analógica actual, con la calidad y condiciones que se establezcan en el Plan de Radiodifusión Televisiva. En dicho período los concesionarios estarán autorizados a mantener la señal analógica para el solo efecto de realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital. 


En caso que una concesionaria logre una cobertura digital correspondiente al 100% de las concesiones que posea antes de cumplirse los plazos establecidos en este artículo, podrá, previa resolución fundada de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, adelantar el fin de las transmisiones de su señal analógica y continuar transmitiendo con tecnología digital.


Sin perjuicio de lo anterior, los operadores que fueren titulares de una concesión televisiva de libre recepción en la banda UHF al momento de entrada en vigencia de esta ley, tendrán un plazo máximo de veinticuatro meses, a contar de tal fecha, para lograr la cobertura digital del 100% de las concesiones que posean.


A fin de alcanzar las coberturas señaladas en zonas geográficamente aisladas de difícil recepción, las concesionarias de cobertura nacional podrán emplear soluciones complementarias para la prestación del servicio de televisión de libre recepción. Para estos efectos, la Subsecretaría de Telecomunicaciones fijará en el Plan de Radiodifusión Televisiva la normativa técnica correspondiente. En caso de implementarse las soluciones complementarias antes mencionadas, los receptores deberán estar habilitados para recibir el 100% de las señales de las concesionarias que tengan cobertura nacional y que opten por usar esta solución complementaria.


El incumplimiento de los plazos señalados anteriormente se sancionará conforme al número 4 del inciso primero del artículo 33 de la ley Nº 18.838, y se entenderá como incumplimiento de las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 15 quáter de dicha ley.


Mediante decreto supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá publicarse a más tardar dentro del año previo a que venza el plazo máximo para cumplir con la obligación de cobertura contemplada en los incisos anteriores, se podrá establecer, sólo para aquellos concesionarios que fueren titulares de una o más concesiones televisivas de libre recepción en la banda VHF al momento de entrada en vigencia de esta ley y que hubieren optado por solicitar nuevas concesiones para la transmisión en tecnología digital, y en casos que deberán justificarse, una ampliación del plazo de cinco años antes mencionado.


Lo dispuesto en el inciso quinto no se aplicará a las concesiones que, a la fecha de vigencia de esta ley, no se estén ejerciendo efectivamente mediante la transmisión regular de programas de televisión, salvo que, a igual fecha, se encuentren aún pendientes los plazos establecidos en el decreto que otorgó la concesión para el inicio de sus servicios. Sin perjuicio de las sanciones que corresponda aplicar legalmente, los concesionarios respectivos no podrán optar al uso de frecuencias para efectuar la réplica de señal.


Artículo tercero.- Para los efectos de lo señalado en el artículo transitorio precedente, se reservarán las frecuencias necesarias para realizar el proceso de migración de tecnología analógica a digital. La nueva concesión de radiodifusión televisiva con medios propios empleará la frecuencia reservada y se otorgará de manera directa por el Consejo previa presentación del proyecto técnico establecido en el Plan de Radiodifusión Televisiva y mediante decreto supremo, a solicitud del interesado y para sus renovaciones posteriores estará sujeta al derecho preferente que establece el inciso séptimo del artículo 15 de la ley Nº 18.838 y se entenderá como otorgada por concurso público para todos los efectos legales.


El concesionario dispondrá del plazo de sesenta días contado desde la publicación del Plan de Radiodifusión Televisiva para  efectos de optar a la nueva concesión en las condiciones señaladas en el inciso anterior.


El régimen de incompatibilidades para la titularidad de concesiones será plenamente aplicable a las nuevas concesiones reguladas en los artículos transitorios, sin perjuicio de la coexistencia de transmisiones que según el artículo precedente, existirá hasta el fin de la respectiva migración a la tecnología digital.


Artículo cuarto.- Dentro del plazo de sesenta días hábiles contado desde la entrada en vigencia de esta ley deberán efectuarse las modificaciones que resulten necesarias en el Plan de Radiodifusión Televisiva, a fin de reservar frecuencias para el otorgamiento de concesiones a concesionarios de carácter nacional, regional, local y local de carácter comunitario.


Artículo quinto.- En el caso de las concesiones no contempladas en el artículo 3° transitorio de la ley N° 19.131, el primer período de vigencia de las concesiones otorgadas en virtud del proceso a que se refiere el artículo tercero transitorio, será el tiempo que reste para el vencimiento del plazo original de la concesión transformada.


Artículo sexto.- Aquellas concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción que cuenten con infraestructura y sistemas para la transmisión en zonas fronterizas, extremas o apartadas del territorio nacional, respecto de las cuales no fuesen titulares de concesiones, y que hubiesen sido subsidiadas o financiadas con fondos provenientes del Consejo Nacional de Televisión, deberán acogerse al régimen concesional regulado por la presente ley respecto de dicha infraestructura. Estas concesiones serán asignadas de manera directa por el Consejo, y sus renovaciones posteriores estarán sujetas al derecho preferente que establece el inciso séptimo del artículo 15 de la ley N° 18.838. Asimismo, se entenderán otorgadas por concurso público para todos los efectos legales y les resultará plenamente aplicable el régimen de incompatibilidades a que hace referencia el mencionado artículo 15 de dicha ley.


El Plan de Radiodifusión Televisiva deberá reservar las frecuencias necesarias para el otorgamiento de estas nuevas concesiones. Para estos efectos, las concesionarias tendrán un plazo de treinta días, contado desde la fecha de publicación de esta ley, para informar a la Subsecretaria de Telecomunicaciones respecto de las zonas de cobertura de dicha infraestructura y sistemas y las frecuencias de transmisión utilizadas por las mismas.


Asimismo, a las concesionarias que se sujeten a lo dispuesto en este artículo se les aplicará íntegramente lo establecido en el inciso séptimo del artículo segundo transitorio de la presente ley.”.

_________
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo, con segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas, e

informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia y solicita el acuerdo de la Sala para el ingreso de la señora Superintendenta de Quiebras. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene los Boletines N°s 8.324-03 y 8.492-13, refundidos, y urgencia calificada de “suma”.

Añade que las iniciativas fueron aprobadas en general en las sesiones de 20 de junio de 2012 y 16 de enero de 2013 y refundidas por acuerdo de la Sala de fecha 22 de enero de 2013 y cuentan con un segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas, y con informe de la Comisión de Hacienda.

Destaca que las Comisiones unidas dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones los artículos 13, 32, 43, 62, 85, 87, 139, 141, 181, 200, 244, 304, 307, 309, 319, 335, 337, 344, 346, 351, 355, 356, 358, 363, 370, 382, 383, 386 y 389.

Cabe señalar que, de estas disposiciones, los artículos 141, 307, 337 y 351 inciden en normas de rango orgánico constitucional.
- - -


En primer término, la Sala aprueba los preceptos mencionados que no requieren quórum especial, con el voto en contra de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei y Gómez.
- - -


Seguidamente, se ponen en votación las normas de que se trata que sí requieren quórum especial, las que son aprobadas por 24 votos a favor y 2 en contra, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 141, 307, 337 y 351.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Frei.

- - -


Continuando con su relación, el señor Secretario General señala que las Comisiones unidas efectuaron una serie de enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de una, que será puesta en discusión y votación oportunamente.

Añade que, por su parte, la Comisión de Hacienda realizó cinco enmiendas al texto despachado por las Comisiones unidas, las cuales acordó también por unanimidad. Entre estas enmiendas unánimes se encuentran las recaídas en el artículo 94 y en el artículo 8° transitorio, modificados también por unanimidad en las Comisiones unidas, pero en un sentido diverso.

Recuerda que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o que existan indicaciones renovadas. De estas enmiendas unánimes, las recaídas en los artículos 3°, 19, 69, 143, 144, 148, 297, 298, 302, 305, 311, 313, 315, 316, 318, 320, 321, 322, 324, 326, 327, 328, 330, 331, 339, 343, 347 -con excepción del artículo 463 que contiene, que fue aprobado por mayoría-, 357 y 391, permanentes, y en los artículos 8° y 11, transitorios, inciden en normas de rango orgánico constitucional.

Asimismo, la enmienda recaída en el artículo 375 es una norma de quórum calificado.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía unidas, en su segundo informe, proponen efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:
Epígrafe del Capítulo


Anteponer al número I, el término “CAPÍTULO”.

Artículo 1º


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Ámbito de aplicación de la ley. La presente ley establece el régimen general de los procedimientos concursales destinados a reorganizar y/o liquidar los pasivos y activos de una Empresa Deudora, y a repactar los pasivos y/o liquidar los activos de una Persona deudora.”.

Artículo 2º

Encabezado


Iniciar con minúscula la expresión “Ley”.

Número 1)


Sustituirlo por el siguiente:


“1) Acuerdo de Reorganización Judicial: aquel que se suscribe entre una Empresa Deudora y sus acreedores, con el fin de reestructurar sus activos y pasivos, con sujeción al procedimiento establecido en los Títulos 1 y 2 del Capítulo III. Para los efectos de esta ley, se denominará indistintamente “Acuerdo de Reorganización Judicial” o “Acuerdo”.”.

Número 2)


Reemplazarlo por el siguiente:


“2) Acuerdo de Reorganización Extrajudicial o Simplificado: aquel que se suscribe entre una Empresa Deudora y sus acreedores, con el fin de reestructurar sus activos y pasivos, y que se somete a aprobación judicial con sujeción al procedimiento establecido en el Título 3 del Capítulo III. Para los efectos de esta ley, se denominará indistintamente “Acuerdo de Reorganización Extrajudicial o Simplificado” o “Acuerdo Simplificado”.”.

Número 3)


Iniciar con minúscula el artículo “El” la primera que vez que aparece.

Número 4)


Reemplazarlo por el siguiente:


“4) Audiencia Inicial: aquella que se lleva a cabo en el tribunal competente con presencia del Deudor, si comparece, en un procedimiento de Liquidación Forzosa, en los términos establecidos en el artículo 121.”.

Número 5)


Iniciar con minúscula el término “Aquella” y sustituir el guarismo 126 por 127.

Número 6)


Reemplazarlo por el siguiente:


“6) Audiencia de Fallo: aquella en que se notifica la sentencia definitiva, poniéndose término al juicio de oposición, en los términos establecidos en el artículo 128.”.

Número 7)


Sustituirlo por el siguiente:


“7) Boletín Concursal: plataforma electrónica a cargo de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, de libre acceso al público, en la que se publicarán todas las resoluciones que se dicten y las actuaciones que se realicen en los procedimientos concursales, salvo que la ley ordene otra forma de notificación.”. 

Número 8)


Reemplazarlo por el siguiente:


“8) Certificado de Nominación: aquel emitido por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, en el cual consta la nominación del Veedor o Liquidador, titular y suplente.”.

Número 9)


“9) Comisión de acreedores: aquella que puede designarse en un Procedimiento Concursal de reorganización con el objetivo de supervigilar el cumplimiento del Acuerdo de Reorganización Judicial, con las atribuciones y deberes que el mismo señale; o aquella que puede designarse en Procedimiento Concursal de Liquidación para tomar los acuerdos que la Junta de Acreedores le delegue.”.

Número 10), nuevo


Intercalar como tal el siguiente:


“10) Correo electrónico: medio de comunicación electrónica que permite el envío y recepción de información y documentos electrónicos.”.

Número 10)


Pasa a ser número 11), sustituido por el siguiente:


“11) Cuenta final de administración: aquella rendición de cuentas de su gestión que debe efectuar tanto el Veedor como el Liquidador en la oportunidad prevista en la ley, ante el tribunal, en la que deberá observarse la normativa contable, tributaria y financiera aplicable, así como la de esta ley.”.

Número 11)


Pasa a ser número 12), reemplazado por el siguiente:


“12) Deudor: toda Empresa Deudora o Persona Deudora, atendido el Procedimiento Concursal de que se trate y la naturaleza de la disposición a que se refiera.”.

Número 12)


Pasa ser número 13), sustituido por el siguiente:


“13) Empresa Deudora: toda persona jurídica privada, con o sin fines de lucro, y toda persona natural contribuyente de primera categoría o del número 2) del artículo 42 del decreto ley Nº 824, del Ministerio de Hacienda, de 1974, que aprueba la ley de impuesto a la renta.”.

Número 13)


Pasa a ser número 14), reemplazado por el siguiente:


“14) Informe del Veedor: aquel relativo al Acuerdo de Reorganización Judicial, regulado en el número 8 del artículo 57 de esta ley.”. 

Número 14)


Pasa ser número 15), sustituido por el siguiente:


“15) Junta de Acreedores: órgano concursal constituido por los acreedores de un Deudor sujeto a un Procedimiento Concursal, de conformidad a esta ley. Se denominarán, según corresponda, Junta Constitutiva, Junta Ordinaria o Junta Extraordinaria, o indistintamente “Junta de Acreedores” o “Junta”.”.

Número 15)


Pasa a ser número 16, reemplazándolo por el siguiente:


“16) Ley: ley de Reorganización y Liquidación de activos de Empresas y Personas.”.

Número 16)


Pasa ser número 17), sustituido por el siguiente:


“17) Liquidación Forzosa: demanda presentada por cualquier acreedor del Deudor, conforme al Párrafo 2 del Título 1 del Capítulo IV de esta ley.”.

Número 17)


Pasa a ser número 18), iniciando con mayúscula el término “deudor” y con minúscula la palabra “Ley”.

Número 18)


Pasa ser número 19), sustituido por el siguiente:


“19) Liquidador: aquella persona natural sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, cuya misión principal es realizar el activo del Deudor y propender al pago de los créditos de sus acreedores, de acuerdo a lo establecido en esta ley.”.

Número 19)


Sustituirlo por el siguiente:


“20) Martillero Concursal: aquel martillero público que voluntariamente se somete a la fiscalización de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, cuya misión principal es realizar los bienes del Deudor, en conformidad a lo encomendado por la Junta de Acreedores y de acuerdo a lo establecido en esta ley.”.

Número 20)


Reemplazarlo por el siguiente:


“21) Nómina de Veedores: registro público integrado por las personas naturales legalmente nombradas como Veedores por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, en conformidad al Párrafo 1 del Título 1 del Capítulo II de esta ley.”.

Número 21)


Sustituirlo por el siguiente:


“22) Nómina de Liquidadores: registro público integrado por las personas naturales legalmente nombradas como Liquidadores por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, en conformidad al Párrafo 1 del Título 2 del Capítulo II de esta ley.”.

Número 22)


Reemplazarlo por el siguiente:


“23) Nómina de Árbitros Concursales: registro público integrado por las personas naturales legalmente nombradas como Árbitros Concursales por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, en conformidad al Capítulo VII de esta ley.”.

Número 23)


Sustituirlo por el siguiente:


“24) Nómina de Martilleros Concursales: registro público llevado por la  Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento que integra a los martilleros públicos que cumplen con lo prescrito en el artículo 214 de esta ley.”.

Número 24)


Pasa a ser número 25, con la siguiente modificación: iniciar con minúscula el término “Toda”.

Número 25)


Pasa a ser número 26, con las siguientes modificaciones:

Encabezado


Iniciar con minúscula el término “Se” y eliminar la preposición “a”.

Letra a)


Reemplazar la conjunción “y” la primera vez que aparece por una coma (,), y añadir al final del literal el término “y”, antecedido de una coma (,).

Número 26)


Sustituirlo por el siguiente:


“27) Procedimiento Concursal: aquel regulado en esta ley, denominado indistintamente Procedimiento Concursal de Reorganización de la Empresa Deudora, Procedimiento Concursal de Liquidación de la Empresa Deudora, Procedimiento Concursal de Renegociación de la Persona Deudora y Procedimiento Concursal de Liquidación de los Bienes de la Persona Deudora.”.

Número 27)


Sustituirlo por el que sigue:


“28) Procedimiento Concursal de Liquidación: aquél regulado en el Capítulo IV de esta ley.”.

Número 28)


Reemplazarlo por el siguiente:


“29) Procedimiento Concursal de Reorganización: aquél regulado en el Capítulo III de esta ley.”.

Número 29)


Sustituirlo por el que sigue:


“30) Procedimiento Concursal de Renegociación: aquél regulado en el Capítulo V de esta ley.”.

Número 30)


Reemplazarlo  por el siguiente:


“31) Protección Financiera Concursal: aquel período que esta ley otorga al Deudor que se somete al Procedimiento Concursal de Reorganización, durante el cual no podrá solicitarse ni declararse su liquidación, ni podrán iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restituciones en los juicios de arrendamiento. Dicho período será el comprendido entre la notificación de la Resolución de Reorganización y el Acuerdo de Reorganización Judicial, o el plazo fijado por la ley si aquél no se acuerda.”.

Número 31)


Sustituirlo por el siguiente:


“32) Quórum Especial: el conformado por dos tercios del pasivo total con derecho a voto verificado y/o reconocido, según corresponda, en el Procedimiento Concursal respectivo.”.

Número 32)


Sustituirlo por el siguiente:


“33) Quórum Calificado: el conformado por la mayoría absoluta del pasivo total con derecho a voto verificado y/o reconocido, según corresponda, en el Procedimiento Concursal respectivo.”.

Número 33)


Reemplazarlo por el siguiente:


“34) Quórum Simple: el conformado por la mayoría del pasivo verificado y/o reconocido, según corresponda, con derecho a voto, presente en la Junta de Acreedores, en el Procedimiento Concursal respectivo.”.

Número 34)


Sustituirlo por el que sigue:


“35) Resolución de Admisibilidad: aquella resolución administrativa dictada por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento conforme al artículo 264, que produce los efectos del artículo 265, ambos del Capítulo V de esta ley.”.

Número 35)


Reemplazarlo por el siguiente:


“36) Resolución de Liquidación: aquella resolución judicial dictada en un Procedimiento Concursal que produce los efectos señalados en el Párrafo 4 del Título 1 del Capítulo IV de esta ley.”.

Número 36)


Sustituirlo por el siguiente:


“37) Resolución de Reorganización: aquella resolución judicial dictada en un Procedimiento Concursal que produce los efectos señalados en el artículo 57 de esta ley.”.

Número 37)


Reemplazarlo por el siguiente:


“38) Servicios de Utilidad Pública: aquéllos considerados como consumos básicos, cuyos prestadores se encuentran regulados por leyes especiales y sujetos a la fiscalización de la autoridad, tales como agua, electricidad, gas,  teléfono e internet.”.

Número 38)


Sustituirlo por el que sigue:


“39) Superintendencia: la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento.”.

Número 39)


Reemplazarlo por el siguiente:


“40) Veedor: aquella persona natural sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, cuya misión principal es propiciar los acuerdos entre el Deudor y sus acreedores, facilitar la proposición de Acuerdos de Reorganización Judicial y resguardar los intereses de los acreedores, requiriendo las medidas precautorias y de conservación de los activos del Deudor, de acuerdo a lo establecido en esta ley.”.

Artículo 3º


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3º.- Competencia. Los Procedimientos Concursales contemplados en esta ley serán de competencia del juzgado de letras que corresponda al domicilio del Deudor, sin perjuicio de las disposiciones sobre prórroga de competencia aplicables al efecto.


En las ciudades asiento de Corte, la distribución se regirá por un auto acordado dictado por la Corte de Apelaciones respectiva, considerando especialmente la radicación preferente de causas concursales en los tribunales que cuenten con la capacitación a que se refiere el inciso siguiente.


Los jueces titulares y secretarios de los juzgados de letras que conozcan preferentemente de asuntos concursales deberán estar capacitados en derecho concursal, en especial, sobre las disposiciones de esta ley y de las leyes especiales que rijan estas materias.


Cada Corte de Apelaciones adoptará las medidas pertinentes para garantizar la especialización a que se refiere la presente disposición.


No obstante, los demás tribunales competentes estarán habilitados para conocer de asuntos concursales en el marco de sus atribuciones si, excepcionalmente y por circunstancias derivadas del sistema de distribución de trabajo, ello fuere necesario.


El tribunal al cual corresponda conocer de un Procedimiento Concursal de aquellos contemplados en esta ley, no perderá su competencia por el hecho de existir entre los acreedores y el Deudor personas que gocen de fuero especial.


Para los efectos de lo previsto en este artículo, la Academia Judicial coordinará la dictación de los cursos necesarios para la capacitación en derecho concursal de jueces titulares y secretarios de los juzgados de letras dentro del programa de perfeccionamiento de miembros del Poder Judicial establecido en la ley N° 19.346, que crea la Academia Judicial.”.
Artículo 4º

Encabezado


Añadir la preposición “de” antes del término “Liquidación” e iniciar con minúscula la voz “ley”.

Nº 1)


Incluir el término “procederá” antes del vocablo “contra” y eliminar las palabras “la cual”.

Nº 2)

Párrafo primero


Sustituirlo por el siguiente:


“2) Apelación: procederá contra las resoluciones que esta ley señale expresamente y deberá interponerse dentro del plazo de cinco días contado desde la notificación de aquéllas. Será concedida en el solo efecto devolutivo, salvo las excepciones que esta ley señale, y en ambos casos gozará de preferencia para su inclusión en la tabla y para su vista y fallo.”. 

Párrafo 2º


Reemplazarlo por el siguiente:


“En el caso de las resoluciones susceptibles de recurrirse de reposición y de apelación, la segunda deberá interponerse en subsidio de la primera, de acuerdo a las reglas generales.”.

Nº 3


Añadir el término “procederá” antes de la expresión “en los casos”.

Artículo 5º


Iniciar con minúscula el término “Ley” las dos veces que aparece y eliminar la palabra “correspondiente” y la coma (,) que sigue a la palabra “Civil”.

Artículo 6º


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 6º.- De las notificaciones. Siempre que el tribunal ordene que una resolución se notifique por avisos, deberá realizarse mediante una publicación en el Boletín Concursal, entendiéndose notificada desde la fecha de su inserción en aquél.


Las notificaciones en el Boletín Concursal deberán ser realizadas por el Veedor, el Liquidador o la Superintendencia, según corresponda, dentro de los dos días siguientes a la dictación de las respectivas resoluciones, salvo que la norma respectiva disponga un plazo diferente.


Toda resolución que no tenga señalada una forma distinta de notificación, se entenderá efectuada mediante una publicación en el Boletín Comercial.


Mediante norma de carácter general, la Superintendencia establecerá las formalidades requeridas para efectuar las notificaciones y publicaciones y los requisitos técnicos de operación y seguridad del Boletín Concursal, así como la información que deberá contener y la obligación de actualizarla por quien corresponda.


Cada vez que se establezca que una resolución debe notificarse por Correo Electrónico, se estará a lo dispuesto en la norma de carácter general en cuanto a la forma de efectuarla. En todo caso, en la primera actuación que se realice ante el tribunal o la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, según corresponda, en los Procedimientos Concursales, el Deudor, los acreedores y los terceros interesados señalarán una dirección de Correo Electrónico válida a la cual se deberán efectuar las notificaciones conforme a lo dispuesto precedentemente.


La notificación por Correo Electrónico enviada a la dirección señalada por el respectivo notificado será válida, aun cuando aquella no se encontrare vigente, estuviere en desuso o no permitiere su recepción por el destinatario. Se entenderá notificado el destinatario desde el envío del Correo Electrónico a la referida dirección.


En los casos en que no sea posible notificar por Correo Electrónico, se notificará por carta certificada y se entenderá efectuada al tercer día siguiente al de su recepción en la oficina de correos.


De todas las notificaciones que se practiquen en virtud de lo dispuesto en este artículo se dejará constancia por escrito en el expediente, sin que sea necesaria certificación alguna al respecto.


Cada vez que la ley ordene al Deudor señalar el Correo Electrónico de sus acreedores, se entenderá que debe indicar el de los representantes legales de aquellos.”.

Artículo 7º


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 7°.- Cómputo de plazos. Los plazos de días establecidos en esta ley son de días hábiles, entendiéndose inhábiles los días domingos y feriados, salvo que se establezca que un plazo específico es de días corridos. Los plazos se computarán desde el día siguiente a aquél en que se notifique la resolución o el acto respectivo.


Cuando esta ley establezca un plazo para actuaciones que deban realizarse antes de determinada fecha, éste se contará hacia atrás a partir del día inmediatamente anterior al de la respectiva actuación.”.

Artículo 8º


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 8°.- Exigibilidad. Las normas contenidas en leyes especiales prevalecerán sobre las disposiciones de esta ley.


Aquellas materias que no estén reguladas expresamente por leyes especiales, se regirán supletoriamente por las disposiciones de esta ley.”.

Epígrafe


Sustituirlo por el siguiente:

“CAPÍTULO II

DEL VEEDOR Y DEL LIQUIDADOR”

Artículo 9º


Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 9°.- Estructura. La Nómina de Veedores estará integrada por las personas naturales nombradas en el cargo de Veedor por la Superintendencia, la que la mantendrá debidamente actualizada y a disposición del público a través de su página web.”.

Artículo 10


Sustituir la expresión “nombrado” por “nombrada” y la forma verbal “ejercerá” por “ejercería”.

Artículo 11


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 11.- Inclusión en la Nómina de Veedores. El Veedor será incorporado a la nómina correspondiente mediante resolución dictada por la Superintendencia, una vez verificado el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 13.”. 

Artículo 12


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 12.- Menciones de la Nómina de Veedores. La referida Nómina contendrá las siguientes menciones de cada Veedor:


1) Nombre completo, profesión, domicilio, datos de contacto y regiones en que ejercerá sus funciones;


2) Calificaciones obtenidas durante los últimos cinco años en el examen a que se refiere el artículo 14;


3) Número total de Procedimientos Concursales de Reorganización en que hubiere intervenido, con mención de aquellos en que se hubiere aprobado el Acuerdo de Reorganización, de los cinco principales acreedores y el sector o rubro de los Deudores en cada uno de ellos;


4) Honorario promedio percibido, y


5) Registro de las sanciones aplicadas.”.

Artículo 13


Suprimir los términos “ser Veedor y”.

Artículo 14

Inciso primero

Número 1)


Intercalar la palabra “integrar” antes de la expresión “la Nómina de Veedores”.

Número 2)


Reemplazar el término “el” por “su”.

Inciso tercero


Reemplazar la expresión “por un periodo de doce meses contados desde la notificación mediante correo electrónico de su reprobación” por “por un período de doce meses contados desde la notificación de su reprobación efectuada por correo electrónico”.

Inciso cuarto


Sustituir los términos “a través de una norma de carácter general” por “a través de normas de carácter general”.

Artículo 15


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 15.- Responsabilidad. La responsabilidad civil del Veedor alcanzará hasta la culpa levísima y podrá perseguirse cuando corresponda, en cuyo caso se aplicarán las reglas del juicio sumario, una vez presentada la Cuenta Final de Administración, conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2 del Título 3 del Capítulo II de esta ley, y sin perjuicio de la responsabilidad legal en que pudiere incurrir.”.

Artículo 16

Inciso primero


Reemplazar las expresiones “deberá mantener”,  “diez” y “otorgarse” por “mantendrá”, “tres años, renovable por igual período” y “otorgarla”, respectivamente.

Inciso segundo


Sustituir el término “cualquier” por “cualquiera”.

Inciso tercero


Reemplazar los vocablos “objeto” y “asegurando” por “objetivo” y “y asegurar”, respectivamente.

Inciso cuarto


Sustituir la expresión “pagar la multa” y el término “dicha” por “pagarlas” y “esa”, respectivamente.

Inciso quinto


Anteponer la conjunción “y” a la expresión “una vez” y reemplazar los términos “no rinda la respectiva caución” por “no la otorgue”.

Artículo 17

Nº 2)


Sustituirlo por el siguiente:


“2) Los funcionarios de cualquier órgano de la Administración del Estado, los integrantes de las empresas públicas creadas por ley, los que ejerzan cargos de elección popular, y aquellos que presten cualquier tipo de servicios remunerados o no a la Superintendencia.


No obstante, no regirá esta incompatibilidad respecto de las personas que desempeñen labores docentes en instituciones de educación superior. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere este numeral.”.

Artículo 18

Inciso primero

Encabezado


Reemplazar el epígrafe del artículo por “Causales de exclusión de la Nómina de Veedores”, y “la expresión “excluidos de la Nómina de Veedores” por “excluidos de su respectiva Nómina”.

Nº 3)


Eliminar los términos “o Liquidador”.

Nº 4)

Encabezado


Suprimir los términos “o Liquidador”.

Letra a)


Añadir la palabra “Sus” al principio del literal.

Letra c)


Añadir al final del literal, la expresión “y hagan oferta pública de ellos”.

Letra d)


Iniciar con minúscula los términos “Copropiedad Inmobiliaria”.

Letra e)


Reemplazarla por la que sigue:


“e) Sus dependientes, y”.

Letra f)


Añadir una coma (,) después de la palabra “servicios” y acentuar el término “estos”.

Número 7)


Iniciar con minúscula la palabra “Ley”.

Número 8)


Sustituirlo por el siguiente:


“8) Por aplicación de la letra c) del artículo 341;”.

Inciso tercero


Reemplazar la palabra “representar” por “representarla”; eliminar los términos “dicha circunstancia”, que aparecen a continuación de la palabra “Veedor” e intercalar una coma (,) a continuación de la frase “Si el Veedor presenta sus descargos”.

Inciso cuarto


Sustituir los guarismos 1, 2, 5, 6 y 9 por 1, 2 y 6, y el término “reinscripción” por “reincorporación” e iniciar con minúscula el vocablo “Nómina”.

Inciso final, nuevo


Añadir como tal el siguiente:


“Lo anterior será sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que pudiere corresponderles en conformidad a la ley.”.

Artículo 19

Inciso segundo


Colocar en plural la expresión “Procedimientos”.

Artículo 20


Reemplazar la expresión “a la época de la resolución que ordena la apertura del Procedimiento Concursal respectivo” por “a la época de la dictación de la Resolución de Reorganización o de la Resolución de Liquidación, según corresponda”.

Artículo 21

Número 1)


Sustituir los términos “del deudor” por “con el Deudor”.

Número 2)


Reemplazar la palabra “deudor” por “Deudor”.

Número 3)


Sustituir la expresión “la Cuenta” y “que se insistiere en uno o más reparos, y” por “su Cuenta” y “que hayan insistido en uno o más reparos, y”.

Número 4)


Reemplazar los guarismos 4 y 337 por 5 y 339 e iniciar con minúscula el término “Ley”.

Artículo 22

Incisos primero y segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 22.- Nominación del Veedor. Una vez que la Superintendencia reciba los antecedentes señalados en el artículo 55, notificará a los tres mayores acreedores del Deudor según la información entregada, dentro del día siguiente y por el medio más expedito. Esta notificación será certificada por el ministro de fe de la Superintendencia para todos los efectos legales.


Dentro del segundo día siguiente a la referida notificación, cada acreedor propondrá por escrito o por correo electrónico a un Veedor titular y a un Veedor suplente vigente en la Nómina de Veedores. Para estos efectos, cada acreedor será individualmente considerado sin distinción del monto de su crédito.”.

Inciso tercero


Eliminar el término “hábil”, reemplazar la expresión “para el cargo de suplente” por “para ese cargo” y suprimir su oración final.

Incisos cuarto a octavo


Sustituirlos por los siguientes:


“En caso que no se reciban propuestas, la nominación tendrá lugar mediante sorteo ante la Superintendencia, en el que participarán aquellos Veedores que integren la terna propuesta por el Deudor en la solicitud señalada en el artículo 54 y, en su defecto, todos aquellos Veedores vigentes en la Nómina de Veedores a esa fecha. Los sorteos que efectúe la Superintendencia se regularán por medio de una norma de carácter general. 


Excepcionalmente, si de los antecedentes señalados en el artículo 55, se acredita que un solo acreedor representa más del 50% del pasivo del deudor, la Superintendencia nominará al Veedor Titular y al Veedor Suplente propuesto por ese acreedor. En caso que dicho acreedor no propusiere al Veedor Titular y al Veedor Suplente, se estará a las reglas generales establecidas en los incisos anteriores.


El Veedor titular y el Veedor suplente nominados serán inmediatamente notificados por la Superintendencia por el medio más expedito.


El Veedor titular nominado deberá manifestar ante la Superintendencia si acepta el cargo a más tardar al día siguiente a su notificación y deberá jurar o prometer desempeñarlo fielmente. Al aceptar el cargo, deberá declarar sus relaciones con el Deudor o con los acreedores de éste, si las tuviere, y que no tiene impedimento o inhabilidad alguna para desempeñar el cargo.


Aceptado el cargo, la Superintendencia emitirá el Certificado de Nominación del Veedor, el cual será remitido directamente al tribunal competente, dentro del día siguiente a su emisión, para que éste designe a un Veedor nominado en la Resolución de Reorganización. 


El Veedor podrá excusarse de aceptar una nominación ante la Superintendencia, debiendo expresar fundadamente y por escrito su justificación al día siguiente de su notificación. La Superintendencia resolverá dentro de los dos días siguientes con los antecedentes aportados por el Veedor y sin ulterior recurso. Si la excusa es desestimada, el Veedor deberá asumir como tal en el Procedimiento Concursal, entendiéndose legalmente aceptado el cargo desde que se resuelva la excusa y se emita el correspondiente Certificado de Nominación. Si la excusa es aceptada, la Superintendencia nominará al Veedor suplente como titular, nominándose a un nuevo Veedor suplente mediante sorteo.”.

Artículo 23


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 23.- De la cesación en el cargo. El Veedor cesará en el cargo por el término del Procedimiento Concursal de Reorganización o por cese anticipado en el mismo. Sin perjuicio de lo anterior, subsistirá su responsabilidad hasta la aprobación de su Cuenta Final de Administración.”.

Artículo 24

Inciso primero

Encabezado


Iniciar con minúscula la expresión “Ley”, agregando una coma (,) a continuación de la misma.

Número 4)


Añadir la expresión “o el que se designe” después de “Veedor Suplente”.
Número 5)


Añadir, a continuación de la palabra “Superintendencia” la expresión “dentro del plazo de tres días” antecedida y precedida de comas (,).

Inciso segundo


Eliminar la palabra “hábiles” y añadir al final, los términos “del cese”.

Inciso tercero


Suprimir la expresión “de Reorganización”.

Artículo 25

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 25.-  Deberes del Veedor. La función principal del Veedor es propiciar los acuerdos entre el Deudor y sus acreedores, facilitando la proposición y negociación del Acuerdo.”.

Número 1)


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor”.

Número 2)


Iniciar con minúscula el término “Ley”.

Número 3)


Reemplazar la expresión “que establece la Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Reorganización” por “que disponga la Resolución de Reorganización”.

Número 4)


Sustituir la expresión “que se refieren al suministro asegurado” por “referidas a la continuidad del suministro”.

Número 6)


Reemplazarlo por el siguiente:


“6) Realizar la calificación de los poderes para comparecer en las Juntas de Acreedores e informar al tribunal competente sobre la legalidad de éstos, cuando corresponda;”.

Número 7)


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor”.

Número 8)


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor” y sustituir la expresión “acuerdo” por “la autorización”

Número 9)


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor” y reemplazar la expresión “de este último” por “de aquél”.

Número 10)


Sustituirlo por el que sigue:


“10) Ejecutar todos los actos que le encomiende esta ley.”.

Artículo 26

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“La referida delegación deberá efectuarse por instrumento público, en el que conste la aceptación del delegado, el que será agregado al expediente y notificado mediante su publicación en el Boletín Concursal.”.

Artículo 27


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 27.- Concierto Previo. El Veedor que se concertare con el deudor, con algún acreedor o un tercero para proporcionarle alguna ventaja indebida o para obtenerla para sí, será sancionado conforme a lo establecido en el Párrafo 7 del Título IX del Libro Segundo del Código Penal.”.

Artículo 28


Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 28.- Honorarios del Veedor. Los honorarios del Veedor serán convenidos entre éste, los tres principales acreedores y el Deudor y serán de cargo de este último. Estos honorarios gozarán de la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil, sin perjuicio de lo prescrito en el número 3 del artículo 119 de esta ley.”.

Artículo 29


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 29.- De la Cuenta Definitiva. El Veedor rendirá cuenta definitiva de su gestión en el plazo de treinta días contados desde la Resolución que aprueba el Acuerdo de Reorganización Judicial o desde la Resolución de Liquidación, en su caso. Al respecto, le será plenamente aplicable lo dispuesto en el Párrafo 2 del Título 3 del Capítulo II de esta ley.”.

Artículo 30


Sustituir la expresión “es el registro público integrado por” por “estará integrada por”.

Artículo 31


Iniciar con minúscula la palabra “Ley” y sustituir el término “desempeña” por “desempeñan”.

Artículo 33

Inciso primero


Ubicar la expresión “y su respectiva vigencia” a continuación del término “Liquidador”, seguida de una coma (,).

Inciso segundo


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor”.

Artículo 34


Añadir un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Para estos efectos, se entenderá como causa justificada las señaladas en esta ley.”.

Artículo 35


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 35.- Responsabilidad. La responsabilidad civil de los Liquidadores alcanzará hasta la culpa levísima y se podrá perseguir, cuando corresponda, en juicio sumario una vez presentada la Cuenta Final de Administración, conforme lo dispuesto en los artículos 49 y siguientes de esta ley, y sin perjuicio de la responsabilidad legal en que pudiere incurrir.”.

Artículo 36

Inciso primero


Iniciar la palabra “deudor” con mayúscula y “Ley”, con minúscula.

Inciso segundo

Encabezado


Reemplazar la expresión “a la Ley” por “a esta ley”.

Números 1) y 2)


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor”.

Número 3)


Iniciar con minúscula el término “Ley”.

Número 4)


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor”.

Número 5)


Iniciar con mayúscula el término “procedimiento”.

Números 6) y 7)


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor”.

Número 8)


Reemplazar la expresión “en un Procedimiento” por “en el Procedimiento”.

Número 11)


Sustituirlo por el siguiente:


“11) Cerrar los libros de comercio del Deudor, quedando responsable por ello frente a terceros desde la dictación de la Resolución de Liquidación;”.

Número 12), nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“12) Transigir y conciliar los créditos laborales con el acuerdo de la Junta de Acreedores, según lo dispone el artículo 247 de esta ley, y”.

Número 12)


Pasa a ser número 13), iniciando con minúscula el término “Ley”.

Artículo 37


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 37.- Nominación del Liquidador. Presentada una solicitud de inicio de Procedimiento Concursal de Liquidación ante el tribunal competente, la Superintendencia nominará al Liquidador conforme al procedimiento establecido en el presente artículo, salvo en el caso previsto en el número 3 del artículo 121.


Tratándose de una solicitud de Liquidación Voluntaria, el Deudor acompañará a la Superintendencia copia de la respectiva solicitud con cargo del tribunal competente o de la Corte de Apelaciones correspondiente y copia de la nómina de acreedores y sus créditos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 115 de esta ley.


Tratándose de una solicitud de Liquidación Forzosa, el acreedor peticionario acompañará a la Superintendencia copia de la respectiva solicitud con cargo del tribunal competente o de la Corte de Apelaciones correspondiente y copia de la nómina de acreedores y sus créditos que haya acompañado el Deudor, en su caso, de acuerdo a lo establecido en el artículo 118 de esta ley. 


Acompañados los antecedentes antes señalados, la Superintendencia notificará a los tres mayores acreedores del Deudor según la información entregada, dentro del día siguiente y por el medio más expedito, lo que será certificado por un ministro de fe de la Superintendencia.


Dentro del segundo día siguiente a la referida notificación, cada acreedor propondrá por escrito o por correo electrónico a un Liquidador titular y a un Liquidador suplente vigentes en la Nómina de Liquidadores. Para estos efectos, cada acreedor será individualmente considerado, sin distinción del monto de su crédito.


Dentro del día siguiente al señalado en el inciso anterior, la Superintendencia nominará como Liquidador titular al que hubiere obtenido la primera mayoría de entre los propuestos para ese cargo por los acreedores, y como suplente a aquel que hubiere obtenido la primera mayoría de entre los propuestos para ese cargo. Si sólo respondiere un acreedor, se estará a su propuesta. Si respondieren todos o dos de ellos y la propuesta recayere en personas diversas, se estará a aquella del acreedor cuyo crédito sea superior. En caso que no se reciban propuestas, la nominación tendrá lugar mediante sorteo ante la Superintendencia, en el que participarán todos aquellos Liquidadores vigentes en la Nómina de Liquidadores a esa fecha.


Los sorteos que efectúe la Superintendencia se regularán por medio de una norma de carácter general.


Excepcionalmente, si de los antecedentes acompañados a la Superintendencia por el Deudor o acreedor peticionario, según corresponda, se acredita que un solo acreedor representa más del 50% del pasivo del deudor, la Superintendencia nominará al Liquidador titular y al suplente propuesto por dicho acreedor. En caso que dicho acreedor no propusiere al Liquidador titular y al suplente, se estará a las reglas generales establecidas en los incisos anteriores.


Los Liquidadores titular y suplente nominados serán inmediatamente notificados por la Superintendencia por el medio más expedito.


El Liquidador titular nominado deberá manifestar ante la Superintendencia, a más tardar al día siguiente hábil de su notificación, si acepta el cargo y deberá jurar o prometer desempeñarlo fielmente. Al aceptar el cargo deberá declarar sus relaciones con el deudor y los acreedores de éste, y que no tiene impedimento o inhabilidad alguna para desempeñarlo.


El Liquidador podrá excusarse ante la Superintendencia de aceptar una nominación, debiendo expresar fundadamente y por escrito sus justificaciones, al día siguiente de su notificación. La Superintendencia resolverá dentro de los dos días siguientes con los antecedentes aportados por el Liquidador y sin ulterior recurso. Si la excusa es desestimada, el Liquidador deberá asumir como tal en el Procedimiento Concursal de Liquidación, entendiéndose legalmente aceptado el cargo desde que se resuelva la excusa y se emita el correspondiente Certificado de Nominación. Si la excusa es aceptada, la Superintendencia nominará al Liquidador suplente como titular, nominándose a un nuevo Liquidador suplente mediante sorteo.


Aceptado el cargo, la Superintendencia emitirá el Certificado de Nominación del Liquidador, el cual será remitido directamente al tribunal competente, dentro del día siguiente a su emisión, para que éste lo designe como Liquidador en carácter de provisional en la Resolución de Liquidación.”.

Artículo 38

Incisos primero y segundo


Reemplazarlos por los siguientes:


“Artículo 38.- Cese anticipado en el cargo. El Liquidador cesará anticipadamente en el cargo por no haberse confirmado su nominación por la Junta de Acreedores; por haberse aprobado un Acuerdo de Reorganización Judicial o un Acuerdo de Reorganización Simplificado que termine con el Procedimiento Concursal de Liquidación, o por lo dispuesto en los artículos 23 y 24, que serán aplicables en lo que corresponda al Liquidador.”.


Si el Liquidador titular cesare anticipadamente en el cargo asumirá el suplente, sin perjuicio de la facultad de la Junta de Acreedores de designar uno nuevo. Si no pudiere asumir el Liquidador suplente, la Superintendencia deberá citar a Junta Extraordinaria de Acreedores con el fin de que se designe un Liquidador titular y a uno suplente, en caso que los acreedores no los hubieren designado. Si dicha junta no se celebra por falta de quórum, la Superintendencia hará la designación por sorteo.”.

Artículo 39

Número 3)


Reemplazarlo por los siguientes párrafos:


“Serán de cargo del Liquidador todos los gastos correspondientes al ejercicio de su cargo, así como los honorarios de todos sus asesores jurídicos, técnicos, administrativos o de cualquier otra índole que hubiere contratado para el desarrollo de su actividad.


Si el domicilio del Deudor fuere distinto al del Liquidador, los gastos de traslado y otros necesarios para el Procedimiento Concursal de Liquidación se considerarán gastos de administración y deberán ser ratificados por la Junta o, en subsidio, por el tribunal competente.”.

Número 4)


Pasa a ser número 3), iniciando con mayúscula la palabra “deudor” y con minúscula la palabra “Ley” y reemplazando los guarismos 231 y 232 por 233 y 234, respectivamente.

Número 5)


Pasa a ser número 4), reemplazando la palabra “expresamente” por “favorablemente”.

Número 5), nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“5) Los honorarios se calcularán considerando los montos reservados de conformidad a dispuesto en los números 2 y 3 del artículo 248, pero sólo se pagarán los correspondientes a los fondos efectivamente repartidos de acuerdo a la tabla progresiva por tramos prevista en el artículo siguiente.”.

Número 6)


Eliminarlo.

Número 7)


Pasa a ser número 6), sustituido por el siguiente:


“6) El Liquidador deberá retener en instrumentos de renta fija, a nombre del Deudor sujeto a un Procedimiento Concursal de Liquidación, el 10% del honorario que le correspondería percibir en cada reparto. Estos honorarios sólo podrán ingresar al patrimonio del Liquidador una vez presentada la Cuenta Final de Administración, conforme a lo dispuesto en el artículo 49 y siguientes. Si la señalada cuenta es rechazada por sentencia firme, estos fondos serán restituidos a la masa, debiendo ser destinados para el pago de los honorarios del nuevo Liquidador designado.”.

Números 8) y 9)


Pasan a ser números 7) y 8).

Número 9), nuevo


Intercalar como tal el siguiente:


“9) Se prohíbe al Liquidador o a sus Personas Relacionadas recibir a cualquier título otro pago distinto de los regulados en el presente artículo, por parte de algún acreedor o de sus Personas Relacionadas.”.

Número 10)


Eliminarlo.

Artículo 40


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 40.-  Tabla de Honorarios. El honorario único a que se refiere el artículo anterior deberá pagarse al Liquidador en su equivalente en pesos a la fecha del respectivo reparto, de conformidad a la tabla progresiva por tramos regulada a continuación: 


1) Sobre la parte que exceda de 0 y no sobrepase de 2.000 Unidades de Fomento, 20%.


2) Sobre la parte que exceda de 2.000 y no sobrepase las 4.000 Unidades de Fomento, 15%.


3) Sobre la parte que exceda de 4.000 y no sobrepase las 8.000 Unidades de Fomento, 11%.


4) Sobre la parte que exceda de 8.000 y no sobrepase las 16.000 Unidades de Fomento, 8%.


5) Sobre la parte que exceda de 16.000 y no sobrepase las 32.000 Unidades de Fomento, 6%.


6) Sobre la parte que exceda de 32.000 y no sobrepase las 64.000 Unidades de Fomento, 4%.


7) Sobre la parte que exceda de 64.000 y no sobrepase las 130.000 Unidades de Fomento, 3%.


8) Sobre la parte que exceda de 130.000 y no sobrepase las 260.000 Unidades de Fomento, 2,25%.


9) Sobre la parte que exceda de 260.000 y no sobrepase las 520.000 Unidades de Fomento, 1,75%.


10) Sobre la parte que exceda de 520.000 y no sobrepase las 1.000.000 de Unidades de Fomento, 1,5%.


11) Sobre la parte que exceda de 1.000.000 de Unidades de Fomento, 1%.


El primer tramo se calculará sobre los ingresos del Procedimiento Concursal de Liquidación cuando no hubiere repartos, o si habiendo repartos, correspondiere al Liquidador un honorario inferior a 30 Unidades de Fomento, y en este caso, el honorario no podrá exceder de esa cantidad.


Para la determinación del honorario que corresponda al Liquidador en cada reparto, se deberá calcular previamente la cantidad que le corresponda por honorarios y luego aplicar la tabla precedente en la forma progresiva descrita, a partir del respectivo tramo. En consecuencia, para la aplicación de la tabla y determinación del porcentaje del honorario que le corresponde en cada reparto, deberá considerarse el monto total distribuido en repartos anteriores. 


Si luego de practicada la diligencia de incautación y confección de inventario a que se refiere el artículo 164, se constatare por el Liquidador que el Deudor carece de bienes, o que éstos son insuficientes para el pago de los honorarios que pudieren corresponderle, éste sólo tendrá derecho a una remuneración de 30 Unidades de Fomento, que serán pagadas por la Superintendencia con cargo a su presupuesto.”.

Artículo 41

Inciso segundo, nuevo


Añadir como tal el siguiente:


“Con todo, podrán realizar dichas contrataciones aun antes de la Junta Constitutiva, siempre y cuando sea estrictamente necesario, previa autorización del tribunal.”.

Inciso segundo


Pasa a ser tercero, iniciando con mayúscula la palabra “deudor”.

Inciso tercero


Pasa a ser inciso cuarto, reemplazando la expresión “del número 8 del artículo 18” por “de la letra c) del artículo 341”.

Artículo 42


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 42.-  Regla general. Una misma persona natural no podrá estar inscrita en la Nómina de Veedores y en la Nómina de Liquidadores.”.

Artículo 44


Eliminarlo.

Artículo 45


Pasa a ser artículo 44.
Inciso primero


Iniciar con minúscula el término “Ley” y reemplazar la expresión “que no estuvieren o no hayan estado a su cargo” por “en que no hubieren sido designados, salvo las actuaciones que les”. 


Añadir, a continuación de los términos “artículo 26”, las palabras “de esta ley”.

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Asimismo, los Veedores y Liquidadores no podrán contratar por sí, a través de terceros o de una persona jurídica en la que sean socios o Personas Relacionadas, con cualquier Deudor sometido a un Procedimiento Concursal.”.

Artículo 46


Pasa a ser artículo 45, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 45.- De la exclusión de la Nómina Veedores y de la Nómina de Liquidadores. La exclusión de la Nómina de Veedores supondrá necesariamente impedimento para incorporarse a la Nómina de Liquidadores, y viceversa, salvo que se funde en el número 6 del artículo 18, en cuyo caso, excepcionalmente, podrá solicitarse la incorporación a la otra nómina, antes del plazo de 5 años señalado en el inciso antepenúltimo del referido artículo, previa autorización de la Superintendencia.”.

Inciso segundo


Suprimirlo.
Artículo 47


Pasa a ser artículo 46, sustituyéndose la expresión “procurando la observancia” por “con observancia”.

Artículo 48


Pasa a ser artículo 47, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 47.- Oportunidad y revisión. Las cuentas provisorias deberán publicarse mensualmente en el Boletín Concursal y rendirse ante la Junta de Acreedores respectiva, la que deberá aprobarlas o rechazarlas en esa misma sesión.


A partir de la publicación señalada en el inciso anterior, los acreedores podrán formular a la Superintendencia sus observaciones a la cuenta provisoria publicada, para que ésta las incluya en el Boletín Concursal dentro del plazo de cinco días contado desde la recepción de aquellas. El Liquidador deberá responder las observaciones en la próxima Junta de Acreedores que se celebre y, a continuación, se resolverá su aprobación o rechazo.


La aprobación de la cuenta provisoria por la Junta de Acreedores no impedirá, en su caso, objetar la Cuenta Final de Administración, respecto de las partidas incluidas en ella.”.
Artículo 49


Pasa a ser artículo 48, sustituido por el siguiente:


“Artículo 48.- No celebración de Junta de Acreedores. Si la Junta de Acreedores no se celebra por falta de quórum, el Liquidador notificará dicha circunstancia en el Boletín Concursal dentro del plazo de dos días.”.

Artículo 50


Pasa a ser artículo 49, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 49.- Contenido. La Superintendencia fijará la forma y contenidos obligatorios de la Cuenta Final de Administración mediante norma de carácter general, con observancia de la normativa contable, tributaria y financiera aplicable.”.

Artículo 51


Pasa a ser artículo 50, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 50.- Oportunidad. El Liquidador deberá acompañar al Tribunal y a la Superintendencia su Cuenta Final de Administración dentro de los treinta días siguientes a que se verifique cualquiera de las circunstancias que a continuación se señalan:


1) Vencimiento de los plazos legales de realización de bienes; 


2) Agotamiento de los fondos o pago íntegro de los créditos reconocidos; 


3) Notificación de la resolución judicial que dio por terminado el Procedimiento Concursal de Liquidación, y 


4) Cese anticipado de su cargo.”.

Artículo 52


Pasa a ser artículo 51, sustituido por el siguiente:


“Artículo 51.- Rendición de la Cuenta. Una vez acompañada su Cuenta Final de Administración al tribunal competente y a la Superintendencia, el Liquidador deberá citar a Junta de Acreedores a efectos de rendirla, explicar su contenido, las conclusiones y acreditar la retención del porcentaje de honorarios a percibir de conformidad a lo dispuesto en el número 7 del artículo 39. La Superintendencia podrá concurrir a dicha Junta con derecho a voz.


La citación deberá publicarse en el Boletín Concursal, dentro de los cinco días siguientes a la resolución que tuvo por acompañada la Cuenta Final de Administración ante el Tribunal, e incluirá el día, hora y lugar en que se celebrará la Junta de Acreedores. Entre la fecha de publicación de la citación y de celebración de la Junta de Acreedores deberán transcurrir no menos de diez ni más de veinticinco días. La citación incluirá también una copia de la Cuenta Final de Administración.  


Dicha Junta se celebrará con los acreedores que asistan.”.

Artículo 53


Pasa a ser artículo 52, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar el término “deudor” por “Deudor”.

Inciso segundo


Sustituirlo por lo siguiente:


“Las objeciones se presentarán ante la Superintendencia dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que se celebró o debió celebrarse la respectiva Junta de Acreedores. Si el objetante fuese la Superintendencia, su objeción será publicada en el Boletín Concursal en el mismo plazo antes señalado.


En caso de no deducirse objeciones oportunamente, el Liquidador o la Superintendencia solicitarán al tribunal competente que tenga por aprobada la Cuenta Final de Administración para todos los efectos legales.”.

Inciso tercero


Pasa a ser inciso cuarto, con las siguientes enmiendas:

Número 1)


Reemplazar la expresión “plazo legal” por “plazo señalado en el inciso segundo”, eliminar la coma que aparece después de la palabra “Superintendencia”, e intercalar la expresión “se publicará” después de la conjunción “y”.

Número 2)


Sustituirlo por el siguiente:


“2) El Liquidador dispondrá de diez días contados desde la notificación de la resolución antes indicada para contestar en una sola presentación todas las objeciones planteadas. En su presentación, el Liquidador podrá incluir correcciones a la Cuenta Final de Administración objetada, caso en el cual acompañará el texto definitivo que las refleje.”.

Número 3)


Reemplazar los términos “ya” y “Ley” por “antes” y “ley”, respectivamente.

Número 4)


Sustituirlo por el siguiente:


“4) Transcurrido el plazo señalado en el número 2, se haya presentado o no el informe del Liquidador, los objetantes dispondrán de tres días para insistir en sus objeciones.”.

Número 6)


Remplazar la expresión “deudor” por “Deudor”

Número 7)


Sustituirlo por el siguiente:


“7) El tribunal competente apreciará los antecedentes aportados de acuerdo a las normas de la sana crítica, y pronunciará su resolución dentro de los quince días siguientes a la entrega del informe que indica el número anterior.”.

Número 8)


Reemplazar el término “al” por “a el” y la expresión “respondiendo de la condena en costas, solidariamente, todas las partes vencidas” por “respondiendo solidariamente todas las partes vencidas de la condena en costas”, y “deudor” por “Deudor”.

Número 9)


Sustituirlo por lo siguiente:


“9) La resolución del tribunal competente que acoja una o más objeciones insistidas, señalará las medidas que el Liquidador deberá ejecutar para subsanar, reparar o corregir los defectos advertidos. Si la resolución rechaza la Cuenta Final de Administración deberá designar al Liquidador suplente como titular, de acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 38.


Contra esta resolución procederá el recurso de apelación, el que se concederá en el solo efecto devolutivo. Contra la resolución que rechace una o más objeciones insistidas no procederá recurso alguno. 


Una vez firme la sentencia que rechace la Cuenta Final de Administración, la Superintendencia excluirá al Liquidador de la Nómina de Liquidadores, de conformidad a lo establecido en el artículo 34 de esta ley.”.

Artículo 54


Pasa a ser artículo 53, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 53.- Ejecución de las resoluciones que rechazan la Cuenta Final de Administración. La ejecución de estas resoluciones se sujetará a las siguientes reglas:


1) Si la resolución ordena al Liquidador al que se le rechazó la Cuenta restituir a la masa una suma de dinero, se procederá de la siguiente forma:


a) Tendrá el plazo de treinta días, prorrogable por igual período, desde que la resolución se encuentra firme y ejecutoriada para dar cumplimiento a lo resuelto.


b) Si no efectuare la restitución señalada, el tribunal competente certificará esa omisión, de oficio o a petición de parte, y comunicará tal circunstancia a la Superintendencia.


c) Con esa certificación, la Superintendencia hará efectiva la garantía de fiel desempeño referida en el artículo 16 de esta ley, consignando los fondos en el tribunal competente.


2) Si la resolución ordena al Liquidador cuya Cuenta se rechazó una medida distinta a la de restituir a la masa una suma de dinero, se procederá de la siguiente forma: 


a) El Liquidador cuya Cuenta se rechazó ejecutará lo resuelto dentro del mismo plazo indicado en el número anterior o en aquél que fije el tribunal en su resolución.


b) El honorario del nuevo Liquidador designado se determinará de común acuerdo con la Junta de Acreedores o, en su defecto, por el tribunal competente, y se pagará de acuerdo a lo establecido en el número 6 del artículo 39. 


En todos los casos señalados en este artículo, el Liquidador cuya cuenta se rechazó podrá solicitar una prórroga ante el tribunal competente, por una sola vez y por un máximo de treinta días, para dar cumplimiento a lo resuelto.”.

EPÍGRAFE DEL CAPÍTULO III


Añadir la palabra “CAPÍTULO” al principio del epígrafe. 

Artículo 55


Pasa a ser artículo 54, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituir la palabra “deudor” por “Deudor”.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“El Procedimiento Concursal de Reorganización se iniciará mediante la presentación de una solicitud por la Empresa Deudora ante el tribunal correspondiente a su domicilio.”.

Inciso tercero


Sustituirlo por el siguiente:


“Un modelo de dicha solicitud se regulará por la Superintendencia mediante una norma de carácter general, que estará disponible en sus dependencias, en su sitio web y en las dependencias de los tribunales con competencia en procedimientos concursales de conformidad a lo establecido en el artículo 3º.”.

Artículo 56


Pasa a ser artículo 55, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 55.- Antecedentes para la nominación del Veedor. Para los efectos de la nominación de los Veedores titular y suplente, el Deudor deberá presentar a la Superintendencia una copia del documento indicado en el artículo anterior, con el respectivo cargo del tribunal competente. Además, deberá acompañar un certificado emitido por un auditor independiente al Deudor, inscrito en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros. Este certificado se extenderá conforme a la información disponible suministrada por el Deudor y deberá contener un estado de sus deudas, con expresión del nombre, domicilio y correo electrónico de los acreedores, o de sus representantes legales en su caso; de la naturaleza de los respectivos títulos, y del monto de sus créditos, indicando el porcentaje que cada uno representa en el total del pasivo, con expresión de los tres mayores acreedores, excluidas las Personas Relacionadas al Deudor. La nominación de los Veedores titular y suplente se realizará según el procedimiento establecido en el artículo 22 y, una vez concluido, la Superintendencia extenderá el respectivo Certificado de Nominación contemplado en aquella disposición.”.

Artículo 57


Pasa a ser artículo 56, sustituido por el siguiente:


“Artículo 56.- Antecedentes que deberá acompañar el Deudor. Aceptada la nominación por el Veedor titular y suplente, la Superintendencia remitirá al tribunal competente el Certificado de Nominación correspondiente. Paralelamente, el Deudor acompañará lo siguiente:


1) Relación de todos sus bienes, con expresión de su avalúo comercial, del lugar en que se encuentren y de los gravámenes que los afecten. Deberá señalar, además, cuáles de estos bienes tienen la calidad de esenciales para el giro de la Empresa Deudora; 


2) Relación de todos aquellos bienes de terceros constituidos en garantía en favor del Deudor. Deberá señalar, además, cuáles de estos bienes tienen la calidad de esenciales para el giro de la Empresa Deudora; 


3) Relación de todos aquellos bienes que se encuentren en poder del Deudor en una calidad distinta a la de dueño; 


4) El certificado a que hace referencia el artículo 56 anterior, para la determinación del pasivo afecto a los Acuerdos de Reorganización Judicial. El pasivo que se establezca en este certificado deberá considerar el estado de deudas del Deudor, con una fecha de cierre no superior a cuarenta y cinco días anteriores a esta presentación, con indicación expresa de los créditos que se encuentren garantizados con prenda o hipoteca y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías. Este certificado servirá de base para determinar todos los quórum de acreedores que se necesiten en la adopción de cualquier acuerdo, hasta que se confeccione la nómina de créditos reconocidos, conforme al procedimiento establecido en el Párrafo 2 del Título 1 del Capítulo III de esta ley, con sus respectivas ampliaciones o modificaciones, si existieren, y


5) Si el Deudor llevare contabilidad completa, presentará el balance correspondiente a su último ejercicio y un balance provisorio que contenga la información financiera y contable, con una fecha de cierre no superior a cuarenta y cinco días anteriores a esta presentación.


Si se tratare de una persona jurídica, los documentos referidos serán firmados por sus representantes legales.”.

Artículo 58


Pasa a ser artículo 57, reemplazado por el siguiente:


"Artículo 57.- Resolución de Reorganización. Dentro del quinto día de efectuada la presentación señalada en el artículo anterior, el tribunal competente dictará una resolución designando a los Veedores titular y suplente nominados en la forma establecida en el artículo 22. En la misma resolución dispondrá lo siguiente: 


1) Que durante el plazo de treinta días contados desde la notificación de esta resolución, prorrogable de conformidad a lo dispuesto en el artículo 58, el Deudor gozará de una Protección Financiera Concursal en virtud de la cual:


a) No podrá declararse ni iniciarse en contra del Deudor un Procedimiento Concursal de Liquidación, ni podrán iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restituciones en juicios de arrendamiento. Lo anterior no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de preferencia de primera clase, suspendiéndose en este caso sólo la ejecución y realización de bienes del Deudor, salvo que se trate de juicios laborales de este tipo que el deudor tuviere en tal carácter a favor de su cónyuge, de sus parientes, o de los gerentes, administradores, apoderados con poder general de administración u otras personas que tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos, se entenderá por parientes del Deudor o de sus representantes legales a los ascendientes, descendientes, y a los colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad y afinidad, inclusive.


b) Se suspenderá la tramitación de los procedimientos señalados en la letra a) precedente y los plazos de prescripción extintiva.


c) Todos los contratos suscritos por el Deudor mantendrán su vigencia y condiciones de pago. En consecuencia, no podrán terminarse anticipadamente en forma unilateral, exigirse anticipadamente su cumplimiento o hacerse efectivas las garantías contratadas, invocando como causal el inicio de un Procedimiento Concursal de Reorganización. El crédito del acreedor que contraviniere esta prohibición quedará pospuesto hasta que se pague a la totalidad de los acreedores a quienes les afectare el Acuerdo de Reorganización Judicial, incluidos los acreedores Personas Relacionadas del Deudor.


Para hacer efectiva la postergación señalada en el inciso anterior, deberá solicitarse su declaración en forma incidental ante el tribunal que conoce del Procedimiento Concursal de Reorganización. 


d) Si el Deudor formare parte de algún registro público como contratista o prestador de cualquier servicio, y siempre que se encuentre al día en sus obligaciones contractuales con el respectivo mandante, no podrá ser eliminado ni se le privará de participar en procesos de licitación fundada en el inicio de un Procedimiento Concursal de Reorganización. Si la entidad pública lo elimina de sus registros o discrimina su participación, fundado en la apertura de un Procedimiento Concursal de Reorganización, a pesar de encontrarse al día en sus obligaciones con el respectivo mandante, deberá indemnizar los perjuicios que dicha discriminación o eliminación le provoquen al Deudor.


2) Que durante la Protección Financiera Concursal se aplicarán al Deudor las siguientes medidas cautelares y de restricción:


a) Quedará sujeto a la intervención del Veedor titular designado en la misma resolución, el que tendrá los deberes contenidos en el artículo 25;


b) No podrá gravar o enajenar sus bienes, salvo aquellos cuya enajenación o venta sea propia de su giro o que resulten estrictamente necesarios para el normal desenvolvimiento de su actividad; y respecto de los demás bienes o activos, se estará a lo previsto en el artículo 75, y


c) Tratándose de personas jurídicas, éstas no podrán modificar sus pactos, estatutos sociales o régimen de poderes. La inscripción de cualquier transferencia de acciones de la Empresa Deudora en los registros sociales pertinentes requerirá la autorización del Veedor, que la extenderá en la medida que ella no altere o afecte los derechos de los acreedores. Lo anterior no regirá respecto de las sociedades anónimas abiertas que hagan oferta pública de sus valores.


3) La fecha en que expirará la Protección Financiera Concursal.


4) La orden al Deudor para que a través del Veedor publique en el Boletín Concursal y acompañe al tribunal competente, a lo menos diez días antes de la fecha fijada para la Junta de Acreedores, su propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial. Si el Deudor no da cumplimiento a esta orden, el Veedor certificará esta circunstancia y el tribunal competente dictará la Resolución de Liquidación, sin más trámite.


5) La fecha, lugar y hora en que deberá efectuarse la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial que presente el Deudor. La fecha de dicha Junta será aquella en la que expire la Protección Financiera Concursal. 


6) Que dentro de quince días contados desde la notificación de esta resolución, todos los acreedores deberán acreditar ante el tribunal competente su personería para actuar en el Procedimiento Concursal de Reorganización, con indicación expresa de la facultad que le confieren a sus apoderados para conocer, modificar y adoptar el Acuerdo de Reorganización Judicial.


7) La orden para que el Veedor inscriba copia de esta resolución en los conservadores de bienes raíces al margen de la inscripción de propiedad de cada uno de los inmuebles que pertenecen al deudor. 


8) La orden al Veedor para que acompañe al tribunal competente y publique en el Boletín Concursal su informe sobre la propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial, a lo menos tres días antes de la fecha fijada para la celebración de la Junta de Acreedores que votará dicho acuerdo. Este Informe del Veedor deberá contener la calificación fundada acerca de:


a) Si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del Deudor; 


b) El monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor en sus respectivas categorías, en caso de un Procedimiento Concursal de Liquidación, y 


c) Si la propuesta de determinación de los créditos y su preferencia indicada por el Deudor se ajustan a la ley.


Si el Veedor no presentare el referido informe dentro del plazo indicado, el Deudor, cualquiera de los acreedores o el tribunal competente informará a la Superintendencia para que se apliquen las sanciones pertinentes. En este caso, el Acuerdo de Reorganización Judicial se votará con prescindencia del Informe del Veedor. 


9) Que dentro de quinto día de efectuada la notificación de esta resolución deberán asistir a una audiencia el Deudor y los tres mayores acreedores con domicilio en Chile que se indican en la certificación del contador auditor independiente referida en el artículo 55. Esta diligencia se efectuará con los que concurran y tratará sobre la proposición de honorarios que formule el Veedor. Si en ella no se arribare a acuerdo sobre el monto de los honorarios y su forma de pago, o no asistiere ninguno de los citados, se fijarán por el tribunal competente sin ulterior recurso.


10) La orden al Deudor para que proporcione al Veedor copia de todos los antecedentes acompañados conforme al artículo 56. Estos antecedentes y la copia de la resolución que trata este artículo, será publicada por el Veedor en el Boletín Concursal dentro del plazo de tres días contados desde su dictación.”.

Artículo 59


Pasa a ser artículo 58, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Iniciar con mayúscula la expresión “deudor” todas las veces que aparece.


Reemplazar la segunda oración del inciso por la siguiente:


“Hasta los tres días anteriores al vencimiento del plazo antes señalado, el Deudor podrá solicitar una nueva prórroga por otros treinta días si obtiene el apoyo de dos o más acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, excluidos los créditos de las Personas Relacionadas con el Deudor.”.

Inciso segundo


Sustituir los términos “por una sola vez” por “en un solo acto”, e iniciar con mayúscula la expresión “deudor” las dos veces que aparece.

Artículo 60


Pasa a ser artículo 59, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar la segunda oración por la siguiente:


“Para lograr la prórroga regulada en el artículo anterior, el Deudor deberá presentar al tribunal competente, junto con la respectiva solicitud de prórroga, las cartas de apoyo de los acreedores autorizadas ante un ministro de fe, y un certificado extendido por un contador auditor independiente al Deudor, que indique los porcentajes del pasivo que permitan el apoyo requerido.”.

Inciso segundo


Incorporar al final del inciso, antes del punto final, lo siguiente: “llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial”.

Artículo 61


Pasa a ser artículo 60.

Eliminar la expresión “propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial” la segunda vez que aparece, y el término “lícito”.

Artículo 62


Pasa a ser artículo 61, sustituido por el siguiente:


“Artículo 61.- Acuerdos de Reorganización Judicial por clases o categorías de acreedores. La propuesta de Acuerdo podrá separarse en clases o categorías de acreedores y se podrá formular una propuesta para los acreedores valistas y otra para los acreedores hipotecarios y prendarios cuyos créditos se encuentren garantizados con bienes de propiedad del Deudor o de terceros. Los acreedores hipotecarios y prendarios que voten la propuesta del Acuerdo conservarán sus preferencias.


La propuesta de Acuerdo será igualitaria para todos los acreedores de una misma clase o categoría, salvo que medie acuerdo en contrario, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 64 y siguientes.


Los acreedores hipotecarios y prendarios cuyos créditos se encuentren garantizados con bienes de propiedad del Deudor o de terceros, podrán votar la propuesta de Acuerdo que se formule para acreedores valistas si renuncian a la preferencia de sus créditos y no podrán votar la propuesta de Acuerdo que se formule para la clase o categoría de los acreedores hipotecarios o prendarios, salvo que dicha renuncia sea parcial y se manifieste expresamente. 


Si los acreedores hipotecarios y prendarios votan la propuesta de Acuerdo de los acreedores valistas, los montos de sus créditos preferentes se descontarán del pasivo de su clase o categoría y se incluirán en el pasivo de la clase o categoría de los acreedores valistas para efectos del cómputo a que se refiere el artículo 78 por las sumas a que hubiere alcanzado la renuncia.”.

Artículo 63


Pasa a ser artículo 62.

Eliminar la expresión “de Reorganización Judicial” la segunda y tercera vez que aparece.

Artículo 64


Pasa a ser artículo 63, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 63.- Posposición del pago a acreedores Personas Relacionadas. Los acreedores Personas Relacionadas con el Deudor, cuyos créditos no se encuentren debidamente documentados 90 días antes del inicio del Procedimiento Concursal de Reorganización, quedarán pospuestos en el pago de sus créditos, hasta que se paguen íntegramente los créditos de los demás acreedores a los que les afectará el Acuerdo de Reorganización Judicial. Sin perjuicio de lo anterior, el Acuerdo podrá hacer aplicable la referida posposición a otros acreedores Personas Relacionadas con el Deudor, cuyos créditos se encuentren debidamente documentados, previo informe fundado del Veedor. Esta posposición no regirá respecto de los créditos que se originen en virtud de los artículos 73 y 74. Tampoco regirá respecto de los créditos que se originen en virtud del artículo 75, en la medida que se autorice por los acreedores que representen más del 50% del pasivo del Deudor.”.

Artículo 65


Pasa a ser artículo 64.

Sustituir la expresión “Quórum Calificado” por “Quórum Especial”.

Artículo 66


Pasa a ser artículo 65.
Inciso primero


Sustituir la frase “En el Acuerdo de Reorganización Judicial podrá estipularse” por “En los Acuerdos podrá estipularse”,  eliminar la expresión “de Reorganización Judicial” la tercera vez que aparece, y reemplazar el término “deudor” por “Deudor”.

Artículo 67


Pasa a ser artículo 66, sustituido por el siguiente:


“Artículo 66.- Acreedores comprendidos en los Acuerdos de Reorganización Judicial. Los Acuerdos sólo afectarán a los acreedores cuyos créditos se originen con anterioridad a la Resolución de Reorganización regulada en el artículo 57. 


Los créditos que se originen con posterioridad no serán incluidos en el Acuerdo de Reorganización Judicial.”.

Artículo 68


Pasa a ser artículo 67, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 67.- Estipulación obligatoria del Acuerdo de Reorganización Judicial. Sin perjuicio de las obligaciones de hacer y de no hacer que se pacten en el Acuerdo de Reorganización Judicial, deberá establecerse la obligación del Deudor de resuscribir y/o reaceptar todos los títulos de crédito que haya suscrito para el otorgamiento de los créditos que formen parte del Acuerdo, sea en el mismo documento, en hoja de prolongación o en instrumento separado. La resuscripción o reaceptación modificará las menciones relativas al importe, tasa de interés, plazo de vencimiento y demás estipulaciones, todo ello con sujeción a los términos que en definitiva se pacten con los acreedores en el Acuerdo.”.

Artículo 68, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo 68.- Prohibición de repartos. Se prohíbe a la Empresa Deudora repartir sumas a sus accionistas o socios, bajo ningún concepto, ni directa ni indirectamente, sea por la vía de reducción de capital, condonación de préstamos otorgados y/o repartos de dividendos antes de haber pagado el 100% de las obligaciones emanadas del Acuerdo de Reorganización Judicial, salvo que los acreedores expresamente lo autoricen en la forma que lo determine el Acuerdo.”.

Artículo 69

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 69.- Cláusula arbitral en Acuerdos de Reorganización Judicial. En cualquiera de las clases o categorías de un Acuerdo de Reorganización Judicial podrá estipularse una cláusula arbitral, en cuyo caso las diferencias que se produzcan entre el Deudor y uno o más acreedores o entre éstos, con motivo de la aplicación, interpretación, cumplimiento, terminación o declaración de incumplimiento del Acuerdo, se someterán a arbitraje. Éste será obligatorio para todos los acreedores a los que afecte el referido Acuerdo.”.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Si el árbitro declara la terminación o el incumplimiento del Acuerdo, remitirá de inmediato el expediente al tribunal competente para que éste dicte la Resolución de Liquidación en conformidad a esta ley.”.

Artículo 70

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 70.- Interventor y Comisión de Acreedores. El Acuerdo de Reorganización Judicial deberá estipular el nombramiento de un interventor por al menos un año contado desde el Acuerdo, el que recaerá en un Veedor vigente de la Nómina de Veedores. El interventor nombrado tendrá las atribuciones, deberes y remuneración que el mismo Acuerdo señale. Si ellas no se especifican, se entenderá que tendrá las señaladas en el artículo 294 del Código de Procedimiento Civil.”.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“El Veedor tendrá la obligación de poner en conocimiento, de forma fundada, el incumplimiento del Acuerdo a la Superintendencia y a los acreedores que les afecte, mediante notificación por Correo Electrónico.”.

Inciso tercero


Sustituirlo por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, en el Acuerdo de Reorganización Judicial podrá designarse a una Comisión de Acreedores para supervigilar el cumplimiento de sus estipulaciones, con las atribuciones, deberes y remuneración que, en su caso, señale el Acuerdo.”.

Artículo 71


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 71.- Verificación y objeción de los créditos. Los acreedores tendrán un plazo de ocho días contados desde la notificación de la Resolución de Reorganización a que se refiere el artículo 57 para verificar sus créditos ante el tribunal que conoce del procedimiento. Con tal propósito, deberán acompañar los títulos justificativos de éstos, señalando, en su caso, si se encuentran garantizados con prenda o hipoteca y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías. No será necesaria verificación alguna si los créditos y el avalúo comercial de las garantías se encontraren señaladas, a satisfacción del acreedor, en el estado de deudas a que se refiere el número 4) del artículo 56 publicado en el Boletín Concursal.


Vencido el plazo señalado en el inciso anterior y dentro de los dos días siguientes, el Veedor publicará en el Boletín Concursal todas las verificaciones presentadas, señalando los créditos que se encuentren garantizados con prenda o hipoteca y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías. 


En el plazo de ocho días siguientes a la publicación indicada en el inciso precedente, el Veedor, el Deudor y los acreedores podrán deducir objeción fundada sobre la falta de títulos justificativos de los créditos, sus montos, preferencias o sobre el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías, que se indican en el estado de deudas que presenta el Deudor, de conformidad al número 4) del artículo 56 o en las verificaciones presentadas por los acreedores.


Los interesados presentarán sus objeciones ante el tribunal. Expirado el plazo que se indica en el inciso anterior sin que se formulen objeciones, los créditos y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías no objetados quedarán reconocidos. Vencido el plazo anterior y dentro de los dos días siguientes, el Veedor publicará en el Boletín Concursal todas las objeciones presentadas. 


El Veedor confeccionará la nómina de los créditos reconocidos, la que deberá indicar los montos de los créditos, si éstos se encuentran garantizados con prenda o hipoteca y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías, acompañándola al expediente dentro de quinto día de expirado el plazo para objetar y la publicará en el Boletín Concursal, sirviendo ésta como única nómina para la votación a que se refiere el artículo 79, sin perjuicio de su posterior ampliación o modificación a que se refiere el artículo siguiente.”.

Artículo 72


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 72.- Impugnación de créditos. Si se formulan objeciones, el Veedor arbitrará las medidas necesarias para subsanarlas. Si no se subsanan, los créditos y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías que fueren objeto de dichas objeciones se considerarán impugnados, y el Veedor los acumulará, emitirá un informe acerca de si existen o no fundamentos plausibles para ser considerados por el tribunal competente, y se pronunciará fundadamente sobre el avalúo comercial del bien sobre el que recae la garantía objetada. 


El Veedor acompañará al tribunal competente la nómina de créditos impugnados con su respectivo informe y la nómina de créditos reconocidos indicada en el artículo 71, y las publicará en Boletín Concursal dentro de los cinco días siguientes a la expiración del plazo previsto para objetar que se señala en el inciso primero del artículo anterior. 


Agregados al expediente los antecedentes que señala el inciso anterior, el tribunal citará a una audiencia única y verbal para el fallo de las impugnaciones. Dicha audiencia se celebrará dentro de tercero día contado desde la notificación de la resolución que tiene por acompañada la nómina de créditos reconocidos e impugnados. 


A la audiencia podrán concurrir el Veedor, el Deudor, los impugnantes y los impugnados. En ésta deberán resolverse las incidencias que promuevan las partes en relación a las impugnaciones. El tribunal competente podrá, si fuere estrictamente necesario, suspender y continuar la referida audiencia con posterioridad. Con todo, la resolución que se pronuncie sobre las impugnaciones deberá dictarse a más tardar el segundo día anterior a la fecha de celebración de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo. 


La resolución que falle las impugnaciones ordenará la incorporación o modificación de créditos en la nómina de créditos reconocidos, o la modificación del avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías, cuando corresponda, y será apelable en el sólo efecto devolutivo. El Veedor deberá publicar la nómina de créditos reconocidos según la resolución anterior en el Boletín Concursal, a más tardar el día anterior a la fecha de celebración de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo.”.

Párrafo 3


Reemplazar su denominación por la siguiente:

“Párrafo 3. De la continuidad del suministro, de la venta de activos y de los nuevos recursos durante la Protección Financiera Concursal”.

Artículo 73


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 73.- Continuidad del suministro. Los proveedores de bienes y servicios que sean necesarios para el funcionamiento de la Empresa Deudora, cuyas facturas tengan como fecha de emisión no menos de ocho días anteriores a la fecha de la Resolución de Reorganización y en la medida que en su conjunto no superen el 20% del pasivo señalado en la certificación contable referida en el artículo 55, se pagarán preferentemente en las fechas originalmente convenidas, siempre que el respectivo proveedor mantenga el suministro a la Empresa Deudora, circunstancia que deberá acreditar el Veedor. 


En caso de no suscribirse el Acuerdo, y en consecuencia se dictare la Resolución de Liquidación de la Empresa Deudora, los créditos provenientes de este suministro se pagarán con la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil.”.

Artículo 74


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 74.- Operaciones de comercio exterior. Los que financien operaciones de comercio exterior de la Empresa Deudora se pagarán preferentemente en las fechas originalmente convenidas, siempre que esos acreedores mantengan las líneas de financiamiento u otorguen nuevos créditos para este tipo de operaciones, circunstancia que deberá acreditar el Veedor.


En caso que no se suscribiere el Acuerdo de Reorganización Judicial y, en consecuencia, se dictare la Resolución de Liquidación de la Empresa Deudora, los créditos provenientes de estas operaciones de comercio exterior se pagarán con la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil.”.

Artículo 75


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 75.- Venta de activos y contratación de préstamos durante la Protección Financiera Concursal. Durante la Protección Financiera Concursal, la Empresa Deudora podrá vender o enajenar activos, cuyo valor no exceda el 20% de su activo fijo contable, y podrá adquirir préstamos para el financiamiento de sus operaciones, siempre que éstos no superen el 20% de su pasivo señalado en la certificación contable referida en el artículo 55.


La venta, enajenación o contratación de préstamos que excedan los montos señalados en el inciso anterior, así como toda operación con Personas Relacionadas con la Empresa Deudora, requerirá la autorización de acreedores que representen más del 50% del pasivo del Deudor. 


Los préstamos contratados por la Empresa Deudora en virtud de este artículo, no se considerarán en las nóminas de créditos y se pagarán preferentemente en las fechas convenidas, siempre que se utilicen para el financiamiento de sus operaciones, circunstancia que deberá acreditar el Veedor. 


En caso de no suscribirse el Acuerdo, y en consecuencia se dictare la Resolución de Liquidación de la Empresa Deudora, estos préstamos se pagarán con la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil.”.

Artículo 76


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 76.- Venta de bienes otorgados en prenda o hipoteca durante la Protección Financiera Concursal. En caso que no se acuerde la reorganización y se declare la liquidación de la Empresa Deudora, el acreedor prendario o hipotecario que autorice la enajenación de los bienes otorgados en prenda o hipoteca cuyo valor comercial exceda el monto del respectivo crédito garantizado, podrá percibir de la venta el monto de su respectivo crédito. Lo anterior procederá siempre que se garantice el pago de los créditos de primera clase, mediante el otorgamiento de cualquier instrumento de garantía que reconozcan las leyes vigentes o que la Superintendencia autorice mediante una norma de carácter general.”.

Artículo 77

Inciso segundo


Iniciar con minúscula la palabra “Ley”.

Artículo 78


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 78.- Efectos del retiro del Acuerdo. Una vez notificada la propuesta de Acuerdo, ésta no podrá ser retirada por el Deudor, salvo que cuente con el apoyo de acreedores que representen a lo menos el 75% del pasivo.


Si la propuesta de Acuerdo es retirada por el Deudor sin contar con el apoyo referido en el inciso anterior, el tribunal competente dictará la Resolución de Liquidación.”.

Artículo 79


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 79.- Acreedores con derecho a voto. Sólo tienen derecho a concurrir y votar los acreedores cuyos créditos se encuentren en la nómina de créditos reconocidos a que se refiere el artículo 71 y aquellos que figuren en la ampliación de esta nómina, de acuerdo a lo previsto en el artículo 72. En ambos casos deberá darse cumplimiento a lo ordenado en el número 6 del artículo 57, relativo a la acreditación de personerías.


Los acreedores cuyos créditos se encuentren garantizados con prenda o hipoteca votarán de acuerdo al avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías, conforme conste en la nómina de créditos reconocidos y en su ampliación o modificación, en su caso.


Cuando el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías excede el valor del crédito que garantizan, el acreedor correspondiente votará de acuerdo al monto de su crédito, según conste en la nómina de créditos reconocidos y en su ampliación o modificación, en su caso.”.

Artículo 80

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 80.- Acuerdo de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta. Cada una de las clases o categorías de propuestas de Acuerdo que establece el artículo 61 será analizada, deliberada y acordada en forma separada en la misma junta, pudiendo proponerse modificaciones, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 83.”.

Inciso segundo


Eliminar la expresión “de Acuerdo de Reorganización Judicial” y sustituir la palabra “deudor” por “Deudor”.

Inciso tercero


Reemplazar la palabra “deudor” por “Deudor”.

Inciso cuarto


Sustituirlo por el que sigue:


“Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los treinta días anteriores a la fecha de inicio del Procedimiento Concursal de Reorganización, conforme se indica en el artículo 54, no podrán concurrir a la Junta de Acreedores para deliberar y votar el Acuerdo y tampoco podrán impugnarlo.”.

Inciso final


Suprimir la expresión “Acuerdo de Reorganización Judicial” las dos veces que aparece.

Artículo 81


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 81.- Procedimiento de registro de firmas. Para obtener las mayorías que exige el Procedimiento Concursal de Reorganización, el Veedor podrá recabar la votación de cualquier acreedor, mediante la suscripción de uno o más documentos ante un ministro de fe o mediante firma electrónica avanzada, en que conste la aceptación de los acreedores.


Los votos que se obtengan mediante este sistema se considerarán como votos de acreedores presentes en la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo, para los efectos del cómputo de las mayorías. 


Los acreedores del Deudor podrán suscribir estos documentos desde la publicación de la propuesta de Acuerdo en el Boletín Concursal, y hasta tres días antes de la fecha fijada para la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre dicha propuesta.”.

Artículo 82


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 82.- Ausencia del Deudor en la Junta de Acreedores. Si el Deudor no compareciere a la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo, el tribunal competente deberá dictar la Resolución de Liquidación en la misma Junta.”.

Artículo 83


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 83.- Suspensión de la Junta de Acreedores. La Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo, podrá acordar con Quórum Calificado su suspensión por no más diez días, fijando al efecto nuevo día y hora para su reanudación.”. 

Artículo 84


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 84.- Modificación del Acuerdo suscrito. Las modificaciones al Acuerdo suscrito deberán adoptarse por el Deudor y los mismos acreedores agrupados en sus respectivas clases o categorías, conforme al mismo procedimiento y mayorías exigidas en los artículos anteriores del presente Párrafo, excluidos los créditos que se originen con posterioridad a su suscripción. 


No obstante lo anterior, el Acuerdo que establezca la constitución de una Comisión de Acreedores, podrá facultarla para modificar el contenido del Acuerdo con el quórum de aprobación que el mismo determine. 


La modificación podrá recaer sobre todo o parte del contenido del Acuerdo, salvo lo referente a la calidad de acreedor, su clase o categoría, monto de sus créditos y sus preferencias, y respecto de aquellas materias que el Acuerdo determine como no modificables por la Comisión de Acreedores.


En las Juntas de Acreedores que se celebren con posterioridad a la aprobación por el tribunal del Acuerdo, el derecho a voto se determinará en conformidad al artículo 79. No tendrán derecho a voto los acreedores que tengan la calidad de Personas Relacionadas con el Deudor.”.

Artículo 85


Eliminar la expresión “de Reorganización Judicial” las dos veces que se indica, y la coma (,) que aparece antes de la expresión “con sus modificaciones”. 

Artículo 86


Reemplazarlo por el siguiente:


"Artículo 86.- Causales para impugnar el Acuerdo. El Acuerdo podrá ser impugnado por los acreedores a los que les afecte, siempre que se funde en alguna de las siguientes causales:


1) Error en el cómputo de las mayorías requeridas en este Capítulo, siempre que incida sustancialmente en el quórum del Acuerdo de Reorganización Judicial.


2) Falsedad o exageración del crédito de alguno de los acreedores que hayan concurrido con su voto a formar el quórum necesario para el Acuerdo, si excluida la parte falsa o exagerada del crédito, no se logra el quórum del Acuerdo. 


3) Acuerdo entre uno o más acreedores y el Deudor para votar a favor, abstenerse de votar o rechazar el Acuerdo, falseando, omitiendo o adulterando información para obtener una ventaja indebida respecto de los demás acreedores.”.

Artículo 87

Inciso primero


Eliminar la expresión “de Reorganización Judicial” las cuatro veces que aparece, y reemplazar los términos “plazo de tres días” por “plazo de cinco días”.

Artículo 88


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 88.- Audiencia única de resolución de impugnaciones. Las impugnaciones al Acuerdo, se tramitarán como un solo incidente por clase o categoría de acuerdo y se fallarán conjuntamente en una audiencia única, que el tribunal competente citará para tal efecto, dentro de los diez días de vencido el plazo para impugnar. Esta audiencia será verbal y se llevará a cabo con los que asistan. En la misma audiencia deberán resolverse las incidencias que promuevan las partes. El tribunal podrá, si así lo estima, suspender y continuar la referida audiencia con posterioridad. La resolución que se pronuncie sobre las impugnaciones al Acuerdo deberá dictarse a más tardar dentro de los treinta días siguientes a la fecha de celebración de la referida audiencia.


La resolución que resuelva las impugnaciones se publicará en el Boletín Concursal. Esta resolución será apelable en el solo efecto devolutivo.”.

Artículo 89


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 89.- Nueva propuesta de Acuerdo. Si se acoge por resolución firme y ejecutoriada la impugnación al Acuerdo por la causal establecida en el número 1 del artículo 86, el Deudor podrá presentar una nueva propuesta de Acuerdo, dentro de los diez días siguientes contados desde que se notifique la resolución que tuvo por acogida la impugnación referida, siempre que esta nueva propuesta se presente apoyada por dos o más acreedores, que representen a lo menos un 66% del pasivo total con derecho a voto. En este caso, el Deudor gozará de Protección Financiera Concursal hasta la celebración de la Junta llamada a conocer y pronunciarse sobre la nueva propuesta. La resolución que tenga por presentada la nueva propuesta de Acuerdo fijará la fecha de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la nueva propuesta, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes contados desde que el Deudor la presentó.


Si el Deudor no presentare la nueva propuesta de Acuerdo que reúna las condiciones indicadas en el inciso anterior dentro del plazo antes establecido, el tribunal competente dictará, de oficio y sin más trámite, la Resolución de Liquidación de la Empresa Deudora.


Si se acoge una impugnación al Acuerdo por las causales establecidas en los números 2 y 3 del artículo 86, el tribunal, de oficio y sin más trámite, ordenará el inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación en la misma resolución que acoge la impugnación, y el Deudor no podrá presentar nuevamente una propuesta de Acuerdo.”.

Artículo 90


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 90.- Aprobación y vigencia del Acuerdo. El Acuerdo se entenderá aprobado y comenzará a regir una vez vencido el plazo para impugnarlo, sin que se hubiere impugnado y el tribunal competente lo declare así de oficio o a petición de cualquier interesado o del Veedor.


Si el Acuerdo fuere impugnado y las impugnaciones fueren desechadas, el tribunal competente lo declarará aprobado en la resolución que deseche la o las impugnaciones, y aquél comenzará a regir desde que dicha resolución cause ejecutoria.


Las resoluciones señaladas en los incisos primero y segundo de este artículo se notificarán en el Boletín Concursal.


El Acuerdo regirá no obstante las impugnaciones que se hubieren interpuesto en su contra. Sin embargo, si estas fueren interpuestas por acreedores de una determinada clase o categoría, que representen en su conjunto a lo menos el 30% del pasivo con derecho a voto de su respectiva clase o categoría, el Acuerdo no empezará regir hasta que dichas impugnaciones fueren desestimadas por sentencia firme y ejecutoriada.  En este caso y en el del inciso segundo de este artículo, los actos y contratos ejecutados o celebrados por el Deudor en el tiempo que medie entre el Acuerdo y la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que acoja las impugnaciones, no podrán dejarse sin efecto. 


El recurso de casación deducido en contra de la resolución de segunda instancia que desecha la o las impugnaciones, no suspende el cumplimiento de dicha resolución, incluso si la parte vencida solicita se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora.


Si se acogen las impugnaciones al Acuerdo por resolución firme y ejecutoriada, las obligaciones y derechos existentes entre el Deudor y sus acreedores con anterioridad a éste se regirán por sus respectivas convenciones.”.
Artículo 91


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 91.- Autorización del Acuerdo. Una copia del acta de la Junta de Acreedores en la que conste el voto favorable del Acuerdo y su texto íntegro, la copia de la resolución judicial que lo aprueba y su certificado de ejecutoria, podrá ser autorizado por un ministro de fe o protocolizarse ante un notario público. Una vez autorizado o protocolizado, tendrá mérito ejecutivo para todos los efectos legales.”.

Artículo 92


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 92.- Efectos. El Acuerdo, debidamente aprobado, obliga al Deudor y a todos los acreedores de cada clase o categoría de éste, hayan o no concurrido a la Junta que lo acuerde.”.

Artículo 93


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 93.- Cancelación de anotaciones e inscripciones. Aprobado el Acuerdo de Reorganización Judicial, se cancelarán las inscripciones previstas en el número 7 del artículo 57.”.

Artículo 94

Inciso segundo, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“El acreedor, contribuyente del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del Decreto Ley Nº 824 de 1974, podrá deducir como gasto necesario conforme a lo dispuesto en el número 4 del artículo 31 de dicha ley, las cantidades que correspondan a la condonación o remisión de deudas, intereses, reajustes u otras cantidades que se hayan devengado en su favor, relacionadas con los créditos otorgados o adquiridos con anterioridad al plazo de un año contado desde la celebración del Acuerdo de Reorganización Judicial, siempre que dicha condonación o remisión conste detalladamente en el referido Acuerdo o sus modificaciones, aprobado conforme al artículo 90, y no correspondan a créditos de Personas Relacionadas con el deudor ni con los demás acreedores que lo acuerden, salvo que en este último caso, el total de los créditos de los acreedores relacionados entre sí, correspondan al 50% o menos del total del pasivo reconocido con derecho a voto. Lo anterior, es sin perjuicio de la obligación del deudor de reconocer como ingreso, para efectos tributarios, aquellas cantidades que se hubieren devengado a favor del acreedor y que se condonen o remitan.”.

Artículo 95, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo 95.- De los bienes no esenciales para la continuidad del giro de la Empresa Deudora. En el plazo de ocho días siguientes a la publicación de la Resolución de Reorganización referida en el artículo 57, el acreedor cuyo crédito se encuentre garantizado con prenda o hipoteca, podrá solicitar fundadamente al tribunal competente que declare que el bien sobre el que recae su garantía no es esencial para el giro de la Empresa Deudora. Para resolver lo anterior, el tribunal podrá solicitar al Veedor un informe que contendrá la calificación de si el bien es o no esencial para el giro de la Empresa Deudora y el avalúo comercial del bien sobre el que recaen las referidas garantías. El tribunal deberá resolver dicha calificación en única instancia, a más tardar el segundo día anterior a la fecha de celebración de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre las proposiciones de Acuerdo de Reorganización Judicial.


La forma y modalidades de venta de los bienes de propiedad de la Empresa Deudora otorgados en prenda e hipoteca, declarados por el tribunal como no esenciales para su giro, deberán regularse en el mismo Acuerdo. Estos bienes sólo podrán venderse una vez que la resolución que apruebe el Acuerdo cause ejecutoria.


El acreedor cuya garantía recae sobre un bien calificado como no esencial, concurrirá y votará en la clase o categoría de acreedores valistas, únicamente por el saldo del crédito no cubierto por la garantía. El saldo cubierto por la garantía, no se considerará en el pasivo de la clase o categoría de acreedores garantizados. 


El acreedor cuyo crédito no hubiere sido enteramente cubierto por la garantía podrá solicitar, mediante un procedimiento incidental ante el mismo tribunal que conoció y se pronunció sobre el Acuerdo, que dicho Acuerdo se cumpla a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que del mismo resulten. El excedente que resulte de la venta del bien declarado no esencial, una vez pagado el respectivo crédito, se destinará al cumplimiento del Acuerdo.”.

Artículo 95


Pasa a ser artículo 96, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 96.- Efectos del Acuerdo de Reorganización Judicial en las obligaciones garantizadas del Deudor.


1. Respecto de las obligaciones del Deudor garantizadas con prenda o hipoteca sobre bienes de propiedad del Deudor o de terceros, declarados esenciales para el giro de la Empresa Deudora, de acuerdo a los artículos 56 y 95, se aplicarán los términos y modalidades establecidos en el Acuerdo de Reorganización Judicial.


2. Respecto de las obligaciones del Deudor garantizadas con prenda o hipoteca sobre bienes de propiedad del Deudor, declarados no esenciales para el giro de la Empresa Deudora de acuerdo a los artículos 56 y 95, regirá lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo anterior.


3. Respecto de las obligaciones del Deudor garantizadas con prenda o hipoteca sobre bienes de propiedad de terceros, declarados no esenciales para el giro de la Empresa Deudora de acuerdo a los artículos 56 y 95, deberá distinguirse:


a) Si el respectivo acreedor vota a favor del Acuerdo, se sujetará a los términos y modalidades establecidos en el referido acuerdo y no podrá perseguir su crédito en términos distintos a los estipulados. 


b) Si el respectivo acreedor manifiesta su intención de no votar o no asiste a la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo, su crédito no se considerará en el pasivo con derecho a voto correspondiente a su clase o categoría, y podrá cobrar su crédito respecto de las prendas o hipotecas otorgadas por terceros. 


4. Respecto de las obligaciones del Deudor garantizadas con cauciones personales, deberá distinguirse:


a) Si el respectivo acreedor vota en su clase o categoría de valista a favor del, se sujetará a los términos y modalidades establecidos en el referido acuerdo y no podrá cobrar su crédito en términos distintos a los estipulados.


b) Si el respectivo acreedor manifiesta su intención de no votar o no asiste a la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo, su crédito no se considerará en el pasivo con derecho a voto correspondiente a su clase o categoría, y podrá cobrar su crédito respecto de los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, o avalistas en los términos originalmente pactados. 


El fiador, codeudor, solidario o subsidiario, avalista, tercer poseedor de la finca hipotecada o propietario del bien prendado que hubiere pagado, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del número 3) o en la letra b) del número 4) anteriores, podrá ejercer, según corresponda, su derecho de subrogación o reembolso, mediante un procedimiento incidental, ante el mismo tribunal que conoció y se pronunció sobre el Acuerdo, solicitando que éste se cumpla a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que de él resulten.”.

Artículo 96


Pasa a ser 97, sustituido por el siguiente:


“Artículo 97.- Rechazo del Acuerdo. Si la propuesta de Acuerdo es rechazada por los acreedores por no haberse obtenido el quórum de aprobación necesario o porque el Deudor no otorga su consentimiento, el tribunal dictará la Resolución de Liquidación, de oficio y sin más trámite, en la misma Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre el Acuerdo, salvo que la referida junta disponga lo contrario por Quórum Especial. En este caso, el Deudor deberá, a través del Veedor, publicar una nueva propuesta de Acuerdo en el Boletín Concursal y acompañarla al tribunal diez días antes de la Junta de Acreedores que tiene por objeto pronunciarse sobre esta. El Deudor conservará la Protección Financiera Concursal hasta la celebración de dicha Junta, que deberá llevarse a cabo dentro de los veinte días siguientes a la que rechazó el Acuerdo. 


Si el Deudor no presenta la nueva propuesta de Acuerdo dentro del plazo antes establecido, el tribunal dictará la Resolución de Liquidación, de oficio y sin más trámite.


La Junta de Acreedores que rechace la primera o segunda propuesta de Acuerdo, en su caso, deberá nominar a los Liquidadores titular y suplente, a los que el tribunal competente deberá designar con el carácter de definitivos.”.
Artículo 97


Pasa a ser artículo 98, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 97.- Nulidad del Acuerdo. No se admitirán otras acciones en contra del Acuerdo que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y de las que se hubieren tomado conocimiento después de haber vencido el plazo para impugnar el Acuerdo.


La declaración de nulidad del Acuerdo extingue de pleno derecho las cauciones que lo garantizan.


Las acciones de nulidad del Acuerdo podrán interponerse por cualquier interesado y prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que comenzó a regir.”.

Artículo 98


Pasa a ser artículo 99, sustituido por el siguiente:


“Artículo 99.- Acción de incumplimiento. El Acuerdo podrá declararse incumplido a solicitud de cualquiera de los acreedores a los que les afecte  por inobservancia de sus estipulaciones. 


Podrá también declararse incumplido si se hubiere agravado el mal estado de los negocios del Deudor de forma que haga temer un perjuicio para dichos acreedores.


Si la acción de incumplimiento se deduce sólo por la inobservancia de las estipulaciones de una de las clases o categorías del Acuerdo, el Deudor podrá enervar la acción cumpliéndolas dentro del plazo de sesenta días contado desde la notificación de la acción. El Deudor podrá enervarla por una sola vez para cada categoría o clase del Acuerdo.


Las acciones de incumplimiento del Acuerdo prescribirán en el plazo de un año contado desde que se produce el incumplimiento.


La declaración de incumplimiento dejará sin efecto el Acuerdo, pero no extinguirá las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.


Las personas obligadas por las cauciones señaladas en el inciso anterior y los terceros poseedores de los bienes gravados con las mismas, según sea el caso, serán oídos en el juicio de declaración de incumplimiento y podrán impedir la continuación de éste enervando la acción cumpliendo el Acuerdo dentro de los tres días siguientes a la citación.


Las cantidades pagadas por el Deudor antes de la declaración de incumplimiento del Acuerdo y el producto obtenido durante el Procedimiento Concursal de Liquidación, servirán de abono a la deuda en caso que la caución se extienda a toda la suma estipulada. Pero si comprende únicamente una parte de ella, sólo le servirá para imputarla a la parte que reste de la cuota no caucionada.”.

Artículo 99


Pasa a ser artículo 100, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 100.- Procedimiento de declaración de nulidad e incumplimiento del Acuerdo. La nulidad o incumplimiento del Acuerdo se sujetarán al procedimiento del juicio sumario y será competente para conocer de estas el tribunal ante el cual se tramitó el Acuerdo.


La resolución que acoja las acciones de nulidad o incumplimiento del Acuerdo, será apelable en ambos efectos, pero el Deudor quedará de inmediato sujeto a la intervención de un Veedor que tendrá las facultades de interventor contenidas en los números 1, 7, 8 y 9 del artículo 25. 


La declaración de nulidad o incumplimiento del Acuerdo no tendrá efecto retroactivo y no afectará la validez de los actos o contratos debidamente celebrados en el tiempo que media entre la resolución que aprueba el Acuerdo y la que declare la nulidad o el incumplimiento.”.

Artículo 100


Pasa a ser artículo 101, sustituido por el que sigue:


“Artículo 101.- Inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación. Una vez firme y ejecutoriada la resolución que declare la terminación o el incumplimiento del Acuerdo, el mismo tribunal dictará la Resolución de Liquidación de la Empresa Deudora, de oficio y sin más trámite.”.

Artículo 101


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 102.- Designación del Liquidador. En la demanda de nulidad o de incumplimiento del Acuerdo, el demandante propondrá a un Liquidador titular y a uno suplente de la Nómina de Liquidadores vigente, debiendo el tribunal designarlos en la Resolución de Liquidación.


Si se interpusiere más de una demanda de nulidad o de incumplimiento del Acuerdo, el tribunal competente designará a los Liquidadores titular y suplente nominados en la primera demanda que se acoja.”.

Artículo 102


Pasa a ser artículo 103.

Artículo 103


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 104.- Competencia. Será competente para aprobar el Acuerdo Simplificado el tribunal que hubiere sido competente para conocer de un Procedimiento Concursal de Reorganización del Deudor de acuerdo a esta ley.”.

Artículo 104


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 105.- Formalidades. El Acuerdo Simplificado deberá ser otorgado ante un ministro de fe o ante un ministro de fe de la Superintendencia, quien certificará, además, la personería de los representantes que concurren al otorgamiento de este instrumento, cuyas copias autorizadas deberán agregarse al acuerdo respectivo.”.

Artículo 105


Pasa a ser artículo 106, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 106.- Objeto. El Acuerdo Simplificado podrá versar sobre cualquier objeto tendiente a reestructurar los activos y pasivos del Deudor.”.

Artículo 106


Pasa a ser artículo 107, sustituido por el siguiente:


“Artículo 107.- Normas aplicables. Serán aplicables al Acuerdo Simplificado, cuando corresponda y siempre que no contravengan lo dispuesto en el presente párrafo, los Títulos 1 y 2 de este Capítulo, en lo relativo a los acuerdos por clases o categorías de acreedores, determinación del pasivo, propuestas alternativas, diferencias entre acreedores de igual clase o categoría, condonación o remisión de créditos, constitución de garantías, cláusulas de arbitraje, nombramiento del interventor y designación de la Comisión de Acreedores.”.

Artículo 107


Pasa a ser artículo 108, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 108.- Requisitos. Para la aprobación judicial del Acuerdo Simplificado, éste deberá presentarse ante el tribunal competente junto con los antecedentes singularizados en el artículo 56 acompañado de un listado de todos los juicios y procesos administrativos seguidos contra el Deudor que tengan efectos patrimoniales, con indicación del tribunal, órgano de la Administración del Estado, rol o número de identificación y materias sobre las que tratan estos procesos.


Conjuntamente con la presentación del Acuerdo Simplificado, deberá presentarse un informe de un Veedor de la Nómina de Veedores, elegido por el Deudor y sus tres principales acreedores, que deberá contener la calificación fundada acerca de:


1. Si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del Deudor; 


2. El monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor en sus respectivas categorías, en caso de un Procedimiento Concursal de Liquidación, y 


3. Si la determinación de los créditos y su preferencia, cuya propuesta acompañó el Deudor, se ajusta a esta ley.”.

Artículo 108


Pasa a ser artículo 109, sustituido por el siguiente:


“Artículo 109.- Resolución de Reorganización Simplificada. Presentada la solicitud de aprobación judicial del Acuerdo Simplificado y hasta la aprobación judicial regulada en el artículo 113, el tribunal dispondrá:


a) La prohibición de solicitar la Liquidación Forzosa del Deudor y de iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento. Lo anterior no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de preferencia de primera clase, suspendiéndose en ese caso sólo la ejecución y realización de bienes del Deudor, excepto los que el Deudor tuviere, en tal carácter, a favor de su cónyuge o de sus parientes o de los gerentes, administradores, apoderados con poder general de administración u otras personas que hayan tenido o tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos, se entenderá por parientes a los ascendientes y descendientes y a los colaterales por consanguinidad y afinidad hasta el cuarto grado, inclusive, 


b) La suspensión de la tramitación de los procedimientos señalados en la letra a) precedente y la suspensión de los plazos de prescripción extintiva, y


c) La prohibición al Deudor de gravar o enajenar sus bienes, salvo los que resulten estrictamente necesarios para la continuación de su giro.”.

Artículo 109


Pasa a ser artículo 110, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 110.- Quórum. El Deudor deberá presentar el Acuerdo Simplificado suscrito por dos o más acreedores que representen al menos tres cuartas partes del total de su pasivo, correspondiente a su respectiva clase o categoría. Las Personas Relacionadas con el Deudor no podrán suscribir un Acuerdo Simplificado, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo para los efectos de la determinación del quórum de aprobación del referido acuerdo.


Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los treinta días anteriores a la fecha de la presentación a aprobación judicial del Acuerdo Simplificado, tampoco se considerarán para el quórum señalado en el inciso anterior.”.

Artículo 110


Pasa a ser artículo 111, sustituido por el siguiente:


“Artículo 111.- Publicidad. Junto con presentar al tribunal el Acuerdo Extrajudicial o Simplificado con los antecedentes señalados en el artículo 108 el Deudor deberá acompañar al Veedor copia de éstos para que los publique en el Boletín Concursal.”.

Artículo 111


Pasa a ser artículo 112, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 112.- Impugnación. Podrán impugnar el Acuerdo Simplificado los acreedores disidentes y aquellos que demuestren haber sido omitidos de los antecedentes previstos en artículo 108 siempre y cuando la impugnación se funde en alguna de las causales para los Acuerdos de Reorganización Judicial establecidas en el artículo 86 de esta ley, o bien sobre la existencia, los montos y las preferencias de sus créditos.


La impugnación deberá presentarse ante el tribunal competente dentro de los diez días siguientes a la publicación del Acuerdo Simplificado efectuada conforme al artículo anterior. Una copia de la impugnación señalada y de los antecedentes correspondientes deberán ser publicados en el Boletín Concursal por el Veedor.


Las impugnaciones al Acuerdo Simplificado se tramitarán como incidente por clase o categoría de acuerdo y se fallarán conjuntamente en una audiencia única, que el tribunal citará para tal efecto y que se celebrará dentro de los diez días siguientes de vencido el plazo para impugnar. Esta audiencia será verbal y se llevará a cabo con los que asistan. La resolución que resuelva las impugnaciones se publicará en el Boletín Concursal y será apelable en el solo efecto devolutivo.”.

Artículo 112


Pasa a ser artículo 113, sustituyéndose el término “objeciones” por “impugnaciones” y añadiendo, al final de la disposición, antecedida de una coma (,) la siguiente frase: “debiendo el Veedor publicarla en el Boletín Concursal”.

Artículo 113


Pasa a ser artículo 114, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 114.- Efectos de la aprobación judicial. El Acuerdo Simplificado aprobado conforme a las disposiciones de este párrafo producirá, cuando corresponda, los efectos previstos en el Párrafo 3 del Título 2 de este Capítulo, siempre que no contravenga lo dispuesto en este párrafo.”.

Artículo 114


Pasa a ser artículo 115, sustituido por el siguiente:


“Artículo 115.- Nulidad e Incumplimiento del Acuerdo Simplificado. Demandada la nulidad o incumplimiento del Acuerdo Simplificado, se aplicará lo dispuesto en el Párrafo 5 del Título 2 de este Capítulo.”.

Epígrafe del Capítulo IV


Incorporar el término “CAPÍTULO” al inicio del epígrafe.

Artículo 115


Pasa a ser artículo 116, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Número 5)


Reemplazarlo por el siguiente:


“5) Nómina de los trabajadores, cualquiera sea su situación contractual, con indicación de las prestaciones laborales y previsionales adeudadas y fueros en su caso.”


Añadir los siguientes número 6 y 7, nuevos:


“6) Una memoria o una breve relación explicativa de las causas del mal estado de sus negocios.


7) Si el Deudor llevare contabilidad completa presentará, además, su último balance.”.

Inciso segundo


Suprimirlo.

Inciso final


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor”.

Artículo 116


Pasa a ser artículo 117, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 117.- Tramitación. El tribunal competente revisará la presentación del Deudor y si cumple con los requisitos señalados en el artículo anterior, procederá dentro de tercero día de conformidad a lo dispuesto en los artículos 37 y 130 aplicándose lo establecido en el Párrafo 4 de este Título.”.

Artículo 117


Pasa a ser artículo 118, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Número 1)


Sustituirlo por el siguiente:


“1) Si cesa en el pago de una obligación que conste en título ejecutivo con el acreedor solicitante. Esta causal no podrá invocarse para solicitar el inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación respecto de los fiadores, codeudores solidarios o subsidiarios, o avalistas de la Empresa Deudora, que ha cesado en el pago de las obligaciones garantizadas por éstos.”.

Número 2)


Reemplazarlo por el siguiente:


“2) Si existieren en su contra dos o más títulos ejecutivos vencidos, provenientes de obligaciones diversas, encontrándose iniciadas a lo menos dos ejecuciones, y no hubiere presentado bienes suficientes para responder a la prestación que adeude y a sus costas, dentro de los cuatro días siguientes a los respectivos requerimientos.”.

Número 3)


Sustituirlo por el siguiente:


“3) Cuando la Empresa Deudora o sus administradores no sean habidos, y hayan dejado cerradas sus oficinas o establecimientos sin haber nombrado mandatario con facultades suficientes para dar cumplimiento a sus obligaciones y contestar nuevas demandas. En este caso, el demandante podrá invocar como crédito incluso aquel que se encuentre sujeto a un plazo o a una condición suspensiva.”.

Artículo 118


Pasa a ser artículo 119, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Número 3)


Reemplazarlo por el siguiente:


“3) El acreedor peticionario podrá designar a un Veedor vigente de la Nómina de Veedores, que asumirá en caso que el Deudor se oponga a la Liquidación Forzosa. Dicho Veedor supervigilará las actividades del Deudor mientras dure la tramitación del Juicio de Oposición, conforme a lo dispuesto en el Párrafo 3 de este Título, y tendrá las facultades de interventor contenidas en el artículo 25 de esta ley. Los honorarios del Veedor no podrán ser superiores a 100 Unidades de Fomento y serán de cargo del acreedor peticionario. Asimismo, el demandante podrá solicitar en su demanda cualquiera de las medidas señaladas en los Títulos IV y V del Libro Segundo del Código de Procedimiento Civil. El Veedor estará facultado para solicitar las medidas cautelares que estime necesarias, con cargo del acreedor peticionario, para garantizar la mantención del activo del Deudor mientras dure el Juicio de Oposición, quedando el Deudor sujeto a las restricciones señaladas en el número 2) del artículo 57de esta ley.”.

Número 4)


Sustituir la expresión “del Liquidador” por “de los Liquidadores” y el guarismo 120 por 121 e iniciar con mayúscula la palabra “deudor”.

Inciso final


Reemplazar la forma verbal “hubiese” por “hubiera” a iniciar con mayúscula el término “deudor”.

Artículo 119


Pasa a ser artículo 120, con las siguientes modificaciones:


Reemplazar la expresión “la notificación personal del deudor o conforme al artículo 44 del Código de Procedimiento Civil” por “la notificación personal del Deudor o la realizada conforme al artículo 44 del Código de Procedimiento Civil” y añadir antes del término “subsane”, el vocablo “los”.

Artículo 120


Pasa a ser artículo 121, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 121.- Audiencia Inicial. La Audiencia Inicial se desarrollará conforme a las siguientes reglas:


1) El tribunal informará al Deudor acerca de la demanda presentada en su contra y de los efectos de un eventual Procedimiento Concursal de Liquidación. 


2) Acto seguido, el Deudor podrá proponer por escrito o verbalmente alguna de las actuaciones señaladas en los literales siguientes, debiendo siempre señalar el nombre o razón social, domicilio y correo electrónico de sus tres acreedores, o sus representantes legales, que figuren en su contabilidad con los mayores créditos. Si el Deudor no cumple con este requisito el tribunal tendrá por no presentada la actuación y dictará de inmediato la Resolución de Liquidación, nombrando a los Liquidadores titular y suplente, ambos en carácter de provisionales, que el acreedor peticionario hubiere designado en su demanda, conforme a lo dispuesto en el número 4 del artículo 119.


a) Consignar fondos suficientes para el pago del crédito demandado y las costas correspondientes. El tribunal tendrá por efectuada la consignación, ordenará practicar la liquidación del crédito, la regulación y tasación de las costas y señalará el plazo en que el Deudor deberá pagarlos, el que se contará desde que esas actuaciones se encuentren firmes. Si el Deudor no pagare en el plazo fijado, el tribunal dictará la respectiva Resolución de Liquidación.


b) Allanarse por escrito o verbalmente a la demanda, dictando en este caso el tribunal la respectiva Resolución de Liquidación.


c) Acogerse expresamente al Procedimiento Concursal de Reorganización contemplado en el Capítulo III de esta Ley. 


d) Oponerse a la demanda de Liquidación Forzosa, en cuyo caso se observarán las disposiciones del Párrafo 3 del presente Título. La oposición del Deudor sólo podrá fundarse las causales previstas en el artículo 464 del Código de Procedimiento Civil. 


3) Si el Deudor no compareciere a esta audiencia, o compareciendo no efectúa alguna de las actuaciones señaladas en el número 2 anterior, el tribunal dictará la Resolución de Liquidación y nombrará a los Liquidadores titular y suplente que el acreedor peticionario hubiere designado en su demanda, ambos en carácter de provisionales, conforme a lo dispuesto en el número 4 del artículo 119 


De lo obrado en esta audiencia se levantará acta, la que deberá ser firmada por los comparecientes y el secretario del tribunal.”.

Artículo 121


Pasa a ser artículo 122, eliminando la forma verbal “señalar” en el encabezado y ubicándola, iniciada con mayúscula, al principio del numeral 1).

Artículo 122


Pasa a ser artículo 123, con las siguientes modificaciones:

Encabezado


Reemplazarlo por el siguiente:


Artículo 123.- De las pruebas. Las excepciones y defensas del Deudor se sujetarán a las reglas siguientes:

Número 2)


Sustituirlo por el siguiente:


“2) Prueba confesional: el escrito de oposición deberá acompañar el pliego de posiciones. Si el acreedor solicitante fuese una persona jurídica, podrá comparecer cualquier persona habilitada a nombre del representante legal, siempre que exhiba en el día de la diligencia la respectiva delegación, otorgada por escritura pública y en la que conste expresamente la facultad de absolver posiciones a nombre del demandante.”.

Número 3)


Reemplazar el término “deudor” por “Deudor”.

Número 4)


Sustituir la expresión “junto al escrito de oposición sólo podrán acompañarse documentos” por “los documentos sólo podrán acompañarse junto al escrito de oposición”.

Artículo 123


Pasa a ser artículo 124, reemplazando el guarismo 120 por 121.

Artículo 124


Pasa a ser artículo 125, modificado como sigue:

Inciso primero

Número 1)


Reemplazarlo por el siguiente:


“1) En caso que reciba la causa a prueba, constatará la existencia de hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos que requieran ser probados para una adecuada resolución de la controversia y fijará los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba. Dicha resolución sólo será susceptible de recurso de reposición por las partes, el que deberá interponerse dentro de tercero día. En caso contrario, citará a las partes a la Audiencia de Fallo.”.

Nº 2)

Letra a)


Eliminar la expresión “restantes”.

Letra b)


Añadir el término “se” antes de la expresión “fijará un plazo”.

Nº 3)


Reemplazar su encabezado por “c)”, y sustituir la oración “El deudor podrá hacer reponer lo resuelto, en la forma prevista en el artículo 125, en la Audiencia de Prueba, tramitándose tal petición como cuestión previa.”. por “El Deudor podrá interponer un recurso de reposición contra lo resuelto en la forma prevista en el artículo 126, tramitándose tal petición como cuestión previa.”.

Nº 4)


Pasa a ser número 3), suprimiendo  la palabra “hábil”.

Inciso segundo


Reemplazar la frase: “En caso de fijarse nuevos puntos de prueba por acogerse la reposición señalada en el número 1 anterior” por “En caso de que se fijen nuevos puntos de prueba por haberse acogido la reposición señalada en el número 1 anterior”, y el guarismo 126 por 127.

Artículo 125


Pasa a ser artículo 126, sustituyendo la expresión “incida en ellos” por “incida en éstos”.

Artículo 126


Pasa a ser artículo 127, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 127.- Audiencia de Prueba. A la hora decretada y con las partes que asistan, se rendirá la prueba declarada admisible en el siguiente orden: confesional y testimonial, iniciándose por la ofrecida por el Deudor. 


Sólo se admitirá la declaración de dos testigos por cada parte respecto de cada punto de prueba. Serán aplicables las reglas de los artículos 358 y siguientes del Código de Procedimiento Civil respecto de la rendición de la prueba testimonial y lo dispuesto en los artículos 385 y siguientes del mismo Código en relación a la prueba confesional. 


Concluida la recepción de la prueba, las partes formularán verbal y brevemente las observaciones que el examen de la prueba les sugiera, de un modo preciso y concreto.


La Audiencia de Prueba terminará con la firma de un acta por los asistentes, el tribunal y su secretario. Desde aquel momento, las partes asistentes y las que no hayan asistido se entenderán citadas y notificadas de pleno derecho a la Audiencia de Fallo, la que deberá celebrarse al décimo día contado desde el término de la Audiencia de Prueba, existan o no diligencias pendientes, debiendo el tribunal fijar su hora de inicio.


Las pruebas señaladas se apreciaran por el tribunal de acuerdo a las reglas de la sana crítica.”.

Artículo 127


Pasa a ser artículo 128, sustituido por el siguiente:


“Artículo 128.- De la Audiencia de Fallo. La Audiencia de Fallo se celebrará con las partes que asistan y en ella se dictará la sentencia definitiva de primera instancia, la que será notificada a las partes. El secretario del tribunal certificará el hecho de su pronunciamiento, la asistencia de las partes y la copia autorizada que se les entregará de la sentencia definitiva. La parte inasistente se entenderá notificada de pleno derecho con el solo mérito de la celebración de la audiencia.”.

Artículo 128


Pasa a ser artículo 129, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 129.- Sentencia definitiva que acoge la oposición del Deudor. La sentencia definitiva que acoge la oposición del Deudor deberá cumplir con lo dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil y con ocasión de ella cesará en sus funciones el Veedor. Contra esta sentencia procederá únicamente el recurso de apelación, el que se concederá en ambos efectos y gozará de preferencia extraordinaria para su inclusión a la tabla y para su vista y fallo. Contra el fallo de segunda instancia no procederá recurso alguno, sea ordinario o extraordinario.


La sentencia definitiva que rechace la oposición del Deudor será apelable en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia extraordinaria para su agregación a la tabla y para su vista y fallo. Notificada la sentencia definitiva, el Veedor designado en conformidad a lo dispuesto en el número 3 del artículo 119 cesará en su cargo.


Acogida la oposición del Deudor, éste podrá demandar indemnización de perjuicios al demandante, a su representante legal, o al administrador solicitante, si probare que procedió culpable o dolosamente.”.

Artículo 129


Pasa a ser artículo 130, modificado como sigue:

Encabezado


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 130.- Resolución de Liquidación. La Resolución de Liquidación contendrá, además de lo establecido en el artículo 169 y 170 del Código de Procedimiento Civil:”.

Número 1), nuevo


Incorporar, como tal, el siguiente, alterándose correlativamente el resto de la numeración:


“1) En caso de ser procedente, las consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento para el rechazo de las excepciones opuestas por el Deudor;”.

Número 1), que pasa a ser 2)


Sustituirlo por el siguiente:


“2) La determinación de si el Deudor es una Empresa Deudora, individualizándola;”.

Número 2), que pasa a ser 3)


Sustituirlo por el que sigue:


“3) La designación de un Liquidador titular y de uno suplente, ambos en carácter de provisionales de acuerdo a lo establecido en el artículo 37 de esta ley, y la orden al Liquidador para que incaute todos los bienes del Deudor, sus libros y documentos bajo inventario, y de que se le preste, para este objeto, el auxilio de la fuerza pública, con la exhibición de la copia autorizada de la Resolución de Liquidación;”.

Número 3)


Pasa a ser número 4) sustituyendo el término “de que” por “para que”.

Número 4)


Reemplazarlo por el siguiente:


“5) La orden de acumular al Procedimiento Concursal de Liquidación todos los juicios pendientes contra el deudor que puedan afectar sus bienes seguidos ante otros tribunales de cualquier jurisdicción, salvo las excepciones legales;”.

Número 5)


Pasa a ser número 6), reemplazado por el siguiente:


“6) La advertencia al público que no pague ni entregue mercaderías al Deudor, bajo pena de nulidad de los pagos y entregas, y la orden a las personas que tengan bienes o papeles pertenecientes al Deudor para que los pongan, dentro de tercero día, a disposición del Liquidador;”.

Número 6)


Pasa a ser número 7), sustituido por el siguiente:


“7) La orden de informar a todos los acreedores residentes en el territorio de la República que tienen el plazo de treinta días contado desde la fecha de la publicación de la Resolución de Liquidación, para que se presenten con los documentos justificativos de sus créditos bajo el apercibimiento de que les afectarán los resultados del juicio sin nueva citación;”.

Número 7)


Pasa a ser número 8), reemplazando la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”.

Número 8)


Pasa a ser 9), sustituido por el que sigue:


“9) La orden de inscribir la Resolución de Liquidación en los conservadores de bienes raíces correspondientes a cada uno de los inmuebles pertenecientes al Deudor, y al margen de la inscripción social de la Empresa Deudora en el Registro de Comercio si fuere procedente.”.

Número 9)


Pasa a ser Nº 10) sin otra modificación.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“La Resolución de Liquidación se notificará al Deudor, a los acreedores y a terceros por medio de su publicación en el Boletín Concursal y contra ella procederá únicamente el recurso de apelación, el que se concederá en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia para su agregación extraordinaria a la tabla, y para su vista y fallo. Contra el fallo de segunda instancia no procederá recurso alguno, sea ordinario o extraordinario.”.

Párrafo 4


Sustituir su epígrafe por el siguiente:

“Párrafo 4. De los efectos de la Resolución de Liquidación”.

Artículo 130


Pasa a ser artículo 131, modificado como sigue:

Encabezado


Reemplazar la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” y la coma que le precede por “Resolución de Liquidación”.

Número 1)


Sustituir la oración final por la siguiente: “Su administración pasará de pleno derecho al Liquidador.”.
Número 4)


Sustituir los términos “todas las acciones que exclusivamente se refieran” por “todas las acciones que se refieran exclusivamente”.

Artículo 131


Pasa a ser artículo 132, con la siguiente enmienda:

Epígrafe


Sustituirlo por el siguiente: “Artículo 132.- Resolución de controversias entre partes.”.

Letra c)


Reemplazarla por la siguiente:


“c) En caso contrario, citará a las partes a una audiencia verbal que se notificará por el estado diario, se publicará por el Liquidador en el Boletín Concursal y se celebrará en el menor tiempo posible.”.

Artículo 132


Pasa a ser artículo 133, modificado como sigue:

Inciso primero


Reemplazar la conjunción “e” por “o”.

Inciso tercero


Sustituir el artículo “las” por “la”.

Inciso cuarto


Reemplazar el verbo “figurar” por “comparecer”.

Artículo 133


Pasa a ser artículo 134, sustituyendo su encabezado por el siguiente:


“Artículo 134.- Situación de los bienes futuros. La administración de los bienes que adquiera el Deudor con posterioridad a la Resolución de Liquidación, se regirá por las reglas que siguen:”.

Artículo 134


Pasa a ser artículo 135, sustituyendo la expresión “La Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “La Resolución de Liquidación” y el artículo “el” por “al”, la segunda vez que figura.

Artículo 135


Pasa a ser artículo 136, modificado como sigue:

Inciso primero


Reemplazar la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”

Inciso segundo


Añadir en la segunda frase, antes de la expresión “deberán garantizar el pago”, los términos “para percibir”.

Artículo 136


Pasa a ser artículo 137, sustituido por el siguiente:


“Artículo 137.- Exigibilidad y reajustabilidad de obligaciones. Una vez dictada la Resolución de Liquidación, todas las obligaciones dinerarias se entenderán vencidas y actualmente exigibles respecto del Deudor, para que los acreedores puedan verificarlas en el Procedimiento Concursal de Liquidación y percibir el pago de sus acreencias. Estas últimas se pagarán según su valor actual más los reajustes e intereses que correspondan, de conformidad a las reglas del artículo siguiente.”.

Artículo 137


Pasa a ser artículo 138, reemplazando la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación” las cinco veces que aparece.

Artículo 138


Pasa a ser artículo 139.

Artículo 139


Pasa a ser artículo 140, enmendado como sigue:

Encabezado


Añadir en el título del artículo la expresión “y reajustes”, sustituir la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”, y el guarismo 137 por 138.

Numero 1)


Reemplazar los guarismos 2 y 137 por 1 y 138.

Numero 2)


Sustituir el guarismo 3 por 2.

Numero 3)


Reemplazar el guarismo 137 por 138.

Inciso cuarto


Eliminar las palabras “y privilegios”.

Inciso final


Reemplazarlo por el siguiente:


“Sin embargo, los intereses que se devenguen con posterioridad a la dictación de la Resolución de Liquidación quedarán pospuestos para su pago hasta que se pague el capital de los demás créditos en el Procedimiento Concursal de Liquidación.”.

Artículo 140


Pasa a ser artículo 141 con las siguientes modificaciones:


Eliminar en los incisos primero y tercero la frase “que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal”.

Artículo 141


Pasa a ser artículo 142, modificado como sigue:

Inciso primero


Sustituir la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”.

Inciso segundo


Reemplazar la expresión “de esta último resolución” por “de dicha resolución”, y el guarismo 131 por 132.

Artículo 142


Pasa a ser artículo 143, enmendado como sigue:

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 143.- Regla general de acumulación al Procedimiento Concursal de Liquidación. Todos los juicios civiles pendientes contra el Deudor ante otros tribunales, se acumularán al Procedimiento Concursal de Liquidación. Los que se inicien con posterioridad a la notificación de la Resolución de Liquidación se promoverán ante el tribunal que esté conociendo del Procedimiento Concursal de Liquidación.”.

Inciso segundo, nuevo:


Incorporar como tal el siguiente:


“Los juicios civiles acumulados al Procedimiento Concursal de Liquidación seguirán tramitándose con arreglo al procedimiento que corresponda según su naturaleza, hasta que quede ejecutoriada la sentencia definitiva.”.

Artículo 143


Pasa a ser artículo 144, iniciando, en su inciso final, la palabra “Ley” con minúscula y sustituyendo en su primer numeral la expresión “actualmente” por “a la fecha”.

Artículo 144


Pasa a ser artículo 145, reemplazando el primer párrafo del numeral 1) por el siguiente:


“1) Si no existieren excepciones opuestas, los juicios se suspenderán en el estado en que se encuentren al momento de notificarse la Resolución de Liquidación.”.


Sustituir la expresión “existen” por “existieren”.
Artículo 145


Pasa ser artículo 146, modificado como sigue:


Sustituir, en el numeral 1), la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”.


Añadir, al final del numeral 2), lo siguiente: “con posterioridad por el tribunal que conoce del Procedimiento Concursal de Liquidación”.

Artículo 146


Pasa a ser artículo 147, modificado como sigue:

Número 1)


Reemplazar el término “Detener” por “Suspender”.

Número 2)


Sustituir la palabra “con” por la expresión “respecto del”, y eliminar el término “permitir”.

Número 3)


Reemplazar los términos “los autos originales” por “el expediente original”.

Artículo 147


Pasa a ser artículo 148, modificado como sigue:

Inciso primero


Sustituir la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”.

Inciso segundo


Remplazar los términos “la argumentación” por “las alegaciones” y los guarismos 121 y 122 por 122 y 123, respectivamente.

Artículo 148


Pasa a ser artículo 149, enmendado como sigue:

Inciso primero


Incorporar el artículo “los” antes de la palabra “juicios”, y sustituir la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”, y la palabra “notifique” por “dicte”.

Inciso segundo


Reemplazarlos por el siguiente:


“En caso de acumulación, sólo el Liquidador podrá solicitar el alzamiento respectivo ante el tribunal que lo decretó o ante el tribunal que esté conociendo del Procedimiento Concursal de Liquidación. El tribunal correspondiente decretará el alzamiento sin más trámite, con el sólo mérito de la dictación ya indicada.”.

Artículo 149


Pasa a ser artículo 150, sustituyendo, en su inciso primero, la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”, y eliminado los términos “económicos o”.

Artículo 150


Pasa a ser artículo 151, con las siguientes enmiendas:

Epígrafe del artículo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 151.-  De la Reivindicación.”

Inciso segundo


Sustituir la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”.

Artículo 151


Pasa a ser artículo 152, reemplazando la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”, “nombre de aquél” por “nombre de éste” y añadiendo la conjunción “y” antes de la palabra “siempre”.

Artículo 152


Pasa a ser artículo 153, enmendado como sigue:

Inciso primero


Intercalar la conjunción “y” antes del término “mientras”.

Incisos segundo y tercero


Reemplazarlos por los siguientes:


“Vendidas las mercaderías, el propietario de ellas podrá reivindicar el precio o la parte del precio que no hubiere sido pagado o compensado entre el Deudor y el comprador a la fecha de la Resolución de Liquidación. 


No se entiende pagado el precio por la simple dación de documentos de crédito, firmados o transferidos por el comprador a favor del Deudor. Si existieren tales documentos en poder de éste, el propietario podrá reivindicarlos, siempre que acredite su origen e identidad.”.

Artículo 153


Pasa a ser artículo 154, iniciando con mayúscula el término “deudor” las dos veces que aparece.

Artículo 154


Pasa a ser artículo 155, sustituyendo su epígrafe por el siguiente:


“Artículo 155.- Resolución de la compraventa.”.

Artículo 157


Pasa a ser artículo 156, reemplazando el término “precedentes” por “siguientes” e iniciando con mayúscula la palabra “deudor” por “Deudor”.

Artículo 155


Pasa a ser artículo 157, con las siguientes modificaciones:

Epígrafe del artículo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 156.- Facultades del vendedor respecto de las mercaderías en tránsito.”.

Inciso primero


Iniciar con mayúscula el término “deudor”.

Artículo 156


Pasa a ser artículo 158, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar la expresión “no podrá usar de las acciones” por “no podrá ejercer las acciones”.

Inciso segundo


Sustituir la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”.

Artículo 158


Pasa a ser artículo 159, reemplazando su epígrafe por el siguiente:


“Artículo 159.- Efecto de la resolución de la compraventa.”.

Artículo 159


Pasa a ser artículo 160, iniciando el término “deudor” con mayúscula y reemplazando el guarismo 155 por 157.

Artículo 160


Pasa a ser artículo 161, iniciando con mayúscula el término “deudor” las dos veces que aparece y sustituyendo la expresión “pertenezcan a aquél” por “pertenezcan a éste”.

Artículo 161


Pasa a ser artículo 162, sustituyendo el epígrafe por el siguiente:


“Artículo 162.- Oposición del Liquidador a la resolución o retención”.

Artículo 162


Pasa a ser artículo 163, reemplazando, en el epígrafe, la expresión “Razón social de un” por “Razón social del”; iniciando con mayúscula el término “deudor” las dos veces que aparece y añadiendo la palabra “tanto” después de la expresión “serán solidariamente responsables”.

Artículo 163


Pasa a ser artículo 164, iniciando con mayúscula el término “deudor” las dos veces que aparece.

Artículo 164


Pasa a ser artículo 165, modificado como sigue:

Epígrafe


Sustituirlo por: “Artículo 165.- Del acta de incautación.”.

Número 1)


Iniciar el término “deudor” con mayúscula.

Número 3)


Eliminar la conjunción “y”.

Número 4)


Iniciar con mayúscula el término “deudor” y sustituir el punto aparte (.) que le sigue por un punto y coma (;).

Número 5), nuevo


Agregar como tal el siguiente:


“5) El inventario de bienes señalado en el artículo 166 y”.

Número 6), nuevo:


Intercalar como tal el siguiente:


“6) El nombre y la firma del Liquidador y del ministro de fe, que estuvo presente en la incautación e inventario de bienes.”.

Inciso final


Reemplazar los términos “en el inciso anterior” por “en este artículo”.

Artículo 165


Pasa a ser artículo 166, modificado como sigue:

Encabezado del artículo


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 166.- Del inventario. El inventario de los bienes del Deudor que el Liquidador confeccione deberá incluir, al menos, las siguientes menciones:”.

Número 1)


Iniciar con mayúscula el término “deudor”.

Número 2)


Iniciar con mayúscula el término “Deudor” y añadir el artículo “las” antes de la palabra “maquinarias”.

Número 3)


Sustituirlo por el siguiente:


“3) La identificación de los bienes respecto de los cuales el Liquidador constate la existencia de contratos de arrendamiento con opción de compra, y de todos aquellos que se encuentren en poder del Deudor en una calidad distinta a la de dueño.”.

Artículo 166


Pasa a ser artículo 167, reemplazando el epígrafe del artículo por el siguiente: “Artículo 167.- Publicidad del acta de incautación e inventario.”, y sustituyendo la expresión “tendientes a excluir bienes del inventario” por “las que excluyan bienes del inventario.”.

Artículo 167


Pasa a ser artículo 168, reemplazando el epígrafe por “Artículo 168.- Asesoría técnica al Liquidador.”, iniciando con mayúscula el término  “deudor”, y sustituyendo la expresión “de Procedimiento Concursal” por “del Procedimiento Concursal”.

Artículo 168


Pasa a ser artículo 169, reemplazando el epígrafe por “Artículo 168.- Asesoría general al Liquidador.”, eliminando la expresión “la práctica de”, y la coma (,) que sigue a los términos “podrán acompañar al Liquidador”.

Artículo 169


Pasa a ser artículo 170, enmendado como sigue:

Inciso primero


Iniciar con mayúscula el término “deudor” las tres veces que aparece.

Inciso segundo


Iniciar con mayúscula el término “deudor” y reemplazar la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación”.

Artículo 170


Pasa a ser artículo 171, enmendando su inciso primero como sigue:


Reemplazar la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación” y agregar los términos “y alegar su preferencia”, a continuación de la expresión “verificar sus créditos”.

Artículo 171


Pasa a ser artículo 172, modificado como sigue:

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 172.- Acreedores prestadores de Servicios de Utilidad Pública. Lo preceptuado en el artículo precedente también será aplicable a los acreedores que presten Servicios de Utilidad Pública, quienes deberán verificar los créditos correspondientes a suministros anteriores a la Resolución de Liquidación y no podrán, con posterioridad a ella, suspender tales servicios, salvo autorización del tribunal, previa audiencia del Liquidador.”.

Inciso segundo


Reemplazar la expresión “servicios de utilidad pública” y “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación” y “Servicios de Utilidad Pública” respectivamente, y añadir, al final del inciso, la frase “debiendo restablecerse su suministro tan pronto el tribunal lo ordene”, antecedida de una coma (,).

Inciso tercero


Reemplazar la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación” y eliminar el término “hábil” que aparece después de la expresión “a más tardar al día”.

Artículo 172


Pasa a ser artículo 173, sustituido por el que sigue:


“Artículo 173.- Término del período de verificación ordinaria de créditos. Vencido el plazo de treinta días indicado en el artículo 171 se entenderá de pleno derecho cerrado el período ordinario de verificación de créditos, sin necesidad de resolución ni notificación alguna. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los dos días siguientes de vencido el plazo señalado, el Liquidador publicará este cierre en el Boletín Concursal, junto con el listado de todos los créditos verificados con sus montos y preferencias alegadas.”.

Artículo 173


Pasa a ser 174, sustituido por el que sigue:


“Artículo 174.- Estudio de créditos y preferencias. En cumplimiento de sus deberes legales, el Liquidador examinará todos los créditos que se verifiquen y las preferencias que se aleguen, investigando su origen, cuantía y legitimidad por todos los medios a su alcance, especialmente aquellos verificados por las Personas Relacionadas del Deudor. Si no encontrare justificado algún crédito o preferencia, deberá deducir la objeción que corresponda, de conformidad a las disposiciones del artículo 175.”.

Artículo 174


Pasa a ser artículo 175, modificado como sigue:

Inciso primero


Iniciar con mayúscula la expresión “deudor”, reemplazar los términos “plazo de cinco días” por “plazo de diez días” y sustituir las palabras “o privilegios” por “o preferencias”.

Incisos segundo y tercero


Reemplazarlos por los siguientes:


“Las objeciones señaladas anteriormente se presentarán ante el tribunal que conoce del procedimiento. Expirado el plazo que se indica en el inciso anterior sin que se formulen objeciones, los créditos no objetados quedarán reconocidos. Vencido el plazo diez días señalado en el inciso primero, y dentro de los tres días siguientes, el Liquidador publicará en el Boletín Concursal todas las objeciones presentadas, confeccionará la nómina de los créditos reconocidos, y acompañará dicha nómina al expediente publicándola en el Boletín Concursal.”.

Artículo 175


Pasa a ser artículo 176, enmendado como sigue:

Inciso primero


Reemplazar la frase “para que se obtenga el debido ajuste entre los acreedores o entre éstos y el deudor” por “para que se obtenga el debido ajuste entre los acreedores o entre éstos y el Deudor, y se subsanen las objeciones”.

Inciso tercero


Sustituirlo por el siguiente:


“Agregada al expediente la nómina de créditos impugnados con el informe del Liquidador, el tribunal citará a una audiencia única y verbal para el fallo de éstas, dentro de décimo día contado desde la notificación de la resolución que tiene por acompañada la nómina de créditos impugnados. A dicha audiencia podrán concurrir los impugnantes, el Deudor, el Liquidador y los acreedores impugnados en su caso. El tribunal competente podrá, por una sola vez, suspender y continuar la referida audiencia con posterioridad.”.

Inciso cuarto


Intercalar antes de la frase “créditos en la nómina de crédito reconocidos” el artículo “los” y sustituir la expresión “dentro del día hábil siguiente” por “dentro los dos días siguientes”.

Artículo 176


Pasa a ser artículo 177, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 177.- De las costas. El impugnante vencido será condenado en costas a beneficio del acreedor impugnado, a menos que el tribunal considere que ha tenido motivos plausibles para litigar. Las costas que se determinen serán equivalentes al diez por ciento del crédito impugnado y no podrán exceder de 500 Unidades de Fomento.


Lo anterior no será procedente en caso que el impugnante sea el Liquidador.”.

Artículo 177


Pasa a ser artículo 178, reemplazando la frase “gozando para estos efectos de preferencia para su agregación extraordinaria” por “gozando de preferencia para su inclusión”.

Artículo 178


Pasa a ser artículo 179, colocando entre comas (,) la expresión “al efecto”.

Artículo 179


Pasa a ser artículo 180.

Inciso primero


Reemplazar el término “aceptando” por “y deberán aceptar”.

Inciso segundo


Sustituir la expresión “desde su notificación en el Boletín Concursal” por “desde la notificación de su verificación en el Boletín Concursal”, y los guarismos 174 y 175 por 175 y 176, seguidos de una coma (,).

Epígrafe del Párrafo 7


Añadir el artículo “los” antes de la palabra “Procedimientos”.

Artículo 180


Pasa a ser artículo 180.

Artículo 181


Pasa a ser artículo 182, agregando la siguiente oración final, nueva:


“Los acuerdos se tomarán con Quórum Simple, salvo que esta ley establezca un quórum diferente”.

Artículo 182


Pasa a ser artículo 183, modificado como sigue:

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 183.- Asistencia y derecho a voz. Las Juntas de Acreedores serán públicas y el Liquidador podrá disponer que, por razones de seguridad y previa autorización judicial, se puedan practicar sesiones con presencia limitada de público general.”.

Número 1)


Reemplazarlo por el siguiente:


“1) Todos los acreedores que hayan verificado sus créditos, tengan o no derecho a voto.”.

Número 3)


Iniciar con mayúscula el término “deudor”.

Número 4)


Eliminar la frase “por medio de acto administrativo”, y reemplazar la expresión “Superintendente Concursal” por “Superintendente de Insolvencia y Emprendimiento”.

Artículo 183


Pasa a ser artículo 184, iniciando con mayúscula el término “deudor”.

Artículo 184


Pasa a ser artículo 185, añadiendo el artículo “un” antes de la palabra “acta” y suprimiendo la expresión “hábil”.

Artículo 185


Pasa a ser artículo 186


Sustituir la frase “y, al día hábil siguiente de aquel en que dicha Junta debió celebrarse, deberá publicar el correspondiente certificado en el Boletín Concursal” por “y deberá publicar el correspondiente certificado en el Boletín Concursal al día siguiente de aquel en que dicha Junta debió celebrarse.”.

Artículo 186


Pasa a ser artículo 187, enmendado como sigue:

Inciso segundo


Suprimir el término “hábil”.

Número 2)


Reemplazar la expresión “dejándose constancia del ejercicio por parte del Liquidador de la facultad de suspensión” por “dejándose constancia del ejercicio de la facultad de suspensión por parte del Liquidador”, el guarismo 184 por 185 y la forma verbal “hubiere” por “hubieren”.

Número 4)


Sustituir la expresión “la época” por “al momento”.

Número 5)


Reemplazar la expresión “Junta de Acreedores reanudada” por “reanudación de la misma”.

Número 6)


Eliminar la expresión “que así lo deseen” y sustituir el guarismo 184 por 185.

Artículo 187


Pasa a ser artículo 188, añadiendo, a su inciso primero, la siguiente oración final, nueva: “A las Juntas de Acreedores que se celebren ante el tribunal, los acreedores deberán comparecer debidamente representados en la forma que exige la ley”.

Inciso segundo


Reemplazar la expresión “Ministro de Fe” por “ministro de fe”.

Artículo 188


Pasa a ser artículo 189, modificado como sigue:

Inciso primero


Reemplazar la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Liquidación” por “Resolución de Liquidación” las dos veces que aparece.

Inciso tercero


Sustituir los términos “no se avinieren a la” por “no se acuerda la”.

Artículo 189


Pasa a ser artículo 190, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 190.- Del derecho a voto. Tendrán derecho a voto aquellos acreedores cuyos créditos estén reconocidos y aquellos a los que se les haya concedido el derecho a votar de conformidad al procedimiento dispuesto en el artículo siguiente, aunque sus créditos no estén reconocidos, hayan sido o no objetados o impugnados.”.

Artículo 190


Pasa a ser artículo 191, modificado como sigue:

Número 1)


Sustituirlo por el siguiente:


“1) Deberá celebrarse una audiencia el día inmediatamente anterior a la Junta de Acreedores, ante el tribunal y en presencia del secretario, a la que asistirán el Liquidador, el Deudor y los acreedores, estos dos últimos, si lo estiman pertinente.”.

Número 3)


Reemplazar su primera oración por la siguiente:


“3) La audiencia comenzará con la entrega de un informe escrito del Liquidador al tribunal acerca de la verosimilitud de la existencia y monto reclamado de los créditos no reconocidos.”.


En la segunda oración, eliminar el término “hábil” y reemplazar el guarismo 188 por 189.

Número 4)


Sustituir su primera oración por la siguiente:


“4) A continuación, el tribunal oirá a aquellos acreedores que soliciten verbalmente argumentar la inclusión o conservación de su propio crédito en el informe o bien la exclusión de otros.”.

Número 5)


Reemplazar su primera oración por la siguiente:


“5) Acto seguido, el tribunal resolverá en única instancia, con los antecedentes disponibles en dicha audiencia, los que apreciará de acuerdo a las normas de la sana crítica, dejando constancia en el acta respectiva.”.

Número 7)


Iniciar con minúscula el término “ley”.

Número 8)


Reemplazar la preposición “para” por “a”.

Artículo 191


Pasa a ser artículo 192, sustituido por el siguiente:


“Artículo 192.- Excepción y limitación al ejercicio del derecho a voto. Las Personas Relacionadas con el Deudor no gozarán de derecho a voto, ni tampoco se considerarán en el cálculo del respectivo quórum.


El acreedor o su mandatario que tengan un conflicto de interés o un interés distinto del inherente a la calidad de acreedor del Deudor respecto de un determinado acuerdo, deberán abstenerse de votar dicho acuerdo y tampoco se considerarán en el cálculo del respectivo quórum.”.

Artículo 192


Pasa a ser artículo 192, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 193.- Participación de créditos pagados. Los acreedores no tendrán derecho a voto por los créditos que hubieren sido totalmente pagados a causa de un reparto, de un pago administrativo o por cualquier otra forma, incluso por un tercero. Si el pago del crédito hubiere sido parcial, el acreedor tendrá derecho a voto sólo por el saldo insoluto.”.

Artículo 193


Pasa ser artículo 194, sustituido por el que sigue:


“Artículo 194.- Junta Constitutiva. Es la primera Junta de Acreedores que se celebra una vez iniciado el Procedimiento Concursal de Liquidación. Tendrá lugar al trigésimo segundo día contado desde la publicación en el Boletín Concursal de la Resolución de Liquidación y se realizará en las dependencias del tribunal o en el lugar específico que éste designe, a la hora que la misma resolución fije.”.

Artículo 194


Pasa a ser artículo 195, suprimiéndose la palabra “hábil” y sustituyéndose la expresión “quórums” por “quórum”.

Artículo 195


Pasa a ser artículo 196, enmendado como sigue:

Número 1)


Reemplazar el guarismo 200 por 201 e iniciar con minúscula el término “Ley”.

Número 2)

Letra a)


Sustituir el término “inciso” por “encabezado”.

Letra b)


Suprimir la palabra “preciso”.

Artículo 196


Pasa a ser artículo 197, modificado como sigue:

Número 1)


Iniciar con mayúscula el término “deudor”; sustituir el guarismo 203 por 204 e incorporar una coma (,) antes de la expresión “y de la gestión realizada”.

Número 2)


Sustituirlo por el siguiente:


“2) La ratificación de los Liquidadores titular y suplente provisionales o bien la designación de sus reemplazantes. Los Liquidadores que no hubieren sido ratificados continuarán en sus cargos hasta que asuman sus reemplazantes. Dentro de diez días contados desde la nueva designación deberá suscribirse entre el Liquidador no ratificado y el que lo remplace un acta de traspaso en que conste el estado preciso de los bienes del Deudor y cualquier otro aspecto relevante para una adecuada continuación del Procedimiento Concursal de Liquidación. En el mismo plazo deberán entregarse todos los antecedentes, documentos y otros instrumentos del Deudor que se encuentren en poder del Liquidador no ratificado. Una copia del acta antes indicada deberá ser remitida a la Superintendencia.”.

Número 4)


Reemplazarlo por el siguiente:


“4) La designación de un presidente titular y uno suplente y un secretario titular y uno suplente, de entre los acreedores con derecho a voto o sus representantes, para las sesiones futuras.”. 

Número 5), nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“5) Plan o propuesta circunstanciada de la realización de los bienes del Deudor, la estimación de los principales gastos del Procedimiento Concursal de Liquidación y la continuación de las actividades económicas, de conformidad a lo previsto en el Título 4 de este Capítulo, en los casos que proceda.”.

Número 5)


Pasa a ser número 6).

Artículo 197


Pasa a ser artículo 198, sustituyendo la expresión “dentro del día siguiente hábil” por “dentro del tercer día siguiente”.

Artículo 198


Pasa a ser artículo 199, enmendado como sigue:

Inciso primero


Reemplazar su encabezado por el siguiente:


“Artículo 199.- De la Primera Junta Ordinaria. Son materias obligatorias a tratar en la Primera Junta Ordinaria, si éstas no se hubieren acordado en la Junta Constitutiva, las siguientes:”.

Número 1)


Sustituirlo por el siguiente:


“1) El informe acerca del activo y pasivo del Deudor, especialmente las variaciones que hubieren experimentado desde la Junta Constitutiva, que el Liquidador deberá presentar por escrito y explicar verbalmente;”.

Número 2)


Iniciar con mayúscula la expresión “deudor”.

Inciso segundo


Eliminar la palabra “sea”.

Inciso tercero


Reemplazar la expresión “Quórum Calificado” por “Quórum Especial”, la palabra “periodo” por “período” y los guarismos 49 y 185 por 48 y 186.

Artículo 199


Pasa a ser artículo 200.

Artículo 200


Pasa a ser artículo 201, enmendado como sigue:


Sustituir su encabezado por el siguiente:


“Artículo 201.- Materias de Juntas Extraordinarias. Son materias de Juntas Extraordinarias las solicitadas por el o los peticionarios señalados en el artículo anterior. Además, serán materias exclusivas de Juntas Extraordinarias las siguientes:”.

Números 2) y 3)


Reemplazar el término “Ley” por “ley”.

Número 4)


Añadir, al final de la disposición, la siguiente frase, antecedida de una coma (,): “de acuerdo a lo establecido en el artículo 39 de esta ley”.

Artículo 201


Pasa a ser artículo 202, enmendado como sigue:

Inciso primero


Reemplazar la oración: “El peticionario deberá requerir la citación a Junta Extraordinaria al Liquidador por escrito acreditando el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 199.” por “El peticionario deberá requerir por escrito al Liquidador la citación a Junta Extraordinaria, acreditando el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 200.”, y “en ella sólo podrán discutirse” por “en ésta sólo podrán discutirse”.

Número 3)


Sustituir la frase “debiendo el Liquidador ajustar su accionar a dicha decisión” por “debiendo el Liquidador ajustarse a dicha decisión”.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“El Liquidador deberá publicar la citación a la Junta Extraordinaria de Acreedores en el Boletín Concursal al día siguiente a la solicitud,  adjuntando copia de la solicitud que se le haya presentado.”.

Nuevo inciso final


Incorporar como tal el siguiente:


“La junta deberá celebrarse transcurridos a lo menos tres días desde la publicación de la citación por el Liquidador en el Boletín Concursal.”.

Artículo 202


Pasa a ser artículo 203, sustituido por el siguiente:


“Artículo 203.- Comisión de acreedores. La Junta de Acreedores podrá acordar con Quórum Calificado, la constitución de una Comisión de Acreedores, a efectos de adoptar los acuerdos que se comprendan dentro de la órbita de su competencia con validez general. Su composición, facultades, duración y procedimientos aplicables serán determinados por la propia Junta de Acreedores, con el mismo quórum anterior.”.

Epígrafe del Título 2


Sustituir la preposición “Del” por “De”.

Artículo 203


Pasa a ser artículo 204, modificado como sigue:

Encabezado del artículo


Sustituir la expresión “Párrafo” por “Título”, y eliminar la coma (,) que aparece a continuación.

Letra a)


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor” y añadir una coma (,) después del término “micro empresa”.

Letra b)


Reemplazar la frase “deberá formular su oposición verbalmente en la misma Junta Constitutiva” por “deberá formular verbalmente su oposición en la misma Junta Constitutiva”.

Letra f)


Reemplazar el guarismo 210 por 211.

Artículo 204


Pasa a ser artículo 205, enmendado como sigue:

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) El Liquidador designará a un Martillero Concursal.”. 

Letra b)

Párrafo primero


Sustituir la frase “que se celebrará a más tardar al quinto día hábil desde el vencimiento” por “que se celebrará a más tardar al quinto día desde el vencimiento”.

Párrafo segundo


Reemplazar la frase “y contra su resolución sólo podrá deducirse reposición, verbalmente,” por “y contra su resolución sólo podrá deducirse verbalmente reposición,”.

Letra c)


Suprimir la expresión “escritas o electrónicas” y las comas (,) que la antecede y precede.

Letra d)


Incorporar comas (,) antes y después de la expresión “a lo menos”.

Letra e)


Sustituir su primera oración por la siguiente: 


“e) El mínimo del remate de bienes inmuebles o de derechos sobre ellos corresponderá al fijado por la Junta  Constitutiva de Acreedores o, en su defecto, al Avalúo Fiscal vigente al semestre en que ésta se efectúe, o a la proporción que corresponda según dicho avalúo, respectivamente.”.


Reemplazar, en la última oración, las expresiones “presentasen” por “presentaren” y “a” por “de”.

Letra f)


Reemplazarla por la siguiente:


“f) El mínimo del remate de bienes muebles corresponderá al fijado por la Junta Constitutiva de Acreedores o, en su defecto, se subastarán sin mínimo.”.

Letra g)


Reemplazar la expresión “martillero” por “Martillero Concursal”, y el guarismo 215 por 217.

Letra h)


Intercalar la palabra “ésta” antes de la expresión “debió celebrarse”.

Artículo 205


Pasa a ser artículo 206, incorporando el vocablo “lo” antes de la expresión “exime de perseverar” y reemplazando la forma verbal “fuese” por “fuere” e iniciado con minúscula la palabra “Ley”.

Artículo 206


Pasa a ser artículo 207, sustituido por el siguiente:


“Artículo 207.- Acuerdos de la Junta Constitutiva sobre la realización sumaria. Los acreedores podrán acordar, en la Junta Constitutiva y con Quórum Calificado, una fórmula de realización diferente a las señaladas en este Párrafo. Cualquiera sea la fórmula que se acuerde, ésta deberá ejecutarse dentro de los plazos indicados en la letra h) del artículo 205.”.

Artículo 207


Pasa a ser artículo 208, sustituyendo su encabezado por el siguiente: “Artículo 208.- Principio general de realización ordinaria.”.

Artículo 208

Encabezado


Reemplazar la expresión “deudor” por “Deudor”.


Pasa a ser artículo 209, sustituyendo, en el numeral 3), la palabra “Una” por “Otra” y el guarismo 216 por 218.

Artículo 209


Pasa a ser artículo 210, enmendado como sigue:

Inciso primero


Añadir una coma (,) antes de los términos “y de siete”, y el vocablo “desde” después de la expresión “Junta Constitutiva o”.

Inciso segundo


Reemplazar la expresión “Quórum Especial” por “Quórum Calificado”.

Artículo 210


Pasa a ser artículo 211, con las siguientes modificaciones:


Añadir la expresión “contados” a continuación de “sesenta días”, eliminar la coma (,) que antecede a la expresión “o de la notificación del acta”, reemplazar el guarismo 204 por 205 y anteponer  una coma (,) a la expresión “se contará”.

Artículo 211


Pasa a ser artículo 212, con las siguientes modificaciones:


Reemplazar la expresión “no se cumplirán los plazos” por “no se podrá dar cumplimiento a los plazos” y el guarismo 209 por 210.


Añadir la siguiente oración final, nueva:


“El incumplimiento de este deber de información será considerado falta grave para los efectos del número 2) del artículo 340.”.

Artículo 212


Pasa a ser artículo 213, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 213.- Regla especial para realizaciones impostergables. El Liquidador podrá realizar en cualquier momento, al martillo o en venta directa, los bienes muebles del Deudor que considere que estén expuestos a próximo deterioro o desvalorización inminente o exijan una conservación dispendiosa. En la Junta inmediatamente posterior, el Liquidador deberá informar a los acreedores sobre los bienes realizados, su forma de enajenación y los recursos obtenidos de ella. Si no hubiere Juntas posteriores, cumplirá informando en tal sentido a la Superintendencia y consignándolo en las cuentas provisorias que deba rendir.”.

Artículo 213


Pasa a ser artículo 214, enmendado como sigue:

Inciso primero


En el epígrafe, añadir la palabra “Concursal” después de la expresión “Martillero”.


Eliminar los términos “de Liquidación”.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Cualquier martillero que cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 14, en lo que les sean aplicables, y que se someta voluntariamente a las disposiciones de esta ley y a la fiscalización de la Superintendencia exclusivamente respecto de los Procedimientos Concursales en los que participe, podrá solicitar su inclusión en la Nómina de Martilleros Concursales.”.

Artículo 214


Pasa a ser artículo 215, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 215.- Adopción del acuerdo y formalidades básicas. El acuerdo de venta al martillo podrá versar tanto sobre bienes muebles como inmuebles del Deudor. El acuerdo deberá designar al Martillero Concursal, elegido de una terna propuesta por el Liquidador y confeccionada sólo con aquellos Martilleros Concursales incluidos en la nómina llevada por la Superintendencia. Las demás condiciones de la venta deberán constar en las bases que proponga el Liquidador en la misma Junta, para la aprobación de los acreedores. 


Con a lo menos cinco días de anticipación a la fecha del remate, el Liquidador deberá publicar en el Boletín Concursal las bases aprobadas por la Junta de Acreedores, sin perjuicio de otros medios adicionales de publicidad que las mismas bases puedan consignar.”.

Artículo 216, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo 216.- Comisión del Martillero Concursal. El Martillero Concursal percibirá una comisión única por el ejercicio de sus funciones, equivalente a un porcentaje sobre el monto total de realización de los bienes encargados rematar. Esta comisión será de cargo del adjudicatario.


La comisión señalada no podrá exceder de un 2% sobre el monto total de realización de bienes inmuebles y de un 7% sobre el monto total de realización de bienes muebles. 


La Junta de Acreedores, con Quórum Calificado, podrá acordar aumentar la comisión correspondiente a un Martillero Concursal, en cuyo caso el aumento será de cargo del acreedor o acreedores que expresamente lo consientan. El señalado aumento de comisión deberá consignarse en el acuerdo de venta al martillo.


Cualquier contravención a este artículo será sancionada conforme al artículo 27 de esta ley.


A los Martilleros Concursales no les serán aplicables las comisiones reguladas en la ley N° 18.118.”.

Artículo 215


Pasa a ser artículo 217, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 217.- Rendición de cuenta. Dentro del quinto día siguiente a la fecha del remate, el Martillero Concursal deberá rendir ante la Superintendencia una cuenta detallada y desglosada de los bienes rematados, así como de los ingresos, gastos y resultado final del remate o subasta, y publicarla en el Boletín Concursal. La Superintendencia podrá objetar u observar su contenido, conforme a lo previsto en el número 5 del artículo 339.


Asimismo, podrán objetar la cuenta presentada por los Martilleros Concursales, el Liquidador, el Deudor y los acreedores, siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 49 y siguientes de esta ley en cuanto sea procedente.”.

Artículo 216


Pasa a ser artículo 218, añadiendo, en el numeral  2), el artículo “el” antes de la palabra “precio”.

Artículo 217


Pasa a ser artículo 219, sustituyendo la expresión “afectos a la seguridad de” por “que garantizan”.
Artículo 218


Pasa a ser artículo 220, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar los términos “y retención” por “o retención”; iniciar con minúscula la palabra “Ley” e incorporar, a continuación de la expresión “Avalúo Fiscal”, la frase “o a la valorización que efectúe el Liquidador al bien gravado con prenda”.

Inciso segundo


Añadir la siguiente oración final: “En tal caso, el acreedor hipotecario, prendario o retencionario, podrá acompañar siempre un informe pericial de tasación del respectivo bien, el que el tribunal tendrá presente para la determinación final del valor.”.

Inciso tercero


Sustituir la expresión “En este caso” por “En virtud de lo anterior”.

Artículo 219


Pasa a ser artículo 221, sustituido por el que sigue:


“Artículo 221.- Calificación de la venta de los bienes como unidad económica. La venta de los bienes como unidad económica no calificará como venta de establecimiento comercial.”.

Artículo 220


Pasa a ser artículo 222, reemplazando, en el inciso primero, la forma verbal “integren” por “integran”.

Artículo 221


Pasa a ser artículo 223, añadiendo la expresión “por escrito” a continuación de “deberán dirigirse”.

Artículo 222


Pasa a ser artículo 224, sustituyendo, en su inciso primero, las expresiones “Quórum Calificado” por “Quórum Especial” y “Quórum Especial” por “Quórum Calificado”.

Artículo 223


Pasa a ser artículo 225, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 225.- De la incautación. Los bienes que el Deudor detente en su poder en virtud de un contrato de arrendamiento con opción de compra, deberán ser incautados por el Liquidador en la forma dispuesta en los artículos 164 y 165 de esta ley, debiendo dejar constancia en el acta que levante que se trata de bienes objeto de un contrato de arrendamiento con opción de compra.”.

Inciso segundo


Sustituir la expresión “por el arrendatario” por “por la masa”.

Artículo 224


Pasa a ser artículo 226, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 226.- Efecto de la Resolución de Liquidación en los contratos de arrendamiento con opción de compra. La dictación de la Resolución de Liquidación no constituirá causal de terminación inmediata del contrato de arrendamiento con opción de compra, teniéndose por no escrita cualquier cláusula o estipulación en contrario.


La Junta Constitutiva de Acreedores deberá pronunciarse y acordar al respecto alguna de las siguientes alternativas:


1.- Continuar con el cumplimiento del contrato de arrendamiento con opción de compra, en los términos originalmente pactados. 


2.- Ejercer anticipadamente la opción de compra, en los términos establecidos en el contrato de arrendamiento con opción de compra.


3.- Terminar anticipadamente el contrato de arrendamiento con opción de compra con el acuerdo del arrendador, restituyendo el bien.


Para el caso en que no se celebrare la referida junta, o ésta no se pronunciare al respecto, se entenderá que se opta por la alternativa regulada en el número 3 precedente.”.

Artículo 225


Pasa a ser artículo 227, sustituido por el siguiente:


“Artículo 227.- De la verificación. El arrendador podrá verificar siempre en el Procedimiento Concursal de Liquidación del Deudor arrendatario aquellas cuotas devengadas e impagas hasta la fecha de la Resolución de Liquidación. 


Respecto de las obligaciones que nazcan en virtud del ejercicio de las opciones reguladas en el artículo anterior, se estará a lo siguiente:


a) Si la Junta Constitutiva de Acreedores acordare continuar con el contrato de arrendamiento con opción de compra vigente en los términos originalmente pactados, las rentas que se devenguen con posterioridad a la fecha de la Resolución de Liquidación serán de cargo de la masa, y se pagarán en los términos y condiciones originalmente estipulados en el referido contrato.


b) Si la Junta Constitutiva de Acreedores acordare el ejercicio anticipado de la opción de compra en los términos originalmente pactados, su pago será de cargo de la masa. El Liquidador deberá efectuarlo dentro de los treinta  días siguientes a la fecha en que se adoptó el acuerdo, prorrogables por igual período, previa autorización del tribunal. 


Si el pago no se hiciere efectivo dentro del plazo señalado, el acreedor arrendador podrá poner término al contrato de arrendamiento con opción de compra, caso en el cual se estará a lo dispuesto en el numeral siguiente.


c) Si la Junta Constitutiva de Acreedores acordare el término anticipado del contrato de arrendamiento con opción de compra con acuerdo del arrendador, se deberá restituir al arrendador el bien objeto del referido contrato dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se adoptó el acuerdo, prorrogables por igual período, previa autorización del tribunal competente.


Si el contrato incluyese multas, ellas podrán ser verificadas únicamente con el mérito de una sentencia definitiva firme o ejecutoriada que declare terminado el contrato de arrendamiento con opción de compra y conceda las cantidades reclamadas


Para los efectos del ejercicio de las opciones establecidas en las letras b) y c), el arrendador no podrá condicionar el ejercicio de la opción de compra al pago por parte del Deudor arrendatario de las rentas debidas devengadas con anterioridad a la Resolución de Liquidación.”.

Artículo 226


Pasa a ser artículo 228, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 228.- Realización de bienes sujetos a un contrato de arrendamiento con opción de compra. Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la Junta Constitutiva de Acreedores, con Quórum Calificado, podrá acordar con el arrendador una fórmula de realización que incluya los bienes objeto del contrato de arrendamiento con opción de compra, en cuyo caso se estará a las estipulaciones pactadas, las que deberán constar en el acta respectiva, la cual incluirá el valor que se asigna a dichos bienes. 


La parte del crédito verificado con ocasión del contrato de arrendamiento con opción de compra que no alcance a ser cubierta con el producto de la realización del bien objeto del referido contrato, se considerará incobrable para todos los efectos legales a que hubiere lugar.”.

Artículo 227


Pasa a ser artículo 229, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Número 1)


Reemplazar la expresión “Quórum Especial” por “Quórum Calificado”.

Número 3)


Sustituir el término “martilleros” por “Martilleros Concursales”.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“En caso que se opte por donar bienes a una institución de caridad o beneficencia, tal decisión se encontrará liberada del trámite de insinuación y estará exenta del impuesto a las donaciones. Los gastos que irrogue la entrega de tales bienes serán de cargo del beneficiario.”.

Artículo 228


Pasa a ser artículo 230, sustituyendo las expresiones “con Quórum Especial” por “con Quórum Calificado” y “siempre que el acuerdo haya estado” por “siempre que dicho asunto haya estado”.

Artículo 229


Pasa a ser artículo 231, reemplazando la expresión “pertenecientes al deudor” por “del Deudor”.

Artículo 230


Pasa a ser artículo 232, con las siguientes modificaciones:

Número 1)

Párrafo segundo


Incorporar la expresión “la celebración de la” antes de “Junta de Acreedores Constitutiva”.

Número 2)


Sustituirlo por el siguiente:


“2) Definitiva: aquella que es acordada con Quórum Especial por la Junta de Acreedores Constitutiva u otra posterior, y a proposición del Liquidador o de cualquier acreedor.”.

Artículo 231


Pasa a ser artículo 233, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Encabezado


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 233.- Continuación provisional de actividades económicas. La continuación provisional de actividades económicas del Deudor se regirá por las siguientes disposiciones:”.
Número 1)


Reemplazar el término “concreta” por “exacta” y eliminar la palabra “hábil”.

Número 2)


Sustituir la expresión “continuación de actividades económicas provisional” por “continuación provisional de actividades económicas”.

Número 3)


Reemplazar la expresión “continuación de actividades económicas provisional” por “continuación provisional de actividades económicas”.

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Una vez recibido el informe del Liquidador la Junta de Acreedores podrá acordar la continuación definitiva de dichas actividades, en cuyo caso regirán las disposiciones del artículo siguiente.”.

Artículo 232


Pasa a ser artículo 234, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Epígrafe


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 234.- Continuación definitiva de actividades económicas.”.

Número 3)


Sustituir la expresión “Quórum Calificado por “Quórum Especial”.

Número 4)


Eliminar la coma (,) que aparece después de la expresión “pagos periódicos”, sustituir el guarismo 7 por 6 e iniciar con minúscula la palabra “Ley”.
Número 5)


Reemplazar la expresión “Quórum Calificado” por “Quórum Especial” y eliminar la expresión “nuevo” que antecede a la palabra “administrador”.

Inciso segundo


Sustituir la expresión “Quórum Calificado” por “Quórum Especial”.

Artículo 233


Pasa a ser artículo 235, con las siguientes modificaciones:

Encabezado


Ubicar la expresión “definitiva” después de la palabra “continuación”.

Número 3)


Intercalar la expresión “definitiva” después de la palabra “continuación” y reemplazar la frase “y previo informe de la Superintendencia” por “para lo cual podrá solicitar informe a la Superintendencia” antecedida de una coma (,).

Número 4)


Añadir la expresión “definitiva” después de la palabra “continuación”, eliminarla después de la expresión “actividades económicas” y suprimir la coma que antecede a los términos “iguales potestades”.

Artículo 234


Pasa a ser artículo 236, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 236.- Informe periódico. El administrador deberá presentar en cada junta un informe pormenorizado acerca de todas las actividades ejecutadas, un detalle de los ingresos, egresos y utilidades o pérdidas del período y un resumen sobre la situación tributaria de la continuación definitiva de actividades económicas.”.

Artículo 235


Pasa a ser artículo 237, sustituido por el que sigue:


“Artículo 237.- Identificación y responsabilidad. Tratándose de continuaciones definitivas de actividades económicas, el nombre o razón social del Deudor será complementado con la frase final “en continuación de actividades económicas”, y su uso deberá ser precedido por la firma del administrador, en su caso, y de los demás habilitados. En caso contrario, serán solidariamente responsables de esas obligaciones tanto el administrador como los que hubieren ejecutado el acto o celebrado el contrato respectivo.”.

Artículo 236


Pasa a ser artículo 238, reemplazando su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 238.- Término anticipado. La Junta, con Quórum Especial, podrá decidir el fin de la continuación definitiva de actividades económicas antes del término previsto, lo que será comunicado de inmediato al administrador.”.

Artículo 237


Pasa a ser artículo 239, añadiendo el término “hasta” después de la forma verbal “alcanzará” y sustituyendo el guarismo 50 por 49.

Artículo 238


Pasa a ser artículo 240, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar el término “deudor” por “Deudor” e incluir el artículo “la” antes de la palabra “preferencia”.

Inciso segundo


Iniciar el término “deudor” con mayúscula y suprimir los términos “hipotecarios, prendarios y retencionarios”, ubicados antes de la expresión “a prorrata”.

Inciso cuarto


Iniciar el término “deudor” con mayúscula las dos veces que aparece e incluir el artículo “la” antes del término “concurrencia”.

Artículo 239


Pasa a ser artículo 241, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 241.- Cuenta Final de Administración. Se aplicarán al administrador de la continuación definitiva de actividades económicas, las disposiciones sobre Cuenta Final de Administración del Liquidador, sin entorpecer el Procedimiento Concursal de Liquidación ni la realización de los bienes del Deudor. Los honorarios que correspondan y la participación en las utilidades o el remanente retenido sólo podrán ser percibidos una vez que la referida cuenta se encuentre firme o ejecutoriada.”.

Artículo 240


Pasa a ser artículo 242, con las siguientes modificaciones:

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Los créditos de la primera clase señalados en el artículo 2472 del Código Civil, preferirán a todo otro crédito con privilegio establecido por leyes especiales.”.
Inciso tercero


Iniciar con mayúscula el término “deudor” y reemplazar la expresión “postergados” por “pospuestos”.

Artículo 241


Pasa a ser artículo 243, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar el término “conocerá” por “conoce”, y el punto y coma (;) que aparece después de la expresión “acumulación”, por una coma (,).

Inciso segundo


Sustituir la expresión “el privilegio” por “la preferencia”.

Artículo 242


Pasa a ser artículo 244.

Artículo 243


Pasa a ser artículo 245, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Encabezado


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 245.- Procedencia y tramitación. Tan pronto existan fondos suficientes para ello y precaviendo que el activo remanente sea suficiente para asegurar los gastos del Procedimiento Concursal de Liquidación y el pago de los créditos de mejor derecho, podrán pagarse por el Liquidador los créditos contenidos en el artículo 2472 del Código Civil, según las reglas que siguen:”.

Número 1)


Eliminar la coma (,) que aparece antes de la palabra “podrán”.

Número 2)


Añadir la expresión “sobre la suficiencia” después de la palabra “Liquidador”.

Número 3)

Párrafo primero


Sustituir la frase “hasta el límite de un” por “hasta el límite del” y la expresión “de las causales señaladas en el artículo 161 del Código del Trabajo”, por “de la causal señalada en el artículo 163 bis del Código del Trabajo”.

Párrafo segundo


Añadir una coma (,) después de la expresión “de origen laboral” e incorporar “la” antes de la palabra “sentencia definitiva firme”.

Número 4)


Reemplazar la frase “con el sólo mérito de la demanda interpuesta con anterioridad al inicio de la liquidación” por “con el sólo mérito de la demanda interpuesta con anterioridad al inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación”.
Artículo 244


Pasa a ser artículo 246, iniciando con mayúscula, en el inciso segundo, el término “deudor”.

Artículo 245


Pasa a ser artículo 247, sustituyendo los numerales 1 y 2 por los siguientes:


“1) Mediante conciliación celebrada ante un Juzgado de Letras del Trabajo, la que podrá tener lugar en la audiencia preparatoria o de juicio y deberá contar con la expresa aprobación del juez, y


2) En virtud de transacción judicial o extrajudicial que se celebre con posterioridad a la notificación de la sentencia definitiva de primera instancia del juicio laboral respectivo.”.

Artículo 246


Pasa a ser artículo 248, reemplazando, en el número 3), el guarismo 251 por 253.

Artículo 247


Pasa a ser artículo 249, con las siguientes modificaciones:
Encabezado


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 249.- Procedimiento de reparto de fondos. El Liquidador observará las disposiciones siguientes:”.

Número 2)


Eliminar la palabra “hábil”.

Número 3)


Eliminar la coma (,) que aparece después de la expresión “acreedores que” y el término “hábiles”.

Número 5)


Sustituirlo por el siguiente:


“5) Transcurrido el término anterior, haya o no evacuado el Liquidador el traslado conferido, el tribunal resolverá sin más trámite la objeción. La resolución que se dicte no será susceptible de recurso alguno.”.

Número 6)


Reemplazar su primera oración por la siguiente:


“6) El objetante vencido será condenado al pago de costas, las que se calcularán sobre la base del monto objetado, salvo que haya tenido motivo plausible para litigar.”.

Número 7), nuevo


Intercalar como tal el siguiente:


“7) La resolución que acoja una impugnación deberá ordenar la confección de una nueva proposición de reparto.”.

Número 7)


Pasa a ser número 8).

Número 8)


Pasa a ser número 9), eliminándose la coma (,) que aparece después de la expresión “desde entonces”.

Artículo 248


Pasa a ser artículo 250, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 250.- Acreedor condicional. El acreedor condicional podrá solicitar al tribunal que ordene la reserva de los fondos que le corresponderían cumplida la condición, o su entrega bajo caución suficiente de restituirlos a la masa, con el interés corriente para operaciones reajustables, para el caso de que la condición no se verifique. La caución señalada deberá constar en boleta de garantía bancaria o póliza de seguro, debiendo ser reemplazada o renovada sucesivamente hasta que se cumpla la respectiva condición.”.

Artículo 249


Pasa a ser artículo 251, iniciando con mayúscula el término “deudor” y eliminando el acento en el vocablo “quién”.

Artículo 250


Pasa a ser artículo 252, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituir la expresión “La verificación de los acreedores que verifican su crédito extraordinariamente” por “La verificación de los créditos de los acreedores realizada extraordinariamente”.

Inciso segundo


Reemplazar los términos “que los dividendos que les hubieren correspondido” por “que los fondos materia de reparto que les hubieren correspondido”, y eliminar la coma (,) que sigue a la expresión “precedentes”.

Artículo 251


Pasa a ser artículo 253, sustituyendo la expresión “y,” que aparece antes de la palabra “vencido”, por un punto (.) seguido e iniciando esta última con mayúscula.

Artículo 252


Pasa a ser artículo 254, reemplazando la denominación “el Servicio de Tesorerías” por “la Tesorería General de la República”.

Artículo 253


Pasa a ser artículo 255, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituir el guarismo 50 por 49.

Inciso segundo


Iniciar con mayúscula el término “deudor”.

Artículo 254


Pasa a ser artículo 256, sustituyendo su epígrafe por “Artículo 256.- Efectos de la Resolución de Término” iniciando con mayúscula la expresión “deudor” las dos veces que aparece, y reemplazando en el inciso primero  los términos “a la apertura” por “al inicio”.

Artículo 255


Pasa a ser artículo 257, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 257.- Recursos contra la resolución de término. La resolución que declare terminado el Procedimiento Concursal de Liquidación será susceptible de recurso de apelación, el que se concederá en el solo efecto devolutivo, conservando en el intertanto el Deudor la libre administración de sus bienes.”.

Artículo 256


Pase a ser artículo 258, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Iniciar con minúscula el término “Ley” y sustituir la forma verbal “fuera” por “fuere”.

Inciso segundo


Sustituir la expresión “teniéndola por presentada” por “que la tendrá por presentada”.

Inciso tercero


Añadir el artículo “la” antes de la palabra “fecha”, eliminar la coma (,) que aparece después de la expresión “Junta de Acreedores” e iniciar con mayúscula la expresión “Deudor”.

Artículo 257


Pasa a ser artículo 259, con las siguientes modificaciones:
Inciso segundo


Suprimir la coma (,) que aparece después de la expresión “se entenderá acordada” e iniciar con mayúscula la expresión “Deudor”.

Artículo 258


Pasa a ser artículo 260, modificado como sigue:

Inciso primero


Eliminar la frase “y, asimismo, declarará el término legal del Procedimiento Concursal de Liquidación”, sustituir el punto aparte (.) por un punto seguido (.) y agregar la siguiente oración final: “En la misma resolución declarará el término legal del Procedimiento Concursal de Liquidación.”.

Inciso cuarto


Reemplazarlo por el siguiente:


“El Acuerdo de Reorganización Judicial regirá no obstante las impugnaciones que se hubieren interpuesto en su contra. Sin embargo, si las impugnaciones fueren interpuestas por acreedores de una determinada clase o categoría, que representen en su conjunto a lo menos el 30% del pasivo con derecho a voto de su respectiva clase o categoría, el Acuerdo de Reorganización Judicial no empezará a regir hasta que dichas impugnaciones fueren desestimadas por sentencia firme y ejecutoriada.  En este caso, y en el del inciso segundo de este artículo, los actos y contratos ejecutados o celebrados por el Deudor en el tiempo que medie entre el Acuerdo de Reorganización Judicial y la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que acoja las impugnaciones, no podrán dejarse sin efecto.”.

Inciso sexto


Reemplazar la expresión “al Acuerdo de Reorganización Judicial”, la segunda vez que aparece, por “a dicho Acuerdo”.

Epígrafe del Capítulo V


Sustituirlo por el siguiente:

“CAPÍTULO V.- DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCURSALES DE LA PERSONA DEUDORA”

Artículo 259


Pasa a ser artículo 261, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Iniciar con mayúscula el término “deudor”.

Inciso segundo


Sustituir el término “deudas” por “obligaciones”, la expresión “la apertura” por “el inicio” y suprimir la expresión “y que no sean de aquellas provenientes de servicios de utilidad pública”.

Artículo 260


Pasa a ser artículo 262, con las siguientes modificaciones:

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Declaración jurada con una lista de las obligaciones del Deudor, vencidas o no, sean o no actualmente exigibles, y de todos sus acreedores con indicación del monto adeudado a cada uno, o su saldo, según corresponda, expresando el nombre, domicilio, teléfono, correo electrónico del acreedor y su representante legal, en su caso y si lo conociere, y cualquier otro dato de contacto de cada uno de ellos;”.

Letra b)


Reemplazar el vocablo “lo” por “los”.

Letra d)


Sustituirla por la siguiente:


“d) Una propuesta de renegociación de todas sus obligaciones vigentes;”.

Letra e)


Trasladar la coma que aparece después de la conjunción “o” a antes de la expresión “habiendo iniciado”.

Letra f)


Reemplazar las expresiones “la” por “le” y “demanda que solicita la apertura de un Procedimiento Concursal de Liquidación” por “demanda de Liquidación”.

Artículo 261


Pasa a ser artículo 263, con las siguientes modificaciones:

Encabezado


Eliminar el término “hábiles”.

Número 2)


Acentuar el término “ésta”, suprimir la palabra “última” y reemplazar la expresión “En caso contrario” por “Si así no lo hiciere”.

Número 3)


Reemplazar el guarismo 259 por 262 y la expresión “N°” por “número”.

Artículo 262


Pasa a ser artículo 264, modificado como sigue:

Inciso primero

Número 3)


Añadir los términos “y los” antes de la expresión “gravámenes y prohibiciones”.

Número 4)


Sustituir los términos “de la presente” por “esta”.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Esta resolución y los antecedentes a que se refiere el artículo 263, se publicarán en el Boletín Concursal. Los acreedores individualizados en el listado del número 2) anterior se entenderán legalmente notificados en virtud de dicha publicación.”.

Artículo 263


Pasa a ser artículo 265, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Número 1)


Añadir, al final del numeral, la siguiente frase “durante el término señalado en el encabezado de este artículo”, y reemplazar el punto y coma (;) con que termina su párrafo primero por un punto (.).

Segundo párrafo


Reemplazar la contracción “del” por “al” y la expresión “se refiere el número 1” por “se refiere este”, e intercalar una coma (,) luego de los términos “Para estos efectos”.

Número 2)


Sustituir la expresión “de sus deudas” por “de las obligaciones del Deudor”.

Número 4)


Reemplazarlo por el siguiente:


“4) Todos los contratos suscritos por la Persona Deudora mantendrán su vigencia y condiciones de pago, en su caso, y no será posible hacer efectivas cláusulas de resolución o caducidad fundadas en el inicio del Procedimiento Concursal de Renegociación, con la sola excepción de suspender las líneas de crédito o sobregiro que se hubieren pactado. Sin perjuicio de lo anterior,  las obligaciones ya contraídas mantendrán sus condiciones de pago, sin que se pueda acelerar o aplicarles multas fundadas en el inicio del referido procedimiento. Si la contraparte de estos contratos realizare cualquier acción que importe el término de los mismos o exigiera anticipadamente el pago de su crédito, dicho crédito quedará pospuesto en su pago hasta que se paguen la totalidad de los acreedores a quienes les afectará el Acuerdo de Renegociación;”.

Número 5)


Sustituir el guarismo 262 por 264.

Número 6)


Reemplazarlo por el siguiente:


“6) La Persona Deudora no podrá ejecutar actos ni celebrar contratos relativos a sus bienes embargables que sean parte de Procedimiento Concursal de Renegociación, bajo el apercibimiento de ser tenido por depositario alzado en los términos del artículo 444 del Código de Procedimiento Civil.”.
Inciso segundo, nuevo


Añadir como tal el siguiente:


“Los efectos señalados en este artículo se extinguirán con la publicación en el Boletín Concursal del acta que contiene el Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución, en su caso.”.

Artículo 264


Pasa a ser artículo 266, con las siguientes modificaciones:

Inciso segundo


Eliminar la coma (,) que se indica a continuación de la palabra “Superintendente”, las dos veces que aparece, y la expresión “, dictada especialmente al efecto”.

Inciso tercero


Reemplazar la expresión “en atención al” por “teniendo en vista el” y el guarismo 260 por 262, y suprimir la preposición “a” que aparece antes de la expresión “lo indicado”.

Inciso cuarto


Sustituirlo por el siguiente:


“En esta audiencia, con el voto de la Persona Deudora y de la mayoría absoluta del pasivo según la propuesta señalada en el inciso anterior, se determinará el pasivo con derecho a voto. Los créditos de las Personas Relacionadas con la Persona Deudora no se considerarán para los efectos de quórum ni para las votaciones a que hubiere lugar.”.

Inciso séptimo


Reemplazar la expresión “del día hábil” por “del segundo día”.

Artículo 265


Pasa a ser artículo 267, modificado como sigue:

Inciso segundo


En la primera oración, suprimir el acento a la palabra “quién” y la expresión “mediante resolución”.

Inciso tercero


Sustituirlo por el siguiente:


“La renegociación se acordará con el voto conforme de la Persona Deudora y de dos o más acreedores que en conjunto representen más del 50% del pasivo reconocido. No se considerarán en el pasivo para los efectos del quórum ni para las votaciones a que hubiere lugar, los créditos de las Personas Relacionados con la Persona Deudora, ni los acreedores garantizados que asistan y voten en contra del Acuerdo de Renegociación propuesto.


1) Respecto de los acreedores cuyos créditos estén garantizados con cauciones personales, deberá distinguirse:


a) Si el respectivo acreedor vota a favor del acuerdo de Renegociación, o no asiste a la audiencia, su crédito se sujetará a los términos y modalidades establecidos en el referido acuerdo y no podrá cobrarlo en términos o condiciones distintas a los estipulados.


b) Si el respectivo acreedor asiste y vota en contra del Acuerdo del Renegociación propuesto, su crédito no se considerará en el referido pasivo y podrá perseguirlo respecto de los fiadores, avalistas o codeudores solidarios o subsidiarios, en los términos originalmente pactados. Al fiador, avalista o codeudor solidario o subsidiario que hubiere pagado le afectarán los términos y condiciones del Acuerdo de Renegociación celebrado.


2) Respecto de los acreedores cuyos créditos estén garantizados con prenda e hipoteca, deberá distinguirse:


a) Si el respectivo acreedor vota a favor del Acuerdo de Renegociación o no asiste a la audiencia que señala este artículo, quedará sujeto a los términos y condiciones establecidas en el referido acuerdo y no podrá cobrar su crédito en términos distintos a los estipulados.


b) Si el respectivo acreedor asiste y vota en contra del Acuerdo de Renegociación, su crédito no se considerará en el referido pasivo y podrá ejecutar su garantía únicamente para el pago del crédito caucionado con garantía específica. Respecto de los demás créditos que tenga el mismo acreedor en contra de la Persona Deudora, en su caso, y que no se encuentren caucionados con garantías específicas, quedarán sujetos a los términos y condiciones establecidos en el referido acuerdo y no podrán ser cobrados en términos distintos a los estipulados.


Si la obligación de la Persona Deudora está garantizada con prenda o hipoteca sobre bienes de propiedad de terceros, y el respectivo acreedor asiste y vota en contra del Acuerdo de Renegociación propuesto, su crédito no se considerará en el pasivo y podrá cobrarlo respecto de las prendas e hipotecas otorgadas por terceros. Al tercero poseedor de la finca hipotecada o propietario del bien prendado que hubiere pagado de acuerdo a lo anterior le afectarán los términos y condiciones del Acuerdo de Renegociación celebrado.”.

Inciso cuarto

Suprimirlo.
Inciso sexto


Reemplazarlo por el siguiente:


“Si no se arribare a acuerdo, en la primera o segunda audiencia de renegociación, la Superintendencia deberá citar a una audiencia de ejecución, la que deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días contados desde la publicación en el Boletín Concursal de la citación señalada.”.

Inciso séptimo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Acordada la renegociación, la Superintendencia dictará una resolución que contendrá el acta con el  acuerdo de renegociación, suscrito por la Persona Deudora, los acreedores presentes y el Superintendente, o a quien éste haya designado. El acta con el Acuerdo de Renegociación que se levante en la señalada audiencia se publicará en el Boletín Concursal dentro de los dos días siguientes.”.
Inciso octavo


Sustituirlo por el que sigue:


“El acuerdo de renegociación afectará únicamente a los acreedores que figuren en la nómina de créditos reconocidos, hayan concurrido o no a la audiencia de renegociación, de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior.”.
Inciso noveno

Suprimirlo.

Inciso décimo


Sustituirlo por el siguiente:


“El acuerdo de renegociación podrá versar sobre cualquier objeto que propenda a repactar, novar o remitir las obligaciones de la Persona Deudora y no podrá ser revocado con posterioridad conforme al artículo 292 de esta ley si la Persona Deudora es sometida a un Procedimiento Concursal de Liquidación.”.

Artículo 266


Pasa a ser artículo 268, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 268.- Audiencia de ejecución. Si no se alcanzare acuerdo respecto del pasivo de la Persona Deudora o respecto de la renegociación de sus obligaciones conforme a los artículos anteriores, la Superintendencia citará a los acreedores a una audiencia de ejecución.”.

Inciso segundo


Eliminar la coma que antecede a la expresión “o ante quien” y la expresión “en su caso”, y sustituir “los representantes” por “sus representantes”.

Inciso tercero


Reemplazar la segunda y tercera oración por las siguientes:


“La Persona Deudora y dos o más acreedores que representen a lo menos el 50% del pasivo reconocido con derecho a voto o el 50% del pasivo que consta en la propuesta de la Superintendencia a que se refiere el inciso tercero del artículo 266, en su caso, acordarán la fórmula de realización del activo del deudor. No se considerarán para los efectos de quórum ni para las votaciones a que hubiere lugar los créditos de las Personas Relacionadas con la Persona Deudora.”.

Inciso cuarto


Añadir, después de la palabra “realización” la expresión “de bienes de la Persona Deudora, las”.

Inciso sexto


Sustituirlo por el siguiente:


“Si no se llegare a un acuerdo, la Superintendencia remitirá los antecedentes al tribunal competente del domicilio del Deudor, el cual dictará la correspondiente Resolución de Liquidación, de acuerdo a lo dispuesto en Título 2 de este Capítulo.“.

Inciso séptimo


Iniciar la expresión “Ley” con minúscula.

Inciso octavo


Sustituir el término “Ley” por “ley, y “quien” por “, la que”. Intercalar la preposición “y” antes de la expresión “sin ulterior recurso”.

Inciso noveno


Reemplazarlo por el siguiente:


“El plazo para la realización del activo y el referido reparto de fondos contenidos en el acuerdo de ejecución no podrá ser superior a seis meses contados desde la publicación del Acuerdo de Ejecución en el Boletín Concursal.”.

Inciso décimo, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“El acta con el Acuerdo de Ejecución que se levante en la señalada audiencia se publicará en el Boletín Concursal dentro de los dos días siguientes.”.

Inciso décimo


Pasa a ser inciso undécimo, sustituido por el siguiente:


“La Superintendencia dictará una norma de carácter general que regule en todo lo no establecido en la presente ley los contenidos del acuerdo de ejecución que propondrá la Superintendencia y la forma en que se desarrollará la señalada audiencia.”.
Artículo 267


Pasa a ser artículo 269, reemplazado por el siguiente:


Artículo 269.- Resolución que declara finalizado el Procedimiento Concursal de Renegociación y de la ejecución. Una vez vencido el plazo para impugnar el Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución, según corresponda, o una vez resuelta y desechada la impugnación, conforme a lo establecido en el artículo 273, la Superintendencia declarará finalizado el Procedimiento Concursal de Renegociación.


Si el referido procedimiento hubiere finalizado en virtud de un Acuerdo de Ejecución, se entenderán extinguidos, por el solo ministerio de la ley, los saldos insolutos de las obligaciones contraídas por la Persona Deudora respecto de los créditos parte de dicho acuerdo, a contar de la publicación de esta resolución en el Boletín Concursal.


Si el referido procedimiento hubiere finalizado en virtud de un Acuerdo de Renegociación, las obligaciones respecto de los créditos que conforman dicho acuerdo se entenderán extinguidas, novadas o repactadas, según lo acordado, y la Persona Deudora se entenderá rehabilitada para todos los efectos legales. Para ello, la Superintendencia emitirá un certificado de incobrabilidad a solicitud de los acreedores titulares de las deudas remitidas, que les permita castigar sus créditos en conformidad a la ley cuando corresponda.”.

Artículo 268


Pasa a ser artículo 270, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Número 1)


Sustituir el guarismo 263 por 265.

Número 2)


Reemplazar el guarismo 259 por 261, y la coma (,) y conjunción y que le precede al final del numeral por un punto y coma (;).

Número 3)


Sustituir el punto aparte por “, y”.

Número 4), nuevo


Intercalar como tal el siguiente:


“4) Si con posterioridad al inicio del procedimiento aparecieren bienes no declarados por la Persona Deudora en los antecedentes a que se refiere el artículo 262.”.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Declarado el término anticipado del Procedimiento Concursal de Renegociación, finalizarán los efectos de la Resolución de Admisibilidad regulados en el artículo 265. Vencido el plazo para responder administrativamente en los términos del artículo 271 sin que se hubiere presentado un recurso de reposición, o habiéndose presentado se hubiere rechazado, la Superintendencia remitirá los antecedentes al tribunal competente, el que dictará la correspondiente resolución de liquidación de los bienes la Persona Deudora, de acuerdo a lo dispuesto en el Título 2 de este Capítulo.”.

Artículo 269


Pasa a ser artículo 271, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituirlo por los siguientes:


“Artículo 271.- Recursos y Limitación. Contra la resolución que declare finalizado el Procedimiento Concursal de Renegociación o que lo declare terminado anticipadamente, procederá el recurso de reposición administrativa en los términos establecidos en el artículo 59 de la ley              Nº 19.880. 


En contra de la resolución que desecha la reposición interpuesta procederá el recurso de reclamación en los términos que señala el artículo 343 de esta ley, en cuanto sea aplicable. La interposición del recurso de reclamación señalado no suspenderá los efectos del Procedimiento Concursal de Renegociación, el que continuará sustanciándose conforme a las reglas de este Capítulo.”.

Artículo 270


Pasa a ser artículo 272, reemplazándose su inciso segundo por el que sigue:


“Si la Persona Deudora se encontrare casada, se aplicarán a la realización de sus bienes, cuando procediere, las normas establecidas en los artículos pertinentes del Código Civil y en leyes especiales, atendido el régimen de bienes que hubieren pactado.”.

Artículo 271


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 273.- De la impugnación del Acuerdo de Renegociación o del Acuerdo de Ejecución. El Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución podrán ser impugnados por los acreedores a quienes les afecte, siempre que se funden en alguna de las siguientes causales:


1) Error en el cómputo de las mayorías requeridas en este Capítulo, siempre que incida en el quórum necesario para el acuerdo.


2) Falsedad o exageración del crédito de alguno de los acreedores que haya concurrido con su voto a formar el quórum necesario para el respectivo acuerdo y si, excluida la parte falsa o exagerada del crédito, no se lograre el quórum necesario para el acuerdo.


3) Concierto entre uno o más acreedores y el deudor para votar a favor, abstenerse de votar o rechazar el Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución, falseando, omitiendo o adulterando información para obtener una ventaja indebida respecto de los demás acreedores.


4) Si con posterioridad a la celebración de un Acuerdo de Renegociación o de un Acuerdo de Ejecución aparecieran bienes.


La impugnación deberá deducirse ante el tribunal al que le corresponderá conocer del Procedimiento Concursal de Liquidación de los Bienes de la Persona Deudora, dentro del plazo de diez días contados desde la publicación del Acuerdo de Renegociación o del Acuerdo de Ejecución en el Boletín Concursal.


Las impugnaciones al Acuerdo de Renegociación o al Acuerdo de Ejecución se tramitarán conforme a las normas del juicio sumario y contra la resolución que se pronuncie no procederá recurso alguno.


Si se acoge la impugnación al Acuerdo de Renegociación o al Acuerdo de Ejecución el tribunal, de oficio y sin más trámite, dictará la Resolución de Liquidación de los bienes la Persona Deudora en la misma resolución que acoge la impugnación.


Si el Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución ha sido impugnado y las impugnaciones fueron desechadas, la Superintendencia declarará finalizado el Procedimiento Concursal de Renegociación de la Persona Deudora, conforme a lo establecido en el artículo 269 de esta ley.


El Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución regirá no obstante las impugnaciones que se hubieren interpuesto en su contra. Sin embargo, si ellas fueren interpuestas por acreedores que representen en su conjunto a lo menos el 30% del pasivo, el acuerdo impugnado no producirá efectos hasta que la impugnación sea desestimada por sentencia firme y ejecutoriada.


En el caso anterior, los actos y contratos ejecutados o celebrados por el Deudor en el tiempo que medie entre el Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución y la fecha en que queda ejecutoriada la resolución que acoja las impugnaciones, no podrán dejarse sin efecto.”.

Título 2


Reemplazar su epígrafe por “Del Procedimiento Concursal de Liquidación de los Bienes de la Persona Deudora”.
Párrafo 1


Reemplazar su epígrafe por “De la Liquidación Voluntaria de los Bienes de la Persona Deudora”.

Artículo 272


Pasa a ser artículo 274, con la siguiente modificación:


Sustituir su encabezado por el siguiente:


“Artículo 274.- Ámbito de aplicación y requisitos. Toda Persona Deudora podrá solicitar ante el tribunal competente la liquidación voluntaria de sus bienes, acompañando los siguientes antecedentes:”.

Número 2)


Reemplazar la expresión “Liquidación de la Persona Deudora” por “Liquidación de los Bienes de la Persona Deudora”. 

Artículo 273


Pasa a ser artículo 275, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Iniciar con minúscula el vocablo “Ley”.

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Recibido el Certificado de Nominación, el tribunal dictará la resolución de liquidación de los bienes de la Persona Deudora, la que contendrá las menciones señaladas en el artículo 130 y será publicada en el Boletín Concursal, conforme lo dispone el inciso final de esa norma.”.

Artículo 274


Pasa a ser artículo 276, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 276.- Efectos de la resolución de liquidación de los bienes de la Persona Deudora. Será aplicable a este procedimiento lo dispuesto en los Párrafos 4 y 5 del Título 1 del Capítulo IV de esta ley en todo aquello que no sea contrario con la naturaleza de la Persona Deudora.”.

Artículo 275


Pasa a ser artículo 277, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 277.- Inembargabilidad. Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 2 del artículo 445 del Código de Procedimiento Civil, sólo podrá embargarse la remuneración de la Persona Deudora hasta por 3 meses después de dictada la resolución de liquidación de los bienes de la Persona Deudora. 


Si la Persona Deudora se encontrare casada, se aplicarán a la realización de los bienes de ésta, cuando procediere, las normas establecidas en los artículos pertinentes del Código Civil y en leyes especiales, atendido el régimen de bienes que hubieren pactado.”.

Artículo 276


Pasa a ser artículo 278, iniciando con minúscula la expresión “Ley”.

Artículo 277


Pasa a ser artículo 279, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituir su encabezado por el siguiente:


“Artículo 279.- De las Juntas de Acreedores. La Junta Constitutiva tendrá lugar en las dependencias del tribunal o en el lugar que éste determine, y se celebrará al trigésimo segundo día de publicada la resolución de liquidación de los bienes de la Persona Deudora.”

Inciso segundo

Número 1)


Iniciar con mayúscula el término “deudor” y reemplazar la forma verbal “realizar” por “efectuar”.

Número 2)


Reemplazar la expresión “del Liquidador” por “de los Liquidadores”, “cinco hábiles” por “diez días”, iniciar con mayúscula la palabra “deudor” y añadir, a continuación de la expresión “Procedimiento Concursal de Liquidación” lo siguiente: “debiendo entregarse todos los antecedentes, documentos y otros instrumentos del deudor que se encuentren en su poder”, antecedido de una coma (,).

Número 3)


Sustituir la expresión “titular y suplente” por “titulares y de un suplente para cada uno de esos cargos”.

Número 4)


Reemplazar el término “Ley” por “ley”.

Artículo 278


Pasa a ser artículo 280, reemplazando el guarismo 204 por 205 y la forma verbal “realizará” por “llevará a cabo”.

Artículo 279


Pasa a ser artículo 281, sustituyendo la expresión “Ley por “ley”.

Artículo 280


Pasa a ser artículo 282, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 282.- Cuenta final de administración y término de la liquidación de los bienes de la Persona Deudora. Será aplicable a la liquidación de los bienes de la Persona Deudora lo dispuesto en los Párrafos 2 del Título 3 del Capítulo II, sobre Cuenta Final de Administración, y 4 del Título 5 del Capítulo IV, sobre término del Procedimiento Concursal de Liquidación.”.

Epígrafe del Párrafo 2


Añadir la expresión “de los Bienes” a continuación del término “Forzosa”.

Artículo 281


Pasa a ser artículo 283 sustituido por el siguiente:


“Artículo 283.- Causal para solicitar el inicio de un Procedimiento Concursal de Liquidación de los bienes una Persona Deudora. Mientras no se declare la admisibilidad de un Procedimiento Concursal de Renegociación de una Persona Deudora, cualquier acreedor podrá solicitar el inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora, siempre que existieren en contra de ésta dos o más títulos ejecutivos vencidos, provenientes de obligaciones diversas, encontrándose iniciadas a lo menos dos ejecuciones, y no se hubieren presentado dentro de los cuatro días siguientes al respectivo requerimiento, bienes suficientes para responder a la prestación que adeude y a sus costas.”.

Artículo 282


Pasa a ser artículo 284, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Encabezado


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 284.- Requisitos. La demanda se presentará ante el tribunal competente, señalará la causal invocada y sus hechos justificativos, y deberá acompañar los siguientes antecedentes:”.

Número 2)


Intercalar la expresión “de los bienes” a continuación del término “Liquidación”.

Número 3)


Suprimirlo.

Número 4)


Pasa a ser número 3) reemplazando la expresión “del Liquidador” por “de los Liquidadores” e iniciando con mayúscula la palabra “deudor”.

Inciso segundo


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor”.

Inciso final nuevo


Añadir como tal el siguiente:


“El acreedor peticionario podrá designar a un Veedor vigente de la Nómina de Veedores, que asumirá en caso que el deudor se oponga al Procedimiento Concursal de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora. Dicho Veedor supervigilará las actividades del Deudor mientras dure la tramitación del Juicio de Oposición, el que se sustanciará conforme a las normas de esta ley, y tendrá las facultades de interventor contenidas en el artículo 25. Los honorarios del Veedor no podrán ser superiores a 50 Unidades de Fomento y serán de cargo del acreedor peticionario. Sin perjuicio de lo anterior, el demandante podrá solicitar en su demanda cualquiera de las medidas señaladas en los Títulos IV y V del Libro Segundo del Código de Procedimiento Civil.”.
Artículo 283


Pasa a ser artículo 285, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Suprimir la expresión “al Liquidador”, y reemplazar la conjunción “y” que aparece antes de los términos “ordenará publicarla”, por una coma (,).

Inciso segundo

Número 1)


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor”, y agregar la expresión “de los bienes” a continuación del término “Liquidación”.

Número 2)


Sustituir las expresiones “Acto seguido” y “si tuviere” por “A continuación” y “si lo conociere”, “deudor” por “Deudor”, “sentencia” por “Resolución”, y “al Liquidador” por “a los Liquidadores”.


Añadir la expresión “de los bienes” a continuación del término “Liquidación”.

Letra a)


Iniciar con mayúscula la palabra “deudor” y reemplazar la expresión “sentencia” por “Resolución”. Agregar la expresión “de los bienes” a continuación del término “Liquidación”.

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) El Deudor podrá allanarse por escrito o verbalmente a la demanda, caso en el que el tribunal dictará la respectiva Resolución de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora.”.

Letra c)


Reemplazar el término “Ley” por “ley” y la expresión “una o más de las causales previstas en los números 1, 5, 6, 7, 9 a 14, 16 y 17 del artículo 464 del Código de Procedimiento Civil”. , por “las causales previstas en el artículo 464 del Código de Procedimiento Civil.”.

Número 3)


Sustituir las expresiones  “deudor” por “Deudor”, “sentencia” por “Resolución”, y “al Liquidador” por “a los Liquidadores”. Intercalar la expresión “de los bienes” a continuación del término “Liquidación”.

Artículo 284


Pasa a ser artículo 286, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 286.- Resolución de Liquidación  de los bienes de la Persona Deudora. La Resolución de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora se dictará conforme a lo dispuesto en el artículo 275, y en la tramitación del procedimiento se estará a lo señalado en el Párrafo anterior.”.

Artículo 285


Pasa a ser artículo 287, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituir su encabezado por el siguiente: 


“Artículo 287.- Antecedentes que debe remitir la Superintendencia. Cada vez que la ley ordene que la Superintendencia remita antecedentes al tribunal competente para que se dicte la Resolución de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora, se entenderá que deberá remitir:”.

Número 1)


Reemplazar el guarismo 260 por 262.

Número 2)


Sustituir el guarismo 262 por 264.

Número 3)


Reemplazar el guarismo 264 por 266.

Número 4)


Sustituir el término “arribo” por “arribó”.

Número 5)


Reemplazar el guarismo 268 por 270.

Inciso segundo


Sustituir el guarismo 282 por 284.

Epígrafe del Capítulo VI


Añadir el término “CAPÍTULO”.

Artículo 286


Pasa a ser artículo 288, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 288.- Revocabilidad objetiva. Iniciados los Procedimientos Concursales de Reorganización o Liquidación, los acreedores, el Veedor o el Liquidador, en su caso, deberán deducir acción revocatoria concursal respecto de los siguientes  actos ejecutados o contratos celebrados por la Empresa Deudora dentro del año inmediatamente anterior al inicio de estos procedimientos:


1) Todo pago anticipado, cualquiera fuere la forma en que tenga lugar. Se entiende que la Empresa Deudora anticipa el pago también cuando descuenta efectos de comercio o facturas a su cargo y cuando lo realiza renunciando al pago estipulado en su favor.


2) Todo pago de deudas vencidas que no sea ejecutado en la forma estipulada en la convención. La dación en pago de efectos de comercio equivale al pago en dinero.


3) Toda hipoteca, prenda o anticresis constituida sobre bienes del deudor para asegurar obligaciones anteriormente contraídas.


Tratándose de cualquier acto o contrato celebrado a título gratuito y de los señalados en los números precedentes que se hayan celebrado con Personas Relacionados a la Empresa Deudora, aunque se proceda por interposición de un tercero, el plazo se ampliará a 2 años.


En las demandas que se deduzcan de conformidad a lo establecido en el presente artículo, el juez deberá constatar si el acto ejecutado o el contrato celebrado han tenido lugar dentro de los plazos señalados y si responden a alguna de las descripciones previstas. Habiéndose constatado la concurrencia de los requisitos anteriores, el tribunal dictará sentencia acogiendo la acción revocatoria concursal interpuesta, salvo que el Deudor o el tercero contratante acrediten que el acto ejecutado o el contrato celebrado no produjeron perjuicio a la masa de acreedores. Todo lo anterior, sin perjuicio de los recursos que procedan.”.

Artículo 287


Pasa a ser artículo 289, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Encabezado


Sustituir la expresión “a la apertura” por “al inicio”.

Número 2)


Añadir el artículo “la” antes de los términos “venta o permuta”, y reemplazar la conjunción “y” que aparece antes de la expresión “el valor que el tribunal asigne” por “o”.

Inciso segundo


Eliminarlo.

Artículo 288


Pasa a ser artículo 290, con las siguientes modificaciones:


Intercalar la expresión “inicio del” antes de los términos “Procedimiento Concursal”, y reemplazar la frase “de la apertura del Procedimientos Concursal respectivo” por “del inicio del referido Procedimiento”.

Artículo 289


Pasa a ser artículo 291, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituir la frase “apertura del Procedimiento Concursal de Reorganización o de Liquidación” por “dictación de la Resolución de Reorganización o de la Resolución de Liquidación”.

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Las reformas a los pactos o estatutos sociales que se realicen dentro del plazo establecido en el inciso anterior que importaren la disminución del patrimonio de la Empresa Deudora o de sus filiales y coligadas, cuando estas últimas actúen como fiadoras o codeudoras solidarias del Deudor, le serán inoponibles a quienes hubieren contratado con la Empresa Deudora con anterioridad a dichas reformas.”.

Artículo 290


Pasa a ser artículo 292, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 292.- Actos o contratos revocables celebrados por la Persona Deudora. Iniciados los Procedimientos Concursales de Renegociación y de Liquidación de los Bienes la Persona Deudora, los acreedores, podrán deducir acción revocatoria concursal, respecto de los siguientes actos ejecutados o contratos celebrados por la Persona Deudora dentro del año inmediatamente anterior al inicio de estos procedimientos:


1) Todo pago anticipado, cualquiera fuere la forma en que tenga lugar.


2) Todo pago de deudas vencidas que no sea ejecutado en la forma estipulada en la convención. La dación en pago equivale a pago en dinero.


3) Toda hipoteca, prenda o anticresis constituida sobre bienes del deudor para asegurar obligaciones anteriormente contraídas.


Tratándose de cualquier acto o contrato celebrado a título gratuito y de los señalados en los números precedentes que se hayan celebrado con Personas Relacionadas a la Persona Deudora, aunque se proceda por interposición de un tercero, el plazo se ampliará a 2 años.


En las demandas que se deduzcan de conformidad a lo establecido en el presente artículo, el juez deberá constatar si el acto ejecutado o el contrato celebrado han tenido lugar dentro de los plazos señalados y si responden a alguna de las descripciones previstas. Habiéndose constatado la concurrencia de los requisitos anteriores, el tribunal dictará sentencia acogiendo la acción revocatoria concursal interpuesta, salvo que el Deudor o el tercero contratante acrediten que el acto ejecutado o el contrato celebrado no produjeron perjuicio a la masa de acreedores. Todo lo anterior, sin perjuicio de los recursos que procedan.


Tratándose de otro actos ejecutados o de contratos celebrados a título oneroso, con anterioridad al inicio del Procedimiento Concursal respectivo, se estará a lo dispuesto en el artículo 2468 del Código Civil, presumiéndose que la Persona Deudora conocía el mal estado de sus negocios antes del inicio del Procedimiento Concursal respectivo.”.

Artículo 291


Pasa a ser artículo 293, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 293.- Plazo para la interposición de la acción y procedimiento. Las acciones a que se refieren los dos Títulos precedentes, deberán entablarse en el plazo de un año contado desde la Resolución de Reorganización, de Liquidación o de Admisibilidad, según corresponda, y se tramitarán con arreglo al procedimiento sumario, ante el tribunal que conoce de los referidos procedimientos.”.

Inciso segundo


Iniciar con mayúscula el término “deudor” las dos veces que aparece.

Inciso tercero


Reemplazar la expresión “el embargo” por “las medidas cautelares”.

Artículo 292


Pasa a ser artículo 294, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Eliminar la expresión “la sentencia” la segunda vez que aparece, y sustituir el término “prevalente” por “prevaleciente”.

Inciso segundo


Añadir el artículo “los” antes de la expresión “intereses fijados por el juez” y reemplazar la preposición “de” que aparece antes de los términos “pago efectivo”, por “del”.

Inciso séptimo


Eliminar el término “hábiles” que después de la expresión “diez días”, y sustituir la frase “agregado extraordinariamente a la tabla que corresponda a la Corte de Apelaciones respectiva” por “con preferencia para su inclusión en la tabla, su vista y fallo”.

Artículo 293


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 295.- Costas y recompensas. Los acreedores que individualmente entablen las acciones revocatorias concursales en beneficio de la masa y obtengan la revocación de actos o contratos por sentencia definitiva firme o ejecutoriada, tendrán derecho a que se les pague con los fondos de los Procedimientos Concursales de Reorganización o Liquidación todos los gastos del respectivo juicio y los honorarios del abogado patrocinante, los cuales gozarán de la preferencia del número 1 del artículo 2472 del Código Civil. Además, el acreedor demandante tendrá derecho a que la sentencia definitiva le reconozca una recompensa de hasta un 10% del valor comercial del bien recuperado del beneficio que le reporte esta acción al patrimonio del Deudor o a la masa. Dicha recompensa no podrá exceder al monto de su crédito verificado o reconocido, según corresponda, y deberá fijarse en la referida sentencia definitiva, señalando si será de cargo del Deudor o de la masa, en atención al Procedimiento Concursal respectivo.


No tendrá derecho a recompensa el acreedor que hubiere adquirido su acreencia con posterioridad al inicio del Procedimiento Concursal respectivo.


En el caso que el tribunal rechace por sentencia definitiva firme o ejecutoriada la acción entablada, los demandantes soportarán los gastos del proceso y los honorarios de los profesionales que intervinieron.


El acreedor que individualmente ejerciere acciones revocatorias en beneficio de la masa deberá notificar al Liquidador o al Veedor correspondiente para que éste informe a la Junta, dentro del plazo de 30 días desde que fuere notificado, a efectos que esa instancia determine si se hace parte o no en la acción.


Si la acción fuere ejercida por el Liquidador o el Veedor, o por cualquier acreedor mandatado al efecto por la Junta de Acreedores, los gastos que irrogue la sustanciación de esta clase de acciones se considerarán gastos de administración del Procedimiento Concursal respectivo. Asimismo, la sentencia que se pronuncie condenará en costas a la parte vencida, salvo que el tribunal estimare la concurrencia de motivo plausible para litigar. Si la parte vencedora fuere el demandante, corresponderá a quien hubiere ejercido la acción perseguir el pago de las costas que fueren del caso. Si la parte vencedora fuere el demandado, las costas que fuere pertinente solucionar serán pagadas por la masa como gasto de administración del Procedimiento Concursal de Liquidación y por el Deudor en un Procedimiento Concursal de Reorganización.”.

Artículo 294


Pasa a ser artículo 296, con las siguientes modificaciones:


Añadir el término “respectivo” después de la expresión “ejecutar el acto o celebrar el contrato” e iniciar con mayúscula el término “deudor”.

Epígrafe del Capítulo VII


Añadir el término “CAPÍTULO” al inicio del epígrafe

Artículo 295


Pasa a ser artículo 297, con las siguientes modificaciones:

Inciso segundo


Sustituir la expresión “el deudor deberá manifestar” por “el Deudor manifestará”, el guarismo 57 por 56, el término “Ley” por “ley” y las palabras “del árbitro” por “de los árbitros”.

Inciso tercero


Reemplazar el guarismo 193 por 194, el término “Ley” por “ley, la expresión “Quórum Calificado” por “Quórum Especial” y las palabras “designando al árbitro titular y suplente y fijando sus honorarios” por “designar a los árbitros titular y suplente y fijar sus honorarios”.

Inciso cuarto


Sustituir la expresión “nombramiento del árbitro titular y suplente deberá recaer en un árbitro vigente de la Nómina de Árbitros Concursales” por “nombramiento de los árbitros titular y suplente deberá recaer en uno vigente de la Nómina de Árbitros Concursales”, y el término “deudor” por “Deudor”.

Artículo 296


Pasa a ser artículo 298, con las siguientes modificaciones:

Inciso segundo


Reemplazar la expresión “con la aceptación” por “con su aceptación” y el término “quien” por “y”.

Inciso tercero


Sustituir los términos “cargo que será” por “cargo que deberá ser”.

Inciso cuarto


Reemplazar los términos “estos procedimientos” por “ellos”.

Inciso quinto


Iniciar con minúscula la palabra “Ley” y reemplazar la expresión “Resolución que Ordena la Apertura del Procedimiento Concursal de Reorganización” por “Resolución de Reorganización”.

Artículo 297


Pasa a ser artículo 299, con las siguientes modificaciones:

Incisos segundo y tercero, nuevos


Intercalar como tales los siguientes:


“Los abogados que postulen a formar parte de la Nómina de Árbitros Concursales deberán estar capacitados en derecho concursal, y en particular sobre las disposiciones de esta ley y de las leyes especiales que rijan estas materias.


Para los efectos de lo previsto en este artículo, la Superintendencia dictará los cursos de especialización necesarios para la capacitación de los Árbitros Concursales, al menos dos veces al año.”.
Inciso segundo, que pasa a ser cuarto


Reemplazar la frase "Dicha Nómina", por "La Nómina de Árbitros Concursales", y la expresión “Ley” por “ley”.

Artículo 298


Pasa a ser artículo 300, sustituyendo, en el número 1, la preposición “de” por “a”, antes de la expresión “las partes”.

Epígrafe del Capítulo VIII


Añadir la palabra “CAPÍTULO” al principio del epígrafe.

Artículo 299


Pasa a ser artículo 301, iniciando con mayúscula,  en las letras c) y d), la palabra “deudor”.

Artículo 300


Pasa a ser artículo 302, consignando con minúscula la palabra “Ley” las cuatro veces que aparece y sustituyendo, en la letra d), la expresión “la apertura” por “el inicio”.

Artículo 301


Pasa a ser artículo 303, iniciando con minúscula la palabra “Ley” las dos veces que aparece.

Artículo 302


Pasa a ser artículo 304.

Artículo 303


Pasa a ser artículo 305, eliminado la expresión “Concursal”.

Artículo 304


Pasa a ser artículo 306, iniciando con minúscula el término “Ley” las dos veces que aparece y reemplazando el vocablo “abierto” por “iniciado”.

Artículo 305


Pasa a ser artículo 307.

Artículo 306


Pasa a ser artículo 308, eliminando la coma (,) ubicada entre las expresiones “y” y “los administradores”.

Artículo 307


Pasa a ser artículo 309.

Artículo 308


Pasa a ser artículo 310, intercalando la preposición “de” entre los términos “Estado” y “Chile”.

Artículo 309


Pasa a ser artículo 311, consignando sin acento el vocablo “sólo” y reemplazando su epígrafe por el siguiente: “Presentación de la solicitud ante el tribunal competente”.

Artículo 310


Pasa a ser artículo 312, iniciando con minúscula la palabra “Ley” y sustituyendo la expresión “la apertura” por “el inicio” las dos veces que aparece.

Artículo 311


Pasa a ser artículo 313, sustituyendo la expresión “abierto” por “iniciado” y comenzando con minúscula la palabra “Ley”, las dos veces que dichos términos aparecen.

Artículo 312


Pasa a ser artículo 314, sustituyendo las expresiones “de la apertura” por “del inicio” y “abiertos” por “iniciados” y comenzando con minúscula la palabra “Ley”, las tres veces que esta última aparece.

Artículo 313


Pasa a ser artículo 315, comenzando con minúscula la palabra “Ley” las dos veces que aparece.

Artículo 314


Pasa a ser artículo 316, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Número 2)

Letra a)


Reemplazar el artículo “un” por “una”, la preposición “por” por “en” y la expresión “abierto” por “iniciado”.

Letra c)


Sustituir la expresión “acompañada de” por “se acompañará”.

Número 3)


Reemplazar el vocablo “abiertos” por “iniciados”.

Inciso tercero


Poner punto (.) después de la palabra “Chile”; eliminar la expresión “como asimismo” y las comas (,) que la anteceden y la siguen e iniciar con mayúscula el artículo “las” que viene a continuación.

Inciso final


Intercalar una coma (,) entre los vocablos “caso” y “de los”.

Artículo 315


Pasa a ser artículo 317, reemplazando, en el número 1), los guarismos 314 y 301 las dos veces que aparecen, por 316 y 303, respectivamente.

Artículo 316


Pasa a ser artículo 318, con las siguientes modificaciones:

Número 1)

Encabezado


Sustituir el guarismo 305 por 307.

Letra a)


Reemplazar el guarismo 301 por 303.

Letra b)


Sustituir el guarismo 301 por 303.

Letra c)


Reemplazarla por la que sigue:


“c) La solicitud cumpla los requisitos del número 2 del artículo 316, y”.

Letra d)


Sustituir el guarismo 303 por 305.

Número 2)

Letra b)


Reemplazar el guarismo 301 por 303.

Número 4)


Sustituir los guarismos 314, 315 y 317 por 315, 317 y 318, respectivamente.

Artículo 317


Pasa a ser artículo 319.

Artículo 318


Pasa a ser artículo 320, con las siguientes modificaciones:

Número 1)

Letra b)


Reemplazar la expresión “designado” por “designada”.

Letra c)


Reemplazar las expresiones “c, d y” por “c y d”, y el guarismo 320 por 322.

Número 2)


Sustituir el guarismo 313 por 315, y eliminar el término “anterior”.

Número 3)


Reemplazar el guarismo 320 por 322.

Artículo 319


Pasa a ser artículo 321, iniciando con minúscula el término “Ley” todas las veces que aparece y sustituyendo, en el numeral 4, la expresión “la apertura” por “el inicio”.

Artículo 320


Pasa a ser artículo 322, con las siguientes modificaciones:

Número 1)

Letras a), b) y c)


Reemplazar el guarismo 319 por 321.

Letra b)


Colocar comas (,) antes y después del vocablo “asimismo”.

Letra f)


Reemplazar el guarismo 318 por 320.

Letra g)


Iniciar con minúscula la expresión “Ley”.

Número 3)


Reemplazar la expresión “de esas las medidas atañen” por “de que esas medidas atañen”.

Artículo 321


Pasa a ser artículo 323, con las siguientes modificaciones:


Reemplazar los guarismos 318 y 320 por 320 y 322, respectivamente, las tres veces que aparecen y anteponer el numeral “3)” antes del inicio del inciso segundo.

Artículo 322


Pasa a ser artículo 324, comenzando con minúscula la expresión “Ley”.

Artículo 323


Pasa a ser artículo 325, iniciando con minúscula  la expresión “Ley”.

Artículo 324


Pasa a ser artículo 326, sustituyendo, en el número 1), el guarismo 300 por 302.

Artículo 325


Pasa a ser artículo 327, reemplazando, en el número 1) el guarismo 300 por 302 y eliminando la comas (,) que aparecen en este numeral.

Artículo 326


Pasa a ser artículo 328, sustituyendo los guarismos 324 y 325 por 326 y 327.

Artículo 327


Pasa a ser artículo 329, reemplazando las expresiones “Apertura” por “Inicio”, “Ley” por “ley”, las dos veces que aparece, y “artículos 324, 325 e 326” por “artículos 326, 327 y 328” y suprimiendo los términos “el Estado de”.

Artículo 328


Pasa a ser artículo 330, con las siguientes modificaciones:

Encabezado


Reemplazar la expresión “Ley” por “ley” y los guarismos 324, 325 y 326 por 326, 327 y 328, respectivamente.

Letra a)


Suprimir la expresión “el Estado de”.

Número i)


Sustituir los guarismos 318 y 320 por 320 y 322, respectivamente.

Número ii)


Reemplazar el guarismo 319 por 321.

Letra b)


Suprimir la expresión “el Estado de”.

Número i)


Reemplazar los guarismos 318 y 320 por 320 y 322, respectivamente.

Número ii)


Sustituir el guarismo 318 por 320 las dos veces que aparece y la expresión “a los número” por “al número” y suprimir la expresión “el Estado de”.

Número iii)


Reemplazar el término “Ley” por “ley”.

Artículo 329


Pasa a ser artículo 331, con las siguientes modificaciones:

Encabezado


Sustituir el guarismo 300 por 302 y la expresión “324, 325 e 326” por “326, 327 y 328”.

Letra a)


Reemplazar los guarismos 318 y 320 por 320 y 322, respectivamente.

Letra b)


Suprimir la expresión “tras el reconocimiento”, sustituir los guarismos 318 y 320 por 320 y 322, respectivamente; reemplazar la expresión “estuviera” por “estuviere” e incorporar la preposición “en” antes de los términos “caso de ser”.

Letra c)


Reemplazar la expresión “Cuando una vez reconocido un procedimiento extranjero no principal, se otorgue reconocimiento a otro procedimiento extranjero no principal” por “Cuando un procedimiento extranjero no principal esté reconocido o se le otorgue reconocimiento”.

Artículo 330


Pasa a ser artículo 332, con las siguientes modificaciones:


Eliminar la coma (,) que aparece después de la palabra “insolvencia” y reemplazar el término “Ley” y la expresión “en tanto que”, antecedida de una coma (,), por “ley” y “cuando”, respectivamente.

Epígrafe del Capítulo IX


Reemplazarlo por el que sigue:

“CAPÍTULO IX. DE LA SUPERINTENDENCIA DE INSOLVENCIA Y REEMPRENDIMIENTO”

Artículo 331


Pasa a ser artículo 333, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar la expresión “Superintendencia Concursal” por “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento”.

Inciso segundo


Intercalar la conjunción “y” antes de la expresión “se regirá”, y sustituir la expresión “Ley” por “ley”.

Inciso tercero


Reemplazar la forma verbal “es” que aparece antes de la expresión “la ciudad de Santiago” por “será”.

Inciso cuarto


Eliminar la coma (,) que aparece antes de la expresión “y su legislación complementaria”.

Artículo 332


Pasa a ser artículo 334, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 334.- Funciones. Corresponderá a la Superintendencia supervigilar y fiscalizar las actuaciones de los Veedores, Liquidadores, Martilleros Concursales, administradores de la continuación de las actividades económicas del deudor, asesores económicos de insolvencia y, en general, de toda persona que por ley quede sujeta a su supervigilancia y fiscalización.”.

Inciso segundo


Suprimirlo.
Inciso final


Colocar una coma (,) a continuación de la expresión “Asimismo” y reemplazar la expresión “Ley” por “ley”.

Artículo 333


Pasa a ser artículo 335.

Artículo 334


Pasa a ser artículo 336, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 336.- Superintendente. Un funcionario, con el título de Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento, es el Jefe Superior de la Superintendencia y su representante legal. Tendrá a su cargo el cumplimiento de las funciones y atribuciones que la ley le encomienda y las que correspondan a este organismo.


El Superintendente será nombrado por el Presidente de la República de conformidad con las normas del Sistema de Alta Dirección Pública de la ley Nº 19.882.


Lo subrogará el Jefe del Departamento de Fiscalización y, a falta de éste, el Jefe del Departamento Jurídico.


El Superintendente podrá delegar parte de sus funciones y atribuciones en funcionarios de su dependencia.”.

Artículo 335


Pasa a ser artículo 337.

Artículo 336


Pasa a ser artículo 338, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 338.- Régimen Estatutario. El personal de la Superintendencia se regirá por la presente ley y supletoriamente por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, en todo lo que no sea contrario a ésta. 


El personal que cumpla funciones profesionales y fiscalizadoras quedará afecto a la letra e) del artículo 162 del señalado Estatuto Administrativo.”.

Artículo 337


Pasa a ser artículo 339, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 339.- Atribuciones y Deberes. Para el cumplimiento de sus funciones, la Superintendencia tendrá las siguientes atribuciones y deberes: 


1) Fiscalizar las actuaciones de los Liquidadores, Veedores, Martilleros Concursales que se sometan voluntariamente al control de la Superintendencia en virtud de lo dispuesto en esta ley, administradores de la continuación de las actividades económicas y asesores económicos de insolvencia, en adelante en conjunto como los “entes fiscalizados” o los “fiscalizados” en todos los Procedimientos Concursales y asesorías económicas de insolvencias, en todos los aspectos de su gestión, sean técnicos, jurídicos o financieros.


2) Interpretar administrativamente las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a los fiscalizados, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales que corresponden a los tribunales competentes; 


3) Examinar, cuando lo estime necesario, los libros, cuentas, archivos, documentos, contabilidad y bienes relativos a Procedimientos Concursales o a asesorías económicas de insolvencias. La no exhibición o entrega de lo señalado en este inciso por parte del ente fiscalizado a la Superintendencia para su examen, se considerará falta grave para los efectos del número 6 de este artículo.


Toda la documentación de los Procedimientos Concursales, del Deudor y la que se genere en el desarrollo de asesorías económicas de insolvencia, deberán ser conservadas por el ente fiscalizado hasta por un año después de encontrarse aprobada la Cuenta Final de Administración o de entregado el expediente de asesoría económica de insolvencias, si no hubiese tenido reparos.


El Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento podrá autorizar la eliminación de parte de este archivo antes de ese plazo y exigir que determinados documentos o libros se guarden por plazos mayores. Podrá, asimismo, facultar a los entes fiscalizados para conservar reproducciones mecánicas, fotográficas o digitales de esta documentación en reemplazo de los originales.


En ningún caso podrán destruirse los libros o instrumentos que digan relación directa o indirecta con algún asunto o litigio pendiente.


El Superintendente podrá autorizar a los entes fiscalizados para devolver al Deudor parte de sus libros y papeles antes del plazo señalado en el párrafo segundo de este numeral. Lo dispuesto en este numeral se entiende sin perjuicio de lo que disponga el tribunal competente; 


4) Impartir a los Veedores, Liquidadores, administradores de la continuación de las actividades económicas, Martilleros Concursales que se sometan voluntariamente al control de la Superintendencia y asesores económicos de insolvencias, instrucciones de carácter obligatorio sobre las materias sometidas a su control y, en especial, fijar normas para la presentación de informes, estados de avance y cuentas provisorias o definitivas que deban presentar los fiscalizados;


5) Objetar las Cuentas Finales de Administración en conformidad a lo dispuesto en el Párrafo 2 del Título 3 del Capítulo II de esta ley. 


Asimismo, podrá actuar como parte en este procedimiento, cuando la objeción fuere promovida por los acreedores o el Deudor; 


6) Actuar como parte interviniente en los procesos criminales respecto de los delitos que cometiere el Veedor, Liquidador y demás entes fiscalizados, interponiendo la querella respectiva ante el Juez de Garantía Competente. Asimismo, denunciará ante el Ministerio Público cualquier hecho que revista carácter de delito del que tome conocimiento en el ejercicio de sus funciones, proveyendo los antecedentes que obren en su poder.


7) Poner en conocimiento del tribunal de la causa o de la Junta de Acreedores cualquier infracción, falta o irregularidad que se observe en la conducta del ente fiscalizado y proponer, si lo estimare necesario, su remoción al juez de la causa o su revocación a la Junta de Acreedores, en el Procedimiento Concursal  que se trate.


El tribunal, a solicitud de la Superintendencia, conocerá de la petición de remoción a que se refiere el párrafo anterior, en la forma establecida para los incidentes, cuando los fiscalizados incurran:


a) En faltas reiteradas.


b) En faltas graves.


c) En el incumplimiento del pago de las multas señaladas en esta ley.


d) En irregularidades en relación con su desempeño o si se encuentran en notoria insolvencia.


Se entenderá que se incurre en faltas reiteradas cuando dentro un mismo Procedimiento Concursal se incurra en dos o más faltas, sin consideración de su gravedad, habiendo sido estas sancionadas previamente. Asimismo se considerará que se incurre en falta reiterada cuando respecto de un mismo ente fiscalizado se han aplicado en uno o en distintos Procedimientos Concursales seis o más sanciones en el plazo de tres años, sin consideración de su gravedad, siendo este último caso considerado una falta gravísima.  


El tribunal, de oficio o a petición del Superintendente, suspenderá al ente fiscalizado mientras se tramita el incidente de remoción, cuando estime que se ha afectado o se puede afectar la adecuada administración del concurso o considere que hay presunciones graves de la existencia de las causales invocadas para la remoción.


Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier estado del Procedimiento Concursal, el juez de oficio podrá suspender al ente fiscalizado de sus funciones en él, cuando considere que los antecedentes lo ameritan.


Podrán intervenir como coadyuvantes el Deudor y los acreedores individualmente.


Una vez firme la remoción, la Superintendencia podrá excluir al ente fiscalizado de la nómina respectiva;


8) Informar a los tribunales de justicia y al Ministerio Público, cuando sea requerida por éstos o le soliciten informes periciales en materias de su competencia; 


9) Llevar los registros de los Procedimientos Concursales, continuaciones de actividades económicas y asesorías económicas de insolvencias, los que tendrán carácter de públicos, y extender las certificaciones y copias que procedan; 


10) Asesorar al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo en materias de su competencia, y proponer las reformas legales y reglamentarias que sea aconsejable introducir;


11) Recibir, dentro del ejercicio de sus funciones fiscalizadoras, las denuncias que los acreedores, el Deudor, o terceros interesados formulen en contra del desempeño del ente fiscalizado;


12) Llevar las nóminas de Veedores, Liquidadores, árbitros, Martilleros Concursales, administradores de la continuación de las actividades económicas y asesores económicos de insolvencia en la forma que las leyes le ordenen y verificar el cumplimiento de los requisitos para que los referidos entes sujetos a su fiscalización se mantengan en las respectivas nóminas, y


13) Desempeñar las demás funciones que le encomienden las leyes.


Para el cumplimiento de las funciones fiscalizadoras señaladas en este artículo, la Superintendencia tendrá las mismas facultades que el artículo 37 del Código de Procedimiento Civil otorga a los funcionarios que señala, pudiendo retirar los expedientes judiciales sin más formalidades que las prescritas para los receptores.

Artículo 338


Pasa a ser artículo 340, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Eliminar la conjunción “y” que se indica antes de la expresión “sin perjuicio”, y reemplazar los término “Nómina” y “Ley” por “nómina” y “ley”.

Inciso segundo

Número 1)

Letra c)


Añadir, al principio del literal, el artículo “El”, iniciando el término “Incumplimiento” con minúscula e iniciar con mayúscula la expresión “deudor”.

Números 2) y 3)


Iniciar con mayúscula la expresión “deudor” y con minúscula el término “Incumplimiento”.

Artículo 339


Pasa a ser artículo 341, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Letra b)


Reemplazar la preposición “hasta” por “a”.

Letra c)


Sustituir la preposición “hasta” por “a” y la expresión “Nómina” por “nómina”, y eliminar la frase “o asesoría económica de insolvencia”.

Inciso segundo


Reemplazar el término “deudor” por “Deudor”.

Artículo 340


Pasa a ser artículo 342, con las siguientes modificaciones:

Inciso segundo


Sustituir la expresión “formulación” por “representación”.
Inciso cuarto


Reemplazar el término “correspondiente” por “correspondiere”. 

Inciso séptimo


Eliminar la coma (,) que sigue a la expresión “Lo anterior” e iniciar con minúscula la palabra “Ley”.

Artículo 341


Pasa a ser artículo 343, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Eliminar el término “hábiles”.

Inciso segundo


Suprimir la palabra “hábiles”.

Inciso cuarto


Eliminar el término “hábiles”.

Inciso quinto


Reemplazarlo por el siguiente:


“Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se incluirá preferentemente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte dictará sentencia en el término de treinta días sin ulterior recurso. En caso de no acogerse el reclamo, el monto de lo pagado por concepto de la multa objetada, si lo hubiere, se entenderá abonado a ésta y, en caso de acogerse, regirá lo dispuesto en el inciso final del artículo anterior.”.
Inciso sexto


Suprimirlo.

Artículo 342


Pasa a ser artículo 344.

Artículo 343


Pasa a ser artículo 345, iniciando con mayúscula el término “capítulo” y con minúscula, “Ley”.

Epígrafe del Capítulo X


Anteponer el término “Capítulo” al inicio del epígrafe.

Artículo 344


Pasa a ser artículo 346, añadiendo al final la expresión “, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 20) del artículo 349.”.

Artículo 345


Pasa a ser artículo 347, con las siguientes modificaciones:

Encabezado


Sustituir la contracción “del” por el artículo “el”.

Número 3)


Sustituir su encabezado por el siguiente:


“3) Incorpóranse los siguientes artículos 463, 463 bis, 463 ter, 463 quáter, 464, 464 bis, 464 ter, 465 y 465 bis, nuevos:”.

Artículo 463


Introducirle las siguientes modificaciones:


1) Eliminar la frase “que ordena la apertura del procedimiento concursal”.


2) Reemplazar la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


3) Suprimir las palabras “en perjuicio de sus acreedores” y añadir el término “maliciosamente” después de la forma verbal”.

Artículo 463 A


Pasa a ser artículo 463 bis, sustituido por el siguiente:


“Artículo 463 bis.- Las mismas penas establecidas en el artículo anterior se impondrán al deudor que, causando perjuicio a sus acreedores, realizare alguna de las siguientes conductas:


1º Si dentro de los dos años anteriores a la resolución de reorganización o liquidación, ocultare total o parcialmente sus bienes o sus haberes; 


2º Si después de la resolución de liquidación percibiere y aplicare a sus propios usos o de terceros, bienes que deban ser objeto del procedimiento concursal de liquidación, y


3º Si después de la resolución de liquidación, realizare actos de disposición de bienes de su patrimonio, reales o simulados, o si constituyere prenda, hipoteca u otro gravamen sobre los mismos.”. 

Artículo 463 B


Pasa a ser artículo 463 ter, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 463 ter.- Será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio el deudor que, actuando en perjuicio de sus acreedores, realizare alguna de las siguientes conductas:


1º Si durante el procedimiento concursal de reorganización o liquidación, proporcionare al veedor o liquidador, en su caso, o a sus acreedores, información o antecedentes falsos o incompletos, en términos que no reflejen la verdadera situación de su activo o pasivo, y


2º Si no llevare o no conservare los libros de contabilidad y sus respaldos exigidos por la ley, o si los ocultare, inutilizare o falseare de forma tal que no manifiesten la situación verdadera de su activo y pasivo.”.

Artículo 463 C


Pasa a ser artículo 463 quáter, sustituido por el siguiente:


“Artículo 463 quáter.- Los gerentes, directores, administradores de hecho o de derecho, factores o representantes del deudor respecto del cual se hubiere iniciado un procedimiento concursal de reorganización o de liquidación, serán castigados como autores de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis y 463 ter si en la dirección de los negocios del deudor y con conocimiento de la situación de éstos, hubieren ejecutado alguno de los actos o incurrido en alguna de las omisiones allí señalados, o hubieren autorizado expresamente dichos actos u omisiones.”.

Artículo 464

Encabezado


Suprimir la expresión “individualmente o concertado con un deudor o con un tercero”.

Número 1º


Reemplazar la expresión final “y”, antecedida de una coma (,) por un punto y coma (;).

Número 2º


Añadir la expresión “de administración” después de los términos “sus cuentas” y sustituir el punto aparte por la conjunción “y” precedida de una coma (,).

Número 3º, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“3° Si proporcionare ventajas indebidas a un acreedor, al deudor o a un tercero.”.

Artículo 464 bis, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo 464 bis.- El veedor o liquidador designado en un procedimiento concursal de reorganización o de liquidación que aplicare en beneficio propio o de un tercero bienes del deudor que sean objeto de un procedimiento concursal de reorganización o de liquidación, será castigado con presidio menor en su grado medio a máximo y con la pena accesoria de inhabilidad especial perpetua para ejercer el cargo.”.

Artículo 464 A


Pasa a ser artículo 464 ter, sustituido por el siguiente:


“Artículo 464 ter.- El que fuerce al veedor, liquidador, deudor o sus gerentes, directores, administradores de hecho o de derecho, factores o representantes, a realizar alguna de las conductas previstas en este párrafo, será castigado como autor del delito respectivo.


Los demás partícipes que no tengan las calidades de veedor, liquidador, deudor, gerente, director, administrador de hecho o de derecho, factor o representante, y que colaboren en la realización de los delitos regulados en este párrafo, serán sancionados con las penas establecidas para los que tengan esas calidades, rebajadas en un grado.”.

Artículo 465


Reemplazarlo por el siguiente


“Artículo 465.- La persecución penal de los delitos contemplados en este párrafo sólo podrá iniciarse previa instancia particular del veedor o liquidador del proceso concursal respectivo; de cualquier acreedor que haya verificado su crédito si se tratare de un procedimiento concursal de liquidación, lo que se acreditará con copia autorizada del respectivo escrito y su proveído; o en el caso de un procedimiento concursal de reorganización de todo acreedor a quien le afecte el acuerdo de reorganización de conformidad a lo establecido en el artículo 66 del capítulo III de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.


Si se tratare de delitos de este párrafo cometidos por veedores o liquidadores, la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá denunciarlos si alguno de los empleados de su dependencia toma conocimiento de aquellos en el ejercicio de sus funciones. Además, podrá interponer querella criminal, entendiéndose para este efecto cumplidos los requisitos que establece el artículo 111 del Código Procesal Penal.


Si procedieren acuerdos reparatorios de conformidad al artículo 241 y siguientes del Código Procesal Penal, el veedor o liquidador que intervenga en el procedimiento actuará en interés general de la masa. En consecuencia, los términos de esos acuerdos deberán ser aprobados por la junta de acreedores respectiva y las prestaciones que deriven de ellos, beneficiarán a todos los acreedores, a prorrata de sus respectivos créditos, sin distinguir para ello la clase o categoría de los mismos.


Será competente para conocer de los delitos concursales regulados en este párrafo el juez de garantía del domicilio del deudor.”.

Artículo 465 A


Pasa a ser 465 bis, sustituido por el siguiente:


“Artículo 465 bis.- Las disposiciones contenidas en los artículos anteriores de este párrafo referidas al deudor, sólo se aplicarán a los señalados en el número 12 del artículo 2 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”. 

Número 4)


Reemplazarlo por el siguiente:


“4) En el artículo 466, reemplázase la frase “El deudor no dedicado al comercio” por “La persona deudora definida en el número 23 del artículo 2 de la  Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas. 

Artículo 346


Pasa a ser artículo 348, con las siguientes modificaciones:

Número 4)


Reemplazarlo por el siguiente:


“4) Sustitúyese el artículo 2472 por el siguiente:


“Art. 2472. La primera clase de créditos comprende los que nacen de las causas que en seguida se enumeran:


1. Las costas judiciales que se causen en interés general de los acreedores;


2. Las expensas funerales necesarias del deudor difunto;


3. Los gastos de enfermedad del deudor.


Si la enfermedad hubiere durado más de seis meses, fijará el juez, según las circunstancias, la cantidad hasta la cual se extienda la preferencia;


4. Los gastos en que se incurra para poner a disposición de la masa los bienes del deudor, los gastos de administración del procedimiento concursal de liquidación, de realización del activo y los préstamos contratados por el liquidador para los efectos mencionados.


5. Las remuneraciones de los trabajadores, las asignaciones familiares, la indemnización establecida en el número 2 del artículo 163 bis del Código del Trabajo con un límite de noventa unidades de fomento al valor correspondiente al último día del mes anterior a su pago, considerándose valista el exceso si lo hubiere, y las cotizaciones adeudadas a las instituciones de Seguridad Social o que se recauden por su intermedio, para ser destinadas a ese fin;


6. Las cotizaciones adeudadas a organismos de Seguridad Social o que se recauden por su intermedio, para ser destinadas a ese fin, como asimismo, los créditos del fisco en contra de las entidades administradoras de fondos de pensiones por los aportes que aquél hubiere efectuado de acuerdo con el inciso tercero del artículo 42 del decreto ley Nº 3.500, de 1980;


7. Los artículos necesarios de subsistencia suministrados al deudor y su familia durante los últimos tres meses;


8. Las indemnizaciones legales y convencionales de origen laboral que les correspondan a los trabajadores, que estén devengadas a la fecha en que se hagan valer y hasta un límite de tres ingresos mínimos mensuales remuneracionales por cada año de servicio y fracción superior a seis meses por cada trabajador con un límite de once años. Por el exceso, si lo hubiere, se considerarán valistas.


Asimismo, la indemnización establecida en el párrafo segundo del número 4 del artículo 163 bis del Código del Trabajo, estará sujeta a los mismos límites precedentemente señalados.


Para efectos del cálculo del pago de la preferencia establecida en este número, los límites máximos indicados en los párrafos primero y segundo serán determinados de forma independiente;


9. Los créditos del fisco por los impuestos de retención y de recargo.”.”.

Artículo 347


Pasa a ser artículo 349, con la siguiente modificación:

Número 9)

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “Declarada la quiebra” por “Dictada la resolución de liquidación”, y el término “fallido” por “deudor”.”.

letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “si ocurriere la quiebra”, por la frase “si se dictase la resolución de liquidación”.”.

letra c)


Eliminar la preposición “de” que aparece antes de la palabra “concursal”.

Número 10)


Suprimir la frase “que ordena la apertura de un procedimiento concursal”.

Número 12)


Reemplazarlo por el siguiente:


“12) Reemplázase, en el artículo 1215, la expresión “Ley de Quiebras” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”, y las palabras “síndico” y “síndicos” por “liquidador” y “liquidadores”, respectivamente.”.

Número 13), nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“13) Sustitúyese en el artículo 1216 la palabra “síndico” por “liquidador”.”.

Número 14), nuevo


Incluir como tal el siguiente:


“14) Reemplázase en el encabezado del artículo 1220 el término “síndico” por “liquidador”.”.

Número 15), nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“15) Reemplázase en el artículo 1221 el término “síndico” por “liquidador”.”.

Número 16), nuevo


Incluir como tal el siguiente:


“16) Reemplázase en el artículo 1223 el término “síndico” por “liquidador”.”.

Número 17), nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“17) Reemplázase en el inciso primero del artículo 1224 el término “síndico” por “liquidador”.”.

Número 18), nuevo


Incluir como tal el siguiente:


“18) Reemplázase en el artículo 1225 el término “síndico” por “liquidador”.”.

Número 13)


Reemplazarlo por el siguiente:


“19) Reemplázanse, en el artículo 1226, las expresiones “Ley de Quiebras” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas” y “síndicos” por “liquidadores”.”.

Número 14)


Pasa a ser número 20)

Artículo 348


Pasa a ser artículo 350, con las siguientes enmiendas:

Letra b)


Sustituirla por la que sigue:


“b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Ley de Quiebras”, por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.”.

Número 3)


Sustituirlo por el que sigue:


“3) Reemplázase el inciso tercero del artículo 492 por el siguiente: 


“Si se hubiera dictado la resolución de reorganización que incluya los bienes del poseedor de la finca, o ha sido sometido a un procedimiento concursal de liquidación, se estará a lo prescrito en el artículo 2477 de dicho Código.”.”.

Artículo 349


Pasa a ser artículo 351.

Artículo 350


Pasa a ser artículo 352, sustituido por el siguiente:


“Artículo 352.- Introdúcense las siguientes modificaciones al  Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: 


1) Sustitúyese en el inciso cuarto de su artículo 61, la oración “no excederá, respecto de cada beneficiario, de un monto igual a tres ingresos mínimos mensuales por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, con un límite de diez años; el saldo, si lo hubiere, será considerado crédito valista”, por la siguiente “se regirá por lo establecido en dicha norma”.


2) Intercálase el siguiente artículo 163 bis, nuevo:


“Artículo 163 bis.- El contrato de trabajo terminará en caso que el empleador fuere sometido a un procedimiento concursal de liquidación. Para todos los efectos legales, la fecha de término del contrato de trabajo será la fecha de dictación de la resolución de liquidación. En este caso, se aplicarán las siguientes reglas:


1.- El liquidador deberá comunicar al trabajador, personalmente o por carta certificada enviada al domicilio señalado en el contrato de trabajo, el término de la relación laboral en virtud de la causal señalada en este artículo, adjuntando a dicha comunicación un certificado emitido por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento que deberá indicar el inicio de un procedimiento concursal de liquidación respecto del empleador, así como el tribunal competente, la individualización del proceso y la fecha en que se dictó la resolución de liquidación correspondiente. El liquidador deberá realizar esta comunicación dentro de un plazo no superior a seis días hábiles, contados desde la fecha de notificación de la resolución de liquidación por el tribunal que conoce el procedimiento concursal de liquidación. 


Dentro del mismo plazo, el liquidador deberá enviar copia de la comunicación mencionada en el inciso anterior a la respectiva Inspección del Trabajo. Las Inspecciones del Trabajo tendrán un registro de las comunicaciones de término de contrato de trabajo que se les envíen, el que se mantendrá actualizado con las comunicaciones recibidas en los últimos treinta días hábiles.


La Inspección del Trabajo, de oficio o a petición de parte, constatará el cumplimiento de lo establecido en este número. En caso de incumplimiento por parte del liquidador, la Inspección del Trabajo deberá informar a la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, la que podrá sancionar los hechos imputables al liquidador, de conformidad con lo establecido en el artículo 340 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, sin perjuicio de la responsabilidad que le pueda corresponder en virtud del Párrafo 7 del Título IX del Libro Segundo del Código Penal.


2.- El liquidador, en representación de los acreedores y del deudor, deberá pagar al trabajador una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada.


3.- Si el contrato de trabajo hubiere estado vigente un año o más, el liquidador, en representación de los acreedores y del deudor, deberá pagar al trabajador una indemnización por años de servicio equivalente a aquélla que el empleador estaría obligado a pagar en caso que el contrato terminare por alguna de las causales señaladas en el artículo 161. El monto de esta indemnización se determinará de conformidad a lo establecido en los incisos primero y segundo del artículo 163. Esta indemnización será compatible con la establecida en el número 2 anterior.


4.- No se requerirá solicitar la autorización previa del juez competente respecto de los trabajadores que al momento del término del contrato de trabajo tuvieren fuero.


Con todo, tratándose de trabajadores que estuvieren gozando del fuero señalado en el artículo 201, el liquidador, en representación de los acreedores y del deudor, deberá pagar una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada por cada uno de los meses que restare de fuero. Si el término de contrato ocurriere en virtud de este artículo, mientras el trabajador se encontrare  haciendo uso de los descansos y permisos a que se refiere el artículo 198, no se considerarán para el cálculo de esta indemnización las semanas durante las cuales el trabajador tenga derecho a los subsidios derivados de aquéllos. Esta indemnización será compatible con la indemnización que deba pagarse en conformidad al número 3 anterior.


5.- El liquidador deberá poner a disposición del trabajador el respectivo finiquito a lo menos diez días antes de la expiración del período de verificación ordinaria de créditos que establece la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.


El finiquito suscrito por el trabajador se entenderá como antecedente documentario suficiente para justificar un pago administrativo.


El finiquito suscrito por el trabajador deberá, además, ser acompañado por el liquidador al tribunal que conoce del procedimiento concursal de liquidación, dentro de los dos días hábiles siguientes a su suscripción. Este finiquito se regirá por las siguientes reglas:


a) Tendrá el mismo valor que el finiquito suscrito y ratificado ante ministro de fe de conformidad con el artículo 177;


b) Se entenderá como suficiente verificación de los créditos por remuneraciones, asignaciones compensatorias e indemnizaciones que consten en dicho instrumento;


c) Si el trabajador hiciere reserva de acciones al suscribir el finiquito, la verificación o pago administrativo estará limitada a las cantidades aceptadas por el trabajador, y


d) Cualquier estipulación que haga entender que el trabajador renuncia total o parcialmente a dichas cotizaciones previsionales se tendrá por no escrita.


Con todo, el liquidador deberá reservar fondos, si los hubiere, respecto de aquellos finiquitos no suscritos por los trabajadores o no acompañados por el liquidador al tribunal que conoce del procedimiento concursal de liquidación dentro del plazo señalado en el inciso tercero de este número, por un período de treinta días contados desde la fecha en que el correspondiente finiquito fue puesto a disposición del respectivo trabajador.”.


3) Insértase en el inciso primero de su artículo 172, entre el vocablo “artículos” y el guarismo “168”, la expresión “163 bis,”.


4) Reemplázase la letra b) del artículo 183-M del Código del Trabajo, por la siguiente:


“b) por tener la calidad de deudora la empresa de servicios transitorios en un procedimiento concursal de liquidación, salvo que se decrete la continuidad de sus actividades económicas.”.”.

Artículo 351


Pasa a ser artículo 353, sustituyendo su epígrafe por el siguiente:


“Artículo 353.- Incorpóranse las siguientes modificaciones al decreto ley N° 830, sobre Código Tributario:”.

Número 2)


Eliminar la frase “que ordena la apertura de un procedimiento concursal”.

Artículo 352


Pasa a ser artículo 354, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 354.- Reemplázase, en el artículo 230 del Código de Minería, la expresión “las quiebras” por “los procedimientos concursales de liquidación”.”.

Artículo 353


Pasa a ser artículo 355.

Artículo 354


Pasa a ser artículo 356.

Artículo 355


Pasa a ser artículo 357, reemplazando la expresión “Superintendencia Concursal” por “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento”.

Artículo 356


Pasa a ser artículo 358.

Artículo 357


Pasa a ser artículo 359, iniciando con minúscula la palabra “Contenidas”, y reemplazando la frase “si tuvieren la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación” por “si fueren sometidos a un procedimiento concursal de liquidación”.

Artículo 358


Pasa a ser artículo 350, reemplazando la expresión “de que crea” por “que crea”.

Artículo 359


Pasa a ser artículo 361, sustituyendo las expresiones “Dictada la resolución que ordena la apertura de un procedimiento concursal de liquidación” y “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Dictada la resolución de liquidación”, y “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”, respectivamente.

Artículo 360


Pasa a ser artículo 362, con las siguientes modificaciones:


Sustituir la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.”.

Oración final, nueva


Incorporar como tal la siguiente:


“Sustitúyase, además, en el inciso final del mencionado artículo la frase “En caso de quiebra del concesionario, el Síndico” por “En caso de inicio de un procedimiento concursal de liquidación del concesionario, el liquidador”.”. 

Artículo 361


Pasa a ser artículo 363.

Artículo 362


Pasa a ser artículo 364, con la siguiente modificación:


Intercalar un número 1), nuevo, del siguiente tenor:


“1) Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 20 H la oración “la causal establecida en el artículo 161”, por la siguiente “las causales establecidas en los artículos 161 o 163 bis”.”.

Número 1)


Pasa a ser número 2).

Número 2)


Pasa a ser número 3).

Número 3)


Pasa a ser número 4), reemplazando la expresión “liquidación concursal” por “dictada la resolución de liquidación en los términos establecidos en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.

Número 4)


Pasa a ser número 5).

Número 5)


Pasa a ser número 6), sustituido por el siguiente:


“6) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 59 bis, la oración “En caso de quiebra de alguna de las compañías de seguros adjudicatarias de la licitación”, por las oraciones “En caso de disolución o que se dicte la resolución de liquidación en los términos de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas de alguna de las compañías de seguros adjudicatarias de la licitación”, y sustitúyase la expresión “quiebra” por las expresiones “dictación de la resolución de liquidación”.”.

Número 6)


Pasa a ser número 7).

Letra a)


Sustituir la expresión “la dictación de la resolución que ordena la apertura del procedimiento de liquidación” por “la dictación de la resolución de liquidación”.

Letra b)


Reemplazar la expresión “la dictación de la resolución que ordena la apertura del procedimiento de liquidación” por “la dictación de la resolución de liquidación”.

Letra c)

Sustituir la expresión “la dictación de la resolución que ordena la apertura del procedimiento de liquidación” por “la dictación de la resolución de liquidación”.

Número 7)


Pasa a ser número 8).

Letra b)


Reemplazar la frase “Dictación de la resolución que ordena la apertura del procedimiento concursal de liquidación” por “Dictación de la resolución de liquidación”.

Número 8)

Encabezado y letra a)


Sustituirlos por los que siguen:


“9) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 145:


a) Reemplázase, en el inciso primero, las palabras “la quiebra” por la expresión “el inicio del procedimiento concursal de liquidación”.”.

Número 9)


Pasa a ser número 10), reemplazando la expresión “la apertura” por “el inicio”.

Número 10)


Pasa a ser número 11), sustituido por el siguiente:


“b) Los que tengan actualmente la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, y quienes tengan prohibición de comerciar, y”.

Artículo 363


Pasa a ser artículo 365, con las siguientes enmiendas:

Número 4)


Sustituir el guarismo 286 por 288 y la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 5)


Reemplazarlo por el siguiente:


5) Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 107, la oración “quiebra del emisor o en convenio judiciales o extrajudiciales relacionados con ésta o en su eventual ocurrencia”, por la oración “dictación de la resolución de reorganización o resolución de liquidación del emisor”.

Número 6)


Sustituir el guarismo 135 por 136 y la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 7)


Reemplazarlo por lo siguiente:


“7) Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 120, la frase “la petición de declaración de quiebra del emisor, la presentación de proposiciones de convenios extrajudiciales o judiciales preventivos“, por la siguiente: “la solicitud de inicio de un procedimiento concursal de liquidación o de reorganización.”.”.

Número 9)

Letra c)


Reemplazar la expresión “la apertura” por “el inicio”.

Letra e)


Sustituirla por la siguiente:


“e) Sustitúyese, en el inciso quinto, la frase “declare la quiebra de la sociedad”, por la frase “decrete el inicio del procedimiento concursal de liquidación”, y “Síndico”, por “liquidador”.”.

Número 10)


Reemplazarlo por el siguiente:


“10) Reemplázase, en el inciso final del artículo 147, la expresión “cuando ello se origine por quiebra de la sociedad securitizadora.”, por la siguiente: “en el caso que la sociedad securitizadora tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación.”.”.

Artículo 364


Pasa a ser artículo 366, modificado como sigue:

Nº 1)


Reemplazar el guarismo 273 por 275 y la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 3)


Reemplazarlo por el siguiente:


“3) Reemplázanse, en el inciso primero del artículo 69, la frase “en caso de haberse declarado la quiebra de la sociedad”, por “en el caso de que la sociedad tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”; la expresión “convenio aprobado de acuerdo al Título XII de la Ley de Quiebras”, por “acuerdo de reorganización aprobado conforme a lo establecido en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”; la palabra “convenio” por “acuerdo” y la expresión “declaración de quiebra” por “dictación de la resolución de liquidación”.”.

Número 5)

Letra a)


Sustituir la expresión “declarada la apertura” por “declarado el inicio”.
Letra b)


Reemplazar la expresión “la apertura” por “el inicio” y la frase “la resolución que ordena la apertura del procedimiento concursal de liquidación” por “la resolución de liquidación”.

Número 6)


Sustituirlo por el siguiente:


“6) Reemplázase el encabezado del artículo 102 por el siguiente:


"Artículo 102.- Si el deudor hubiere agravado el mal estado de sus negocios en forma que haga temer un perjuicio a los acreedores, podrá ser sometido a una intervención más estricta que la pactada o resolverse el acuerdo de reorganización, por su incumplimiento de conformidad a lo establecido en los artículos 98 y siguientes de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, y se presumirá el conocimiento de los directores, liquidadores y gerentes de la sociedad anónima deudora, en los siguientes casos:”.”.

Número 7)


Sustituir la frase “declaración de apertura de un procedimiento concursal de liquidación de la sociedad”, por “dictación de la resolución de liquidación de la sociedad”.

Artículo 365


Pasa a ser artículo 367, reemplazando la palabra “apertura” por “inicio”.

Artículo 366


Pasa a ser artículo 368, sustituyéndose, en su encabezado, la palabra “Trasporte” por “Transportes”.

Artículo 367


Suprimirlo.

Artículo 368


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 368.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.118, Sobre el Ejercicio de la Actividad de Martillero Público:


1) Agrégase en el artículo 1° el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo anterior, los martilleros que se encuentren sometidos a la fiscalización de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, en los términos señalados en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, podrán vender públicamente al mejor postor, además de toda clase de bienes corporales muebles, toda clase de bienes inmuebles.”.


2) Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) el deudor sometido a un procedimiento concursal de liquidación vigente.”.


b) Reemplázase la letra d) por la siguiente:


“d) el que tenga la calidad de deudor en un procedimiento de liquidación por su actividad de martillero.”.”.

Artículo 369


Pasa a ser a artículo 370.

Artículo 370


Pasa a ser artículo 371, sustituido por el que sigue:


“Artículo 371.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 42 de la ley N° 18.490, que Establece Seguro Obligatorio de Accidentes Personales Causados por Circulación de Vehículos Motorizados:


1) Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “declaratoria de quiebra” por “dictación de la resolución liquidación” y “fallido” por “deudor”;


2) Sustitúyese, en el inciso segundo, el término “síndico” por “liquidador”, y


3) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “declaratoria de quiebra” por “dictación de la resolución de liquidación”.”.

Artículo 371


Pasa a ser artículo 372.

Número 1)


Reemplazar la expresión “la apertura” por “el inicio”.

Número 2)


Reemplazarlo por el siguiente:


“2) Sustitúyese, en la letra a) del artículo 30, la frase “declaradas en quiebra, han sido legalmente rehabilitadas”, por “el procedimiento concursal de liquidación se encuentre terminado por sentencia firme”, precedido de una coma (,).”.

Artículo 372


Pasa a ser artículo 373, intercalando el signo “Nº” antes del guarismo 18.755 y reemplazando la expresión  “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Artículo 373


Pasa a ser artículo 374, con la siguiente modificación:

Número 1)

Letra a)


Reemplazar la expresión “la resolución que ordena la apertura del procedimiento de liquidación” por “la resolución de liquidación”.

Letra b)


Sustituir la frase “la resolución que declara la apertura del procedimiento concursal de liquidación” por “la resolución de liquidación”.

Letra c)


Reemplazar  la expresión “resolución que ordena la apertura del procedimiento de liquidación” por “resolución de liquidación”.

Número 2)


Suprimir la frase “que ordena la apertura del procedimiento concursal”.

Número 3)


Sustituirlo por el que sigue: 


3) Sustitúyese, en el artículo 32 bis B, la expresión “síndico” por  “liquidador”, “juez de la quiebra” por “juez del procedimiento concursal de liquidación” y “Fiscal Nacional de Quiebras” por “Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento”.

Artículo 374


Pasa a ser artículo 375, sustituyendo la letra c) que se propone en reemplazo por la siguiente:


“c) resolución de liquidación ejecutoriada;”.

Artículo 375


Pasa a ser artículo 376, sustituido por el que sigue:


“Artículo 376.- Reemplázase, en la letra g) del artículo 5° de la ley N° 18.910, que sustituye la Ley Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, la frase “celebrar convenios a que se refiere la Ley de Quiebras”, por la oración “celebrar acuerdos de reorganización a que se refiere la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.”.

Artículo 376


Pasa a ser artículo 377, con la siguiente enmienda:

Encabezado


Reemplazar la expresión “decretos supremo” por “decreto supremo”.

Número 1)


Sustituirlo por el siguiente:


“1) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de declaración de quiebra o presentación de convenio preventivo”, por la frase “en que se dicte la resolución de reorganización o liquidación, conforme a lo establecido en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.”.

Número 2)


Reemplazarlo por el que sigue:


“2) Sustitúyese, en el inciso duodécimo, la frase “al Libro IV del Código de Comercio, denominado “De las Quiebras””, por la frase “a la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.”.

Artículo 377


Pasa a ser artículo 378.

Número 2)


Añadir al final del numeral lo siguiente: “, y la expresión “fallido” por “deudor”.

Artículo 378


Pasa a ser artículo 379, sustituyendo su encabezado por el que sigue:


“Artículo 379.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1993, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:”.

Artículo 379


Pasa a ser artículo 380, con la siguiente modificación:

Número 2)


Reemplazarlo por el siguiente:


2) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 25, la frase “y en caso de quiebra de la sociedad inmobiliaria”, por la frase “y en caso que la sociedad inmobiliaria tuviera la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”.

Número 4)


Eliminar la expresión “que ordena la apertura del procedimiento concursal”, reemplazar la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Artículo 380


Pasa a ser artículo 381, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 380.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 38 del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 900, de 1996, del mismo Ministerio:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, las frases “En caso de quiebra del concesionario” por “En caso que se declare el inicio del procedimiento concursal de liquidación del concesionario”; “continuación efectiva del giro” por “continuación definitiva de actividades económicas” y la expresión “síndico” por “liquidador”.


b) Sustitúyense, en el inciso cuarto, la frase “continuación efectiva del giro” por “continuación definitiva de actividades económicas” y la oración “En lo demás, se regulará por lo previsto en los artículos 112 y siguientes de la ley N° 18.175” por  “En lo demás, se regulará por lo previsto en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas respecto de la continuación definitiva de actividades económicas.”.


c) Reemplázanse, en el inciso quinto, las expresiones “en caso de quiebra” por “en caso de declararse el inicio de un procedimiento concursal de liquidación” y “síndico” por “liquidador”.

Artículo 381


Pasa a ser artículo 382.

Artículo 382


Pasa a ser artículo 383.

Artículo 383


Pasa a ser artículo 384, sustituyendo la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Artículo 384


Pasa a ser artículo 385, sustituido por el que sigue:


“Artículo 385.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda:”.

Número 1)


Reemplazar el literal i) por el siguiente:


“i) Que se trate de un deudor sometido a procedimiento concursal de liquidación vigente”;

Número 2)


Sustituirlo por el siguiente:


2) Reemplázase el inciso primero del artículo 90 por el siguiente:


“Artículo 90.- En caso de declararse el inicio de un procedimiento concursal de liquidación de un banco, el Superintendente o el liquidador, con autorización de aquél, podrá encomendar a otra institución bancaria la atención de las comisiones de confianza que estaban a cargo de la empresa sometida al procedimiento concursal de liquidación o en liquidación.”.

Número 3)


Pasa a ser Número 4), sustituyendo la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”, y el guarismo 140 por 141.

Número 4)


Pasa a ser número 3)


Sustituir la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 5)


Eliminarlo.

Artículo 385


Suprimirlo.

Artículo 387


Reemplazar la expresión “la apertura” por “el inicio”.

Número 1)


Sustituirlo por el siguiente:


“1) Reemplázase la letra e) del artículo 12 por la siguiente:


“e) Si el titular, los administradores o representantes legales hubieren sido condenados por los delitos concursales regulados en el Párrafo 7 del Título IX del Libro II del Código Penal.”.”.

Número 2)


Eliminar la expresión “que ordena la apertura de un procedimiento concursal”.

Artículo 389


Suprimirlo.

Artículo 390


Pasa a ser artículo 389.

Artículo 391


Pasa a ser artículo 390, sustituido por el que sigue:


“Artículo 390.- Reemplázase la letra b) del inciso quinto del artículo 56 del decreto con fuerza de ley N° 30, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 213, del mismo Ministerio, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas, por la siguiente:


“b) Idoneidad moral: no podrán ejercer como almacenistas las personas naturales que hayan sido condenadas por crimen o simple delito de acción pública, o que tengan actualmente la calidad de deudoras en un procedimiento concursal de liquidación, a menos que se acredite el término del mismo. Tratándose de personas jurídicas, regirá idéntico requisito y, además, deberán acreditar que los impedimentos señalados precedentemente no afecten a sus administradores o directores.”.”.

Artículo 392


Pasa a ser artículo 391.


Añadir, al final del literal que se propone en reemplazo, la expresión “del Código Penal.”.

Artículo 393


Pasa a ser artículo 392, con la siguiente modificación:

Número 2)


Reemplazar la expresión “Cuando se dicte la resolución que ordena la apertura del procedimiento concursal de liquidación” por “Cuando se dicte la resolución de liquidación de la institución”.

Número 3)


Anteponer el artículo “un” antes de la palabra “procedimiento”.

Número 4)


Sustituirlo por el siguiente:


“4) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 226, la expresión “se encuentre declarada en quiebra”, por “se encuentre en procedimiento concursal de liquidación”; “síndico de quiebra”, por “liquidador”, “fallido” por “deudor”, y “quiebra” por “procedimiento concursal de liquidación”.”.

Artículo 394


Pasa a ser artículo 393, con las siguientes modificaciones:

Número 1)


Reemplazar la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Números 2), 3) y 4)


Sustituirlos por un número 2), nuevo, pasando los números 5), 6), 7), 8), 9) y 10) a ser 3), 4), 5), 6), 7) y 8), respectivamente:


“2) Reemplázanse los incisos, segundo, tercero y cuarto por los siguientes:


“Inmediatamente después de presentada una solicitud de inicio de un procedimiento concursal de liquidación de una empresa generadora, transmisora o distribuidora de energía eléctrica, el secretario del tribunal deberá notificarla a la Superintendencia y a la Comisión, a la brevedad posible, pudiendo hacerlo por sí, o encomendando a otro ministro de fe, para que el tribunal se pronuncie sobre ella previo informe de los organismos indicados, el que deberá señalar si la liquidación concursal  compromete o no los objetivos a los que se refiere el artículo 137 o la suficiencia de un sistema eléctrico. Si los compromete, la Superintendencia propondrá al tribunal la designación de un administrador provisional de entre aquellas personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en un registro público que mantendrá la Superintendencia para tal efecto. El Reglamento establecerá los requisitos y condiciones para integrar el registro público al que se refiere este artículo, junto con las causales de exclusión del mismo. El tribunal también podrá solicitar informe a la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento respecto de las materias de su competencia.


De encontrarse comprometidos los objetivos referidos en el artículo 137º o la suficiencia de un sistema eléctrico, la resolución de liquidación ordenará la continuación definitiva de las actividades económicas del deudor, junto con designar al administrador provisional de los bienes comprometidos en la continuación definitiva de actividades económicas del deudor y fijará la remuneración del administrador provisional, la que no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de empresas del mismo giro, según lo informado por la Superintendencia. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa en procedimiento concursal de liquidación que quedarán comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas del deudor, el que se agregará a los autos una vez aprobado por la Superintendencia. Lo anterior no obsta a los derechos que la ley otorga a la junta de acreedores y a terceros en materia de confección de inventario y de determinación de los bienes materia de la continuación definitiva de actividades económicas del deudor. Cualquier discrepancia u oposición respecto al inventario de activos que quedarán comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas del deudor, será resuelta por el juez del procedimiento concursal de liquidación según lo dispuesto en el artículo 3° de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, quien deberá garantizar que los bienes que queden comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas del deudor permitan el cumplimiento de los objetivos a los que se refiere el artículo 137º y el resguardo de la suficiencia del sistema, para lo cual la Superintendencia y la Comisión remitirán al juez un inventario de los activos que se consideren suficientes a tal efecto. Cuando la continuación definitiva de actividades económicas del deudor comprendiere bienes constituidos en prenda o hipoteca o afectos al derecho legal de retención, se suspenderá el derecho de los acreedores hipotecarios, prendarios y retencionarios para iniciar o proseguir en forma separada las acciones dirigidas a obtener la realización de los bienes comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas del deudor, afectos a la seguridad de sus créditos.


El administrador provisional de los bienes comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas tendrá todas las facultades propias del giro ordinario de la empresa de que se trate, que la ley o sus estatutos señalan al directorio y a sus gerentes. Por su parte, el liquidador tendrá sobre dicha administración las facultades que indica la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, sin perjuicio de las atribuciones que le confiere la ley como administrador de los bienes de la quiebra no comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas. Será aplicable al administrador provisional lo dispuesto en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.”.

Número 5)


Pasa a ser número 3), sustiyéndose la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 6)


Pasa a ser número 4), reemplazando la expresión “Superintendencia Concursal” por “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento”.

Número 7)


Reemplazarlo por el siguiente:


“5) Sustitúyese el inciso octavo por el siguiente:


“Los activos que han quedado comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas deberán enajenarse como unidad económica, salvo que los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo con derecho a voto, soliciten al juez del procedimiento concursal de liquidación lo contrario, debiendo éste resolver con audiencia de la Superintendencia y de la Comisión a fin de no comprometer los objetivos referidos en el inciso segundo de este artículo. Esta enajenación deberá verificarse dentro de un plazo no superior a dieciocho meses contado desde que la resolución de liquidación cause ejecutoria. La enajenación de los activos como unidad económica podrá llevarse a cabo mediante cualquiera de los mecanismos a los que se refieren los artículos 208 y siguientes de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas. El mecanismo, como así también las bases o condiciones de dicha enajenación como unidad económica, deberá ser acordado por la junta de acreedores con el voto favorable de los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo del deudor y, en su caso, de acuerdo a lo establecido en el artículo 218 y siguientes de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.”

Número 8)


Pasa a ser número 6).
Letra a)


Sustituir el guarismo 216 por 218 y la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Letra b)


Reemplazar el guarismo 216 por 218 y la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Letra c)


Sustituir la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 9)


Pasa a ser número 7). 

Letra a)


Reemplazar el guarismo 216 por 218 y la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Letra b)


Sustituir la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 10)


Reemplazarlo por el siguiente:


“8) Reemplázase el inciso undécimo por el siguiente:


“Lo dispuesto en este artículo se aplicará, asimismo, a aquellos casos en que el procedimiento concursal de liquidación de una empresa generadora, transmisora o distribuidora se produzca sin estar precedida de una solicitud de inicio del procedimiento concursal de liquidación, debiendo el juez, en tal caso, solicitar el informe al que se refiere el inciso segundo, previo a la resolución de liquidación.”.”.

Artículo 395


Pasa a ser artículo 394, con las siguientes modificaciones:

Número 5)


Reemplazar la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 6)


Sustituirlo por el que sigue:


6) Reemplázase, en el inciso octavo, el número “131” por “170” y la expresión “Ley de Quiebras” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Artículo 396


Pasa a ser artículo 395, modificado como sigue:

Artículo 27 ter

Inciso primero


Reemplazar la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Inciso quinto


Reemplazar la expresión “Superintendencia Concursal” por “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento”.


Eliminar la expresión “o autorizado”.

Artículo 397


Eliminarlo.

Artículo 398


Pasa a ser artículo 396, modificado como sigue:

Número 1)


Sustituir la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 2)


Sustituirlo por el siguiente:


“2) Reemplázase el epígrafe del párrafo 6 del título IV por el siguiente:


6. De los acuerdos de reorganización y la liquidación”.”.

Número 3)


Suprimir la frase “, la frase “convenio extrajudicial” por “acuerdo de reorganización”; y en el inciso final la palabra “convenio” por la frase “acuerdo de reorganización”.

Número 4)


Suprimirlo.

Número 5)


Eliminarlo.

Número 6)


Pasa a ser número 4, con las siguientes modificaciones:

Letra a)


Reemplazar el literal por el siguiente:


“a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “la declaración de quiebra” por la frase “el inicio de un procedimiento concursal de liquidación”.”.
Número 7)


Pasa a ser número 5).
Letra a)


Sustituirla por la siguiente:


“a) Reemplázase en el inciso primero la frase “Propuesto un convenio judicial o declarada la quiebra de una compañía de seguros” por la frase “Propuesto un acuerdo de reorganización judicial o dictada la resolución de liquidación de una compañía de seguros”; la palabra “síndico” por “liquidador”, y la frase “con todas las facultades que le confiera el convenio o, en su caso, la ley N° 18.175” por la frase “con todas las facultades que le confiera el acuerdo de reorganización o, en su caso, la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.”.

Letra b)


Reemplazarla por la siguiente:


“b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Dictada la resolución de liquidación, el liquidador podrá citar a la junta de acreedores establecida en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, cuando lo estime necesario, para informar sobre el estado de los negocios de la deudora, sobre sus activos y pasivos, sobre la marcha del procedimiento concursal de liquidación y, en general, para proponer a la junta cualquier acuerdo que estime necesario para el más adecuado cumplimiento de las funciones que le competen.”.”.
Letra c)


Sustituirla por la siguiente:


“c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“En la realización del activo del procedimiento concursal de liquidación, el liquidador dispondrá de las facultades previstas en la  Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, sin sujeción a los límites que éste establece en cuanto a los activos.”.”.

Número 8)


Pasa a ser número 6), con la siguiente modificación:

Letra c)


Reemplazar la expresión “apertura de” por “inicio del”.

Número 9)

Pasa a ser número 7).

Letra a)


Suprimir la expresión “que declara la apertura del procedimiento concursal”.

Número 10)


Reemplazarlo por el siguiente:


“8) Sustitúyese, en el artículo 83 la frase “la quiebra o liquidación”, por “el procedimiento concursal de liquidación o liquidación”; la palabra “síndico” por “liquidador del procedimiento concursal de liquidación”, y “quiebra” por “procedimiento concursal de liquidación”.”.

Número 11)


Pasa a ser número 9), eliminado la expresión “la frase” la segunda y tercera vez que aparece.

Número 12)


Pasa a ser número 10).


Sustituir el artículo 85 propuesto en reemplazo por el siguiente:


“Artículo 85.- Dictada la resolución de liquidación de una compañía de seguros del segundo grupo, el liquidador practicará la liquidación de todos aquellos contratos que originen reserva matemática o de siniestros, de acuerdo a las normas dictadas por la Superintendencia. Con el mérito de dicha liquidación, el liquidador deberá verificar el importe que a la fecha de la resolución de liquidación representen dichas reservas de acuerdo al procedimiento señalado en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, asumiendo para este solo efecto la representación del asegurado, sin que ello importe reconocimiento alguno. En el evento que al asegurado se le hubiere seguido pagando prestaciones de acuerdo con el artículo 83, dichos pagos se deducirán de la respectiva reserva.”.

Número 13)


Pasa a ser número 11)

Número 14)


Pasa a ser número 12), sustituyendo  la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Artículo 399


Pasa a ser artículo 397, con la siguiente modificación:

Número 1)


Sustituir las expresiones “una resolución que ordena la apertura de un procedimiento concursal de liquidación” e “y, o” por “una resolución de liquidación” e “y/o”, respectivamente.

Número 2)


Sustituirlo por el siguiente:


“2) Modifícase la letra c) del inciso primero del artículo 6º, en los siguientes términos:


a) Sustitúyese el numeral i por el siguiente: 


“i. Que se trate de un deudor en un procedimiento concursal de liquidación vigente.”.


b) Reemplázase, en el numeral ii, la frase “que haya sido declarada en liquidación forzosa o quiebra”, por la siguiente: “respecto de la cual se haya dictado la resolución de liquidación”.”.

Número 3)


Reemplazarlo por el siguiente:


“3) Sustitúyase el epígrafe del Título V por el siguiente:

“TÍTULO V

DE LA LIQUIDACIÓN Y PROCEDIMIENTO CONCURSAL DE LIQUIDACIÓN DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS”.”.

Número 5)
Letra a)


Reemplazar la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) En el inciso segundo las palabras “El convenio” por “El acuerdo de reorganización” las dos veces que aparece.”.

Letra c)


Eliminar los términos “que declara la apertura del procedimiento concursal” y reemplazar la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Letra d)


Reemplazarla por la siguiente:


“d) En el inciso cuarto, sustituir la palabra “convenio” por “acuerdo de reorganización”.”.

Número 6)

Letra a)


Eliminar las palabras “que ordena la apertura del procedimiento concursal”.

Letra c)


Reemplazar la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 7)


Sustituirlo por el siguiente:


“7) Reemplázase, en el artículo 37, la expresión “el Libro IV del Código de Comercio” por “la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.”.

Artículo 400


Pasa a ser artículo 398, eliminado los términos “que ordena la apertura del procedimiento concursal”, y sustituyendo la expresión “Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Artículo 401, nuevo


Pasa a ser artículo 399, con las siguientes modificaciones:

Número 4)

Artículo 42


Sustituir la expresión “ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 5)

Artículo 43

Inciso primero


Eliminar los términos “que ordena la apertura del procedimiento” las dos veces que aparece y sustituir las expresiones “quórum calificado” por “quórum especial” y “ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Inciso segundo


Añadir, después de la palabra “continuación”, la expresión “definitiva”.

Inciso tercero


Sustituirlo por el siguiente:


“Las obligaciones contraídas por el administrador de la continuación de las actividades económicas durante ese primer año, sólo podrán hacerse efectivas sobre los bienes comprendidos en dicha continuación y gozarán de la preferencia que establece el artículo 240 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.

Número 6)

Artículo 44

Inciso primero


Eliminar los términos “que ordena la apertura del procedimiento concursal”, y reemplazar la expresión “ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Inciso segundo


Reemplazar el guarismo 238 por 240 y la expresión “ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.

Número 7)


Suprimir la expresión “que ordena la apertura del procedimiento concursal”.

Número 8)


Sustituirlo por el que sigue:


“8) Sustitúyese, en el artículo 46, la palabra “síndico” por “liquidador” y la frase “de la ley 18.175” por “de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.”.

Artículo 400, nuevo


Intercalar como tal el siguiente:


“Artículo 400.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 22 de la ley N°18.833, que establece un estatuto general de las cajas de compensación de asignación familiar:


“En caso que la entidad empleadora afiliada tenga la calidad de deudora de un procedimiento concursal de liquidación, y una vez que se haya dictado la resolución de liquidación pertinente, regirán las siguientes reglas:


1.- Las cuotas de créditos sociales devengadas y descontadas de la remuneración por el empleador que no hayan sido remesadas a la Caja de Compensación a la fecha de la dictación de la resolución de liquidación, gozarán de la preferencia del número 5 del artículo 2.472 del Código Civil, siendo obligación de la respectiva Caja de Compensación verificar su crédito. 


2.- El pago de las cuotas de créditos sociales no devengadas a la fecha de la dictación de la resolución de liquidación, le corresponderá al trabajador,  no siendo de cargo de la masa. Para estos efectos, se tendrán por no escritas las convenciones que permitan al empleador, en caso de término de la relación laboral por dictación de la resolución de liquidación, descontar  los saldos pendientes por créditos sociales de las indemnizaciones por término de contrato a que tenga derecho el trabajador.”.”.

Artículo 401, nuevo


Intercalar como tal el siguiente:


“Artículo 401.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.728, que establece un seguro de desempleo:


a) Sustitúyese, en la letra a) de su artículo 12, la expresión “y 161” por la siguiente “161 y 163 bis”, antecedida y seguida por una coma (,).”.


b) Sustitúyese, en la letra b) de su artículo 24, la frase “o del artículo 161, ambos”, por la siguiente “o de los artículos 161 y 163 bis, todos”.”.

Artículo 402, nuevo


Introducir como tal el siguiente:


“Artículo 402.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley de Reorganización o Cierre de Micro y Pequeñas Empresas en Crisis, contenida en el artículo undécimo de la Ley Nº 20.416 que Fija Normas Especiales para las Empresas de Menor Tamaño.


1. Elimínase, en el inciso 2° del artículo 2°, la expresión “en cuyo caso se suspenderá el inicio del cómputo del plazo previsto en el artículo 41 de la Ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio, reiniciándose al vencimiento del plazo que se determine de acuerdo al artículo 20 de esta ley”.


2) Modifícase el artículo 4º de la manera que sigue:


a) Reemplázanse, en el inciso segundo, la frase “artículo 16, inciso primero, del Libro IV del Código de Comercio, establece para los síndicos.”, por la siguiente: “artículo 13 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, establece para los veedores.”.


b) Sustitúyense, en el inciso tercero, la palabra “síndicos” por “veedores”, y la expresión “de Quiebras” por “de Insolvencia y Reemprendimiento”.


c) Reemplázase, en los incisos quinto y sexto, la expresión “de Quiebras” por “de Insolvencia y Reemprendimiento”.


d) Sustitúyense, en el inciso séptimo, las palabras “síndicos” y “síndico” por “veedores” y “veedor”, respectivamente, y la expresión “del Registro de Síndicos” por “de la nómina de veedores”.


3. Reemplázase, en el artículo 6°, la expresión “se encuentren en alguna de las situaciones previstas en los números 1, 2, 3 y 4 del artículo 17 de la Ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio”, por “tengan la calidad de deudor de un procedimiento concursal, o se encuentren en notorio estado de insolvencia, y las que, dentro de los dos años anteriores al inicio de un  procedimiento concursal, hayan actuado como directores o administradores de la empresa deudora. Asimismo, no podrán ser asesores económicos de insolvencias, aquellos que se encuentren en alguna de las situaciones previstas en los números 1, 2 y 3 del artículo 17 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”. 


4. Reemplázase, en la letra f) del artículo 7°, la expresión “2, 7 o 9, reguladas en el artículo 22 de la Ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio”, por la expresión “establecidas en el número 6 del artículo 18 y en el artículo 34 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


5) Sustitúyese, en el artículo 12, las expresiones “o de síndico” por “, veedor o liquidador”.


6) Reemplázanse, en el artículo 14, la palabra “síndico” por “liquidador”, y las expresiones “de la quiebra” por “del procedimiento concursal de liquidación” y “registro de síndicos” por “nómina de liquidadores”.


7) Modifícase el artículo 15 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese, en su epígrafe, la expresión “de Quiebras” por “de Insolvencia y Reemprendimiento”.


b) Reemplázase, en su encabezamiento, la frase “número 14 del artículo 8° de la ley N° 18.175”, por “número 12) del artículo 339 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


c) Sustitúyense, en su número 3, la frase “número 5 del artículo 8° de la ley N° 18.175”, por “artículo 341 de la ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”, y la frase final: “en dicha norma se conceden a los síndicos.” por “se concede a los entes fiscalizados en los artículos 343 y 344 de la citada ley.”.


8) Sustitúyese, en la letra c) del artículo 18, la expresión “de quiebras” por “de inicio de un procedimiento concursal de liquidación”.


9) Sustitúyese, en el inciso 1° del artículo 23, la palabra “convenio” por “acuerdo de reorganización”.


10) Sustitúyese, en el inciso 6° del artículo 24, la frase “en la forma prescrita en el artículo 229 del Libro IV del Código de Comercio y para esos efectos el deudor será considerado como fallido” por “con presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo”.


11) Reemplázase, en el inciso 2° del artículo 25, la frase “En caso de quiebra del mismo deudor o que éste proponga o sea obligado a proponer un convenio preventivo” por la frase “En caso que el deudor tenga la calidad de deudor de un procedimiento concursal”.


12) Modifícase el artículo 26, como sigue:


a) Reemplázanse, en su inciso primero, las expresiones “quiebra del solicitante” por “que el solicitante tenga la calidad de deudor de un procedimiento concursal de liquidación”; “fallido” por “deudor”, y “de la quiebra” por “de un procedimiento concursal de liquidación”.


b) Sustitúyense, en su inciso segundo, las palabras “de quiebra del” por “del inicio de un procedimiento concursal de liquidación respecto del”, y “síndico” por “liquidador”.”.

Artículo 402


Pasa a ser artículo 403, con las siguientes modificaciones: 
Inciso cuarto


Sustituir la expresión “Superintendencia Concursal” por “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento”.

Inciso final, nuevo


Añadir como tal el siguiente:


“Toda referencia que en otras leyes se haga al Superintendente de Quiebras deberá entenderse hecha al Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1 transitorio


Reemplazar su encabezado por “Artículo 1º transitorio“, el término “Ley” por “ley” las cuatro veces que aparece, la expresión “un año” por “nueve meses”, y el guarismo 344 por 346.

Artículo 2 transitorio


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2º transitorio.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 31 de esta ley, los síndicos que figuren inscritos en la Nómina Nacional de Síndicos a la fecha de publicación de esta ley, se entenderán incorporados en las Nóminas de Veedores y Liquidadores, debiendo constituir la garantía y rendir el examen en los términos señalados en dichos artículos, a más tardar dentro de los seis meses siguientes a la publicación de esta ley, bajo apercibimiento de ser excluidos de las respectivas nóminas.


Para los efectos de la ley, se entenderá que los asesores económicos de insolvencias de la Ley de Reorganización o Cierre de Micro y Pequeñas Empresas en Crisis que contiene el artículo undécimo de la ley Nº 20.416, que además tengan la calidad de síndico, continuarán en la nómina de asesores económicos de insolvencias una vez que entre en vigencia la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, sea que opten por incorporarse a la nómina de liquidadores o a la de veedores.”.

Artículo 3 transitorio

Epígrafe


Reemplazarlo por “Artículo 3º transitorio“.

Encabezado


Cambiar los términos “un año” por “nueve meses”.

Números 1, 2, 5, 7, 8 y 9


Sustituir la expresión “Superintendencia Concursal” por  “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento”.

Artículo 4 transitorio


Reemplazar su encabezado por “Artículo 4º transitorio“, y la expresión “Superintendencia Concursal” por “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento”.

Artículo 5 transitorio


Reemplazar su encabezado por “Artículo 5º transitorio“, y las expresiones “Superintendente Concursal” las dos veces que aparece y “Superintendencia Concursal” por “Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento” y “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento”.

Artículo 6 transitorio


Reemplazar su encabezado por “Artículo 6º transitorio“, y las expresiones “Superintendencia Concursal” las dos veces que aparece, y “Superintendente Concursal” y” por “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento” y “Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento”, respectivamente.

Artículo 7 transitorio


Reemplazar su encabezado por “Artículo 7º transitorio“, el término “Ley” por “ley” y la expresión “Superintendencia Concursal” por “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento”.

Artículo 8 transitorio

Inciso primero


Reemplazar su encabezado por “Artículo 8º transitorio “y la frase "de su entrada en vigencia" por "desde su publicación en el Diario Oficial".

Inciso segundo, nuevo


Intercalar como tal el siguiente:


“El mayor gasto que represente la aplicación del artículo 3° de esta ley, desde su publicación en el Diario Oficial, se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Artículo 9 transitorio


Reemplazar su encabezado por “Artículo 9º transitorio “y la expresión “Ley” por “ley”.

Artículo 10º transitorio, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo 10º transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 42 y por los primeros cinco años contados desde la publicación de esta ley, los Liquidadores y los Veedores podrán estar inscritos a la vez en la Nómina de Veedores y en la Nómina de Liquidadores.


Durante el período señalado, la garantía de fiel desempeño que deba rendir el Veedor conforme a lo dispuesto en el artículo 16, será distinta a la que deba rendir como Liquidador si solicita su inscripción en la Nómina de Liquidadores, y viceversa. La responsabilidad legal del Veedor solo podrá perseguirse respecto de la garantía de fiel desempeño que haya rendido en su calidad de Veedor. La responsabilidad legal del Liquidador sólo podrá perseguirse respecto de la garantía de fiel desempeño que haya rendido en su calidad de Liquidador. 


Los asesores económicos de insolvencias que además tengan la calidad de síndico, continuarán en la nómina de asesores económicos de insolvencias una vez que entre en vigencia esta ley, sea que se incorporen en la Nómina de Liquidadores o en la de Veedores.”.

Artículo 11º transitorio, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


"Artículo 11º transitorio.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 297, quienes integren la lista de abogados que pueden ser nombrados árbitros de acuerdo al Libro IV del Código de Comercio, a la fecha de publicación de esta ley, se entenderán incorporados en la Nómina de Árbitros Concursales, debiendo procurar su capacitación conforme al artículo 297, dentro del plazo de vacancia que indica el artículo 1º transitorio.".

- - -


Por su parte, la Comisión de Hacienda propone las siguientes enmiendas al texto aprobado por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas:

Artículo 94


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 94.- Efectos sobre los créditos. Los créditos que sean parte del Acuerdo de Reorganización Judicial se entenderán remitidos, novados o repactados, según corresponda, para todos los efectos legales.


El acreedor, contribuyente del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824 de 1974, podrá deducir como gasto necesario conforme a lo dispuesto en el N° 4° del artículo 31 de dicha ley, las cantidades que correspondan a la condonación o remisión de deudas, intereses, reajustes u otras cantidades que se hayan devengado en su favor, siempre y cuando cumpla con las siguientes condiciones copulativas:


1) Que se trate de créditos otorgados o adquiridos con anterioridad al plazo de un año contado desde la celebración del Acuerdo de Reorganización Judicial;


2) Que dicha condonación o remisión conste detalladamente en el referido Acuerdo o sus modificaciones, aprobado conforme al artículo 90, y


3) Que no correspondan a créditos de Personas Relacionadas con el Deudor ni a créditos de acreedores Personas Relacionadas entre sí, cuando éstos, en su conjunto, representen el 50% o más del pasivo reconocido con derecho a voto.


Lo anterior, es sin perjuicio de la obligación del deudor de reconocer como ingreso, para efectos tributarios, aquellas cantidades que se hubieren devengado a favor del acreedor y que se condonen o remitan.”. 

Artículo 261

Inciso segundo


Remplazar el guarismo “90” por “120” y la cifra “50” por “80”. 
Artículo 333

Inciso primero


Intercalar entre las expresiones “Artículo 333.-” y “Naturaleza Jurídica” los términos “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento.”. 
Artículo 3° transitorio

Número 5


Intercalar entre la palabra “practiquen” y el punto seguido (.) la frase “, la que no podrá ser superior al plazo de nueve meses contado desde la publicación de la presente ley”, y sustituir los términos “las dotaciones máximas” por “la dotación máxima”. 

Artículo 8° transitorio

Inciso segundo


Eliminar la frase “con cargo al presupuesto de la Partida Poder Judicial y, en lo que faltare,”. 

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación las enmiendas unánimes propuestas, las que son aprobadas por 24 votos a favor y 2 en contra, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 3°, 19, 69, 143, 144, 148, 297, 298, 302, 305, 311, 313, 315, 316, 318, 320, 321, 322, 324, 326, 327, 328, 330, 331, 339, 343, 347, 357 y 391, permanentes, y en los artículos 8° y 11, transitorios; y a lo establecido en el inciso tercero del mismo precepto constitucional, respecto del artículo 375.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Frei.

- - -


Con igual votación, se dan por aprobadas las enmiendas relativas al artículo 463, contenido en el artículo 347 del proyecto, cumpliéndose, así, con el quórum constitucional exigido.

- - -

Enseguida, se pone en votación la proposición de la Comisión de Hacienda relativa al artículo 94 del proyecto, que es aprobada por 23 votos a favor, 2 en contra y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Frei.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión de Hacienda relativa al inciso segundo del artículo 8° transitorio del proyecto, que es aprobada por 24 votos a favor y uno en contra, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).

Vota por la negativa, la Honorable Senadora señora Rincón.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Zaldívar.

- - -


Enseguida, la Sala, por la unanimidad de los 24 Senadores presentes, acuerda efectuar dos enmiendas consistentes en:


- Intercalar, en el inciso primero del artículo 150 del proyecto, entre las palabras “naturaleza criminal” y “que afecten” la oración “provenientes de los ilícitos contemplados en el Título IX del Libro Segundo del Código Penal,”.

- Incorporar un artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo duodécimo.- Las disposiciones penales contempladas en la presente ley sólo se aplicarán a los hechos ocurridos con posterioridad a su entrada en vigencia.”.

Sobre el particular, intervienen los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Zaldívar, Walker (don Patricio) y García.
- - -


Concluida la discusión del proyecto, hacen uso de la palabra el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo y la señora Superintendenta de Quiebras.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Ámbito de aplicación de la ley. La presente ley establece el régimen general de los procedimientos concursales destinados a reorganizar y/o liquidar los pasivos y activos de una Empresa Deudora, y a repactar los pasivos y/o liquidar los activos de una Persona Deudora.


Artículo 2°.- Definiciones. Para efectos de esta ley, se entenderá, en singular o plural, por:


1) Acuerdo de Reorganización Judicial: aquel que se suscribe entre una Empresa Deudora y sus acreedores con el fin de reestructurar sus activos y pasivos, con sujeción al procedimiento establecido en los Títulos 1 y 2 del Capítulo III. Para los efectos de esta ley, se denominará indistintamente “Acuerdo de Reorganización Judicial” o “Acuerdo”.


2) Acuerdo de Reorganización Extrajudicial o Simplificado: aquel que se suscribe entre una Empresa Deudora y sus acreedores con el fin de reestructurar sus activos y pasivos, y que se somete a aprobación judicial con sujeción al procedimiento establecido en el Título 3 del Capítulo III. Para los efectos de esta ley, se denominará indistintamente “Acuerdo de Reorganización Extrajudicial o Simplificado” o “Acuerdo Simplificado”.


3) Avalúo Fiscal: el precio de los inmuebles fijado por el Servicio de Impuestos Internos para los efectos del pago del impuesto territorial.


4) Audiencia Inicial: aquella que se lleva a cabo en el tribunal competente con presencia del Deudor, si comparece, en un procedimiento de Liquidación Forzosa, en los términos establecidos en el artículo 121.


5) Audiencia de Prueba: aquella que se verifica en el marco de un juicio de oposición, en la cual se rinden las pruebas ofrecidas en la Audiencia Inicial, en los términos establecidos en el artículo 127.


6) Audiencia de Fallo: aquella en que se notifica la sentencia definitiva, poniéndose término al juicio de oposición, en lo términos establecidos en el artículo 128.


7) Boletín Concursal: plataforma electrónica a cargo de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, de libre acceso al público, en la que se publicarán todas las resoluciones que se dicten y las actuaciones que se realicen en los procedimientos concursales, salvo que la ley ordene otra forma de notificación.


8) Certificado de Nominación: aquel emitido por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, en el cual consta la nominación del Veedor o Liquidador, titular y suplente.


9) Comisión de acreedores: aquella que puede designarse en un Procedimiento Concursal de Reorganización con el objetivo de supervigilar el cumplimiento del Acuerdo de Reorganización Judicial, con las atribuciones y deberes que dicho acuerdo señale; o aquella que puede designarse en un Procedimiento Concursal de Liquidación para adoptar los acuerdos que la Junta de Acreedores le delegue.


10) Correo electrónico: medio de comunicación electrónica que permite el envío y recepción de información y documentos electrónicos.


11) Cuenta final de administración: aquella rendición de cuentas de su gestión que debe efectuar tanto el Veedor como el Liquidador en la oportunidad prevista en la ley, ante el tribunal, en la que deberá observarse la normativa contable, tributaria y financiera aplicable, así como la de esta ley.


12) Deudor: toda Empresa Deudora o Persona Deudora, atendido el Procedimiento Concursal de que se trate y la naturaleza de la disposición a que se refiera.


13) Empresa Deudora: toda persona jurídica privada, con o sin fines de lucro, y toda persona natural contribuyente de primera categoría o del número 2) del artículo 42 del decreto ley Nº 824, del Ministerio de Hacienda, de 1974, que aprueba la ley sobre impuesto a la renta.


14) Informe del Veedor: aquel relativo al Acuerdo de Reorganización Judicial, regulado en el número 8) del artículo 57 de esta ley.


15) Junta de Acreedores: órgano concursal constituido por los acreedores de un Deudor sujeto a un Procedimiento Concursal, de conformidad a esta ley. Se denominarán, según corresponda, Junta Constitutiva, Junta Ordinaria o Junta Extraordinaria, o indistintamente “Junta de Acreedores” o “Junta”.


16) Ley: ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.


17) Liquidación Forzosa: demanda presentada por cualquier acreedor del Deudor, conforme al Párrafo 2 del Título 1 del Capítulo IV de esta ley.


18) Liquidación Voluntaria: aquella solicitada por el Deudor, conforme al Párrafo 1 del Título 1 del Capítulo IV de esta ley.


19) Liquidador: aquella persona natural sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, cuya misión principal es realizar el activo del Deudor y propender al pago de los créditos de sus acreedores, de acuerdo a lo establecido en esta ley.


20) Martillero Concursal: aquel martillero público que voluntariamente se somete a la fiscalización de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, cuya misión principal es realizar los bienes del Deudor, en conformidad a lo encomendado por la Junta de Acreedores y de acuerdo a lo establecido en esta ley.


21) Nómina de Veedores: registro público integrado por las personas naturales nombradas como Veedores por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, en conformidad al Párrafo 1 del Título 1 del Capítulo II de esta ley.


22) Nómina de Liquidadores: registro público integrado por las personas naturales nombradas como Liquidadores por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, en conformidad al Párrafo 1 del Título 2 del Capítulo II de esta ley.


23) Nómina de Árbitros Concursales: registro público integrado por las personas naturales nombradas como Árbitros Concursales por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, en conformidad al Capítulo VII de esta ley.


24) Nómina de Martilleros Concursales: registro público llevado por la  Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento que integra a los martilleros públicos que cumplen con lo prescrito en el artículo 214 de esta ley.


25) Persona Deudora: toda persona natural no comprendida en la definición de Empresa Deudora.


26) Persona Relacionada: se considerarán Personas Relacionadas respecto de una o más personas o de sus representantes, las siguientes:


a) El cónyuge, los ascendientes, descendientes y colaterales por consanguinidad o afinidad hasta el sexto grado inclusive y las sociedades en que éstos participen, con excepción de aquellas inscritas en el Registro de Valores.


b) Las personas que se encuentren en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores.


27) Procedimiento Concursal: cualquiera de los regulados en esta ley, denominados, indistintamente, Procedimiento Concursal de Reorganización de la Empresa Deudora, Procedimiento Concursal de Liquidación de la Empresa Deudora, Procedimiento Concursal de Renegociación de la Persona Deudora y Procedimiento Concursal de Liquidación de los Bienes de la Persona Deudora.


28) Procedimiento Concursal de Liquidación: aquél regulado en el Capítulo IV de esta ley.


29) Procedimiento Concursal de Reorganización: aquél regulado en el Capítulo III de esta ley.


30)  Procedimiento Concursal de Renegociación: aquél regulado en el Capítulo V de esta ley.


31) Protección Financiera Concursal: aquel período que esta ley otorga al Deudor que se somete al Procedimiento Concursal de Reorganización, durante el cual no podrá solicitarse ni declararse su liquidación, ni podrán iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restituciones en los juicios de arrendamiento. Dicho período será el comprendido entre la notificación de la Resolución de Reorganización y el Acuerdo de Reorganización Judicial, o el plazo fijado por la ley si este último no se acuerda.


32) Quórum Especial: el conformado por dos tercios del pasivo total con derecho a voto verificado y/o reconocido, según corresponda, en el Procedimiento Concursal respectivo.


33) Quórum Calificado: el conformado por la mayoría absoluta del pasivo total con derecho a voto verificado y/o reconocido, según corresponda, en el Procedimiento Concursal respectivo.


34) Quórum Simple: el conformado por la mayoría del pasivo verificado y/o reconocido, según corresponda, con derecho a voto, presente en la Junta de Acreedores, en el Procedimiento Concursal respectivo.


35) Resolución de Admisibilidad: aquella resolución administrativa dictada por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento conforme al artículo 264, que produce los efectos del artículo 265, ambos del Capítulo V de esta ley.


36) Resolución de Liquidación: aquella resolución judicial dictada en un Procedimiento Concursal que produce los efectos señalados en el Párrafo 4 del Título 1 del Capítulo IV de esta ley.


37) Resolución de Reorganización: aquella resolución judicial dictada en un Procedimiento Concursal que produce los efectos señalados en el artículo 57 de esta ley.


38) Servicios de Utilidad Pública: aquéllos considerados como consumos básicos, cuyos prestadores se encuentran regulados por leyes especiales y sujetos a la fiscalización de la autoridad, tales como agua, electricidad, gas, teléfono e internet.


39) Superintendencia: la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento.


40) Veedor: aquella persona natural sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, cuya misión principal es propiciar los acuerdos entre el Deudor y sus acreedores, facilitar la proposición de Acuerdos de Reorganización Judicial y resguardar los intereses de los acreedores, requiriendo las medidas precautorias y de conservación de los activos del Deudor, de acuerdo a lo establecido en esta ley.


Artículo 3º.- Competencia. Los Procedimientos Concursales contemplados en esta ley serán de competencia del juzgado de letras que corresponda al domicilio del Deudor, sin perjuicio de las disposiciones sobre prórroga de competencia aplicables al efecto.


En las ciudades asiento de Corte la distribución se regirá por un auto acordado dictado por la Corte de Apelaciones respectiva, considerando especialmente la radicación preferente de causas concursales en los tribunales que cuenten con la capacitación a que se refiere el inciso siguiente.


Los jueces titulares y secretarios de los juzgados de letras que conozcan preferentemente de asuntos concursales deberán estar capacitados en derecho concursal, en especial, sobre las disposiciones de esta ley y de las leyes especiales que rijan estas materias.


Cada Corte de Apelaciones adoptará las medidas pertinentes para garantizar la especialización a que se refiere la presente disposición.


No obstante, los demás tribunales competentes estarán habilitados para conocer de asuntos concursales en el marco de sus atribuciones si, excepcionalmente y por circunstancias derivadas del sistema de distribución de trabajo, ello fuere necesario.


El tribunal al cual corresponda conocer de un Procedimiento Concursal de aquellos contemplados en esta ley, no perderá su competencia por el hecho de existir entre los acreedores y el Deudor personas que gocen de fuero especial.


Para los efectos de lo previsto en este artículo, la Academia Judicial coordinará la dictación de los cursos necesarios para la capacitación en derecho concursal de jueces titulares y secretarios de los juzgados de letras dentro del programa de perfeccionamiento de miembros del Poder Judicial establecido en la ley N° 19.346, que crea la Academia Judicial.


Artículo 4°.- Recursos. Las resoluciones judiciales que se pronuncien en los Procedimientos Concursales de Reorganización y de Liquidación establecidos en esta ley sólo serán susceptibles de los recursos que siguen:


1) Reposición: procederá contra cualquier resolución, deberá interponerse dentro del plazo de tres días contado desde la notificación de aquélla y podrá resolverse de plano o previa tramitación incidental, según determine el tribunal. Contra la resolución que resuelva la reposición no procederá recurso alguno.


2) Apelación: procederá contra las resoluciones que esta ley señale expresamente y deberá interponerse dentro del plazo de cinco días contado desde la notificación de aquéllas. Será concedida en el solo efecto devolutivo, salvo las excepciones que esta ley señale y, en ambos, casos gozará de preferencia para su inclusión en la tabla y para su vista y fallo.


En el caso de las resoluciones susceptibles de recurrirse de reposición y de apelación, la segunda deberá interponerse en subsidio de la primera, de acuerdo a las reglas generales.


3) Casación: procederá en los casos y en las formas establecidas en la ley.


Artículo 5°.- Incidentes. Sólo podrán promoverse incidentes en aquellas materias en que esta ley lo permita expresamente. Se tramitarán conforme a las reglas generales previstas en el Código de Procedimiento Civil y no suspenderán el Procedimiento Concursal, salvo que esta ley establezca lo contrario.


Artículo 6º.- De las notificaciones. Siempre que el tribunal ordene que una resolución se notifique por avisos, deberá realizarse mediante una publicación en el Boletín Concursal, entendiéndose notificada desde la fecha de su inserción en aquél.


Las notificaciones en el Boletín Concursal deberán ser realizadas por el Veedor, el Liquidador o la Superintendencia, según corresponda, dentro de los dos días siguientes a la dictación de las respectivas resoluciones, salvo que la norma correspondiente disponga un plazo diferente.


Toda resolución que no tenga señalada una forma distinta de notificación, se entenderá efectuada mediante una publicación en el Boletín Comercial.


Mediante norma de carácter general, la Superintendencia establecerá las formalidades requeridas para efectuar las notificaciones y publicaciones y los requisitos técnicos de operación y seguridad del Boletín Concursal, así como la información que deberá contener y la obligación de actualizarla por quien corresponda.


Cada vez que se establezca que una resolución debe notificarse por Correo Electrónico, se estará a lo dispuesto en la norma de carácter general en cuanto a la forma de efectuarla. En todo caso, en la primera actuación que se realice ante el tribunal o la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, según corresponda, en los Procedimientos Concursales, el Deudor, los acreedores y los terceros interesados señalarán una dirección de Correo Electrónico válida a la cual se deberán efectuar las notificaciones conforme a lo dispuesto precedentemente.


La notificación por Correo Electrónico enviada a la dirección señalada por el respectivo notificado será válida, aun cuando aquella no se encontrare vigente, estuviere en desuso o no permitiere su recepción por el destinatario. Se entenderá notificado el destinatario desde el envío del Correo Electrónico a la referida dirección.


En los casos en que no sea posible notificar por Correo Electrónico, se notificará por carta certificada y dicha notificación se entenderá efectuada al tercer día siguiente al de su recepción en la oficina de correos.


De todas las notificaciones que se practiquen en virtud de lo dispuesto en este artículo se dejará constancia por escrito en el expediente, sin que sea necesaria certificación alguna al respecto.


Cada vez que la ley ordene al Deudor señalar el Correo Electrónico de sus acreedores, se entenderá que debe indicar el de los representantes legales de aquéllos.


Artículo 7°.- Cómputo de plazos. Los plazos de días establecidos en esta ley son de días hábiles, entendiéndose inhábiles los días domingos y feriados, salvo que se establezca que un plazo específico es de días corridos. Los plazos se computarán desde el día siguiente a aquél en que se notifique la resolución o el acto respectivo.


Cuando esta ley establezca un plazo para actuaciones que deban realizarse antes de determinada fecha, éste se contará hacia atrás a partir del día inmediatamente anterior al de la respectiva actuación.


Artículo 8°.- Exigibilidad. Las normas contenidas en leyes especiales prevalecerán sobre las disposiciones de esta ley.


Aquellas materias que no estén reguladas expresamente por leyes especiales, se regirán supletoriamente por las disposiciones de esta ley.

CAPÍTULO II

DEL VEEDOR Y DEL LIQUIDADOR

Título 1. Del Veedor

Párrafo 1. De la Nómina de Veedores


Artículo 9°.- Estructura. La Nómina de Veedores estará integrada por las personas naturales nombradas en el cargo de Veedor por la Superintendencia, la que la mantendrá debidamente actualizada y a disposición del público a través de su página web.


Artículo 10.- Solicitud de inscripción. Toda persona natural interesada en ser nombrada Veedor podrá presentar su solicitud ante la Superintendencia. En ella deberá expresar si ejercería el cargo a nivel nacional o regional, acompañando los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 13 y una declaración jurada en que exprese no estar afecto a las prohibiciones contempladas en el artículo 17.


Artículo 11.- Inclusión en la Nómina de Veedores. El Veedor será incorporado a la nómina correspondiente mediante resolución dictada por la Superintendencia, una vez verificado el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 13.


Artículo 12.- Menciones de la Nómina de Veedores. La referida Nómina contendrá las siguientes menciones respecto de cada Veedor:


1) Nombre completo, profesión, domicilio, datos de contacto y regiones en que ejercerá sus funciones.


2) Calificaciones obtenidas durante los últimos cinco años en el examen a que se refiere el artículo 14.


3) Número total de Procedimientos Concursales de Reorganización en que hubiere intervenido, con mención de aquellos en que se hubiere aprobado el Acuerdo de Reorganización, de los cinco principales acreedores y el sector o rubro de los Deudores en cada uno de ellos.


4) Honorario promedio percibido.


5) Registro de las sanciones aplicadas.

Párrafo 2. Del Veedor


Artículo 13.- Requisitos. Podrá solicitar su inclusión en la Nómina de Veedores toda persona natural que cumpla con los siguientes requisitos:


1) Contar con un título profesional de contador auditor o de una profesión de a lo menos diez semestres de duración, otorgado por universidades del Estado o reconocidas por éste, o por la Corte Suprema, en su caso;


2) Contar con, a lo menos, cinco años de ejercicio de la profesión que haga valer;


3) Aprobar el examen para Veedores a que se refiere el artículo siguiente;


4) No estar afecto a alguna de las prohibiciones establecidas en el artículo 17, y


5) Otorgar, en tiempo y forma, la garantía señalada en el artículo 16.


Artículo 14.- Del examen de conocimientos. La Superintendencia convocará a un examen de conocimientos a las siguientes personas: 


1) Postulantes a integrar la Nómina de Veedores.


2) Veedores que no hubieren asumido Procedimientos Concursales de Reorganización en un período de tres años contado desde su último examen rendido y aprobado.


3) Veedores que hubieren reprobado el examen en conformidad con lo establecido en el presente artículo.


El Veedor que hubiere reprobado el examen podrá rendirlo nuevamente en el período siguiente de examinación, en la fecha, hora y lugar que fije la Superintendencia. La inasistencia injustificada se entenderá como reprobación para todos los efectos legales.


El Veedor que hubiere reprobado el examen de repetición quedará suspendido de pleno derecho para asumir nuevos Procedimientos Concursales de Reorganización, aún como interventor, por un período de doce meses contado desde la notificación de su reprobación efectuada por correo electrónico, y hasta que apruebe un nuevo examen, debiendo rendirlo una vez terminado el período de suspensión, en la fecha de examinación correspondiente. Si reprueba nuevamente el examen de repetición, será excluido de la Nómina de Veedores.


El examen de conocimientos señalado en este artículo se convocará dos veces en cada año calendario y será regulado por la Superintendencia a través de normas de carácter general.


Artículo 15.- Responsabilidad. La responsabilidad civil del Veedor alcanzará hasta la culpa levísima y podrá perseguirse cuando corresponda, en cuyo caso se aplicarán las reglas del juicio sumario, una vez presentada la Cuenta Final de Administración, conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2 del Título 3 del Capítulo II de esta ley, y sin perjuicio de la responsabilidad legal en que pudiere incurrir.


Artículo 16.- Garantía de fiel desempeño. Todo Veedor mantendrá en la Superintendencia y mientras subsista su responsabilidad, una garantía por un monto de 1.000 unidades de fomento, con una vigencia mínima de tres años, renovable por igual período. En caso de no otorgarla en tiempo y forma, el Veedor no podrá asumir en nuevos Procedimientos Concursales de Reorganización. 


La garantía podrá consistir en una boleta bancaria de garantía, póliza de seguro o cualquiera otra que la Superintendencia determine mediante norma de carácter general, la cual también establecerá la forma de rendirla, sus plazos, devolución, renovación y demás especificaciones aplicables.


La garantía a que se refiere este artículo tiene por objetivo caucionar el fiel desempeño de la actividad del Veedor y asegurar el correcto y cabal cumplimiento de todas sus obligaciones, incluyendo la eventual indemnización a que sea condenado en caso de hacerse efectiva su responsabilidad civil y el pago de las multas administrativas impuestas en su contra.


La Superintendencia hará efectiva la garantía y entregará su monto a requerimiento del tribunal que hubiere declarado la responsabilidad civil del Veedor, siempre que la resolución condenatoria se encuentre firme y ejecutoriada. Tratándose de multas impuestas por la propia Superintendencia, la resolución respectiva indicará el plazo en que el Veedor deberá pagarlas, el cual no podrá ser inferior a veinte días. Dicho plazo se contará desde que esa resolución se encuentre firme y ejecutoriada. Una vez transcurrido el término anterior sin verificarse el pago, la Superintendencia hará efectiva la garantía e imputará los fondos a la multa respectiva, restituyendo el saldo al Veedor, si correspondiere.


Sin perjuicio de lo anterior, si se ejecutare la garantía del Veedor conforme al inciso anterior, y una vez que se le restituya el saldo en su caso, se entenderá suspendido para asumir nuevos Procedimientos Concursales de Reorganización, y tendrá un plazo de veinte días para constituir una nueva garantía en los términos previstos en este artículo, manteniéndose la señalada suspensión mientras no la otorgue.


Artículo 17.- Prohibiciones. No podrán ser Veedores las siguientes personas:


1) Las que hayan sido condenadas por crimen o simple delito.


2) Los funcionarios de cualquier órgano de la Administración del Estado, los integrantes de las empresas públicas creadas por ley, los que ejerzan cargos de elección popular, y aquellos que presten cualquier tipo de servicios remunerados o no a la Superintendencia.


No obstante, no regirá esta incompatibilidad respecto de las personas que desempeñen labores docentes en instituciones de educación superior. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere este numeral.


3) Las que tuvieren incapacidad física o mental para ejercer el cargo.


4) Las que hubieren dejado de integrar la Nómina de Veedores en virtud de las causales de exclusión del artículo siguiente y sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del mismo.


Artículo 18.- Causales de exclusión de la Nómina de Veedores. Los Veedores serán excluidos de su respectiva Nómina en los siguientes casos:


1) Por haber sido nombrados en contravención a lo dispuesto en este Título.


2) Por dejar de cumplir los requisitos enumerados en el artículo 13 de este Título.


3) Por adquirir para sí o para terceros, ya sea como persona natural o a través de una persona jurídica en la que el Veedor sea socio o Persona Relacionada, cualquier bien en los Procedimientos Concursales en que intervengan como Veedor.


4) Por enajenar o autorizar la enajenación de cualquier bien en los Procedimientos Concursales en que intervenga como Veedor a:


a) Sus Personas Relacionadas.


b) Alguna persona jurídica en que tenga interés económico directo o indirecto.


c) Socios o accionistas de una sociedad en la que el Veedor forme parte, o de las sociedades en las cuales tenga participación, salvo aquellas que se encuentren inscritas en el Registro de Valores y hagan oferta pública de ellos.


d) Personas con las que posea bienes en comunidad, con excepción de los copropietarios a que se refiere la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria.


e) Sus dependientes.


f) Profesionales o técnicos que le presten servicios, sean éstos esporádicos o permanentes, cualquiera sea la forma en que estén constituidos.


5) Por haberse declarado judicialmente, mediante sentencia firme y ejecutoriada, su responsabilidad civil o penal, en conformidad con el artículo 27.


6) Por renuncia presentada ante la Superintendencia, sin perjuicio de las obligaciones y responsabilidades por las funciones que ya hubiere asumido.


7) Por sentencia firme y ejecutoriada que rechace la Cuenta Final de Administración que debe presentar en conformidad a esta ley.


8) Por aplicación de la letra c) del artículo 341.


9) Por reprobación definitiva del examen de conocimientos a que se refiere el artículo 14.


10) Por muerte.


Producida alguna de las circunstancias señaladas en los números precedentes, la Superintendencia dictará la resolución de exclusión respectiva.


Sin perjuicio de lo anterior, en el evento que se produzcan algunas de las circunstancias previstas en los numerales 1), 2), 3), 4) y 8) anteriores, la Superintendencia deberá previamente representarla al Veedor para que éste presente sus descargos, dentro de los cinco días siguientes. Vencido el plazo señalado sin que se presente descargo alguno, la Superintendencia dictará la correspondiente resolución de exclusión. Si el Veedor presenta sus descargos, la Superintendencia podrá acogerlos o rechazarlos dictando la correspondiente resolución.


Las personas excluidas de la Nómina de Veedores por las causales de los números 1), 2) y 6) podrán solicitar, una vez transcurridos cinco años contados desde la fecha en que quedó firme el acto administrativo de exclusión, su reincorporación en la referida nómina, estándose a lo dispuesto en el presente Título.


Las personas excluidas de la Nómina de Veedores por cualquier otra causal no podrán volver a solicitar su inscripción en ella.


Lo anterior será sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que pudiere corresponderles en conformidad a la ley.


Artículo 19.- Reclamo de exclusión. El Veedor podrá reclamar de su exclusión de la respectiva nómina ante la Corte de Apelaciones de su domicilio dentro del plazo de cinco días contado desde la notificación por carta certificada de la resolución que decida dicha exclusión. 


La Corte respectiva conocerá del reclamo en cuenta y sin ulterior recurso. Mientras se encuentre pendiente el reclamo de exclusión, el Veedor no podrá asumir nuevos Procedimientos Concursales. 


Excluido el Veedor de la Nómina de Veedores, subsistirá la obligación de rendir cuenta de su gestión, así como la responsabilidad legal en que pudiere haber incurrido. 


Artículo 20.- Designación del Veedor en los Procedimientos Concursales. Sólo podrá designarse Veedor a quien integre la Nómina de Veedores a la época de la dictación de la Resolución de Reorganización o de la Resolución de Liquidación, según corresponda.


Artículo 21.- Inhabilidades. No podrán ser nominados o designados Veedores en un Procedimiento Concursal de Reorganización:


1) Las Personas Relacionadas con el Deudor.


2) Los deudores y acreedores del Deudor o sus representantes, y todos los que tuvieren un interés directo o indirecto en el respectivo procedimiento.


3) Los que tuvieren objetada su Cuenta Final de Administración en un Procedimiento Concursal, siempre que hayan insistido en uno o más reparos.


4) Los que estuvieren suspendidos en conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 o de acuerdo al número 5) del artículo 339 de esta ley. 


Artículo 22.- Nominación del Veedor. Una vez que la Superintendencia reciba los antecedentes señalados en el artículo 55, notificará a los tres mayores acreedores del Deudor según la información entregada, dentro del día siguiente y por el medio más expedito. Esta notificación será certificada por el ministro de fe de la Superintendencia para todos los efectos legales.


Dentro del segundo día siguiente a la referida notificación, cada acreedor propondrá por escrito o por correo electrónico a un Veedor titular y a un Veedor suplente vigente en la Nómina de Veedores. Para estos efectos, cada acreedor será individualmente considerado sin distinción del monto de su crédito.


Dentro del día siguiente al señalado en el inciso anterior, la Superintendencia nominará como Veedor titular al que hubiere obtenido la primera mayoría de entre los propuestos para el cargo de titular por los acreedores, y como Veedor suplente a aquel que hubiere obtenido la primera mayoría de entre los propuestos para ese cargo. Si sólo respondiere un acreedor, se estará a su propuesta. Si respondieren todos o dos de ellos y la propuesta recayere en personas diversas, se estará a aquella del acreedor cuyo crédito sea superior. 


En caso que no se reciban propuestas, la nominación tendrá lugar mediante sorteo ante la Superintendencia, en el que participarán aquellos Veedores que integren la terna propuesta por el Deudor en la solicitud señalada en el artículo 54 o, en su defecto, todos aquellos Veedores vigentes en la Nómina de Veedores a esa fecha. Los sorteos que efectúe la Superintendencia se regularán por medio de una norma de carácter general.


Excepcionalmente, si de los antecedentes señalados en el artículo 55, se acredita que un solo acreedor representa más del 50% del pasivo del deudor, la Superintendencia nominará al Veedor Titular y al Veedor Suplente propuesto por ese acreedor. En caso que dicho acreedor no propusiere al Veedor Titular y al Veedor Suplente, se estará a las reglas generales establecidas en los incisos anteriores.


El Veedor titular y el Veedor suplente nominados serán inmediatamente notificados por la Superintendencia por el medio más expedito.


El Veedor titular nominado deberá manifestar ante la Superintendencia si acepta el cargo a más tardar al día siguiente a su notificación y deberá jurar o prometer desempeñarlo fielmente. Al aceptar el cargo, deberá declarar sus relaciones con el Deudor o con los acreedores de éste, si las tuviere, y que no tiene impedimento o inhabilidad alguna para desempeñar el cargo.


Aceptado el cargo, la Superintendencia emitirá el Certificado de Nominación del Veedor, el cual será remitido directamente al tribunal competente, dentro del día siguiente a su emisión, para que éste designe a un Veedor nominado en la Resolución de Reorganización. 


El Veedor podrá excusarse de aceptar una nominación ante la Superintendencia, debiendo expresar fundadamente y por escrito su justificación al día siguiente de su notificación. La Superintendencia resolverá dentro de los dos días siguientes con los antecedentes aportados por el Veedor y sin ulterior recurso. Si la excusa es desestimada, el Veedor deberá asumir como tal en el Procedimiento Concursal, entendiéndose legalmente aceptado el cargo desde que se resuelva la excusa y se emita el correspondiente Certificado de Nominación. Si la excusa es aceptada, la Superintendencia nominará al Veedor suplente como titular, nominándose a un nuevo Veedor suplente mediante sorteo.


Artículo 23.- De la cesación en el cargo. El Veedor cesará en el cargo por el término del Procedimiento Concursal de Reorganización o por cese anticipado en el mismo. Sin perjuicio de lo anterior, subsistirá su responsabilidad hasta la aprobación de su Cuenta Final de Administración.


Artículo 24.- Del cese anticipado en el cargo. Para los efectos de esta ley, se entenderá que el Veedor cesa anticipadamente en su cargo:


1) Por la revocación de la Junta de Acreedores.


2) Por remoción decretada por el tribunal.


3) Por renuncia aceptada por la Junta de Acreedores o, en su defecto, por el tribunal, la que deberá fundarse en una causa grave.


4) Por haber dejado de formar parte de la Nómina de Veedores, sin perjuicio de continuar en el cargo hasta que asuma el Veedor Suplente o el que se designe.


5) Por inhabilidad sobreviniente. El Veedor deberá dar cuenta al tribunal y a la Superintendencia, dentro del plazo de tres días, de la inhabilidad que le afecte. El incumplimiento de esta obligación será constitutivo de falta grave para los efectos de lo dispuesto en el número 8) del artículo 18.


El Veedor suplente asumirá dentro de los dos días siguientes a la cesación en el cargo del Veedor titular, cualquiera sea la causa del cese.


El Veedor que haya cesado anticipadamente en su cargo deberá rendir cuenta de su gestión y hacer entrega de los antecedentes del Procedimiento Concursal al Veedor suplente, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que este último haya asumido. En caso de incumplimiento, el tribunal competente, de oficio o a petición de cualquier interesado, requerirá el cumplimiento según lo previsto en el artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, en cuyo caso la multa será de 10 a 200 unidades tributarias mensuales. Sin perjuicio de lo anterior, la Superintendencia podrá aplicar las sanciones que correspondan.


Artículo 25.- Deberes del Veedor. La función principal del Veedor es propiciar los acuerdos entre el Deudor y sus acreedores, facilitando la proposición y negociación del Acuerdo.


En el ejercicio de sus funciones deberá especialmente:


1) Imponerse de los libros, documentos y operaciones del Deudor.


2) Incorporar y publicar en el Boletín Concursal copia de todos los antecedentes y resoluciones que esta ley le ordene.


3) Realizar las inscripciones y notificaciones que disponga la Resolución de Reorganización.


4) Realizar las labores de fiscalización y valorización que se le imponen en los artículos 72 y siguientes, referidas a la continuidad del suministro, a la venta necesaria de activos y a la obtención de nuevos recursos.


5) Arbitrar las medidas necesarias en el procedimiento de determinación del pasivo establecido en los artículos 71 y 72.


6) Realizar la calificación de los poderes para comparecer en las Juntas de Acreedores e informar al tribunal competente sobre la legalidad de éstos, cuando corresponda.


7) Impetrar las medidas precautorias y de conservación de los activos del Deudor que sean necesarias para resguardar los intereses de los acreedores, sin perjuicio de los acuerdos que éstos puedan adoptar.


8) Dar cuenta al tribunal competente y a la Superintendencia de cualquier acto o conducta del Deudor que signifique una administración negligente o dolosa de sus negocios y, con la autorización de dicho tribunal, adoptar las medidas necesarias para mantener la integridad de los activos, cuando corresponda.


9) Rendir mensualmente cuenta de su actuación y de los negocios del Deudor a la Superintendencia, y presentar las observaciones que le merezca la administración de aquél. Esta cuenta será enviada, además, por correo electrónico a cada uno de los acreedores.


10) Ejecutar todos los actos que le encomiende esta ley.


Artículo 26.- Delegación de funciones. El Veedor sólo podrá delegar sus funciones, manteniendo su responsabilidad y a su costa, en otros Veedores vigentes en la Nómina de Veedores, con igual competencia territorial. 


La referida delegación deberá efectuarse por instrumento público, en el que conste la aceptación del delegado, el que será agregado al expediente y notificado mediante su publicación en el Boletín Concursal.


Artículo 27.- Concierto Previo. El Veedor que se concertare con el Deudor, con algún acreedor o un tercero para proporcionarle alguna ventaja indebida o para obtenerla para sí, será sancionado de conformidad a lo establecido en el Párrafo 7 del Título IX del Libro Segundo del Código Penal.


Artículo 28.- Honorarios del Veedor. Los honorarios del Veedor serán convenidos entre éste, los tres principales acreedores y el Deudor y serán de cargo de este último. Estos honorarios gozarán de la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil, sin perjuicio de lo prescrito en el número 3) del artículo 119 de esta ley.


Artículo 29.- De la Cuenta Definitiva. El Veedor rendirá cuenta definitiva de su gestión en el plazo de treinta días contado desde la Resolución que aprueba el Acuerdo de Reorganización Judicial o desde la Resolución de Liquidación, en su caso. Al respecto, le será plenamente aplicable lo dispuesto en el Párrafo 2 del Título 3 del Capítulo II de esta ley.

Título 2. Del Liquidador

Párrafo 1. De la Nómina de Liquidadores


Artículo 30.- Estructura. La Nómina de Liquidadores estará integrada por todas las personas naturales nombradas como tales por la Superintendencia, la que deberá mantenerla debidamente actualizada y a disposición del público a través de su página web. 


Artículo 31.- Norma general. Será aplicable a los Liquidadores lo dispuesto en el Título 1 del Capítulo II de la presente ley respecto de los Veedores, en todo aquello que no esté expresamente regulado en el presente Título y, en todo caso, siempre que no sea contrario a la naturaleza de la función que desempeñan.


Artículo 32.- Requisitos. Podrá ser Liquidador y solicitar su inclusión en la Nómina de Liquidadores, toda persona natural que cumpla con los siguientes requisitos:


1) Contar con un título profesional de contador auditor o de una profesión de a lo menos diez semestres de duración, otorgado por universidades del Estado o reconocidas por éste, o por la Corte Suprema, en su caso.


2) Contar con, a lo menos, cinco años de ejercicio de la profesión que haga valer.


3) Aprobar un examen de conocimientos para Liquidadores, en los términos del artículo 14.


4) No estar afecto a alguna de las prohibiciones establecidas en el artículo 17.


5) Otorgar, en tiempo y forma, la garantía señalada en el artículo 16.


Artículo 33.- Menciones de la Nómina de Liquidadores. Además de las menciones señaladas en el artículo 12, la Nómina de Liquidadores deberá contener el régimen de descuento de honorarios ofrecido por el Liquidador y su respectiva vigencia, respecto de la tabla del artículo 40.


Asimismo, deberá señalar el número de Procedimientos Concursales de Liquidación en que cada Liquidador hubiere intervenido, la lista de los cinco principales acreedores en cada uno de ellos, el porcentaje de Procedimientos Concursales de Liquidación con Cuenta Final de Administración aprobada y el sector o rubro del Deudor en cada uno de dichos procedimientos.


Artículo 34.- Causales de exclusión de la Nómina de Liquidadores. Además de las causales de exclusión señaladas en el artículo 18, será excluido de la Nómina de Liquidadores aquel que se negare a asumir un Procedimiento Concursal de Liquidación sin causa justificada.


Para estos efectos, se entenderá como causa justificada las señaladas en esta ley.

Párrafo 2. Del Liquidador


Artículo 35.- Responsabilidad. La responsabilidad civil de los Liquidadores alcanzará hasta la culpa levísima y se podrá perseguir, cuando corresponda, en juicio sumario una vez presentada la Cuenta Final de Administración, conforme lo dispuesto en los artículos 49 y siguientes de esta ley, y sin perjuicio de la responsabilidad legal en que pudiere incurrir.


Artículo 36.- Deberes del Liquidador. El Liquidador representa judicial y extrajudicialmente los intereses generales de los acreedores y los derechos del Deudor en cuanto puedan interesar a la masa, sin perjuicio de las facultades de aquéllos y de éste determinadas por esta ley.


En el ejercicio de sus funciones, el Liquidador deberá especialmente, con arreglo a esta ley:


1) Incautar e inventariar los bienes del Deudor. 


2) Liquidar los bienes del Deudor.


3) Efectuar los repartos de fondos a los acreedores en la forma dispuesta en el Párrafo 3 del Título 5 del Capítulo IV de esta ley.


4) Cobrar los créditos del activo del Deudor.


5) Contratar préstamos para solventar los gastos del Procedimiento Concursal de Liquidación.


6) Exigir rendición de cuentas de cualquiera que haya administrado bienes del Deudor.


7) Reclamar del Deudor la entrega de la información necesaria para el desempeño de su cargo.


8) Registrar sus actuaciones y publicar las resoluciones que se dicten en el Procedimiento Concursal de Liquidación en el Boletín Concursal.


9) Depositar a interés en una institución financiera los fondos que perciba, en cuenta separada para cada Procedimiento Concursal de Liquidación y a nombre de éste, y abrir una cuenta corriente con los fondos para solventarlo.


10) Ejecutar los acuerdos legalmente adoptados por la Junta de Acreedores dentro del ámbito de su competencia.


11) Cerrar los libros de comercio del Deudor, quedando responsable por ello frente a terceros desde la dictación de la Resolución de Liquidación.


12) Transigir y conciliar los créditos laborales con el acuerdo de la Junta de Acreedores, según lo dispone el artículo 247 de esta ley.


13) Ejercer las demás facultades y cumplir las demás obligaciones que le encomienda la presente ley.


Artículo 37.- Nominación del Liquidador. Presentada una solicitud de inicio de Procedimiento Concursal de Liquidación ante el tribunal competente, la Superintendencia nominará al Liquidador conforme al procedimiento establecido en el presente artículo, salvo en el caso previsto en el número 3 del artículo 121.


Tratándose de una solicitud de Liquidación Voluntaria, el Deudor acompañará a la Superintendencia copia de la respectiva solicitud con cargo del tribunal competente o de la Corte de Apelaciones correspondiente y copia de la nómina de acreedores y sus créditos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 116 de esta ley.


Tratándose de una solicitud de Liquidación Forzosa, el acreedor peticionario acompañará a la Superintendencia copia de la respectiva solicitud con cargo del tribunal competente o de la Corte de Apelaciones correspondiente y copia de la nómina de acreedores y sus créditos que haya acompañado el Deudor, en su caso, de acuerdo a lo establecido en el artículo 119 de esta ley.


Acompañados los antecedentes antes señalados, la Superintendencia notificará a los tres mayores acreedores del Deudor según la información entregada, dentro del día siguiente y por el medio más expedito, lo que será certificado por un ministro de fe de la Superintendencia.


Dentro del segundo día siguiente a la referida notificación, cada acreedor propondrá por escrito o por correo electrónico a un Liquidador titular y a un Liquidador suplente vigentes en la Nómina de Liquidadores. Para estos efectos, cada acreedor será individualmente considerado, sin distinción del monto de su crédito.


Dentro del día siguiente al señalado en el inciso anterior, la Superintendencia nominará como Liquidador titular al que hubiere obtenido la primera mayoría de entre los propuestos para ese cargo por los acreedores, y como suplente a aquel que hubiere obtenido la primera mayoría de entre los propuestos para ese cargo. Si sólo respondiere un acreedor, se estará a su propuesta. Si respondieren todos o dos de ellos y la propuesta recayere en personas diversas, se estará a aquella del acreedor cuyo crédito sea superior. En caso que no se reciban propuestas, la nominación tendrá lugar mediante sorteo ante la Superintendencia, en el que participarán todos aquellos Liquidadores vigentes en la Nómina de Liquidadores a esa fecha.


Los sorteos que efectúe la Superintendencia se regularán por medio de una norma de carácter general.


Excepcionalmente, si de los antecedentes acompañados a la Superintendencia por el Deudor o acreedor peticionario, según corresponda, se acredita que un solo acreedor representa más del 50% del pasivo del deudor, la Superintendencia nominará al Liquidador titular y al suplente propuesto por dicho acreedor. En caso que dicho acreedor no propusiere al Liquidador titular y al suplente, se estará a las reglas generales establecidas en los incisos anteriores.


Los Liquidadores titular y suplente nominados serán inmediatamente notificados por la Superintendencia por el medio más expedito.


El Liquidador titular nominado deberá manifestar ante la Superintendencia, a más tardar al día siguiente de su notificación, si acepta el cargo y deberá jurar o prometer desempeñarlo fielmente. Al aceptar el cargo deberá declarar sus relaciones con el Deudor y los acreedores de éste, y que no tiene impedimento o inhabilidad alguna para desempeñarlo.


El Liquidador podrá excusarse ante la Superintendencia de aceptar una nominación, debiendo expresar fundadamente y por escrito sus justificaciones, al día siguiente de su notificación. La Superintendencia resolverá dentro de los dos días siguientes con los antecedentes aportados por el Liquidador y sin ulterior recurso. Si la excusa es desestimada, el Liquidador deberá asumir como tal en el Procedimiento Concursal de Liquidación, entendiéndose legalmente aceptado el cargo desde que se resuelva la excusa y se emita el correspondiente Certificado de Nominación. Si la excusa es aceptada, la Superintendencia nominará al Liquidador suplente como titular, nominándose a un nuevo Liquidador suplente mediante sorteo.


Aceptado el cargo, la Superintendencia emitirá el Certificado de Nominación del Liquidador, el cual será remitido directamente al tribunal competente, dentro del día siguiente a su emisión, para que éste lo designe como Liquidador en carácter de provisional en la Resolución de Liquidación. 


Artículo 38.- Cese anticipado en el cargo. El Liquidador cesará anticipadamente en el cargo por no haberse confirmado su nominación por la Junta de Acreedores; por haberse aprobado un Acuerdo de Reorganización Judicial o un Acuerdo de Reorganización Simplificado que termine con el Procedimiento Concursal de Liquidación, o por lo dispuesto en los artículos 23 y 24, que serán aplicables, en lo que corresponda, al Liquidador.


Si el Liquidador titular cesare anticipadamente en el cargo asumirá el suplente, sin perjuicio de la facultad de la Junta de Acreedores de designar uno nuevo. Si no pudiere asumir el Liquidador suplente, la Superintendencia deberá citar a Junta Extraordinaria de Acreedores con el fin de que se designe un Liquidador titular y a uno suplente, en caso que los acreedores no los hubieren designado. Si dicha junta no se celebra por falta de quórum, la Superintendencia hará la designación por sorteo.


Los Liquidadores que fueren designados de conformidad a este artículo deberán asumir aun cuando el Procedimiento Concursal de Liquidación no tuviere bienes o fondos por repartir.


Artículo 39.- Honorarios del Liquidador. Los honorarios a percibir por los Liquidadores en los Procedimientos Concursales de Liquidación a su cargo se sujetarán a las disposiciones siguientes:


1) Se determinarán de conformidad a la tabla progresiva por tramos prevista en el artículo siguiente.


2) Tendrán la naturaleza de remuneración única y de gasto de administración del Procedimiento Concursal de Liquidación para todos los efectos legales a que hubiere lugar.


Serán de cargo del Liquidador todos los gastos correspondientes al ejercicio de su cargo, así como los honorarios de todos sus asesores jurídicos, técnicos, administrativos o de cualquier otra índole que hubiere contratado para el desarrollo de su actividad.


Si el domicilio del Deudor fuere distinto al del Liquidador, los gastos de traslado y otros necesarios para el Procedimiento Concursal de Liquidación se considerarán gastos de administración y deberán ser ratificados por la Junta o, en subsidio, por el tribunal competente.


3) No se incluirán aquellos honorarios que se devenguen en caso de la continuación de actividades económicas del Deudor en los términos de los artículos 233 y 234 de esta ley.


4) Sólo podrán pagarse honorarios adicionales si los acreedores lo acuerdan en Junta de Acreedores. El pago de este aumento será de cargo exclusivo de aquellos acreedores que lo hubieren votado favorablemente.


5) Los honorarios se calcularán considerando los montos reservados de conformidad a dispuesto en los números 2 y 3 del artículo 248, pero sólo se pagarán los correspondientes a los fondos efectivamente repartidos de acuerdo a la tabla progresiva por tramos prevista en el artículo siguiente.


6) El Liquidador deberá retener en instrumentos de renta fija, a nombre del Deudor sujeto a un Procedimiento Concursal de Liquidación, el 10% del honorario que le correspondería percibir en cada reparto. Estos honorarios sólo podrán ingresar al patrimonio del Liquidador una vez presentada la Cuenta Final de Administración, conforme a lo dispuesto en los artículos 49 y siguientes. Si la señalada cuenta es rechazada por sentencia firme, estos fondos serán restituidos a la masa, debiendo ser destinados para el pago de los honorarios del nuevo Liquidador designado.


7) Podrán acordarse en Junta de Acreedores, con Quórum Simple, anticipos de honorarios al Liquidador, los que no podrán exceder del 10% de los ingresos en dinero efectivo que haya producido el Procedimiento Concursal de Liquidación al momento del anticipo.


8) Si el Liquidador cesa anticipadamente en el cargo conforme al artículo 38, sus honorarios y los de quien lo reemplace serán acordados entre el Liquidador respectivo y la Junta de Acreedores. Faltando dicho acuerdo, resolverá el tribunal competente sin ulterior recurso.


9) Se prohíbe al Liquidador o a sus Personas Relacionadas recibir a cualquier título otro pago distinto de los regulados en el presente artículo, por parte de algún acreedor o de sus Personas Relacionadas.


Artículo 40.- Tabla de Honorarios. El honorario único a que se refiere el artículo anterior deberá pagarse al Liquidador en su equivalente en pesos a la fecha del respectivo reparto, de conformidad a la tabla progresiva por tramos regulada a continuación: 


1) Sobre la parte que exceda de 0 y no sobrepase de 2.000 unidades de fomento, 20%.


2) Sobre la parte que exceda de 2.000 y no sobrepase las 4.000 unidades de fomento, 15%.


3) Sobre la parte que exceda de 4.000 y no sobrepase las 8.000 unidades de fomento, 11%.


4) Sobre la parte que exceda de 8.000 y no sobrepase las 16.000 unidades de fomento, 8%.


5) Sobre la parte que exceda de 16.000 y no sobrepase las 32.000 unidades de fomento, 6%.


6) Sobre la parte que exceda de 32.000 y no sobrepase las 64.000 unidades de fomento, 4%.


7) Sobre la parte que exceda de 64.000 y no sobrepase las 130.000 unidades de fomento, 3%.


8) Sobre la parte que exceda de 130.000 y no sobrepase las 260.000 unidades de fomento, 2,25%.


9) Sobre la parte que exceda de 260.000 y no sobrepase las 520.000 unidades de fomento, 1,75%.


10) Sobre la parte que exceda de 520.000 y no sobrepase las 1.000.000 de unidades de fomento, 1,5%.


11) Sobre la parte que exceda de 1.000.000 de unidades de fomento, 1%.


El primer tramo se calculará sobre los ingresos del Procedimiento Concursal de Liquidación cuando no hubiere repartos o, si habiendo repartos, correspondiere al Liquidador un honorario inferior a 30 unidades de fomento y, en este caso, el honorario no podrá exceder de esa cantidad.


Para la determinación del honorario que corresponda al Liquidador en cada reparto, se deberá calcular previamente la cantidad que le corresponda por honorarios y luego aplicar la tabla precedente en la forma progresiva descrita, a partir del respectivo tramo. En consecuencia, para la aplicación de la tabla y determinación del porcentaje del honorario que le corresponde en cada reparto, deberá considerarse el monto total distribuido en repartos anteriores.


Si luego de practicada la diligencia de incautación y confección de inventario a que se refiere el artículo 164, se constatare por el Liquidador que el Deudor carece de bienes, o que éstos son insuficientes para el pago de los honorarios que pudieren corresponderle, éste sólo tendrá derecho a una remuneración de 30 unidades de fomento, que serán pagadas por la Superintendencia con cargo a su presupuesto.


Artículo 41.- Contrataciones especializadas. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior y previo acuerdo adoptado en Junta de Acreedores con Quórum Calificado, el Liquidador podrá contratar, con cargo a los gastos del Procedimiento Concursal de Liquidación, personas naturales o jurídicas para que efectúen actividades especializadas debidamente calificadas como tales por la Junta de Acreedores.


Con todo, podrán realizar dichas contrataciones aun antes de la Junta Constitutiva, siempre y cuando sea estrictamente necesario, previa autorización del tribunal. 


Las actividades especializadas deberán referirse directamente al cuidado y mantención del activo del Deudor, a la recuperación y realización del mismo y a su entrega material. La contratación se hará previo informe del Liquidador, el cual contendrá los fundamentos de la misma, el grado y alcance de la actividad y la forma en que se beneficiarán los acreedores o se evitarán perjuicios al activo incautado.


El Liquidador, o sus Personas Relacionadas, no podrán tener participación alguna en los actos o contratos que se ejecuten o celebren en conformidad a este artículo, salvo en cuanto a sus actividades como Liquidador en el Procedimiento Concursal de Liquidación, y tampoco podrán participar como socios, accionistas, trabajadores o asesores de las personas jurídicas que sean contratadas para las actividades o informes indicados. La transgresión a esta prohibición constituirá causa gravísima para efectos de la letra c) del artículo 341.

Título 3. De las disposiciones comunes al Veedor y Liquidador


Artículo 42.- Regla general. Una misma persona natural no podrá estar inscrita en la Nómina de Veedores y en la Nómina de Liquidadores.


Artículo 43.- De la inclusión en la Nómina de Veedores y en la Nómina de Liquidadores. El registro de una persona en la Nómina de Veedores, no importará su inclusión en la Nómina de Liquidadores, ni viceversa.


Artículo 44.- Prohibiciones relativas del Veedor o Liquidador. Sin perjuicio de las demás prohibiciones establecidas en esta ley, los Veedores y Liquidadores no podrán intervenir en Procesos Concursales de Reorganización o Liquidación en que no hubieren sido designados, salvo las actuaciones que les correspondan como acreedor con anterioridad al Procedimiento Concursal respectivo, de representante legal en conformidad al artículo 43 del Código Civil, y de lo previsto en el artículo 26 de esta ley. La contravención a la presente prohibición constituye una infracción gravísima para los efectos del número 8) del artículo 18. 


Asimismo, los Veedores y Liquidadores no podrán contratar por sí, a través de terceros o de una persona jurídica en la que sean socios o Personas Relacionadas, con cualquier Deudor sometido a un Procedimiento Concursal.


Artículo 45.- De la exclusión de la Nómina Veedores y de la Nómina de Liquidadores. La exclusión de la Nómina de Veedores supondrá necesariamente impedimento para incorporarse a la Nómina de Liquidadores, y viceversa, salvo que se funde en el número 6) del artículo 18, en cuyo caso, excepcionalmente, podrá solicitarse la incorporación a la otra nómina, antes del plazo de 5 años señalado en el inciso cuarto del referido artículo, previa autorización de la Superintendencia.

Párrafo 1. De las cuentas provisorias


Artículo 46.- Contenido. La Superintendencia, mediante norma de carácter general, fijará la forma y contenidos obligatorios de las cuentas provisorias que deba rendir el Liquidador, las que deberán incluir, a lo menos, un desglose detallado de los ingresos y gastos durante los últimos tres meses, con observancia de la normativa contable, tributaria y financiera aplicable.


Artículo 47.- Oportunidad y revisión. Las cuentas provisorias deberán publicarse mensualmente en el Boletín Concursal y rendirse ante la Junta de Acreedores respectiva, la que deberá aprobarlas o rechazarlas en esa misma sesión.


A partir de la publicación señalada en el inciso anterior, los acreedores podrán formular a la Superintendencia sus observaciones a la cuenta provisoria publicada, para que ésta las incluya en el Boletín Concursal dentro del plazo de cinco días contado desde la recepción de aquellas. El Liquidador deberá responder las observaciones en la próxima Junta de Acreedores que se celebre y, a continuación, se resolverá su aprobación o rechazo.


La aprobación de la cuenta provisoria por la Junta de Acreedores no impedirá, en su caso, objetar la Cuenta Final de Administración, respecto de las partidas incluidas en ella.


Artículo 48.- No celebración de la Junta de Acreedores. Si la Junta de Acreedores no se celebra por falta de quórum, el Liquidador notificará dicha circunstancia en el Boletín Concursal dentro del plazo de dos días.

Párrafo 2. De la Cuenta Final de Administración


Artículo 49.- Contenido. La Superintendencia fijará la forma y contenidos obligatorios de la Cuenta Final de Administración mediante norma de carácter general, con observancia de la normativa contable, tributaria y financiera aplicable.


Artículo 50.- Oportunidad. El Liquidador deberá acompañar al Tribunal y a la Superintendencia su Cuenta Final de Administración dentro de los treinta días siguientes a que se verifique cualquiera de las circunstancias que a continuación se señalan:


1) Vencimiento de los plazos legales de realización de bienes.


2) Agotamiento de los fondos o pago íntegro de los créditos reconocidos.


3) Notificación de la resolución judicial que dio por terminado el Procedimiento Concursal de Liquidación.


4) Cese anticipado de su cargo.


Artículo 51.- Rendición de la Cuenta. Una vez acompañada su Cuenta Final de Administración al tribunal competente y a la Superintendencia, el Liquidador deberá citar a Junta de Acreedores a efectos de rendirla, explicar su contenido, las conclusiones y acreditar la retención del porcentaje de honorarios a percibir de conformidad a lo dispuesto en el número 7) del artículo 39. La Superintendencia podrá concurrir a dicha Junta con derecho a voz.


La citación deberá publicarse en el Boletín Concursal dentro de los cinco días siguientes a la resolución que tuvo por acompañada la Cuenta Final de Administración ante el Tribunal, e incluirá el día, hora y lugar en que se celebrará la Junta de Acreedores. Entre la fecha de publicación de la citación y de celebración de la Junta de Acreedores deberán transcurrir no menos de diez ni más de veinticinco días. La citación incluirá también una copia de la Cuenta Final de Administración.  


Dicha Junta se celebrará con los acreedores que asistan.


Artículo 52.- De la objeción. Podrán objetar la Cuenta Final de Administración del Liquidador el Deudor, cualquier acreedor y la Superintendencia. 


Las objeciones se presentarán ante la Superintendencia dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que se celebró o debió celebrarse la respectiva Junta de Acreedores. Si el objetante fuese la Superintendencia, su objeción será publicada en el Boletín Concursal en el mismo plazo antes señalado.


En caso de no deducirse objeciones oportunamente, el Liquidador o la Superintendencia solicitarán al tribunal competente que tenga por aprobada la Cuenta Final de Administración para todos los efectos legales.


Si se presentaren objeciones, se observarán las normas que siguen:


1) Una vez vencido el plazo señalado en el inciso segundo, la Superintendencia requerirá informe al Liquidador de todas las objeciones presentadas o publicadas en una única resolución, la que se notificará por correo electrónico al Liquidador y se publicará en el Boletín Concursal.


2) El Liquidador dispondrá de diez días contados desde la notificación de la resolución antes indicada para contestar en una sola presentación todas las objeciones planteadas. En su presentación, el Liquidador podrá incluir correcciones a la Cuenta Final de Administración objetada, caso en el cual acompañará el texto definitivo que las refleje. 


3) Si el Liquidador no efectúa presentación alguna en el plazo antes indicado, se entenderá suspendido de pleno derecho para asumir en los procedimientos regidos por esta ley mientras la o las objeciones no sean resueltas.


4) Transcurrido el plazo señalado en el número 2), se haya presentado o no el informe del Liquidador, los objetantes dispondrán de tres días para insistir en sus objeciones. 


5) Si no se presentaren insistencias, se tendrá por aprobada la Cuenta Final de Administración. 


6) En caso de insistencia, la Superintendencia remitirá al tribunal competente, dentro del plazo de diez días, un informe que contendrá las objeciones planteadas, la contestación del Liquidador si la hubiere, y su opinión en cuanto a si los hechos afectan decisivamente el patrimonio concursado, si implican un grave perjuicio para los acreedores y/o el Deudor, o si reflejan una manifiesta e inexcusable inobservancia del Liquidador a su deber de cuidado. El referido informe establecerá si el Liquidador quedará suspendido para asumir en nuevos Procedimientos Concursales.


7) El tribunal competente apreciará los antecedentes aportados de acuerdo a las normas de la sana crítica y pronunciará su resolución dentro de los quince días siguientes a la entrega del informe que indica el número anterior.


8) Si la resolución desechare en todas sus partes la o las objeciones deducidas, condenará al o los objetantes en costas, quienes responderán solidariamente de ellas, salvo que el tribunal competente estime que hubo motivo plausible para litigar. La misma regla se aplicará en caso que la resolución rechace una o más objeciones y acoja otras, respondiendo solidariamente todas las partes vencidas de la condena en costas. Tratándose del Deudor, responderán solidariamente de esas costas su abogado patrocinante y sus mandatarios judiciales. 


9) La resolución del tribunal competente que acoja una o más objeciones insistidas, señalará las medidas que el Liquidador deberá ejecutar para subsanar, reparar o corregir los defectos advertidos. Si la resolución rechaza la Cuenta Final de Administración deberá designar al Liquidador suplente como titular, de acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 38.


Contra esta resolución procederá el recurso de apelación, el que se concederá en el solo efecto devolutivo. Contra la resolución que rechace una o más objeciones insistidas no procederá recurso alguno. 


Una vez firme la sentencia que rechace la Cuenta Final de Administración, la Superintendencia excluirá al Liquidador de la Nómina de Liquidadores, de conformidad a lo establecido en el artículo 34 de esta ley.


Artículo 53.- Ejecución de las resoluciones que rechazan la Cuenta Final de Administración. La ejecución de estas resoluciones se sujetará a las siguientes reglas:


1) Si la resolución ordena al Liquidador a quien se le rechazó la Cuenta restituir a la masa una suma de dinero, se procederá de la siguiente forma:


a) Tendrá el plazo de treinta días, prorrogable por igual período, desde que la resolución se encuentra firme y ejecutoriada para dar cumplimiento a lo resuelto.


b) Si no efectuare la restitución señalada, el tribunal competente certificará esa omisión, de oficio o a petición de parte, y comunicará tal circunstancia a la Superintendencia.


c) Con esa certificación, la Superintendencia hará efectiva la garantía de fiel desempeño referida en el artículo 16 de esta ley, consignando los fondos en el tribunal competente.


2) Si la resolución ordena al Liquidador cuya Cuenta se rechazó una medida distinta a la de restituir a la masa una suma de dinero, se procederá de la siguiente manera: 


a) El Liquidador cuya Cuenta se rechazó ejecutará lo resuelto dentro del mismo plazo indicado en el número anterior o en aquél que fije el tribunal en su resolución.


b) El honorario del nuevo Liquidador designado se determinará de común acuerdo con la Junta de Acreedores o, en su defecto, por el tribunal competente, y se pagará de acuerdo a lo establecido en el número 6 del artículo 39.


En todos los casos señalados en este artículo, el Liquidador cuya cuenta se rechazó podrá solicitar una prórroga ante el tribunal competente, por una sola vez y por un máximo de treinta días, para dar cumplimiento a lo resuelto.

CAPÍTULO III

DEL PROCEDIMIENTO CONCURSAL DE REORGANIZACIÓN

Título 1. Del inicio del Procedimiento Concursal de Reorganización Judicial


Artículo 54.- Ámbito de aplicación e inicio del Procedimiento Concursal de Reorganización Judicial. El Procedimiento Concursal de Reorganización Judicial será aplicable sólo a la Empresa Deudora, que para efectos de este Capítulo se denominará indistintamente Empresa Deudora o Deudor.


El Procedimiento Concursal de Reorganización se iniciará mediante la presentación de una solicitud por la Empresa Deudora ante el tribunal correspondiente a su domicilio.


Un modelo de dicha solicitud se regulará por la Superintendencia mediante una norma de carácter general, que estará disponible en sus dependencias, en su sitio web y en las dependencias de los tribunales con competencia en procedimientos concursales de conformidad a lo establecido en el artículo 3º.


Artículo 55.- Antecedentes para la nominación del Veedor. Para los efectos de la nominación de los Veedores titular y suplente, el Deudor deberá presentar a la Superintendencia una copia del documento indicado en el artículo anterior, con el respectivo cargo del tribunal competente. Además, deberá acompañar un certificado emitido por un auditor independiente al Deudor, inscrito en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros. Este certificado se extenderá conforme a la información disponible suministrada por el Deudor y deberá contener un estado de sus deudas, con expresión del nombre, domicilio y correo electrónico de los acreedores o de sus representantes legales, en su caso; de la naturaleza de los respectivos títulos, y del monto de sus créditos, indicando el porcentaje que cada uno representa en el total del pasivo, con expresión de los tres mayores acreedores, excluidas las Personas Relacionadas al Deudor. La nominación de los Veedores titular y suplente se realizará según el procedimiento establecido en el artículo 22 y, una vez concluido, la Superintendencia extenderá el respectivo Certificado de Nominación contemplado en dicha disposición.


Artículo 56.- Antecedentes que deberá acompañar el Deudor. Aceptada la nominación por el Veedor titular y suplente, la Superintendencia remitirá al tribunal competente el Certificado de Nominación correspondiente. Paralelamente, el Deudor acompañará lo siguiente:


1) Relación de todos sus bienes, con expresión de su avalúo comercial, del lugar en que se encuentren y de los gravámenes que los afecten. Deberá señalar, además, cuáles de estos bienes tienen la calidad de esenciales para el giro de la Empresa Deudora; 


2) Relación de todos aquellos bienes de terceros constituidos en garantía en favor del Deudor. Deberá señalar, además, cuáles de estos bienes tienen la calidad de esenciales para el giro de la Empresa Deudora; 


3) Relación de todos aquellos bienes que se encuentren en poder del Deudor en una calidad distinta a la de dueño; 


4) El certificado a que hace referencia el artículo 55, para la determinación del pasivo afecto a los Acuerdos de Reorganización Judicial. El pasivo que se establezca en este certificado deberá considerar el estado de deudas del Deudor, con una fecha de cierre no superior a cuarenta y cinco días anteriores a esta presentación, con indicación expresa de los créditos que se encuentren garantizados con prenda o hipoteca y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías. Este certificado servirá de base para determinar todos los quórum de acreedores que se necesiten en la adopción de cualquier acuerdo, hasta que se confeccione la nómina de créditos reconocidos, conforme al procedimiento establecido en el Párrafo 2 del Título 1 del Capítulo III de esta ley, con sus respectivas ampliaciones o modificaciones, si existieren, y


5) Si el Deudor llevare contabilidad completa, presentará el balance correspondiente a su último ejercicio y un balance provisorio que contenga la información financiera y contable, con una fecha de cierre no superior a cuarenta y cinco días anteriores a esta presentación.


Si se tratare de una persona jurídica, los documentos referidos serán firmados por sus representantes legales.


Artículo 57.- Resolución de Reorganización. Dentro del quinto día de efectuada la presentación señalada en el artículo anterior, el tribunal competente dictará una resolución designando a los Veedores titular y suplente nominados en la forma establecida en el artículo 22. En la misma resolución dispondrá lo siguiente: 


1) Que durante el plazo de treinta días contado desde la notificación de esta resolución, prorrogable de conformidad a lo dispuesto en el artículo 58, el Deudor gozará de una Protección Financiera Concursal en virtud de la cual:


a) No podrá declararse ni iniciarse en contra del Deudor un Procedimiento Concursal de Liquidación, ni podrán iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restituciones en juicios de arrendamiento. Lo anterior no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de preferencia de primera clase, suspendiéndose en este caso sólo la ejecución y realización de bienes del Deudor, salvo que se trate de juicios laborales de este tipo que el Deudor tuviere en tal carácter a favor de su cónyuge, de sus parientes, o de los gerentes, administradores, apoderados con poder general de administración u otras personas que tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos, se entenderá por parientes del Deudor o de sus representantes legales los ascendientes, descendientes, y los colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad y afinidad, inclusive.


b) Se suspenderá la tramitación de los procedimientos señalados en la letra a) precedente y los plazos de prescripción extintiva.


c) Todos los contratos suscritos por el Deudor mantendrán su vigencia y condiciones de pago. En consecuencia, no podrán terminarse anticipadamente en forma unilateral, exigirse anticipadamente su cumplimiento o hacerse efectivas las garantías contratadas, invocando como causal el inicio de un Procedimiento Concursal de Reorganización. El crédito del acreedor que contraviniere esta prohibición quedará pospuesto hasta que se pague a la totalidad de los acreedores a quienes les afectare el Acuerdo de Reorganización Judicial, incluidos los acreedores Personas Relacionadas del Deudor.


Para hacer efectiva la postergación señalada en el inciso anterior, deberá solicitarse su declaración en forma incidental ante el tribunal que conoce del Procedimiento Concursal de Reorganización. 


d) Si el Deudor formare parte de algún registro público como contratista o prestador de cualquier servicio, y siempre que se encuentre al día en sus obligaciones contractuales con el respectivo mandante, no podrá ser eliminado ni se le privará de participar en procesos de licitación fundado en el inicio de un Procedimiento Concursal de Reorganización. Si la entidad pública lo elimina de sus registros o discrimina su participación, fundado en la apertura de un Procedimiento Concursal de Reorganización, a pesar de encontrarse al día en sus obligaciones con el respectivo mandante, deberá indemnizar los perjuicios que dicha discriminación o eliminación le provoquen al Deudor.


2) Que durante la Protección Financiera Concursal se aplicarán al Deudor las siguientes medidas cautelares y de restricción:


a) Quedará sujeto a la intervención del Veedor titular designado en la misma resolución, el que tendrá los deberes contenidos en el artículo 25;


b) No podrá gravar o enajenar sus bienes, salvo aquellos cuya enajenación o venta sea propia de su giro o que resulten estrictamente necesarios para el normal desenvolvimiento de su actividad; y respecto de los demás bienes o activos, se estará a lo previsto en el artículo 75, y


c) Tratándose de personas jurídicas, éstas no podrán modificar sus pactos, estatutos sociales o régimen de poderes. La inscripción de cualquier transferencia de acciones de la Empresa Deudora en los registros sociales pertinentes  requerirá la autorización del Veedor, que la extenderá en la medida que ella no altere o afecte los derechos de los acreedores. Lo anterior no regirá respecto de las sociedades anónimas abiertas que hagan oferta pública de sus valores.


3) La fecha en que expirará la Protección Financiera Concursal.


4) La orden al Deudor para que a través del Veedor publique en el Boletín Concursal y acompañe al tribunal competente, a lo menos diez días antes de la fecha fijada para la Junta de Acreedores, su propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial. Si el Deudor no da cumplimiento a esta orden, el Veedor certificará esta circunstancia y el tribunal competente dictará la Resolución de Liquidación, sin más trámite.


5) La fecha, lugar y hora en que deberá efectuarse la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial que presente el Deudor. La fecha de dicha Junta será aquella en la que expire la Protección Financiera Concursal. 


6) Que dentro de quince días contados desde la notificación de esta resolución, todos los acreedores deberán acreditar ante el tribunal competente su personería para actuar en el Procedimiento Concursal de Reorganización, con indicación expresa de la facultad que le confieren a sus apoderados para conocer, modificar y adoptar el Acuerdo de Reorganización Judicial.


7) La orden para que el Veedor inscriba copia de esta resolución en los conservadores de bienes raíces correspondientes al margen de la inscripción de propiedad de cada uno de los inmuebles que pertenecen al deudor. 


8) La orden al Veedor para que acompañe al tribunal competente y publique en el Boletín Concursal su informe sobre la propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial, a lo menos tres días antes de la fecha fijada para la celebración de la Junta de Acreedores que votará dicho acuerdo. Este Informe del Veedor deberá contener la calificación fundada acerca de:


a) Si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del Deudor; 


b) El monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor en sus respectivas categorías, en caso de un Procedimiento Concursal de Liquidación, y 


c) Si la propuesta de determinación de los créditos y su preferencia indicada por el Deudor se ajustan a la ley.


Si el Veedor no presentare el referido informe dentro del plazo indicado, el Deudor, cualquiera de los acreedores o el tribunal competente informará a la Superintendencia para que se apliquen las sanciones pertinentes. En este caso, el Acuerdo de Reorganización Judicial se votará con prescindencia del Informe del Veedor. 


9) Que dentro de quinto día de efectuada la notificación de esta resolución, deberán asistir a una audiencia el Deudor y los tres mayores acreedores con domicilio en Chile indicados en la certificación del contador auditor independiente referida en el artículo 55. Esta diligencia se efectuará con los que concurran y tratará sobre la proposición de honorarios que formule el Veedor. Si en ella no se arribare a acuerdo sobre el monto de los honorarios y su forma de pago, o no asistiere ninguno de los citados, dichos honorarios se fijarán por el tribunal competente sin ulterior recurso.


10) La orden al Deudor para que proporcione al Veedor copia de todos los antecedentes acompañados conforme al artículo 56. Estos antecedentes y la copia de la resolución de que trata este artículo serán publicados por el Veedor en el Boletín Concursal dentro del plazo de tres días contado desde su dictación. 


Artículo 58.- Prórroga de la Protección Financiera Concursal. El plazo establecido en el número 1) del artículo anterior para la Protección Financiera Concursal podrá prorrogarse hasta por treinta días, si el Deudor obtiene el apoyo de dos o más acreedores, que representen más del 30% del total del pasivo, excluidos los créditos de las Personas Relacionadas con el Deudor. Hasta los tres días anteriores al vencimiento del plazo antes señalado, el Deudor podrá solicitar una nueva prórroga por otros treinta días si obtiene el apoyo de dos o más acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, excluidos los créditos de las Personas Relacionadas con el Deudor.


Sin perjuicio de lo anterior, se podrá solicitar en un solo acto la prórroga del plazo regulado para la Protección Financiera Concursal a que se refiere el número 1) del artículo anterior hasta por sesenta días, si el Deudor obtiene el apoyo de dos o más acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, excluidos los créditos de las Personas Relacionadas con el Deudor.


Los acreedores hipotecarios y prendarios que presten su apoyo para la prórroga de la Protección Financiera Concursal no perderán su preferencia y podrán impetrar las medidas conservativas que procedan.


Artículo 59.- Nueva fecha y hora de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial. Para lograr la prórroga regulada en el artículo anterior, el Deudor deberá presentar al tribunal competente, junto con la respectiva solicitud de prórroga, las cartas de apoyo de los acreedores autorizadas ante un ministro de fe, y un certificado extendido por un contador auditor independiente al Deudor, que indique los porcentajes del pasivo que permitan el apoyo requerido.


Acogida la prórroga de la Protección Financiera Concursal, el tribunal competente deberá fijar la nueva fecha y hora de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial.

Párrafo 1. Del objeto de la propuesta del Acuerdo de Reorganización Judicial


Artículo 60.- Objeto de la propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial. La propuesta podrá versar sobre cualquier objeto tendiente a reestructurar los pasivos y activos de una Empresa Deudora.


Artículo 61.- Acuerdos de Reorganización Judicial por clases o categorías de acreedores. La propuesta de Acuerdo podrá separarse en clases o categorías de acreedores y se podrá formular una propuesta para los acreedores valistas y otra para los acreedores hipotecarios y prendarios cuyos créditos se encuentren garantizados con bienes de propiedad del Deudor o de terceros. Los acreedores hipotecarios y prendarios que voten la propuesta del Acuerdo conservarán sus preferencias.


La propuesta de Acuerdo será igualitaria para todos los acreedores de una misma clase o categoría, salvo que medie acuerdo en contrario, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 64 y siguientes.


Los acreedores hipotecarios y prendarios cuyos créditos se encuentren garantizados con bienes de propiedad del Deudor o de terceros podrán votar la propuesta de Acuerdo que se formule para acreedores valistas si renuncian a la preferencia de sus créditos y no podrán votar la propuesta de Acuerdo que se formule para la clase o categoría de los acreedores hipotecarios o prendarios, salvo que dicha renuncia sea parcial y se manifieste expresamente. 


Si los acreedores hipotecarios y prendarios votan la propuesta de Acuerdo de los acreedores valistas, los montos de sus créditos preferentes se descontarán del pasivo de su clase o categoría y se incluirán en el pasivo de la clase o categoría de los acreedores valistas para efectos del cómputo a que se refiere el artículo 78 por las sumas a que hubiere alcanzado la renuncia.


Artículo 62.- Propuestas alternativas de Acuerdo de Reorganización Judicial. En cada una de sus clases o categorías, la propuesta de Acuerdo podrá contener una proposición principal y otras alternativas para todos los acreedores de la misma clase o categoría, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por alguna de ellas, dentro de los diez días siguientes a la fecha de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo. 


Artículo 63.- Posposición del pago a acreedores Personas Relacionadas. Los acreedores Personas Relacionadas con el Deudor, cuyos créditos no se encuentren debidamente documentados 90 días antes del inicio del Procedimiento Concursal de Reorganización, quedarán pospuestos en el pago de sus créditos, hasta que se paguen íntegramente los créditos de los demás acreedores a los que les afectará el Acuerdo de Reorganización Judicial. Sin perjuicio de lo anterior, el Acuerdo podrá hacer aplicable la referida posposición a otros acreedores Personas Relacionadas con el Deudor, cuyos créditos se encuentren debidamente documentados, previo informe fundado del Veedor. Esta posposición no regirá respecto de los créditos que se originen en virtud de los artículos 73 y 74. Tampoco regirá respecto de los créditos que se originen en virtud del artículo 75, en la medida que se autorice por los acreedores que representen más del 50% del pasivo del Deudor.


Artículo 64.- Diferencias entre acreedores de igual clase o categoría. En las propuestas de Acuerdo de Reorganización Judicial se podrán establecer condiciones más favorables para algunos de los acreedores de una misma clase o categoría, siempre que los demás acreedores de la respectiva clase o categoría lo acuerden con Quórum Especial, el cual se calculará únicamente sobre el monto de los créditos de estos últimos.


Artículo 65.- Constitución de garantías en los Acuerdos de Reorganización Judicial. En los Acuerdos podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del Deudor. Estas garantías podrán constituirse en el mismo Acuerdo o en instrumentos separados.


Para estos efectos, los acreedores podrán designar a uno o más de ellos para que los representen en la celebración de los actos que sean necesarios para la debida constitución de las garantías.


Artículo 66.- Acreedores comprendidos en los Acuerdos de Reorganización Judicial. Los Acuerdos sólo afectarán a los acreedores cuyos créditos se originen con anterioridad a la Resolución de Reorganización regulada en el artículo 57. 


Los créditos que se originen con posterioridad no serán incluidos en el Acuerdo de Reorganización Judicial.


Artículo 67.- Estipulación obligatoria del Acuerdo de Reorganización Judicial. Sin perjuicio de las obligaciones de hacer y de no hacer que se pacten en el Acuerdo de Reorganización Judicial, deberá establecerse la obligación del Deudor de suscribir nuevamente y/o reaceptar todos los títulos de crédito que haya suscrito para el otorgamiento de los créditos que formen parte del Acuerdo, sea en el mismo documento, en hoja de prolongación o en instrumento separado. La resuscripción o reaceptación modificará las menciones relativas al importe, tasa de interés, plazo de vencimiento y demás estipulaciones, todo ello con sujeción a los términos que en definitiva se pacten con los acreedores en el Acuerdo.


Artículo 68.- Prohibición de repartos. Se prohíbe a la Empresa Deudora repartir sumas a sus accionistas o socios, bajo ningún concepto, ni directa ni indirectamente, sea por la vía de reducción de capital, condonación de préstamos otorgados y/o repartos de dividendos antes de haber pagado el 100% de las obligaciones emanadas del Acuerdo de Reorganización Judicial, salvo que los acreedores expresamente lo autoricen en la forma que lo determine el Acuerdo.


Artículo 69.- Cláusula arbitral en Acuerdos de Reorganización Judicial. En cualquiera de las clases o categorías de un Acuerdo de Reorganización Judicial podrá estipularse una cláusula arbitral, en cuyo caso las diferencias que se produzcan entre el Deudor y uno o más acreedores o entre éstos, con motivo de la aplicación, interpretación, cumplimiento, terminación o declaración de incumplimiento del Acuerdo, se someterán a arbitraje. Éste será obligatorio para todos los acreedores a los que afecte el referido Acuerdo.


Si el árbitro declara la terminación o el incumplimiento del Acuerdo, remitirá de inmediato el expediente al tribunal competente para que éste dicte la Resolución de Liquidación en conformidad a esta ley.


Artículo 70.- Interventor y Comisión de Acreedores. El Acuerdo de Reorganización Judicial deberá estipular el nombramiento de un interventor por al menos un año contado desde el Acuerdo, el que recaerá en un Veedor vigente de la Nómina de Veedores. El interventor nombrado tendrá las atribuciones, deberes y remuneración que el mismo Acuerdo señale. Si ellas no se especifican, se entenderá que tendrá las señaladas en el artículo 294 del Código de Procedimiento Civil.


El Veedor tendrá la obligación de poner en conocimiento, de forma fundada, el incumplimiento del Acuerdo a la Superintendencia y a los acreedores que les afecte, mediante notificación por Correo Electrónico.


Sin perjuicio de lo anterior, en el Acuerdo de Reorganización Judicial podrá designarse a una Comisión de Acreedores para supervigilar el cumplimiento de sus estipulaciones, con las atribuciones, deberes y remuneración que, en su caso, señale el Acuerdo.

Párrafo 2. De la determinación del pasivo


Artículo 71.- Verificación y objeción de los créditos. Los acreedores tendrán un plazo de ocho días contado desde la notificación de la Resolución de Reorganización a que se refiere el artículo 57 para verificar sus créditos ante el tribunal que conoce del procedimiento. Con tal propósito, deberán acompañar los títulos justificativos de éstos, señalando, en su caso, si se encuentran garantizados con prenda o hipoteca y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías. No será necesaria verificación alguna si los créditos y el avalúo comercial de las garantías se encontraren señaladas, a satisfacción del acreedor, en el estado de deudas a que se refiere el número 4) del artículo 56 publicado en el Boletín Concursal.


Vencido el plazo señalado en el inciso anterior y dentro de los dos días siguientes, el Veedor publicará en el Boletín Concursal todas las verificaciones presentadas, indicando los créditos que se encuentren garantizados con prenda o hipoteca y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías. 


En el plazo de ocho días siguientes a la publicación indicada en el inciso precedente, el Veedor, el Deudor y los acreedores podrán deducir objeción fundada sobre la falta de títulos justificativos de los créditos, sus montos, preferencias o sobre el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías, que se indican en el estado de deudas que presenta el Deudor, de conformidad al número 4) del artículo 56 o en las verificaciones presentadas por los acreedores.


Los interesados presentarán sus objeciones ante el tribunal. Vencido el plazo indicado en el inciso precedente, y dentro de los dos días siguientes, el Veedor publicará en el Boletín Concursal todas las objeciones presentadas. Asimismo, expirado el plazo que se señala en el citado inciso anterior sin que se formulen objeciones, los créditos y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías no objetados, quedarán reconocidos.


El Veedor confeccionará la nómina de los créditos reconocidos, la que deberá indicar los montos de los créditos, si éstos se encuentran garantizados con prenda o hipoteca y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías, acompañándola al expediente dentro de quinto día de expirado el plazo para objetar y la publicará en el Boletín Concursal, sirviendo ésta como única nómina para la votación a que se refiere el artículo 79, sin perjuicio de su posterior ampliación o modificación de acuerdo al artículo siguiente.


Artículo 72.- Impugnación de créditos. Si se formulan objeciones, el Veedor arbitrará las medidas necesarias para subsanarlas. Si no se subsanan, los créditos y el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías que fueren objeto de dichas objeciones se considerarán impugnados, y el Veedor los acumulará, emitirá un informe acerca de si existen o no fundamentos plausibles para ser considerados por el tribunal competente, y se pronunciará fundadamente sobre el avalúo comercial del bien sobre el que recae la garantía objetada. 


El Veedor acompañará al tribunal competente la nómina de créditos impugnados con su respectivo informe y la nómina de créditos reconocidos indicada en el artículo 71, y las publicará en Boletín Concursal dentro de los cinco días siguientes a la expiración del plazo previsto para objetar que se señala en el inciso primero del artículo anterior. 


Agregados al expediente los antecedentes que señala el inciso anterior, el tribunal citará a una audiencia única y verbal para el fallo de las impugnaciones. Dicha audiencia se celebrará dentro de tercero día contado desde la notificación de la resolución que tiene por acompañada la nómina de créditos reconocidos e impugnados. 


A la audiencia podrán concurrir el Veedor, el Deudor, los impugnantes y los impugnados. En ésta deberán resolverse las incidencias que promuevan las partes en relación a las impugnaciones. El tribunal competente podrá, si fuere estrictamente necesario, suspender y continuar la referida audiencia con posterioridad. Con todo, la resolución que se pronuncie sobre las impugnaciones deberá dictarse a más tardar el segundo día anterior a la fecha de celebración de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo. 


La resolución que falle las impugnaciones ordenará la incorporación o modificación de créditos en la nómina de créditos reconocidos, o la modificación del avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías, cuando corresponda, y será apelable en el sólo efecto devolutivo. El Veedor deberá publicar la nómina de créditos reconocidos según la resolución anterior en el Boletín Concursal, a más tardar el día anterior a la fecha de celebración de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo.

Párrafo 3. De la continuidad del suministro, de la venta de activos y de los nuevos recursos durante la Protección Financiera Concursal


Artículo 73.- Continuidad del suministro. Los proveedores de bienes y servicios que sean necesarios para el funcionamiento de la Empresa Deudora, cuyas facturas tengan como fecha de emisión no menos de ocho días anteriores a la fecha de la Resolución de Reorganización y en la medida que en su conjunto no superen el 20% del pasivo señalado en la certificación contable referida en el artículo 55, se pagarán preferentemente en las fechas originalmente convenidas, siempre que el respectivo proveedor mantenga el suministro a la Empresa Deudora, circunstancia que deberá acreditar el Veedor. 


En caso de no suscribirse el Acuerdo y, en consecuencia, se dictare la Resolución de Liquidación de la Empresa Deudora, los créditos provenientes de este suministro se pagarán con la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 74.- Operaciones de comercio exterior. Los que financien operaciones de comercio exterior de la Empresa Deudora se pagarán preferentemente en las fechas originalmente convenidas, siempre que esos acreedores mantengan las líneas de financiamiento u otorguen nuevos créditos para este tipo de operaciones, circunstancia que deberá acreditar el Veedor.


En caso que no se suscribiere el Acuerdo de Reorganización Judicial y, en consecuencia, se dictare la Resolución de Liquidación de la Empresa Deudora, los créditos provenientes de estas operaciones de comercio exterior se pagarán con la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 75.- Venta de activos y contratación de préstamos durante la Protección Financiera Concursal. Durante la Protección Financiera Concursal, la Empresa Deudora podrá vender o enajenar activos cuyo valor no exceda el 20% de su activo fijo contable, y podrá adquirir préstamos para el financiamiento de sus operaciones, siempre que éstos no superen el 20% de su pasivo señalado en la certificación contable referida en el artículo 55.


La venta, enajenación o contratación de préstamos que excedan los montos señalados en el inciso anterior, así como toda operación con Personas Relacionadas con la Empresa Deudora, requerirá la autorización de los acreedores que representen más del 50% del pasivo del Deudor. 


Los préstamos contratados por la Empresa Deudora en virtud de este artículo no se considerarán en las nóminas de créditos y se pagarán preferentemente en las fechas convenidas, siempre que se utilicen para el financiamiento de sus operaciones, circunstancia que deberá acreditar el Veedor. 


En caso de no suscribirse el Acuerdo y, en consecuencia, se dictare la Resolución de Liquidación de la Empresa Deudora, estos préstamos se pagarán con la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 76.- Venta de bienes otorgados en prenda o hipoteca durante la Protección Financiera Concursal. En caso que no se acuerde la reorganización y se declare la liquidación de la Empresa Deudora, el acreedor prendario o hipotecario que autorice la enajenación de los bienes otorgados en prenda o hipoteca cuyo valor comercial exceda el monto del respectivo crédito garantizado, podrá percibir de la venta el monto de su respectivo crédito. Lo anterior procederá siempre que se garantice el pago de los créditos de primera clase, mediante el otorgamiento de cualquier instrumento de garantía que reconozcan las leyes vigentes o que la Superintendencia autorice mediante una norma de carácter general.


Artículo 77.- Valorización de activos y fiscalización de recursos. Para efectos de determinar el valor de los activos a vender o enajenar, se estará a la valorización que realice el Veedor.


El Veedor verificará que el producto de todos los actos o contratos que se otorguen o suscriban con motivo de las operaciones que se regulan en el presente Párrafo, ingrese efectivamente a la caja de la Empresa Deudora y se destine única y exclusivamente a financiar su giro. A estos actos o contratos no les será aplicable lo dispuesto en el Capítulo VI de esta ley.

Título 2. De la propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial

Párrafo 1. De las normas generales


Artículo 78.- Efectos del retiro del Acuerdo. Una vez notificada la propuesta de Acuerdo, ésta no podrá ser retirada por el Deudor, salvo que cuente con el apoyo de acreedores que representen a lo menos el 75% del pasivo.


Si la propuesta de Acuerdo es retirada por el Deudor sin contar con el apoyo referido en el inciso anterior, el tribunal competente dictará la Resolución de Liquidación.


Artículo 79.- Acreedores con derecho a voto. Sólo tienen derecho a concurrir y votar los acreedores cuyos créditos se encuentren en la nómina de créditos reconocidos a que se refiere el artículo 71 y aquellos que figuren en la ampliación de esta nómina, de acuerdo a lo previsto en el artículo 72. En ambos casos deberá darse cumplimiento a lo ordenado en el número 6) del artículo 57, relativo a la acreditación de personerías.


Los acreedores cuyos créditos se encuentren garantizados con prenda o hipoteca votarán de acuerdo al avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías, conforme conste en la nómina de créditos reconocidos y en su ampliación o modificación, en su caso.


Cuando el avalúo comercial de los bienes sobre los que recaen las garantías exceda el valor del crédito que garantizan, el acreedor correspondiente votará de acuerdo al monto de su crédito, según conste en la nómina de créditos reconocidos y en su ampliación o modificación, en su caso.


Artículo 80.- Acuerdo de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta. Cada una de las clases o categorías de propuestas de Acuerdo que establece el artículo 61 será analizada, deliberada y acordada en forma separada en la misma junta, pudiendo proponerse modificaciones, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 83.


La propuesta se entenderá acordada cuando cuente con el consentimiento del Deudor y el voto conforme de los dos tercios o más de los acreedores presentes, que representen al menos tres cuartas partes del total del pasivo con derecho a voto correspondiente a su respectiva clase o categoría. 


No podrán votar las Personas Relacionadas con el Deudor y sus créditos no se considerarán en el pasivo.


Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los treinta días anteriores a la fecha de inicio del Procedimiento Concursal de Reorganización, conforme se indica en el artículo 54, no podrán concurrir a la Junta de Acreedores para deliberar y votar el Acuerdo y tampoco podrán impugnarlo.


El acuerdo sobre la propuesta de una clase o categoría se adoptará bajo la condición suspensiva de que se acuerde la propuesta de la otra clase o categoría en la misma Junta de Acreedores, o en la que se realice de conformidad a lo previsto en el artículo 83.


Artículo 81.- Procedimiento de registro de firmas. Para obtener las mayorías que exige el Procedimiento Concursal de Reorganización, el Veedor podrá recabar la votación de cualquier acreedor, mediante la suscripción de uno o más documentos ante un ministro de fe o mediante firma electrónica avanzada, en que conste la aceptación de los acreedores.


Los votos que se obtengan mediante este sistema se considerarán como votos de acreedores presentes en la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo, para los efectos del cómputo de las mayorías. 


Los acreedores del Deudor podrán suscribir estos documentos desde la publicación de la propuesta de Acuerdo en el Boletín Concursal, y hasta tres días antes de la fecha fijada para la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre dicha propuesta.


Artículo 82.- Ausencia del Deudor en la Junta de Acreedores. Si el Deudor no compareciere a la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo, el tribunal competente deberá dictar la Resolución de Liquidación en la misma Junta.


Artículo 83.- Suspensión de la Junta de Acreedores. La Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo podrá acordar con, Quórum Calificado, su suspensión por no más diez días, fijando al efecto nuevo día y hora para su reanudación.


Artículo 84.- Modificación del Acuerdo suscrito. Las modificaciones al Acuerdo suscrito deberán adoptarse por el Deudor y los mismos acreedores agrupados en sus respectivas clases o categorías, conforme al mismo procedimiento y mayorías exigidas en los artículos anteriores del presente Párrafo, excluidos los créditos que se originen con posterioridad a su suscripción. 


No obstante lo anterior, el Acuerdo que establezca la constitución de una Comisión de Acreedores podrá facultarla para modificar el contenido del Acuerdo con el quórum de aprobación que el mismo determine. 


La modificación podrá recaer sobre todo o parte del contenido del Acuerdo, salvo lo referente a la calidad de acreedor, su clase o categoría, monto de sus créditos y sus preferencias, y respecto de aquellas materias que el Acuerdo determine como no modificables por la Comisión de Acreedores.


En las Juntas de Acreedores que se celebren con posterioridad a la aprobación del Acuerdo por el tribunal, el derecho a voto se determinará en conformidad al artículo 79. No tendrán derecho a voto los acreedores que tengan la calidad de Personas Relacionadas con el Deudor.


Artículo 85.- Notificación del Acuerdo. El texto íntegro del Acuerdo con sus modificaciones, en su caso, será notificado por el Veedor en el Boletín Concursal.

Párrafo 2. De la impugnación del Acuerdo de Reorganización Judicial


Artículo 86.- Causales para impugnar el Acuerdo. El Acuerdo podrá ser impugnado por los acreedores a los que les afecte, siempre que se funde en alguna de las siguientes causales:


1) Error en el cómputo de las mayorías requeridas en este Capítulo, siempre que incida sustancialmente en el quórum del Acuerdo de Reorganización Judicial.


2) Falsedad o exageración del crédito de alguno de los acreedores que hayan concurrido con su voto a formar el quórum necesario para el Acuerdo, si excluida la parte falsa o exagerada del crédito, no se logra el quórum del Acuerdo. 


3) Acuerdo entre uno o más acreedores y el Deudor para votar a favor, abstenerse de votar o rechazar el Acuerdo, falseando, omitiendo o adulterando información para obtener una ventaja indebida respecto de los demás acreedores.


Artículo 87.- Plazo para impugnar el Acuerdo. Podrá impugnarse el Acuerdo dentro del plazo de cinco días contado desde su publicación en el Boletín Concursal. Las impugnaciones deberán deducirse respecto de la clase o categoría del Acuerdo a la cual pertenece el acreedor impugnante.


Las impugnaciones presentadas fuera de plazo serán rechazadas de plano.


Artículo 88.- Audiencia única de resolución de impugnaciones. Las impugnaciones al Acuerdo se tramitarán como un solo incidente por clase o categoría de acuerdo y se fallarán conjuntamente en una audiencia única, que el tribunal competente citará para tal efecto, dentro de los diez días de vencido el plazo para impugnar. Esta audiencia será verbal y se llevará a cabo con los que asistan. En la misma audiencia deberán resolverse las incidencias que promuevan las partes. El tribunal podrá, si así lo estima, suspender y continuar la referida audiencia con posterioridad. La resolución que se pronuncie sobre las impugnaciones al Acuerdo deberá dictarse a más tardar dentro de los treinta días siguientes a la fecha de celebración de la referida audiencia.


La resolución que resuelva las impugnaciones se publicará en el Boletín Concursal. Esta resolución será apelable en el solo efecto devolutivo.


Artículo 89.- Nueva propuesta de Acuerdo. Si se acoge por resolución firme y ejecutoriada la impugnación al Acuerdo por la causal establecida en el número 1) del artículo 86, el Deudor podrá presentar una nueva propuesta de Acuerdo, dentro de los diez días siguientes contados desde que se notifique la resolución que tuvo por acogida la impugnación referida, siempre que esta nueva propuesta se presente apoyada por dos o más acreedores que representen, a lo menos, un 66% del pasivo total con derecho a voto. En este caso, el Deudor gozará de Protección Financiera Concursal hasta la celebración de la Junta llamada a conocer y pronunciarse sobre la nueva propuesta. La resolución que tenga por presentada la nueva propuesta de Acuerdo fijará la fecha de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre dicha nueva propuesta, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes contados desde que el Deudor la presentó.


Si el Deudor no presentare la nueva propuesta de Acuerdo que reúna las condiciones indicadas en el inciso anterior, dentro del plazo antes establecido, el tribunal competente dictará, de oficio y sin más trámite, la Resolución de Liquidación de la Empresa Deudora.


Si se acoge una impugnación al Acuerdo por las causales establecidas en los números 2) y 3) del artículo 86, el tribunal, de oficio y sin más trámite, ordenará el inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación en la misma resolución que acoge la impugnación, y el Deudor no podrá presentar nuevamente una propuesta de Acuerdo.

Párrafo 3. De la aprobación y vigencia del Acuerdo de Reorganización Judicial


Artículo 90.- Aprobación y vigencia del Acuerdo. El Acuerdo se entenderá aprobado y comenzará a regir una vez vencido el plazo para impugnarlo, sin que se hubiere impugnado y el tribunal competente lo declare así de oficio o a petición de cualquier interesado o del Veedor.


Si el Acuerdo fuere impugnado y las impugnaciones fueren desechadas, el tribunal competente lo declarará aprobado en la resolución que deseche la o las impugnaciones, y aquél comenzará a regir desde que dicha resolución cause ejecutoria.


Las resoluciones señaladas en los incisos primero y segundo de este artículo se notificarán en el Boletín Concursal.


El Acuerdo regirá no obstante las impugnaciones que se hubieren interpuesto en su contra. Sin embargo, si éstas fueren interpuestas por acreedores de una determinada clase o categoría, que representen en su conjunto a lo menos el 30% del pasivo con derecho a voto de su respectiva clase o categoría, el Acuerdo no empezará regir hasta que dichas impugnaciones fueren desestimadas por sentencia firme y ejecutoriada. En este caso y en el del inciso segundo de este artículo, los actos y contratos ejecutados o celebrados por el Deudor en el tiempo que medie entre el Acuerdo y la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que acoja las impugnaciones, no podrán dejarse sin efecto. 


El recurso de casación deducido en contra de la resolución de segunda instancia que desecha la o las impugnaciones, no suspenderá el cumplimiento de dicha resolución, incluso si la parte vencida solicita que se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora.


Si se acogen las impugnaciones al Acuerdo por resolución firme y ejecutoriada, las obligaciones y derechos existentes entre el Deudor y sus acreedores con anterioridad a éste se regirán por sus respectivas convenciones.


Artículo 91.- Autorización del Acuerdo. Una copia del acta de la Junta de Acreedores en la que conste el voto favorable del Acuerdo y su texto íntegro, junto a la copia de la resolución judicial que lo aprueba y su certificado de ejecutoria, podrá ser autorizada por un ministro de fe o protocolizarse ante un notario público. Una vez autorizada o protocolizada, tendrá mérito ejecutivo para todos los efectos legales.

Párrafo 4. De los efectos del Acuerdo de Reorganización Judicial


Artículo 92.- Efectos. El Acuerdo, debidamente aprobado, obliga al Deudor y a todos los acreedores de cada clase o categoría de éste, hayan o no concurrido a la Junta que lo acuerde.


Artículo 93.- Cancelación de anotaciones e inscripciones. Aprobado el Acuerdo de Reorganización Judicial, se cancelarán las inscripciones previstas en el número 7) del artículo 57.


Artículo 94.- Efectos sobre los créditos. Los créditos que sean parte del Acuerdo de Reorganización Judicial se entenderán remitidos, novados o repactados, según corresponda, para todos los efectos legales.


El acreedor, contribuyente del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974, podrá deducir como gasto necesario conforme a lo dispuesto en el número 4° del artículo 31 de dicha ley, las cantidades que correspondan a la condonación o remisión de deudas, intereses, reajustes u otras cantidades que se hayan devengado en su favor, siempre y cuando cumpla con las siguientes condiciones copulativas:


1) Que se trate de créditos otorgados o adquiridos con anterioridad al plazo de un año contado desde la celebración del Acuerdo de Reorganización Judicial;


2) Que dicha condonación o remisión conste detalladamente en el referido Acuerdo o sus modificaciones, aprobado conforme al artículo 90, y


3) Que no correspondan a créditos de Personas Relacionadas con el Deudor ni a créditos de acreedores Personas Relacionadas entre sí, cuando éstos, en su conjunto, representen el 50% o más del pasivo reconocido con derecho a voto.


Lo anterior, es sin perjuicio de la obligación del Deudor de reconocer como ingreso, para efectos tributarios, aquellas cantidades que se hubieren devengado a favor del acreedor y que se condonen o remitan.


Artículo 95.- De los bienes no esenciales para la continuidad del giro de la Empresa Deudora. En el plazo de ocho días siguientes a la publicación de la Resolución de Reorganización referida en el artículo 57, el acreedor cuyo crédito se encuentre garantizado con prenda o hipoteca podrá solicitar fundadamente al tribunal competente que declare que el bien sobre el que recae su garantía no es esencial para el giro de la Empresa Deudora. Para resolver lo anterior, el tribunal podrá solicitar al Veedor un informe que contendrá la calificación de si el bien es o no esencial para el giro de la Empresa Deudora y el avalúo comercial del bien sobre el que recaen las referidas garantías. El tribunal deberá resolver dicha calificación en única instancia, a más tardar el segundo día anterior a la fecha de celebración de la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre las proposiciones de Acuerdo de Reorganización Judicial.


La forma y modalidades de venta de los bienes de propiedad de la Empresa Deudora otorgados en prenda e hipoteca declarados por el tribunal como no esenciales para su giro deberán regularse en el mismo Acuerdo. Estos bienes sólo podrán venderse una vez que la resolución que apruebe el Acuerdo cause ejecutoria.


El acreedor cuya garantía recae sobre un bien calificado como no esencial concurrirá y votará en la clase o categoría de acreedores valistas, únicamente por el saldo del crédito no cubierto por la garantía. El saldo cubierto por la garantía no se considerará en el pasivo de la clase o categoría de acreedores garantizados. 


El acreedor cuyo crédito no hubiere sido enteramente cubierto por la garantía podrá solicitar, mediante un procedimiento incidental ante el mismo tribunal que conoció y se pronunció sobre el Acuerdo, que dicho Acuerdo se cumpla a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que del mismo emanen. El excedente que resulte de la venta del bien declarado no esencial, una vez pagado el respectivo crédito, se destinará al cumplimiento del Acuerdo. 


Artículo 96.- Efectos del Acuerdo de Reorganización Judicial en las obligaciones garantizadas del Deudor. Tales efectos serán los siguientes:


1. Respecto de las obligaciones del Deudor garantizadas con prenda o hipoteca sobre bienes de propiedad del Deudor o de terceros, declarados esenciales para el giro de la Empresa Deudora, de acuerdo a los artículos 56 y 95, se aplicarán los términos y modalidades establecidos en el Acuerdo de Reorganización Judicial.


2. Respecto de las obligaciones del Deudor garantizadas con prenda o hipoteca sobre bienes de propiedad del Deudor, declarados no esenciales para el giro de la Empresa Deudora de acuerdo a los artículos 56 y 95, regirá lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo anterior.


3. Respecto de las obligaciones del Deudor garantizadas con prenda o hipoteca sobre bienes de propiedad de terceros, declarados no esenciales para el giro de la Empresa Deudora de acuerdo a los artículos 56 y 95, deberá distinguirse:


a) Si el respectivo acreedor vota a favor del Acuerdo, se sujetará a los términos y modalidades establecidos en el referido acuerdo y no podrá perseguir su crédito en términos distintos a los estipulados. 


b) Si el respectivo acreedor manifiesta su intención de no votar o no asiste a la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo, su crédito no se considerará en el pasivo con derecho a voto correspondiente a su clase o categoría, y podrá cobrar su crédito respecto de las prendas o hipotecas otorgadas por terceros. 


4. Respecto de las obligaciones del Deudor garantizadas con cauciones personales, deberá distinguirse:


a) Si el respectivo acreedor vota en su clase o categoría de valista a favor del Acuerdo, se sujetará a los términos y modalidades establecidos en el referido acuerdo y no podrá cobrar su crédito en términos distintos a los estipulados.


b) Si el respectivo acreedor manifiesta su intención de no votar o no asiste a la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo, su crédito no se considerará en el pasivo con derecho a voto correspondiente a su clase o categoría, y podrá cobrar su crédito respecto de los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, o avalistas en los términos originalmente pactados. 


El fiador, codeudor, solidario o subsidiario, avalista, tercero poseedor de la finca hipotecada o propietario del bien prendado que hubiere pagado, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del número 3) o en la letra b) del número 4) anteriores, podrá ejercer, según corresponda, su derecho de subrogación o reembolso, mediante un procedimiento incidental, ante el mismo tribunal que conoció y se pronunció sobre el Acuerdo, solicitando que éste se cumpla a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que de él resulten.

Párrafo 5. Del rechazo del Acuerdo de Reorganización Judicial


Artículo 97.- Rechazo del Acuerdo. Si la propuesta de Acuerdo es rechazada por los acreedores por no haberse obtenido el quórum de aprobación necesario o porque el Deudor no otorga su consentimiento, el tribunal dictará la Resolución de Liquidación, de oficio y sin más trámite, en la misma Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre el Acuerdo, salvo que la referida Junta disponga lo contrario por Quórum Especial. En este caso, el Deudor deberá, a través del Veedor, publicar una nueva propuesta de Acuerdo en el Boletín Concursal y acompañarla al tribunal diez días antes de la Junta de Acreedores que tiene por objeto pronunciarse sobre ésta. El Deudor conservará la Protección Financiera Concursal hasta la celebración de dicha Junta, que deberá llevarse a cabo dentro de los veinte días siguientes a la que rechazó el Acuerdo. 


Si el Deudor no presenta la nueva propuesta de Acuerdo dentro del plazo antes establecido, el tribunal dictará la Resolución de Liquidación, de oficio y sin más trámite.


La Junta de Acreedores que rechace la primera o segunda propuesta de Acuerdo, en su caso, deberá nominar a los Liquidadores titular y suplente, a los que el tribunal competente deberá designar con el carácter de definitivos.

Párrafo 6. De la nulidad y declaración de incumplimiento del

Acuerdo de Reorganización Judicial


Artículo 98.- Nulidad del Acuerdo. No se admitirán otras acciones en contra del Acuerdo que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y de las que se hubiere tomado conocimiento después de haber vencido el plazo para impugnar el Acuerdo.


La declaración de nulidad del Acuerdo extingue de pleno derecho las cauciones que lo garantizan.


Las acciones de nulidad del Acuerdo podrán interponerse por cualquier interesado y prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que aquél comenzó a regir.


Artículo 99.- Acción de incumplimiento. El Acuerdo podrá declararse incumplido a solicitud de cualquiera de los acreedores a los que les afecte por inobservancia de sus estipulaciones. 


Podrá también declararse incumplido si se hubiere agravado el mal estado de los negocios del Deudor de forma que haga temer un perjuicio para dichos acreedores.


Si la acción de incumplimiento se deduce sólo por la inobservancia de las estipulaciones de una de las clases o categorías del Acuerdo, el Deudor podrá enervar la acción cumpliendo dichas estipulaciones dentro del plazo de sesenta días contado desde la notificación de la acción. El Deudor podrá enervarla por una sola vez para cada categoría o clase del Acuerdo.


Las acciones de incumplimiento del Acuerdo prescribirán en el plazo de un año contado desde que se produce el incumplimiento.


La declaración de incumplimiento dejará sin efecto el Acuerdo, pero no extinguirá las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.


Las personas obligadas por las cauciones señaladas en el inciso anterior y los terceros poseedores de los bienes gravados con las mismas, según sea el caso, serán oídos en el juicio de declaración de incumplimiento y podrán impedir la continuación de éste enervando la acción mediante el cumplimiento del Acuerdo dentro de los tres días siguientes a la citación.


Las cantidades pagadas por el Deudor antes de la declaración de incumplimiento del Acuerdo y el producto obtenido durante el Procedimiento Concursal de Liquidación servirán de abono a la deuda en caso que la caución se extienda a toda la suma estipulada. Pero si comprende únicamente una parte de ella, sólo le servirá para imputarla a la parte que reste de la cuota no caucionada.


Artículo 100.- Procedimiento de declaración de nulidad e incumplimiento del Acuerdo. La nulidad o incumplimiento del Acuerdo se sujetarán al procedimiento del juicio sumario y será competente para conocer de estas acciones el tribunal ante el cual se tramitó el Acuerdo.


La resolución que acoja las acciones de nulidad o incumplimiento del Acuerdo será apelable en ambos efectos, pero el Deudor quedará de inmediato sujeto a la intervención de un Veedor que tendrá las facultades de interventor contenidas en los números 1), 7), 8) y 9) del artículo 25. 


La declaración de nulidad o incumplimiento del Acuerdo no tendrá efecto retroactivo y no afectará la validez de los actos o contratos debidamente celebrados en el tiempo que media entre la resolución que aprueba el Acuerdo y la que declare la nulidad o el incumplimiento.


Artículo 101.- Inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación. Una vez firme y ejecutoriada la resolución que declare la nulidad o el incumplimiento del Acuerdo, el mismo tribunal dictará la Resolución de Liquidación de la Empresa Deudora, de oficio y sin más trámite.


Artículo 102.- Designación del Liquidador. En la demanda de nulidad o de incumplimiento del Acuerdo, el demandante propondrá a un Liquidador titular y a uno suplente de la Nómina de Liquidadores vigente, debiendo el tribunal designarlos en la Resolución de Liquidación.


Si se interpusiere más de una demanda de nulidad o de incumplimiento del Acuerdo, el tribunal competente designará a los Liquidadores titular y suplente nominados en la primera demanda que se acoja.

Título 3. Del Acuerdo de Reorganización Extrajudicial o Simplificado


Artículo 103.- Legitimación. Toda Empresa Deudora podrá celebrar un Acuerdo de Reorganización Extrajudicial o Simplificado con sus acreedores y someterlo a aprobación judicial, conforme a lo establecido en el presente Título. Para los efectos de este Título se denominará indistintamente Empresa Deudora o Deudor.


Artículo 104.- Competencia. Será competente para aprobar el Acuerdo Simplificado el tribunal que hubiere sido competente para conocer de un Procedimiento Concursal de Reorganización del Deudor de acuerdo a esta ley.


Artículo 105.- Formalidades. El Acuerdo Simplificado deberá ser otorgado ante un ministro de fe o ante un ministro de fe de la Superintendencia, quien certificará, además, la personería de los representantes que concurran al otorgamiento de este instrumento, cuyas copias autorizadas deberán agregarse al Acuerdo respectivo.


Artículo 106.- Objeto. El Acuerdo Simplificado podrá versar sobre cualquier objeto tendiente a reestructurar los activos y pasivos del Deudor.


Artículo 107.- Normas aplicables. Serán aplicables al Acuerdo Simplificado, cuando corresponda y siempre que no contravengan lo dispuesto en el presente Párrafo, los Títulos 1 y 2 de este Capítulo, en lo relativo a los acuerdos por clases o categorías de acreedores, determinación del pasivo, propuestas alternativas, diferencias entre acreedores de igual clase o categoría, condonación o remisión de créditos, constitución de garantías, cláusulas de arbitraje, nombramiento del interventor y designación de la Comisión de Acreedores.


Artículo 108.- Requisitos. Para la aprobación judicial del Acuerdo Simplificado, éste deberá presentarse ante el tribunal competente junto con los antecedentes singularizados en el artículo 56, acompañado de un listado de todos los juicios y procesos administrativos seguidos contra el Deudor que tengan efectos patrimoniales, con indicación del tribunal, órgano de la Administración del Estado, rol o número de identificación y materias sobre las que tratan estos procesos.


Conjuntamente con la presentación del Acuerdo Simplificado, deberá presentarse un informe de un Veedor de la Nómina de Veedores, elegido por el Deudor y sus tres principales acreedores, que deberá contener la calificación fundada acerca de:


1. Si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del Deudor; 


2. El monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor en sus respectivas categorías, en caso de un Procedimiento Concursal de Liquidación, y 


3. Si la determinación de los créditos y su preferencia, cuya propuesta acompañó el Deudor, se ajusta a esta ley.


Artículo 109.- Resolución de Reorganización Simplificada. Presentada la solicitud de aprobación judicial del Acuerdo Simplificado y hasta la aprobación judicial regulada en el artículo 113, el tribunal dispondrá:


a) La prohibición de solicitar la Liquidación Forzosa del Deudor y de iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o restitución en los juicios de arrendamiento. Lo anterior no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de preferencia de primera clase, suspendiéndose en ese caso sólo la ejecución y realización de bienes del Deudor, excepto los que el Deudor tuviere, en tal carácter, a favor de su cónyuge o de sus parientes o de los gerentes, administradores, apoderados con poder general de administración u otras personas que hayan tenido o tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos, se entenderá por parientes los ascendientes y descendientes y los colaterales por consanguinidad y afinidad hasta el cuarto grado, inclusive.


b) La suspensión de la tramitación de los procedimientos señalados en la letra a) precedente y la suspensión de los plazos de prescripción extintiva.


c) La prohibición al Deudor de gravar o enajenar sus bienes, salvo los que resulten estrictamente necesarios para la continuación de su giro.


Artículo 110.- Quórum. El Deudor deberá presentar el Acuerdo Simplificado suscrito por dos o más acreedores que representen al menos tres cuartas partes del total de su pasivo, correspondiente a su respectiva clase o categoría. Las Personas Relacionadas con el Deudor no podrán suscribir un Acuerdo Simplificado, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo para los efectos de la determinación del quórum de aprobación del referido Acuerdo.


Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los treinta días anteriores a la fecha de la presentación a aprobación judicial del Acuerdo Simplificado tampoco se considerarán para el quórum señalado en el inciso anterior.


Artículo 111.- Publicidad. Junto con presentar al tribunal el Acuerdo Extrajudicial o Simplificado con los antecedentes señalados en el artículo 108, el Deudor deberá acompañar al Veedor copia de éstos para que los publique en el Boletín Concursal.


Artículo 112.- Impugnación. Podrán impugnar el Acuerdo Simplificado los acreedores disidentes y aquellos que demuestren haber sido omitidos de los antecedentes previstos en artículo 108, siempre y cuando la impugnación se funde en alguna de las causales establecidas en el artículo 86 respecto de los Acuerdos de Reorganización Judicial, o bien sobre la existencia, los montos y las preferencias de sus créditos.


La impugnación deberá presentarse ante el tribunal competente dentro de los diez días siguientes a la publicación del Acuerdo Simplificado efectuada conforme al artículo anterior. Una copia de la impugnación señalada y de los antecedentes correspondientes deberán ser publicados en el Boletín Concursal por el Veedor.


Las impugnaciones al Acuerdo Simplificado se tramitarán como incidente por clase o categoría de acuerdo y se fallarán conjuntamente en una audiencia única, que el tribunal citará para tal efecto y que se celebrará dentro de los diez días siguientes de vencido el plazo para impugnar. Esta audiencia será verbal y se llevará a cabo con los que asistan. La resolución que se pronuncie sobre las impugnaciones se publicará en el Boletín Concursal y será apelable en el solo efecto devolutivo.


Artículo 113.- Aprobación judicial. Vencido el plazo para presentar impugnaciones sin que se hayan interpuesto o si, deducidas, se hubieren rechazado por resolución que se encuentre firme y ejecutoriada, el tribunal competente, previa verificación del cumplimiento de los requisitos legales, dictará la correspondiente resolución aprobando el Acuerdo Simplificado, debiendo el Veedor publicarla en el Boletín Concursal.


Artículo 114.- Efectos de la aprobación judicial. El Acuerdo Simplificado aprobado judicialmente de conformidad a las disposiciones anteriores producirá, cuando corresponda, los efectos previstos en el Párrafo 3 del Título 2 de este Capítulo, siempre que no contravenga lo dispuesto en el presente Párrafo.


Artículo 115.- Nulidad e Incumplimiento del Acuerdo Simplificado. Demandada la nulidad o el incumplimiento del Acuerdo Simplificado, se aplicará lo dispuesto en el Párrafo 5 del Título 2 de este Capítulo.

CAPÍTULO IV

DEL PROCEDIMIENTO CONCURSAL DE LIQUIDACIÓN

Título 1. Del Procedimiento Concursal propiamente tal

Párrafo 1. De la Liquidación Voluntaria


Artículo 116.- Ámbito de aplicación y requisitos. La Empresa Deudora podrá solicitar ante el juzgado de letras competente su Liquidación Voluntaria, acompañando los siguientes antecedentes, con copia: 


1) Lista de sus bienes, lugar en que se encuentran y los gravámenes que les afectan.


2) Lista de los bienes legalmente excluidos de la Liquidación. 


3) Relación de sus juicios pendientes. 


4) Estado de deudas, con nombre, domicilio y datos de contacto de los acreedores, así como la naturaleza de sus créditos.


5) Nómina de los trabajadores, cualquiera sea su situación contractual, con indicación de las prestaciones laborales y previsionales adeudadas y fueros en su caso.


6) Una memoria o una breve relación explicativa de las causas del mal estado de sus negocios.


7) Si el Deudor llevare contabilidad completa presentará, además, su último balance. 


Si se tratare de una persona jurídica, los documentos antes referidos serán firmados por sus representantes legales.


Para los efectos de este Capítulo se denominará indistintamente Empresa Deudora o Deudor.


Artículo 117.- Tramitación. El tribunal competente revisará la presentación del Deudor y, si cumple con los requisitos señalados en el artículo anterior, procederá dentro de tercero día de conformidad a lo dispuesto en los artículos 37 y 130, aplicándose lo establecido en el Párrafo 4 de este Título.

Párrafo 2. De la Liquidación Forzosa


Artículo 118.- Ámbito de aplicación y causales. Cualquier acreedor podrá demandar el inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación de una Empresa Deudora en los siguientes casos:


1) Si cesa en el pago de una obligación que conste en título ejecutivo con el acreedor solicitante. Esta causal no podrá invocarse para solicitar el inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación respecto de los fiadores, codeudores solidarios o subsidiarios, o avalistas de la Empresa Deudora que ha cesado en el pago de las obligaciones garantizadas por éstos.


2) Si existieren en su contra dos o más títulos ejecutivos vencidos, provenientes de obligaciones diversas, encontrándose iniciadas a lo menos dos ejecuciones, y no hubiere presentado bienes suficientes para responder a la prestación que adeude y a sus costas, dentro de los cuatro días siguientes a los respectivos requerimientos.


3) Cuando la Empresa Deudora o sus administradores no sean habidos, y hayan dejado cerradas sus oficinas o establecimientos sin haber nombrado mandatario con facultades suficientes para dar cumplimiento a sus obligaciones y contestar nuevas demandas. En este caso, el demandante podrá invocar como crédito incluso aquel que se encuentre sujeto a un plazo o a una condición suspensiva.


Artículo 119.- Requisitos. La demanda se presentará ante el tribunal competente, señalará la causal invocada y sus hechos justificativos y acompañará los siguientes antecedentes:


1) Los documentos o antecedentes escritos que acreditan la causal invocada.


2) Vale vista o boleta bancaria expedida a la orden del tribunal por una suma equivalente a 200 unidades de fomento para subvenir los gastos iniciales del Procedimiento Concursal de Liquidación.


3) El acreedor peticionario podrá designar a un Veedor vigente de la Nómina de Veedores, que asumirá en caso que el Deudor se oponga a la Liquidación Forzosa. Dicho Veedor supervigilará las actividades del Deudor mientras dure la tramitación del Juicio de Oposición, conforme a lo dispuesto en el Párrafo 3 de este Título, y tendrá las facultades de interventor contenidas en el artículo 25 de esta ley. Los honorarios del Veedor no podrán ser superiores a 100 unidades de fomento y serán de cargo del acreedor peticionario. Asimismo, el demandante podrá solicitar en su demanda cualquiera de las medidas señaladas en los Títulos IV y V del Libro Segundo del Código de Procedimiento Civil. El Veedor estará facultado para solicitar las medidas cautelares que estime necesarias, con cargo del acreedor peticionario, para garantizar la mantención del activo del Deudor mientras dure el Juicio de Oposición, quedando el Deudor sujeto a las restricciones señaladas en el número 2) del artículo 57 de esta ley.


4) El nombre de los Liquidadores titular y suplente, para el caso que el Deudor no compareciere o no efectuare actuación alguna por escrito en la Audiencia Inicial prevista en el artículo 121.


El Liquidador o Veedor que hubiera ejercido como tal en algún Procedimiento Concursal, no podrá asumir en otro procedimiento respecto de un mismo Deudor.


Artículo 120.- Revisión, primera providencia y notificación. Presentada la demanda, el tribunal competente examinará en el plazo de tres días el cumplimiento de los requisitos del artículo precedente. En caso que los considere cumplidos, la tendrá por presentada, ordenará publicarla en el Boletín Concursal y citará a las partes a una audiencia que tendrá lugar al quinto día desde la notificación personal del Deudor o la realizada conforme al artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, aun cuando no se encuentre en el lugar del juicio. En caso contrario, ordenará al demandante la corrección pertinente y fijará un plazo de tres días para que los subsane, bajo apercibimiento de tener por no presentada la demanda.


Artículo 121.- Audiencia Inicial. La Audiencia Inicial se desarrollará conforme a las siguientes reglas:


1) El tribunal informará al Deudor acerca de la demanda presentada en su contra y de los efectos de un eventual Procedimiento Concursal de Liquidación. 


2) Acto seguido, el Deudor podrá proponer por escrito o verbalmente alguna de las actuaciones señaladas en los literales siguientes, debiendo siempre señalar el nombre o razón social, domicilio y correo electrónico de sus tres acreedores, o sus representantes legales, que figuren en su contabilidad con los mayores créditos. Si el Deudor no cumple con este requisito el tribunal tendrá por no presentada la actuación y dictará de inmediato la Resolución de Liquidación, nombrando a los Liquidadores titular y suplente, ambos en carácter de provisionales, que el acreedor peticionario hubiere designado en su demanda, conforme a lo dispuesto en el número 4 del artículo 119. Las referidas actuaciones podrán ser:


a) Consignar fondos suficientes para el pago del crédito demandado y las costas correspondientes. El tribunal tendrá por efectuada la consignación, ordenará practicar la liquidación del crédito, la regulación y tasación de las costas y señalará el plazo en que el Deudor deberá pagarlos, el que se contará desde que esas actuaciones se encuentren firmes. Si el Deudor no pagare en el plazo fijado, el tribunal dictará la respectiva Resolución de Liquidación.


b) Allanarse por escrito o verbalmente a la demanda, dictando en este caso el tribunal la respectiva Resolución de Liquidación.


c) Acogerse expresamente al Procedimiento Concursal de Reorganización contemplado en el Capítulo III de esta ley. 


d) Oponerse a la demanda de Liquidación Forzosa, en cuyo caso se observarán las disposiciones del Párrafo 3 del presente Título. La oposición del Deudor sólo podrá fundarse en las causales previstas en el artículo 464 del Código de Procedimiento Civil. 


3) Si el Deudor no compareciere a esta audiencia, o compareciendo no efectúa alguna de las actuaciones señaladas en el número 2 anterior, el tribunal dictará la Resolución de Liquidación y nombrará a los Liquidadores titular y suplente que el acreedor peticionario hubiere designado en su demanda, ambos en carácter de provisionales, conforme a lo dispuesto en el número 4 del artículo 119. 


De lo obrado en esta audiencia se levantará acta, la que deberá ser firmada por los comparecientes y el secretario del tribunal.
Párrafo 3. Del Juicio de Oposición


Artículo 122.- De la Oposición. En su escrito de oposición, el Deudor deberá:


1) Señalar las excepciones y defensas invocadas, así como sus fundamentos de hecho y de derecho;


2) Ofrecer todos los medios de prueba de que pretenda valerse, de conformidad a lo previsto en el artículo siguiente, y


3) Acompañar toda la prueba documental pertinente.


Artículo 123.- De las pruebas. Para acreditar las excepciones y defensas del Deudor se aplicarán a las reglas siguientes:


1) Prueba testimonial: el escrito de oposición deberá incluir la completa individualización de los testigos que depondrán, así como las razones que justifican su comparecencia.


2) Prueba confesional: el escrito de oposición deberá acompañar el pliego de posiciones. Si el acreedor solicitante fuere una persona jurídica, podrá comparecer cualquier persona habilitada a nombre del representante legal, siempre que exhiba en el día de la diligencia la respectiva delegación, otorgada por escritura pública y en la que conste expresamente la facultad de absolver posiciones a nombre del demandante.


3) Prueba pericial: se aplicarán las disposiciones de los artículos 409, 410 y 411 del Código de Procedimiento Civil en lo referido a la procedencia de este medio de prueba. Tratándose de casos de informe pericial facultativo, el Deudor deberá exponer las razones que justifican decretar dicha diligencia. 


4) Prueba documental: los documentos sólo podrán acompañarse junto al escrito de oposición. Con todo, el tribunal podrá aceptar la agregación de documentos con posterioridad a dicha actuación siempre que la parte que los presenta acredite que se trata de antecedentes que han surgido después de la Audiencia Inicial o que, siendo anteriores, no pudieron acompañarse oportunamente por razones independientes de su voluntad. El tribunal resolverá esta solicitud de plano, con los antecedentes que le sean proporcionados en la misma petición y contra lo resuelto no procederá recurso alguno.


Artículo 124.- Resoluciones del tribunal competente. Deducida la oposición, el tribunal constatará el cumplimiento de los requisitos legales y, si procede, tendrá por opuesto al Deudor a la Liquidación Forzosa y por acompañados los documentos regulados en el artículo anterior. En caso contrario, se estará a lo dispuesto en el número 3 del artículo 121.


Artículo 125.- Trámites probatorios. Una vez decretada la oposición, el tribunal competente:


1) Existiendo hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos que requieran ser probados para una adecuada resolución de la controversia, recibirá la causa a prueba y fijará los puntos sobre los cuales ésta deberá recaer. Dicha resolución sólo será susceptible de recurso de reposición por las partes, el que deberá interponerse dentro de tercero día. En caso contrario, citará a las partes a la Audiencia de Fallo.


2) Una vez recibida la causa a prueba y fijados los puntos sobre los cuales deberá recaer:


a) Se pronunciará acerca de la admisibilidad y pertinencia de las pruebas ofrecidas; 


b) Tratándose de prueba pericial, el tribunal determinará la calidad del perito y los puntos sobre los cuales deberá pronunciarse, instando a las partes para que acuerden su nombre. En caso de desacuerdo, el perito deberá ser designado en ese mismo acto por el tribunal, y se fijará un plazo de siete días para que el perito evacue su informe. No será necesario en estos casos practicar la audiencia de reconocimiento.


c) Concederá al acreedor demandante la oportunidad de ofrecer prueba, la que deberá ser singularizada y acompañada al día siguiente. La resolución acerca de la admisibilidad y pertinencia de las pruebas del acreedor deberá ser pronunciada antes de la Audiencia de Prueba. Contra lo resuelto, el Deudor podrá interponer un recurso de reposición en la forma prevista en el artículo 126, tramitándose tal petición como cuestión previa.


3) Citará a las partes a una Audiencia de Prueba, la que deberá tener lugar al quinto día siguiente, debiendo indicar la fecha y la hora de celebración. Las partes se entenderán notificadas en ese mismo acto.


En caso de que se fijen nuevos puntos de prueba por haberse acogido la reposición señalada en el número 1) anterior, el tribunal deberá resolver la admisibilidad o pertinencia de las nuevas pruebas antes de la Audiencia de Prueba señalada en el artículo 127.


Artículo 126.- Recursos. En contra de las resoluciones que se pronuncien en la Audiencia Inicial acerca de la admisibilidad o procedencia de las pruebas ofrecidas, los puntos de prueba fijados, la forma de hacer valer los medios probatorios o cualquier otra circunstancia que incida en éstos, sólo será procedente el recurso de reposición, que deberá deducirse verbalmente por las partes y será resuelto en la misma Audiencia Inicial.


Artículo 127.- Audiencia de Prueba. A la hora decretada y con las partes que asistan, se rendirá la prueba declarada admisible en el siguiente orden: confesional y testimonial, iniciándose por la ofrecida por el Deudor. 


Sólo se admitirá la declaración de dos testigos por cada parte respecto de cada punto de prueba. Serán aplicables las reglas de los artículos 358 y siguientes del Código de Procedimiento Civil respecto de la rendición de la prueba testimonial y lo dispuesto en los artículos 385 y siguientes del mismo Código en relación a la prueba confesional. 


Concluida la recepción de la prueba, las partes formularán verbal y brevemente las observaciones que el examen de la misma les sugiera, de un modo preciso y concreto.


La Audiencia de Prueba terminará con la firma de un acta por los asistentes, el juez y el secretario del tribunal. Desde aquel momento, las partes asistentes y las que no hayan asistido se entenderán citadas y notificadas de pleno derecho a la Audiencia de Fallo, la que deberá celebrarse al décimo día contado desde el término de la Audiencia de Prueba, existan o no diligencias pendientes, debiendo el tribunal fijar su hora de inicio.


Las pruebas señaladas se apreciaran por el tribunal de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


Artículo 128.- De la Audiencia de Fallo. La Audiencia de Fallo se celebrará con las partes que asistan y en ella se dictará la sentencia definitiva de primera instancia, la que será notificada a las partes. El secretario del tribunal certificará el hecho de su pronunciamiento, la asistencia de las partes y la copia autorizada que se les entregará de la sentencia definitiva. La parte inasistente se entenderá notificada de pleno derecho con el solo mérito de la celebración de la audiencia.


Artículo 129.- De la sentencia definitiva. La sentencia definitiva que acoja la oposición del Deudor deberá cumplir con lo dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil y, con ocasión de ella, cesará en sus funciones el Veedor. Contra esta sentencia procederá únicamente el recurso de apelación, el que se concederá en ambos efectos y gozará de preferencia extraordinaria para su inclusión a la tabla y para su vista y fallo. Contra el fallo de segunda instancia no procederá recurso alguno, sea ordinario o extraordinario.


La sentencia definitiva que rechace la oposición del Deudor será apelable en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia extraordinaria para su agregación a la tabla y para su vista y fallo. Notificada la sentencia definitiva, el Veedor designado en conformidad a lo dispuesto en el número 3 del artículo 119 cesará en su cargo.


Acogida la oposición del Deudor, éste podrá demandar indemnización de perjuicios al demandante, a su representante legal, o al administrador solicitante, si probare que procedió culpable o dolosamente.


Artículo 130.- Resolución de Liquidación. La Resolución de Liquidación contendrá, además de lo establecido en los artículos 169 y 170 del Código de Procedimiento Civil, lo siguiente:


1) En caso de ser procedente, las consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento para el rechazo de las excepciones opuestas por el Deudor.


2) La determinación de si el Deudor es una Empresa Deudora, individualizándola.


3) La designación de un Liquidador titular y de uno suplente, ambos en carácter de provisionales de acuerdo a lo establecido en el artículo 37 de esta ley, y la orden al Liquidador para que incaute todos los bienes del Deudor, sus libros y documentos bajo inventario, y de que se le preste, para este objeto, el auxilio de la fuerza pública, con la exhibición de la copia autorizada de la Resolución de Liquidación.


4) La orden para que las oficinas de correos entreguen al Liquidador la correspondencia cuyo destinatario sea el Deudor.


5) La orden de acumular al Procedimiento Concursal de Liquidación todos los juicios pendientes contra el deudor que puedan afectar sus bienes, seguidos ante otros tribunales de cualquier jurisdicción, salvo las excepciones legales.


6) La advertencia al público que no pague ni entregue mercaderías al Deudor, bajo pena de nulidad de los pagos y entregas, y la orden a las personas que tengan bienes o documentos pertenecientes al Deudor para que los pongan, dentro de tercero día, a disposición del Liquidador.


7) La orden de informar a todos los acreedores residentes en el territorio de la República que tienen el plazo de treinta días contado desde la fecha de la publicación de la Resolución de Liquidación, para que se presenten con los documentos justificativos de sus créditos bajo apercibimiento de ser afectados por los resultados del juicio sin nueva citación.


8) La orden de notificar, por el medio más expedito posible, la Resolución de Liquidación a los acreedores que se hallen fuera del territorio de la República.


9) La orden de inscribir la Resolución de Liquidación en los conservadores de bienes raíces correspondientes a cada uno de los inmuebles pertenecientes al Deudor, y de anotarla al margen de la inscripción social de la Empresa Deudora en el Registro de Comercio, si fuere procedente.


10) La indicación precisa del lugar, día y hora en que se celebrará la primera Junta de Acreedores.


La Resolución de Liquidación se notificará al Deudor, a los acreedores y a terceros por medio de su publicación en el Boletín Concursal y contra ella procederá únicamente el recurso de apelación, el que se concederá en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia para su agregación extraordinaria a la tabla, y para su vista y fallo. Contra el fallo de segunda instancia no procederá recurso alguno, sea ordinario o extraordinario.

Párrafo 4. De los efectos de la Resolución de Liquidación


Artículo 131.- Administración de bienes. Desde la dictación de la Resolución de Liquidación se producirán los siguientes efectos en relación al Deudor y a sus bienes:


1) Quedará inhibido de pleno derecho de la administración de todos sus bienes presentes, esto es, aquellos sujetos al Procedimiento Concursal de Liquidación y existentes en su patrimonio a la época de la dictación de esta resolución, excluidos aquellos que la ley declare inembargables. Su administración pasará de pleno derecho al Liquidador. 


En consecuencia, serán nulos los actos y contratos posteriores que el Deudor ejecute o celebre en relación a estos bienes.


2) No perderá el dominio sobre sus bienes, sino sólo la facultad de disposición sobre ellos y sobre sus frutos. 


3) No podrá comparecer en juicio como demandante ni como demandado, en lo relativo a los bienes objeto del Procedimiento Concursal de Liquidación, pero podrá actuar como coadyuvante.


4) Podrá interponer por sí todas las acciones que se refieran exclusivamente a su persona y que tengan por objeto derechos inherentes a ella. Tampoco será privado del ejercicio de sus derechos civiles, ni se le impondrán inhabilidades especiales sino en los casos expresamente determinados por las leyes.


5) En caso de negligencia del Liquidador, podrá solicitar al tribunal que ordene la ejecución de las providencias conservativas que fueren pertinentes.


Artículo 132.- Resolución de controversias entre partes. Todas las cuestiones que se susciten entre el Deudor, el Liquidador y cualquier otro interesado en relación a la administración de los bienes sujetos al Procedimiento Concursal de Liquidación serán resueltas por el tribunal en audiencias verbales, a solicitud del interesado y conforme a las reglas que siguen:


a) El solicitante deberá exponer por escrito al tribunal tanto la petición que formula como los antecedentes que le sirven de sustento.


b) El tribunal analizará la petición y podrá desecharla de plano si considera que carece de fundamento plausible.


c) En caso contrario, citará a las partes a una audiencia verbal que se notificará por el Estado Diario, se publicará por el Liquidador en el Boletín Concursal y se celebrará en el menor tiempo posible.


d) El Liquidador podrá comparecer personalmente o a través de su apoderado judicial. La audiencia se celebrará con las partes que asistan y la resolución que adopte el tribunal sólo será susceptible de reposición, la que deberá deducirse y resolverse en la misma audiencia.


Artículo 133.- Administración de bienes en caso de usufructo legal. La administración que conserva el Deudor sobre los bienes personales de la mujer o hijos de los que tenga el usufructo legal, quedará sujeta a la intervención del Liquidador mientras subsista el derecho del marido, padre o madre sujeto al Procedimiento Concursal de Liquidación. 


El Liquidador cuidará que los frutos líquidos que produzcan estos bienes ingresen a la masa, deducidas las cargas legales o convencionales que los graven. 


El tribunal, con audiencia del Liquidador y del Deudor, determinará la cuota de los frutos que correspondan a este último para su subsistencia y la de su familia, habida consideración de sus necesidades y la cuantía de los bienes bajo intervención. 


El Liquidador podrá comparecer como parte coadyuvante en los juicios de separación de bienes y de divorcio en que el Deudor sea demandado o demandante.


Artículo 134.- Situación de los bienes futuros. La administración de los bienes que adquiera el Deudor con posterioridad a la Resolución de Liquidación se regirá por las reglas que siguen:


a) Tratándose de bienes adquiridos a título gratuito, dicha administración se ejercerá por el Liquidador, manteniéndose la responsabilidad por las cargas con que le hayan sido transferidos o transmitidos y sin perjuicio de los derechos de los acreedores hereditarios.


b) Tratándose de bienes adquiridos a título oneroso, su administración podrá ser sometida a intervención, y los acreedores sólo tendrán derecho a los beneficios líquidos que se obtengan.


Artículo 135.- Fijación de derechos de acreedores. La Resolución de Liquidación fija irrevocablemente los derechos de todos los acreedores en el estado que tenían al día de su pronunciamiento, salvo las excepciones legales.


Artículo 136.- Suspensión de ejecuciones individuales. La dictación de la Resolución de Liquidación suspende el derecho de los acreedores para ejecutar individualmente al Deudor. 


Con todo, los acreedores hipotecarios y prendarios podrán deducir o continuar sus acciones en los bienes gravados con hipoteca o prenda, sin perjuicio de la posibilidad de realizarlos en el Procedimiento Concursal de Liquidación. En ambos casos, para percibir deberán garantizar el pago de los créditos de primera clase que hayan sido verificados ordinariamente o antes de la fecha de liquidación de los bienes afectos a sus respectivas garantías, por los montos que en definitiva resulten reconocidos.


Artículo 137.- Exigibilidad y reajustabilidad de obligaciones. Una vez dictada la Resolución de Liquidación, todas las obligaciones dinerarias se entenderán vencidas y actualmente exigibles respecto del Deudor, para que los acreedores puedan verificarlas en el Procedimiento Concursal de Liquidación y percibir el pago de sus acreencias. Estas últimas se pagarán según su valor actual más los reajustes e intereses que correspondan, de conformidad a las reglas del artículo siguiente.


Artículo 138.- Determinación del valor actual de los créditos. Para determinar el valor actual de los créditos se seguirán las siguientes reglas:


1) El valor actual de los créditos reajustables en moneda nacional, no vencidos a la fecha de la dictación de la Resolución de Liquidación y que devenguen intereses, será el capital más el reajuste convenido e intereses para operaciones reajustables devengados hasta la fecha de dicha resolución.


2) El valor actual de los créditos reajustables en moneda nacional, no vencidos a la fecha de la dictación de la Resolución de Liquidación y que no devenguen intereses, será el capital más el reajuste convenido hasta la fecha de dicha resolución.


3) El valor actual de los créditos no reajustables en moneda nacional, no vencidos a la fecha de la dictación de la Resolución de Liquidación y que devenguen intereses, será el capital más los intereses para operaciones no reajustables devengados hasta la fecha de dicha resolución.


4) El valor actual de los créditos no reajustables en moneda nacional, no vencidos a la fecha de la dictación de la Resolución de Liquidación y que no devenguen intereses, se determinará descontando del capital los intereses corrientes para operaciones de crédito de dinero no reajustables desde la fecha de la Resolución de Liquidación hasta el día de los respectivos vencimientos. Si no fuere posible determinar el índice de reajustabilidad o si éste hubiere perdido su vigencia, se aplicará lo dispuesto en el número 3) anterior.


Artículo 139.- Exigibilidad de otros instrumentos. Si el Deudor fuere aceptante de una letra de cambio, librador de una letra no aceptada o suscriptor de un pagaré, los demás obligados deberán pagar dichos instrumentos inmediatamente.


Artículo 140.- Reajuste y cálculo de intereses. En virtud de la dictación de la Resolución de Liquidación y desde la fecha de ésta, las acreencias del Deudor, vencidas y las actualizadas de conformidad con el artículo 138:


1) Se reajustarán y devengarán intereses según lo pactado en la convención, en el caso del número 1) del artículo 138.


2) Se reajustarán según lo pactado, en el caso del número 2) del mismo artículo.


3) Devengarán intereses corrientes para operaciones de crédito de dinero no reajustables en el caso de los números 3) y 4) del artículo 138.


El Liquidador podrá impugnar los intereses pactados en caso de estimarlos excesivos.


Las obligaciones contraídas en moneda extranjera se pagarán en la misma moneda establecida en la convención y devengarán el interés pactado en ella.


Los reajustes y los intereses, en su caso, gozarán de iguales preferencias que el respectivo capital al cual acceden.


Sin embargo, los intereses que se devenguen con posterioridad a la dictación de la Resolución de Liquidación quedarán pospuestos para su pago hasta que se pague el capital de los demás créditos en el Procedimiento Concursal de Liquidación.


Artículo 141.- Compensaciones. La dictación de la Resolución de Liquidación impide toda compensación que no hubiere operado antes por el ministerio de la ley, entre las obligaciones recíprocas del Deudor y los acreedores, salvo que se trate de obligaciones conexas, derivadas de un mismo contrato o de una misma negociación y aunque sean exigibles en diferentes plazos.


Para estos efectos, se entenderá que revisten el carácter de obligaciones conexas aquellas que, aun siendo en distinta moneda, emanen de operaciones de derivados, tales como futuros, opciones, swaps, forwards u otros instrumentos o contratos de derivados suscritos entre las mismas partes, en una o más oportunidades, bajo ley chilena o extranjera, al amparo de un mismo convenio marco de contratación de los reconocidos por el Banco Central y que incluyan un acuerdo de compensación en caso de Liquidación Voluntaria o de Liquidación Forzosa. El Banco Central de Chile podrá determinar los términos y condiciones generales de los convenios marco de contratación referidos en que sea parte una empresa bancaria o cualquier otro inversionista institucional, considerando para ello los convenios de general aceptación en los mercados internacionales.


Cada una de las obligaciones que emanen de operaciones de derivados efectuadas en la forma antedicha, se entenderá de plazo vencido, líquida y actualmente exigible a la fecha de la dictación de la Resolución de Liquidación y su valor se calculará a dicha fecha de acuerdo a sus términos y condiciones. Luego, las compensaciones que operen por aplicación del inciso precedente serán calculadas y ejecutadas simultáneamente en dicha fecha.


En caso que una de las partes sea un banco establecido en Chile, sólo procederá dicha compensación tratándose de operaciones con productos derivados cuyos términos y condiciones se encuentren autorizados por el Banco Central de Chile.


Artículo 142.- Derecho legal de retención en el contrato de arrendamiento. El derecho legal de retención no podrá ser declarado después de la Resolución de Liquidación. 


Durante los treinta días siguientes a la notificación de dicha resolución, el arrendador no podrá perseguir la realización de los bienes muebles destinados a la explotación de los negocios del Deudor por los arrendamientos vencidos, sin perjuicio de su derecho para solicitar providencias conservativas, las que deberán ser resueltas por el tribunal de conformidad al artículo 132. 


Si el arrendamiento ha expirado por alguna causa legal, el arrendador podrá exigir la entrega del inmueble y entablar las acciones correspondientes.


Artículo 143.- Regla general de acumulación al Procedimiento Concursal de Liquidación. Todos los juicios civiles pendientes contra el Deudor ante otros tribunales se acumularán al Procedimiento Concursal de Liquidación. Los que se inicien con posterioridad a la notificación de la Resolución de Liquidación se promoverán ante el tribunal que esté conociendo del Procedimiento Concursal de Liquidación.


Los juicios civiles acumulados al Procedimiento Concursal de Liquidación seguirán tramitándose con arreglo al procedimiento que corresponda según su naturaleza, hasta que quede ejecutoriada la sentencia definitiva.


Artículo 144.- Excepciones. La regla de acumulación indicada en el artículo anterior no se aplicará a los siguientes juicios, que seguirán tramitándose o deberán sustanciarse ante el tribunal competente, respectivamente: 


1) Los que a la fecha estuvieren siendo conocidos por árbitros.


2) Los que fueren materias de arbitraje forzoso.


3) Aquellos sometidos por ley a tribunales especiales. 


En caso que el Deudor fuere condenado en alguno de los juicios acumulados al Procedimiento Concursal de Liquidación, el Liquidador dará cumplimiento a lo resuelto de conformidad a las disposiciones de esta ley.


Artículo 145.- Acumulación de juicios ejecutivos en obligaciones de dar. La acumulación al Procedimiento Concursal de Liquidación de esta clase de juicios se sujetará a las reglas siguientes:


1) Si no existieren excepciones opuestas, los juicios se suspenderán en el estado en que se encuentren al momento de notificarse la Resolución de Liquidación.


El tribunal de la ejecución pronunciará una resolución que suspenderá la tramitación y ordenará remitir los expedientes al tribunal que esté conociendo del Procedimiento Concursal de Liquidación para que continúe su tramitación. En tal caso, los acreedores ejecutantes verificarán sus créditos conforme a las reglas generales. 


2) Si existieren excepciones opuestas, el tribunal de la ejecución ordenará remitir los expedientes al tribunal que esté conociendo del Procedimiento Concursal de Liquidación y, una vez recibidos, se seguirá adelante en su tramitación particular hasta la resolución de término. En tal caso, el Liquidador asumirá la representación judicial del Deudor y los acreedores ejecutantes podrán verificar sus créditos en forma condicional.


Artículo 146.- Acumulación de juicios ejecutivos en obligaciones de hacer. La acumulación al Procedimiento Concursal de Liquidación de esta clase de juicios se sujetará a las siguientes reglas:


1) Si los fondos para dar cumplimiento al objeto del litigio se encontraren depositados antes de la notificación de la Resolución de Liquidación, el tribunal de la ejecución ordenará remitir los expedientes al tribunal que esté conociendo del Procedimiento Concursal de Liquidación, continuándose la tramitación hasta la inversión total de los fondos o la conclusión de la obra que con ellos deba pagarse.


2) En caso contrario, los juicios se acumularán sin importar el estado en que se encuentren y el acreedor sólo podrá verificar el monto de los perjuicios que el tribunal respectivo hubiere declarado o que se declaren con posterioridad por el tribunal que conoce del Procedimiento Concursal de Liquidación.


Artículo 147.- Norma común para juicios ejecutivos. Si entre los ejecutados existieren personas distintas del Deudor, el tribunal de la ejecución deberá: 


1) Suspender la tramitación sólo respecto del Deudor; 


2) Remitir al tribunal que esté conociendo del Procedimiento Concursal de Liquidación copias autorizadas del expediente, para que continúe la sustanciación respecto del Deudor, y 


3) Conservar para sí el expediente original a fin de continuar la ejecución de los restantes demandados.


Artículo 148.- Juicios iniciados por el Deudor. Las demandas que se hubieren interpuesto por el Deudor antes de la Resolución de Liquidación, para controvertir la validez, legitimidad o procedencia de los créditos justificativos de la Liquidación Forzosa deberán acumularse al Procedimiento Concursal de Liquidación. 


Si en tales juicios las alegaciones del Deudor fueren similares a las de su oposición, planteada de conformidad a los artículos 122 y 123, el tribunal que esté conociendo del Procedimiento Concursal de Liquidación deberá resolver ambas controversias en un mismo fallo. En lo meramente procesal, prevalecerán las disposiciones propias del juicio de oposición.


Artículo 149.- Principio general de las medidas cautelares. Los embargos y medidas precautorias decretadas en los juicios sustanciados contra el Deudor y que afecten a bienes que deban realizarse o ingresar al Procedimiento Concursal de Liquidación, quedarán sin efecto desde que se dicte la Resolución de Liquidación. 


En caso de acumulación, sólo el Liquidador podrá solicitar el alzamiento respectivo ante el tribunal que lo decretó o ante el tribunal que esté conociendo del Procedimiento Concursal de Liquidación. El tribunal correspondiente decretará el alzamiento sin más trámite, con el sólo mérito de la dictación ya indicada.


Artículo 150.- Medidas cautelares en sede criminal. Aquellas medidas cautelares concedidas con ocasión de acciones de naturaleza criminal provenientes de los ilícitos contemplados en el Título IX del Libro Segundo del Código Penal, que afecten a bienes del Deudor para responder o garantizar el pago de futuras indemnizaciones civiles, multas o cualquier otra condena en dinero, quedarán sin efecto tan pronto el Liquidador comunique por escrito al Juzgado de Garantía que corresponda que se ha pronunciado la Resolución de Liquidación, adjuntando los documentos que sirvan para acreditarla. Este tribunal entregará los bienes al Liquidador para su administración y proseguirá la tramitación de los respectivos procedimientos, en los cuales el Liquidador actuará como coadyuvante cuando se trate de delitos concursales.


Las multas e indemnizaciones pecuniarias que eventualmente se concedan, cualquiera sea su especie, deberán verificarse en el Procedimiento Concursal de Liquidación conforme a las reglas generales.


Artículo 151.- De la Reivindicación. Fuera de los casos mencionados en los artículos siguientes, podrán entablarse las acciones reivindicatorias que procedan, en conformidad a las reglas generales. 


Las tercerías de dominio que estuvieren iniciadas a la fecha de dictación de la Resolución de Liquidación continuarán tramitándose en conformidad al procedimiento que corresponda.


Artículo 152.- Reivindicación de efectos de comercio. Podrán ser reivindicados los efectos de comercio y cualquier otro documento de crédito no pagado y existente a la fecha de dictación de la Resolución de Liquidación, en poder del Deudor o de un tercero que los conserve a nombre de éste, y siempre que el propietario los haya entregado o remitido al Deudor por un título no traslaticio de dominio.


Artículo 153.- Reivindicación de mercaderías. Podrán ser también reivindicadas, en todo o en parte y mientras puedan ser identificadas, las mercaderías consignadas al Deudor a título de depósito, comisión de venta o a cualquier otro que no transfiera el dominio. 


Vendidas las mercaderías, el propietario de ellas podrá reivindicar el precio o la parte del precio que no hubiere sido pagado o compensado entre el Deudor y el comprador a la fecha de la Resolución de Liquidación. 


No se entiende pagado el precio por la simple dación de documentos de crédito, firmados o transferidos por el comprador a favor del Deudor. Si existieren tales documentos en poder de éste, el propietario podrá reivindicarlos, siempre que acredite su origen e identidad.

Artículo 154.- Derecho legal de retención del Deudor. Lo dispuesto en los artículos 152 y 153 precedentes no obsta al derecho legal de retención o al de prenda que corresponda al Deudor.


Artículo 155.- Resolución de la compraventa. El contrato de compraventa podrá resolverse por incumplimiento de las obligaciones del Deudor comprador, salvo cuando se trate de cosas muebles que hayan llegado a poder de éste.


Artículo 156.- Definición de mercadería en tránsito. Para los efectos de lo dispuesto en los artículos siguientes, se entiende que las cosas muebles están en tránsito desde el momento en que las reciben los agentes encargados de su conducción, hasta que queden en poder del comprador Deudor o de la persona que lo represente.


Artículo 157.- Facultades del vendedor respecto de las mercaderías en tránsito. Mientras estén en tránsito las cosas muebles vendidas y remitidas al Deudor, el vendedor no pagado podrá dejar sin efecto la tradición, recuperar la posesión y pedir la resolución de la compraventa. 


El vendedor podrá también retener las cosas vendidas hasta el entero pago de su crédito.


Artículo 158.- Mercaderías en tránsito vendidas a un tercero. En caso que las cosas a que se refiere el artículo anterior hayan sido vendidas durante su tránsito a un tercero de buena fe, a quien se hubiere transferido la factura, conocimiento o carta de porte, el vendedor no podrá ejercer las acciones que le confiere dicho artículo.


Pero si el nuevo comprador no hubiere pagado el precio antes de la Resolución de Liquidación, el vendedor primitivo podrá demandar su entrega hasta la concurrencia de la cantidad que se le deba.


Artículo 159.- Efecto de la resolución de la compraventa. En caso de resolución de la compraventa, el vendedor estará obligado a reembolsar a la masa los abonos a cuenta que hubiere recibido.


Artículo 160.- Comisión por cuenta propia. El comisionista que ha pagado o se ha obligado a pagar con sus propios fondos las mercaderías compradas y remitidas por orden y cuenta del Deudor, podrá ejercitar las mismas acciones concedidas al vendedor por el artículo 157.


Artículo 161.- Procedencia del derecho legal de retención. Fuera de los casos expresamente señalados por las leyes, el derecho legal de retención tendrá lugar siempre que la persona que ha pagado o que se ha obligado a pagar por el Deudor tenga en su poder mercaderías o valores de crédito que pertenezcan a éste, con tal que la tenencia nazca de un hecho voluntario del Deudor, anterior al pago o a la obligación, y que esos bienes no hayan sido remitidos con un destino determinado.


Artículo 162.- Oposición del Liquidador a la resolución o retención. En los casos a que se refieren los artículos precedentes, el Liquidador podrá oponerse a la resolución o retención y exigir la entrega de las cosas vendidas o retenidas, pagando la deuda, intereses, costas y perjuicios, o dando caución que asegure el pago.


Artículo 163.- Razón social del Deudor sujeto a un Procedimiento Concursal de Liquidación. El nombre o razón social del Deudor sujeto a un Procedimiento Concursal de Liquidación será complementado con la frase final “en Procedimiento Concursal de Liquidación”, y su uso deberá ser precedido por la firma del Liquidador y demás habilitados. En caso contrario, serán solidariamente responsables tanto el Liquidador como los que hubieren ejecutado el acto o celebrado el contrato respectivo.

Párrafo 5. De la incautación e inventario de bienes


Artículo 164.- Procedimiento. Una vez que haya asumido oficialmente el cargo y en presencia del secretario u otro ministro de fe designado por el tribunal competente, el Liquidador deberá:


1) Adoptar de inmediato las medidas conservativas necesarias para proteger y custodiar los bienes del Deudor, si estima que peligran o corren riesgos donde se encuentran.


2) Practicar la diligencia de incautación y confección del inventario de los bienes del Deudor.


Artículo 165.- Del acta de incautación. De las diligencias de incautación se levantará un acta que deberá incluir, al menos, las siguientes menciones:


1) La singularización de cada uno de los domicilios, sucursales o sedes del Deudor en que se hubieren practicado.


2) El día, la hora y el nombre de los asistentes a las diligencias practicadas.


3) La circunstancia de haber sido necesario o no el auxilio de la fuerza pública.


4) La constancia de todo derecho o pretensión formulados por terceros en relación con los bienes del Deudor.


5) El inventario de bienes señalado en el artículo 166.


6) El nombre y la firma del Liquidador y del ministro de fe que estuvo presente en la incautación e inventario de bienes.


Si aparecieren nuevos bienes por inventariar, se aplicará en lo pertinente lo dispuesto en este artículo.


Artículo 166.- Del inventario. El inventario de los bienes del Deudor que el Liquidador confeccione deberá incluir, al menos, las siguientes menciones:


1) Un registro e indicación de los libros, correspondencia y documentos del Deudor, si los hubiere.


2) La individualización de los bienes del Deudor, con su respectiva avaluación comercial, dejando especial constancia acerca del estado de conservación de las maquinarias, útiles y equipos.


3) La identificación de los bienes respecto de los cuales el Liquidador constate la existencia de contratos de arrendamiento con opción de compra, y de todos aquellos que se encuentren en poder del Deudor en una calidad distinta a la de dueño.


Artículo 167.- Publicidad del acta de incautación e inventario. El Liquidador deberá agregar el acta de incautación e inventario al expediente y publicarla en el Boletín Concursal a más tardar al quinto día contado desde la última diligencia practicada. Igual regla se aplicará a las incautaciones posteriores y a las que excluyan bienes del inventario.


Artículo 168.- Asesoría técnica al Liquidador. El Liquidador podrá practicar la diligencia de incautación y confección de inventario asesorado por un especialista en el giro del Deudor, cuyos honorarios serán considerados gastos de administración del Procedimiento Concursal de Liquidación. Asimismo, el Liquidador deberá dejar constancia en el acta de la idoneidad técnica del asesor, reseñándose los antecedentes que sirvan para acreditarla.


En todo caso, corresponderá a la Junta de Acreedores inmediatamente posterior aprobar o rechazar en definitiva dicho gasto.


Artículo 169.- Asesoría general al Liquidador. En las diligencias de incautación e inventario también podrán acompañar al Liquidador sus dependientes o asesores de confianza, cuyos honorarios serán exclusivamente de cargo del Liquidador.


Artículo 170.- Deber de colaboración del Deudor. El Deudor deberá indicar y poner a disposición del Liquidador todos sus bienes y antecedentes. En caso que el Deudor se negare o no pudiere dar cumplimiento a lo anterior, el deber recaerá en cualquiera de sus administradores, si los hubiera.


Sin perjuicio de lo anterior, el Liquidador podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública en caso de oposición del Deudor o de sus administradores, para lo cual bastará la exhibición de copia autorizada de la Resolución de Liquidación al jefe de turno de la respectiva unidad de Carabineros de Chile.

Párrafo 6. De la determinación del pasivo


Artículo 171.- Verificación ordinaria de créditos. Los acreedores tendrán un plazo de treinta días contado desde la notificación de la Resolución de Liquidación para verificar sus créditos y alegar su preferencia ante el tribunal que conoce del procedimiento, acompañando los títulos justificativos del crédito e indicando una dirección válida de correo electrónico para recibir las notificaciones que fueren pertinentes. 


Vencido el plazo señalado en el inciso anterior, dentro de los dos días siguientes, el Liquidador publicará en el Boletín Concursal todas las verificaciones presentadas.


Artículo 172.- Acreedores prestadores de Servicios de Utilidad Pública. Lo preceptuado en el artículo precedente también será aplicable a los acreedores que presten Servicios de Utilidad Pública, quienes deberán verificar los créditos correspondientes a suministros anteriores a la Resolución de Liquidación y no podrán, con posterioridad a ella, suspender tales servicios, salvo autorización del tribunal, previa audiencia del Liquidador.


Los créditos correspondientes a Servicios de Utilidad Pública que se suministren con posterioridad a la notificación de la Resolución de Liquidación se considerarán incluidos en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil. La suspensión del servicio en contravención a lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, se sancionará sumariamente por el tribunal con multa de 1 a 200 unidades tributarias mensuales, debiendo restablecerse su suministro tan pronto el tribunal lo ordene.


Si a la fecha de la dictación de la Resolución de Liquidación los suministros se encontraren suspendidos, el Liquidador podrá solicitar al tribunal que ordene su inmediata reposición, solicitud que se deberá resolver a más tardar al día siguiente, sin necesidad de oír al prestador del servicio.


Los créditos que nazcan como resultado del ejercicio de esta facultad, se considerarán incluidos en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil. El costo de reposición será de cargo del respectivo prestador del servicio.


Artículo 173.- Término del período de verificación ordinaria de créditos. Vencido el plazo de treinta días indicado en el artículo 171 se entenderá de pleno derecho cerrado el período ordinario de verificación de créditos, sin necesidad de resolución ni notificación alguna. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los dos días siguientes de vencido el plazo señalado, el Liquidador publicará este cierre en el Boletín Concursal, junto con el listado de todos los créditos verificados con sus montos y preferencias alegadas.


Artículo 174.- Estudio de créditos y preferencias. En cumplimiento de sus deberes legales, el Liquidador examinará todos los créditos que se verifiquen y las preferencias que se aleguen, investigando su origen, cuantía y legitimidad por todos los medios a su alcance, especialmente aquellos verificados por las Personas Relacionadas del Deudor. Si no encontrare justificado algún crédito o preferencia, deberá deducir la objeción que corresponda, de conformidad a las disposiciones del artículo 175.


Artículo 175.- Objeción de créditos. Los acreedores, el Liquidador y el Deudor tendrán un plazo de diez días contado desde el vencimiento del período ordinario de verificación para deducir objeción fundada sobre la existencia, montos o preferencias de los créditos que se hayan presentado a verificación. 


Las objeciones señaladas anteriormente se presentarán ante el tribunal que conoce del procedimiento. Expirado el plazo de diez días que se indica en el inciso anterior sin que se formulen objeciones, los créditos no objetados quedarán reconocidos. Asimismo, vencido dicho plazo, y dentro de los tres días siguientes, el Liquidador publicará en el Boletín Concursal todas las objeciones presentadas, confeccionará la nómina de los créditos reconocidos, la acompañará al expediente y la publicará en el Boletín Concursal.


Artículo 176.- Impugnación de créditos. Si se formulan objeciones, el Liquidador arbitrará las medidas necesarias para que se obtenga el debido ajuste entre los acreedores o entre éstos y el Deudor, y se subsanen las objeciones. Si no se subsanan las objeciones deducidas, los créditos objeto de dichas objeciones se considerarán impugnados y el Liquidador los acumulará y emitirá un informe acerca de si existen o no fundamentos plausibles para ser considerados por el tribunal.


El Liquidador acompañará la nómina de créditos impugnados conjuntamente con su informe al tribunal y la publicará en el Boletín Concursal, dentro de los diez días siguientes a la expiración del plazo previsto para objetar señalado en el inciso primero del artículo anterior.


Agregada al expediente la nómina de créditos impugnados con el informe del Liquidador, el tribunal citará a una audiencia única y verbal para el fallo de las respectivas impugnaciones, dentro de décimo día contado desde la notificación de la resolución que tiene por acompañada la nómina de créditos impugnados. A dicha audiencia podrán concurrir los impugnantes, el Deudor, el Liquidador y los acreedores impugnados en su caso. El tribunal competente podrá, por una sola vez, suspender y continuar la referida audiencia con posterioridad.


La resolución que falle las impugnaciones ordenará la incorporación o modificación de los créditos en la nómina de créditos reconocidos, cuando corresponda. La referida nómina de créditos reconocidos modificada deberá publicarse en el Boletín Concursal dentro los dos días siguientes a la fecha en que se dicte la resolución señalada.


Artículo 177.- De las costas. El impugnante vencido será condenado en costas a beneficio del acreedor impugnado, a menos que el tribunal considere que ha tenido motivos plausibles para litigar. Las costas que se determinen serán equivalentes al diez por ciento del crédito impugnado y no podrán exceder de 500 unidades de fomento.


Lo anterior no será procedente en caso que el impugnante sea el Liquidador.


Artículo 178.- De la apelación. La resolución que se pronuncie sobre las impugnaciones será apelable en el sólo efecto devolutivo, gozando de preferencia para su inclusión a la tabla y para su vista y fallo.


Artículo 179.- Deber del Liquidador en los procesos de verificación e impugnación. El Liquidador deberá perseguir judicialmente el pago de las costas y multas a beneficio de la masa, pudiendo, al efecto, descontarlas administrativamente de cualquier reparto que deba practicar al acreedor obligado a su pago.


Artículo 180.- De la verificación extraordinaria de créditos. Los acreedores que no hayan verificado sus créditos en el período ordinario, podrán hacerlo mientras no esté firme y ejecutoriada la Cuenta Final de Administración del Liquidador, para ser considerados sólo en los repartos futuros, y deberán aceptar todo lo obrado con anterioridad. 


Los créditos verificados extraordinariamente podrán ser objetados o impugnados en conformidad al procedimiento establecido en los artículos 175 y 176, dentro del plazo de diez días contado desde la notificación de su verificación en el Boletín Concursal.

Párrafo 7. De las Juntas de Acreedores en los

Procedimientos Concursales de Liquidación


Artículo 181.- De las Juntas de Acreedores. Los acreedores adoptarán los acuerdos en Juntas de Acreedores celebradas de conformidad a las disposiciones del presente Párrafo, las que se denominarán, según corresponda, Junta Constitutiva, Juntas Ordinarias y Juntas Extraordinarias.


Artículo 182.- Del quórum para sesionar. Toda Junta de Acreedores se entenderá constituida legalmente para sesionar si cuenta con la concurrencia de uno o más acreedores que representen al menos el 25% del pasivo con derecho a voto, a menos que esta ley señale expresamente un quórum de constitución distinto. Los acuerdos se adoptarán con Quórum Simple, salvo que esta ley establezca un quórum diferente.


Artículo 183.- Asistencia y derecho a voz. Las Juntas de Acreedores serán públicas y el Liquidador podrá disponer que, por razones de seguridad y previa autorización judicial, se celebren sesiones con presencia limitada de público general. 


Tendrán derecho a voz:


1) Todos los acreedores que hayan verificado sus créditos, tengan o no derecho a voto. 


2) El Liquidador.


3) El Deudor.


4) El Superintendente de Insolvencia y Emprendimiento, o quien éste designe.


Artículo 184.- Nómina de asistencia. Los acreedores que asistan a las Juntas de Acreedores que se celebren con arreglo a este Párrafo deberán suscribir la correspondiente nómina de asistencia que al efecto proporcione el Liquidador, indicando su nombre completo o razón social y la individualización del apoderado que asiste en su representación, en su caso. Igual deber pesará sobre el Deudor.


Artículo 185.- Del acta y su publicación. De todo lo obrado en la Junta de Acreedores, incluyendo acuerdos adoptados y propuestas desestimadas, se levantará un acta, la que deberá ser suscrita por el Liquidador, el Deudor si lo estimare y los acreedores que para ello se designen en la misma Junta de Acreedores. Dicha acta será publicada al día siguiente por el Liquidador en el Boletín Concursal.


Artículo 186.- Certificado de no celebración de la Junta de Acreedores. En caso que no se celebrare una Junta de Acreedores por falta de quórum, el Liquidador certificará dicha circunstancia y deberá publicar el correspondiente certificado en el Boletín Concursal al día siguiente de aquel en que la Junta debió celebrarse.


Artículo 187.- Suspensión y reanudación de Juntas de Acreedores. En caso que durante cualquier Junta de Acreedores no se adoptasen uno o más acuerdos en razón de las abstenciones de los acreedores presentes con derecho a voto, el Liquidador podrá, a su sólo arbitrio, suspender la Junta de Acreedores una vez tratadas y votadas las respectivas materias, a efectos de lograr los quórum legales para adoptar tales propuestas.


La Junta suspendida se reanudará al segundo día en el mismo lugar y hora, pudiendo en todo caso fijarse otro distinto por Quórum Simple. En caso que el Liquidador haga uso de esta facultad se observarán las reglas que siguen:


1) Los acreedores se entenderán legalmente notificados de la fecha, hora, lugar y materias de la Junta que se reanudará, por el sólo ejercicio de la facultad prevista en este artículo.


2) Se levantará acta de lo obrado hasta el momento de la suspensión, según lo previsto en el artículo 185, dejándose constancia del ejercicio de la facultad de suspensión por parte del Liquidador, así como del porcentaje de votación favorable que hubieren alcanzado el o los acuerdos no adoptados en razón de las abstenciones de los acreedores presentes.


3) Los acuerdos que se hubieren adoptado antes de la suspensión no podrán ser modificados o alterados en la Junta de Acreedores reanudada y deberán ejecutarse conforme a las reglas generales, salvo que los mismos acreedores y por las mismas acreencias que concurrieron con su voto consientan en modificarlo o dejarlo sin efecto.


4) En la Junta de Acreedores reanudada se presumirá de derecho la mantención del quórum de asistencia existente al momento de la suspensión. 


5) Si los acreedores que se abstuvieron de votar un determinado acuerdo antes de la suspensión de la Junta de Acreedores no asistieren a la reanudación de la misma o si, asistiendo, se abstuvieren nuevamente de votar, se adicionará de pleno derecho su voto a la mayoría obtenida para ese acuerdo, consignada en el acta a que se refiere el número 2) precedente.


6) Se levantará una nueva acta de lo tratado en la Junta de Acreedores reanudada, la que deberá ser suscrita por el Liquidador y los acreedores asistentes, y se estará a lo dispuesto en el artículo 185.


Artículo 188.- Mandato para asistir a Juntas de Acreedores. La asistencia de los acreedores y del Deudor a las Juntas de Acreedores que se celebren podrá ser personal o a través de mandatario. A las Juntas de Acreedores que se celebren ante el tribunal, los acreedores deberán comparecer debidamente representados en la forma que exige la ley.


El mandato deberá constar en instrumento público o privado y, en este último caso, la firma del mandante deberá ser autorizada por el secretario del tribunal competente o por un ministro de fe. 


Se entenderá que el mandatario tiene idénticas facultades que las de su mandante y se tendrá por no escrita cualquier limitación que hubiere podido establecerse en el mandato. El mandatario podrá votar todos los acuerdos que sean presentados en cada una de las Juntas de Acreedores que se celebren. 


Se prohíbe otorgar mandato para asistir a Juntas de Acreedores a más de una persona, salvo para el caso de su reemplazo, pero un mismo mandatario puede serlo de uno o más acreedores.


Artículo 189.- Prohibición de fraccionar los créditos. Se prohíbe fraccionar los créditos después de dictada la Resolución de Liquidación y conferir mandato por una parte o fracción de un crédito. El contraventor y los que representen las porciones del crédito perderán el derecho a asistir a las Juntas de Acreedores. Todos los que hagan valer porciones de un crédito fraccionado dentro de los treinta días anteriores al pronunciamiento de la Resolución de Liquidación se contarán como una sola persona y emitirán un solo voto, procediéndose en la forma establecida en el inciso final de este artículo. 


Las disposiciones precedentes no serán aplicables al crédito dividido como consecuencia de la liquidación de una sociedad, o de la partición de una comunidad que no esté exclusivamente formada por dicho crédito.


El crédito perteneciente a una comunidad será representado sólo por uno de los comuneros. Si no se acuerda la designación del representante, cualquiera de ellos podrá solicitar tal designación al tribunal.


Artículo 190.- Del derecho a voto. Tendrán derecho a voto aquellos acreedores cuyos créditos estén reconocidos y aquellos a los que se les haya concedido el derecho a votar de conformidad al procedimiento dispuesto en el artículo siguiente, aunque sus créditos no estén reconocidos, hayan sido o no objetados o impugnados.


Artículo 191.- Audiencia de determinación del derecho a voto. Corresponderá al tribunal determinar el derecho a voto respecto de los acreedores indicados en el artículo anterior cuyos créditos no estén reconocidos, debiendo sujetar su decisión a las reglas siguientes:


1) Deberá celebrarse una audiencia el día inmediatamente anterior a la Junta de Acreedores, ante el tribunal y en presencia del secretario, a la que asistirán el Liquidador, el Deudor y los acreedores, estos dos últimos, si lo estiman pertinente.


2) La audiencia se celebrará a las 15:00 horas, horario que podrá ser modificado por el tribunal, de oficio o a petición de parte. 


3) La audiencia comenzará con la entrega de un informe escrito del Liquidador al tribunal acerca de la verosimilitud de la existencia y monto reclamado de los créditos no reconocidos. El informe se deberá referir especialmente a aquellos créditos que estén en alguna de las circunstancias previstas en el artículo 189. El Informe incluirá todos los créditos no reconocidos que se hubieren verificado hasta el día inmediatamente anterior a dicha audiencia.


4) A continuación, el tribunal oirá a aquellos acreedores que soliciten verbalmente argumentar la inclusión o conservación de su propio crédito en el informe o bien la exclusión de otros. No se admitirán presentaciones escritas para sustentar dichos argumentos.


5) Acto seguido, el tribunal resolverá en única instancia, con los antecedentes disponibles en dicha audiencia, los que apreciará de acuerdo a las normas de la sana crítica, dejando constancia en el acta respectiva. Contra la resolución del tribunal sólo procederá el recurso de reposición, que deberá ser interpuesto y resuelto en la misma audiencia.


6) El acta indicará los acreedores y el monto concreto que gozará de derecho a voto en la Junta a celebrar. 


7) El reconocimiento de derecho a voto sólo producirá efectos para la Junta de Acreedores en referencia y en nada limitará la libertad del Liquidador y de los acreedores para objetar o impugnar el crédito y sus preferencias de acuerdo a esta ley, ni la del tribunal para resolver la impugnación.


8) El Liquidador deberá asistir personalmente a las audiencias de determinación del derecho a voto previas a la Junta Constitutiva y a la primera Junta Ordinaria de Acreedores, pudiendo asistir su apoderado judicial a las restantes.


Artículo 192.- Excepción y limitación al ejercicio del derecho a voto. Las Personas Relacionadas con el Deudor no gozarán de derecho a voto, ni tampoco se considerarán en el cálculo del respectivo quórum.


El acreedor o su mandatario que tengan un conflicto de interés o un interés distinto del inherente a la calidad de acreedor del Deudor respecto de un determinado acuerdo deberán abstenerse de votar dicho acuerdo y tampoco se considerarán en el cálculo del respectivo quórum.


Artículo 193.- Participación de créditos pagados. Los acreedores no tendrán derecho a voto por los créditos que hubieren sido totalmente pagados a causa de un reparto, de un pago administrativo o por cualquier otra forma, incluso por un tercero. Si el pago del crédito hubiere sido parcial, el acreedor tendrá derecho a voto sólo por el saldo insoluto.


Artículo 194.- De la Junta Constitutiva. Es la primera Junta de Acreedores que se celebra una vez iniciado el Procedimiento Concursal de Liquidación. Tendrá lugar al trigésimo segundo día contado desde la publicación en el Boletín Concursal de la Resolución de Liquidación y se realizará en las dependencias del tribunal o en el lugar específico que éste designe, a la hora que la misma resolución fije.


Artículo 195.- Segunda citación a la Junta Constitutiva. En caso de no celebrarse la Junta Constitutiva por falta del quórum necesario para sesionar, se procederá a convocar a una segunda sesión, la que deberá efectuarse el segundo día, a la misma hora y en igual lugar. El secretario del tribunal deberá dejar constancia de esta situación en el acta que se levante y desde entonces los acreedores se entenderán legalmente notificados de esa segunda citación. La Junta así convocada se tendrá por constituida y se celebrará con los acreedores que asistan, adoptándose las decisiones con Quórum Simple de los presentes, sin perjuicio de las materias que exijan quórum distintos.


Artículo 196.- Inasistencia de acreedores en segunda citación. Si en la segunda citación no asiste ningún acreedor con derecho a voto, el secretario del tribunal certificará esta circunstancia, produciéndose los siguientes efectos, sin necesidad de declaración judicial:


1) Los Liquidadores, titular y suplente provisionales, se entenderán ratificados de pleno derecho en sus cargos, asumiendo ambos la calidad de definitivos, sin perjuicio de la facultad prevista en el artículo 201 de esta ley.


2) El Liquidador publicará en el Boletín Concursal, dentro de tercero día contado desde aquel en que la Junta de Acreedores en segunda citación debió celebrarse, lo siguiente:


a) Una referencia a la certificación practicada por el secretario del tribunal, indicada en el encabezamiento de este artículo. 


b) La cuenta sobre el estado preciso de los negocios del Deudor, de su activo y pasivo y de la labor por él realizada.


c) El lugar, día y hora en que se celebrarán las Juntas Ordinarias, que el mismo Liquidador fijará.


3) El Liquidador dará inicio al procedimiento de liquidación simplificada o sumaria.


Artículo 197.- Materias de la Junta Constitutiva. La Junta Constitutiva tratará las siguientes materias:


1) El Liquidador titular provisional deberá presentar una cuenta escrita, la que además expondrá verbal y circunstanciadamente, acerca del estado preciso de los negocios del Deudor, de su activo y pasivo, y de la gestión realizada, incluyendo un desglose de los gastos incurridos a la fecha. Asimismo, deberá informar si los activos del Deudor se encuentran en la situación prevista en la letra b) del artículo 204.


2) La ratificación de los Liquidadores titular y suplente provisionales, o bien, la designación de sus reemplazantes. Los Liquidadores que no hubieren sido ratificados continuarán en sus cargos hasta que asuman sus reemplazantes. Dentro de diez días contados desde la nueva designación deberá suscribirse entre el Liquidador no ratificado y el que lo remplace un acta de traspaso en que conste el estado preciso de los bienes del Deudor y cualquier otro aspecto relevante para una adecuada continuación del Procedimiento Concursal de Liquidación. En el mismo plazo deberán entregarse todos los antecedentes, documentos y otros instrumentos del Deudor que se encuentren en poder del Liquidador no ratificado. Una copia del acta antes indicada deberá ser remitida a la Superintendencia.


3) La determinación del día, hora y lugar en que sesionarán las Juntas Ordinarias. Éstas deberán tener lugar al menos semestralmente. 


4) La designación de un presidente titular y uno suplente y un secretario titular y uno suplente, de entre los acreedores con derecho a voto o sus representantes, para las futuras sesiones. 


5) Un plan o propuesta circunstanciada de la realización de los bienes del Deudor, la estimación de los principales gastos del Procedimiento Concursal de Liquidación y la continuación de las actividades económicas, de conformidad a lo previsto en el Título 4 de este Capítulo, en los casos que proceda.


6) Cualquier otro acuerdo que la Junta estime conducente, con excepción de aquellos que recaigan sobre materias propias de Juntas Extraordinarias.


Artículo 198.- Formalidades de la Junta Constitutiva. La Junta Constitutiva será presidida por el juez que esté conociendo del Procedimiento Concursal de Liquidación y actuará como ministro de fe el secretario del tribunal. De los puntos tratados, los acuerdos adoptados y demás materias que el tribunal estime pertinentes deberá dejarse constancia en un acta que será firmada por el juez, el secretario, el Liquidador, los acreedores que lo soliciten y el Deudor, si así lo decide. Una copia autorizada de dicha acta será agregada al expediente, publicada en el Boletín Concursal dentro del tercer día siguiente de levantada, e incorporada al libro de actas que llevará el Liquidador.


Artículo 199.- De la Primera Junta Ordinaria. Son materias obligatorias a tratar en la Primera Junta Ordinaria, si éstas no se hubieren acordado en la Junta Constitutiva, las siguientes: 


1) El informe acerca del activo y pasivo del Deudor, especialmente las variaciones que hubieren experimentado desde la Junta Constitutiva, que el Liquidador deberá presentar por escrito y explicar verbalmente;


2) El plan o propuesta circunstanciada de realización de los bienes del Deudor, y


3) La estimación de los principales gastos del Procedimiento Concursal de Liquidación.


También podrá tratarse y acordarse, a proposición del Liquidador, del Deudor o de cualquier acreedor asistente con derecho a voto, la continuación de actividades económicas, de conformidad a lo previsto en el Título 4 de este Capítulo.


Asimismo, los acreedores podrán acordar, con Quórum Especial, la no celebración de Juntas Ordinarias por un período determinado, o bien, su celebración por citación expresa del Liquidador o de acreedores que representen a lo menos el 25% del pasivo con derecho a voto. En estos casos, el Liquidador procederá de acuerdo al artículo 48 y no será necesario otorgar el certificado a que se refiere el artículo 186.


Artículo 200.- Procedencia de la Junta Extraordinaria. La Junta Extraordinaria tendrá lugar en los casos siguientes:


a) Cuando fuere ordenada por el tribunal;


b) A petición del Liquidador o de la Superintendencia; 


c) Cuando un acreedor o acreedores que representen a lo menos el 25% del pasivo con derecho a voto lo soliciten por escrito al Liquidador, quien ejecutará los actos necesarios para su celebración, y


d) Cuando así lo hubieren acordado los acreedores en Junta Ordinaria con Quórum Simple.


Artículo 201.- Materias de Juntas Extraordinarias. Son materias de Juntas Extraordinarias las solicitadas por el o los peticionarios señalados en el artículo anterior. Además, serán materias exclusivas de Juntas Extraordinarias las siguientes:


1) La revocación de los Liquidadores titular y suplente definitivos.


2) La presentación de proposiciones de Acuerdos de Reorganización Judicial en los términos del Capítulo III y del Párrafo 5 del Título 5 del Capítulo IV de esta ley.


3) Los acuerdos sobre contrataciones especializadas previstas en el artículo 41 de esta ley. 


4) Los anticipos de honorarios que solicite el Liquidador durante el Procedimiento Concursal de Liquidación, de acuerdo a lo establecido en el artículo 39 de esta ley.


Artículo 202.- Formalidades de la citación a Junta Extraordinaria. El peticionario deberá requerir por escrito al Liquidador la citación a Junta Extraordinaria, acreditando el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 200. Si el peticionario es el juez o la Superintendencia, bastará cualquier medio idóneo de comunicación al Liquidador. En el requerimiento que se presente al Liquidador deberá precisarse las materias a tratar en la Junta Extraordinaria y en ésta sólo podrán discutirse y decidirse tales materias. En cuanto a la determinación de día, hora y lugar se seguirán las reglas siguientes:


1) Si el requirente es el tribunal o la Superintendencia, se estará a la fecha que éstos fijen, debiendo el Liquidador disponer los medios que permitan su celebración.


2) Si el requirente es uno o más acreedores que representen al menos el 25% del pasivo con derecho a voto, se estará a la fecha que de común acuerdo fijen con el Liquidador. En caso de desacuerdo, se estará a lo señalado por el o los requirentes.


3) Si la decisión ha sido adoptada en Junta Ordinaria de Acreedores, el acuerdo deberá indicar la fecha de celebración de la Junta Extraordinaria, debiendo el Liquidador ajustarse a dicha decisión.


El Liquidador deberá publicar la citación a la Junta Extraordinaria de Acreedores en el Boletín Concursal al día siguiente a la solicitud,  adjuntando copia de la solicitud que se le haya presentado.


La Junta deberá celebrarse transcurridos a lo menos tres días desde la publicación de la citación por el Liquidador en el Boletín Concursal.


Artículo 203.- Comisión de acreedores. La Junta de Acreedores podrá acordar, con Quórum Calificado, la constitución de una Comisión de Acreedores, para los efectos de adoptar los acuerdos que se comprendan dentro de la órbita de su competencia con validez general. Su composición, facultades, duración y procedimientos aplicables serán determinados por la propia Junta de Acreedores, con el mismo quórum anterior.

Título 2. De la realización simplificada o sumaria

Párrafo 1. Del ámbito de aplicación de la realización simplificada o sumaria


Artículo 204.- Ámbito de aplicación. La realización simplificada o sumaria prevista en este Título se aplicará en los siguientes casos: 


a) Si el Deudor califica como micro empresa, de conformidad a lo dispuesto en el artículo segundo de la ley N° 20.416, circunstancia que será acreditada por el Liquidador, para lo cual podrá requerir al Servicio de Impuestos Internos la información relativa al nivel de ventas del Deudor.


b) Si el Liquidador informare a los acreedores en la Junta Constitutiva que el producto probable de la realización del activo a liquidar no excederá las 5.000 unidades de fomento. Si el Deudor o cualquier acreedor no estuviere de acuerdo con la estimación efectuada por el Liquidador, deberá formular verbalmente su oposición en la misma Junta Constitutiva. El tribunal, luego de escuchar a los interesados y al Liquidador, deberá resolver la controversia en la misma Junta. Contra la resolución que pronuncie no procederá recurso alguno. 


c) Si la Junta Constitutiva no se celebrare en segunda citación por falta de quórum.


d) Si la Junta Constitutiva se celebrare en segunda citación con asistencia igual o inferior al 20% del pasivo total con derecho a voto.


e) Si la Junta lo acuerda.


f) Si fuere procedente la aplicación del artículo 211 de esta ley.

Párrafo 2. De la realización simplificada o sumaria propiamente tal


Artículo 205.- Reglas de realización de los bienes. Los valores mobiliarios con presencia bursátil se venderán en remate en bolsa. Los demás bienes muebles e inmuebles se liquidarán mediante venta al martillo, conforme a las siguientes reglas:


a) El Liquidador designará a un Martillero Concursal.


b) Las bases y demás condiciones de venta serán confeccionadas por el Liquidador, presentadas al tribunal y publicadas en el Boletín Concursal. Los acreedores y el Deudor podrán, dentro de segundo día, objetar las bases. En tal caso, el tribunal citará a las partes a una única audiencia verbal, que se celebrará a más tardar al quinto día desde el vencimiento del plazo para objetar, con las partes que asistan. La citación a audiencia se notificará por el Estado Diario. 


El tribunal resolverá las objeciones deducidas en la audiencia y contra su resolución sólo podrá deducirse verbalmente reposición, la que deberá ser resuelta en la misma oportunidad. 


El costo de la redacción de las bases será del Liquidador, con cargo al honorario único que perciba en conformidad a lo dispuesto en el artículo 40 de esta ley. 


c) Una vez resueltas las objeciones, las bases y las demás condiciones se publicarán en el Boletín Concursal, con a lo menos cinco días de anticipación a la fecha del remate y sin perjuicio de las restantes formas de publicidad que prevean las mismas bases. 


d) En el caso de bienes inmuebles, las bases deberán considerar el otorgamiento de una garantía de seriedad exigible a todo postor de, a lo menos, el 10% del mínimo por cada bien raíz a rematar. Dicha garantía subsistirá hasta que se otorgue la escritura definitiva de compraventa y se inscriba el dominio del comprador en el conservador de bienes raíces respectivo, libre de todos los gravámenes cuya cancelación y/o alzamiento se hubiese comprometido en las bases.


e) El mínimo del remate de bienes inmuebles o de derechos sobre ellos corresponderá al fijado por la Junta  Constitutiva de Acreedores o, en su defecto, al Avalúo Fiscal vigente al semestre en que ésta se efectúe, o a la proporción que corresponda según dicho avalúo, respectivamente. En caso que no se presentaren postores, se deberá efectuar un nuevo remate en un plazo máximo de veinte días, y el mínimo corresponderá al 50% del fijado originalmente. Si tampoco se presentaren postores en este segundo llamado, se deberá efectuar un nuevo remate en un plazo máximo de veinte días, sin mínimo.


f) El mínimo del remate de bienes muebles corresponderá al fijado por la Junta Constitutiva de Acreedores o, en su defecto, se subastarán sin mínimo.


g) El Martillero Concursal deberá rendir cuenta de su gestión en los términos del artículo 217. 


h) Los bienes deberán venderse dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de celebración de la Junta Constitutiva o desde que ésta debió celebrarse en segunda citación. Tratándose de bienes incautados con posterioridad a aquélla, el término se contará desde el día de la diligencia de incautación.


Artículo 206.- Deber de información y cumplimiento de plazos. En el caso que no sea posible cumplir con los plazos de realización fijados en la letra h) del artículo anterior, el Liquidador deberá informar dicha circunstancia a la Superintendencia con a lo menos quince días de anticipación al vencimiento, explicando las razones del retraso. Lo anterior no lo exime de perseverar en la venta de los bienes, debiendo justificar su demora cada treinta días. En caso que el retraso fuere imputable al Liquidador, la Superintendencia podrá hacer uso de sus potestades sancionadoras, de conformidad a esta ley.


Artículo 207.- Acuerdos de la Junta Constitutiva sobre la realización sumaria. Los acreedores podrán acordar, en la Junta Constitutiva y con Quórum Calificado, una fórmula de realización diferente a las señaladas en este Párrafo. Cualquiera sea la modalidad que se acuerde, ésta deberá ejecutarse dentro de los plazos indicados en la letra h) del artículo 205.

Título 3. De la realización ordinaria de bienes

Párrafo 1. De las normas generales


Artículo 208.- Principio general de realización ordinaria. La determinación de la forma de realización de los bienes del deudor, sus plazos, condiciones y demás características, corresponderá a la Junta de Acreedores.


Artículo 209.- Fórmulas de realización ordinaria. Los bienes del deudor podrán realizarse mediante:


1) La venta al martillo de bienes muebles e inmuebles.


2) La venta por medio de remate en bolsa de valores si se trata de valores mobiliarios con presencia bursátil.


3) Otra forma distinta de realización de bienes, incluyendo entre ellas la venta como unidad económica establecida en el artículo 218 y las ofertas de compra directa previstas en el Párrafo 4 de este Título. 


Artículo 210.- Plazos para la realización ordinaria. Cualquiera sea la forma de realización de los activos, ésta deberá efectuarse en el menor tiempo posible, el que no podrá exceder de cuatro meses para los bienes muebles, y de siete para los inmuebles, ambos contados desde la fecha de celebración de la Junta Constitutiva o desde que ésta debió haberse celebrado en segunda citación. 


Con todo, los acreedores podrán acordar, con Quórum Calificado y antes del vencimiento de los plazos señalados, su extensión fundada hasta por cuatro meses más. Podrá procederse al otorgamiento de nuevas prórrogas, las que deberán acordarse con el mismo quórum indicado anteriormente y contar con la autorización fundada de la Superintendencia. 


La extensión del plazo podrá referirse a bienes específicos o, en general, a todos los bienes cuya realización esté pendiente.


Artículo 211.- Silencio de los acreedores. Los bienes cuya forma de enajenación no hubiere sido acordada por los acreedores dentro de los sesenta días contados desde la fecha de la Junta Constitutiva o desde la notificación del acta de incautación del activo correspondiente en caso que ésta se practicare con posterioridad, se enajenarán necesariamente de acuerdo a las reglas de la realización sumaria o simplificada. El Liquidador deberá dejar constancia de esta circunstancia en el expediente y, desde la fecha en que el tribunal lo tenga presente, se contará el plazo para enajenar previsto en la letra h) del artículo 205.


Artículo 212.- Deber de información del Liquidador y fiscalización de plazos. Si el Liquidador estima que no se podrá dar cumplimiento a los plazos de realización establecidos en el artículo 210 deberá comunicarlo a la Superintendencia, explicando las razones del retraso. Esta comunicación deberá efectuarse a lo menos quince días antes del vencimiento del plazo de realización ordinaria. El incumplimiento de este deber de información será considerado falta grave para los efectos del número 2) del artículo 340.


Artículo 213.- Regla especial para realizaciones impostergables. El Liquidador podrá realizar en cualquier momento, al martillo o en venta directa, los bienes muebles del Deudor que considere que estén expuestos a próximo deterioro o desvalorización inminente o exijan una conservación dispendiosa. En la Junta inmediatamente posterior, el Liquidador deberá informar a los acreedores sobre los bienes realizados, su forma de enajenación y los recursos obtenidos de ella. Si no hubiere Juntas posteriores, cumplirá informando en tal sentido a la Superintendencia y consignándolo en las cuentas provisorias que deba rendir.

Párrafo 2. De las ventas al martillo


Artículo 214.- Del Martillero Concursal. Sin perjuicio de las disposiciones contenidas en la ley N° 18.118, sobre ejercicio de la actividad de martillero público, se entenderán como martilleros habilitados para rematar bienes de un Procedimiento Concursal sólo aquellos incluidos en una nómina que al efecto confeccionará y llevará la Superintendencia. 


Cualquier martillero que cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 14, en lo que les sean aplicables, y que se someta voluntariamente a las disposiciones de esta ley y a la fiscalización de la Superintendencia exclusivamente respecto de los Procedimientos Concursales en los que participe, podrá solicitar su inclusión en la Nómina de Martilleros Concursales.


Artículo 215.- Adopción del acuerdo y formalidades básicas. El acuerdo de venta al martillo podrá versar tanto sobre bienes muebles como inmuebles del Deudor. El acuerdo deberá designar al Martillero Concursal, elegido de una terna propuesta por el Liquidador y confeccionada sólo con aquellos Martilleros Concursales incluidos en la nómina llevada por la Superintendencia. Las demás condiciones de la venta deberán constar en las bases que proponga el Liquidador en la misma Junta, para la aprobación de los acreedores. 


Con a lo menos cinco días de anticipación a la fecha del remate, el Liquidador deberá publicar en el Boletín Concursal las bases aprobadas por la Junta de Acreedores, sin perjuicio de otros medios adicionales de publicidad que las mismas bases puedan consignar.


Artículo 216.- Comisión del Martillero Concursal. El Martillero Concursal percibirá una comisión única por el ejercicio de sus funciones, equivalente a un porcentaje sobre el monto total de realización de los bienes encargados rematar. Esta comisión será de cargo del adjudicatario.


La comisión señalada no podrá exceder de un 2% sobre el monto total de realización de bienes inmuebles y de un 7% sobre el monto total de realización de bienes muebles. 


La Junta de Acreedores, con Quórum Calificado, podrá acordar aumentar la comisión correspondiente a un Martillero Concursal, en cuyo caso el aumento será de cargo del acreedor o acreedores que expresamente lo consientan. El señalado aumento de comisión deberá consignarse en el acuerdo de venta al martillo.


Cualquier contravención a este artículo será sancionada conforme al artículo 27 de esta ley.


A los Martilleros Concursales no les serán aplicables las comisiones reguladas en la ley N° 18.118.


Artículo 217.- Rendición de cuenta. Dentro del quinto día siguiente a la fecha del remate, el Martillero Concursal deberá rendir ante la Superintendencia una cuenta detallada y desglosada de los bienes rematados, así como de los ingresos, gastos y resultado final del remate o subasta, y publicarla en el Boletín Concursal. La Superintendencia podrá objetar u observar su contenido, conforme a lo previsto en el número 5) del artículo 339.


Asimismo, el Liquidador, el Deudor y los acreedores podrán objetar la cuenta presentada por los Martilleros Concursales, siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 49 y siguientes de esta ley en cuanto sea procedente.

Párrafo 3. De la venta como unidad económica


Artículo 218.- Acuerdo. La Junta de Acreedores podrá acordar vender un conjunto de bienes bajo la modalidad de venta como unidad económica. Esta modalidad se regirá por las siguientes reglas:


1) El acuerdo deberá incluir los bienes sujetos a la venta, cualquiera sea su naturaleza. En el evento de que se enajenare un conjunto de bienes ubicados en un bien raíz que no sea de propiedad del Deudor, se incluirán en la venta los derechos que en dicho inmueble le correspondan, cualquiera sea el tenor de la convención o la naturaleza de los hechos en que se funda la posesión, uso o mera tenencia del inmueble.


2) Asimismo, el acuerdo deberá señalar el precio mínimo de la venta del conjunto de bienes, forma de pago y garantías, sin perjuicio de las demás modalidades y condiciones de la enajenación que se puedan acordar.


Artículo 219.- Efectos del acuerdo de venta como unidad económica. Acordada la enajenación como unidad económica, se suspende el derecho de los acreedores hipotecarios, prendarios y retencionarios para iniciar o proseguir en forma separada las acciones dirigidas a obtener la realización de los bienes que garantizan sus respectivos créditos y que se encuentren comprendidos dentro de la unidad económica. La aprobación de las bases se entenderá como suficiente autorización para los efectos contemplados en los números 3 y 4 del artículo 1464 del Código Civil.


Artículo 220.- Determinación del monto de realización de los bienes hipotecados, prendados o retenidos. Cuando en el conjunto de bienes hubiere activos afectos a hipoteca, prenda o retención, la Junta de Acreedores podrá acordar que se indique específicamente en las bases la parte del precio de venta de la unidad económica que corresponderá a cada activo en garantía, tanto respecto del precio mínimo como de un eventual sobreprecio en caso de remate, para el sólo efecto de que dichos acreedores puedan hacer valer los derechos que procedan de acuerdo a esta ley. La parte del precio asignada al bien gravado con hipoteca, prenda o retenido no podrá ser inferior al Avalúo Fiscal o a la valorización que efectúe el Liquidador del bien gravado con prenda, salvo aceptación expresa del acreedor hipotecario, prendario o retencionario.


Los acreedores hipotecarios, prendarios o retencionarios que hubieren votado en contra de la valoración asignada por la Junta de Acreedores podrán solicitar al tribunal su rectificación, dentro de tercero día desde la adopción del respectivo acuerdo. En tal caso, el acreedor hipotecario, prendario o retencionario podrá acompañar siempre un informe pericial de tasación del respectivo bien, el cual tendrá presente el tribunal para la determinación final del valor.


En virtud de lo anterior, el tribunal citará a una audiencia verbal, que se celebrará a más tardar al quinto día con las partes que asistan. La citación a audiencia se notificará por el Estado Diario. El tribunal resolverá las objeciones deducidas en la audiencia y contra esa resolución sólo podrá deducirse reposición verbal, la que deberá ser resuelta en la misma oportunidad. 


La tramitación de la rectificación solicitada no suspenderá la ejecución del acuerdo adoptado por la Junta de Acreedores.


Artículo 221.- Calificación de la venta de los bienes como unidad económica. La venta de los bienes como unidad económica no calificará como venta de establecimiento comercial.


Artículo 222.- Trámites posteriores. La venta como unidad económica deberá constar en escritura pública en la que se indicarán los hechos y/o requisitos que acrediten el cumplimiento de las disposiciones anteriores. Dicha escritura será aprobada por el tribunal, el cual ordenará el alzamiento y cancelación de todos los gravámenes y prohibiciones que pesen sobre los bienes que integran la unidad económica.


Los bienes que integran la unidad económica se entenderán constituidos en hipoteca o prenda sin desplazamiento, según su naturaleza, por el sólo ministerio de la ley, para caucionar los saldos insolutos de precio y cualquiera otra obligación que el adquirente haya asumido como consecuencia de la adquisición, salvo que la Junta de Acreedores, al pronunciarse sobre las bases respectivas, hubiese excluido expresamente determinados bienes de tales gravámenes.

Párrafo 4. De la oferta de compra directa


Artículo 223.- Deber de información del Liquidador. Todas las ofertas de compra directa que se formulen deberán dirigirse por escrito al Liquidador, quien las expondrá a los acreedores en la Junta de Acreedores inmediatamente siguiente.


Artículo 224.- Quórum y acuerdos. La aceptación por parte de la Junta de Acreedores de una oferta de compra directa requerirá de Quórum Especial. Tratándose de ofertas cuya venta no se pudo perfeccionar por no haberse logrado acuerdo con el quórum exigido, la Junta podrá acordar, por Quórum Calificado y con el conocimiento del oferente, que los bienes incluidos en la oferta de compra directa sean previamente ofrecidos en remate al martillo a cualquier interesado. 


Las condiciones del remate deberán ser incluidas en las bases que se confeccionen y, en ellas, el precio mínimo de los bienes a rematar deberá ser igual al monto ofrecido por el oferente. Si no se presentaren postores en esa oportunidad, se llevará a cabo la venta propuesta por el oferente, en sus términos originales.

Párrafo 5. Del leasing o arrendamiento con opción de compra


Artículo 225.- De la incautación. Los bienes que el Deudor tenga en su poder en virtud de un contrato de arrendamiento con opción de compra deberán ser incautados por el Liquidador en la forma dispuesta en los artículos 164 y 165 de esta ley, debiendo dejar constancia en el acta que levante que se trata de bienes objeto de un contrato de arrendamiento con opción de compra.


Los gastos que irroguen la conservación, custodia y/o bodegaje de dichos bienes deberán ser asumidos por la masa. En caso de desacuerdo en el monto correspondiente, resolverá incidentalmente el juez competente, sin ulterior recurso.


Artículo 226.- Efecto de la Resolución de Liquidación en los contratos de arrendamiento con opción de compra. La dictación de la Resolución de Liquidación no constituirá causal de terminación inmediata del contrato de arrendamiento con opción de compra, teniéndose por no escrita cualquier cláusula o estipulación en contrario.


La Junta Constitutiva de Acreedores deberá pronunciarse y acordar al respecto alguna de las siguientes alternativas:


1.- Continuar con el cumplimiento del contrato de arrendamiento con opción de compra, en los términos originalmente pactados. 


2.- Ejercer anticipadamente la opción de compra, en los términos establecidos en el respectivo contrato de arrendamiento con opción de compra.


3.- Terminar anticipadamente el contrato de arrendamiento con opción de compra con el acuerdo del arrendador, restituyendo el bien.


Para el caso en que no se celebrare la referida Junta, o ésta no se pronunciare al respecto, se entenderá que se opta por la alternativa regulada en el número 3 precedente.


Artículo 227.- De la verificación. El arrendador podrá verificar siempre en el Procedimiento Concursal de Liquidación del Deudor arrendatario aquellas cuotas devengadas e impagas hasta la fecha de la Resolución de Liquidación. 


Respecto de las obligaciones que nazcan en virtud del ejercicio de las opciones reguladas en el artículo anterior, se estará a lo siguiente:


a) Si la Junta Constitutiva de Acreedores acordare continuar con el contrato de arrendamiento con opción de compra vigente en los términos originalmente pactados, las rentas que se devenguen con posterioridad a la fecha de la Resolución de Liquidación serán de cargo de la masa, y se pagarán en los términos y condiciones originalmente estipulados en el referido contrato.


b) Si la Junta Constitutiva de Acreedores acordare el ejercicio anticipado de la opción de compra en los términos originalmente pactados, su pago será de cargo de la masa. El Liquidador deberá efectuarlo dentro de los treinta  días siguientes a la fecha en que se adoptó el acuerdo, prorrogables por igual período, previa autorización del tribunal. 


Si el pago no se hiciere efectivo dentro del plazo señalado, el acreedor arrendador podrá poner término al contrato de arrendamiento con opción de compra, caso en el cual se estará a lo dispuesto en el literal siguiente.


c) Si la Junta Constitutiva de Acreedores acordare el término anticipado del contrato de arrendamiento con opción de compra con acuerdo del arrendador, se deberá restituir al arrendador el bien objeto del referido contrato dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se adoptó el acuerdo, prorrogables por igual período, previa autorización del tribunal competente.


Si el contrato incluyese multas, ellas podrán ser verificadas únicamente con el mérito de una sentencia definitiva firme o ejecutoriada que declare terminado el contrato de arrendamiento con opción de compra y que conceda las cantidades reclamadas


Para los efectos del ejercicio de las opciones establecidas en las letras b) y c), el arrendador no podrá condicionar el ejercicio de la opción de compra al pago por parte del Deudor arrendatario de las rentas debidas, devengadas con anterioridad a la Resolución de Liquidación.


Artículo 228.- Realización de bienes sujetos a un contrato de arrendamiento con opción de compra. Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la Junta Constitutiva de Acreedores, con Quórum Calificado, podrá acordar con el arrendador una fórmula de realización que incluya los bienes objeto del contrato de arrendamiento con opción de compra, en cuyo caso se estará a las estipulaciones pactadas, las que deberán constar en el acta respectiva, la cual incluirá el valor que se asigna a dichos bienes. 


La parte del crédito verificado con ocasión del contrato de arrendamiento con opción de compra que no alcance a ser cubierta con el producto de la realización del bien objeto del referido contrato, se considerará incobrable para todos los efectos legales a que hubiere lugar.

Párrafo 6. De las reglas complementarias a la realización


Artículo 229.- Créditos morosos y activos muebles de difícil realización. La Junta de Acreedores tendrá la facultad de donar a una institución de caridad o vender, en la forma y al precio que estime convenientes, los créditos morosos y activos muebles de difícil realización, cumpliendo los requisitos que siguen:


1) Acuerdo de la Junta de Acreedores, adoptado por Quórum Calificado;


2) Que no se haya efectuado postura alguna respecto del bien, habiéndose ofertado al martillo y sin precio mínimo, o


3) Si el Liquidador ha efectuado las gestiones para realizarlo al martillo y al menos tres Martilleros Concursales hayan rechazado el encargo ofrecido por el bajo monto esperado de realización.


En caso que se opte por donar bienes a una institución de caridad o beneficencia, tal decisión se encontrará liberada del trámite de insinuación y estará exenta del impuesto a las donaciones. Los gastos que irrogue la entrega de tales bienes serán de cargo del beneficiario.


Artículo 230.- Decisión de no perseverar en la persecución de bienes. La Junta de Acreedores podrá acordar, con Quórum Calificado, la no persecución de uno o más bienes determinados del Deudor, en atención a que el costo estimado para recuperarlos es superior al beneficio esperado de su realización. Asimismo, el Liquidador podrá hacer uso de esta facultad si no se hubiese adoptado el acuerdo respectivo en dos Juntas de Acreedores ordinarias consecutivas por falta de quórum de asistencia, siempre que dicho asunto haya estado incluido en la tabla de ambas sesiones.

Título 4. De la continuación de actividades económicas


Artículo 231.- Principio general. Se podrán desarrollar actividades económicas con los activos del Deudor con sujeción a las normas de este Título.


Artículo 232.- Tipos o clases. La continuación de actividades económicas podrá ser:


1) Provisional: aquella que es decidida por el Liquidador con miras a: 


a) Aumentar el porcentaje de recuperación por parte de los acreedores del Deudor; 


b) Facilitar la ejecución de prestaciones que se encontraren pendientes y de las cuales se derive un beneficio para la masa, y 


c) Propender a la realización de los activos del Deudor como unidad económica. 


El ejercicio de esta facultad sólo podrá tener lugar desde que el Liquidador asuma su cargo y se extenderá hasta la celebración de la Junta de Acreedores Constitutiva.


2) Definitiva: aquella que es acordada con Quórum Especial por la Junta de Acreedores Constitutiva u otra posterior, y a proposición del Liquidador o de cualquier acreedor.


Artículo 233.- Continuación provisional de actividades económicas. La continuación provisional de actividades económicas del Deudor se regirá por las siguientes disposiciones:


1) El Liquidador deberá informar al tribunal y a la Superintendencia las razones que justifiquen su decisión, los bienes adscritos a la continuación provisional y la fecha exacta de su inicio. Estas comunicaciones deberán efectuarse al día siguiente de aquél en que el Liquidador disponga la continuación.


2) La administración de la continuación provisional de actividades económicas recaerá exclusivamente en el Liquidador, quien tendrá derecho a percibir un honorario adicional por esa gestión. El monto a percibir será determinado en la Junta de Acreedores Constitutiva y, en caso de desacuerdo, por el tribunal, en la misma Junta y sin ulterior recurso.


3) En la Junta de Acreedores Constitutiva el Liquidador deberá presentar a los acreedores un informe pormenorizado acerca de todas las operaciones ejecutadas en el desarrollo de la continuación provisional de actividades económicas, conjuntamente con un detalle de los ingresos y egresos del período y un resumen sobre la situación tributaria de la continuación referida. 


Una vez recibido el informe del Liquidador la Junta de Acreedores podrá acordar la continuación definitiva de dichas actividades, en cuyo caso regirán las disposiciones del artículo siguiente.


Artículo 234.- Continuación definitiva de actividades económicas. El acta de la Junta de Acreedores en que conste la continuación definitiva deberá contener, a lo menos, los siguientes puntos:


1) Actividades específicas a continuar.


2) Bienes adscritos. Si la continuación incluyese bienes hipotecados, prendados o sujetos al derecho legal de retención se suspenderá el derecho de los acreedores respectivos para ejercer sus acciones en tales bienes, siempre que hubieren votado a favor de dicha continuación.


3) Identificación del administrador siempre que fuere distinto del Liquidador y sus facultades. El acuerdo de nombramiento del Liquidador requerirá de Quórum Especial.


4) Honorarios totales o fórmula de cálculo correspondiente al plazo que se acuerde o resultados que se proyecten. Tratándose de pagos periódicos se aplicará al administrador el deber de retención previsto en el número 6) del artículo 39 de esta ley.


5) Plazo. No podrá ser superior a un año contado desde el acuerdo respectivo. Será prorrogable por una sola vez, con Quórum Especial, mediante acuerdo obtenido en Junta de Acreedores Ordinaria o Extraordinaria celebrada al menos diez días antes del vencimiento. En caso de prórroga, la Junta deberá designar un administrador de la continuación de las actividades económicas, nombramiento que no podrá recaer en el Liquidador. 


Si la Junta acordare la venta de los activos del Deudor como unidad económica, podrá también acordar, con Quórum Especial, proseguir la continuación por el tiempo indispensable para la concreción de ese acuerdo, aun cuando se exceda el plazo máximo ya indicado.


Artículo 235.- Administración separada. Si la administración de la continuación definitiva de actividades económicas recayere en una persona distinta del Liquidador, se observarán las disposiciones siguientes:


1) Respecto de aquellos bienes no adscritos a dicha continuación, el Liquidador mantendrá su administración y procederá de conformidad a las reglas generales.


2) Respecto de los bienes adscritos a dicha continuación, el Liquidador tendrá las facultades del artículo 294 del Código de Procedimiento Civil, reportando a la Junta de Acreedores Ordinaria las circunstancias que considere oportunas para el resguardo de los intereses de los acreedores y el Deudor.


3) Cualquier controversia que se suscite entre el administrador de la continuación definitiva de las actividades económicas y el Liquidador será resuelta por el tribunal en una audiencia verbal citada al efecto, para lo cual podrá solicitar informe a la Superintendencia.


4) La Superintendencia tendrá sobre el administrador de la continuación definitiva de las actividades económicas iguales potestades que sobre los Liquidadores.


Artículo 236.- Informe periódico. El administrador deberá presentar en cada Junta un informe pormenorizado acerca de todas las actividades ejecutadas, un detalle de los ingresos, egresos y utilidades o pérdidas del período y un resumen sobre la situación tributaria de la continuación definitiva de actividades económicas.


Artículo 237.- Identificación y responsabilidad. Tratándose de continuaciones definitivas de actividades económicas, el nombre o razón social del Deudor será complementado con la frase final “en continuación de actividades económicas”, y su uso deberá ser precedido por la firma del administrador, en su caso, y de los demás habilitados. En caso contrario, serán solidariamente responsables de esas obligaciones tanto el administrador como los que hubieren ejecutado el acto o celebrado el contrato respectivo.


Artículo 238.- Término anticipado. La Junta, con Quórum Especial, podrá decidir el fin de la continuación definitiva de actividades económicas antes del término previsto, lo que será comunicado de inmediato al administrador.


Los honorarios pactados podrán reducirse proporcionalmente, previo acuerdo de las partes, resolviendo el juez en caso contrario, sin ulterior recurso y en el menor tiempo posible.


Artículo 239.- Responsabilidad del administrador. La responsabilidad civil del administrador de la continuación de actividades económicas alcanzará hasta la culpa levísima y se perseguirá en juicio sumario una vez presentada la cuenta definitiva de gestión, conforme a lo dispuesto en los artículos 49 y siguientes de esta ley, y sin perjuicio de la responsabilidad legal en que pudiere incurrir.


Artículo 240.- Créditos provenientes de la continuación de actividades económicas del Deudor. Los créditos provenientes de la continuación de actividades económicas del Deudor podrán perseguirse solamente en los bienes comprendidos en ella y gozarán de la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil para el pago respecto de los demás acreedores del Deudor. 


Los créditos de la continuación de actividades económicas del Deudor preferirán a los de los acreedores hipotecarios, prendarios y retencionarios que hubieren dado su aprobación a dicha continuación, sólo en el caso que los bienes no gravados comprendidos en ella fueren insuficientes para el pago. La diferencia, si la hubiere, será soportada por los señalados acreedores a prorrata del monto de sus respectivos créditos en el Procedimiento Concursal de Liquidación y hasta la concurrencia del valor de liquidación de los bienes dados en garantía de sus respectivos créditos.


El acreedor hipotecario, prendario o retencionario que pague más del porcentaje que le correspondiere de conformidad al inciso anterior, se subrogará por el exceso en los derechos de los acreedores de la continuación de actividades económicas, en conformidad a las normas del Párrafo 8 del Título XIV del Libro IV del Código Civil.


En el evento que en la continuación de actividades económicas se obtengan excedentes, éstos corresponderán a los acreedores del Deudor hasta la concurrencia del monto de sus créditos, reajustes e intereses, que corresponda pagar en el Procedimiento Concursal de Liquidación, deducidos los gastos. El remanente, si lo hubiere, pertenecerá al Deudor.


Artículo 241.- Cuenta Final de Administración. Se aplicarán al administrador de la continuación definitiva de actividades económicas las disposiciones sobre Cuenta Final de Administración del Liquidador, sin entorpecer el Procedimiento Concursal de Liquidación ni la realización de los bienes del Deudor. Los honorarios que correspondan y la participación en las utilidades o el remanente retenido sólo podrán ser percibidos una vez que la referida cuenta se encuentre firme o ejecutoriada.

Título 5. Del pago del pasivo

Párrafo 1. De los principios generales


Artículo 242.- Orden de prelación. Los acreedores serán pagados de conformidad a lo dispuesto en el Título XLI del Libro IV del Código Civil y, en el caso de los acreedores valistas, con pleno respeto a la subordinación de créditos establecida en la referida normativa. Para su eficacia, la subordinación deberá ser alegada al momento de la verificación del crédito por parte del acreedor beneficiario o bien notificarse al Liquidador, si se establece en una fecha posterior. 


Los créditos de la primera clase señalados en el artículo 2472 del Código Civil preferirán a todo otro crédito con privilegio establecido por leyes especiales.


Los acreedores Personas Relacionadas del Deudor serán pospuestos en el pago de sus créditos aun después de los acreedores valistas.


Artículo 243.- Acreedores prendarios y retencionarios. Los acreedores de la segunda clase y aquellos que gocen del derecho de retención judicialmente declarado podrán optar por ejecutar individualmente los bienes gravados, en cuyo caso deberán iniciar ante el tribunal que conoce del Procedimiento Concursal de Liquidación, los procedimientos que correspondan, o continuarlos en él previa acumulación, debiendo siempre asegurar los créditos de mejor derecho.


El Liquidador podrá, si lo considera conveniente para la masa, exigir la entrega de la cosa dada en prenda o retenida, siempre que pague la deuda o deposite, a la orden del tribunal, su valor estimativo en dinero, sobre el cual se hará efectiva la preferencia.


Artículo 244.- Acreedores hipotecarios. Los acreedores hipotecarios se pagarán en la forma que determinan los artículos 2477, 2478, 2479 y 2480 del Código Civil.

Párrafo 2. De los pagos administrativos


Artículo 245.- Procedencia y tramitación. Tan pronto existan fondos suficientes para ello y precaviendo que el activo remanente sea suficiente para asegurar los gastos del Procedimiento Concursal de Liquidación y el pago de los créditos de mejor derecho, podrán pagarse por el Liquidador los créditos contenidos en el artículo 2472 del Código Civil, según las reglas que siguen: 


1) Los descritos en los números 1 y 4 podrán pagarse sin necesidad de verificación. 


2) Los incluidos en el número 5 podrán pagarse previa revisión y convicción del Liquidador sobre la suficiencia de los documentos que les sirven de fundamento, sin necesidad de verificación ni de acuerdo de Junta que apruebe el pago.


3) Los establecidos en el número 8 se pagarán en los mismos términos del número precedente, hasta el límite del equivalente a un mes de remuneración por cada año de servicio y fracción superior a seis meses por indemnizaciones convencionales de origen laboral y por las indemnizaciones legales del mismo origen que sean consecuencia de la aplicación de la causal señalada en el artículo 163 bis del Código del Trabajo.


Las restantes indemnizaciones de origen laboral, así como la que sea consecuencia del reclamo del trabajador de conformidad al artículo 168 del Código del Trabajo, se pagarán con el sólo mérito de la sentencia definitiva firme o ejecutoriada que así lo ordene. 


4) Con todo, podrán verificarse condicionalmente los créditos que gocen de las preferencias de los números 5 y 8, con el sólo mérito de la demanda interpuesta con anterioridad al inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación o con la notificación al Liquidador de la demanda interpuesta con posterioridad al referido inicio. 


El Liquidador deberá reservar fondos suficientes para el evento que se acoja la demanda, sin perjuicio de los pagos administrativos que procedan, de conformidad a los números precedentes.


Artículo 246.- Costas. Para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, el pago de las costas personales se sujetará a las disposiciones siguientes:


1) En caso de Liquidación Forzosa, sólo procederán las correspondientes al acreedor peticionario, las que gozarán de la preferencia del número 1 del artículo 2472 del Código Civil.


2) En caso de Liquidación Voluntaria, las costas personales del solicitante gozarán de la preferencia establecida en el número 4 del artículo 2472 del Código Civil.


3) En ambos casos se aplicarán los siguientes límites al cálculo de costas: 


a) El 2% del crédito invocado, si éste no excede de 10.000 unidades de fomento, y 


b) El 1% en lo que exceda del valor señalado en la letra anterior. 


Para estos efectos, en casos de Liquidación Voluntaria, y siempre que el Deudor invocare más de un crédito, se estará a aquél en cuyo pago hubiere cesado en primer lugar. El saldo, si lo hubiere, se considerará valista.


Artículo 247.- Renunciabilidad de créditos de origen laboral. No podrán renunciarse los montos y preferencias de los créditos previstos en los números 5, 6 y 8 del artículo 2472 del Código Civil, salvo en la forma y casos que siguen:


1) Mediante conciliación celebrada ante un Juzgado de Letras del Trabajo, la que podrá tener lugar en la audiencia preparatoria o de juicio y deberá contar con la expresa aprobación del juez, y


2) En virtud de transacción judicial o extrajudicial que se celebre con posterioridad a la notificación de la sentencia definitiva de primera instancia del juicio laboral respectivo.

Párrafo 3. De los repartos de fondos


Artículo 248.- Propuesta de reparto de fondos. El Liquidador deberá proponer a los acreedores un reparto de fondos siempre que se reúnan los siguientes requisitos copulativos:


1) Disponibilidad de fondos para abonar a los acreedores reconocidos una cantidad no inferior al cinco por ciento de sus acreencias.


2) Reserva previa de los dineros suficientes para solventar los gastos del Procedimiento Concursal de Liquidación y los créditos de igual o mejor derecho cuya impugnación se encuentre pendiente.


3) Reserva para responder a los acreedores residentes en el extranjero que no hayan alcanzado a comparecer, de conformidad a los plazos previstos en el artículo 253. 


4) Sujeción al procedimiento establecido en artículo siguiente.


Artículo 249.- Procedimiento de reparto de fondos. El Liquidador observará las disposiciones siguientes:


1) La proposición será presentada al tribunal conjuntamente con un detalle completo del reparto que se pretende efectuar, sus montos, fórmula de cálculo utilizada y acreedores a pagar. 


2) El tribunal, al día siguiente de su proposición, tendrá por propuesto el reparto y ordenará al Liquidador publicarlo en el Boletín Concursal. 


3) Los acreedores que conjunta o separadamente representen al menos el 30% del pasivo con derecho a voto podrán objetar el reparto propuesto dentro del plazo de tres días contado desde la notificación. 


Si la objeción deducida afecta la totalidad del reparto, éste no podrá llevarse a cabo mientras la oposición no sea resuelta en primera instancia. Si la objeción deducida es parcial, el reparto podrá ejecutarse en la parte no disputada. 


4) El tribunal conferirá traslado al Liquidador de todas las objeciones deducidas, el que deberá ser evacuado dentro de tercero día. 


5) Transcurrido el término anterior, haya o no evacuado el Liquidador el traslado conferido, el tribunal resolverá sin más trámite la objeción. La resolución que se dicte no será susceptible de recurso alguno. 


6) El objetante vencido será condenado al pago de costas, las que se calcularán sobre la base del monto objetado, salvo que haya tenido motivo plausible para litigar. Si la objeción hubiere sido deducida conjuntamente por dos o más acreedores, y fuere rechazada, todos ellos serán solidariamente responsables del pago de las costas. 


El Liquidador deberá perseguir en beneficio de la masa el cobro de las costas por cuerda separada ante el mismo tribunal, pudiendo solicitar que las fijadas sean descontadas del reparto presente o futuro que les correspondería al o los objetantes vencidos. 


7) La resolución que acoja una impugnación deberá ordenar la confección de una nueva proposición de reparto.


8) No habiéndose deducido objeciones, rechazadas las interpuestas o modificado el reparto en la forma decretada por el tribunal, éste ordenará al Liquidador la distribución del reparto dentro del plazo de tres días contado desde que expire el término para objetar.  


9) La resolución que ordene la distribución del reparto se notificará en el Boletín Concursal y desde entonces los acreedores incluidos en el reparto podrán reclamar al Liquidador el pago de las sumas correspondientes. En el caso de créditos afectos a subordinación, el o los acreedores subordinados contribuirán al pago de sus respectivos acreedores beneficiarios, a prorrata, con lo que les correspondiere en dicho reparto de su crédito subordinado.


Artículo 250.- Acreedor condicional. El acreedor condicional podrá solicitar al tribunal que ordene la reserva de los fondos que le corresponderían cumplida la condición, o su entrega bajo caución suficiente de restituirlos a la masa, con el interés corriente para operaciones reajustables, para el caso de que la condición no se verifique. La caución señalada deberá constar en boleta de garantía bancaria o póliza de seguro, debiendo ser reemplazada o renovada sucesivamente hasta que se cumpla la respectiva condición.


Artículo 251.- Deudas y créditos recíprocos. Cuando un acreedor fuere a la vez Deudor de quien está sujeto a un Procedimiento Concursal de Liquidación, sin que hubiere operado la compensación, las sumas que le correspondan a dicho acreedor se aplicarán al pago de su deuda, aunque no estuviere vencida.


Artículo 252.- Acreedores que verifican su crédito extraordinariamente. La verificación de los créditos de los acreedores realizada extraordinariamente no suspenderá la realización de los repartos, pero si encontrándose pendiente el reconocimiento de estos nuevos créditos se ordenare otro reparto, dichos acreedores serán comprendidos en él, por la suma que corresponda, en conformidad al siguiente inciso, manteniéndose en depósito las sumas que invocan hasta que sus créditos queden reconocidos.


Reconocidos sus créditos, los reclamantes tendrán derecho a exigir que los fondos materia de reparto que les hubieren correspondido en las distribuciones precedentes sean de preferencia cubiertos con los fondos no repartidos, pero no podrán demandar a los acreedores pagados en los anteriores repartos la devolución de cantidad alguna, aun cuando los bienes sujetos al Procedimiento Concursal de Liquidación no alcancen a cubrir íntegramente sus dividendos insolutos.


Artículo 253.- Situación de acreedores fuera del territorio de la República. La cantidad reservada para los acreedores residentes fuera del territorio de la República permanecerá en depósito hasta el vencimiento del duplo del término de emplazamiento que les corresponda. Vencido este plazo, se aplicará al pago de los créditos reconocidos.


Artículo 254.- Destino de los fondos en caso de no comparecencia. Si algún acreedor comprendido en la nómina de reparto no compareciere a recibir lo que le corresponda tres meses después de la notificación del reparto, el Liquidador depositará su importe en arcas fiscales a la orden del acreedor. Transcurridos tres años desde dicho depósito sin que se haya cobrado su monto, la Tesorería General de la República lo destinará en su integridad al Cuerpo de Bomberos.

Párrafo 4. Del término del Procedimiento Concursal de Liquidación


Artículo 255.- Resolución de término. Una vez publicada la resolución que tuvo por aprobada la Cuenta Final de Administración en los términos descritos en los artículos 49 y siguientes, el tribunal, de oficio, a petición de parte o de la Superintendencia, dictará una resolución declarando terminado el Procedimiento Concursal de Liquidación. 


Con la resolución de término del Procedimiento Concursal de Liquidación, el Deudor recuperará la libre administración de sus bienes.


Artículo 256.- Efectos de la Resolución de Término. Una vez que se encuentre firme o ejecutoriada la resolución que declara el término del Procedimiento Concursal de Liquidación, se entenderán extinguidos por el solo ministerio de la ley y para todos los efectos legales los saldos insolutos de las obligaciones contraídas por el Deudor con anterioridad al inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación.


Extinguidas las obligaciones conforme al inciso anterior, el Deudor se entenderá rehabilitado para todos los efectos legales, salvo que la resolución señalada en el artículo precedente establezca algo distinto.


Artículo 257.- Recursos contra la resolución de término. La resolución que declare terminado el Procedimiento Concursal de Liquidación será susceptible de recurso de apelación, el que se concederá en el solo efecto devolutivo, conservando en el intertanto el Deudor la libre administración de sus bienes.

Párrafo 5. Del término del Procedimiento Concursal de Liquidación

por Acuerdo de Reorganización Judicial


Artículo 258.- Término del Procedimiento Concursal de Liquidación por Acuerdo de Reorganización Judicial. Durante el Procedimiento Concursal de Liquidación, una vez notificada la nómina de créditos reconocidos, el Deudor podrá acompañar al tribunal competente una propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial y le serán aplicables las disposiciones contenidas en el Capítulo III de esta ley, en lo que fuere procedente y en todo lo que no se regule en las disposiciones siguientes. 


Presentada una propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial, el tribunal dictará una resolución que la tendrá por presentada. Una copia de la referida propuesta deberá ser publicada por el Liquidador en el Boletín Concursal.


En la misma resolución el tribunal competente fijará la fecha, lugar y hora en que deberá efectuarse la Junta de Acreedores llamada a conocer y pronunciarse sobre la propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial que presente el Deudor.


Artículo 259.- Acuerdo de la Junta de Acreedores. Cada una de las clases o categorías de propuestas de Acuerdo de Reorganización Judicial acompañado por el Deudor será analizada, deliberada y acordada en forma separada en la misma Junta, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 83.


La propuesta de Acuerdo de Reorganización Judicial se entenderá acordada cuando cuente con el consentimiento del Deudor y el voto conforme de los dos tercios o más de los acreedores presentes, que representen tres cuartas partes del total del pasivo con derecho a voto, correspondiente a su respectiva clase o categoría. Las Personas Relacionadas con el Deudor no podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo.


Artículo 260.- Vigencia del Acuerdo de Reorganización Judicial. El Acuerdo del Reorganización Judicial regirá una vez vencido el plazo para impugnarlo, sin que se hubiere impugnado. En este caso se entenderá aprobado y el tribunal competente lo declarará así de oficio o a petición de cualquier interesado o del Veedor. En la misma resolución declarará el término legal del Procedimiento Concursal de Liquidación.


Si el Acuerdo de Reorganización Judicial fuere impugnado, regirá desde que cause ejecutoria la resolución que deseche la o las impugnaciones y lo declare aprobado.


Las resoluciones a que se refieren los incisos primero y segundo de este artículo se notificarán en el Boletín Concursal.


El Acuerdo de Reorganización Judicial regirá no obstante las impugnaciones que se hubieren interpuesto en su contra. Sin embargo, si las impugnaciones fueren interpuestas por acreedores de una determinada clase o categoría, que representen en su conjunto a lo menos el 30% del pasivo con derecho a voto de su respectiva clase o categoría, el Acuerdo de Reorganización Judicial no empezará a regir hasta que dichas impugnaciones fueren desestimadas por sentencia firme y ejecutoriada. En este caso, y en el del inciso segundo de este artículo, los actos y contratos ejecutados o celebrados por el Deudor en el tiempo que medie entre el Acuerdo de Reorganización Judicial y la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que acoja las impugnaciones, no podrán dejarse sin efecto.


El recurso de casación deducido en contra de la resolución de segunda instancia que deseche la o las impugnaciones no suspende el cumplimiento de dicha resolución, incluso si la parte vencida solicita se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora.


Si se acogen las impugnaciones al Acuerdo de Reorganización Judicial por resolución firme o ejecutoriada, las obligaciones y derechos existentes entre el Deudor y sus acreedores con anterioridad a dicho Acuerdo, volverán al estado en que se encontraban en el Procedimiento Concursal de Liquidación.

CAPÍTULO V

DE LOS PROCEDIMIENTOS CONCURSALES DE LA PERSONA DEUDORA

Título 1. Del Procedimiento Concursal de Renegociación de la Persona Deudora.


Artículo 261.- Ámbito de aplicación y requisitos. El Procedimiento Concursal de Renegociación será aplicable sólo a la Persona Deudora, que para efectos de este Capítulo se denominará indistintamente Persona Deudora o Deudor.


La Persona Deudora podrá someterse a un Procedimiento Concursal de Renegociación si tuviere dos o más obligaciones vencidas por más de 120 días corridos, actualmente exigibles, provenientes de obligaciones diversas, cuyo monto total sea superior a 80 unidades de fomento, siempre y cuando no haya sido notificada de una demanda que solicite el inicio de un Procedimiento Concursal de Liquidación o de cualquier otro juicio ejecutivo iniciado en su contra que no sea de origen laboral.


Artículo 262.- Inicio del procedimiento. El Procedimiento Concursal de Renegociación se iniciará por la Persona Deudora, ante la Superintendencia a través de la presentación de una solicitud cuyo formato estará disponible en su sitio web y en sus dependencias. La referida solicitud deberá presentarse adjuntando los siguientes antecedentes:


a) Declaración jurada con una lista de las obligaciones del Deudor, vencidas o no, sean o no actualmente exigibles, y de todos sus acreedores con indicación del monto adeudado a cada uno, o su saldo, según corresponda, expresando el nombre, domicilio, teléfono, correo electrónico del acreedor y su representante legal, en su caso y si lo conociere, y cualquier otro dato de contacto de cada uno de ellos;


b) Declaración jurada con la singularización de todos los ingresos que percibe, por cualquier causa, sean éstos fijos o esporádicos, acompañando al efecto los antecedentes que los acrediten;


c) Declaración jurada con el listado completo de sus bienes, con indicación de aquellos que las leyes declaren inembargables, y de los gravámenes y prohibiciones que les afecten;


d) Una propuesta de renegociación de todas sus obligaciones vigentes;


e) Una declaración jurada en que conste que es Persona Deudora o que, habiendo iniciado actividades comerciales, no haya prestado servicios por dichas actividades durante los veinticuatro meses anteriores a la presentación de la referida solicitud, y


f) Una declaración jurada en que conste que no se le ha notificado de la demanda de Liquidación o de cualquier otro juicio ejecutivo iniciado en su contra que no sea de origen laboral.


Artículo 263.- Examen de admisibilidad. Dentro de los cinco días siguientes a la presentación de la solicitud de inicio del Procedimiento Concursal de Renegociación, la Superintendencia podrá: 


1) Declarar admisible la solicitud;


2) Ordenar a la Persona Deudora que rectifique sus antecedentes o entregue información adicional, en cuyo caso ésta deberá subsanar los defectos o proporcionar los antecedentes complementarios que le sean solicitados, según corresponda, en el plazo que la misma Superintendencia le fije, contado desde la referida resolución. Si así no lo hiciere la solicitud se declarará inadmisible, o


3) Declarar inadmisible la solicitud por resolución fundada. La declaración de inadmisibilidad sólo podrá fundarse en la improcedencia de la solicitud de inicio del Procedimiento Concursal de Renegociación, por el incumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 262 o por haber transcurrido los plazos indicados en el número 2) sin que el peticionario hubiere subsanado los defectos o inconsistencias advertidos por la Superintendencia


Artículo 264.- Resolución de Admisibilidad. La resolución de la Superintendencia que declare admisible la solicitud de inicio del Procedimiento Concursal de Renegociación contendrá las siguientes menciones: 


1) El nombre y el número de cédula de identidad de la Persona Deudora.


2) El listado inicial de los acreedores informados por la Persona Deudora con indicación de los montos adeudados por concepto de capital e intereses y sus preferencias.


3) El listado de bienes de la Persona Deudora informados por ella, con expresa mención de aquellos que son inembargables, y los gravámenes y prohibiciones que los afecten, si los hubieren, individualizando a los beneficiarios de estos últimos.


4) La comunicación a los acreedores y a terceros del inicio del Procedimiento Concursal de Renegociación y de la fecha de celebración de la audiencia de determinación del pasivo. Esta audiencia se celebrará no antes de quince ni después de treinta días contados desde la publicación de esta resolución en el Boletín Concursal. 


Esta resolución y los antecedentes a que se refiere el artículo 263 se publicarán en el Boletín Concursal. Los acreedores individualizados en el listado del número 2) anterior se entenderán legalmente notificados en virtud de dicha publicación.


Artículo 265.- Efectos de la Resolución de Admisibilidad. Desde la publicación de la Resolución de Admisibilidad y hasta el término del Procedimiento Concursal de Renegociación se producirán los siguientes efectos:


1) No podrá solicitarse la Liquidación Forzosa ni Voluntaria de la Persona Deudora, ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos o ejecuciones de cualquier clase o restituciones en juicios de arrendamiento durante el término señalado en el encabezado de este artículo.


Para los efectos de hacer valer la oposición al inicio de las ejecuciones a que se refiere este número, la Persona Deudora acompañará al tribunal competente copia autorizada de la Resolución de Admisibilidad, pudiendo hacerse valer solamente como excepción. Para ello, la Persona Deudora podrá comparecer personalmente sin necesidad de patrocinio de abogado.


2) Se suspenderán los plazos de prescripción extintiva de las obligaciones del Deudor.


3) No se continuarán devengando los intereses moratorios que se hayan pactado en los respectivos actos o contratos vigentes suscritos por la Persona Deudora.


4) Todos los contratos suscritos por la Persona Deudora mantendrán su vigencia y condiciones de pago, en su caso, y no será posible hacer efectivas cláusulas de resolución o caducidad fundadas en el inicio del Procedimiento Concursal de Renegociación, con la sola excepción de suspender las líneas de crédito o sobregiro que se hubieren pactado. Sin perjuicio de lo anterior, las obligaciones ya contraídas mantendrán sus condiciones de pago, sin que se pueda acelerar o aplicarles multas fundadas en el inicio del referido procedimiento. Si la contraparte de estos contratos realizare cualquier acción que importe el término de los mismos o exigiera anticipadamente el pago de su crédito, dicho crédito quedará pospuesto en su pago hasta que se paguen la totalidad de los acreedores a quienes afectará el Acuerdo de Renegociación.


5) Cualquier interesado podrá observar u objetar los créditos del listado señalado en el número 2) del artículo 264 así como el listado de bienes señalado en el número 3) del mismo artículo, hasta tres días antes de la celebración de la audiencia de determinación del pasivo regulada en el artículo siguiente, pudiendo concurrir a la misma con derecho a voz y voto.


6) La Persona Deudora no podrá ejecutar actos ni celebrar contratos relativos a sus bienes embargables que sean parte de Procedimiento Concursal de Renegociación, bajo el apercibimiento de ser tenido por depositario alzado en los términos del artículo 444 del Código de Procedimiento Civil.


Los efectos señalados en este artículo se extinguirán con la publicación en el Boletín Concursal del acta que contiene el Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución, en su caso.


Artículo 266.- Audiencia de determinación del pasivo. La asistencia a la audiencia de determinación del pasivo será obligatoria para todos los acreedores individualizados en la Resolución de Admisibilidad que hayan sido notificados en conformidad a lo dispuesto en el artículo 264, bajo apercibimiento de proseguirse su tramitación sin volver a notificar a los acreedores ausentes y asumiendo lo obrado durante la audiencia de determinación del pasivo.


Esta audiencia se celebrará ante el Superintendente o ante quien éste designe mediante resolución, con los acreedores que asistieren y la Persona Deudora, personalmente o debidamente representada. El Superintendente, o quien éste designe, actuará como facilitador, ayudando a las partes a adoptar una solución satisfactoria. Dicho procedimiento se regulará a través de una norma de carácter general de la Superintendencia.


La Superintendencia presentará una propuesta de nómina de pasivo teniendo en vista el listado acompañado por la Persona Deudora de acuerdo al artículo 262, lo indicado por quienes hubieren observado u objetado el referido listado de acreedores, y las observaciones que la Superintendencia pudiere sugerir.


En esta audiencia, con el voto de la Persona Deudora y de la mayoría absoluta del pasivo según la propuesta señalada en el inciso anterior, se determinará el pasivo con derecho a voto. Los créditos de las Personas Relacionadas con la Persona Deudora no se considerarán para los efectos de quórum ni para las votaciones a que hubiere lugar.


Si no se llegare a acuerdo respecto de la determinación del pasivo de la Persona Deudora, la Superintendencia podrá suspender esta audiencia por una vez, hasta por cinco días, con el objeto de propender al acuerdo.


Si aún así no se llegare a acuerdo respecto del pasivo de la Persona Deudora, en la primera o segunda audiencia, la Superintendencia deberá citar a una audiencia de ejecución, la que deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días contados desde la publicación señalada en el citado artículo 264.


En caso de acordarse el pasivo de la Persona Deudora, la Superintendencia dictará una resolución que contendrá el acta con la nómina de créditos reconocidos y la citación a todos los acreedores cuyos créditos fueron reconocidos, a la audiencia de renegociación regulada en el artículo siguiente, la cual se publicará en el Boletín Concursal dentro del segundo día siguiente. 


La audiencia de renegociación deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días contados desde la publicación señalada.


Artículo 267.- Audiencia de renegociación. Determinado el pasivo conforme al artículo anterior, se llevará a cabo la audiencia de renegociación en la fecha señalada en la resolución de que da cuenta el citado artículo precedente.


Esta audiencia se celebrará ante el Superintendente, o ante quien éste designe, con los acreedores que asistieren o los representantes legales en su caso y la Persona Deudora, personalmente o debidamente representada. Al igual que en la audiencia de determinación del pasivo regulada en el artículo anterior, el Superintendente, o quien éste designe, facilitará la adopción de un acuerdo entre las partes. 


La renegociación se acordará con el voto conforme de la Persona Deudora y de dos o más acreedores que en conjunto representen más del 50% del pasivo reconocido. No se considerarán en el pasivo para los efectos del quórum ni para las votaciones a que hubiere lugar los créditos de las Personas Relacionadas con la Persona Deudora, ni los acreedores garantizados que asistan y voten en contra del Acuerdo de Renegociación propuesto.


Respecto de los acreedores cuyos créditos estén garantizados con cauciones personales deberá distinguirse:


a) Si el respectivo acreedor vota a favor del Acuerdo de Renegociación, o no asiste a la audiencia, su crédito se sujetará a los términos y modalidades establecidos en el referido acuerdo y no podrá cobrarlo en términos o condiciones distintas a los estipulados.


b) Si el respectivo acreedor asiste y vota en contra del Acuerdo del Renegociación propuesto, su crédito no se considerará en el referido pasivo y podrá perseguirlo respecto de los fiadores, avalistas o codeudores solidarios o subsidiarios, en los términos originalmente pactados. Al fiador, avalista o codeudor solidario o subsidiario que hubiere pagado le afectarán los términos y condiciones del Acuerdo de Renegociación celebrado.


Respecto de los acreedores cuyos créditos estén garantizados con prenda e hipoteca deberá distinguirse:


a) Si el respectivo acreedor vota a favor del Acuerdo de Renegociación o no asiste a la audiencia que señala este artículo, quedará sujeto a los términos y condiciones establecidas en el referido acuerdo y no podrá cobrar su crédito en términos distintos a los estipulados.


b) Si el respectivo acreedor asiste y vota en contra del Acuerdo de Renegociación, su crédito no se considerará en el referido pasivo y podrá ejecutar su garantía únicamente para el pago del crédito caucionado con garantía específica. Respecto de los demás créditos que tenga el mismo acreedor en contra de la Persona Deudora, en su caso, y que no se encuentren caucionados con garantías específicas, quedarán sujetos a los términos y condiciones establecidos en el referido acuerdo y no podrán ser cobrados en términos distintos a los estipulados.


Si la obligación de la Persona Deudora está garantizada con prenda o hipoteca sobre bienes de propiedad de terceros, y el respectivo acreedor asiste y vota en contra del Acuerdo de Renegociación propuesto, su crédito no se considerará en el pasivo y podrá cobrarlo respecto de las prendas e hipotecas otorgadas por terceros. Al tercero poseedor de la finca hipotecada o propietario del bien prendado que hubiere pagado de acuerdo a lo anterior le afectarán los términos y condiciones del Acuerdo de Renegociación celebrado. 


Si no se acordare la renegociación, la Superintendencia podrá suspender esta audiencia por una sola vez, hasta por cinco días, con el objeto de propender al acuerdo.


Si no se arribare a acuerdo, en la primera o segunda audiencia de renegociación, la Superintendencia deberá citar a una audiencia de ejecución, la que deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días contados desde la publicación en el Boletín Concursal de la citación señalada. 

Acordada la renegociación, la Superintendencia dictará una resolución que contendrá el acta con el Acuerdo de Renegociación, suscrito por la Persona Deudora, los acreedores presentes y el Superintendente, o quien éste haya designado. El acta con el Acuerdo de Renegociación que se levante en la señalada audiencia se publicará en el Boletín Concursal dentro de los dos días siguientes.


El Acuerdo de Renegociación afectará únicamente a los acreedores que figuren en la nómina de créditos reconocidos de acuerdo a lo señalado en el artículo anterior, hayan concurrido o no a la audiencia de renegociación.


El Acuerdo de Renegociación podrá versar sobre cualquier objeto que propenda a repactar, novar o remitir las obligaciones de la Persona Deudora y no podrá ser revocado con posterioridad conforme al artículo 292 de esta ley si la Persona Deudora es sometida a un Procedimiento Concursal de Liquidación.


Artículo 268.- Audiencia de ejecución. Si no se alcanzare acuerdo respecto del pasivo de la Persona Deudora o respecto de la renegociación de sus obligaciones conforme a los artículos anteriores, la Superintendencia citará a los acreedores a una audiencia de ejecución.


Esta audiencia se celebrará ante el Superintendente o ante quien éste designe mediante resolución, con los acreedores que asistieren o sus representantes legales, y la Persona Deudora, personalmente o debidamente representada. Al igual que en las audiencias reguladas en los artículos anteriores, el Superintendente, o quien éste designe, facilitará la adopción de un acuerdo entre las partes.


En dicha audiencia la Superintendencia presentará una propuesta de realización del activo del deudor. La Persona Deudora y dos o más acreedores que representen a lo menos el 50% del pasivo reconocido con derecho a voto o el 50% del pasivo que consta en la propuesta de la Superintendencia a que se refiere el inciso tercero del artículo 266, en su caso, acordarán la fórmula de realización del activo del deudor. No se considerarán para los efectos de quórum ni para las votaciones a que hubiere lugar los créditos de las Personas Relacionadas con la Persona Deudora.


Siempre podrán formularse vías alternativas de realización de bienes de la Persona Deudora, las que serán sometidas al mismo quórum de aprobación anterior.


El acuerdo de ejecución contendrá la forma en que serán realizados los bienes de la Persona Deudora y el pago a los acreedores señalados en dicho acuerdo, en la forma establecida en el Título XLI del Libro IV del Código Civil “De la Prelación de Créditos”. 


Si no se llegare a un acuerdo, la Superintendencia remitirá los antecedentes al tribunal competente del domicilio del Deudor, el cual dictará la correspondiente Resolución de Liquidación, de acuerdo a lo dispuesto en Título 2 de este Capítulo. 


Si el acuerdo de ejecución designare a un Liquidador, éste deberá formar parte de la Nómina de Liquidadores vigente a la fecha, y sus honorarios ascenderán a un total de 30 unidades de fomento de acuerdo al artículo 40 de esta ley. 


Vencido el plazo señalado en el acuerdo para la realización de los bienes, el Liquidador, si lo hubiere, procederá al reparto de fondos en los términos del Título 5 del Capítulo IV de esta ley. Toda objeción o incidencia en relación a la gestión del Liquidador en este reparto de fondos deberá interponerse por los acreedores ante la Superintendencia, la que resolverá administrativamente en única instancia y sin ulterior recurso.


El plazo para la realización del activo y el referido reparto de fondos contenidos en el acuerdo de ejecución no podrá ser superior a seis meses contado desde la publicación del Acuerdo de Ejecución en el Boletín Concursal.


El acta con el Acuerdo de Ejecución que se levante en la señalada audiencia se publicará en el Boletín Concursal dentro de los dos días siguientes.


La Superintendencia dictará una norma de carácter general que regule, en todo lo no establecido en la presente ley, los contenidos del acuerdo de ejecución que propondrá la Superintendencia y la forma en que se desarrollará la señalada audiencia.


Artículo 269.- Resolución que declara finalizado el Procedimiento Concursal de Renegociación y de la ejecución. Una vez vencido el plazo para impugnar el Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución, según corresponda, o una vez resuelta y desechada la impugnación, conforme a lo establecido en el artículo 273, la Superintendencia declarará finalizado el Procedimiento Concursal de Renegociación.


Si el referido procedimiento hubiere finalizado en virtud de un Acuerdo de Ejecución, se entenderán extinguidos, por el solo ministerio de la ley, los saldos insolutos de las obligaciones contraídas por la Persona Deudora respecto de los créditos parte de dicho acuerdo, a contar de la publicación de esta resolución en el Boletín Concursal.


Si el referido procedimiento hubiere finalizado en virtud de un Acuerdo de Renegociación, las obligaciones respecto de los créditos que conforman dicho acuerdo se entenderán extinguidas, novadas o repactadas, según lo acordado, y la Persona Deudora se entenderá rehabilitada para todos los efectos legales. Para ello, la Superintendencia emitirá un certificado de incobrabilidad a solicitud de los acreedores titulares de las deudas remitidas, que les permita castigar sus créditos en conformidad a la ley cuando corresponda.


Artículo 270.- Término anticipado del Procedimiento Concursal de Renegociación y sus efectos. La Superintendencia declarará el término anticipado del Procedimiento Concursal de Renegociación:


1) Si la Persona Deudora infringe la prohibición establecida en el número 6) del artículo 265, sin perjuicio de la sanción propia establecida para el depositario alzado del artículo 444 del Código de Procedimiento Civil.


2) Si la Persona Deudora deja de cumplir alguno de los requisitos señalados en el artículo 261.


3) Si no se arribare a acuerdo en la audiencia de ejecución.


4) Si con posterioridad al inicio del procedimiento aparecieren bienes no declarados por la Persona Deudora en los antecedentes a que se refiere el artículo 262.


Declarado el término anticipado del Procedimiento Concursal de Renegociación, finalizarán los efectos de la Resolución de Admisibilidad regulados en el artículo 265. Vencido el plazo para reponer administrativamente en los términos del artículo 271 sin que se hubiere presentado un recurso de reposición, o habiéndose presentado se hubiere rechazado, la Superintendencia remitirá los antecedentes al tribunal competente, el que dictará la correspondiente resolución de liquidación de los bienes de la Persona Deudora, de acuerdo a lo dispuesto en el Título 2 de este Capítulo.


Artículo 271.- Recursos y Limitación. Contra la resolución que declare finalizado el Procedimiento Concursal de Renegociación o que lo declare terminado anticipadamente, procederá el recurso de reposición administrativa en los términos establecidos en el artículo 59 de la ley Nº 19.880. 


En contra de la resolución que desecha la reposición interpuesta procederá el recurso de reclamación en los términos que señala el artículo 343 de esta ley, en cuanto sea aplicable. La interposición del recurso de reclamación señalado no suspenderá los efectos del Procedimiento Concursal de Renegociación, el que continuará sustanciándose conforme a las reglas de este Capítulo.


La Persona Deudora cuya solicitud de inicio del Procedimiento Concursal de Renegociación fuere declarada admisible, no podrá solicitarlo nuevamente, sino una vez transcurridos cinco años contados desde la fecha de publicación de la Resolución de Admisibilidad.


Artículo 272.- Bienes excluidos del acuerdo de ejecución. Serán inembargables aquellos bienes a los que se refiere el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil, así como todos aquellos que las leyes declaren inembargables.


Si la Persona Deudora se encontrare casada, se aplicarán a la realización de sus bienes, cuando procediere, las normas establecidas en los artículos pertinentes del Código Civil y en leyes especiales, atendido el régimen de bienes que hubieren pactado los cónyuges.


Artículo 273.- De la impugnación del Acuerdo de Renegociación o del Acuerdo de Ejecución. El Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución podrán ser impugnados por los acreedores a quienes les afecte, siempre que se funden en alguna de las siguientes causales:


1) Error en el cómputo de las mayorías requeridas en este Capítulo, siempre que incida en el quórum necesario para el acuerdo.


2) Falsedad o exageración del crédito de alguno de los acreedores que haya concurrido con su voto a formar el quórum necesario para el respectivo acuerdo y si, excluida la parte falsa o exagerada del crédito, no se lograre el quórum necesario para el acuerdo.


3) Concierto entre uno o más acreedores y el deudor para votar a favor, abstenerse de votar o rechazar el Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución, falseando, omitiendo o adulterando información para obtener una ventaja indebida respecto de los demás acreedores.


4) Si con posterioridad a la celebración de un Acuerdo de Renegociación o de un Acuerdo de Ejecución aparecieran bienes.


La impugnación deberá deducirse ante el tribunal al que le corresponderá conocer del Procedimiento Concursal de Liquidación de los Bienes de la Persona Deudora, dentro del plazo de diez días contado desde la publicación del Acuerdo de Renegociación o del Acuerdo de Ejecución en el Boletín Concursal.


Las impugnaciones al Acuerdo de Renegociación o al Acuerdo de Ejecución se tramitarán conforme a las normas del juicio sumario y contra la resolución que se pronuncie no procederá recurso alguno.


Si se acoge la impugnación al Acuerdo de Renegociación o al Acuerdo de Ejecución el tribunal, de oficio y sin más trámite, dictará la Resolución de Liquidación de los bienes la Persona Deudora en la misma resolución que acoge la impugnación.


Si el Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución han sido impugnados y las impugnaciones han sido desechadas, la Superintendencia declarará finalizado el Procedimiento Concursal de Renegociación de la Persona Deudora, conforme a lo establecido en el artículo 269 de esta ley.


El Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución regirá no obstante las impugnaciones que se hubieren interpuesto en su contra. Sin embargo, si ellas fueren interpuestas por acreedores que representen en su conjunto a lo menos el 30% del pasivo, el acuerdo impugnado no producirá efectos hasta que la impugnación sea desestimada por sentencia firme y ejecutoriada.


En el caso anterior, los actos y contratos ejecutados o celebrados por el Deudor en el tiempo que medie entre el Acuerdo de Renegociación o el Acuerdo de Ejecución y la fecha en que queda ejecutoriada la resolución que acoja las impugnaciones, no podrán dejarse sin efecto.

Título 2. Del Procedimiento Concursal de Liquidación de los Bienes

de la Persona Deudora

Párrafo 1. De la Liquidación Voluntaria de los Bienes de la Persona Deudora


Artículo 274.- Ámbito de aplicación y requisitos. Toda Persona Deudora podrá solicitar ante el tribunal competente la liquidación voluntaria de sus bienes, acompañando los siguientes antecedentes:  


1) Lista de sus bienes, lugar en que se encuentren y los gravámenes que les afecten;


2) Lista de los bienes legalmente excluidos de la Liquidación de los Bienes de la Persona Deudora; 


3) Relación de juicios pendientes con efectos patrimoniales, y 


4) Estado de deudas, con nombre, domicilio y datos de contacto de los acreedores, así como la naturaleza de sus créditos.


Artículo 275.- Tramitación y resolución. Conjuntamente con lo dispuesto en el artículo anterior, la Persona Deudora solicitará la nominación del Liquidador de conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de esta ley. 


Recibido el Certificado de Nominación, el tribunal dictará la resolución de liquidación de los bienes de la Persona Deudora, la que contendrá las menciones señaladas en el artículo 130 y será publicada en el Boletín Concursal, conforme lo dispone el inciso final de dicha norma.


Artículo 276.- Efectos de la resolución de liquidación de los bienes de la Persona Deudora. Será aplicable a este procedimiento lo dispuesto en los Párrafos 4 y 5 del Título 1 del Capítulo IV de esta ley en todo aquello que no sea contrario con la naturaleza de la Persona Deudora. 


Artículo 277.- Inembargabilidad. Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 2° del artículo 445 del Código de Procedimiento Civil, sólo podrá embargarse la remuneración de la Persona Deudora hasta por tres meses después de dictada la resolución de liquidación de los bienes de la Persona Deudora. 


Si la Persona Deudora se encontrare casada, se aplicarán a la realización de los bienes de ésta, cuando procediere, las normas establecidas en los artículos pertinentes del Código Civil y en leyes especiales, atendido el régimen de bienes que hubieren pactado los cónyuges.


Artículo 278.- De la determinación del pasivo. La determinación del pasivo se realizará en la forma establecida en el Párrafo 6 del Título 1 del Capítulo IV de esta Ley.


Artículo 279.- De las Juntas de Acreedores. La Junta Constitutiva tendrá lugar en las dependencias del tribunal o en el lugar que éste determine, y se celebrará al trigésimo segundo día de publicada la resolución de liquidación de los bienes de la Persona Deudora.


En dicha Junta se tratarán las siguientes materias:


1) El Liquidador titular provisional deberá informar respecto de los activos del Deudor, efectuar una propuesta de realización de los mismos y una estimación de los gastos.


2) La ratificación de los Liquidadores titular y suplente provisionales o la designación de sus reemplazantes. Los Liquidadores que no hubieren sido ratificados continuarán en sus cargos hasta que asuman sus reemplazantes. Deberá suscribirse entre el Liquidador no ratificado y el que lo reemplace, dentro de diez días contados desde la nueva designación, un acta de traspaso en que conste el estado preciso de los bienes del Deudor y cualquier otro aspecto relevante para una adecuada continuación del Procedimiento Concursal de Liquidación, debiendo entregarse todos los antecedentes, documentos y otros instrumentos del deudor que se encuentren en su poder. Una copia del acta antes indicada deberá ser remitida a la Superintendencia.


3) La designación de un presidente y un secretario titulares y de un suplente para cada uno de esos cargos, de entre los acreedores con derecho a voto o sus representantes, para las sesiones de Juntas futuras, si hubiere. 


4) Los honorarios del Liquidador, los que se regirán conforme lo dispuesto en los artículos 39 y 40 de esta ley.


5) Cualquier otro acuerdo que la Junta estime conducente, pudiendo acordar desde ya no celebrar otras Juntas, salvo citación del Liquidador o de cualquiera de los acreedores que representen a lo menos el 25% del pasivo.


Sin perjuicio de lo señalado, en lo no regulado en este artículo será aplicable lo dispuesto en el artículo 190.


Artículo 280.- De la realización del activo. La realización del activo se llevará a cabo conforme a lo dispuesto en el artículo 205.


Artículo 281.- Del pago del pasivo. El pago del pasivo se efectuará conforme a lo dispuesto en los Párrafos 1 y 3 del Título 5 del Capítulo IV de esta ley.


Artículo 282.- Cuenta final de administración y término de la liquidación de los bienes de la Persona Deudora. Será aplicable a la liquidación de los bienes la Persona Deudora lo dispuesto en los Párrafos 2 del Título 3 del Capítulo II, sobre Cuenta Final de Administración, y 4 del Título 5 del Capítulo IV, sobre término del Procedimiento Concursal de Liquidación.

Párrafo 2. De la Liquidación Forzosa de los Bienes de la Persona Deudora


Artículo 283.- Causal para solicitar el inicio de un Procedimiento Concursal de Liquidación de los bienes de una Persona Deudora. Mientras no se declare la admisibilidad de un Procedimiento Concursal de Renegociación de una Persona Deudora, cualquier acreedor podrá solicitar el inicio del Procedimiento Concursal de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora, siempre que existieren en contra de ésta dos o más títulos ejecutivos vencidos, provenientes de obligaciones diversas, encontrándose iniciadas a lo menos dos ejecuciones, y no se hubieren presentado dentro de los cuatro días siguientes al respectivo requerimiento, bienes suficientes para responder a la prestación que adeude y a sus costas. 


Artículo 284.- Requisitos. La demanda se presentará ante el tribunal competente, señalará la causal invocada y sus hechos justificativos, y deberá acompañar los siguientes antecedentes:


1) Los documentos o antecedentes escritos que acreditan la causal invocada.


2) Vale vista o boleta bancaria expedida a la orden del tribunal por una suma equivalente a 200 unidades de fomento para subvenir los gastos iniciales del Procedimiento Concursal de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora.


3) El nombre de los Liquidadores titular y suplente, para el caso que el Deudor no compareciere o no efectuare actuación alguna por escrito en la audiencia prevista en el artículo siguiente. 


El Liquidador o Veedor que hubiese ejercido como tal en algún Procedimiento Concursal no podrá asumir en otro procedimiento respecto de un mismo Deudor.


El acreedor peticionario podrá designar a un Veedor vigente de la Nómina de Veedores, que asumirá en caso que el Deudor se oponga al Procedimiento Concursal de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora. Dicho Veedor supervigilará las actividades del Deudor mientras dure la tramitación del Juicio de Oposición, el que se sustanciará conforme a las normas de esta ley, y tendrá las facultades de interventor contenidas en el artículo 25. Los honorarios del Veedor no podrán ser superiores a 50 unidades de fomento y serán de cargo del acreedor peticionario. Sin perjuicio de lo anterior, el demandante podrá solicitar en su demanda cualquiera de las medidas señaladas en los Títulos IV y V del Libro Segundo del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 285.- Revisión, primera providencia y notificación. Presentada la demanda, el tribunal competente examinará en el plazo de tres días el cumplimiento de los requisitos del artículo precedente. En caso que los considere cumplidos, la tendrá por presentada, ordenará publicarla en el Boletín Concursal y citará a las partes a una audiencia que tendrá lugar al quinto día desde la notificación personal del deudor o conforme al artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, aun cuando no se encuentre en el lugar del juicio. En caso contrario, ordenará al demandante la corrección pertinente y fijará un plazo de tres días para que subsane, bajo apercibimiento de tener por no presentada la demanda.


La audiencia se desarrollará conforme a las siguientes reglas: 


1) El tribunal informará al Deudor acerca de la demanda presentada en su contra y de los efectos del Procedimiento Concursal de Liquidación de los bienes la Persona Deudora. 


2) A continuación, la Persona Deudora podrá proponer, por escrito o verbalmente, alguna de las alternativas señaladas en los literales siguientes, debiendo siempre señalar el nombre o razón social, domicilio y correo electrónico, si lo conociere, de los tres mayores acreedores, o de sus representantes legales. Si el Deudor no cumple con este último requisito, el tribunal tendrá por no presentada la actuación que fuere del caso y dictará de inmediato la Resolución de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora, nombrando a los Liquidadores titular y suplente, ambos en carácter de provisionales, que el acreedor peticionario hubiere designado en su demanda, conforme a lo dispuesto en el número 3) del artículo anterior. De acuerdo a lo señalado, la Persona Deudora podrá:


a) Consignar fondos suficientes para el pago del crédito demandado y las costas correspondientes. El tribunal tendrá por efectuada la consignación, ordenará practicar la liquidación del crédito, la regulación y tasación de las costas, y señalará el plazo en que el Deudor deberá pagarlos, el que se contará desde que esas actuaciones se encuentren firmes. Si el deudor no pagare en el plazo fijado, el tribunal dictará la respectiva Resolución de Liquidación  de los bienes de la Persona Deudora.


b) Allanarse a la demanda, por escrito o verbalmente, caso en el cual el tribunal dictará la respectiva Resolución de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora.


c) Oponerse a la demanda de liquidación forzosa, en cuyo caso se observarán las disposiciones del Párrafo 3 del Título 1 del Capítulo IV de esta ley. La oposición del deudor sólo podrá fundarse en las causales previstas en el artículo 464 del Código de Procedimiento Civil.


3) Si el Deudor no comparece a esta audiencia o si, compareciendo, no efectúa alguna de las actuaciones señaladas en el número 2) anterior, el tribunal dictará la Resolución de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora y nombrará a los Liquidadores titular y suplente, ambos en carácter de provisionales, que el acreedor peticionario hubiere designado en su demanda, conforme a lo dispuesto en el número 3) del artículo anterior.


De lo obrado en esta audiencia se levantará acta, la que deberá ser firmada por los comparecientes y el secretario del tribunal.


Artículo 286.- Resolución de Liquidación  de los bienes de la Persona Deudora. La Resolución de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora se dictará conforme a lo dispuesto en el artículo 275, y en la tramitación del procedimiento se estará a lo señalado en el Párrafo anterior.


Artículo 287.- Antecedentes que debe remitir la Superintendencia. Cada vez que la ley ordene que la Superintendencia remita antecedentes al tribunal competente para que se dicte la Resolución de Liquidación de los bienes de la Persona Deudora, se entenderá que deberá remitir: 


1) Copia de los antecedentes aportados por la Persona Deudora, a los que se refiere el artículo 262.


2) Copia de la resolución a que se refiere el artículo 264.


3) Copia de la propuesta de determinación del pasivo a que se refiere el artículo 266.


4) Copia del acta de la audiencia de ejecución, en que conste que no se arribó a acuerdo.


5) Copia de la resolución que declare terminado anticipadamente el Procedimiento Concursal de Renegociación, en los términos del artículo 270.


En todo caso, los acreedores no deberán consignar la suma a que se refiere el número 2) del artículo 284.

CAPÍTULO VI

DE LAS ACCIONES REVOCATORIAS CONCURSALES

Título 1. De los actos ejecutados o contratos suscritos por Empresas Deudoras


Artículo 288.- Revocabilidad objetiva. Iniciados los Procedimientos Concursales de Reorganización o de Liquidación, los acreedores, el Veedor o el Liquidador, en su caso, deberán deducir acción revocatoria concursal respecto de los siguientes actos ejecutados o contratos celebrados por la Empresa Deudora dentro del año inmediatamente anterior al inicio de estos procedimientos:


1) Todo pago anticipado, cualquiera fuere la forma en que haya tenido lugar. Se entiende que la Empresa Deudora anticipa el pago también cuando descuenta efectos de comercio o facturas a su cargo y cuando lo realiza renunciando al pago estipulado en su favor.


2) Todo pago de deudas vencidas que no sea ejecutado en la forma estipulada en la convención. La dación en pago de efectos de comercio equivale al pago en dinero.


3) Toda hipoteca, prenda o anticresis constituida sobre bienes del deudor para asegurar obligaciones anteriormente contraídas.


Tratándose de cualquier acto o contrato celebrado a título gratuito y de los señalados en los números precedentes que se hayan celebrado con Personas Relacionados a la Empresa Deudora, aunque se proceda por interposición de un tercero, el plazo se ampliará a 2 años.


En las demandas que se deduzcan de conformidad a lo establecido en el presente artículo, el juez deberá constatar si el acto ejecutado o el contrato celebrado han tenido lugar dentro de los plazos señalados y si responden a alguna de las descripciones previstas. Habiéndose constatado la concurrencia de los requisitos anteriores, el tribunal dictará sentencia acogiendo la acción revocatoria concursal interpuesta, salvo que el Deudor o el tercero contratante acrediten que el acto ejecutado o el contrato celebrado no produjeron perjuicio a la masa de acreedores. Todo lo anterior, sin perjuicio de los recursos que procedan.


Artículo 289.- Revocabilidad subjetiva. Serán también revocables todos aquellos actos ejecutados o contratos celebrados por la Empresa Deudora con cualquier persona, dentro de los dos años inmediatamente anteriores al inicio del Procedimiento Concursal de Reorganización o de Liquidación, siempre que se acredite en juicio la concurrencia de los siguientes requisitos:


1) Conocimiento del adquirente del mal estado de los negocios de la Empresa Deudora, y


2) Que el acto o contrato cause un perjuicio a la masa. Se entenderá que existe perjuicio cuando las estipulaciones contenidas en el acto o contrato se alejen de las condiciones y precios que normalmente prevalezcan en el mercado para operaciones similares a la época del acto o contrato. Tratándose de la venta o permuta de activos, sólo se considerarán como ingresos los montos efectivamente percibidos por la Empresa Deudora producto de la transacción a la fecha de la interposición de la acción de revocabilidad o el valor que el tribunal asigne respecto de los bienes dados en permuta. 


Artículo 290.- Otros actos revocables. Tratándose de otros actos ejecutados o de contratos celebrados a título oneroso, con anterioridad al inicio del Procedimiento Concursal respectivo, se estará a lo dispuesto en el artículo 2468 del Código Civil, presumiéndose que el Deudor conocía el mal estado de sus negocios un año antes del inicio del referido Procedimiento.


Artículo 291.- Reformas a los pactos o estatutos sociales. Las reformas a los pactos o estatutos sociales que se realicen dentro de los seis meses inmediatamente anteriores a la dictación de la Resolución de Reorganización o de la Resolución de Liquidación podrán ser revocadas si importaren la disminución del patrimonio del Deudor.


Las reformas a los pactos o estatutos sociales que se realicen dentro del plazo establecido en el inciso anterior que importaren la disminución del patrimonio de la Empresa Deudora o de sus filiales y coligadas, cuando estas últimas actúen como fiadoras o codeudoras solidarias del Deudor, le serán inoponibles a quienes hubieren contratado con la Empresa Deudora con anterioridad a dichas reformas.

Título 2. De la revocación de los actos ejecutados o contratos celebrados por una Persona Deudora


Artículo 292.- Actos o contratos revocables celebrados por la Persona Deudora. Iniciados los Procedimientos Concursales de Renegociación o de Liquidación de los Bienes la Persona Deudora, los acreedores podrán deducir acción revocatoria concursal, respecto de los siguientes actos ejecutados o contratos celebrados por la Persona Deudora dentro del año inmediatamente anterior al inicio de estos procedimientos:


1) Todo pago anticipado, cualquiera fuere la forma en que haya tenido lugar.


2) Todo pago de deudas vencidas que no sea ejecutado en la forma estipulada en la convención. La dación en pago equivale a pago en dinero.


3) Toda hipoteca, prenda o anticresis constituida sobre bienes del deudor para asegurar obligaciones anteriormente contraídas.


Tratándose de cualquier acto o contrato celebrado a título gratuito y de los señalados en los números precedentes que se hayan celebrado con Personas Relacionadas a la Persona Deudora, aunque se proceda por interposición de un tercero, el plazo se ampliará a 2 años.


En las demandas que se deduzcan de conformidad a lo establecido en el presente artículo, el juez deberá constatar si el acto ejecutado o el contrato celebrado han tenido lugar dentro de los plazos señalados y si responden a alguna de las descripciones previstas. Habiéndose constatado la concurrencia de los requisitos anteriores, el tribunal dictará sentencia acogiendo la acción revocatoria concursal interpuesta, salvo que el Deudor o el tercero contratante acrediten que el acto ejecutado o el contrato celebrado no produjeron perjuicio a la masa de acreedores. Todo lo anterior, sin perjuicio de los recursos que procedan.


Tratándose de otros actos ejecutados o de contratos celebrados a título oneroso, con anterioridad al inicio del Procedimiento Concursal respectivo, se estará a lo dispuesto en el artículo 2468 del Código Civil, presumiéndose que la Persona Deudora conocía el mal estado de sus negocios antes del inicio del Procedimiento Concursal respectivo.

Título 3. De las disposiciones comunes a los dos Títulos anteriores


Artículo 293.- Plazo para la interposición de la acción y procedimiento. Las acciones a que se refieren los dos Títulos precedentes deberán entablarse en el plazo de un año contado desde la Resolución de Reorganización, de Liquidación o de Admisibilidad, según corresponda, y se tramitarán con arreglo al procedimiento sumario, ante el tribunal que conoce de los referidos procesos.


Estas acciones se entablarán en el interés de la masa y se deducirán en contra del Deudor y el adquirente, si correspondiere. Para estos efectos, el Deudor ejercerá su defensa en juicio, sin requerir la autorización o representación del Liquidador o Veedor. 


Cuando fuere necesario asegurar las resultas de las acciones revocatorias impetradas, el tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá decretar las medidas cautelares sobre los bienes que corresponda.


Artículo 294.- Sentencia. La sentencia definitiva que acoja la demanda declarará la revocación solicitada, ordenará la restitución y la práctica de las inscripciones y cancelaciones que fueren pertinentes. Además, señalará en forma expresa el monto que el tribunal estime correspondiente a la diferencia de valor entre el acto o contrato revocado y el valor que considere prevaleciente en el mercado bajo similares condiciones a las existentes a la época de dicho acto. 


La parte condenada deberá restituir efectivamente la cosa a la parte que obtuvo en juicio y tendrá derecho a la devolución de lo que hubiere pagado con ocasión del acto o contrato revocado, debiendo verificar ese monto en el Procedimiento Concursal respectivo a cuyo nombre se dedujo la acción. Con todo, el demandado, dentro del plazo de tres días contado desde la notificación del cumplimiento incidental del fallo, podrá acogerse al beneficio de mantener la cosa en su patrimonio previo pago de la diferencia señalada en el inciso anterior, debidamente reajustada, incluyendo los intereses fijados por el juez, desde la fecha de celebración del acto o contrato hasta la fecha del pago efectivo, una vez que la sentencia se encuentre firme o ejecutoriada.


El tribunal deberá practicar la liquidación de la suma a pagar inmediatamente después de la dictación de la resolución que se pronuncia sobre el ejercicio de la opción ya indicada. El demandado deberá efectuar el pago dentro del plazo de tres días contado desde que el tribunal entregue la referida liquidación. 


El demandante no podrá oponerse al ejercicio de ese derecho, salvo error de hecho o meramente numérico del tribunal. 


Si la parte condenada no restituyere la cosa o el valor que determine el juez, podrá exigirse el cumplimiento forzado de esta última opción. 


Para los efectos de la valoración de los bienes objeto de la acción, sólo será admisible como prueba el informe de peritos.


Contra la sentencia definitiva sólo procederá el recurso de apelación, el que deberá interponerse en el plazo de diez días contado desde la notificación del fallo. Dicho recurso será concedido en ambos efectos y tendrá preferencia para su inclusión en la tabla, su vista y fallo. 


Artículo 295.- Costas y recompensas. Los acreedores que individualmente entablen las acciones revocatorias concursales en beneficio de la masa y obtengan la revocación de actos o contratos por sentencia definitiva firme o ejecutoriada tendrán derecho a que se les pague con los fondos de los Procedimientos Concursales de Reorganización o de Liquidación todos los gastos del respectivo juicio y los honorarios del abogado patrocinante, los cuales gozarán de la preferencia del número 1 del artículo 2472 del Código Civil. Además, el acreedor demandante tendrá derecho a que la sentencia definitiva le reconozca una recompensa de hasta un 10% del valor comercial del bien recuperado por el beneficio que le reporte esta acción al patrimonio del Deudor o a la masa. Dicha recompensa no podrá exceder al monto de su crédito verificado o reconocido, según corresponda, y deberá fijarse en la referida sentencia definitiva, señalando si será de cargo del Deudor o de la masa, en atención al Procedimiento Concursal respectivo.


No tendrá derecho a recompensa el acreedor que hubiere adquirido su acreencia con posterioridad al inicio del Procedimiento Concursal respectivo.


En el caso que el tribunal rechace por sentencia definitiva firme o ejecutoriada la acción entablada, los demandantes soportarán los gastos del proceso y los honorarios de los profesionales que intervinieron.


El acreedor que individualmente ejerciere acciones revocatorias en beneficio de la masa deberá notificar al Liquidador o al Veedor correspondiente para que éste informe a la Junta, dentro del plazo de 30 días desde que fuere notificado, a efectos que esa instancia determine si se hace parte o no en la acción.


Si la acción fuere ejercida por el Liquidador o el Veedor, o por cualquier acreedor mandatado al efecto por la Junta de Acreedores, los gastos que irrogue la sustanciación de esta clase de acciones se considerarán gastos de administración del Procedimiento Concursal respectivo. Asimismo, la sentencia que se pronuncie condenará en costas a la parte vencida, salvo que el tribunal estimare la concurrencia de motivo plausible para litigar. Si la parte vencedora fuere el demandante, corresponderá a quien hubiere ejercido la acción perseguir el pago de las costas que fueren del caso. Si la parte vencedora fuere el demandado, las costas que fuere pertinente solucionar serán pagadas por la masa como gasto de administración del Procedimiento Concursal de Liquidación y por el Deudor en un Procedimiento Concursal de Reorganización.


Artículo 296.- Efectos respecto de terceros. La revocabilidad concursal de los actos o contratos afectará al adquirente y terceros, cuando estos últimos conozcan el mal estado de los negocios del Deudor al momento de ejecutar el acto o celebrar el contrato respectivo. La sentencia definitiva que acoja la revocación de los actos o contratos que afecten a estos terceros, determinará el valor de los bienes objeto de la revocación, para los efectos del reintegro a la masa del bien o de su valor. Del mismo modo, dicha sentencia ordenará la cancelación de la inscripción de los derechos del demandado vencido y la de los terceros que corresponda y dispondrá la inscripción de reemplazo a nombre del Deudor.

CAPÍTULO VII

DEL ARBITRAJE CONCURSAL


Artículo 297.- Constitución del arbitraje. Podrán ser sometidos a arbitraje los Procedimientos Concursales de Reorganización y Liquidación. 


En el Procedimiento Concursal de Reorganización, el Deudor manifestará su voluntad de someterse a arbitraje, acompañando al tribunal competente, junto con los antecedentes singularizados en el artículo 56 de esta ley, las cartas de apoyo suscritas por acreedores que representen a lo menos la mayoría absoluta del pasivo del deudor, las cuales indicarán el nombre de los árbitros titular y suplente designados por los acreedores y sus honorarios. 


En el Procedimiento Concursal de Liquidación, la Junta Constitutiva referida en el artículo 194 de esta ley o cualquier Junta posterior podrá acordar, con Quórum Especial, someterse a arbitraje, designar a los árbitros titular y suplente, y fijar sus honorarios.


En ambos casos el nombramiento de los árbitros titular y suplente deberá recaer en uno vigente de la Nómina de Árbitros Concursales y podrá ser reemplazado por otro árbitro de la referida nómina, por acuerdo de los acreedores, con las mayorías señaladas anteriormente, y con el consentimiento del Deudor en los Procedimientos Concursales de Reorganización.


Artículo 298.- Naturaleza del arbitraje y constitución del tribunal arbitral. El árbitro será de derecho y unipersonal. 


El árbitro se considerará constituido con su aceptación en el cargo y deberá prestar juramento ante el secretario del tribunal al que le hubiere correspondido conocer del Procedimiento Concursal respectivo. En este mismo acto, el árbitro fijará su domicilio, el que deberá estar ubicado en la misma jurisdicción del tribunal señalado.


El árbitro designará a un secretario, cargo que deberá ser ejercido por un abogado.


La competencia del árbitro se extiende a todo cuanto sea necesario para la tramitación de los Procedimientos Concursales de Reorganización o de Liquidación y a los incidentes que se promuevan durante ellos.


Si el Acuerdo de Reorganización Judicial fuere rechazado en los términos previstos en el artículo 97 de esta ley, el árbitro remitirá el expediente al tribunal competente que dictó la Resolución de Reorganización.


Artículo 299.- Nómina de Árbitros Concursales. Para formar parte de la Nómina de Árbitros Concursales se requiere ser abogado con una experiencia no inferior a diez años de ejercicio en la profesión. No podrán formar parte de esta nómina los Veedores ni los Liquidadores.


Los abogados que postulen a formar parte de la Nómina de Árbitros Concursales deberán estar capacitados en derecho concursal y, en particular, sobre las disposiciones de esta ley y de las leyes especiales que rijan estas materias.


Para los efectos de lo previsto en este artículo, la Superintendencia dictará los cursos de especialización necesarios para la capacitación de los Árbitros Concursales, al menos dos veces al año.


La Nómina de Árbitros Concursales será llevada por la Superintendencia, y en su formación, menciones y mantención, se estará a lo dispuesto en los artículos 9° y siguientes de esta ley, en cuanto sea pertinente.


Artículo 300.- Facultades especiales del árbitro. El árbitro tendrá las siguientes facultades especiales:


1) Podrá admitir, además de los medios probatorios establecidos en el Código de Procedimiento Civil, cualquier otra clase de prueba y decretar de oficio las diligencias probatorias que estime conveniente, con citación a las partes. Tendrá, además, en todo momento, acceso a los libros, documentos y medios de cualquier clase en los cuales estén contenidas las operaciones, actos y contratos del deudor, y


2) Apreciará la prueba de acuerdo con las normas de la sana crítica y deberá consignar en la respectiva resolución los fundamentos de dicha apreciación.

CAPÍTULO VIII

DE LA INSOLVENCIA TRANSFRONTERIZA

Título 1. De las disposiciones generales


Artículo 301.- Finalidad. La finalidad del presente Título es establecer mecanismos eficaces para la resolución de los casos de insolvencia transfronteriza con miras a promover el logro de los objetivos siguientes:


a) La cooperación entre los tribunales y demás organismos involucrados en los Procedimientos Concursales de Chile y de los Estados extranjeros que hayan de intervenir en casos de insolvencia transfronteriza;


b) Una mayor seguridad jurídica para el comercio y las inversiones;


c) Una administración equitativa y eficiente de las insolvencias transfronterizas que proteja los intereses de todos los acreedores, nacionales o extranjeros, y de las demás partes interesadas, incluido el Deudor;


d) La protección de los bienes del Deudor y la optimización de su valor, y


e) Facilitar la reorganización de empresas en dificultades financieras, a fin de proteger el capital invertido y de preservar el empleo.


Artículo 302.- Ámbito de aplicación. El presente Título será aplicable a los casos en que:


a) Un tribunal extranjero o un representante extranjero solicite asistencia a los tribunales competentes, administradores concursales y demás organismos involucrados en los Procedimientos Concursales con arreglo a esta ley u otras normas especiales relativas a la insolvencia en relación con un procedimiento extranjero;


b) Se solicite asistencia en un Estado extranjero en relación con un procedimiento concursal que se esté tramitando con arreglo a esta ley o con arreglo a otras normas especiales relativas a la insolvencia; 


c) Se estén tramitando simultáneamente y respecto de un mismo deudor un procedimiento concursal extranjero y un Procedimiento Concursal en Chile con arreglo a esta ley u otras normas especiales relativas a la insolvencia, o


d) Los acreedores u otras personas interesadas, que estén en un Estado extranjero, tengan interés en solicitar el inicio de un procedimiento concursal o en participar en un procedimiento concursal que se esté tramitando con arreglo a esta ley u otras normas especiales relativas a la insolvencia.


Artículo 303.- Definiciones. Para los fines de este Título, se entenderá:


a) Por “procedimiento extranjero”, el procedimiento colectivo, ya sea judicial o administrativo, incluido el de índole provisional, que se tramite en un Estado extranjero con arreglo a una ley relativa a la insolvencia y en virtud del cual los bienes y negocios del deudor queden sujetos al control o a la supervisión del tribunal o representante extranjero, a los efectos de su reorganización o liquidación;


b) Por “procedimiento extranjero principal”, el procedimiento extranjero que se tramite en el Estado donde el deudor tenga su domicilio, entendiendo por tal el centro de sus principales intereses;


c) Por “procedimiento extranjero no principal”, un procedimiento extranjero, que no sea un procedimiento extranjero principal, que se tramite en un Estado donde el deudor tenga un establecimiento en el sentido de la letra f) del presente artículo;


d) Por “representante extranjero”, la persona o el órgano, incluso el designado a título provisional, que haya sido facultado en un procedimiento extranjero para administrar la reorganización o la liquidación de los bienes o negocios del deudor o para actuar como representante del procedimiento extranjero, 


e) Por “tribunal extranjero”, la autoridad judicial o de otra índole que sea competente a los efectos del control, tramitación o supervisión de un procedimiento concursal extranjero;


f) Por “establecimiento”, todo lugar de operaciones en que el deudor ejerza de forma no transitoria una actividad económica con medios humanos y bienes o servicios;


g) Por “administradores concursales”, el Liquidador, el Veedor y el administrador de la continuación de las actividades económicas del deudor que participen en Procedimientos Concursales de acuerdo a esta ley, y


h) Por “tribunal competente”, el tribunal que le hubiere correspondido o que le correspondiera conocer de un Procedimiento Concursal con arreglo a esta ley.


Artículo 304.- Obligaciones internacionales del Estado. En caso de conflicto entre este Título y una obligación del Estado de Chile nacida de un tratado u otra forma de acuerdo en el que Chile sea parte con uno o más Estados donde se estén tramitando los procedimientos extranjeros, prevalecerán las disposiciones de ese tratado o acuerdo.


Artículo 305.- Tribunal o autoridad competente. Las funciones a las que se refiere el presente Título relativas al reconocimiento de procedimientos concursales extranjeros serán ejercidas por los tribunales ordinarios de justicia, los tribunales arbitrales cuando les correspondiere intervenir y por la Superintendencia, y en materia de cooperación con tribunales extranjeros serán ejercidas además por los administradores concursales cuando así les fuere requerido por la Superintendencia.


Artículo 306.- Autorización para actuar en un Estado extranjero. La Superintendencia será el órgano legitimado para actuar en un Estado extranjero en representación de un procedimiento iniciado en Chile con arreglo a esta ley o a toda otra norma especial relativa a la insolvencia, en la medida en que lo permita la ley extranjera aplicable.


La Superintendencia podrá delegar esta autorización para actuar en el administrador concursal que esté conociendo del procedimiento. La responsabilidad civil y administrativa en la que pudieren incurrir en el ejercicio de sus funciones en un procedimiento extranjero se hará valer de acuerdo a los términos establecidos en esta ley.


Artículo 307.- Excepción de orden público. Lo dispuesto en el presente Título no impedirá que el tribunal competente y la Superintendencia se nieguen a adoptar una medida específica dictada por un tribunal extranjero manifiestamente contraria al orden público de Chile.


Artículo 308.- Asistencia adicional en virtud de alguna otra norma. Nada de lo dispuesto en el presente Título limitará las facultades que pueda tener el tribunal competente, la Superintendencia y los administradores concursales para prestar asistencia adicional al representante extranjero con arreglo a alguna otra norma chilena.


Artículo 309.- Interpretación. En la interpretación del presente Título habrá de tenerse en cuenta su origen internacional y la necesidad de promover la uniformidad de su aplicación y la observancia de la buena fe.

Título 2. Del acceso de los representantes y acreedores extranjeros

a los tribunales del Estado


Artículo 310.- Derecho de acceso directo. Todo representante extranjero facultado en el país donde se lleve el procedimiento de insolvencia y reconocido como tal por las autoridades chilenas competentes, estará legitimado para comparecer directamente ante un tribunal del Estado de Chile.


Artículo 311.- Presentación de la solicitud ante el tribunal competente. El solo hecho de la presentación de una solicitud, con arreglo al presente Título, ante un tribunal competente por un representante extranjero no supone la sumisión de éste ni de los bienes y negocios del deudor en el extranjero, a la jurisdicción de los tribunales competentes para efecto alguno que sea distinto de la solicitud.


Artículo 312.- Solicitud del representante extranjero de que se abra un procedimiento con arreglo a esta ley. Todo representante extranjero estará facultado para solicitar el inicio de un procedimiento con arreglo a esta ley si se cumplen las condiciones establecidas en ésta para el inicio de ese procedimiento.


Artículo 313.- Participación de un representante extranjero en un procedimiento iniciado con arreglo a esta ley. A partir del reconocimiento de un procedimiento extranjero, el representante extranjero estará facultado para participar en todo procedimiento que se haya iniciado respecto del deudor con arreglo a esta ley.


Artículo 314.- Acceso de los acreedores extranjeros a un procedimiento seguido con arreglo a esta ley. Los acreedores extranjeros gozarán de los mismos derechos que los acreedores nacionales respecto del inicio de un Procedimiento Concursal y de la participación en él con arreglo a esta ley.


Los acreedores extranjeros se sujetarán al orden de prelación de los créditos contenido en el Título XLI del Libro IV del Código Civil, en todos los Procedimientos Concursales iniciados con arreglo a la presente ley.


Artículo 315.- Notificación a los acreedores en el extranjero con arreglo a esta ley. Todas las notificaciones que deban practicarse conforme a este Título serán efectuadas en la forma y los plazos establecidos en esta ley, salvo que el tribunal competente considere que alguna otra forma de notificación sea más adecuada de acuerdo a las circunstancias del caso.

Título 3. Del reconocimiento de un procedimiento extranjero
 y medidas que se pueden adoptar


Artículo 316.- Solicitud de reconocimiento de un procedimiento extranjero. 


1) El representante extranjero podrá solicitar ante el tribunal competente el reconocimiento del procedimiento extranjero en el que haya sido nombrado.


2) Toda solicitud de reconocimiento deberá presentarse acompañada de:


a) Una copia autorizada de la resolución en la que se declare iniciado el procedimiento extranjero y se nombre el representante extranjero; o 


b) Un certificado expedido por el tribunal extranjero en el que se acredite la existencia del procedimiento extranjero y el nombramiento del representante extranjero; o


c) En ausencia de una prueba conforme a las letras a) y b), se acompañará cualquier otra prueba admisible por el tribunal competente de la existencia del procedimiento extranjero y del nombramiento del representante extranjero.


3) Toda solicitud de reconocimiento deberá presentarse acompañada de una declaración en la que se indiquen debidamente los datos de todos los procedimientos extranjeros iniciados respecto del deudor de los que tenga conocimiento el representante extranjero.


El tribunal competente podrá exigir que todo documento presentado en apoyo de una solicitud de reconocimiento sea traducido al español.


Las resoluciones extranjeras a que se refiere el presente Título deberán acompañarse legalizadas de acuerdo al artículo 345 del Código de Procedimiento Civil, para su validez legal en Chile. Las comunicaciones que realicen los distintos tribunales intervinientes en un proceso de insolvencia transfronteriza no deberán sujetarse a las normas de los exhortos internacionales, bastando la certificación que se haga en el proceso por el Secretario del tribunal competente, del hecho de la comunicación y su contenido.


Igualmente se deberá expresar el domicilio del deudor en Chile para que se le emplace con la solicitud de reconocimiento del procedimiento extranjero. 


El procedimiento se tramitará como incidente entre el representante extranjero y el deudor, con intervención, según sea el caso, de los Administradores Concursales. En caso que el procedimiento en Chile se haya iniciado con anterioridad, se debe dar traslado a todos los intervinientes en él. 


Artículo 317.- Presunciones relativas al reconocimiento. 


1) Si la resolución o el certificado a que se hace referencia en el número 2) del artículo 316 indican que el procedimiento extranjero es un procedimiento en el sentido de la letra a) del artículo 303 y que el representante extranjero es una persona o un órgano en el sentido de la letra d) del artículo 303, el tribunal competente estará a lo señalado en el certificado o resolución acompañada.


2) Los documentos que sean presentados en apoyo de la solicitud de reconocimiento se entenderán auténticos si están legalizados con arreglo al artículo anterior.


3) Salvo prueba en contrario, se presumirá que el domicilio social del deudor o su residencia habitual, si se trata de una persona natural, es el centro de sus principales intereses.


Artículo 318.- Resolución de reconocimiento de un procedimiento extranjero. 


1) Salvo lo dispuesto en el artículo 307, se otorgará reconocimiento a un procedimiento extranjero cuando:


a) El procedimiento extranjero sea un procedimiento en el sentido de la letra a) del artículo 303;


b) El representante extranjero que solicite el reconocimiento sea una persona o un órgano en el sentido de la letra d) del artículo 303;


c) La solicitud cumpla los requisitos del número 2) del artículo 316, y


d) La solicitud haya sido presentada ante el tribunal competente conforme al artículo 305.


2) Se reconocerá el procedimiento extranjero:


a) Como procedimiento extranjero principal, si se está tramitando en el Estado donde el deudor tenga el centro de sus principales intereses, o


b) Como procedimiento no principal, si el deudor tiene en el territorio del Estado del foro extranjero un establecimiento en el sentido de la letra f) del artículo 303.


3) Se dictará a la mayor brevedad posible la resolución relativa al reconocimiento de un procedimiento extranjero.


4) Lo dispuesto en el presente artículo y en los artículos 316, 317 y 319 no impedirá que se modifique o revoque el reconocimiento en caso de demostrarse la ausencia parcial o total de los motivos por los que se otorgó, o que esos motivos han dejado de existir.


Artículo 319.- Información subsiguiente. A partir del momento en que se presente la solicitud de reconocimiento de un procedimiento extranjero, el representante extranjero informará sin demora al tribunal competente de:


a) Todo cambio importante en la situación del procedimiento extranjero reconocido o en el nombramiento del representante extranjero, y


b) Todo otro procedimiento extranjero que se siga respecto del mismo deudor y del que tenga conocimiento el representante extranjero.


Artículo 320.- Medidas que se pueden adoptar a partir de la solicitud de reconocimiento de un procedimiento extranjero. 


1) Desde la presentación de una solicitud de reconocimiento hasta que se resuelva dicha solicitud, el tribunal competente podrá, a instancia del representante extranjero y cuando las medidas sean necesarias y urgentes para proteger los bienes del deudor o los intereses de los acreedores, otorgar medidas provisionales, incluidas las siguientes:


a) Suspender toda medida de ejecución individual contra los bienes del deudor;


b) Encomendar al representante extranjero, o a alguna otra persona designada por el tribunal competente, la administración o la realización de todos o de parte de los bienes del deudor que se encuentren en el territorio del Estado de Chile, para proteger y preservar el valor de aquellos que, por su naturaleza o por circunstancias concurrentes, sean perecederos, expuestos a devaluación o estén amenazados por cualquier otra causa, y


c) Aplicar cualquiera de las medidas previstas en las letras c) y d) del número 1) del artículo 322.


2) Para los efectos del presente artículo será aplicable lo dispuesto en el artículo 315.


3) A menos que se prorroguen con arreglo a lo previsto en la letra f) del número 1) del artículo 322, las medidas adoptadas con arreglo al presente artículo quedarán sin efecto cuando se dicte una resolución sobre la solicitud de reconocimiento.


4) El tribunal competente podrá denegar toda medida prevista en el presente artículo cuando esa medida afecte al desarrollo de un procedimiento extranjero principal.


Artículo 321.- Efectos del reconocimiento de un procedimiento extranjero principal. 


1) A partir del reconocimiento de un procedimiento extranjero que sea un procedimiento principal, y durante el período en que se tramite el referido procedimiento:


a) Se suspenderá el inicio o la continuación de todas las acciones o procedimientos individuales que se tramiten respecto de los bienes, derechos, obligaciones o responsabilidades del deudor.


b) Se suspenderá asimismo toda medida de ejecución contra los bienes del deudor, y


c) Se suspenderá todo derecho a transmitir o gravar los bienes del deudor, así como a disponer de algún otro modo de esos bienes.


2) El alcance, la modificación y la extinción de los efectos de suspensión tratados en el presente artículo estarán supeditados a lo establecido en la presente ley.


3) La letra a) del número 1) del presente artículo no afectará al derecho de iniciar acciones o procedimientos individuales en la medida en que ello sea necesario para preservar un crédito contra el deudor.


4) Lo dispuesto en el número 1) del presente artículo no afectará el derecho a solicitar el inicio de un Procedimiento Concursal con arreglo a esta ley o a verificar créditos en el procedimiento respectivo.


Artículo 322.- Medidas que se pueden adoptar a partir del reconocimiento de un procedimiento extranjero. 


1) Desde el reconocimiento de un procedimiento extranjero, ya sea principal o no principal, de ser necesario para proteger los bienes del deudor o los intereses de los acreedores, el tribunal competente podrá, a instancia del representante extranjero, dictaminar las medidas que procedan, incluidas las siguientes:


a) Suspender la iniciación o la continuación de acciones, ejecuciones o procedimientos individuales relativos a los bienes, derechos, obligaciones o responsabilidades del deudor, en cuanto no se hayan paralizado con arreglo a la letra a) del número 1) del artículo 321;


b) Suspender, asimismo, toda medida de ejecución contra los bienes del deudor, en cuanto no se haya paralizado con arreglo a la letra b) del número 1) artículo 321;


c) Suspender el ejercicio del derecho a transmitir o gravar los bienes del deudor, así como a disponer de esos bienes de algún otro modo, en cuanto no se haya suspendido ese derecho con arreglo a la letra c) del número 1) del artículo 321;


d) Disponer el examen de testigos, la presentación de pruebas o el suministro de información respecto de los bienes, negocios, derechos, obligaciones o responsabilidades del deudor;


e) Encomendar al representante extranjero o a alguna otra persona nombrada por el tribunal competente, la administración o la realización de todos o de parte de los bienes del deudor, que se encuentren en territorio chileno;


f) Prorrogar toda medida cautelar otorgada con arreglo al número 1) del artículo 320, y


g) Conceder cualquier otra medida que, conforme a esta ley, sea otorgable al administrador concursal. 


2) A partir del reconocimiento de un procedimiento extranjero, principal o no principal, el tribunal competente podrá, a instancia del representante extranjero, encomendar al representante extranjero, o a otra persona nombrada por el tribunal competente, la distribución de todos o de parte de los bienes del deudor que se encuentren en el territorio chileno, siempre que el tribunal competente se asegure de que los intereses de los acreedores en el Estado de Chile están suficientemente protegidos.


3) Al adoptar medidas con arreglo a este artículo a favor del representante de un procedimiento extranjero no principal, el tribunal competente deberá asegurarse de que las medidas atañen a bienes que, con arreglo al derecho chileno, hayan de ser administrados en el marco del procedimiento extranjero no principal o que atañen a información requerida en ese procedimiento extranjero no principal.


Artículo 323.- Protección de los acreedores y de otras personas interesadas. 


1) Al conceder o denegar una medida con arreglo a los artículos 320 ó 322 o al modificarla o dejarla sin efecto con arreglo al número 3) del presente artículo, el tribunal competente deberá asegurarse de que quedan debidamente protegidos los intereses de los acreedores y de otras personas interesadas, incluido el deudor.


2) El tribunal competente podrá supeditar toda medida otorgada con arreglo a los artículos 320 ó 322 a las condiciones que juzgue convenientes.


3) A instancia del representante extranjero o de toda persona afectada por alguna medida otorgada con arreglo a los artículos 320 ó 322, o de oficio, el tribunal competente podrá modificar o dejar sin efecto la medida impugnada.


Artículo 324.- Acciones de impugnación de actos perjudiciales para los acreedores. 


1) A partir del reconocimiento de un procedimiento extranjero, el representante extranjero estará legitimado para entablar las acciones revocatorias concursales con arreglo a esta ley, cuando correspondiere.


2) Cuando el procedimiento extranjero sea un procedimiento extranjero no principal, el tribunal competente deberá asegurarse de que la acción afecta a bienes que, con arreglo al derecho chileno, deban ser administrados en el marco del procedimiento extranjero no principal.


Artículo 325.- Intervención de un representante extranjero en procedimientos que se tramiten en el Estado de Chile. Desde el reconocimiento de un procedimiento extranjero, el representante extranjero podrá intervenir, conforme a las condiciones prescritas por esta ley, en todo procedimiento en el que el deudor sea parte.

Título 4: De la cooperación con tribunales y representantes extranjeros


Artículo 326.- Cooperación y comunicación directa entre un tribunal chileno y los tribunales o representantes extranjeros.


1) En los asuntos indicados en el artículo 302, el tribunal competente deberá cooperar en la medida de lo posible con los tribunales extranjeros o los representantes extranjeros, ya sea directamente o por conducto de los administradores concursales.


2) El tribunal competente estará facultado para ponerse en comunicación directa con los tribunales o representantes extranjeros o para recabar información o asistencia directa de los mismos.


Artículo 327.- Cooperación y comunicación directa entre los administradores concursales y los representantes extranjeros.


1) En los asuntos indicados en el artículo 302 el administrador concursal deberá cooperar en la medida de lo posible con los tribunales extranjeros o los representantes extranjeros ya sea directa o indirectamente.


2) El tribunal competente estará facultado para ponerse en comunicación directa con los tribunales o los representantes extranjeros para recabar información directa de ellos. 


Artículo 328.- Formas de cooperación. La cooperación de la que se trata en los artículos 326 y 327 podrá ser puesta en práctica por cualquier medio apropiado y, en particular, mediante:


a) El nombramiento de una persona o de un órgano para que actúe bajo dirección o supervisión del tribunal competente;


b) La comunicación de información por cualquier medio que el tribunal competente considere oportuno;


c) La coordinación de la administración y supervisión de los bienes y negocios del deudor; 


d) La aprobación o la aplicación por los tribunales competentes de los acuerdos relativos a la coordinación de los procedimientos, y


e) La coordinación de los procedimientos que se estén tramitando simultáneamente respecto de un mismo deudor.

Título 5. De los procedimientos paralelos


Artículo 329.- Inicio de un Procedimiento Concursal con arreglo a esta ley tras el reconocimiento de un procedimiento extranjero principal. Desde el reconocimiento de un procedimiento extranjero principal, sólo se podrá iniciar un Procedimiento Concursal con arreglo a esta ley, cuando el deudor tenga bienes en Chile y los efectos de este Procedimiento Concursal se limitarán a los bienes del deudor que se encuentren en territorio nacional y, en la medida requerida para la puesta en práctica de la cooperación y coordinación previstas en los artículos 326, 327 y 328, a otros bienes del deudor que, con arreglo a esta ley, deban ser administrados en este procedimiento.


Artículo 330.- Coordinación de un Procedimiento Concursal seguido con arreglo a esta ley y un procedimiento extranjero. Cuando se estén tramitando simultáneamente y respecto de un mismo deudor un procedimiento extranjero y un Procedimiento Concursal con arreglo a esta ley, el tribunal procurará colaborar y coordinar sus actuaciones con las del otro procedimiento, conforme a lo dispuesto en los artículos 326, 327 y 328 en los términos siguientes:


a) Cuando el Procedimiento Concursal tramitado en Chile esté en curso en el momento de presentarse la solicitud de reconocimiento del procedimiento extranjero:


i. Toda medida otorgada con arreglo a los artículos 320 ó 322 deberá ser compatible con el Procedimiento Concursal tramitado en Chile, y


ii. De reconocerse el procedimiento extranjero en Chile como procedimiento extranjero principal, el artículo 321 no será aplicable;


b) Cuando el Procedimiento Concursal tramitado en Chile se inicie tras el reconocimiento, o una vez presentada la solicitud de reconocimiento, del procedimiento extranjero:


i. Toda medida que estuviere en vigor con arreglo a los artículos 320 ó 322 será reexaminada por el tribunal competente y modificada o revocada en caso de ser incompatible con el Procedimiento Concursal en Chile; 


ii. De haberse reconocido el procedimiento extranjero como procedimiento extranjero principal, la suspensión de que se trata en el número 1) del artículo 321 será modificada o revocada con arreglo al número 2) del artículo 321, en caso de ser incompatible con el Procedimiento Concursal iniciado en Chile, y


iii. Al conceder, prorrogar o modificar una medida otorgada a un representante de un procedimiento extranjero no principal, el tribunal competente deberá asegurarse de que esa medida afecta a bienes que, con arreglo a esta ley, deban ser administrados en el procedimiento extranjero no principal o concierne a información necesaria para ese procedimiento.


Artículo 331.- Coordinación de varios procedimientos extranjeros. En los casos contemplados en el artículo 302, cuando se tramite más de un procedimiento extranjero respecto de un mismo deudor, el tribunal competente procurará que haya cooperación y coordinación con arreglo a lo dispuesto en los artículos 326, 327 y 328, y serán aplicables las siguientes reglas:


a) Toda medida otorgada con arreglo a los artículos 320 ó 322 a un representante de un procedimiento extranjero no principal, una vez reconocido un procedimiento extranjero principal, deberá ser compatible con este último;


b) Cuando un procedimiento extranjero principal sea reconocido o una vez presentada la solicitud de reconocimiento de un procedimiento extranjero no principal, toda medida que estuviere en vigor con arreglo a los artículos 320 ó 322 deberá ser reexaminada por el tribunal competente y modificada o dejada sin efecto en caso de ser incompatible con el procedimiento extranjero principal, y


c) Cuando un procedimiento extranjero no principal esté reconocido o se le otorgue reconocimiento, el tribunal competente deberá conceder, modificar o dejar sin efecto toda medida que proceda para facilitar la coordinación de los procedimientos.


Artículo 332.- Regla de pago para procedimientos paralelos. Sin perjuicio de los titulares de créditos garantizados o de derechos reales, un acreedor que haya percibido un pago parcial respecto de su crédito en un procedimiento tramitado en un Estado extranjero con arreglo a una norma relativa a la insolvencia no podrá percibir un nuevo pago por ese mismo crédito en un Procedimiento Concursal que se tramite con arreglo a esta ley respecto de ese mismo deudor cuando el pago percibido por los demás acreedores de la misma categoría sea proporcionalmente inferior a la suma ya percibida por el acreedor.

CAPÍTULO IX

DE LA SUPERINTENDENCIA DE INSOLVENCIA Y REEMPRENDIMIENTO


Artículo 333.- Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento. Naturaleza Jurídica. Créase una persona jurídica denominada Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, como un servicio público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, en adelante la Superintendencia.


La Superintendencia será una institución autónoma, de duración indefinida, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y se regirá por esta ley.


Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las direcciones regionales que pueda establecer el Superintendente en distintas ciudades del país.


La Superintendencia tendrá, para todos los efectos legales, el carácter de institución fiscalizadora de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley Nº 3.551, de 1981, y su legislación complementaria, y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882.


Artículo 334.- Funciones. Corresponderá a la Superintendencia supervigilar y fiscalizar las actuaciones de los Veedores, Liquidadores, Martilleros Concursales, administradores de la continuación de las actividades económicas del deudor, asesores económicos de insolvencia y, en general, de toda persona que por ley quede sujeta a su supervigilancia y fiscalización.


Asimismo, le corresponderá desempeñar las funciones que esta ley le encomienda en el Capítulo V, así como las demás que se establezcan en otras leyes.


Artículo 335.- Patrimonio. El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por los bienes inmuebles y muebles que adquiera a cualquier título y, en especial, por:


a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.


b) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes patrimoniales y servicios.


c) Los ingresos que perciba por los servicios que preste.


d) Los recursos que le entreguen otras leyes generales o especiales.


La Superintendencia estará sometida al decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y a sus disposiciones complementarias.


Artículo 336.- Superintendente. Un funcionario, con el título de Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento, será el Jefe Superior de la Superintendencia y su representante legal. Tendrá a su cargo el cumplimiento de las funciones y atribuciones que la ley le encomienda y las que correspondan a este organismo.


El Superintendente será nombrado por el Presidente de la República de conformidad con las normas del Sistema de Alta Dirección Pública de la ley Nº 19.882.


Lo subrogará el Jefe del Departamento de Fiscalización y, a falta de éste, el Jefe del Departamento Jurídico.


El Superintendente podrá delegar parte de sus funciones y atribuciones en funcionarios de su dependencia.


Artículo 337.- Departamentos. El Superintendente determinará, mediante resolución, los niveles internos que ejercerán las funciones que la ley encomienda a la Superintendencia, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.


Artículo 338.- Régimen Estatutario. El personal de la Superintendencia se regirá por la presente ley y, supletoriamente, por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, en todo lo que no sea contrario a ésta.


El personal que cumpla funciones profesionales y fiscalizadoras quedará afecto a la letra e) del inciso primero del artículo 162 del señalado Estatuto Administrativo.


Artículo 339.- Atribuciones y Deberes. Para el cumplimiento de sus funciones, la Superintendencia tendrá las siguientes atribuciones y deberes: 

 
1) Fiscalizar las actuaciones de los Liquidadores, Veedores, Martilleros Concursales que se sometan voluntariamente al control de la Superintendencia en virtud de lo dispuesto en esta ley, administradores de la continuación de las actividades económicas y asesores económicos de insolvencia, en adelante en conjunto como los “entes fiscalizados” o los “fiscalizados”, en todos los Procedimientos Concursales y asesorías económicas de insolvencias, en todos los aspectos de su gestión, sean técnicos, jurídicos o financieros.


2) Interpretar administrativamente las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a los fiscalizados, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales que correspondan a los tribunales competentes.


3) Examinar, cuando lo estime necesario, los libros, cuentas, archivos, documentos, contabilidad y bienes relativos a Procedimientos Concursales o a asesorías económicas de insolvencias. La no exhibición o entrega de lo señalado en este numeral por parte del ente fiscalizado a la Superintendencia para su examen, se considerará falta grave para los efectos del número 7) de este artículo.


Toda la documentación de los Procedimientos Concursales, del Deudor y la que se genere en el desarrollo de asesorías económicas de insolvencia deberán ser conservadas por el ente fiscalizado hasta por un año después de encontrarse aprobada la Cuenta Final de Administración o de entregado el expediente de asesoría económica de insolvencias, si no hubiese tenido reparos.


El Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento podrá autorizar la eliminación de parte de este archivo antes de ese plazo y exigir que determinados documentos o libros se guarden por plazos mayores. Podrá, asimismo, facultar a los entes fiscalizados para conservar reproducciones mecánicas, fotográficas o digitales de esta documentación en reemplazo de los originales.


En ningún caso podrán destruirse los libros o instrumentos que digan relación directa o indirecta con algún asunto o litigio pendiente.


El Superintendente podrá autorizar a los entes fiscalizados para devolver al Deudor parte de sus libros y papeles antes del plazo señalado en el párrafo segundo de este numeral. Lo dispuesto en este numeral se entiende sin perjuicio de lo que disponga el tribunal competente.


4) Impartir a los Veedores, Liquidadores, administradores de la continuación de las actividades económicas, Martilleros Concursales que se sometan voluntariamente al control de la Superintendencia y asesores económicos de insolvencias, instrucciones de carácter obligatorio sobre las materias sometidas a su control y, en especial, fijar normas para la presentación de informes, estados de avance y cuentas provisorias o definitivas que deban presentar los fiscalizados.


5) Objetar las Cuentas Finales de Administración en conformidad a lo dispuesto en el Párrafo 2 del Título 3 del Capítulo II de esta ley. 


Asimismo, podrá actuar como parte en este procedimiento cuando la objeción fuere promovida por los acreedores o el Deudor. 


6) Actuar como parte interviniente en los procesos criminales respecto de los delitos que cometiere el Veedor, Liquidador y demás entes fiscalizados, interponiendo la querella respectiva ante el Juez de Garantía competente. Asimismo, denunciará ante el Ministerio Público cualquier hecho que revista carácter de delito del que tome conocimiento en el ejercicio de sus funciones, proveyendo los antecedentes que obren en su poder.


7) Poner en conocimiento del tribunal de la causa o de la Junta de Acreedores cualquier infracción, falta o irregularidad que se observe en la conducta del ente fiscalizado y proponer, si lo estimare necesario, su remoción al juez de la causa o su revocación a la Junta de Acreedores, en el Procedimiento Concursal de que se trate.


El tribunal, a solicitud de la Superintendencia, conocerá de la petición de remoción a que se refiere el párrafo anterior, en la forma establecida para los incidentes, cuando los fiscalizados incurran:


a) En faltas reiteradas.


b) En faltas graves.


c) En el incumplimiento del pago de las multas señaladas en esta ley.


d) En irregularidades en relación con su desempeño o si se encuentran en notoria insolvencia.


Se entenderá que se incurre en faltas reiteradas cuando dentro un mismo Procedimiento Concursal se cometan dos o más faltas, sin consideración de su gravedad, habiendo sido éstas sancionadas previamente. Asimismo, se incurre en falta reiterada cuando respecto de un mismo ente fiscalizado se han aplicado, en uno o en distintos Procedimientos Concursales, seis o más sanciones en el plazo de tres años, sin consideración de su gravedad, constituyendo este último caso una falta gravísima.


El tribunal, de oficio o a petición del Superintendente, suspenderá al ente fiscalizado mientras se tramita el incidente de remoción, cuando estime que se ha afectado o se puede afectar la adecuada administración del concurso o considere que hay presunciones graves de la existencia de las causales invocadas para la remoción.


Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier estado del Procedimiento Concursal, el juez de oficio podrá suspender al ente fiscalizado de sus funciones en él, cuando considere que los antecedentes lo ameritan.


Podrán intervenir como coadyuvantes el Deudor y los acreedores individualmente.


Una vez firme la remoción, la Superintendencia podrá excluir al ente fiscalizado de la nómina respectiva.


8) Informar a los tribunales de justicia y al Ministerio Público cuando sea requerida por éstos, o le soliciten informes periciales en materias de su competencia.


9) Llevar los registros de los Procedimientos Concursales, continuaciones de actividades económicas y asesorías económicas de insolvencias, los que tendrán carácter de públicos, y extender las certificaciones y copias que procedan.


10) Asesorar al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo en materias de su competencia, y proponer las reformas legales y reglamentarias que sea aconsejable introducir.


11) Recibir, dentro del ejercicio de sus funciones fiscalizadoras, las denuncias que los acreedores, el Deudor, o terceros interesados formulen en contra del desempeño del ente fiscalizado.


12) Llevar las nóminas de Veedores, Liquidadores, árbitros, Martilleros Concursales, administradores de la continuación de las actividades económicas y asesores económicos de insolvencias en la forma que las leyes le ordenen y verificar el cumplimiento de los requisitos para que los referidos entes sujetos a su fiscalización se mantengan en las respectivas nóminas.


13) Desempeñar las demás funciones que le encomienden las leyes.


Para el cumplimiento de las funciones fiscalizadoras señaladas en este artículo, la Superintendencia tendrá las mismas facultades que el artículo 37 del Código de Procedimiento Civil otorga a los funcionarios que indica, pudiendo retirar los expedientes judiciales sin más formalidades que las prescritas para los receptores.


Artículo 340.- Infracciones. Los entes fiscalizados que incurrieren en infracciones a las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con Procedimientos Concursales o incumplieren las instrucciones, órdenes y normas que les imparta la Superintendencia podrán ser objeto de censura por escrito, multa a beneficio fiscal de 1 hasta 1000 unidades tributarias mensuales, suspensión hasta por seis meses para asumir en un nuevo Procedimiento Concursal o asesoría económica de insolvencia o la exclusión de la nómina respectiva, sin perjuicio de otras sanciones contenidas en esta ley o en leyes especiales.


Para los efectos de la aplicación de las sanciones a que se refiere el inciso anterior, las infracciones administrativas se clasificarán como leves, graves y gravísimas, tal como se señala para las conductas descritas a continuación:


1) Leves:


a) El incumplimiento de plazos contenidos en instructivos o en instrucciones específicas de la Superintendencia.


b) La infracción a las demás obligaciones previstas en las normas de carácter general que haya dictado la Superintendencia y que no se consideren infracciones graves o gravísimas.


c) El incumplimiento de leyes, instructivos, circulares o instrucciones particulares emanadas de la Superintendencia, que no ocasionen perjuicio económico directo a la masa, al Deudor o a terceros que tengan interés en el Procedimiento Concursal respectivo. 


2) Graves: incumplimiento de leyes, instructivos o circulares, que ocasionen perjuicio económico a la masa, al Deudor o a terceros que tengan interés en el Procedimiento Concursal respectivo.


3) Gravísimas: incumplimiento de leyes, debidamente representado por medio de instrucciones específicas de la Superintendencia y que ocasionen perjuicio económico a la masa, al Deudor o a terceros que tengan interés en el Procedimiento Concursal respectivo. 


La Superintendencia podrá determinar la gravedad de las infracciones administrativas no contenidas en los números precedentes.


Si la Superintendencia representa al ente fiscalizado, a través de un oficio de fiscalización, cualquier infracción, falta o irregularidad en su desempeño, el fiscalizado deberá acreditar la forma en que ha dado cumplimiento a sus obligaciones en conformidad a las leyes, reglamentos e instrucciones que le rigen. Cuando la Superintendencia denuncie al tribunal competente las infracciones, faltas o irregularidades referidas precedentemente se aplicará lo dispuesto en el artículo 1698 del Código Civil.


Artículo 341.- Sanciones. Las infracciones calificadas en el artículo anterior serán sancionadas conforme a la escala siguiente:


a)  Las infracciones leves serán sancionadas con censura por escrito o multa a beneficio fiscal de 1 a 50 unidades tributarias mensuales. 


b) Las infracciones graves serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de 51 a 100 unidades tributarias mensuales o suspensión hasta por seis meses para asumir en un nuevo Procedimiento Concursal.


c) Las infracciones gravísimas serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de 101 a 1000 unidades tributarias mensuales, suspensión hasta por seis meses para asumir en un nuevo Procedimiento Concursal, o la exclusión de la respectiva nómina.


La multa específica se determinará apreciando fundadamente la gravedad de la infracción y el perjuicio causado a la masa, al Deudor o a terceros que tengan interés en el Procedimiento Concursal respectivo.


Artículo 342.- Procedimiento. Las sanciones serán impuestas por resolución del Superintendente, de conformidad a lo dispuesto en esta ley.


Toda sanción aplicada por la Superintendencia deberá fundarse en un procedimiento que se iniciará con la representación precisa de las infracciones y su notificación al ente fiscalizado infractor para que presente sus descargos. El plazo conferido para presentar los descargos no podrá ser inferior a diez días. 


La Superintendencia dará lugar a las medidas probatorias que solicite el infractor en sus descargos, o las rechazará fundadamente.


La resolución que se dicte en definitiva deberá pronunciarse sobre las alegaciones y defensas del infractor y contendrá la declaración de la sanción impuesta si correspondiere. El pronunciamiento anterior se hará dentro de los treinta días de evacuada la última diligencia ordenada en el expediente. 


El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva.


El pago de toda multa aplicada de conformidad a este Título deberá ser acreditado ante la Superintendencia, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.


La resolución que aplique la multa tiene mérito ejecutivo para su cobro. Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley en relación a la ejecución de la boleta de garantía por incumplimiento del pago de multa administrativa.


El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia en conformidad a la ley, devengará los reajustes e intereses establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.


Declarada judicialmente la improcedencia total o parcial de la multa, la Superintendencia o el órgano jurisdiccional respectivo, según corresponda, deberá ordenar su devolución por la Tesorería General de la República, debidamente reajustada en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del Código Tributario.


Artículo 343.- Recursos. Contra las resoluciones de la Superintendencia que apliquen sanciones se podrá interponer un recurso de reposición administrativo, en el plazo de cinco días contado desde el día siguiente a la notificación de la resolución. La Superintendencia dispondrá de diez días para resolver.


Los entes fiscalizados podrán reclamar contra la resolución de la Superintendencia que rechace la reposición, dentro del plazo de diez días contado desde la notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio del reclamante. 


Las resoluciones que impongan sanciones serán siempre reclamables y no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. 


La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Superintendencia, que se notificará por carta certificada, y ésta dispondrá del plazo de diez días contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se incluirá preferentemente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte dictará sentencia en el término de treinta días sin ulterior recurso. En caso de no acogerse el reclamo, el monto de lo pagado por concepto de la multa objetada, si lo hubiere, se entenderá abonado a ésta y, en caso de acogerse, regirá lo dispuesto en el inciso final del artículo anterior.


Artículo 344.- Prescripción. Las infracciones que pudieren cometer los entes fiscalizados en el ejercicio de sus funciones prescribirán en el plazo de tres años contado desde la comisión del hecho constitutivo de infracción. 


Artículo 345.- Notificaciones. Las notificaciones que practique la Superintendencia conforme a este Capítulo se efectuarán de acuerdo a lo dispuesto en la ley N° 19.880, sin perjuicio de las otras formas de notificación contempladas en esta ley. 

CAPÍTULO X

MODIFICACIONES A LEYES ESPECIALES


Artículo 346.- Derógase la ley N° 18.175, sin perjuicio de los dispuesto en el número 20) del artículo 349.


Artículo 347.- Modifícase el Código Penal de la siguiente manera:


1) Reemplázase, en el inciso final del artículo 48, la expresión “concurso o quiebra”, por la siguiente: “un procedimiento concursal”.


2) Sustitúyese, en el Título IX del Libro Segundo, la denominación del Párrafo 7, “De las defraudaciones”, por la siguiente: “De los delitos concursales y de las defraudaciones”.


3) Incorpóranse los siguientes artículos 463, 463 bis, 463 ter, 463 quáter, 464, 464 bis, 464 ter, 465 y 465 bis:


“Artículo 463.- El deudor que dentro de los dos años anteriores a la resolución de liquidación a que se refiere el Capítulo IV de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas ejecutare maliciosamente cualquier acto, real o simulado, que disminuya su activo o aumente su pasivo será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo.


Artículo 463 bis.- Las mismas penas establecidas en el artículo anterior se impondrán al deudor que, causando perjuicio a sus acreedores, realizare alguna de las siguientes conductas:


1º Si dentro de los dos años anteriores a la resolución de reorganización o liquidación, ocultare total o parcialmente sus bienes o sus haberes.


2º Si después de la resolución de liquidación percibiere y aplicare a sus propios usos o de terceros, bienes que deban ser objeto del procedimiento concursal de liquidación.


3º Si después de la resolución de liquidación, realizare actos de disposición de bienes de su patrimonio, reales o simulados, o si constituyere prenda, hipoteca u otro gravamen sobre los mismos.


Artículo 463 ter.- Será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio el deudor que, actuando en perjuicio de sus acreedores, realizare alguna de las siguientes conductas:


1º Si durante el procedimiento concursal de reorganización o liquidación, proporcionare al veedor o liquidador, en su caso, o a sus acreedores, información o antecedentes falsos o incompletos, en términos que no reflejen la verdadera situación de su activo o pasivo.


2º Si no llevare o no conservare los libros de contabilidad y sus respaldos exigidos por la ley, o si los ocultare, inutilizare o falseare de foma tal que no manifiesten la situación verdadera de su activo y pasivo.


Artículo 463 quáter.- Los gerentes, directores, administradores de hecho o de derecho, factores o representantes del deudor respecto del cual se hubiere iniciado un procedimiento concursal de reorganización o de liquidación serán castigados como autores de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis y 463 ter si en la dirección de los negocios del deudor y con conocimiento de la situación de éstos, hubieren ejecutado alguno de los actos o incurrido en alguna de las omisiones allí señalados, o hubieren autorizado expresamente dichos actos u omisiones.


Artículo 464.- Será castigado con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y con la sanción accesoria de inhabilidad especial perpetua para ejercer el cargo, el veedor o liquidador designado en un procedimiento concursal de reorganización o liquidación, que realice alguna de las siguientes conductas:


1° Si se apropiare de bienes del deudor que deban ser objeto de un procedimiento concursal de reorganización o liquidación.


2° Si defraudare a los acreedores, alterando en sus cuentas de administración los valores obtenidos en el procedimiento concursal de reorganización o liquidación, suponiendo gastos o exagerando los que hubiere hecho.


3° Si proporcionare ventajas indebidas a un acreedor, al deudor o a un tercero.


Artículo 464 bis.- El veedor o liquidador designado en un procedimiento concursal de reorganización o de liquidación que aplicare en beneficio propio o de un tercero bienes del deudor que sean objeto de un procedimiento concursal de reorganización o de liquidación será castigado con presidio menor en su grado medio a máximo y con la pena accesoria de inhabilidad especial perpetua para ejercer el cargo.


Artículo 464 ter.- El que fuerce al veedor, liquidador, deudor o sus gerentes, directores, administradores de hecho o de derecho, factores o representantes, a realizar alguna de las conductas previstas en este Párrafo, será castigado como autor del delito respectivo.


Los demás partícipes que no tengan las calidades de veedor, liquidador, deudor, gerente, director, administrador de hecho o de derecho, factor o representante, y que colaboren en la realización de los delitos regulados en este Párrafo, serán sancionados con las penas establecidas para los que tengan esas calidades, rebajadas en un grado.


Artículo 465.- La persecución penal de los delitos contemplados en este Párrafo sólo podrá iniciarse previa instancia particular del veedor o liquidador del proceso concursal respectivo; de cualquier acreedor que haya verificado su crédito si se tratare de un procedimiento concursal de liquidación, lo que se acreditará con copia autorizada del respectivo escrito y su proveído; o en el caso de un procedimiento concursal de reorganización, de todo acreedor a quien le afecte el acuerdo de reorganización de conformidad a lo establecido en el artículo 66 del Capítulo III de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.


Si se tratare de delitos de este Párrafo cometidos por veedores o liquidadores, la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá denunciarlos si alguno de los empleados de su dependencia toma conocimiento de aquéllos en el ejercicio de sus funciones. Además, podrá interponer querella criminal, entendiéndose para este efecto cumplidos los requisitos que establece el artículo 111 del Código Procesal Penal.


Si procedieren acuerdos reparatorios de conformidad al artículo 241 y siguientes del Código Procesal Penal, el veedor o liquidador que intervenga en el procedimiento actuará en interés general de la masa. En consecuencia, los términos de esos acuerdos deberán ser aprobados por la junta de acreedores respectiva y las prestaciones que deriven de ellos beneficiarán a todos los acreedores, a prorrata de sus respectivos créditos, sin distinguir para ello la clase o categoría de los mismos.


Será competente para conocer de los delitos concursales regulados en este Párrafo el juez de garantía del domicilio del deudor.


Artículo 465 bis.- Las disposiciones contenidas en los artículos anteriores de este Párrafo referidas al deudor sólo se aplicarán a los señalados en el número 12) del artículo 2° de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


4) Reemplázase, en el artículo 466, la frase “El deudor no dedicado al comercio” por “La persona deudora definida en el número 25) del artículo 2° de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


Artículo 348.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Civil:


1) Reemplázase el número 1° del artículo 1496, por el siguiente:


“1° Al deudor que tenga dicha calidad en un procedimiento concursal de liquidación, o se encuentre en notoria insolvencia y no tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de reorganización;”.


2) Sustitúyese, en el número 2° del artículo 1617, la expresión “quiebra fraudulenta”, por la frase “cualquiera de los delitos señalados en el Párrafo 7 del Título IX del Libro Segundo del Código Penal”.


3) Reemplázase el número 6° del artículo 2163, por el siguiente:


“6°. Por tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, el mandante o el mandatario;”.


4) Sustitúyese el artículo 2472 por el que sigue:


“Art. 2472. La primera clase de créditos comprende los que nacen de las causas que en seguida se enumeran: 


1. Las costas judiciales que se causen en interés general de los acreedores;


2. Las expensas funerales necesarias del deudor difunto;


3. Los gastos de enfermedad del deudor.


Si la enfermedad hubiere durado más de seis meses, fijará el juez, según las circunstancias, la cantidad hasta la cual se extienda la preferencia;


4. Los gastos en que se incurra para poner a disposición de la masa los bienes del deudor, los gastos de administración del procedimiento concursal de liquidación, de realización del activo y los préstamos contratados por el liquidador para los efectos mencionados.


5. Las remuneraciones de los trabajadores, las asignaciones familiares, la indemnización establecida en el número 2 del artículo 163 bis del Código del Trabajo con un límite de noventa unidades de fomento al valor  correspondiente al último día del mes anterior a su pago, considerándose valista el exceso si lo hubiere, y las cotizaciones adeudadas a las instituciones de seguridad social o que se recauden por su intermedio, para ser destinadas a ese fin;


6. Las cotizaciones adeudadas a organismos de seguridad social o que se recauden por su intermedio, para ser destinadas a ese fin, como asimismo, los créditos del fisco en contra de las entidades administradoras de fondos de pensiones por los aportes que aquél hubiere efectuado de acuerdo con el inciso cuarto del artículo 42 del decreto ley Nº 3.500, de 1980;


7. Los artículos necesarios de subsistencia suministrados al deudor y su familia durante los últimos tres meses;


8. Las indemnizaciones legales y convencionales de origen laboral que les correspondan a los trabajadores, que estén devengadas a la fecha en que se hagan valer y hasta un límite de tres ingresos mínimos mensuales remuneracionales por cada año de servicio y fracción superior a seis meses por cada trabajador, con un límite de once años. Por el exceso, si lo hubiere, se considerarán valistas.


Asimismo, la indemnización establecida en el párrafo segundo del número 4 del artículo 163 bis del Código del Trabajo estará sujeta a los mismos límites precedentemente señalados.


Para efectos del cálculo del pago de la preferencia establecida en este número, los límites máximos indicados en los párrafos primero y segundo serán determinados de forma independiente;


9. Los créditos del fisco por los impuestos de retención y de recargo.”.


Artículo 349.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Comercio:


1) Reemplázase, en el artículo 42, la palabra “quiebras”, por la expresión “procedimiento concursal de liquidación”.


2) Derógase el artículo 64.


3) Suprímese, en el inciso segundo del artículo 251, la frase “, y en caso de quiebra será tratado como fallido fraudulento”. 


4) Sustitúyese, en el artículo 287, la expresión “de la quiebra del comitente” por la frase “en que el comitente tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”.


5) Reemplázase, en el artículo 300, la frase “de la quiebra del comitente” por la siguiente: “en que el comitente tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”.


6) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 321, la frase “Ocurriendo la quiebra del asegurador,” por la que sigue: “Teniendo el asegurador la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación,”.


7) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 380, la expresión “en la quiebra”, por la frase “al procedimiento concursal de liquidación”.


8) Sustitúyese, en el artículo 422, las palabras “se encuentra en quiebra”, por las siguientes: “tiene la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”.


9) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 559:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, la frase inicial “Declarada la quiebra” por “Dictada la resolución de liquidación”, y el término “fallido” por “deudor”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “si ocurriere la quiebra”, por “si se dictare la resolución de liquidación”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “Si el fallido o el administrador de la quiebra”, por la que sigue: “Si el deudor en el procedimiento concursal de liquidación o el liquidador”.


10) Reemplázanse, en el inciso segundo del artículo 611, la expresión “la quiebra”, por “la dictación de la resolución de liquidación”.


11) Sustitúyese, en el artículo 1034, las palabras “juicios de quiebras”, por la frase “procedimientos concursales de liquidación”.


12) Reemplázanse, en el artículo 1215, las palabras “síndico” y “síndicos” por “liquidador” y “liquidadores”, respectivamente, y la expresión “Ley de Quiebras”, por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


13) Sustitúyese, en el artículo 1216, la palabra “síndico” por “liquidador”.


14) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 1220, el término “síndico” por “liquidador”.


15) Sustitúyese, en el artículo 1221, la voz “síndico” por “liquidador”.


16) Reemplázase, en el artículo 1223, la palabra “síndico” por “liquidador”.


17) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 1224, el término “síndico” por “liquidador”.


18) Reemplázase, en el artículo 1225, el vocablo “síndico” por “liquidador”.


19) Sustitúyense, en el artículo 1226, las expresiones “Ley de Quiebras” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”, y “síndicos” por “liquidadores”.


20) Derógase el Libro IV.


Artículo 350.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Civil:


1) Modifícase el artículo 93 del modo que sigue:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la palabra “quiebra”, por la expresión “procedimiento concursal de liquidación”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la mención a la “Ley de Quiebras”, por otra a la “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


2) Sustitúyese, en el artículo 157, la expresión “juicios de quiebra”, por la siguiente: “procedimientos concursales de liquidación”.


3) Reemplázase el inciso tercero del artículo 492, por el siguiente:


“Si se ha dictado la resolución de reorganización que incluya los bienes del poseedor de la finca perseguida, o ha sido sometido a un procedimiento concursal de liquidación, se estará a lo prescrito en el artículo 2477 de dicho Código.”.


Artículo 351.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales: 


1) Sustitúyese el número 2° del artículo 131, por el siguiente:


“2° Todas las cuestiones relativas a procedimientos concursales de reorganización o de liquidación entre el deudor y los acreedores.”.


2) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 133, las palabras “juicio de quiebra”, por la expresión “procedimiento concursal de liquidación”.


3) Sustitúyese, en el artículo 154, la frase “en materia de quiebras, cesiones de bienes y convenios entre deudores y acreedores el del lugar en que el fallido o deudor tuviere su domicilio”, por la siguiente: “en materia de procedimientos concursales entre deudores y acreedores el del lugar en que el deudor tuviere su domicilio”.


4) Reemplázase, en el número 3 del artículo 195, las palabras “síndico de alguna quiebra”, por las siguientes: “veedor o liquidador de un procedimiento concursal”.


Artículo 352.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, del año 2003:


1) Sustitúyese, en el inciso cuarto de su artículo 61, el texto que señala: “no excederá, respecto de cada beneficiario, de un monto igual a tres ingresos mínimos mensuales por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, con un límite de diez años; el saldo, si lo hubiere, será considerado crédito valista”, por la siguiente frase: “se regirá por lo establecido en dicha norma”.


2) Intercálase el siguiente artículo 163 bis:


“Artículo 163 bis.- El contrato de trabajo terminará en caso que el empleador fuere sometido a un procedimiento concursal de liquidación. Para todos los efectos legales, la fecha de término del contrato de trabajo será la fecha de dictación de la resolución de liquidación. En este caso, se aplicarán las siguientes reglas:


1.- El liquidador deberá comunicar al trabajador, personalmente o por carta certificada enviada al domicilio señalado en el contrato de trabajo, el término de la relación laboral en virtud de la causal señalada en este artículo, adjuntando a dicha comunicación un certificado emitido por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento que deberá indicar el inicio de un procedimiento concursal de liquidación respecto del empleador, así como el tribunal competente, la individualización del proceso y la fecha en que se dictó la resolución de liquidación correspondiente. El liquidador deberá realizar esta comunicación dentro de un plazo no superior a seis días hábiles contado desde la fecha de notificación de la resolución de liquidación por el tribunal que conoce el procedimiento concursal de liquidación. 


Dentro del mismo plazo, el liquidador deberá enviar copia de la comunicación mencionada en el inciso anterior a la respectiva Inspección del Trabajo. Las Inspecciones del Trabajo tendrán un registro de las comunicaciones de término de contrato de trabajo que se les envíen, el que se mantendrá actualizado con las comunicaciones recibidas en los últimos treinta días hábiles.


La Inspección del Trabajo, de oficio o a petición de parte, constatará el cumplimiento de lo establecido en este número. En caso de incumplimiento por parte del liquidador, la Inspección del Trabajo deberá informar a la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, la que podrá sancionar los hechos imputables al liquidador, de conformidad con lo establecido en el artículo 340 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, sin perjuicio de la responsabilidad que le pueda corresponder en virtud del Párrafo 7 del Título IX del Libro Segundo del Código Penal.


2.- El liquidador, en representación de los acreedores y del deudor, deberá pagar al trabajador una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada.


3.- Si el contrato de trabajo hubiere estado vigente un año o más, el liquidador, en representación de los acreedores y del deudor, deberá pagar al trabajador una indemnización por años de servicio equivalente a aquélla que el empleador estaría obligado a pagar en caso que el contrato terminare por alguna de las causales señaladas en el artículo 161. El monto de esta indemnización se determinará de conformidad a lo establecido en los incisos primero y segundo del artículo 163. Esta indemnización será compatible con la establecida en el número 2 anterior.


4.- No se requerirá solicitar la autorización previa del juez competente respecto de los trabajadores que al momento del término del contrato de trabajo tuvieren fuero.


Con todo, tratándose de trabajadores que estuvieren gozando del fuero señalado en el artículo 201, el liquidador, en representación de los acreedores y del deudor, deberá pagar una indemnización equivalente a la última remuneración mensual devengada por cada uno de los meses que restare de fuero. Si el término de contrato ocurriere en virtud de este artículo, mientras el trabajador se encontrare  haciendo uso de los descansos y permisos a que se refiere el artículo 198, no se considerarán para el cálculo de esta indemnización las semanas durante las cuales el trabajador tenga derecho a los subsidios derivados de aquéllos. Esta indemnización será compatible con la indemnización que deba pagarse en conformidad al número 3 anterior.


5.- El liquidador deberá poner a disposición del trabajador el respectivo finiquito a lo menos diez días antes de la expiración del período de verificación ordinaria de créditos que establece la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.


El finiquito suscrito por el trabajador se entenderá como antecedente documentario suficiente para justificar un pago administrativo.


El finiquito suscrito por el trabajador deberá, además, ser acompañado por el liquidador al tribunal que conoce del procedimiento concursal de liquidación, dentro de los dos días hábiles siguientes a su suscripción. Este finiquito se regirá por las siguientes reglas:


a) Tendrá el mismo valor que el finiquito suscrito y ratificado ante ministro de fe de conformidad al artículo 177;


b) Se entenderá como suficiente verificación de los créditos por remuneraciones, asignaciones compensatorias e indemnizaciones que consten en dicho instrumento;


c) Si el trabajador hiciere reserva de acciones al suscribir el finiquito, la verificación o pago administrativo estará limitada a las cantidades aceptadas por el trabajador, y


d) Cualquier estipulación que haga entender que el trabajador renuncia total o parcialmente a dichas cotizaciones previsionales se tendrá por no escrita.


Con todo, el liquidador deberá reservar fondos, si los hubiere, respecto de aquellos finiquitos no suscritos por los trabajadores o no acompañados por el liquidador al tribunal que conoce del procedimiento concursal de liquidación dentro del plazo señalado en el párrafo tercero de este número, por un período de treinta días contado desde la fecha en que el correspondiente finiquito fue puesto a disposición del respectivo trabajador.”.


3) Intercálase, en el inciso primero de su artículo 172, a continuación del vocablo “artículos”, la expresión “163 bis,”.


4) Reemplázase la letra b) del artículo 183-M, por la siguiente:


“b) por tener la empresa de servicios transitorios la calidad de deudora en un procedimiento concursal de liquidación, salvo que se decrete la continuidad de sus actividades económicas.”.


Artículo 353.- Incorpóranse las siguientes modificaciones al decreto ley N° 830, de 1974, sobre Código Tributario:


1) Reemplázanse, en el inciso cuarto del artículo 24, la frase “En el caso de quiebra del contribuyente”, por la siguiente: “En caso que el contribuyente se encuentre en un procedimiento concursal de liquidación en calidad de deudor”, y la expresión “fallido” por “deudor”.


2) Sustitúyense, en el artículo 91, las expresiones “síndico” por “liquidador”, y “declaratoria de quiebra” por “dictación de la resolución de liquidación”.


Artículo 354.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 230 del Código de Minería, las palabras “las quiebras”, por la expresión “los procedimientos concursales de liquidación”.


Artículo 355.- Reemplázase, en el artículo 59 del decreto supremo N° 606, del Ministerio de Salubridad, Previsión y Asistencia Social, de 1944, que aprueba el texto refundido de las leyes Nos 6.037 y 7.759, sobre la Caja de Previsión de la Marina Mercante Nacional, la palabra “quiebra”, por la frase “un procedimiento concursal de liquidación”.


Artículo 356.- Sustitúyese, en el número 4 del artículo 12 bis del decreto con fuerza de ley N° 153, del Ministerio de Hacienda, de 1960, que crea la Empresa Nacional de Minería, el texto que señala: “las que sean declaradas fallidas o que sean administradoras o representantes legales de personas fallidas, que sean acusadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 203 y 204 de la Ley de Quiebras, en tanto se mantenga esa calidad”, por el siguiente: “las que tengan la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o sean administradores o representantes legales de deudores, formalizados por delitos concursales establecidos en el Código Penal, mientras se mantenga dicha situación”.


Artículo 357.- Reemplázase, en el inciso final del artículo 16 de la ley N° 10.336, sobre organización y atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, de 1964, la expresión “Sindicatura General de Quiebras” por “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento”.


Artículo 358.- Elimínase, en el artículo 57 de la ley 16.391, que crea el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, la expresión “y, por tanto, para los efectos del artículo 61 de la Ley de Quiebras,”.


Artículo 359.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 163, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1968, que fija el texto de la ley N° 10.383, la frase “si cayeren en quiebra”, por la siguiente: “si fueren sometidos a un procedimiento concursal de liquidación”.


Artículo 360.- Reemplázase, en la letra a) del artículo 8° A del decreto ley N° 1.350, del Ministerio de Minería, de 1976, que crea la Corporación Nacional del Cobre de Chile, el texto que señala: “ni haber sido declarado fallido, ni haber sido administrador o representante legal de personas fallidas condenadas por delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 232 y 233 del Libro IV del Código de Comercio”, por el siguiente: “ni tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, ni haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal”.


Artículo 361.- Sustitúyense, en el inciso final del artículo 4° del decreto ley N° 1.328, de 1976, sobre administración de fondos mutuos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 1.019, del Ministerio de Hacienda, de 1979, la expresión “Declarada la quiebra” por “Dictada la resolución de liquidación”, y la frase “síndico con todas las facultades que al efecto confiere a los síndicos el Libro IV del Código de Comercio”, por “liquidador con todas las facultades que al efecto confiere a los liquidadores la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


Artículo 362.- Modifícase el artículo 62 C del decreto ley        N° 1.939, del Ministerio de Tierras y Colonización, de 1977, que dicta normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado, en los siguientes términos:


a) Reemplázase, en su inciso tercero, la frase “del artículo 200, números 1 al 5 de la ley 18.175, sobre Quiebras”, por la siguiente: “del veedor cuando actúa como interventor conforme a lo dispuesto en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”. 


b) Sustitúyese, en su inciso final, la frase “En caso de quiebra del concesionario, el Síndico”, por la que sigue: “En caso de inicio de un procedimiento concursal de liquidación del concesionario, el liquidador”.


Artículo 363.- Derógase la letra d) del artículo 3° del decreto ley N° 3.346, del Ministerio de Justicia, de 1980, que fija el texto de la ley orgánica del Ministerio de Justicia. 


Artículo 364.- Introducénse las siguientes modificaciones al decreto ley N° 3.500, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones:


1) Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 20 H, la frase “la causal establecida en el artículo 161”, por la siguiente: “las causales establecidas en los artículos 161 ó 163 bis”.


2) Modifícase la letra d) del inciso primero del artículo 24 A, de la manera que sigue:


a) Reemplázase su numeral i) por el siguiente: 


“i) Que se trate de un deudor en procedimiento concursal de liquidación vigente;”. 


b) Sustitúyese, en su numeral ii), la palabra “quiebra” por la expresión “procedimiento concursal de liquidación”.


3) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 34, la frase “En caso de quiebra de la Administradora”, por la siguiente: “En caso que la Administradora tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”.


4) Sustitúyese, en el inciso séptimo del artículo 42, la frase “Producida la disolución o quiebra de la Sociedad,”, por la siguiente: “Producida la disolución de la Sociedad o dictada la resolución de liquidación en los términos establecidos en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas,”.


5) Reemplázase, en el inciso final del artículo 59, la frase “En caso de quiebra o disolución de la Administradora”, por la que sigue: “En caso que la Administradora tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o sea disuelta”.


6) Sustitúyense, en el inciso undécimo del artículo 59 bis, la frase “En caso de quiebra de alguna de las compañías de seguros adjudicatarias de la licitación”, por la siguiente: “En caso de disolución o que se dicte la resolución de liquidación en los términos de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas de alguna de las compañías de seguros adjudicatarias de la licitación”, y la expresión “quiebra” por “dictación de la resolución de liquidación”.


7) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 82:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “declaratoria de quiebra de una Compañía de Seguros”, por “la dictación de la resolución de liquidación de una Compañía de Seguros”.


b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “declaratoria de quiebra”, por “la dictación de la resolución de liquidación”.


c) Reemplázase, en el inciso séptimo, la frase “declaratoria de quiebra”, por “la dictación de la resolución de liquidación”.


d) Sustitúyese, en el inciso octavo, la expresión “fallida” por la frase “Compañía de Seguros que tenga la calidad de deudora en un procedimiento concursal de liquidación”.


8) Modifícase el número 18 del artículo 94 del modo que se indica a continuación:


a) Reemplázase, en la letra f), la expresión inicial “Solicitud de quiebra”, por la que sigue: “Solicitud de inicio de procedimiento concursal de liquidación”.


b) Sustitúyese, en la letra g), la expresión inicial “Declaración de quiebra”, por la siguiente: “Dictación de la resolución de liquidación”.


9) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 145:


a) Reemplázase, en su inciso primero, las palabras “la quiebra”, por la expresión “el inicio del procedimiento concursal de liquidación”.


b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “de la quiebra”, por la frase “del procedimiento concursal de liquidación”.


10) Reemplázase, en la letra c) del artículo 165, la frase “o se le solicite o se declare su quiebra”, por “o cuando se le solicite o se declare el inicio de un procedimiento concursal de liquidación”.


11) Sustitúyese la letra b) del inciso tercero del artículo 174, por la siguiente: 


“b) Los que tengan actualmente la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, y quienes tengan prohibición de comerciar, y”.


Artículo 365.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.045, de Mercado de Valores:


1) Reemplázase la letra h) del artículo 26, por la siguiente: 


“h) no tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, e”.


2) Sustitúyese la letra e) del artículo 46, por la siguiente: 


“e) No tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o de reorganización.”.


3) Derógase el artículo 62.


4) Reemplázanse, en el artículo 67, la frase inicial “En caso de quiebra de un emisor de valores”, por la siguiente: “En caso de que un emisor de valores tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”, y la expresión “será aplicable el artículo 76 de la Ley de Quiebras”, por la frase “será aplicable lo dispuesto en el artículo 288 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


5) Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 107, la frase “quiebra del emisor o en convenios judiciales o extrajudiciales relacionados con ésta o con su eventual ocurrencia”, por la que sigue: “dictación de la resolución de reorganización o resolución de liquidación del emisor”.


6) Reemplázanse, en la segunda oración del inciso séptimo del artículo 114, la frase “En caso de quiebra del emisor”, por “En caso que un emisor de valores tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”; la palabra “fallido” por “deudor”; la expresión “de la quiebra”, por “del procedimiento concursal de liquidación”, y la frase “la ley 18.175, especialmente en su artículo 149.”, por “el artículo 136 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


7) Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 120, la frase “la petición de declaración de quiebra del emisor, la presentación de proposiciones de convenios extrajudiciales o judiciales preventivos”, por la siguiente: “la solicitud de inicio de un procedimiento concursal de liquidación o de reorganización”.


8) Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 138, la frase “y en caso de declararse la quiebra de la sociedad”, por la que sigue: “y en caso que la sociedad tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”.


9) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 146:


a) Sustitúyese su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 146.- En el caso que la sociedad tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, dicho procedimiento sólo afectará su patrimonio común y no generará un procedimiento concursal de liquidación para los patrimonios separados que haya constituido.”.


b) Reemplázanse, en el inciso segundo, la expresión “declarado en quiebra”, por “objeto de un procedimiento concursal de liquidación”, y las palabras “a la quiebra”, por “al procedimiento concursal de liquidación”.


c) Sustitúyense, en el inciso tercero, la expresión “La quiebra”, por “La calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”, y las palabras “la quiebra”, por “el inicio de un procedimiento concursal de liquidación”.


d) Reemplázanse, en el inciso cuarto, la expresión “Cuando la sociedad fuere declarada en quiebra,”, por la que sigue: “En el caso de que la sociedad emisora y su patrimonio común se encuentren en procedimiento concursal de liquidación,”.


e) Sustitúyense, en el inciso quinto, la frase “declare la quiebra de la sociedad”, por “decrete el inicio del procedimiento concursal de liquidación”, y el término “Síndico” por “liquidador”.


10) Reemplázase, en el inciso final del artículo 147, la expresión “cuando ello se origine por quiebra de la sociedad securitizadora.”, por la siguiente: “en el caso que la sociedad securitizadora tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación.”.


Artículo 366.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas:


1) Sustitúyense, en el artículo 29, la frase inicial “En caso de quiebra de la sociedad,”, por “En caso que la sociedad tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación,”, y la expresión “el artículo 76 de la Ley de Quiebras”, por la frase “el artículo 275 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


2) Reemplázase, en el número 3) del artículo 35, la frase “y los fallidos o los administradores o representantes legales de personas fallidas condenadas por delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 203 y 204 de la Ley de Quiebras.”, por el siguiente texto: “y aquellos que tengan la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación personalmente o como administradores o representantes legales, o que hayan sido condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal.”.


3) Reemplázanse, en el inciso primero del artículo 69, la frase “en caso de haberse declarado la quiebra de la sociedad”, por “en el caso de que la sociedad tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”; la expresión “convenio aprobado de acuerdo al Título XII de la Ley de Quiebras”, por “acuerdo de reorganización aprobado conforme a lo establecido en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”; la palabra “convenio” por “acuerdo” y la expresión “declaración de quiebra” por “dictación de la resolución de liquidación”.


4) Sustitúyese la denominación del Título X por la siguiente: “Del procedimiento concursal de liquidación, de la disolución y de la liquidación”.


5) Modifícase el artículo 101 en los siguientes términos:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “que ha sido declarada en quiebra por resolución ejecutoriada”, por “respecto de la cual ha sido declarado el inicio del procedimiento concursal de liquidación”.


b) Sustitúyense, en el inciso tercero, la expresión “la quiebra” por “el inicio de un procedimiento concursal respecto”, y la frase “la declaratoria posterior de quiebra”, por “la resolución de liquidación”.


6) Reemplázase el encabezamiento del artículo 102, por el siguiente:


“Artículo 102.- Si el deudor hubiere agravado el mal estado de sus negocios en forma que haga temer un perjuicio a los acreedores, podrá ser sometido a una intervención más estricta que la pactada o resolverse el acuerdo de reorganización, por su incumplimiento de conformidad a lo establecido en los artículos 98 y siguientes de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, y se presumirá el conocimiento de los directores, liquidadores y gerentes de la sociedad anónima deudora, en los siguientes casos:”.


7) Sustitúyese, en el artículo 105, la frase “declaración de quiebra de la sociedad”, por la siguiente: “dictación de la resolución de liquidación de la sociedad”.


Artículo 367.- Reemplázase, en el artículo 57 de la ley N° 18.092, que dicta nuevas normas sobre letra de cambio y pagaré y deroga disposiciones del Código de Comercio, la frase “en caso de quiebra de su portador”, por la siguiente: “en caso de inicio de un procedimiento concursal de liquidación de su portador”.


Artículo 368.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 10, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 1982, que crea la Empresa Correos de Chile, en la forma que sigue:


1) Sustitúyese, en el número 3 del artículo 5°, el texto que señala: “ni haber sido declarado fallido o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas, condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 203 y 204 de la Ley de Quiebras;”, por otro del siguiente tenor: “ni tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o haber sido administrador o representante legal de deudores, formalizados por delitos concursales establecidos en el Código Penal;”.


2) Reemplázase, en el número 3 del artículo 8° bis, el texto: “las que sean declaradas fallidas o se desempeñen como administradoras o representantes legales de personas fallidas, que sean acusadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 203 y 204 de la Ley de Quiebras, en tanto mantenga esa calidad.”, por el siguiente: “las que tengan la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o hayan sido administradores o representantes legales de deudores, formalizados por delitos concursales establecidos en el Código Penal, mientras se mantenga esa calidad.”.


Artículo 369.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.118, sobre el ejercicio de la actividad de martillero público:


1) Agrégase, en el artículo 1°, el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo anterior, los martilleros que se encuentren sometidos a la fiscalización de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, en los términos señalados en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, podrán vender públicamente al mejor postor, además de toda clase de bienes corporales muebles, toda clase de bienes inmuebles.”.


2) Reemplázanse las letras c) y d) del artículo 4°, por las siguientes:


“c) El deudor sometido a un procedimiento concursal de liquidación vigente.


d) El que tenga la calidad de deudor en un procedimiento de liquidación por su actividad de martillero, y”.


Artículo 370.- Sustitúyese la letra c) del artículo 19 de la ley 18.362, que crea un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, por la siguiente:


“c) En caso que el concesionario tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o por incapacidad sobreviniente;”.


Artículo 371.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 42 de la ley N° 18.490, que establece seguro obligatorio de accidentes personales causados por circulación de vehículos motorizados:


1) Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “declaratoria de quiebra”, por “dictación de la resolución de liquidación”, y “fallido” por “deudor”.


2) Sustitúyese, en el inciso segundo, el término “síndico” por “liquidador”.


3) Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión “declaratoria de quiebra”, por “dictación de la resolución de liquidación”.


Artículo 372.- Introdúcense en la ley N° 18.690, sobre almacenes generales de depósito, las siguientes modificaciones:


1) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 14, la frase “en caso de concurso, quiebra o muerte del deudor”, por la siguiente: “en caso de declarado el inicio de un procedimiento concursal o muerte del deudor”.


2) Reemplázase, en la letra a) del inciso primero del artículo 30, la frase “declaradas en quiebra, han sido legalmente rehabilitadas.”, por “, el procedimiento concursal de liquidación se encuentre terminado por sentencia firme.”.


Artículo 373.- Sustitúyese, en la letra p) del artículo 7° de la ley Nº 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, deroga la ley N° 16.640 y otras disposiciones, la frase “convenios a que se refiere la Ley de Quiebras”, por la siguiente: “acuerdos de reorganización a que se refiere la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


Artículo 374.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1989, Ley General de Servicios Sanitarios:


1) Modifícase el artículo 32 bis de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “pronunciada la sentencia que declare la quiebra de una concesionaria”, por la que sigue: “dictada la resolución de liquidación de una concesionaria”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Pronunciada la declaración de quiebra, el fallido quedará inhibido”, por la siguiente: “Pronunciada la resolución de liquidación, el deudor quedará inhibido”.


c) Sustitúyense, en el inciso cuarto, la expresión “quiebra de un prestador” por “dictación de la resolución de liquidación de un prestador”, y la palabra “síndico” por “liquidador”.


2) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 32 bis A, la frase “desde que quede a firme la sentencia que declare la quiebra”, por “desde que quede firme la resolución de liquidación”.


3) Sustitúyense, en el artículo 32 bis B, las expresiones “síndico” por “liquidador”; “juez de la quiebra” por “juez del procedimiento concursal de liquidación”, y “Fiscal Nacional de Quiebras” por “Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento”.


Artículo 375.- Reemplázase la letra c) del número 4 del inciso primero del artículo 33 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, por la siguiente:


“c) resolución de liquidación ejecutoriada;”.


Artículo 376.- Reemplázase, en la letra g) del artículo 5° de la ley N° 18.910, que sustituye la ley orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, la frase “celebrar convenios a que se refiere la Ley de Quiebras”, por la que sigue: “celebrar acuerdos de reorganización a que se refiere la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”. 


Artículo 377.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 81 bis de la ley N° 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo   N° 430, del Ministerio Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992:


1) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de declaración de quiebra o presentación de convenio preventivo”, por la siguiente: “en que se dicte la resolución de reorganización o liquidación, conforme a lo establecido en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas,”.


2) Sustitúyese, en el inciso duodécimo, la frase “al Libro IV del Código de Comercio, denominado “De las Quiebras”, por la siguiente: “a la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


Artículo 378.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.220, que regula establecimiento de bolsas de productos agropecuarios:


1) Sustitúyese la letra g) del artículo 7°, por la siguiente: 


“g) No encontrarse en un procedimiento concursal de liquidación.”.


2) Reemplázanse, en el inciso séptimo del artículo 20, la frase “y en caso de quiebra de ésta”, por “y en caso de tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”, y la expresión “fallido” por “deudor”.


Artículo 379.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley orgánica de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 1993:


1) Reemplázase, en la letra c) del inciso cuarto del artículo 4°, el texto que señala: “ni haber sido declarado fallido o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 203 y 204 de la Ley de Quiebras.”, por otro como sigue: “ni tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal.”.


2) Sustitúyese, en el número 4 del artículo 5°, el texto que indica: “las que sean declaradas fallidas o sean administradoras o representantes legales de personas fallidas, que sean acusadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 203 y 204 de la Ley de Quiebras”, por otro del siguiente tenor: “las que tengan la calidad de deudores en un procedimiento concursal de liquidación o de administradores o representantes legales de deudores condenados por delitos relacionados con procedimientos concursales establecidos en el Código Penal”.


Artículo 380.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.281, que establece normas sobre arrendamiento de viviendas con promesa de compraventa:


1) Reemplázase, en el inciso final del artículo 21, la frase “En caso de disolución o quiebra de una sociedad inmobiliaria que mantuviere viviendas con contratos de arrendamiento con promesa de compraventa”, por la que sigue: “En caso que la sociedad inmobiliaria que mantuviere viviendas con contratos de arrendamiento con promesa de compraventa tuviere la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación o fuere disuelta”, y suprímase la expresión “o síndicos, según corresponda,”. 


2) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 25, la frase “y en caso de quiebra de la sociedad inmobiliaria,”, por la siguiente: “y en caso que la sociedad inmobiliaria tuviera la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación,”.


3) Reemplázanse, en el número 5 del artículo 35, la frase “Por quiebra del arrendatario promitente comprador, caso en el cual”, por “En caso de que el arrendatario promitente comprador fuere sometido a un procedimiento concursal de liquidación,”, y la expresión “síndico” por “liquidador”.


4) Sustitúyense, en el inciso final del artículo 65, la frase “Declarada la quiebra” por “Dictada la resolución de liquidación”; la expresión “fallida” por “empresa deudora en los términos de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”; los términos “síndico” y “síndicos” por “liquidador” y “liquidadores”, respectivamente, y la frase “ley N° 18.175, sobre Quiebras.”, por la siguiente: “referida Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


Artículo 381.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 38 del decreto con fuerza de ley N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 900, del mismo Ministerio, de 1996:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, la frase inicial “En caso de quiebra del concesionario” por “En caso que se declare el inicio del procedimiento concursal de liquidación del concesionario”;  la palabra “síndico” por “liquidador”, y la expresión “continuación efectiva del giro”, por “continuación definitiva de actividades económicas”.


b) Sustitúyense, en el inciso cuarto, la frase “continuación efectiva del giro” por “continuación definitiva de actividades económicas”, y la oración final “En lo demás, se regulará por lo previsto en los artículos 112 y siguientes de la ley N° 18.175.”, por “En lo demás, se regulará por lo previsto en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas respecto de la continuación definitiva de actividades económicas.”.


c) Reemplázanse, en el inciso quinto, las palabras iniciales “En caso de quiebra” por “En caso de declararse el inicio de un procedimiento concursal de liquidación”, y el vocablo “síndico” por “liquidador”.


Artículo 382.- Elimínase, en el inciso segundo del artículo 7° de la ley N° 19.491, que regula el funcionamiento de administradoras de recursos financieros de terceros destinados a la adquisición de bienes, la frase “o un síndico de quiebras”.


Artículo 383.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:


1) Sustitúyese la letra a) del artículo 10 por la siguiente: 


“a) El que hubiere sido condenado por delitos concursales contenidos en el Código Penal;”.


2) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 21, la expresión “por quiebra”, por la frase “por haber sido sometido a un procedimiento concursal de liquidación”.


Artículo 384.- Sustitúyese, en la letra a) del inciso primero del artículo 22 de la ley N° 19.518, que fija nuevo Estatuto de Capacitación y Empleo, su oración final que señala: ”Asimismo, los fallidos o los administradores o representantes legales de personas fallidas condenadas por delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 232 y 233 de la Ley de Quiebras.”, por otra del siguiente tenor: “Asimismo, aquellos que hayan sido condenados por delitos concursales contenidos en el Código Penal, por sí o por ser representantes de una empresa deudora en los términos de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


Artículo 385.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997:


1) Modifícase la letra d) del inciso primero del artículo 28, del modo que sigue: 


a) Reemplázase el numeral i), por el siguiente: 


“i) Que se trate de un deudor sometido a procedimiento concursal de liquidación vigente;”. 


b) Sustitúyese, en el numeral ii), la expresión “quiebra”, por “procedimiento concursal de liquidación”.


2) Reemplázase el inciso primero del artículo 90 por el siguiente:


“Artículo 90.- En caso de declararse el inicio de un procedimiento concursal de liquidación de un banco, el Superintendente o el liquidador, con autorización de aquél, podrá encomendar a otra institución bancaria la atención de las comisiones de confianza que estaban a cargo de la empresa sometida al procedimiento concursal de liquidación o en liquidación.”.


3) Sustitúyese el inciso final del artículo 124 por el siguiente: 


“Las normas de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas no se aplican a los convenios de que trata este Párrafo.”.


4) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 136, la frase “lo previsto en los incisos segundo y siguientes del artículo 69 del Libro IV del Código de Comercio.”, por la que sigue: “lo previsto en los incisos segundo y siguientes del artículo 141 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


Artículo 386.- Reemplázase, en el artículo 14 de la ley N° 16.271, sobre impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000, la frase “personas declaradas en quiebra o concurso”, por “personas que tengan la calidad de deudoras en un procedimiento concursal de reorganización o de liquidación vigente”.


Artículo 387.- Reemplázase, en la letra i) del artículo 12 de la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, la frase “el inicio de un procedimiento de quiebra”, por “el inicio de un procedimiento concursal de liquidación”.


Artículo 388.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 19.857, que autoriza el establecimiento de las empresas individuales de responsabilidad limitada: 


1) Reemplázase la letra e) del artículo 12, por la siguiente:


“e) Si el titular, los administradores o representantes legales hubieren sido condenados por los delitos concursales regulados en el Párrafo 7 del Título IX del Libro II del Código Penal.”.


2) Sustitúyese la letra d) del artículo 15 por la que sigue: 


“d) por dictarse la resolución de liquidación, o”.


Artículo 389.- Sustitúyese la letra d) del artículo 30 de la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de los casinos de juego, por la siguiente:


“d) Por encontrarse sometido a un procedimiento concursal de liquidación, y”.


Artículo 390.- Reemplázase la letra b) del inciso quinto del artículo 56 del decreto con fuerza de ley N° 30, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 213, del mismo Ministerio, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas, por la siguiente:


“b) Idoneidad moral: no podrán ejercer como almacenistas las personas naturales que hayan sido condenadas por crimen o simple delito de acción pública, o que tengan actualmente la calidad de deudoras en un procedimiento concursal de liquidación, a menos que se acredite el término del mismo. Tratándose de personas jurídicas, regirá idéntico requisito y, además, deberán acreditar que los impedimentos señalados precedentemente no afecten a sus administradores o directores.”.


Artículo 391.- Reemplázase la letra d) del inciso primero del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, por la siguiente: 


“d) No haber sido condenado por delitos concursales del Código Penal, y”.


Artículo 392.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, en la forma que sigue:


1) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 181, la frase “aún en caso de quiebra de la Institución”, por “aún en caso que la Institución se encuentre en procedimiento concursal de liquidación”, y suprímese la expresión “de la quiebra”.


2) Reemplázanse, en la letra e) del inciso segundo del artículo 222, la frase “Cuando se declare la quiebra de la Institución”, por “Cuando se dicte la resolución de liquidación de la institución”, y la expresión “síndico” por “liquidador”.


3) Sustitúyese el número 3 del inciso primero  del artículo 223, por el siguiente: 


“3.- Por encontrarse en un procedimiento concursal de liquidación.”.


4) Reemplázanse, en el inciso cuarto del artículo 226, las expresiones “se encuentre declarada en quiebra” por “se encuentre en procedimiento concursal de liquidación”; “síndico de quiebra” por “liquidador”; “fallido” por “deudor”, y “quiebra” por “procedimiento concursal de liquidación”.


Artículo 393.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 146 ter del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, en Materia de Energía Eléctrica:


1) Reemplázanse, en el inciso primero, las palabras iniciales “La quiebra” por “El procedimiento concursal de liquidación”, y la frase final “en el Libro IV del Código de Comercio, intitulado “De las Quiebras”.”, por “en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


2) Sustitúyense los incisos segundo, tercero y cuarto, por los siguientes:


“Inmediatamente después de presentada una solicitud de inicio de un procedimiento concursal de liquidación de una empresa generadora, transmisora o distribuidora de energía eléctrica, el secretario del tribunal deberá notificarla a la Superintendencia y a la Comisión, a la brevedad posible, pudiendo hacerlo por sí, o encomendando a otro ministro de fe, para que el tribunal se pronuncie sobre ella previo informe de los organismos indicados, el que deberá señalar si la liquidación concursal  compromete o no los objetivos a los que se refiere el artículo 137 o la suficiencia de un sistema eléctrico. Si los compromete, la Superintendencia propondrá al tribunal la designación de un administrador provisional de entre aquellas personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en un registro público que mantendrá la Superintendencia para tal efecto. El Reglamento establecerá los requisitos y condiciones para integrar el registro público al que se refiere este artículo, junto con las causales de exclusión del mismo. El tribunal también podrá solicitar informe a la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento respecto de las materias de su competencia.


De encontrarse comprometidos los objetivos referidos en el artículo 137º o la suficiencia de un sistema eléctrico, la resolución de liquidación ordenará la continuación definitiva de las actividades económicas del deudor, junto con designar al administrador provisional de los bienes comprometidos en la continuación definitiva de actividades económicas del deudor y fijará la remuneración del administrador provisional, la que no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de empresas del mismo giro, según lo informado por la Superintendencia. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa en procedimiento concursal de liquidación que quedarán comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas del deudor, el que se agregará a los autos una vez aprobado por la Superintendencia. Lo anterior no obsta a los derechos que la ley otorga a la junta de acreedores y a terceros en materia de confección de inventario y de determinación de los bienes materia de la continuación definitiva de actividades económicas del deudor. Cualquier discrepancia u oposición respecto al inventario de activos que quedarán comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas del deudor será resuelta por el juez del procedimiento concursal de liquidación según lo dispuesto en el artículo 3° de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, quien deberá garantizar que los bienes que queden comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas del deudor  permitan el cumplimiento de los objetivos a los que se refiere el artículo 137º y el resguardo de la suficiencia del sistema, para lo cual la Superintendencia y la Comisión remitirán al juez un inventario de los activos que se consideren suficientes a tal efecto. Cuando la  continuación definitiva de actividades económicas del deudor  comprendiere bienes constituidos en prenda o hipoteca o afectos al derecho legal de retención, se suspenderá el derecho de los acreedores hipotecarios, prendarios y retencionarios para iniciar o proseguir en forma separada las acciones dirigidas a obtener la realización de los bienes comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas del deudor, afectos a la seguridad de sus créditos.


El administrador provisional de los bienes comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas tendrá todas las facultades propias del giro ordinario de la empresa de que se trate, que la ley o sus estatutos señalan al directorio y a sus gerentes. Por su parte, el liquidador tendrá sobre dicha administración las facultades que indica la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, sin perjuicio de las atribuciones que le confiere la ley como administrador de los bienes de la quiebra no comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas. Será aplicable al administrador provisional lo dispuesto en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


3) Sustitúyense, en el inciso quinto, la expresión “síndicos” por “liquidadores”, y la frase “los números 1 al 4 del artículo 17 o los numerales 1, 2 y 3 del artículo 24, ambos del Libro IV del Código de Comercio”, por la que sigue: “los números 1) al 4) del artículo 17 o los numerales 1), 2), 3) y 4) del artículo 21 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


4) Reemplázanse, en el inciso sexto, las expresiones “síndico” por “liquidador”; “de la quiebra” por “del procedimiento concursal de liquidación”, y “Superintendencia de Quiebras” por “Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento”.


5) Sustitúyese el inciso octavo por el siguiente:


“Los activos que han quedado comprendidos en la continuación definitiva de actividades económicas deberán enajenarse como unidad económica, salvo que los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo con derecho a voto soliciten al juez del procedimiento concursal de liquidación lo contrario, debiendo éste resolver con audiencia de la Superintendencia y de la Comisión a fin de no comprometer los objetivos referidos en el inciso segundo de este artículo. Esta enajenación deberá verificarse dentro de un plazo no superior a dieciocho meses contado desde que la resolución de liquidación cause ejecutoria. La enajenación de los activos como unidad económica podrá llevarse a cabo mediante cualquiera de los mecanismos a los que se refieren los artículos 208 y siguientes de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas. El mecanismo, como así también las bases o condiciones de dicha enajenación como unidad económica, deberán ser acordadas por la junta de acreedores con el voto favorable de los acreedores que reúnan más de la mitad del pasivo del deudor y, en su caso, de acuerdo a lo establecido en el artículo 218 y siguientes de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso noveno:


a) Reemplázase la mención “en el artículo 124 y siguientes del Libro IV del Código de Comercio”, por “en los artículos 218 y siguientes de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


b) Sustitúyese la referencia al artículo “125 del Libro IV del Código de Comercio” por otra al artículo “218 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


c) Reemplázase la frase “juez de la quiebra según lo dispuesto en el artículo 5° del Libro IV del Código de Comercio”, por la siguiente “juez del procedimiento concursal de liquidación, según lo dispuesto en el artículo 3° de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


7) Modifícase el inciso décimo del modo que sigue::


a) Reemplázase la frase “en el artículo 124 del Libro IV del Código de Comercio”, por “en los artículos 218 y siguientes de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


b) Sustitúyese la frase final “normas pertinentes del Libro IV del Código de Comercio.”, por “normas pertinentes contenidas en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


8) Reemplázase el inciso undécimo por el siguiente:


“Lo dispuesto en este artículo se aplicará, asimismo, a aquellos casos en que el procedimiento concursal de liquidación de una empresa generadora, transmisora o distribuidora se produzca sin estar precedida de una solicitud de inicio del procedimiento concursal de liquidación, debiendo el juez, en tal caso, solicitar el informe al que se refiere el inciso segundo, previo a la resolución de liquidación.”.


Artículo 394.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 29 de la ley N° 18.591 que establece normas complementarias de administración financiera, de incidencia presupuestaria y de personal: 


1) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “hubieren sido declarados en quiebra”, por “tengan actualmente la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación”.


2) Sustitúyese la palabra “Síndico” por “liquidador”, en los incisos tercero, cuarto, las dos veces que aparece, quinto y séptimo.


3) Reemplázase, en el inciso cuarto, el término “fallido” por “deudor sometido a un procedimiento concursal de liquidación”.


4) Sustitúyese, en los incisos séptimo y noveno, el vocablo “Síndicos” por “liquidadores”.


5) Sustitúyese, en el inciso séptimo, la mención a la “Ley de Quiebras” por otra a la “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


6) Reemplázase, en el inciso octavo, la referencia al “artículo 131 de la Ley de Quiebras” por otra al “artículo 171 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


Artículo 395.- Incorpórase el siguiente artículo 27 ter al decreto ley Nº 825, de 1974, sobre impuesto a las ventas y servicios:


“Artículo 27 ter.- Los contribuyentes gravados con los impuestos de los Títulos II y III de esta ley, que tengan la calidad de acreedores en un Procedimiento Concursal de Reorganización regido por la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, que hayan sido recargados en facturas pendientes de pago emitidas a deudores de un Acuerdo de Reorganización, podrán imputar el monto de dichos tributos a cualquier clase de impuestos fiscales, incluso de retención, y a los derechos, tasas y demás gravámenes que se perciban por intermedio de las Aduanas u optar porque éstos les sean reembolsados por la Tesorería General de la República. En el caso de que se hayan efectuado abonos a dichas deudas, la imputación o devolución, en su caso, sólo podrán hacerse valer sobre la parte no cubierta por los abonos, si la hubiera.


Los contribuyentes señalados en este artículo restituirán los impuestos correspondientes a contar del mes siguiente del período en que venza el plazo para que el deudor efectúe el pago de las sumas acordadas en el respectivo Acuerdo de Reorganización. De igual forma, deberán devolverse dichos tributos cuando se haya efectuado una imputación u obtenido una devolución superior a la que corresponda y en el caso de término de giro de la empresa. No procederá, sin embargo, dicha restitución en caso que se declare el término o incumplimiento del Acuerdo de Reorganización, mediante resolución firme y ejecutoriada, dándose inicio a un Procedimiento Concursal de Liquidación, siempre que el respectivo contribuyente comunique dicha circunstancia al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste determine, mediante resolución. 


Para hacer efectiva la imputación a que se refieren los incisos anteriores, los contribuyentes deberán solicitar al Servicio de Tesorerías que se les emita un Certificado de Pago por una suma de hasta el monto de los créditos acumulados, expresados en unidades tributarias mensuales. Dicho certificado, que se extenderá en la forma y condiciones que fije el Servicio de Tesorerías, mediante resolución, será nominativo, intransferible a terceros y a la vista, y podrá fraccionarse en su valor para los efectos de realizar las diversas imputaciones que autoriza la presente disposición.


Para obtener la devolución de los impuestos recargados en las facturas pendientes de pago, los contribuyentes que opten por este procedimiento deberán presentar una solicitud ante el Servicio de Impuestos Internos a fin de que éste verifique y certifique, en forma previa a la devolución por la Tesorería General de la República, que los respectivos tributos hayan sido declarados y enterados en arcas fiscales oportunamente, y que éstos se encuentran al día en el pago de sus obligaciones tributarias. El Servicio de Impuestos Internos deberá pronunciarse dentro del plazo de 60 días contado desde la fecha en que reciba los antecedentes correspondientes. Si no lo hiciere al término de dicho plazo, la solicitud del contribuyente se entenderá aprobada y el Servicio de Tesorerías deberá proceder a la devolución del remanente de crédito fiscal que corresponda, dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde la fecha en que se le presente la copia de la referida solicitud debidamente timbrada por el Servicio de Impuestos Internos.


Para hacer uso del beneficio establecido en el presente artículo, el Acuerdo de Reorganización debe haber sido aprobado mediante resolución firme y ejecutoriada. La Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento remitirá al Servicio de Impuestos Internos copia de los Acuerdos de Reorganización que se hallen en dicho estado, en la forma y plazo que dicha Superintendencia fije, mediante resolución. 


Los contribuyentes que sean Personas Relacionadas con el deudor de un Acuerdo de Reorganización no podrán impetrar el derecho que establece el presente artículo.


La infracción consistente en utilizar cualquier procedimiento doloso encaminado a efectuar imputaciones y obtener devoluciones improcedentes o superiores a las que realmente corresponda, se sancionará en conformidad con lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero del número 4 del artículo 97 del Código Tributario, según se trate de imputaciones o devoluciones. 


La no devolución a arcas fiscales de las sumas imputadas o devueltas en exceso según lo previsto en el inciso segundo de este artículo, y que no constituya fraude, se sancionará como no pago oportuno de impuestos sujetos a retención o recargo, aplicándose los intereses, reajustes y sanciones desde la fecha en que se emitió el Certificado de Pago que dio origen al derecho a la imputación, o desde la fecha de la devolución, en su caso.”.


Artículo 396.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 251, del Ministerio de Hacienda, de 1931, sobre Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio:


1) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 74, la frase “en conformidad con las disposiciones contempladas en la ley N° 18.175”, por la siguiente: “en conformidad con las disposiciones contempladas en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


2) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 6 del Título IV, por el siguiente: “De los acuerdos de reorganización y la liquidación”.


3) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 76, la palabra “quiebra” por “un procedimiento concursal de liquidación”.


4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 79:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “la declaración de quiebra”, por “el inicio de un procedimiento concursal de liquidación”.


b) Reemplázase,  en el inciso segundo, la frase “solicitud de quiebra” por “demanda de liquidación forzosa”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “de la quiebra” por “del procedimiento concursal de liquidación”. 


5) Modifícase el artículo 80 de la siguiente manera:


a) Reemplázanse,  en el inciso primero, la frase “Propuesto un convenio judicial o declarada la quiebra de una compañía de seguros”, por “Propuesto un acuerdo de reorganización judicial o dictada la resolución de liquidación de una compañía de seguros”; la palabra “síndico” por “liquidador”, y la frase “con todas las facultades que le confiera el convenio o, en su caso, la ley N° 18.175”, por “con todas las facultades que le confiera el acuerdo de reorganización o, en su caso, la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


b) Sustitúyense los incisos segundo y tercero, por los siguientes:


“Dictada la resolución de liquidación, el liquidador podrá citar a la junta de acreedores establecida en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, cuando lo estime necesario, para informar sobre el estado de los negocios de la deudora, sobre sus activos y pasivos, sobre la marcha del procedimiento concursal de liquidación y, en general, para proponer a la junta cualquier acuerdo que considere necesario para el más adecuado cumplimiento de las funciones que le competen.


En la realización del activo del procedimiento concursal de  liquidación, el liquidador dispondrá de las facultades previstas en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, sin sujeción a los límites que ésta establece en cuanto a los activos.”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 81:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “todas las quiebras” por “todos los procedimientos concursales de liquidación”, y la palabra “fallido” por “deudor”. 


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, el término “síndico” por “liquidador”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “Se presume que la quiebra es culpable si”, por “Constituirá una agravante de delito concursal de acuerdo a lo señalado en el Título IX del Libro Segundo, Párrafo 7, De los delitos concursales y de las defraudaciones, del Código Penal, que”; las palabras “la quiebra” por “inicio del procedimiento concursal de liquidación”, y la oración final “El síndico deberá expresar esta circunstancia en el proceso de calificación.” por “El liquidador deberá expresar esta circunstancia en el proceso penal.”.


7) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 82:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, la frase inicial “Declarada la quiebra” por “Dictada la resolución de liquidación”, y la palabra “síndico” por “liquidador”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “de la quiebra” por “del procedimiento concursal de liquidación”.


8) Sustitúyense, en el artículo 83, la expresión “la quiebra o liquidación”, por “el procedimiento concursal de liquidación o liquidación”; la palabra “síndico” por “liquidador del procedimiento concursal de liquidación”, y el término “quiebra” por “procedimiento concursal de liquidación”.


9) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 84, la expresión “de la quiebra o liquidación”, por “del procedimiento concursal de liquidación o liquidación”.


10) Reemplázase el artículo 85 por el siguiente:


“Artículo 85.- Dictada la resolución de liquidación de una compañía de seguros del segundo grupo, el liquidador practicará la liquidación de todos aquellos contratos que originen reserva matemática o de siniestros, de acuerdo a las normas dictadas por la Superintendencia. Con el mérito de dicha liquidación, el liquidador deberá verificar el importe que a la fecha de la resolución de liquidación representen dichas reservas de acuerdo al procedimiento señalado en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, asumiendo para este solo efecto la representación del asegurado, sin que ello importe reconocimiento alguno. En el evento que al asegurado se le hubiere seguido pagando prestaciones de acuerdo al artículo 83, dichos pagos se deducirán de la respectiva reserva.”.


11) Elimínase, en el artículo 86, la expresión “síndico,”.


12) Sustitúyese, en el artículo 87, la frase “ley N° 18.175, sobre Quiebras.” por “Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


Artículo 397.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 20.345, sobre sistemas de compensación y liquidación de instrumentos financieros:


1) Sustitúyese el numeral 11 del artículo 1°, por el siguiente: 


“11. Procedimiento Concursal: procedimiento judicial o administrativo incoado en virtud de una resolución de liquidación o la presentación de proposiciones de acuerdo de reorganización y, en general, cualquier procedimiento ejecutivo patrimonial de carácter universal y colectivo que regule la administración y/o liquidación de los bienes de un deudor insolvente, así como el pago a los acreedores, conforme a la prelación legal.”.


2) Modifícase la letra c) del inciso primero del artículo 6º, en los siguientes términos:


a) Sustitúyese el numeral i por el siguiente: 


“i. Que se trate de un deudor en un procedimiento concursal de liquidación vigente.”.


b) Reemplázase, en el numeral ii, la frase “que haya sido declarada en liquidación forzosa o quiebra”, por la siguiente: “respecto de la cual se haya dictado la resolución de liquidación”.


3) Sustitúyese el epígrafe del Título V por el siguiente: “DE LA LIQUIDACIÓN Y PROCEDIMIENTO CONCURSAL DE LIQUIDACIÓN DE LAS SOCIEDADES ADMINISTRADORAS”.


4) Modifícase el artículo 34 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “quiebra” por “liquidación forzosa”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, el término “quiebra”, las tres veces que aparece, por “liquidación forzosa”.


5) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 35:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, la palabra “convenio” por “acuerdo de reorganización”, y la referencia al “Libro IV, Título XII, del Código de Comercio”, por otra al “Capítulo III de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “El convenio”, las dos veces que aparece, por “El acuerdo de reorganización”.


c) Reemplázanse, en el inciso tercero, la palabra “convenio” por “acuerdo de reorganización”, la expresión  “declaración de la quiebra” por “resolución de liquidación”, y la frase “el mencionado Libro IV” por “la mencionada Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


d) Sustitúyese, en el inciso cuarto, la palabra “convenio” por “acuerdo de reorganización”.


6) Modifícase el artículo 36 del modo que sigue:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, la frase inicial “Declarada la quiebra” por “Dictada la resolución de liquidación”, y las expresiones “síndico” por “liquidador”, “fallida” por “deudora”, “proceso de quiebra,” por “Procedimiento Concursal de Liquidación”.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo, las expresiones “de la fallida” por “de la deudora”, “síndico” por “liquidador”, “nómina nacional de síndicos” por “nómina de liquidadores”, y “de la quiebra” por “del procedimiento concursal de liquidación”.


c) Reemplázanse, en el inciso tercero, las expresiones “de la quiebra” por “del procedimiento concursal de liquidación”; “síndico,” las dos veces que aparece, por “liquidador”; “el artículo 109 del Libro IV del Código de Comercio” por “la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”, y “fallida” por “deudora”.


7) Reemplázase, en el artículo 37, la expresión final “el Libro IV del Código de Comercio.” por “la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


Artículo 398.- Reemplázase el inciso final del artículo 4° del decreto ley Nº 1.328, de 1976, sobre administración de fondos mutuos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fiado por el decreto N° 1.019, del Ministerio de Hacienda, del año 1979, por el siguiente: 


“Dictada la resolución de liquidación de una sociedad administradora de fondos mutuos, el Superintendente o la persona que lo reemplace, actuará como liquidador con todas las facultades que al efecto confiere a los liquidadores la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, en cuanto fueren compatibles con las disposiciones de la presente ley.”.


Artículo 399.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.876 que establece el marco legal para la constitución y operación de entidades privadas de depósito y custodia de valores: 


1) Sustitúyese, en el epígrafe del Título IV “De la Regularización, Disolución y Quiebra de las Empresas”, la palabra “Quiebra” por el término “Liquidación”.


2) Reemplázase, en la denominación del Párrafo 3° del Título IV, la palabra “QUIEBRA” por el vocablo “LIQUIDACION”.


3) Sustitúyense, en el artículo 41, la palabra “quiebra” por “liquidación forzosa”, y la frase “las tramitaciones judiciales de la quiebra”, por “las tramitaciones judiciales del procedimiento concursal de liquidación”.


4) Reemplázanse los artículos 42, 43, 44 y 45, por los siguientes:


“Artículo 42.- En caso de proposición de acuerdo de reorganización, el veedor que el tribunal designe tendrá la administración de la empresa como si se tratare de un procedimiento concursal de liquidación declarado. El veedor asumirá sus funciones en la forma y oportunidad establecida en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.


Artículo 43.- Dictada la resolución de liquidación, el liquidador provisional continuará las actividades económicas del deudor mientras la junta de acreedores no designe otro administrador. Esta continuación de actividades económicas no se prolongará más allá de un año contado desde la fecha de la resolución de liquidación, a menos que la junta de acreedores lo acuerde con quórum especial de acuerdo a lo señalado en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.


Antes de vencido dicho año, sólo con autorización del tribunal que conoce del procedimiento concursal de liquidación podrá ponerse término a la continuación definitiva de las actividades económicas o excluirse de ésta bienes del activo de la liquidación.


Las obligaciones contraídas por el administrador de la continuación de las actividades económicas durante ese primer año sólo podrán hacerse efectivas sobre los bienes comprendidos en dicha continuación y gozarán de la preferencia que establece el artículo 240 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.


Artículo 44.- Vencido el plazo de un año contado desde que se dicte la resolución de liquidación, podrá continuarse las actividades económicas del deudor en los casos y con arreglo a las normas que señala la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas. El acuerdo podrá adoptarse aun antes de vencido dicho plazo. Los bienes que en virtud del acuerdo de los acreedores queden excluidos de la continuación de las actividades económicas seguirán respondiendo por las deudas nacidas durante el primer año.


Los créditos nacidos después de vencido el primer año de la continuación de las actividades económicas gozarán de la preferencia de pago que establece el artículo 240 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas respecto de las demás obligaciones del deudor, incluidos los créditos nacidos durante dicho primer año.


Artículo 45.- Durante el primer año siguiente a la fecha de la resolución de liquidación, los bienes de la empresa sólo podrán ser enajenados como unidad económica a otra sociedad del mismo giro, salvo aquéllos cuya enajenación separada autorice el juez que conoce del procedimiento concursal de liquidación. El adquirente deberá continuar, sin solución de continuidad, el giro de la empresa ordenado en el artículo 41. Si hubiere más de una sociedad del mismo giro, para materializar dicho traspaso, se hará una licitación entre ellas.”.


5) Modifícase el artículo 46 del modo que sigue:


a) Sustitúyese, en su inciso primero, la palabra “síndico” por “liquidador”.


b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “de la ley 18.175.” por la frase “de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


Artículo 400.- Agrégase, en el artículo 22 de la ley N° 18.833, que establece un estatuto general de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, el siguiente inciso tercero:


“En caso que la entidad empleadora afiliada tenga la calidad de deudora de un procedimiento concursal de liquidación, y una vez que se haya dictado la resolución de liquidación pertienente, regirán las siguientes reglas:


1.- Las cuotas de créditos sociales devengadas y descontadas de la remuneración por el empleador que no hayan sido remesadas a la Caja de Compensación a la fecha de la dictación de la resolución de liquidación gozarán de la preferencia  del número 5 del artículo 2472 del Código Civil, siendo obligación de la respectiva Caja de Compensación verificar su crédito. 


2.- Corresponderá al trabajador el pago de las cuotas de créditos sociales no devengadas a la fecha de la dictación de la resolución de liquidación, no siendo de cargo de la masa. Para estos efectos, se tendrán por no escritas las convenciones que permitan al empleador, en caso de término de la relación laboral por dictación de la resolución de liquidación, descontar  los saldos pendientes por créditos sociales de las indemnizaciones por término de contrato a que tenga derecho el trabajador.”.


Artículo 401.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.728, que establece un seguro de desempleo:


a) Sustitúyese, en la letra a) de su artículo 12, la expresión “y 161” por la siguiente “, 161 y 163 bis”.


b) Reemplázase, en la letra b) del inciso primero de su artículo 24, la frase “o del artículo 161, ambos”, por la siguiente “o de los artículos 161 y 163 bis, todos”.


Artículo 402.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley de Reorganización o Cierre de Micro y Pequeñas Empresas en Crisis, contenida en el artículo undécimo de la ley Nº 20.416 que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño:


1) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 2°, el siguiente texto: “, en cuyo caso se suspenderá el inicio del cómputo del plazo previsto en el artículo 41 de la Ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio, reiniciándose al vencimiento del plazo que se determine de acuerdo al artículo 20 de esta ley”.


2) Modifícase el artículo 4° de la manera que sigue: 


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “artículo 16, inciso primero, del Libro IV del Código de Comercio, establece para los síndicos.”, por la siguiente: “artículo 13 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, establece para los veedores.”.


b) Sustitúyense, en el inciso tercero, la palabra “síndicos” por “veedores”, y la expresión “de Quiebras” por “de Insolvencia y Reemprendimiento”.


c) Reemplázase, en los incisos quinto y sexto,  la expresión “de Quiebras” por “de Insolvencia y Reemprendimiento”.


d) Sustitúyense, en el inciso séptimo, las palabras “síndicos” y “síndico”, por “veedores” y “veedor”, respectivamente, y la expresión “del Registro de Síndicos” por “de la nómina de veedores”.


3) Reemplázase, en el artículo 6°, la frase “se encuentren en alguna de las situaciones previstas en los números 1, 2, 3 y 4 del artículo 17 de la Ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio.”, por el siguiente texto: “tengan la calidad de deudor de un procedimiento concursal, o se encuentren en notorio estado de insolvencia, y las que, dentro de los dos años anteriores al inicio de un procedimiento concursal, hayan actuado como directores o administradores de la empresa deudora. Asimismo, no podrán ser asesores económicos de insolvencias, aquellos que se encuentren en alguna de las situaciones previstas en los números 1), 2) y 3) del artículo 17 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


4) Reemplázase, en la letra f) del artículo 7°, la frase “2, 7 o 9, reguladas en el artículo 22 de la Ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio.”, por la siguiente: “establecidas en el número 6) del inciso primero del artículo 18 y en el artículo 34 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas.”.


5) Sustitúyese, en el artículo 12, la expresión final “o de síndico.” por “, veedor o liquidador.”.


6) Reemplázanse, en el artículo 14, la palabra “síndico” por “liquidador”, y las expresiones “de la quiebra” por “del procedimiento concursal de liquidación” y “registro de síndicos” por “nómina de liquidadores”.


7) Modifícase el artículo 15 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese, en su epígrafe, la expresión “de Quiebras” por “de Insolvencia y Reemprendimiento”.


b) Reemplázase, en su encabezamiento, la frase “número 14 del artículo 8° de la ley N° 18.175”, por “número 12) del inciso primero del artículo 339 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”.


c) Sustitúyense, en su número 3, la frase “número 5 del artículo 8° de la ley N° 18.175”, por “artículo 341 de la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas”, y la frase final: “en dicha norma se conceden a los síndicos.”, por “se conceden a los entes fiscalizados en los artículos 343 y 344 de la citada ley.”.


8) Sustitúyese, en la letra c) del inciso primero del artículo 18, la expresión “de quiebra” por “de inicio de un procedimiento concursal de liquidación”.


9) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 23, la palabra “convenio” por “acuerdo de reorganización”.


10) Sustitúyese, en el inciso sexto del artículo 24, la frase final “en la forma prescrita en el artículo 229 del Libro IV del Código de Comercio y para esos efectos el deudor será considerado como fallido.”, por la que sigue: “con presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo.”.


11) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 25, la frase “En caso de quiebra del mismo deudor o que éste proponga o sea obligado a proponer un convenio preventivo”, por la siguiente: “En caso que el deudor tenga la calidad de deudor de un procedimiento concursal”.


12) Modifícase el artículo 26 como sigue:


a) Reemplázanse, en su inciso primero, las expresiones “quiebra del solicitante” por “que el solicitante tenga la calidad de deudor de un procedimiento concursal de liquidación”; “fallido” por “deudor”, y “de la quiebra” por “de un procedimiento concursal de liquidación”.


b) Sustitúyense, en su inciso segundo, las palabras “de quiebra del” por “del inicio de un procedimiento concursal de liquidación respecto del”, y “síndico” por “liquidador”.


Artículo 403.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos anteriores, toda mención que en cualquier ley se haga a la quiebra deberá entenderse hecha al Procedimiento Concursal de Liquidación.


Asimismo, toda mención que en otras leyes se haga a los convenios deberá entenderse hecha al Procedimiento Concursal de Reorganización.


De igual modo, toda referencia que en otras leyes se haga a los síndicos de quiebras deberá entenderse hecha a los Liquidadores o Veedores, atendida la naturaleza de la función en relación con la norma.


De la misma forma, toda referencia que en otras leyes se haga a la Superintendencia de Quiebras se entenderá hecha a la  Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento.


Igualmente, toda referencia que en otras leyes se haga al Superintendente de Quiebras deberá entenderse hecha al Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia nueve meses después de su publicación en el Diario Oficial, salvo las disposiciones contenidas en el Capítulo IX y la norma del artículo 346, las que se ajustarán a lo dispuesto en el numeral 8 del artículo tercero transitorio de esta ley. Las quiebras, convenios y cesiones de bienes en actual tramitación y aquellas que se inicien antes de la entrada en vigencia de la presente ley se regirán por las disposiciones contendidas en el Libro IV del Código de Comercio.


Artículo segundo.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 31 de esta ley, los síndicos que figuren inscritos en la Nómina Nacional de Síndicos a la fecha de publicación de esta ley, se entenderán incorporados en las Nóminas de Veedores y Liquidadores, debiendo constituir la garantía y rendir el examen en los términos señalados en dichos artículos, a más tardar dentro de los seis meses siguientes a la publicación de esta ley, bajo apercibimiento de ser excluidos de las respectivas nóminas.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que los asesores económicos de insolvencias de la Ley de Reorganización o Cierre de Micro y Pequeñas Empresas en Crisis, contenida en el artículo undécimo de la ley Nº 20.416, que además tengan la calidad de síndico, continuarán en la nómina de asesores económicos de insolvencias una vez que entre en vigencia la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas, sea que opten por incorporarse a la nómina de liquidadores o a la de veedores.


Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de nueve meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que deberán ser también suscritos por el Ministro de Hacienda, establezca las normas necesarias para regular las siguientes materias: 


1. Fijar la planta del personal de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento y el régimen de remuneraciones que le será aplicable.


2. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde la Superintendencia de Quiebras a la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, conforme a lo señalado en el número siguiente. 


3. Efectuar el traspaso del personal al grado de la Escala de Fiscalizadores más cercano al total de remuneraciones que perciba el funcionario traspasado. En el mismo acto, fijará la fecha de entrada de vigencia de los encasillamientos y traspasos de personal que disponga.


En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinarán los estamentos y calidad jurídica en que se traspasaran los funcionarios, estableciéndose además el plazo en que deba llevarse a efecto este proceso. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


4. Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas y del sistema de remuneraciones que fije. Asimismo, podrá disponer del número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, las denominaciones de aquéllos, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, y los niveles para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas complementarias al artículo 15 del citado Estatuto Administrativo para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije.


5. Determinar la data de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen, la que no podrá ser superior al plazo de nueve meses contado desde la publicación de la presente ley. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento.


6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.


c) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


7. Fijar el estatuto especial que regirá al personal de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento que cumpla funciones profesionales y fiscalizadoras, de acuerdo a la letra e) del inciso primero del artículo 162 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005.


8. Determinar la fecha de iniciación de actividades de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento contemplándose un período para su implementación. Además, determinará la fecha de supresión de la Superintendencia de Quiebras, estableciendo el destino de sus recursos.


9. Disponer el traspaso de toda clase de bienes desde la Superintendencia de Quiebras a la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento.


Artículo cuarto.- El Presidente de la República, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento y le transferirá los fondos de la Superintendencia de Quiebras necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo quinto.- El Presidente de la República designará al Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento de conformidad al sistema dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882. 


Desde que la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento inicie sus funciones ejercerá el cargo de Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento quien sea a la fecha Superintendente de Quiebras por todo el plazo que falte para cumplir su período de designación. De la misma manera, quienes se desempeñen como Jefes de los Departamentos Jurídicos y Financiero y de Administración continuarán en sus cargos hasta el cumplimiento de su periodo de designación.


Artículo sexto.- La Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento se constituirá, para todos los efectos, en la sucesora legal de la Superintendencia de Quiebras, en las materias de su competencia, de manera que las menciones que la legislación general o especial realice a la precitada institución se entenderán hechas a la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, como aquellas realizadas respecto al Superintendente de Quiebras se entenderán hechas al Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento.


Artículo séptimo.- Las normas sobre remuneraciones que contiene esta ley regirán desde la fecha de inicio de funciones de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento. 


Artículo octavo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año desde su publicación en el Diario Oficial se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y, posteriormente, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.


El mayor gasto que represente la aplicación del artículo 3° de esta ley, desde su publicación en el Diario Oficial, se financiará con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo noveno.- Los procedimientos sancionatorios y de fiscalización iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley seguirán sustanciándose conforme a las normas vigentes a la época de iniciarse dichos procedimientos, hasta su total terminación.


Artículo décimo.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 42 y por los primeros cinco años contados desde la publicación de esta ley, los Liquidadores y los Veedores podrán estar inscritos a la vez en la Nómina de Veedores y en la Nómina de Liquidadores.


Durante el período señalado, la garantía de fiel desempeño que deba rendir el Veedor conforme a lo dispuesto en el artículo 16 será distinta a la que deba rendir como Liquidador si solicita su inscripción en la Nómina de Liquidadores, y viceversa. La responsabilidad legal del Veedor sólo podrá perseguirse respecto de la garantía de fiel desempeño que haya rendido en su calidad de Veedor. La responsabilidad legal del Liquidador sólo podrá perseguirse respecto de la garantía de fiel desempeño que haya rendido en su calidad de Liquidador. 


Los asesores económicos de insolvencias que además tengan la calidad de síndico continuarán en la nómina de asesores económicos de insolvencias una vez que entre en vigencia esta ley, sea que se incorporen en la Nómina de Liquidadores o en la de Veedores.


Artículo undécimo.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 297, quienes integren la lista de abogados que pueden ser nombrados árbitros de acuerdo al Libro IV del Código de Comercio a la fecha de publicación de esta ley, se entenderán incorporados en la Nómina de Árbitros Concursales, debiendo procurar su capacitación de conformidad al citado artículo 297, dentro del plazo de vacancia que indica el artículo primero transitorio de la presente ley.


Artículo duodécimo.- Las disposiciones penales contempladas en la presente ley sólo se aplicarán a los hechos ocurridos con posterioridad a su entrada en vigencia.”.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
Homenaje a la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, con motivo de la conmemoración de los

85 años de su fundación

El señor Presidente anuncia que corresponde rendir este homenaje al conmemorarse el octogésimo quinto aniversario de la fundación de la mencionada casa de estudios superiores.

Al efecto, concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán, Walker (don Ignacio), Larraín Fernández y Lagos.


Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia en las tribunas del señor Rector, del señor Vice Gran Canciller, del claustro de ese centro docente y de otras altas autoridades de esa institución, y expresa que el homenaje ha concluido.
_________


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Orpis, Rossi, Tuma y Uriarte, con el que se pide a S. E. el Presidente de la República que incorpore en el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, actualmente en trámite en la Cámara de Diputados, una indicación para suprimir el plazo extintivo que la ley en vigor consulta respecto de las concesiones a municipalidades o, en su defecto, lo prorrogue y que, además, haga presente la urgencia para su

tramitación

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.573-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los presentes. 
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que el artículo 2° de la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, dispone que corresponde al Estado determinar, en los términos previstos en dicha ley, los requisitos y condiciones bajo los cuales los juegos de azar y sus apuestas asociadas pueden ser autorizadas, la reglamentación general de los mismos, así como también la autorización y fiscalización de las entidades facultadas para desarrollarlos, todo lo anterior, atendido el carácter excepcional de su explotación comercial, en razón de las consideraciones de orden público y seguridad nacional que su autorización implica;

2. Que el artículo 16 de dicho cuerpo legal señala que podrán autorizarse y funcionar sólo hasta veinticuatro casinos de juego en el territorio nacional, previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que establece la ley, uno en cada una de las regiones del país y el resto a ser distribuidos a nivel nacional, no pudiendo autorizarse la instalación de más de tres casinos de juego en una misma región, ni la instalación de tales recintos en la Región Metropolitana;

3. Que en su Título IV la citada ley contiene la normativa referida a los permisos de operación para los casinos de juego, los que deberán otorgarse sólo a sociedades anónimas cerradas sujetas a las disposiciones de la ley N° 18.046 y cuyo objeto social sea la explotación de un casino de juego;

4. Que al amparo de esta normativa ya se han otorgado diversos permisos de operación para casinos de juego a lo largo del territorio nacional;

5. Que, no obstante lo señalado precedentemente, cabe mencionar que el artículo 3° transitorio del mismo texto normativo dispone que las leyes actualmente vigentes, a través de las cuales se ha autorizado la instalación y funcionamiento de casinos de juego en las comunas de Arica, Iquique, Coquimbo, Viña del Mar, Pucón, Puerto Varas y Puerto Natales, se entenderán derogadas desde la fecha en que las concesiones amparadas por dichas leyes se extingan definitivamente por cualquier causa y, en todo caso, a partir del 1 de enero del año 2016;

6. Que, con posterioridad a esa fecha, las mencionadas comunas tendrán derecho preferente a ser sede de un casino de juegos cuando el proyecto postulado para alguna de ellas al menos iguale el mejor puntaje ponderado de otro proyecto propuesto para una comuna distinta de aquéllas;

7. Que resulta indudable que las condiciones impuestas por la citada ley son excesivamente gravosas para las municipalidades que, desde hace muchos años y en virtud de diversas leyes promulgadas con dicho propósito, otorgaron concesiones a diferentes sociedades para la explotación de casinos de juego, cuyas utilidades contribuyen en una importante proporción a los respectivos presupuestos municipales, recursos con los cuales no se podrá contar a partir del 1 de enero de 2016;

8. Que en tal virtud resulta necesario derogar la norma contenida en el artículo 30 transitorio antes señalado o, en su defecto, ampliar en hasta quince años el plazo a partir del cual se extingan las autorizaciones para el funcionamiento de casinos municipales, todo ello, con el objeto de encontrar durante esa extensión de plazo, una solución definitiva a la disminución de los recursos que esta medida implicará para los respectivos municipios, y

9. Que para dicho efecto se requiere que el Ejecutivo incluya cualquiera de estas opciones como indicación al proyecto de ley que incorpora diversas modificaciones a la ley N° 19.995, correspondiente al Boletín N° 5.218-06, el cual se encuentra en tramitación en la Cámara de Diputados desde el mes de julio de 2007. Asimismo, es preciso asignar urgencia a dicha iniciativa con el objeto de fijar un marco legal de certeza para los inversionistas que expresen interés por adjudicarse las concesiones municipales sobre dichos establecimientos municipales.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que incorpore en el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, actualmente en trámite en la Cámara de Diputados, una indicación para suprimir el plazo extintivo que la ley vigente consulta respecto de las concesiones a municipalidades o, en su defecto, lo prorrogue al menos quince años y que, además, haga presente la urgencia para la tramitación de dicha iniciativa legal.”.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Kuschel y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado
SESIÓN 28ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 5 DE JUNIO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Justicia, y de Agricultura subrogante, señor Cristián Larroulet, señora Patricia Pérez y señor Álvaro Cruzat, respectivamente. Asiste, también, el Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 22ª, especial, y 23ª, ordinaria, de 14 de mayo; 24ª, ordinaria, de 15 de mayo, y 25ª, especial, y 26ª, ordinaria, de 22 de mayo, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Vicepresidente de la República:


Con el primero, retira la urgencia al proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletín N° 7.786-03, refundido con los Boletines N°s 7.932-03 y 7.890-03).


2.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


3.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, estableciendo la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa para las mujeres en estado de embarazo y puerperio (Boletín N° 8.644-06).


4.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


5.- Proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (Boletín N° 8.105-11).


6.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).


7.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular (Boletines N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que aprobó el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (Boletín N° 8.034-15) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y a la de Hacienda, en su caso.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Bienes Nacionales,

Región del Maule


Da respuesta a solicitud de antecedentes, efectuada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, para determinar la propiedad de un inmueble que se ha tenido por bien nacional de uso público, en la comuna de Linares.


- Queda a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De la Honorable Senadora señora Alvear, con la que se inicia un proyecto de ley que regula el contenido de la promesa electoral (Boletín         N° 8.976-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional que radica en el Tribunal Constitucional la competencia para resolver las acusaciones constitucionales que entable la Cámara de Diputados (Boletín N° 8.977-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Muñoz Aburto, Prokurica y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República que, en ejercicio de su potestad reglamentaria, modifique el Capítulo 5 de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, con el fin de incrementar la seguridad del alumnado en los establecimientos educacionales cooperadores de la función educacional del Estado (Boletín N° S 1.582-12).


De los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República que propicie el consenso respecto de una convención internacional sobre derechos humanos de las personas mayores y que, asimismo, envíe a tramitación un proyecto de ley que refuerce la protección de ese sector de la población y favorezca políticas sociales que consideren las condiciones de esa franja etaria, con especial atención en las personas que cargan sobre sí estados de doble vulnerabilidad (Boletín Nº S 1.583-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la que informa que, en sesión celebrada el día de hoy, adoptó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el acuerdo de solicitar a la Sala autorización para discutir en general y en particular, en el primer trámite reglamentario, el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Chahuán, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, en materia de elección de parlamentarios y conformación de distritos plurinominales (Boletín N° 8.799-07).


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar solicita recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).

Al efecto, la Sala acuerda fijar un nuevo plazo hasta las 12:00 horas del día 10 de junio de 2013, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor García-Huidobro pide obtener idéntico acuerdo para presentar indicaciones al proyecto de ley relativo a normas sobre compensaciones a usuarios de servicios de distribución de agua potable en caso de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (Boletín N° 2.357-09), hasta las 19:00 horas de hoy.

La Sala accede al término solicitado, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Obras Públicas.

- - -


Seguidamente, el mismo señor Senador solicita obtener el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín N° 8.314-07), signado con el número 9 en la Tabla de hoy, vuelva a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para un nuevo segundo informe.

Al respecto, la Sala accede a lo solicitado y fija un nuevo plazo para presentar indicaciones al mencionado proyecto hasta las 12:00 horas del día 8 de julio de 2013, en la Secretaría de dicha Comisión.
- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Horvath pide recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre protección de glaciares (Boletín N° 4.205-12).

La Sala consiente en fijar dicho término hasta las 12:00 horas del día 8 de julio de 2013, en la Secretaría de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

- - -


Enseguida, a propuesta del Honorable Senador señor Zaldívar, la Sala acuerda, en definitiva, que los proyectos signados con los números 2, 3 y 12 de la Tabla del día de hoy (Boletines N°s 8.813-15, 8.809-07 y 6.034-07, respectivamente), sean conocidos, también, por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Al respecto, intervienen los Honorables Senadores señores Espina, Walker (don Patricio), Sabag y Orpis.

- - -


Finalmente, el señor Presidente saluda a los estudiantes del colegio Inglés de La Pintana, que se encuentran en las tribunas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Homenaje a los Colonos de Faja Maisan, en conmemoración por los cien años de su llegada a la

Región de La Araucanía

El señor Presidente anuncia que corresponde rendir este homenaje al conmemorarse el centenario de la llegada de colonos europeos a esa Región.


Al efecto, concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma y García y señora Von Baer.


Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia en las tribunas de descendientes y amigos de los primeros colonos, y expresa que el homenaje ha concluido.
_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad en la función pública, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y

Regionalización

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia y solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.616-06 y urgencia “suma”. 

- - -


Enseguida, para proseguir con la discusión en general de este asunto, el señor Presidente ofrece la palabra a los Honorables Senadores señor Escalona, señora Allende y señor García-Huidobro.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 21 votos a favor, 4 abstenciones y un pareo, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Rossi y Sabag.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Coloma, Frei, Kuschel y Prokurica.


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Coloma.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García-Huidobro.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto positivo el Honorable Senador señor Lagos.


Interviene, también, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 1 de julio de 2013, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.810-07 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que su objetivo es dar solución a los aspectos críticos que debilitan la operatividad de la reforma procesal penal, introduciendo aquellos ajustes que la normativa legal requiere. 

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández, Larraín Peña y Walker (don Patricio).

Finalmente, señala que los artículos 1°, numerales 3, 9, 14, 15, 16, 17, 20 y 24; 2°; 3°; 4° y 5° son normas orgánicas constitucionales.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a la señora Ministra de Justicia y al Honorable Senador señor Larraín Fernández.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 1°, numerales 3, 9, 14, 15, 16, 17, 20 y 24; 2°; 3°; 4° y 5°.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte y Zaldívar.


Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Espina.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 21 de junio de 2013, a las 12 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701, con informe de la Comisión de

Agricultura

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.603-01 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que los objetivos principales del proyecto son los siguientes:

- Bonificación, mediante concurso, para las actividades que señala.


- Incentivos especiales para personas o comunidades indígenas cuando contemplen aspectos culturales en áreas de uso forestal.

- Aporte a la mitigación del cambio climático.

Destaca que la Comisión de Agricultura discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por 3 votos a favor y 2 en contra. Se pronunciaron favorablemente, los Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández, y por su rechazo, los Honorables Senadores señores Quintana y Ruiz-Esquide.

Hace presente que los números 15 y 16 del artículo 1° del proyecto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.

Asimismo, recuerda que en sesión de fecha 9 de abril del presente año la Sala acordó que el proyecto sea conocido en segundo informe por las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas.
- - -


En primer término, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, a nombre del Comité Partido Demócrata Cristiano, y de conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado, pide segunda discusión de esta materia.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en primera discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Horvath, Coloma, Sabag, Prokurica y García-Huidobro, señora Allende y señor Ruiz-Esquide. Interviene, también, el señor Ministro de Agricultura subrogante.

- - -



Luego, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.
- - -


Finalmente, señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________

PETICIONES DE OFICIOS

El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor García ha requerido que se dirija oficio, en su nombre, a la autoridad y en relación con la materia que se consigna, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador indicado, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1, QUE FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY DE TRÁNSITO N° 18.290, Y SUS MODIFICACIONES POSTERIORES, EN SUS ARTÍCULOS 196 Y 197, REFERIDOS AL DELITO DE MANEJO EN ESTADO DE EBRIEDAD, CAUSANDO LESIONES GRAVÍSIMAS O CON RESULTADO DE MUERTE
(8813-15)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Moción presentadas ante la Cámara de Diputados, por los Honorables Diputados señoras Muñoz, doña Adriana, y Sepúlveda, doña Alejandra, y señores Aguiló; Carmona; Gutiérrez, don Hugo; Hasbún; Jarpa; Latorre; Schilling y Teillier.

La iniciativa en estudio tiene urgencia calificada de “suma”.





A la sesión en que se trató esta iniciativa, asistió, especialmente invitado, el profesor señor Julián López Masle.





Por la Biblioteca del Congreso Nacional, participó el abogado analista, señor Juan Pablo Cavada. Del mismo modo, concurrieron el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash; la asesora del Honorable Senador señor Walker (don Patricio), señora Paz Anastasiadis; el asesor del Comité Renovación Nacional, señor Hernán Castillo, y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis.





En parte de la sesión, estuvieron presentes el señor Benjamín Silva y la señora Carolina Figueroa, padres de la menor Emilia Silva Figueroa, recientemente fallecida, y su abuelo, señor Alberto Figueroa.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa en estudio, según fuera despachada por vuestra Comisión, busca atribuir una mayor gravedad al delito de manejo en estado de ebriedad con resultado de muerte o de lesiones graves gravísimas. Para estos fines, se proponen las siguientes modificaciones legales:





1.- Modificar el inciso tercero del artículo 196 de la Ley de Tránsito, con la finalidad de aumentar el nivel de la sanción máxima aplicable al ya mencionado delito. En virtud de lo anterior, la pena vigente de presidio menor en su grado máximo se reemplaza por presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.





2.- En materia de aplicación de penas sustitutivas de las sanciones privativas o restrictivas de libertad, se modifica el artículo 15 bis de la ley N° 18.216, de manera de hacer aplicable al delito anteriormente consignado la pena de libertad vigilada intensiva, evitando, de este modo, la procedencia de la remisión condicional de la pena.





3.- Complementariamente, se establece una disposición transitoria destinada a armonizar la entrada en vigor del artículo 2° del proyecto con lo establecido a este respecto en la ley N° 20.603, que modificó el régimen de penas alternativas.

- - -


Cabe poner de manifiesto que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión lo discutió en general y en particular, a la vez.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El texto despachado en el presente informe no contiene normas que requieran un quórum especial para su aprobación.

- - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.


2.- Código Penal.


3.- Código Procesal Penal.


4.- Ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


5.- Decreto ley N° 321, de 1925, sobre libertad condicional.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- La Moción

Como se ya se informara, la iniciativa en estudio se originó en una Moción parlamentaria presentada en la Cámara de Diputados, en la cual se recuerda que el día 20 de enero del presente año, se produjo la trágica muerte de la pequeña Emilia Silva Figueroa, de sólo nueve meses de edad, producto del fuerte impacto recibido en la parte posterior del vehículo en que viajaba junto a sus padres, causado por un conductor que se encontraba en estado de ebriedad.


Relata que ese día, la familia Silva Figueroa se desplazaba por calles de la ciudad de Santiago, el padre conduciendo con pleno respeto a las normas del tránsito, su cónyuge sentada correctamente y con su cinturón de seguridad en el asiento del copiloto y su pequeña hija Emilia ubicada en el asiento trasero y en la correspondiente silla de seguridad. Al detenerse en una luz roja de un semáforo, fueron impactados con gran fuerza por una camioneta conducida por un hombre completamente ebrio, identificado como Nelson Fariña. Gravemente lesionada, la pequeña fue trasladada a un centro hospitalario, donde muere posteriormente.


Explica que Nelson Fariña manejaba en manifiesto estado de ebriedad, estado etílico que fue confirmado por el resultado de 1,9 gramos de alcohol en la sangre arrojado por el examen de alcotest. Añade que, sin embargo, se encuentra en su casa con arresto domiciliario y orden de arraigo, a la espera de ser reformalizado y que, en el mejor de los casos, tendrá una pena de 5 años de reclusión. Indica que es posible que ello no resulte así pues seguramente se harán valer atenuantes de responsabilidad penal y se le asignará una pena menor, que le permitirá finalmente hacer uso de beneficios carcelarios para obtener su libertad.


De este modo, a un hombre que voluntariamente bebió hasta embriagarse, que voluntariamente condujo un vehículo y mató a una pequeña de nueve meses y destruyó a una familia, la actual legislación no lo considera autor de un delito grave que le impida obtener su libertad.

Señala, a continuación, que el caso de la menor Emilia Silva Figueroa lamentablemente no es el único pues son cientos las familias de nuestro país que cada año han tenido que vivir el dolor de perder a uno de los suyos o ver a quienes aman con secuelas graves que les impiden vivir normalmente, producto de la acción de personas ebrias que conducen vehículos de manera irresponsable.

Según información oficial de la Comisión Nacional de Seguridad del Tránsito, el año 2011 ocurrieron 4.206 accidentes de tránsito cuya causa fue el estado de manifiesta ebriedad del conductor. Como consecuencia, murieron 117 personas y otras 651 resultaron con lesiones graves. Las cifras oficiales de la Comisión antes citada señalan que entre enero y septiembre de 2012, 116 personas murieron por igual causa. Sin embargo, las víctimas y sus familias seguirán siendo ignoradas en sus derechos fundamentales a la vida e integridad física y emocional.


A continuación, manifiesta que es cierto que nuestro país ha avanzado en las restricciones a la conducción bajo los efectos del alcohol, redefiniendo los niveles de alcohol en la sangre que tipifican la conducción bajo la influencia del alcohol y la conducción en estado de ebriedad y que también se han endurecido las sanciones pecuniarias y de suspensión de licencias de conducir. Sostiene que, en este sentido, las modificaciones introducidas por la ley Nº 20.580 a la Ley de Tránsito son un gran avance, pero son completamente insuficientes para los cientos de casos como los de Emilia Silva Figueroa.


Prosigue diciendo que, en efecto, la ley Nº 20.580 no abordó justamente uno de los aspectos esenciales del delito de conducción en estado de ebriedad, introduciendo básicamente modificaciones referidas al manejo bajo la influencia del alcohol y aumentando las penas en este caso. Sin embargo, sólo introdujo una modificación absolutamente menor en el artículo 196, inciso tercero, para elevar mínimamente la pena pecuniaria y establecer la pena subsidiaria de inhabilidad perpetua para conducir.


Afirma que es indispensable avanzar en una calificación de mayor gravedad del delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte, de manera de sancionarlo como lo que es: un delito grave, un crimen. En efecto, su autor sabe que el conducir en estado de ebriedad está prohibido y que dicha conducta importa un peligro grave y cierto; sin embargo, voluntariamente bebe y toma un vehículo para conducirlo, a riesgo de afectar su propia vida y la de otras personas. El efecto que se produce es que –ante la frustración de sus víctimas o de la familia de las mismas- el autor queda libre mientras dura el proceso y, finalmente, cumple una corta pena en libertad.


En la conducta antes descrita resulta evidente el dolo del conductor, por lo cual sólo cabe concluir que se debe sancionar como delito grave el hecho de lesionar gravemente o causar la muerte a otro por conducir un vehículo en estado de ebriedad. Sólo así, el ordenamiento jurídico será capaz de reflejar la profunda convicción de la sociedad chilena acerca de la gravedad de esta conducta, promoverá la inhibición de la misma y posibilitará una mayor justicia para las víctimas y sus familias.


Por lo anteriormente expuesto, se formulan las proposiciones antes referidas en cuanto a elevar la pena del delito de manejo en estado de ebriedad, de manera que cuando se causen lesiones gravísimas se aplique presidio mayor en su grado mínimo, y cuando se produzca resultado de muerte, se aplique presidio mayor en sus grados mínimo a medio. A ello se agrega la inhabilitación perpetua para conducir y la incautación del vehículo cuando el autor sea su propietario, para asegurar la responsabilidad civil del delito. Igualmente, se impide que el condenado opte a algún tipo de beneficio penitenciario.
2.- Otras iniciativas consideradas.


En el estudio de esta iniciativa, la Comisión tuvo en consideración las proposiciones contenidas en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Letelier, Uriarte y Walker, don Ignacio, que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la sustitución de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte, contenido en el Boletín N° 8.809-07.


En éste, se formulan dos proposiciones en relación a los casos de conducción ya mencionados. La primera, modifica el el artículo 140 del Código Procesal Penal, que establece los requisitos para ordenar la prisión preventiva, estableciendo que el tribunal considerará si el delito imputado es el de conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas, causando algunas de las lesiones indicadas en el número 1 del artículo 397 del Código Penal o la muerte, para estimar si la libertad de la persona resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad.




La segunda, modifica el artículo 1º de la ley Nº 18.216, sobre medidas alternativas a las penas restrictivas de libertad, agregando una regla destinada a impedir el otorgamiento de alguno de los beneficios alternativos contemplados por la misma ley en el caso del cumplimiento de las penas privativas o restrictivas de libertad por los delitos de conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas, causando las ya indicadas lesiones del número 1 del artículo 397 del Código Penal o la muerte.





Esta iniciativa fue conocida, particularmente la segunda de sus proposiciones, fue tomada en consideración por la Comisión al analizarse el proyecto en trámite.

INFORMES RECIBIDOS

Dada la relevancia de la materia en análisis, la Comisión resolvió recabar el parecer de los profesores señores Juan Domingo Acosta Sánchez y Julián López Masle.

El señor López participó personalmente en el debate de la Comisión y de sus opiniones se da cuenta más adelante.


El señor Acosta remitió un informe escrito en el cual analiza, en tres acápites, las enmiendas propuestas por el proyecto. Su tenor es el siguiente:
“1.- Reemplazo del actual inciso final del artículo 196
de la Ley de Tránsito


Se propone elevar las penas del delito de manejo en estado de ebriedad ocasionando la muerte de una o más personas u ocasionando lesiones graves gravísimas (artículo 397 N° 1° del Código Penal). En el caso de las penas privativas de libertad, la proposición supone equipararlas con las del homicidio doloso (artículo 391 N° 2 del Código Penal) y con las penas de las lesiones graves gravísimas dolosas. Naturalmente, se trata de un incremento muy significativo de las penas.



Me parece inconveniente la modificación que se propone introducir y sugiero su rechazo. Lo anterior debido a que todo ordenamiento jurídico penal debe orientarse por el principio de racionalidad, lo que supone establecer penas que sean proporcionadas a las distintas magnitudes del injusto de cada delito. Ello explica que haya delitos con penas más graves que otros; explica que la tentativa se sanciona con una pena inferior a la del delito consumado; los partícipes son, por regla general, castigados con penas más benignas que las de los autores; el delito doloso tiene penas más severas que los imprudentes; a los delitos de peligro se les asigna, ordinariamente, penas menores que a los delitos de lesión, etcétera. La inobservancia de la regla de proporcionalidad trae consigo una irracionalidad del sistema, que redunda en graves distorsiones a la hora de imponer las sanciones y desde el punto de vista de los fines simbólicos que se reconoce a la pena penal.


El delito de manejo en estado de ebriedad puede, al menos parcialmente, considerarse entre los casos de delitos cometidos mediante intoxicación autoinducida dolosa o imprudente del sujeto. Existe acuerdo en cuanto a que los casos más intensos de intoxicación, no obstante caber en hipótesis de inexigibilidad (inimputabilidad para algunos, lo que no comparto), deben ser sancionados en razón del principio Actio libera in causa. En donde no existe acuerdo es en cuanto a la forma en que se debe tratar esa situación. Nuestro Código Penal (artículo 10 N° 1°) establece la total responsabilidad, a título doloso o imprudente, del hecho cometido por quien se encuentra en estado de intoxicación y le sería inexigible otra conducta en el momento de la comisión. Más modernamente, tiende a imponerse la idea de que tales casos constituyen en realidad delitos autónomos, de peligro, que se sancionan con una pena independiente y de menor entidad a la del delito doloso o imprudente perpetrado con plena exigibilidad.



En el caso del delito de manejo en estado de ebriedad, la situación es más aguda, pues no exige que el sujeto se encuentre en un estado total de intoxicación alcohólica, pues el estado de ebriedad no se define por un síntoma, sino por una determinada dosificación de alcohol en la sangre (0,8 grms./mil). Consiguientemente, es perfectamente posible que el sujeto registre esa dosificación y no se encuentre ebrio. En tal evento, le son atribuibles con mayores penas las consecuencias adicionales que en ese estado ocasione (muerte, lesiones, daños), las que en la generalidad de los casos se pueden imputar a imprudencia, pero como la ley no exige expresamente un determinado vínculo subjetivo entre la conducción en estado de ebriedad y el resultado producido, muchas veces se produce una aplicación automática del tipo penal: estado de ebriedad ocasionando la muerte, da lugar al delito del artículo 186 con las agravaciones que provoca el mayor resultado producido.



El ordenamiento jurídico no puede, sin pasar por alto el principio de proporcionalidad, equiparar las penas del homicidio doloso al manejo de estado de ebriedad causando la muerte, pues se trata de imputaciones de distinta entidad.

Es posible, en el marco de la proporcionalidad, equiparar (facultativamente) la pena del delito doloso con el de máxima imprudencia (temeraria), pero esta última es mucho mayor que la que conlleva un delito de manejo en estado de ebriedad. Si fuera equivalente, la ley incluiría en el tipo penal una expresión que permita, en los casos de temeridad en el manejo en estado de ebriedad, hacer la equiparación, pero nuestra Ley de Tránsito no la contiene.



Lo mismo puede decirse a la equiparación del manejo en estado de ebriedad causando lesiones graves gravísimas con el respectivo tipo doloso de lesiones.



Por último, no se divisa que haya razones de necesidad de pena que justifiquen esta equiparación.

2.- Incorporación de un nuevo inciso final al artículo 196 

de la Ley de Tránsito


El texto propone prohibir al condenado por los delitos de manejo en estado de ebriedad ocasionando muerte o lesiones graves gravísimas, optar por algún beneficio carcelario.



Creo que la propuesta es muy desafortunada y no debe aprobarse.



Desde luego, no se entiende bien a qué beneficios carcelarios se refiere. Dado que se reemplazaron los antiguos beneficios de la ley N° 18.216 por penas sustitutivas (ley N° 20.603), es de suponer que no se refiere a éstas.



De los beneficios carcelarios, el único que tiene consagración en la ley es el beneficio de la libertad condicional (D. L. N° 321, de 1925). Los demás, como salida dominical y otros, se encuentran en el reglamento y sería asistemático que una norma de rango legal los prohibiera. En todo caso y dado lo confuso de la norma, debería aclararse este punto por sus autores.



Me parece no aceptable que se prohíba de manera absoluta la libertad condicional. En Chile no existe esa prohibición. Delitos muy graves como la violación, el homicidio doloso y otros, la permiten con una exigencia mayor en cuanto al tiempo efectivo que deben cumplir los condenados para optar a ella (dos tercios de la pena). Incluso, delitos sancionados con la pena de presidio perpetuo calificado facultan optar por el beneficio, cumplidos 40 años de condena. De aprobarse esta iniciativa, nos encontraríamos ante el único delito de nuestra legislación (y quizás uno de los poquísimos en el mundo), que prohíben obtener absolutamente un beneficio de esta clase.



La iniciativa es, además, riesgosa, porque da pie para pensar que se está introduciendo en Chile una nueva categoría de penas: las que no permiten acceder nunca a la libertad condicional. Nada hay que justifique aquello y, lo que es más, grave, importa una renuncia a toda esperanza de rehabilitación del condenado y una vía para acentuar los efectos desocializadores de las penas privativas de libertad.

3.- Modificación del artículo 197, inciso cuarto, de la Ley de Tránsito


La propuesta pretende introducir la obligación de decretar como medida cautelar la incautación del vehículo motorizado con el que se cometió el delito de manejo en estado de ebriedad.



La propuesta es inadecuada, adolece de errores conceptuales y sugiero su rechazo.



En primer término, desde el punto de vista conceptual, la incautación de especies es una actuación de la investigación, que realizan los Fiscales del Ministerio Público para premunirse de medios de prueba y asegurar la pena de comiso. No es una medida cautelar real ni personal (no busca asegurar la persona del imputado ni el resultado de la acción civil). Probablemente se quiso decir “retención” por “incautación”.


En segundo lugar, la concesión de medidas cautelares está sujeta siempre a la concurrencia de determinados requisitos, tanto materiales como de necesidad de cautela. Además, se fundan en principios como la proporcionalidad, la jurisdiccionalidad, la excepcionalidad, entre otros. Todo ello se pasa a llevar al establecer la ley una medida cautelar que los jueces con competencias en lo penal deben decretar siempre.



Por último, la propuesta rompe también el principio acusatorio de que el impulso de la persecución penal está siempre radicada en el Ministerio Público. Son los Fiscales o los querellantes quienes, formalizada la investigación, pueden solicitar las medidas a los jueces de garantía. Los tribunales no actúan de oficio en esta materia y consagrar un precepto de esta clase –sin que tampoco requiera previa formalización de la investigación- más bien parece propio de un sistema inquisitivo y no acusatorio.



En fin, tampoco hay evidencia de que el sistema requiera una modificación como ésta, porque existen herramientas, en manos del Ministerio Público y de las víctimas, para solicitar y obtener medidas cautelares.”.
DISCUSIÓN EN GENERAL




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dio inicio al estudio de la iniciativa, expresando que ella nace de la dramática realidad que afecta a la familia de la menor Emilia Silva Figueroa, recientemente fallecida a consecuencia de la colisión que un conductor que se encontraba en estado de ebriedad causó al automóvil en que ella se desplazaba.

Ofreció, en primer lugar, la palabra a su madre, la señora Carolina Figueroa.

La señora Figueroa agradeció, en primer lugar, a la Comisión por recibirla a ella, a su cónyuge y a su padre. Indicó que la motivación del proyecto en estudio es generar un hecho con características políticas que envíe un mensaje claro a la sociedad, en orden a que el tipo de incidente que dio muerte a su hija de corta edad no vuelva a repetirse y no deban otras familias chilenas soportar un drama como el que ha afectado a la suya.





Expresó que el marco legal actual genera un verdadero estado de impunidad, porque es de conocimiento público que las sentencias contra personas condenadas por manejo en estado de ebriedad con resultado de lesiones o muerte quedan reducidas, en la práctica, únicamente a un sistema de firma periódica en un recinto de Gendarmería. Manifestó que es inentendible que el castigo por arrebatar la vida de una persona se reduzca a cumplir un mero trámite burocrático.




Indicó que la aspiración de la ciudadanía en esta materia impone que se legisle para reparar el dolor de las víctimas y sus familiares, de forma tal que se entienda que la conducción de vehículos motorizados y el consumo de alcohol son asuntos que deben estar completamente disociados.





Puntualizó que los hechos que ocurren a consecuencia de la ingesta de alcohol no pueden considerarse accidentes propiamente tales, porque siempre parten de la decisión de su autor de beber alcohol y luego conducir un vehículo, por lo que es necesario que estas conductas se desincentiven aplicándoles una pena corporal real. Expresó que ello no implica que el autor del ilícito deba ser sometido a presidio perpetuo inexcarcelable ni que se vulneren sus garantías procesales, sino solamente que al final del proceso habrá una sanción real. Manifestó, además, que no cabe argüir en estos casos el hecho de que las cárceles están atochadas, como razón para pensar en otro tipo de pena.





Manifestó que tiene plena conciencia de que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19 de la Constitución Política, una modificación legal en este ámbito que implique aumentar las sanciones nunca tendrá aplicación retroactiva, por lo que su caso no se verá beneficiado. Sin embargo, continuó, para el futuro la ciudadanía requiere una respuesta política potente.





Instó, en consecuencia, a la Comisión a estudiar las modificaciones legales que sean necesarias para solucionar las deficiencias que hoy se observan en la normativa reseñada, que tanta insatisfacción causan en la comunidad.





A continuación, usó de la palabra el padre de Emilia Silva, señor Benjamín Silva.





Relató que al día siguiente de sucedidos los trágicos hechos que provocaron la muerte de su pequeña hija, supieron por la prensa que el principal imputado por el delito había logrado sustituir la prisión preventiva que le había sido impuesta, por la medida de arresto domiciliario. Indicó que ese hecho determinó su decisión de desarrollar un reclamo social por esta causa, pues la ley vigente establece una virtual impunidad para los delitos de homicidio cometidos bajo la influencia del alcohol. Expresó que esta situación debe cambiar, porque no puede resultar inocuo el hecho de dar muerte o lesionar gravemente a una persona en esta forma.





Señaló que su familia tiene la firme determinación de concurrir al juicio contra quien causó el deceso de su hija, pero sabe que, en el fondo, el alegato se centrará en obtener dos o tres años de firma mensual por parte del imputado, lo que por sí mismo constituye una sanción menos que simbólica.





Puso de manifiesto que, en la actualidad, el ordenamiento jurídico nacional no contempla como agravante de la responsabilidad penal el hecho de que el conductor que mate o hiera gravemente a otra persona, se dé a la fuga. Agregó que, por el contrario, en el caso de su hija, el hecho de que el imputado se entregara voluntariamente tres días después de acaecidos los hechos configuró en su favor la atenuante de prestar auxilia a la justicia.





Concluyó su intervención agradeciendo el hecho de haber sido recibido por la Comisión y exhortándola a adoptar las medidas necesarias para evitar en lo sucesivo la reiteración de situaciones tan dolorosas y frustrantes como la que afecta a su familia.





El Presidente, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, agradeció la participación del matrimonio Silva Figueroa, expresándole los sentimientos de adhesión de la Comisión hacia el dolor que han debido afrontar.





Indicó, enseguida, que algunos juristas han planteado ciertas dudas acerca de la técnica legislativa empleada en el proyecto y han hecho presente la existencia de problemas de sistematicidad con otras normas penales y procesales que rigen la materia. Con todo, puntualizó que, en este caso, el Parlamento debe hacerse cargo de la iniciativa sometida a su conocimiento, por cuanto ha causado una conmoción pública que va más allá de la significación que puede tener el caso puntual que se ha conocido, motivando una crítica seria a la ley vigente.




A continuación, ofreció la palabra al Profesor señor Julián López Masle.




El mencionado académico agradeció la invitación cursada e inició su exposición manifestando que pese a que la iniciativa en estudio está justificada, puede advertirse que la fundamentación de las modificaciones que propone adolecen de la falacia lógica non sequitur.





En efecto, explicó, el hecho que, en la práctica, se cometa un delito, no implica que el sistema de penalidad que al respecto prescribe la ley sea ineficiente, pues, de lo contrario, sólo se podría considerar que la legislación punitiva es eficaz si en la realidad no se comete ningún delito.




Indicó que una falsa consecuencia de lo anterior implicaría que como los delitos más graves se cometen con mucho menor frecuencia que los de menor entidad, sería necesario aumentar la penalidad de estos últimos por sobre la de los primeros.





Expresó que en la proposición también se advierte la no observancia del principio de la proporcionalidad. Indicó que este principio tiene una base constitucional positiva, pues arranca de la dignidad inherente a la persona humana reconocida tanto por nuestra Carta Fundamental, en la prohibición de la discriminación y del trato arbitrario, como por el número 3 del artículo 22 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos.




Explicó que este principio impone tres criterios específicos, a saber, el de idoneidad, que exige que el medio legislativo punitivo que se proponga sea apto para el fin que se persigue; el criterio de la necesidad de la intervención, que implica que la intervención punitiva que se imponga sea la mínima posible en vista de su eficacia, y la proporcionalidad en el sentido estricto, que supone un contrapeso de los bienes jurídicos en juego y la reprochabilidad personal de la conducta.





Sostuvo, enseguida, que la formulación propuesta en el proyecto plantea la misma sanción para quien comete un delito doloso de homicidio o de lesiones y para quien comete ese ilícito por incumplimiento del deber de cuidado e infracción de reglamento. Explicó que este planteamiento da lugar a varios problemas. En primer término, deja vigente en la norma actual una escala que parte con presidio menor en su grado mínimo si, a consecuencia de la conducción en estado de ebriedad, sólo se producen daños o lesiones leves, y con presidio menor en su grado medio si se causan lesiones en su grado de graves o menos graves. Observó que, en este punto, el proyecto muestra un verdadero salto cuantitativo que no se explica, pues las lesiones corporales que siguen en gravedad, que corresponden a las graves gravísimas del número 1 del artículo 397 del Código Penal, se penan con presidio mayor en su grado mínimo, lo que deja sin contenido al grado de presidio menor en su grado mínimo, que abarca desde los tres años y un día de presidio a los cinco años. Esta circunstancia, puntualizó, rompe con el principio de proporcionalidad en sentido estricto.





Por otra parte, observó que la pena que se propone para los delitos de manejo en estado de ebriedad con resultado de lesiones graves gravísimas o de muerte, equivalen a las que se imponen a quienes cometen esos ilícitos con dolo, lo que evidentemente no puede dar lo mismo, además de que incentivaría a quien lesiona gravemente a otro conduciendo en estado de intemperancia a matarlo dolosamente, dado que la pena sería igual. Ello, dijo, supone en términos estrictos la inobservancia del principio de idoneidad, pues el medio legislativo punitivo que se propone no es apto para el fin que se persigue, en este caso, desincentivar la comisión de un ilícito.




En este contexto, expresó que la exacerbación peliológica propuesta también tiene como externalidad negativa un incentivo claro para que el involucrado se dé a la fuga y no preste asistencia al accidentado.





En otro orden de materias, señaló que la exclusión de beneficios penitenciarios que se propone no tiene en consideración que, en la actualidad, la comisión dolosa de un homicidio simple da a lugar a las penas sustitutivas de las privativas de libertad si se cumplen los demás requisitos que establece la ley N° 18.216, recientemente modificada por la ley N° 20.603. Nuevamente, ello haría más conveniente rematar al accidentado que sufrió lesiones graves a consecuencia de un manejo en estado de ebriedad, porque, en ese caso, se comete un homicidio doloso que hace procedente una pena sustitutiva.





Manifestó que el concepto de “beneficio penitenciario” utilizado por la iniciativa es equívoco, porque aunque en principio parece referirse a aquellos que contempla la ley N° 18.216, también podría abarcar los del decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para toda clase de delitos, incluyendo la violación, el homicidio calificado doloso y el tráfico de drogas.





En otro orden de materias, indicó que la proposición contempla un criterio orientador e indicativo para el otorgamiento de la prisión preventiva, que, a su juicio, tiene claros atisbos de inconstitucionalidad, porque establece que con la sola descripción típica habrá una presunción legal de procedencia de la causal de peligro para la investigación. Lo anterior, explicó, desconoce que la Carta Fundamental establece que es el juez y no la ley el llamado a establecer si este elemento está presente en el caso concreto. Indicó que la fórmula propuesta se parece bastante a los antiguos delitos inexcarcelables, que fueron erradicados de nuestro ordenamiento en el año 1976.





A continuación, se refirió a la parte del proyecto que establece una incautación automática del vehículo empleado en la comisión del ilícito. Explicó que ello puede interpretarse en el sentido que establece el artículo 187 del Código Procesal Penal, que dispone que el Ministerio Público incautará los objetos, documentos e instrumentos que parecieron haber servido o haber estado destinados a la comisión del hecho investigado. Precisó que, sin embargo, en ese caso la incautación obedece a razones estrictamente procesales, pues a través de ella se asegura la prueba para el proceso, lo que no guarda relación con el posible aseguramiento de una eventual responsabilidad civil del imputado.





Añadió que si el asunto se coloca en la óptica del aseguramiento de la responsabilidad civil, la institución propuesta es una especie de medida cautelar real que recae sobre el vehículo siniestrado para asegurar justamente la responsabilidad civil del acusado. En este contexto, manifestó que no puede imponerse una medida cautelar de oficio y de forma automática, pues tal prerrogativa corresponde al Ministerio Público como parte de su atribución constitucional del ejercicio de la acción penal pública y sólo procede previa resolución judicial, en virtud del principio general establecido a este respecto en el artículo 9° del Código Procesal Penal.





Señaló que, en términos generales, no habría razones de necesidad de la pena que justifiquen la equiparación que plantea el proyecto, pues la ley N° 20.580, que introdujo diversas modificaciones a la Ley del Tránsito a objeto de aumentar el ámbito de sanciones por manejo en estado de ebriedad, efectivamente generó un cambio palpable y positivo de las conductas de las personas a este respecto.


En suma, opinó que, más allá del drama humano que impulsa la tramitación de esta iniciativa y de las buenas intenciones que con toda certeza la animan, el texto, tal como se propone, ofrece problemas de constitucionalidad y de proporcionalidad, además de establecer incentivos inadecuados y provocar efectos contrarios o inversos a lo buscado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, coincidió con la existencia de dificultades en el texto en análisis. Sin embargo, señaló que las motivaciones de la iniciativa son justificadas, por lo que resulta recomendable buscar alguna fórmula que pueda superarlas.


Hubo acuerdo de parte de los miembros presentes de la Comisión en torno a lo anterior.


En consecuencia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recabó el acuerdo de la misma para dar por aprobada la idea de legislar.


Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio (Presidente).

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Enseguida, se dio inicio al estudio en particular de la iniciativa.


En conformidad al criterio manifestado anteriormente, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, formuló algunas sugerencias.


Señaló que como una primera forma de superar los problemas técnicos ya indicados, podría pensarse en mantener el piso punitivo actual del delito de conducción en estado de ebriedad con resultado de lesiones graves gravísimas o muerte, subiendo su máximo, a efecto de que se ocupen los grados intermedios de pena que el proyecto no considera.

Añadió que también se podría considerar la inclusión de una agravante especial cuando se trate de una intoxicación alcohólica mayor o de una imprudencia temeraria. A la vez, sugirió eliminar la referencia a las limitaciones de beneficios penitenciarios, a la prisión preventiva automática y a la incautación de oficio.

El Honorable Senador señor Espina señaló que, en la actualidad, el delito de conducción en estado de ebriedad causando lesiones graves o menos graves tiene una penalidad que va de 541 días a 3 años de presidio. En el caso de resultado de muerte o lesiones graves gravísimas contempladas en el artículo 391 del Código Penal, la pena sube de 3 años y un día a 5 años de presidio. Sostuvo que es evidente que esta penalidad es baja, considerando especialmente que por aplicación del artículo 66 y siguientes del Código Penal, la configuración de atenuantes y de ninguna agravante significa bajar la pena en uno o dos grados, con lo cual se llega al absurdo de que una persona que en estado de ebriedad mata a otra, finalmente recibe una pena irrisoria y, por aplicación de las normas sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, lo probable es que no esté ni un solo día privada de libertad, no obstante el gravísimo delito cometido.


Por eso, se mostró partidario de ampliar la pena para los casos en que la conducción en estado de ebriedad causa lesiones graves gravísimas o la muerte de una persona.


Fundamentó esto último en que el juez debe tener la amplitud suficiente para aplicar una pena a este tipo de delitos, ya que las circunstancias en que ocurren pueden ser muy distintas. Por eso, le parece correcto aumentar en un grado la pena para este delito, de tal manera que comience en 3 años y un día, esto es, presidio menor en su grado máximo, hasta presidio mayor en su grado mínimo, esto es, hasta 10 años. Así, agregó, el juez podrá utilizar el rango de la pena considerando las circunstancias particulares del delito cometido.


Indicó que, en los casos en que hay circunstancias atenuantes, podrá aplicar el rango inferior y en los casos en que hay agravantes, podrá incluso subir en un grado la pena. Todo esto de acuerdo al juego de las atenuantes y agravantes contemplado en el Código Penal.


Señaló que, adicionalmente, al elevarse en un grado la pena, esto es, de 5 años y un día a 10 años, queda contemplada como pena de crimen, de tal manera que será aplicable, en materia de prisión preventiva, lo dispuesto por el artículo 140, inciso cuarto, del Código Procesal Penal, que establece que se entenderá especialmente que la libertad del imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad, cuando los delitos imputados tengan asignada pena de crimen en la ley que los consagra.


El profesor señor López indicó que la idea propuesta por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, en la parte relativa al aumento del máximo de la pena del delito de manejo en estado de ebriedad con resultado de lesiones graves gravísimas o muerte, es acertada, porque permite utilizar los tramos de pena intermedios para casos que impliquen una infracción menor al deber de cuidado y llegar a los máximos cuando se den situaciones excesivas.


Expresó que dicho aumento tiene una implicancia práctica adicional, pues el artículo 140 del Código Procesal Penal entiende que hay una vulneración de la seguridad de la sociedad cuando el delito tiene asignada en la ley una pena de crimen, como sería el caso, lo que haría más plausible la prisión preventiva.


Respecto a la agravante de intoxicación alcohólica que se consideró, recordó que en este aspecto hay que ser particularmente cuidadosos, porque el criterio del actio liberae in causa tiene un importante acerbo doctrinario moderno en contra y más bien se puede considerar como una atenuación de responsabilidad. Finalmente, observó que la estructura típica del delito culposo de conducción en estado de ebriedad con resultado de lesiones o muerte, parte de la base que la infracción del deber de cuidado es justamente la conducción en estado de ebriedad y por esa sola circunstancia se prevé en la ley que hay culpa.

Expresó, asimismo, que si se quiere cambiar esta estructura estableciendo una pena más alta cuando se trate de una negligencia temeraria, en la práctica sería una ley penal más favorable porque aunque hay un aumento de pena. también hay un incremento de los requerimientos para configurar el delito -pues ya no bastaría el mero hecho de conducir bajo los efectos del alcohol-, y, en virtud de lo dispuesto en el artículo 18 del Código Penal, las personas actualmente condenadas podrían solicitar la revisión de sus sentencias alegando que la ley posterior es más beneficiosa.


Continuó expresando que la aplicación de una sanción penal tiene en vista la configuración de los elementos objetivos y subjetivos del tipo legal, pero también considera el juicio de reprochabilidad concreta del autor en vista del principio general de culpabilidad subjetiva que impone nuestra Carta Fundamental. En razón de ello, explicó, el juez tiene la obligación de intensificar la sanción a la luz de lo que era exigible al imputado y de lo que efectivamente hizo.


Añadió que este criterio de reprochabilidad subjetiva también se tiene en vista para la procedencia de las penas sustitutivas, pues la ley N° 18.216 prevé que la remisión condicional procederá sólo si previamente se acredita que “…los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que no volverá a delinquir…”, y la reclusión parcial será dictada sólo si se prueba que “…existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena, así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito, permitieren presumir que la pena de reclusión parcial lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos…”.

Destacó que estos elementos están en el texto de la ley, por lo cual el juez no puede obviarlos en su pronunciamiento.


Finalmente, en relación también con las penas sustitutivas, recordó que la última modificación legal a la ley N° 18.216 incluyó como criterio especial para la dictación de la libertad vigilada, la imposición obligatoria de un tratamiento para frenar la dependencia del penado al alcohol y a las drogas, que es justamente lo que se excluiría en este caso, pese a la evidente función que ese tratamiento tiene para los delitos en discusión.


Por esta razón, se mostró contrario a esa idea.


A su turno, la Honorable Senadora señora Alvear expresó que es importante mantener siempre abierta la posibilidad de imponer al imputado por el delito en análisis un tratamiento de rehabilitación por la dependencia al alcohol o las drogas, porque, en estos casos, aquella circunstancia es decisiva para descartar una futura reincidencia.

Con todo, manifestó que debe considerarse también que puede no resultar presentable, en la situación en estudio, optar porque los culpables de lesiones graves gravísimas o muerte atribuibles a la conducción de vehículos motorizados bajo los efectos del alcohol tengan como única sanción la remisión condicional de la pena, o que se dé el mismo trato a situaciones cuasifortuitas que a imprudencias groseras o temerarias en la conducción.

Atendiendo a los razonamientos expuestos, el Profesor señor López estructuró una modificación consistente en lo siguiente:




-- Reemplazar exclusivamente el inciso tercero del artículo 196 del D.F.L. N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley del Tránsito, por el que sigue:



“Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, N° 1, del Código Penal, o la muerte de una o más personas, se impondrán las penas de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de ocho a veinte unidades tributarias mensuales, además de la pena de inhabilidad perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.”.

Señaló que esta propuesta acarrearía los siguientes efectos:


1) Aumenta la sanción punitiva por extensión del marco penal aplicable, que quedaría constituido por una pena compuesta de dos grados (presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, es decir, 3 años y 1 día a 10 años).



2) Siendo el grado superior pena de crimen (artículos 21 y 57 Código Penal), resultaría aplicable el criterio orientador de peligro para la seguridad de la sociedad a efectos de la decisión sobre prisión preventiva, conforme a lo previsto por el artículo 140, inciso cuarto, del Código Procesal Penal, que dispone: “Se entenderá especialmente que la libertad del imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad, cuando los delitos imputados tengan asignada pena de crimen en la ley que los consagra.”.



3) En los casos en que el juez decida la aplicación del grado superior, quedaría excluida la posibilidad de aplicación de penas sustitutivas, ya que éstas requieren la imposición de una pena privativa o restrictiva de libertad que no exceda de cinco años de privación de libertad (artículo 15 bis, letra a), ley N° 18.216).



4) En los casos en que el juez decida la aplicación del grado inferior, la aplicación de una pena sustitutiva quedaría entregada a la evaluación judicial de cumplimiento del requisito pertinente de cada pena sustitutiva:


-- Para la remisión condicional: “Si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que no volverá a delinquir.” (Artículo 4°, letra c), ley N° 18.216).


-- Para la reclusión parcial: “Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena, así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito, permitieren presumir que la pena de reclusión parcial lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos." (Artículo 8°, letra c), ley N° 18.216).


-- Para la prestación de servicios en beneficio de la comunidad: “Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena, o si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.” (Artículo 11, letra b), ley N° 18.216).


-- Para la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva: “Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren concluir que una intervención individualizada de conformidad al artículo 16 de esta ley, parece eficaz en el caso específico, para su efectiva reinserción social.” (Artículos 15, inciso segundo, número 2), y 15 bis, inciso segundo, ley N° 18.216).


5) En último término, explicó que la incautación del vehículo procede, actualmente, sin necesidad de reforma legal, por aplicación del artículo 187 del Código Procesal Penal. La posibilidad de decretar medidas cautelares reales sobre el vehículo, a favor de la víctima, procede también, actualmente, a solicitud del Ministerio Público o de la propia víctima, conforme a las reglas generales. (Artículos 157 y 158 del Código Procesal Penal).


Analizando la propuesta presentada, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, la consideró adecuada, por cuanto además de las ventajas ya anotadas, establece un rango de penas cuya duración es acorde con aquellas que la legislación de otras naciones fija para estos efectos.


Sobre el particular, hizo presente el siguiente cuadro demostrativo:
Tabla Comparativa

Mínimos y máximos penales aplicables en algunos países

	País
	Delito de conducción
	Pena mínima
	Pena Máxima

	Argentina


	Con negligencia o imprudencia
	2 años
	5 años

	
	Bajo influencia del alcohol
	8 años
	25 años

	Perú


	Con negligencia o imprudencia
	No establece
	2 años

	
	Bajo influencia del alcohol
	4 años
	8 años

	Suiza


	Con negligencia o imprudencia
	No establece
	3 años

	
	Bajo influencia del alcohol
	No establece
	4 años y medio

	Reino Unido


	Con negligencia o imprudencia
	No establece
	5 años

	
	Bajo influencia del alcohol
	No establece
	14 años

	España


	Con negligencia o imprudencia
	1 año
	4 años

	
	Bajo influencia del alcohol
	1 año
	4 años

	Francia


	Con negligencia o imprudencia
	3 años
	5 años

	
	Bajo influencia del alcohol
	5 años
	7 años


Fuente: Biblioteca del Congreso Nacional.

Sin perjuicio de destacar los méritos de la proposición presentada, el Honorable Senador señor Espina expresó que también podía pensarse en una alternativa consistente en fijar máximos diferenciados para el delito en análisis, dependiendo de si se causan lesiones graves gravísimas o muerte.


Para estos efectos, presentó el siguiente cuadro:

Situación actual:

	Conducción de vehículos en estado de ebriedad o bajo los efectos de sustancias psicotrópicas SI NO SE OCASIONARE DAÑE ALGUNO O SE PROVOCAREN LESIONES LEVES
	Presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días), multa de 2 a 10 UTM y suspensión de la licencia

	Conducción de vehículos en estado de ebriedad o bajo los efectos de sustancias psicotrópicas SI SE PROVOCAREN LESIONES MENOS GRAVES
	Presidio menor en su grado medio (541 días a tres años), multa de 4 a 12 UTM y suspensión de la licencia

	Conducción de vehículos en estado de ebriedad o bajo los efectos de sustancias psicotrópicas SI SE PROVOCAREN LESIONES GRAVES GRAVÍSIMAS DEL ARTÍCULO 397, N° 1, DEL CÓDIGO PENAL, O LA MUERTE
	Presidio menor en su grado máximo (3 años y 1 día a 5 años), multa de 8 a 20 UTM y suspensión de la licencia






Teniendo en consideración lo anterior, propuso modificar estas penas en la siguiente forma:

Proposición:
	Conducción de vehículos en estado de ebriedad o bajo los efectos de sustancias psicotrópicas SI NO SE OCASIONARE DAÑE ALGUNO O SE PROVOCAREN LESIONES LEVES
	Presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días), multa de 2 a 10 UTM y suspensión de la licencia

	Conducción de vehículos en estado de ebriedad o bajo los efectos de sustancias psicotrópicas SI SE PROVOCAREN LESIONES MENOS GRAVES
	Presidio menor en su grado medio (541 días a tres años), multa de 4 a 12 UTM y suspensión de la licencia

	Conducción de vehículos en estado de ebriedad o bajo los efectos de sustancias psicotrópicas SI SE PROVOCAREN LESIONES GRAVES GRAVÍSIMAS DEL ARTÍCULO 397, N° 1, DEL CÓDIGO PENAL
	Presidio menor en su grado máximo A PRESIDIO MAYOR EN SU GRADO MÍNIMO (3 años y 1 día a 10 años), multa de 8 a 20 UTM y suspensión de la licencia

	Conducción de vehículos en estado de ebriedad o bajo los efectos de sustancias psicotrópicas SI SE PROVOCARE LA MUERTE
	Presidio MAYOR EN SU GRADO MÍNIMO (5 años y 1 día a 10 años), multa de 8 a 20 UTM y suspensión de la licencia






El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hizo presente que ya se había logrado un consenso entre los miembros de la misma en torno a la idea propuesta por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán.





Recordó que esa proposición implicaba mantener el mínimo de la pena de conducción de vehículos en estado de ebriedad con resultado de lesiones graves contempladas en el número 1 del artículo 397 del Código Penal o muerte, que, en la actualidad, corresponde a presidio menor en su grado máximo (tres años y un día a cinco años), y elevar su tope a la pena siguiente, esto es, presidio mayor en su grado máximo (cinco años y un día a diez años).





Asimismo, puso de manifiesto la observación planteada por el profesor señor López, quien llamó la atención sobre la redacción actual del artículo 140 del Código Procesal Penal, que establece que se configura la causal de peligro para la sociedad cuando el delito imputado tenga pena de crimen. Explicó que como la propuesta considera una elevación abstracta de la pena en la figura discutida, colocándola en el tramo de la pena de crimen (la parte que comprende su tope superior, esto es, presidio mayor en su grado mínimo), la imputación del ilícito de conducción de vehículos en estado de ebriedad con resultado de lesiones graves contempladas en el número 1 del artículo 397 del Código Penal, o de muerte, califica para la dictación de la medida de prisión preventiva.





El Honorable Senador señor Espina señaló que otra forma de perfeccionar la legislación vigente con el propósito de que estos graves delitos tengan una pena proporcional al reproche social y al daño causado, es que se distinga entre la conducción en estado de ebriedad con resultado de lesiones graves gravísimas contemplado en el artículo 397, número 1, del Código Penal, de los casos en que hay resultado de muerte.





Hizo notar que ambas hipótesis tienen, en la actualidad, una misma pena. Sugirió que en el caso de la primera hipótesis, esto es, el resultado de lesiones graves gravísimas, se aplique una pena de presidio menor en su grado máximo, de 3 años y 1 día, a presidio mayor en su grado mínimo, esto es hasta 10 años. Y en el caso que el resultado fuere de muerte, la pena sea sólo de presidio mayor en su grado mínimo, esto es de 5 años y un día a 10 años.





Finalmente, indicó que si bien es cierto que en algunas situaciones se equipararía la penalidad del homicidio simple con la de este delito culposo, el primero siempre tendría un grado superior, ya que se debe recordar que el homicidio simple tiene una pena que va de presidio mayor en su grado mínimo a medio, esto es, de 5 años y 1 día a 15 años.





Los miembros de la Comisión analizaron la nueva proposición del Honorable Senador señor Espina.





Sobre el particular, se tuvo en consideración la exposición del Profesor señor López, que ilustró sobre el hecho de que las penas sustitutivas que establece la ley N° 18.216 proceden cuando se cumple la cuantía de la privación de libertad que se exige en cada caso y, de manera copulativa, otras exigencias.





En efecto, se recordó que para el caso de la remisión condicional, se exige que se pruebe en el juicio que “…los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que no volverá a delinquir…”. O, para la reclusión parcial, que “…existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena, así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito, permitieren presumir que la pena de reclusión parcial lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos…”.





Se coligió que lo anterior supone que no debería darse la automaticidad que ha indicado el Honorable Senador señor Espina.





Igualmente, se tuvo en cuenta que la elevación que se considera para el delito culposo de conducción en estado de ebriedad con resultado de muerte equipara el nivel inferior de la sanción con la que se establece para el homicidio doloso simple, lo que no tiene en consideración que hay buenas razones sistemáticas y dogmáticas para distinguir entre quien mata a otro de forma consciente y voluntaria y quien provoca el mismo resultado a causa de su pura negligencia.





El Honorable Senador señor Espina informó que, para complementar el proyecto, había analizado con el Profesor señor Julián López la posibilidad de introducir alguna enmienda a las medidas sustitutivas contempladas por la ley N° 18.216, de manera de reforzar los objetivos que se buscan con esta iniciativa.





Informó que el mencionado académico había sugerido incluir en la letra b) del artículo 15 bis b) de la señalada ley una modificación consistente en incorporar en ese literal una referencia al delito contenido en el inciso tercero del artículo 196 de la ley N° 18.290.





Hizo presente que la actual ley N° 18.216, modificada el año pasado por la ley N° 20.603, introdujo un catálogo de penas sustitutivas a las privativas de libertad, que van desde la más leve, que es la remisión condicional de la pena, a la más gravosa, que es la de libertad vigilada intensiva. Recordó que la primera procede una vez que se acrediten ciertas circunstancias de hecho y siempre que se trate de una pena no superior a tres años; en cambio, la segunda se aplica cuando se trata de sanciones que van entre los tres y cinco años de presidio.





Añadió que la letra b) del artículo 15 bis impone un catálogo de delitos especialmente graves que hacen procedente sólo la pena sustitutiva de libertad vigilada intensiva cuando se trata de sanciones que partan en 541 días de presidio y no sean superiores a 5 años de privación de libertad. Respecto a esta última situación, indicó que según las reglas generales, las sanciones penales entre 541 días y tres años caben dentro de la pena sustitutiva de remisión condicional, añadiendo que el literal antes citado excepcionalmente hace procedente en ese caso sólo la libertad vigilada intensiva, que es la sanción alternativa más gravosa que contiene la ley, antes de la privación efectiva de libertad.





Indicó que la propuesta del Profesor señor López incluye la conducción de vehículos en estado de ebriedad con resultado de lesiones graves contempladas en el número 1 del artículo 397 del Código Penal o muerte, en el catálogo que considera la citada letra b) del artículo 15 bis de la ley N° 18.216, lo que haría muy difícil que, en la práctica, pueda aplicarse la sanción sustitutiva de remisión condicional.





Revisada esta propuesta por los restantes miembros de la Comisión, fue considerada muy adecuada pues evita casi todos los supuestos en que podría proceder la remisión condicional en este caso.





Se tuvo en vista, también, que en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 bis de la ley N° 18.216, quien sea condenado a la pena sustitutiva de libertad vigilada intensiva será obligado a asistir a un tratamiento de rehabilitación del consumo problemático de alcohol o drogas. Se hizo notar que, de no ser cumplido dicho tratamiento, al sentenciado se le revocará la pena sustitutiva y se le impondrá la pena privativa libertad originalmente establecida, todo ello en virtud de lo señalado en el artículo 25 de la citada ley.





En consecuencia, esta enmienda fue acogida.





En último término, se tuvo en vista que el artículo 8° de la ley N° 20.603, que introdujo diversas modificaciones a la ley N° 18.216, entre ellas la pena sustitutiva de libertad vigilada intensiva, señala que esta medida regirá a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de la primera norma citada, deban ser incorporadas en el decreto supremo N° 1.120, de 1984, del Ministerio de Justicia, reglamento de la ley N° 18.216. Por tal razón, la modificación propuesta en esta ocasión a la ley N° 18.216 debe quedar sujeta a la misma condición de vigencia.





Cerrado el debate, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, puso en votación cada una de las tres enmiendas ya explicadas, que consisten en:





1.- Sustituir el artículo único del proyecto por un artículo primero, destinado únicamente a modificar el inciso tercero del artículo 196 de la Ley de Tránsito, de manera de reemplazar la pena que allí se establece, de presidio menor en su grado máximo por presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo;





2.- Incorporar al proyecto un artículo 2°, que modifique la letra b) del artículo 15 bis de la ley N° 18.216, para incluir en el ámbito de la libertad vigilada intensiva el delito señalado en el inciso tercero del artículo 196 de la ley N° 18.290, de Tránsito, y





3.- Contemplar una disposición transitoria destinada a armonizar la entrada en vigor del artículo 2° del proyecto con lo establecido a este respecto en la ley N° 20.603, que modificó la ya mencionada ley N° 18.216.





Cada una de las modificaciones anteriores fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chahuán (en reemplazo del Honorable Senador señor Larraín, don Carlos); Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio (Presidente).

MODIFICACIONES PROPUESTAS

Artículo único


Reemplazarlo por el siguiente artículo 1°:


“Artículo 1°.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 196 de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia, de 2009, la expresión “presidio menor en su grado máximo” por “presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo”. (Unanimidad, 5 x 0).
Artículo 2°, nuevo


Incorporar, como tal, el siguiente:



“Artículo 2°.- Incorpórase, en la letra b) del artículo 15 bis de la ley N° 18.216, introducido por el número 22) del artículo 1° de la ley N° 20.603, a continuación de la expresión “en el contexto de violencia intrafamiliar” seguida de una coma (,), lo siguiente: “el señalado en el inciso tercero del artículo 196 de la ley N° 18.290, de Tránsito”, seguida de una coma (,).”. (Unanimidad, 5 x 0).
Artículo transitorio, nuevo





Agregar, como tal, el que sigue:



“Artículo transitorio.- El artículo 2° de esta ley entrará a regir a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de lo establecido en la ley N° 20.603, deban ser incorporadas en el decreto supremo N° 1.120, del Ministerio de Justicia, de 1984, reglamento de la ley N° 18.216.”. (Unanimidad, 5 x 0).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En caso de aprobarse las proposiciones de vuestra Comisión, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 196 de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia, de 2009, la expresión “presidio menor en su grado máximo” por “presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo”.


Artículo 2°.- Incorpórase, en la letra b) del artículo 15 bis de la ley N° 18.216, introducido por el número 22) del artículo 1° de la ley N° 20.603, a continuación de la expresión “en el contexto de violencia intrafamiliar” seguida de una coma (,), lo siguiente: “el señalado en el inciso tercero del artículo 196 de la ley N° 18.290, de Tránsito”, seguida de una coma (,).

Artículo transitorio.- El artículo 2° de esta ley entrará a regir a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de lo establecido en la ley N° 20.603, deban ser incorporadas en el decreto supremo N° 1.120, del Ministerio de Justicia, de 1984, reglamento de la ley N° 18.216.”.
- - -




Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 12 de junio de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Francisco Chahuán Chahuán (Carlos Larraín Peña), Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto (Presidente).





Sala de la Comisión, a 12 de junio de 2013.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR GARCÍA, SEÑORA RINCÓN Y SEÑORES BIANCHI, MUÑOZ ABURTO Y PÉREZ VARELA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA EL RECURSO DE RECLAMACIÓN CONTRA LAS RESOLUCIONES, DECISIONES O INSTRUCCIONES DE LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL

(8988-13)
Considerando:





Que actualmente la ley 16.395 contempla en su Artículo 58 la posibilidad de reclamar judicialmente ante la Corte de Apelaciones en contra de las medidas disciplinarias que adopte el Superintendente de Seguridad Social, en uso de las facultades que le otorga el artículo 57, que imponga las sanciones de los n° 2 y 3 del artículo 28 del decreto ley N°3.538, de 1980 (es decir multas y suspensiones). 





Como se aprecia, en los demás pronunciamientos no hay un recurso de revisión ante los órganos judiciales, salvo el recurso de protección, que en la mayoría de los casos no prospera, o porque las Cortes estiman que por recaer en materias de Seguridad Social no es propio de este recurso, ya que la garantía de la Seguridad Social no se encuentra dentro de aquellas garantías constitucionales protegida por esta acción cautelar excepcional, o porque en algunos otros casos estiman que la Superintendencia actúa dentro de la legalidad, por cuanto está facultada para interpretar la ley, por lo tanto se necesita un recurso que permita la revisión de las resoluciones de la Superintendencia con las que a diario resuelve contiendas entre los beneficiarios y los Organismos Administradores del Seguro, por el órgano jurisdiccional, tribunales de justicia.





Existen situaciones emblemáticas en que la Superintendencia, excede sus facultades.  Uno de ellos es la calificación de los accidentes de trayecto, la norma dice (D.S. N° 101) que estos accidentes deben ser probados ante el Organismo Administrador por parte de carabineros, certificado de ingreso en los servicios de urgencia, testigos o cualquier otro medio fehaciente; así se aplicó en los primeros veinte o veinticinco años de vigencia de la norma.  A partir de los últimos quince años más o menos, ha resuelto en forma invariable que la mera declaración del afectado, si es suficientemente relacionada, es a su juicio prueba fehaciente y, por lo tanto, ordena conceder los beneficios del Seguro sin otro medio de prueba. 





La emisión de estos pronunciamientos es la forma como la Superintendencia ejerce su facultad de fiscalización e interpretación de las normas de seguridad social, constituida en un verdadero tribunal administrativo, cuyos pronunciamientos son vinculantes para las entidades fiscalizadas por ella.





De la simple lectura del artículo 58 en su redacción actual, es posible percibir la restricción del derecho de reclamación ya que, en palabras del Profesor Patricio Zapata, “no se contempla un recurso judicial expreso para reclamar otras sanciones posibles (por ejemplo la censura) ni para reclamar en contra de otro tipo de actuaciones o intervenciones de la Superintendencia que, no siendo sanciones, pueden llegar a afectar los derechos e intereses de los administrados”.





Por otra parte, en el capítulo IV del mensaje del Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad y actualiza sus atribuciones y funciones establece en su letra A) como funciones de la Superintendencia entre otras: “Resolver las presentaciones, apelaciones y reclamos de usuarios, trabajadores, pensionados, entidades empleadoras, organismos administradores de la seguridad social y otras personas, ya sean naturales o jurídicas, en materias que no sean de carácter litigioso”.




Asimismo, en su letra C sobre Auditorías y Procedimientos Sancionatorios se dispone que “se asegura que el proceso sancionatorio se desarrolle considerando las garantías que se desprenden de la Constitución Política de la República”.





Justamente es nuestra Carta Fundamental la que exige no sólo que cualquier aplicación de sanciones administrativas sea la culminación de un procedimiento racional y justo, sino que también otorga la garantía de que las personas gocen, además, y en todo momento, -antes, durante y después de las sanciones- de la posibilidad efectiva de lograr que un tribunal revise en forma todas y cada una de las decisiones de la autoridad administrativa que tienen la aptitud de afectar derechos fundamentales e intereses legítimos. Lo anterior, llamado “derecho a la tutela judicial efectiva”, respaldado por la opinión del Profesor Zapata, es lo que no se respeta suficientemente en el mencionado Proyecto de Ley.





“Es de lamentar, señala Zapata, que el proyecto haya eliminado la disposición que establece el texto hoy vigente que vencido el plazo de seis días hábiles el tribunal procederá a la vista haya o no evacuado el traslado la Superintendencia.  Esto porque al disponer que se tramitará “previo informe” puede significar, en los hechos, que el reclamante y el Tribunal deban esperar hasta que la Administración decida acompañar el informe”.





Otros factores a analizar en la realidad del artículo 58 es que se disponga que se tramite “en cuenta”, esto en virtud de la gravedad de las sanciones que puedan llegar a aplicarse. Por tanto la idea de que se tramite “en relación” suena más armónica con la consideración a los derechos de los administrados al existir alegatos y una visión más reflexiva de la causa. Además, preocupa que el proyecto no contemple la posibilidad de presentar recurso de reposición ante la Corte de Apelaciones en caso que ella resuelva declarar inadmisible la reclamación.





Por tanto, vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY





Artículo único.- Sustitúyase el actual artículo 58 de la Ley N° 16.395, por el siguiente:

Artículo 58.- En contra de las resoluciones, decisiones o instrucciones que dicte la Superintendencia de Seguridad Social, podrá deducirse recurso de reposición ante esa misma autoridad, dentro del plazo de 10 días hábiles, contados desde la fecha de la notificación de la resolución, decisión o instrucción.

La Superintendencia deberá pronunciarse sobre el recurso en el plazo de 30 días, desde que se interponga.

En contra de la resolución que deniegue la reposición, el afectado podrá reclamar, dentro de 15 días hábiles siguientes a su notificación, ante la Corte de Apelaciones que corresponda al domicilio de aquél, la que deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del reclamo, y si éste ha sido interpuesto dentro del término legal.  Admitido el reclamo la Corte dará traslado por 15 días hábiles a la Superintendencia.  Evacuando el traslado, la Corte ordenará traer los autos “en relación”, agregándose la causa en forma extraordinaria  a la tabla del día siguiente, previo sorteo de la Sala, cuando corresponda.  Si el Tribunal no decretare medidas para mejor resolver, dictará sentencia dentro del plazo de 30 días y, si las ordenare, en el plazo de 10 días de evacuadas ellas.

La resolución que expida la Corte de Apelaciones será apelable en el plazo de cinco días, recurso del que conocerá en cuanta una Sala de la Corte Suprema, sin esperar la comparecencia de las partes, salvo que estime conveniente traer los autos “en relación”.

La notificación de la interposición del recurso de la reclamación suspenderá los efectos de lo ordenado por la Superintendencia.”

(Fdo.): José García Ruminot, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.
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